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          § 1
          LEY 30/1992, DE 26 DE NOVIEMBRE (JEFATURA DEL ESTADO), DE RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN
        

        
				
        
          («BOE» núm. 285, de 27 de noviembre de 1992; correcciones de errores en «BOE»
          

          núms. 311, de 28 de diciembre de 1992, y 23, de 27 de enero de 1993)
        

        
				
        
          EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
        

        
				
        1

        
				
        La Constitución recoge en el título IV los principios que inspiran la actuación administrativa y garantizan el sometimiento pleno de su actividad a la Ley y al Derecho, y configura al Gobierno de la Nación como un órgano eminentemente político que dirige la Administración y ejerce la potestad reglamentaria.

        
				
        En el ordenamiento que tuvo su origen en el régimen autocrático precedente se venía reduciendo el Gobierno al Órgano Superior en el que culmina la Administración del Estado y, en consecuencia, concibiéndolo como un mero apéndice o prolongación de la misma, con la que compartiría, en buena medida, su naturaleza administrativa. El artículo 97 de la Constitución arrumba definitivamente esta concepción y recupera para el Gobierno el ámbito político de la función de gobernar, inspirada en el principio de legitimidad democrática. Se perfilan así con nitidez los rasgos propios que definen al Gobierno y a la Administración como instituciones públicas constitucionalmente diferenciadas y los que establecen la subordinación de la Administración a la acción política de dirección del Gobierno.

        
				
        Es preciso ahora que el marco que regula el régimen jurídico de las Administraciones Públicas sea objeto de una adaptación normativa expresa que lo configure de forma armónica y concordante con los principios constitucionales.

        
				
        La Constitución garantiza el sometimiento de las Administraciones Públicas al principio de legalidad, tanto con respecto a las normas que rigen su propia organización, como al régimen jurídico, el procedimiento administrativo y el sistema de responsabilidad.

        
				
        Por otra parte, la Administración Local, cuyo régimen jurídico está establecido como básico en el mismo artículo 149.1.18.ª de la Constitución tiene una regulación específica en su actual Ley de Bases que no ofrece ninguna dificultad de adaptación a los objetivos de esta Ley y que no exige modificaciones específicas.

        
				
        2

        
				
        El artículo 149.1.18.ª de la Constitución distingue entre las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, que habrán de garantizar al administrado un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas, y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones Públicas.

        
				
        La delimitación del régimen jurídico de las Administraciones Públicas se engloba en el esquema «bases más desarrollo» que permite a las Comunidades Autónomas dictar sus propias normas siempre que se ajusten a las bases estatales. Sin embargo, respecto al procedimiento administrativo común y al sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas, aunque su formulación jurídica sea la manifestación expresa y la traducción práctica para los ciudadanos de la aplicación regular del propio régimen jurídico, la Constitución las contempla como una competencia normativa plena y exclusiva del Estado.

        
				
        
          La Ley recoge esta concepción constitucional de distribución de competencias y regula el procedimiento administrativo común, de aplicación general a todas las Administraciones Públicas, y fija las garantías mínimas de los ciudadanos respecto de la actividad administrativa. Esta regulación no agota las competencias estatales o autonómicas de establecer procedimientos específicos
          ratione materiae
          que deberán respetar, en todo caso, estas garantías. La Constitución establece la competencia de las Comunidades Autónomas para establecer las especialidades derivadas de su organización propia, pero, además, como ha señalado la jurisprudencia constitucional, no se puede disociar la norma sustantiva de la norma de procedimiento, por lo que también ha de ser posible que las Comunidades Autónomas dicten las normas de procedimiento necesarias para la aplicación de su derecho sustantivo, pues lo reservado al Estado no es todo procedimiento sino sólo aquel que deba ser común y haya sido establecido como tal. La regulación de los procedimientos propios de las Comunidades Autónomas habrán de respetar siempre las reglas del procedimiento que, por ser competencia exclusiva del Estado, integra el concepto de Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        A este avanzado concepto responde la Ley que es de aplicación a todas las Administraciones Públicas y rigurosamente respetuosa con la distribución constitucional de competencias.

        
				
        3

        
				
        Con independencia de la Ley de 19 de octubre de 1889, que en su intento de uniformar el procedimiento constituyó un paso significativo en la evolución del Derecho Público español –aunque se plasmara en un amasijo de Reglamentos departamentales–, la primera y única regulación del régimen jurídico y del procedimiento administrativo de la Administración Pública, en nuestro ordenamiento, es la contenida en los artículos 22 y siguientes de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, de 26 de julio de 1957, y en la Ley de Procedimiento Administrativo, de 17 de julio de 1958, que constituyen, ciertamente, una aportación relevante en la configuración de nuestro Derecho Administrativo, en particular esta última.

        
				
        El marco jurídico que diseñan estas normas tiene como objeto explícito, sobre todo, la unificación de normas preexistentes, «... reunir en un texto único aplicable a todos los Departamentos ministeriales...», para garantizar una actuación común, casi didáctica, en el funcionamiento interno de la Administración, en el que la garantía de los particulares se contempla desde la unificación del procedimiento y desde el concepto de la autorización previa para el reconocimiento de un derecho o la satisfacción de un interés legítimo.

        
				
        La Constitución de 1978 alumbra un nuevo concepto de Administración, sometida a la Ley y al Derecho, acorde con la expresión democrática de la voluntad popular. La Constitución consagra el carácter instrumental de la Administración, puesta al servicio de los intereses de los ciudadanos y la responsabilidad política del Gobierno correspondiente, en cuanto que es responsable de dirigirla.

        
				
        El régimen jurídico de las Administraciones Públicas debe establecerse desde este concepto y trascender a las reglas de funcionamiento interno, para integrarse en la sociedad a la que sirve como el instrumento que promueve las condiciones para que los derechos constitucionales del individuo y los grupos que integran la sociedad sean reales y efectivos.

        
				
        Pero, además, el régimen jurídico no es neutral en una dinámica de modernización del Estado. El procedimiento administrativo es un instrumento adecuado para dinamizar su avance y, por lo tanto, las reglas esenciales del procedimiento son una pieza fundamental en el proceso de modernización de nuestra sociedad y de su Administración.

        
				
        Desde esta óptica, el cambio que opera la Ley es profundo y se percibe a lo largo de todo el articulado, en el que se han respetado, incluso literalmente, los preceptos más consolidados en la técnica de la gestión administrativa. La recepción que la Ley opera del anterior ordenamiento constituye en sí misma un reconocimiento de la importancia que aquél tuvo en su día y que hoy en buena parte conserva.

        
				
        Pero, junto a ello, resulta innegable la necesidad de introducir reformas profundas en esta materia que tengan en cuenta, tanto la multiplicidad de Administraciones Públicas a las que la Ley va dirigida, como la necesidad de ampliar y reforzar las garantías de los ciudadanos para la resolución justa y pronta de los asuntos.
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        La múltiple y compleja realidad que supone la coexistencia de la Administración del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las de las Entidades Locales, proyectando su actividad sobre un mismo espacio subjetivo y geográfico, hace necesario propiciar un acercamiento eficaz de los servicios administrativos a los ciudadanos. Objetivo que demanda, a su vez, una fluida relación entre las Administraciones Públicas y un marco jurídico de actuación común a todas ellas que permita a los particulares dirigirse a cualquier instancia administrativa con la certeza de que todas actúan con criterios homogéneos.

        
				
        La eficacia en el resultado de la actuación de esa realidad plural y compleja que son las Administraciones Públicas, hace que la cooperación entre ellas resulte un principio activo, no sólo deseable, sino indispensable a su funcionamiento. La cooperación es un deber general, la esencia del modelo de organización territorial del Estado autonómico, que se configura como un deber recíproco de apoyo y mutua lealtad que no es preciso que se justifique en preceptos concretos porque no puede imponerse, sino acordarse, conformarse o concertarse, siendo el principio que, como tal, debe presidir el ejercicio de competencias compartidas o de las que se ejercen sobre un mismo espacio físico. Esta necesaria cooperación institucional entre Administraciones Públicas permitirá, en el marco de la modernización de sus estructuras, la simplificación de todas ellas y, cuando sea posible, también la reducción de la organización territorial de la Administración General del Estado en las Comunidades Autónomas que, por razón de su nivel competencial propio, hayan asumido la gestión de las materias en que se desarrollen las funciones de aquellos órganos territoriales.
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        Las nuevas corrientes de la ciencia de la organización aportan un enfoque adicional en cuanto mecanismo para garantizar la calidad y transparencia de la actuación administrativa, que configuran diferencias sustanciales entre los escenarios de 1958 y 1992. La Ley de Procedimiento Administrativo de 1958 pretendió modernizar las arcaicas maneras de la Administración española, propugnando una racionalización de los trabajos burocráticos y el empleo de «máquinas adecuadas, con vista a implantar una progresiva mecanización y automatismo en las oficinas públicas, siempre que el volumen de trabajo haga económico el empleo de estos procedimientos». Este planteamiento tan limitado ha dificultado el que la informatización, soporte y tejido nervioso de las relaciones sociales y económicas de nuestra época, haya tenido hasta ahora incidencia sustantiva en el procedimiento administrativo, por falta de reconocimiento formal de la validez de documentos y comunicaciones emitidos por dicha vía. El extraordinario avance experimentado en nuestras Administraciones Públicas en la tecnificación de sus medios operativos, a través de su cada vez mayor parque informático y telemático, se ha limitado al funcionamiento interno, sin correspondencia relevante con la producción jurídica de su actividad relacionada con los ciudadanos. Las técnicas burocráticas formalistas, supuestamente garantistas, han caducado, por más que a algunos les parezcan inamovibles, y la Ley se abre decididamente a la tecnificación y modernización de la actuación administrativa en su vertiente de producción jurídica y a la adaptación permanente al ritmo de las innovaciones tecnológicas.

        
				
        6

        
				
        El título I aborda las relaciones entre las Administraciones Públicas de carácter directo en unos casos y, en otros, formalizadas a través de los órganos superiores de gobierno, a partir de las premisas de la lealtad constitucional y la colaboración que han de presidir aquéllas, consustancial al modelo de organización territorial del Estado implantado por la Constitución.

        
				
        Ello es condición inexcusable para articular el ordenado desenvolvimiento de la actividad administrativa desde el momento en que coexisten una diversidad de Administraciones que proyectan su actividad sobre el mismo ámbito territorial, personal y, en ocasiones, material, actividad que a la vez debe cumplir criterios de eficacia sin menoscabo de competencias ajenas. Conjugar esta pluralidad de factores obliga a intensificar las relaciones de cooperación, mediante la asistencia recíproca, el intercambio de información, las Conferencias sectoriales para la adopción de criterios o puntos de vista comunes al abordar los problemas de cada sector, o la celebración de convenios de colaboración, como aspectos generales que podrán ser susceptibles de concreción en los distintos sectores de la actividad administrativa.

        
				
        La Ley recoge estos aspectos, que ya han demostrado su fecundidad en la práctica, e introduce como novedad la figura del Convenio de Conferencia Sectorial, que propiciará el acuerdo multilateral para acciones sectoriales, sin menoscabo de su origen pactado, que requiere la conformidad expresa de todas las partes intervinientes. De este modo, las Conferencias sectoriales, sin sustituir o anular las facultades decisorias propias de cada Administración Pública, recibirán un nuevo impulso en el decisivo papel que ya están jugando en la consolidación del Estado de las Autonomías.

        
				
        7

        
				
        El título II dedica su capítulo I a regular los principios generales del régimen de los órganos administrativos, derivados de los principios superiores de indisponibilidad de la competencia, jerarquía y coordinación, en el marco de lo previsto por el artículo 103 de la Constitución. Plenamente respetuosa con la potestad de autoorganización de las Administraciones Públicas, la Ley se limita a regular el núcleo estricto de lo que constituye la normativa básica de toda organización administrativa, cuya observancia tiene efectos directos sobre la validez y eficacia de los actos administrativos.

        
				
        La misma perspectiva relativa a la autoorganización lleva a regular en el capítulo II el régimen del funcionamiento de los órganos colegiados. Pero, además, la evolución más reciente de nuestra organización administrativa hacia fórmulas participativas, obliga a contemplar la nueva tipología de órganos colegiados cuya composición y funcionalidad no se ajusta a la regulación establecida por la anterior Ley, dictada en una circunstancia histórica y política en la que la participación de otras Administraciones o de organizaciones sociales resultaba impensable.

        
				
        El capítulo III, que recoge las normas generales de abstención y recusación de las autoridades y personal de las Administraciones Públicas, es corolario del mandato que la Constitución acoge en su artículo 103.1 cuando predica que la Administración Pública sirve, con objetividad, a los intereses generales. La normación común de las causas objetivas de abstención y recusación es tanto como garantizar el principio de neutralidad, que exige mantener los servicios públicos a cubierto de toda colisión entre intereses particulares e intereses generales.

        
				
        8

        
				
        
          El título III recoge las normas relativas a los interesados, con la amplitud que exige este concepto. Se regulan las especialidades de la capacidad de obrar en el ámbito del Derecho Administrativo, la legitimación para intervenir en el procedimiento, la comparecencia a través de representantes y la pluralidad de interesados. Con ello se da cumplida respuesta a lo previsto en la Constitución, cuyo artículo 105
          .c),
          acoge el derecho de audiencia de los interesados como pieza angular del procedimiento administrativo.
        

        
				
        9

        
				
        El título IV, bajo el epígrafe «De la actividad de las Administraciones Públicas», contiene una trascendente formulación de los derechos de los ciudadanos en los procedimientos administrativos, además de los que les reconocen la Constitución y las Leyes. De esta enunciación cabe destacar como innovaciones significativas: la posibilidad de identificar a las autoridades y funcionarios bajo cuya responsabilidad se tramiten los procedimientos rompiendo la tradicional opacidad de la Administración, el derecho de formular alegaciones y de aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, el de no presentar los ya aportados a la Administración actuante y el de obtener información y orientación sobre los condicionamientos jurídicos o técnicos que las disposiciones vigentes impongan a los proyectos que se propongan abordar.

        
				
        
          Incorpora, a continuación, las normas esenciales sobre el uso de las lenguas oficiales, regula el acceso a la información de los archivos y registros administrativos, conforme a lo establecido en el artículo 105.
          b)
          de la Constitución, y aborda de manera frontal y decidida –en contraposición a la timidez de las previsiones de la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958– la instalación en soporte informático de los registros generales, así como la integración informática de aquéllos con los restantes registros administrativos.
        

        
				
        En esta materia cobran especial relevancia los principios de cooperación, coordinación y colaboración, posibilitando el que los ciudadanos puedan presentar las solicitudes, escritos y comunicaciones que dirijan a las Administraciones Públicas en los registros de cualquier órgano administrativo que pertenezca a la Administración General del Estado o a la de cualquier Administración de las Comunidades Autónomas, al margen de las restantes posibilidades ya establecidas o que se establezcan. A tal efecto se prevé que, mediante convenio de colaboración entre las Administraciones Públicas, se implanten sistemas de intercomunicación y coordinación de registros que garanticen la compatibilidad informática y la transmisión telemática de los asientos.

        
				
        El derecho a la identificación de las autoridades y funcionarios bajo cuya responsabilidad se tramiten los procedimientos, a que antes se hizo referencia, se complementa ahora con la posibilidad de solicitar la exigencia de responsabilidad por las anomalías en la tramitación.

        
				
        La Ley introduce un nuevo concepto sobre la relación de la Administración con el ciudadano, superando la doctrina del llamado silencio administrativo. Se podría decir que esta Ley establece el silencio administrativo positivo cambiando nuestra norma tradicional. No sería exacto. El objetivo de la Ley no es dar carácter positivo a la inactividad de la Administración cuando los particulares se dirijan a ella. El carácter positivo de la inactividad de la Administración es la garantía que se establece cuando no se cumple el verdadero objetivo de la Ley, que es que los ciudadanos obtengan respuesta expresa de la Administración y, sobre todo, que la obtengan en el plazo establecido. El silencio administrativo, positivo o negativo, no debe ser un instituto jurídico normal, sino la garantía que impida que los derechos de los particulares se vacíen de contenido cuando su Administración no atiende eficazmente y con la celeridad debida las funciones para las que se ha organizado. Esta garantía, exponente de una Administración en la que debe primar la eficacia sobre el formalismo, sólo cederá cuando exista un interés general prevalente o cuando realmente el derecho cuyo reconocimiento se postula no exista.

        
				
        Lógicamente, la citada regulación se complementa con la inclusión posterior, como supuesto de nulidad de pleno derecho, de los actos presuntos o expresos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.

        
				
        Concluye el título IV con una abierta incorporación de las técnicas informáticas y telemáticas en la relación ciudadano-Administración y resuelve los problemas que en materia de términos y plazos se planteaban a causa de la diversidad de calendarios de festividades.
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        Abre el título V el capítulo dedicado a las disposiciones administrativas, enunciando los principios generales de legalidad, jerarquía, publicidad e inderogabilidad singular del Reglamento.

        
				
        El capítulo II regula los requisitos de los actos administrativos, partiendo de los principios de competencia y legalidad, con expresión de los que requieren motivación, recogiendo su forma escrita como regla general.

        
				
        La eficacia, notificación y publicación de los actos administrativos se recoge en el capítulo III, abriendo la posibilidad de medios de notificación distintos a los tradicionales que, sin merma de las necesarias garantías de autenticidad, permitan su agilización mediante el empleo de las nuevas técnicas de transmisión de información, superándose la limitación de la exclusividad del domicilio como lugar de notificaciones.

        
				
        En el capítulo IV se regulan las causas y efectos de la nulidad y anulabilidad de los actos administrativos. La Ley incluye, como causa de nulidad de pleno derecho, la lesión del contenido esencial de los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional, en virtud de la especial protección que a los mismos garantiza la Constitución.
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        El título VI regula la estructura general del procedimiento que ha de seguirse para la realización de la actividad jurídica de la Administración.

        
				
        En el capítulo I se regula la iniciación, que podrá hacerse de oficio o por solicitud de los interesados.

        
				
        Las solicitudes de los interesados se abren a la posible utilización de medios telemáticos, e incluso audiovisuales, para facilitar su formulación, siempre que quede acreditada la autenticidad de su voluntad.

        
				
        Se regulan asimismo, en este capítulo, otras cuestiones conexas a la iniciación, como el período de información previa, las medidas provisionales para asegurar la eficacia de la resolución, la acumulación de asuntos y la modificación o mejora voluntaria de los términos de la solicitud formulada por los interesados.

        
				
        El capítulo II, dedicado a la ordenación, recoge los criterios de celeridad e impulsión de oficio, y contiene un conjunto de reglas destinadas a simplificar y agilizar los trámites del procedimiento.

        
				
        La instrucción del procedimiento se recoge en el capítulo III mediante la regulación de las alegaciones, medios de prueba e informes. Recibe tratamiento específico el supuesto, cada vez más frecuente, de emisión de informes por una Administración Pública distinta de la que tramita el procedimiento, previendo que su no evacuación no paralizará necesariamente el procedimiento, a fin de evitar que la inactividad de una Administración redunde en perjuicio de los interesados.

        
				
        Recoge también este capítulo el trámite de audiencia, que se efectuará poniendo de manifiesto a los interesados la totalidad del expediente, salvo en lo que afecte a los supuestos de excepción del derecho de acceso a archivos y registros administrativos.

        
				
        El trámite de información pública, cuando lo requiera la naturaleza del procedimiento, se regula de modo netamente diferenciado de la audiencia, pues ni la comparecencia otorga, por sí misma, la condición de interesado, ni la incomparecencia enerva la vía de recurso para los que tengan esta condición.
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        El capítulo IV regula las formas y efectos de la finalización del procedimiento, a través de resolución, desistimiento, renuncia o caducidad. Se introduce la posibilidad de utilizar instrumentos convencionales en la tramitación y terminación de los procedimientos.

        
				
        La ejecutividad de los actos administrativos y los medios de ejecución forzosa quedan recogidos en el capítulo V. La autotutela de la Administración Pública, potestad que permite articular los medios de ejecución que garanticen la eficacia de la actividad administrativa, queda, en todo caso, subordinada a los límites constitucionales, debiendo adoptarse los medios precisos para la ejecución, de modo que se restrinja al mínimo la libertad individual y de acuerdo con el principio de proporcionalidad.
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        El título VII, «Revisión de los actos administrativos», establece una profunda modificación del sistema de recursos administrativos vigente hasta hoy, atendiendo los más consolidados planteamientos doctrinales, tanto en lo referente a la simplificación, como a las posibilidades del establecimiento de sistemas de solución de reclamaciones y recursos distintos a los tradicionales y cuya implantación se va haciendo frecuente en los países de nuestro entorno y que ya existen, en algún caso, en nuestro propio ordenamiento.

        
				
        El sistema de revisión de la actividad de las Administraciones Públicas que la Ley establece se organiza en torno a dos líneas básicas: La unificación de los recursos ordinarios y el reforzamiento de la revisión de oficio por causa de nulidad.

        
				
        La primera línea supone establecer un solo posible recurso para agotar la vía administrativa, bien sea el ordinario que se regula en la Ley, o el sustitutivo que, con carácter sectorial, puedan establecer otras leyes.

        
				
        La revisión de oficio, por su parte, se configura como un verdadero procedimiento de nulidad, cuando se funde en esta causa, recogiendo la unanimidad de la doctrina jurisprudencial y científica.

        
				
        14

        
				
        El título IX regula los principios básicos a que debe someterse el ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración y los correspondientes derechos que de tales principios se derivan para los ciudadanos extraídos del texto constitucional y de la ya consolidada jurisprudencia sobre la materia. Efectivamente, la Constitución, en su artículo 25, trata conjuntamente los ilícitos penales y administrativos, poniendo de manifiesto la voluntad de que ambos se sujeten a principios de básica identidad, especialmente cuando el campo de actuación del derecho administrativo sancionador ha ido recogiendo tipos de injusto procedentes del campo penal no subsistentes en el mismo en aras al principio de mínima intervención.

        
				
        
          Entre tales principios destaca el de legalidad o
          ratio democrático
          en virtud del cual es el poder legislativo el que debe fijar los límites de la actividad sancionadora de la Administración y el de tipicidad, manifestación en este ámbito del de seguridad jurídica, junto a los de presunción de inocencia, información, defensa, responsabilidad, proporcionalidad, interdicción de la analogía, etc.
        

        
				
        Todos ellos se consideran básicos al derivar de la Constitución y garantizar a los administrados un tratamiento común ante las Administraciones Públicas, mientras que el establecimiento de los procedimientos materiales concretos es cuestión que afecta a cada Administración Pública en el ejercicio de sus competencias.
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        El título X, «De la responsabilidad de las Administraciones Públicas y de sus autoridades y demás personal a su servicio», incorpora la regulación de una materia estrechamente unida a la actuación administrativa y que constituye, junto al principio de legalidad, uno de los grandes soportes del sistema. Se hace así realidad la previsión contenida en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución sobre el establecimiento de un «sistema de responsabilidad de todas las Administraciones Públicas».

        
				
        En lo que a la responsabilidad patrimonial se refiere, el proyecto da respuesta al pronunciamiento constitucional de indemnización de todas las lesiones que los particulares sufran en sus bienes y derechos como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos, de acuerdo con las valoraciones predominantes en el mercado, estableciendo además la posibilidad de que hasta un determinado límite pueda hacerse efectiva en el plazo de treinta días, siempre que la valoración del daño y la relación de causalidad entre la lesión y el funcionamiento normal o anormal del servicio público sean inequívocos.

        
				
        
          TÍTULO PRELIMINAR
        

        
				
        
          Del ámbito de aplicación y principios generales
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Objeto de la Ley.–
          La presente Ley establece y regula las bases del régimen jurídico, el procedimiento administrativo común y el sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas, siendo aplicable a todas ellas
          [1]
          .
        

        
				
        
          Art. 2.
          Ámbito de aplicación.–
          1. Se entiende a los efectos de esta Ley por Administraciones Públicas:        

        
				
        
          a)
          La Administración General del Estado.
        

        
				
        
          b)
          Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.
        

        
				
        
          c)
          Las Entidades que integran la Administración Local
          [2]
          .
        

        
				
        
          2. Las Entidades de Derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas tendrán asimismo la consideración de Administración Pública. Estas Entidades sujetarán su actividad a la presente Ley cuando ejerzan potestades administrativas, sometiéndose en el resto de su actividad a lo que dispongan sus normas de creación
          [3]
          .        

        
				
        
          Art. 3.
           
          Principios generales
          .–1. Las Administraciones públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho
          [4]
          .
        

        
				
        Igualmente, deberán respetar en su actuación los principios de buena fe y de confianza legítima.

        
				
        2. Las Administraciones Públicas, en sus relaciones, se rigen por el principio de cooperación y colaboración, y en su actuación por los criterios de eficiencia y servicio a los ciudadanos.

        
				
        3. Bajo la dirección del Gobierno de la Nación, de los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas y de los correspondientes de las Entidades que integran la Administración Local, la actuación de la Administración Pública respectiva se desarrolla para alcanzar los objetivos que establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.

        
				
        
          4. Cada una de las Administraciones Públicas actúa para el cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica única
          [5]
          .
        

        
				
        
          5. En sus relaciones con los ciudadanos las Administraciones públicas actúan de conformidad con los principios de transparencia y de participación
          [6]
          .
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De las Administraciones Públicas y sus relaciones
        

        
				
        
          Art. 4.
           
          Principios de las relaciones entre las Administraciones Públicas.
          –1. Las Administraciones Públicas actúan y se relacionan de acuerdo con el principio de lealtad institucional y, en consecuencia, deberán
          [7]
          :
        

        
				
        
          a)
          Respetar el ejercicio legítimo por las otras Administraciones de sus competencias.
        

        
				
        
          b)
          Ponderar, en el ejercicio de las competencias propias, la totalidad de los intereses públicos implicados y, en concreto, aquellos cuya gestión esté encomendada a las otras Administraciones.
        

        
				
        
          c)
          Facilitar a las otras Administraciones la información que precisen sobre la actividad que desarrollen en el ejercicio de sus propias competencias.
        

        
				
        
          d)
          Prestar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia activas que las otras Administraciones pudieran recabar para el eficaz ejercicio de sus competencias.
        

        
				
        
          2. A efectos de lo dispuesto en las letras
          c)
          y
          d)
          del apartado anterior, las Administraciones públicas podrán solicitar cuantos datos, documentos o medios probatorios se hallen a disposición del ente al que se dirija la solicitud. Podrán también solicitar asistencia para la ejecución de sus competencias
          [8]
          .
        

        
				
        3. La asistencia y cooperación requerida sólo podrá negarse cuando el ente del que se solicita no esté facultado para prestarla, no disponga de medios suficientes para ello o cuando, de hacerlo, causara un perjuicio grave a los intereses cuya tutela tiene encomendada o al cumplimiento de sus propias funciones. La negativa a prestar la asistencia se comunicará motivadamente a la Administración solicitante.

        
				
        4. La Administración General del Estado, la de las Comunidades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local deberán colaborar y auxiliarse para aquellas ejecuciones de sus actos que hayan de realizarse fuera de sus respectivos ámbitos territoriales de competencias.

        
				
        5. En las relaciones entre la Administración General del Estado y la Administración de las Comunidades Autónomas, el contenido del deber de colaboración se desarrollará a través de los instrumentos y procedimientos que de manera común y voluntaria establezcan tales Administraciones.

        
				
        
          Cuando estas relaciones, en virtud del principio de cooperación, tengan como finalidad la toma de decisiones conjuntas que permitan, en aquellos asuntos que afecten a competencias compartidas o exijan articular una actividad común entre ambas Administraciones, una actividad más eficaz de los mismos, se ajustarán a los instrumentos y procedimientos de cooperación a que se refieren los artículos siguientes
          [9]
          .
        

        
				
        
          Art. 5.
           
          Conferencias sectoriales y otros órganos de cooperación
          .–1. La Administración General del Estado y la Administración de las Comunidades Autónomas pueden crear órganos para la cooperación entre ambas, de composición bilateral o multilateral, de ámbito general o de ámbito sectorial, en aquellas materias en las que exista interrelación competencial, y con funciones de coordinación o cooperación según los casos.        

        
				
        A efectos de lo establecido en el presente capítulo, no tienen la naturaleza de órganos de cooperación aquellos órganos colegiados creados por la Administración General del Estado para el ejercicio de sus competencias en cuya composición se prevea que participen representantes de la Administración de las Comunidades Autónomas con la finalidad de consulta.

        
				
        2. Los órganos de cooperación de composición bilateral y de ámbito general que reúnan a miembros del Gobierno, en representación de la Administración General del Estado, y a miembros del Consejo de Gobierno, en representación de la Administración de la respectiva Comunidad Autónoma, se denominan Comisiones Bilaterales de Cooperación. Su creación se efectúa mediante acuerdo, que determina los elementos esenciales de su régimen.

        
				
        3. Los órganos de cooperación de composición multilateral y de ámbito sectorial que reúnen a miembros del Gobierno, en representación de la Administración General del Estado, y a miembros de los Consejos de Gobierno, en representación de las Administraciones de las Comunidades Autónomas, se denominan Conferencias Sectoriales. El régimen de cada Conferencia Sectorial es el establecido en el correspondiente acuerdo de institucionalización y en su reglamento interno.

        
				
        4. La convocatoria de la Conferencia se realizará por el Ministro o Ministros que tengan competencias sobre la materia que vaya a ser objeto de la Conferencia Sectorial. La convocatoria se hará con antelación suficiente y se acompañará del orden del día y, en su caso, de la documentación precisa para la preparación previa de la Conferencia.

        
				
        5. Los acuerdos que se adopten en una Conferencia Sectorial se firmarán por el Ministro o Ministros competentes y por los titulares de los órganos de gobierno correspondientes de las Comunidades Autónomas. En su caso, estos acuerdos podrán formalizarse bajo la denominación de Convenio de Conferencia Sectorial.

        
				
        6. Las Conferencias Sectoriales podrán acordar la creación de comisiones y grupos de trabajo para la preparación, estudio y desarrollo de cuestiones concretas propias del ámbito material de cada una de ellas.

        
				
        7. Con la misma finalidad, y en ámbitos materiales específicos, la Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas podrán constituir otros órganos de cooperación que reúnan a responsables de la materia.

        
				
        
          8. Cuando la materia del ámbito sectorial de un órgano de cooperación de composición multilateral afecte o se refiera a competencias de las Entidades Locales, el pleno del mismo puede acordar que la asociación de éstas de ámbito estatal con mayor implantación sea invitada a asistir a sus reuniones, con carácter permanente o según el orden del día
          [10]
          .
        

        
				
        
          Art. 6.
           
          Convenios de colaboración
          .–1. La Administración General y los Organismos públicos vinculados o dependientes de la misma podrán celebrar convenios de colaboración con los órganos correspondientes de las Administraciones de las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus respectivas competencias
          [11]
          .
        

        
				
        2. Los instrumentos de formalización de los convenios deberán especificar, cuando así proceda:

        
				
        
          a)
          Los órganos que celebran el convenio y la capacidad jurídica con la que actúa cada una de las partes.
        

        
				
        
          b)
          La competencia que ejerce cada Administración.
        

        
				
        
          c)
          Su financiación.
        

        
				
        
          d)
          Las actuaciones que se acuerden desarrollar para su cumplimiento.
        

        
				
        
          e)
          La necesidad o no de establecer una organización para su gestión.
        

        
				
        
          f)
          El plazo de vigencia, lo que no impedirá su prórroga si así lo acuerdan las partes firmantes del convenio.
        

        
				
        
          g)
          La extinción por causa distinta a la prevista en el apartado anterior, así como la forma de terminar las actuaciones en curso para el supuesto de extinción.
        

        
				
        
          3. Cuando se cree un órgano mixto de vigilancia y control, éste resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que puedan plantearse respecto de los convenios de colaboración
          [12]
          .
        

        
				
        4. Cuando los convenios se limiten a establecer pautas de orientación política sobre la actuación de cada Administración en una cuestión de interés común o a fijar el marco general y la metodología para el desarrollo de la colaboración en un área de interrelación competencial o en un asunto de mutuo interés, se denominarán Protocolos Generales.

        
				
        5. Cuando la gestión del convenio haga necesario crear una organización común, ésta podrá adoptar la forma de consorcio dotado de personalidad jurídica o sociedad mercantil.

        
				
        Los estatutos del consorcio determinarán los fines del mismo, así como las particularidades del régimen orgánico, funcional y financiero.

        
				
        Los órganos de decisión estarán integrados por representantes de todas las entidades consorciadas, en la proporción que se fije en los Estatutos respectivos.

        
				
        
          Para la gestión de los servicios que se le encomienden podrán utilizarse cualquiera de las formas previstas en la legislación aplicable a las Administraciones consorciadas
          [13]
          .
        

        
				
        
          Art. 7.
           
          Planes y programas conjuntos
          .–1. La Administración General del Estado y la Administración de las Comunidades Autónomas pueden acordar la realización de planes y programas conjuntos de actuación para el logro de objetivos comunes en materia en las que ostenten competencias concurrentes.
        

        
				
        2. Dentro del respectivo ámbito sectorial, corresponde a las Conferencias Sectoriales la iniciativa para acordar la realización de planes o programas conjuntos, la aprobación de su contenido, así como el seguimiento y evaluación multilateral de su puesta en práctica.

        
				
        3. El acuerdo aprobatorio de planes o programas conjuntos debe especificar, según su naturaleza, los siguientes elementos de su contenido:

        
				
        Los objetivos de interés común a cumplir.

        
				
        Las actuaciones a desarrollar por cada Administración.

        
				
        Las aportaciones de medios personales y materiales de cada Administración.

        
				
        Los compromisos de aportación de recursos financieros.

        
				
        La duración, así como los mecanismos de seguimiento, evaluación y modificación.

        
				
        4. El acuerdo aprobatorio de un plan o programa conjunto, que tendrá eficacia vinculante para la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas participantes que lo suscriban, puede ser completado mediante convenios de colaboración con cada una de ellas que concreten aquellos extremos que deban ser especificados de forma bilateral.

        
				
        
          5. Los acuerdos aprobatorios de planes o programas conjuntos son objeto de publicación oficial
          [14]
          .
        

        
				
        
          Art. 8.
           
          Efectos de los convenios
          .–1. Los convenios de Conferencia sectorial y los convenios de colaboración en ningún caso suponen la renuncia a las competencias propias de las Administraciones intervinientes.
        

        
				
        2. Los convenios de Conferencia sectorial y los convenios de colaboración celebrados obligarán a las Administraciones intervinientes desde el momento de su firma, salvo que en ellos se establezca otra cosa.

        
				
        
          Tanto los convenios de Conferencia sectorial como los convenios de colaboración serán comunicados al Senado
          [15]
          .
        

        
				
        Ambos tipos de convenios deberán publicarse en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Diario Oficial de la Comunidad Autónoma» respectiva.

        
				
        
          3. Las cuestiones litigiosas que puedan surgir en su interpretación y cumplimiento, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 6.3, serán de conocimiento y competencia del Orden Jurisdiccional de lo Contencioso-Administrativo
          [16]
          , y, en su caso, de la competencia del Tribunal Constitucional.
        

        
				
        
          Art. 9.
           
          Relaciones con la Administración Local
          .–Las relaciones entre la Administración General del Estado o la Administración de la Comunidad Autónoma con las Entidades que integran la Administración Local, se regirán por la legislación básica en materia de Régimen Local, aplicándose supletoriamente lo dispuesto en el presente título
          [17]
          .
        

        
				
        
          Art. 10.
           
          Comunicaciones a las Comunidades Europeas
          .–1. Cuando en virtud de una obligación derivada del Tratado de la Unión Europea o de los Tratados de las Comunidades Europeas o de los actos de sus instituciones deban comunicarse a éstas disposiciones de carácter general o resoluciones, las Administraciones Públicas procederán a su remisión al órgano de la Administración General del Estado competente para realizar la comunicación a dichas instituciones. En ausencia de plazo específico para cumplir esa obligación, la remisión se efectuará en el de quince días.
        

        
				
        
          2. Cuando se trate de proyectos de disposiciones o cualquiera otra información, en ausencia de plazo específico, la remisión deberá hacerse en tiempo útil a los efectos del cumplimiento de esa obligación
          [18]
          .
        

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          
            De los órganos de las Administraciones Públicas
            [19]
          
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Principios generales y competencia

        
				
        
          Art. 11.
           
          Creación de órganos administrativos
          .–1. Corresponde a cada Administración Pública delimitar, en su propio ámbito competencial, las unidades administrativas que configuran los órganos administrativos propios de las especialidades derivadas de su organización
          [20]
          .
        

        
				
        2. La creación de cualquier órgano administrativo exigirá el cumplimiento de los siguientes requisitos:

        
				
        
          a)
          Determinación de su forma de integración en la Administración Pública de que se trate y su dependencia jerárquica.
        

        
				
        
          b)
          Delimitación de sus funciones y competencias.
        

        
				
        
          c)
          Dotación de los créditos necesarios para su puesta en marcha y funcionamiento.
        

        
				
        3. No podrán crearse nuevos órganos que supongan duplicación de otros ya existentes si al mismo tiempo no se suprime o restringe debidamente la competencia de éstos.

        
				
        
          Art. 12.
           
          Competencia
          .–1. La competencia es irrenunciable y se ejercerá precisamente por los órganos administrativos que la tengan atribuida como propia, salvo los casos de delegación o avocación, cuando se efectúen en los términos previstos en ésta u otras leyes
          [21]
          .
        

        
				
        La encomienda de gestión, la delegación de firma y la suplencia no suponen alteración de la titularidad de la competencia, aunque sí de los elementos determinantes de su ejercicio que en cada caso se prevén.

        
				
        2. La titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los órganos administrativos podrán ser desconcentradas en otros jerárquicamente dependientes de aquéllos en los términos y con los requisitos que prevean las propias normas de atribución de competencias.

        
				
        3. Si alguna disposición atribuye competencia a una Administración, sin especificar el órgano que debe ejercerla, se entenderá que la facultad de instruir y resolver los expedientes corresponde a los órganos inferiores competentes por razón de la materia y del territorio, y, de existir varios de éstos, al superior jerárquico común.

        
				
        
          Art. 13.
           
          
            Delegación de competencias
            [22]
          
          .–1. Los órganos de las diferentes Administraciones públicas podrán delegar el ejercicio de las competencias que tengan atribuidas en otros órganos de la misma Administración, aun cuando no sean jerárquicamente dependientes, o de las entidades de derecho público vinculadas o dependientes de aquéllas.
        

        
				
        2. En ningún caso podrán ser objeto de delegación las competencias relativas a:

        
				
        
          a)
          Los asuntos que se refieran a relaciones con la Jefatura del Estado, Presidencia del Gobierno de la Nación, Cortes Generales, Presidencias de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas y Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas.
        

        
				
        
          b)
          La adopción de disposiciones de carácter general.
        

        
				
        
          c)
          La resolución de recursos en los órganos administrativos que hayan dictado los actos objeto de recurso.
        

        
				
        
          d)
          Las materias en que así se determine por norma con rango de Ley.
        

        
				
        3. Las delegaciones de competencias y su revocación deberán publicarse en el «Boletín Oficial del Estado», en el de la Comunidad Autónoma o en el de la Provincia, según la Administración a que pertenezca el órgano delegante, y el ámbito territorial de competencia de éste.

        
				
        4. Las resoluciones administrativas que se adopten por delegación indicarán expresamente esta circunstancia y se considerarán dictadas por el órgano delegante.

        
				
        5. Salvo autorización expresa de una Ley, no podrán delegarse las competencias que se ejerzan por delegación.

        
				
        No constituye impedimento para que pueda delegarse la competencia para resolver un procedimiento la circunstancia de que la norma reguladora del mismo prevea, como trámite preceptivo, la emisión de un dictamen o informe; no obstante, no podrá delegarse la competencia para resolver un asunto concreto una vez que en el correspondiente procedimiento se haya emitido un dictamen o informe preceptivo acerca del mismo.

        
				
        6. La delegación será revocable en cualquier momento por el órgano que la haya conferido.

        
				
        
          7. La delegación de competencias atribuidas a órganos colegiados, para cuyo ejercicio ordinario se requiera un quórum especial, deberá adoptarse observando, en todo caso, dicho quórum
          [23]
          .
        

        
				
        
          Art. 14.
           
          Avocación
          .–1. Los órganos superiores podrán avocar para sí el conocimiento de un asunto cuya resolución corresponda ordinariamente o por delegación a sus órganos administrativos dependientes, cuando circunstancias de índole técnica, económica, social, jurídica o territorial lo hagan conveniente
          [24]
          . En los supuestos de delegación de competencias en órganos no jerárquicamente dependientes, el conocimiento de un asunto podrá ser avocado únicamente por el órgano delegante.        

        
				
        2. En todo caso, la avocación se realizará mediante acuerdo motivado, que deberá ser notificado a los interesados en el procedimiento, si los hubiere, con anterioridad a la resolución final que se dicte.

        
				
        Contra el acuerdo de avocación no cabrá recurso, aunque podrá impugnarse en el recurso que, en su caso, se interponga contra la resolución del procedimiento.

        
				
        
          Art. 15.
           
          Encomienda de gestión.
          –1. La realización de actividades de carácter material, técnico o de servicios de la competencia de los órganos administrativos o de las entidades de derecho público podrá ser encomendada a otros órganos o entidades de la misma o de distinta Administración, por razones de eficacia o cuando no se posean los medios técnicos idóneos para su desempeño.
        

        
				
        
          2. La encomienda de gestión no supone cesión de titularidad de la competencia ni de los elementos sustantivos de su ejercicio, siendo responsabilidad del órgano o entidad encomendante dictar cuantos actos o resoluciones de carácter jurídico den soporte o en los que se integre la concreta actividad material objeto de encomienda
          [25]
          .
        

        
				
        3. La encomienda de gestión entre órganos administrativos o entidades de derecho público pertenecientes a la misma Administración deberá formalizarse en los términos que establezca su normativa propia y, en su defecto, por acuerdo expreso de los órganos o entidades intervinientes. En todo caso, el instrumento de formalización de la encomienda de gestión y su resolución deberá ser publicado, para su eficacia, en el diario oficial correspondiente.

        
				
        Cada Administración podrá regular los requisitos necesarios para la validez de tales acuerdos, que incluirán, al menos, expresa mención de la actividad o actividades a las que afecten, el plazo de vigencia y la naturaleza y alcance de la gestión encomendada.

        
				
        
          4. Cuando la encomienda de gestión se realice entre órganos y entidades de distintas Administraciones se formalizará mediante firma del correspondiente convenio entre ellas, salvo en el supuesto de la gestión ordinaria de los servicios de las Comunidades Autónomas por las Diputaciones Provinciales o, en su caso, Cabildos o Consejos Insulares, que se regirá por la legislación de Régimen Local
          [26]
          .
        

        
				
        5. El régimen jurídico de la encomienda de gestión que se regula en este artículo no será de aplicación cuando la realización de las actividades enumeradas en el apartado 1 haya de recaer sobre personas físicas o jurídicas sujetas a derecho privado, ajustándose entonces, en lo que proceda, a la legislación correspondiente de contratos del Estado, sin que puedan encomendarse a personas o entidades de esta naturaleza actividades que, según la legislación vigente, hayan de realizarse con sujeción al derecho administrativo.

        
				
        
          Art. 16.
           
          Delegación de firma
          .–1. Los titulares de los órganos administrativos podrán, en materia de su propia competencia, delegar la firma de sus resoluciones y actos administrativos a los titulares de los órganos o unidades administrativas que de ellos dependan, dentro de los límites señalados en el artículo 13.
        

        
				
        2. La delegación de firma no alterará la competencia del órgano delegante y para su validez no será necesaria su publicación.

        
				
        3. En las resoluciones y actos que se firmen por delegación se hará constar la autoridad de procedencia.

        
				
        4. No cabrá la delegación de firma en las resoluciones de carácter sancionador.

        
				
        
          Art. 17.
           
          
            Suplencia
            [27]
          
          .–1. Los titulares de los órganos administrativos podrán ser suplidos temporalmente en los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad por quien designe el órgano competente para el nombramiento de aquéllos
          [28]
          .
        

        
				
        Si no se designa suplente, la competencia del órgano administrativo se ejercerá por quien designe el órgano administrativo inmediato de quien dependa.

        
				
        2. La suplencia no implicará alteración de la competencia.

        
				
        
          Art. 18.
           
          Coordinación de competencias
          .–1. Los órganos administrativos en el ejercicio de sus competencias propias ajustarán su actividad en sus relaciones con otros órganos de la misma o de otras Administraciones a los principios establecidos en el artículo 4.1, de la Ley, y la coordinarán con la que pudiera corresponder legítimamente a éstos, pudiendo recabar para ello la información que precisen.        

        
				
        2. Las normas y actos dictados por los órganos de las Administraciones Públicas en el ejercicio de su propia competencia deberán ser observadas por el resto de los órganos administrativos, aunque no dependan jerárquicamente entre sí o pertenezcan a otra Administración.

        
				
        
          Art. 19.
           
          Comunicaciones entre órganos
          .–1. La comunicación entre los órganos administrativos pertenecientes a una misma Administración Pública se efectuará siempre directamente, sin traslados ni reproducciones a través de órganos intermedios.
        

        
				
        
          2. Las comunicaciones entre los órganos administrativos podrán efectuarse por cualquier medio que asegure la constancia de su recepción
          [29]
          .
        

        
				
        
          Art. 20.
           
          
            Decisiones sobre competencia
            [30]
          
          .–1. El órgano administrativo que se estime incompetente para la resolución de un asunto remitirá directamente las actuaciones al órgano que considere competente, si éste pertenece a la misma Administración Pública.
        

        
				
        2. Los interesados que sean parte en el procedimiento podrán dirigirse al órgano que se encuentre conociendo de un asunto para que decline su competencia y remita las actuaciones al órgano competente.

        
				
        Asimismo, podrán dirigirse al órgano que estimen competente para que requiera de inhibición al que esté conociendo del asunto.

        
				
        3. Los conflictos de atribuciones sólo podrán suscitarse entre órganos de una misma Administración no relacionados jerárquicamente, y respecto a asuntos sobre los que no haya finalizado el procedimiento administrativo.

        
				
        
          Art. 21.
           
          Instrucciones y órdenes de servicio
          .–1. Los órganos administrativos podrán dirigir las actividades de sus órganos jerárquicamente dependientes mediante instrucciones y órdenes de servicio. Cuando una disposición específica así lo establezca o se estime conveniente por razón de los destinatarios o de los efectos que puedan producirse, las instrucciones y órdenes de servicio se publicarán en el periódico oficial que corresponda.
        

        
				
        
          2. El incumplimiento de las instrucciones u órdenes de servicio no afecta por sí solo a la validez de los actos dictados por los órganos administrativos, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria en que se pueda incurrir
          [31]
          .
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        
          Órganos colegiados
          [32]
        

        
				
        
          Art. 22.
           
          Régimen
          .–1. El régimen jurídico de los órganos colegiados se ajustará a las normas contenidas en el presente capítulo, sin perjuicio de las peculiaridades organi-
          

          zativas de las Administraciones Públicas en que se inte-
          

          gran.
        

        
				
        
          2. Los órganos colegiados de las distintas Administraciones Públicas en que participen organizaciones representativas de intereses sociales, así como aquellos compuestos por representaciones de distintas Administraciones Públicas, cuenten o no con participación de organizaciones representativas de intereses sociales, podrán establecer o completar sus propias normas de funcionamiento
          [33]
          .
        

        
				
        Los órganos colegiados a que se refiere este apartado quedarán integrados en la Administración Pública que corresponda, aunque sin participar en la estructura jerárquica de ésta, salvo que así lo establezcan sus normas de creación, se desprenda de sus funciones o de la propia naturaleza del órgano colegiado.

        
				
        
          Art. 23.
           
          Presidente
          .–1. En cada órgano colegiado corresponde al Presidente:
        

        
				
        
          a)
          Ostentar la representación del órgano.
        

        
				
        
          b)
          Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias y la fijación del orden del día, teniendo en cuenta, en su caso, las peticiones de los demás miembros, formuladas con la suficiente antelación.
        

        
				
        
          c)
          Presidir las sesiones, moderar el desarrollo de los debates y suspenderlos por causas justificadas.
        

        
				
        
          d)
          Dirimir con su voto los empates, a efectos de adoptar acuerdos, excepto si se trata de los órganos colegiados a que se refiere el número 2 del artículo 22, en que el voto será dirimente si así lo establecen sus propias normas.
        

        
				
        
          e)
          Asegurar el cumplimiento de las leyes.
        

        
				
        
          f)
          Visar las actas y certificaciones de los acuerdos del órgano.
        

        
				
        
          g)
          Ejercer cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de Presidente del órgano.
        

        
				
        2. En casos de vacante, ausencia, enfermedad u otra causa legal, el Presidente será sustituido por el Vicepresidente que corresponda y, en su defecto, por el miembro del órgano colegiado de mayor jerarquía, antigüedad y edad, por este orden, de entre sus componentes.

        
				
        
          Esta norma no será de aplicación a los órganos colegiados previstos en el número 2 del artículo 22, en que el régimen de sustitución del Presidente debe estar específicamente regulado en cada caso o establecido expresamente por acuerdo del Pleno del órgano colegiado
          [34]
          .
        

        
				
        
          Art. 24.
           
          Miembros
          .–1. En cada órgano colegiado corresponde a sus miembros:
        

        
				
        
          a)
          Recibir, con una antelación mínima de cuarenta y ocho horas, la convocatoria conteniendo el orden del día de las reuniones. La información sobre los temas que figuren en el orden del día estará a disposición de los miembros en igual plazo.
        

        
				
        
          b)
          Participar en los debates de las sesiones.
        

        
				
        
          c)
          Ejercer su derecho al voto y formular su voto particular, así como expresar el sentido de su voto y los motivos que lo justifican.
        

        
				
        No podrán abstenerse en las votaciones quienes, por su cualidad de autoridades o personal al servicio de las Administraciones Públicas, tengan la condición de miembros de órganos colegiados.

        
				
        
          d)
          Formular ruegos y preguntas.
        

        
				
        
          e)
          Obtener la información precisa para cumplir las funciones asignadas.
        

        
				
        
          f)
          Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición.
        

        
				
        2. Los miembros de un órgano colegiado no podrán atribuirse las funciones de representación reconocidas a éste, salvo que expresamente se les hayan otorgado por una norma o por acuerdo válidamente adoptado, para cada caso concreto, por el propio órgano.

        
				
        3. En casos de ausencia o de enfermedad y, en general, cuando concurra alguna causa justificada, los miembros titulares del órgano colegiado serán sustituidos por sus suplentes, si los hubiera.

        
				
        
          Cuando se trate de órganos colegiados a los que se refiere el número 2 del artículo 22, las organizaciones representativas de intereses sociales podrán sustituir a sus miembros titulares por otros, acreditándolo ante la Secretaría del órgano colegiado, con respeto a las reservas y limitaciones que establezcan sus normas de organización
          [35]
          .
        

        
				
        
          Art. 25.
           
          Secretario
          .–1. Los órganos colegiados tendrán un Secretario que podrá ser un miembro del propio órgano o una persona al servicio de la Administración Pública correspondiente.
        

        
				
        
          2. La designación y el cese, así como la sustitución temporal del Secretario en supuestos de vacante, ausencia o enfermedad se realizarán según lo dispuesto en las normas específicas de cada órgano y, en su defecto, por acuerdo del mismo
          [36]
          .
        

        
				
        3. Corresponde al Secretario del órgano colegiado:

        
				
        
          a)
          Asistir a las reuniones con voz pero sin voto si es un funcionario, y con voz y voto si la Secretaría del órgano la ostenta un miembro del mismo.
        

        
				
        
          b)
          Efectuar la convocatoria de las sesiones del órgano por orden de su Presidente, así como las citaciones a los miembros del mismo.
        

        
				
        
          c)
          Recibir los actos de comunicación de los miembros con el órgano y, por tanto, las notificaciones, peticiones de datos, rectificaciones o cualquier otra clase de escritos de los que deba tener conocimiento.
        

        
				
        
          d)
          Preparar el despacho de los asuntos, redactar y autorizar las actas de las sesiones.
        

        
				
        
          e)
          Expedir certificaciones de las consultas, dictámenes y acuerdos aprobados.
        

        
				
        
          f)
          Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de Secretario
          [37]
          .
        

        
				
        
          Art. 26.
           
          Convocatorias y sesiones
          .–1. Para la válida constitución del órgano, a efectos de la celebración de sesiones, deliberaciones y toma de acuerdos, se requerirá la presencia del Presidente y Secretario o, en su caso, de quienes les sustituyan, y la de la mitad al menos de sus miembros, salvo lo dispuesto en el punto 2 de este artículo.
        

        
				
        Cuando se trate de los órganos colegiados a que se refiere el número 2 del artículo 22, el Presidente podrá considerar válidamente constituido el órgano, a efectos de celebración de sesión, si están presentes los representantes de las Administraciones Públicas y de las organizaciones representativas de intereses sociales miembros del órgano a los que se haya atribuido la condición de portavoces.

        
				
        2. Los órganos colegiados podrán establecer el régimen propio de convocatorias, si éste no está previsto por sus normas de funcionamiento. Tal régimen podrá prever una segunda convocatoria y especificar para ésta el número de miembros necesarios para constituir válidamente el órgano.

        
				
        3. No podrá ser objeto de deliberación o acuerdo ningún asunto que no figure incluido en el orden del día, salvo que estén presentes todos los miembros del órgano colegiado y sea declarada la urgencia del asunto por el voto favorable de la mayoría.

        
				
        4. Los acuerdos serán adoptados por mayoría de votos.

        
				
        
          5. Quienes acrediten la titularidad de un interés legítimo, podrán dirigirse al Secretario de un órgano colegiado para que les sea expedida certificación de sus acuerdos
          [38]
          .
        

        
				
        
          Art. 27.
           
          Actas
          .–1. De cada sesión que celebre el órgano colegiado se levantará acta por el Secretario, que especificará necesariamente los asistentes, el orden del día de la reunión, las circunstancias del lugar y tiempo en que se ha celebrado, los puntos principales de las deliberaciones, así como el contenido de los acuerdos adoptados.
        

        
				
        2. En el acta figurará, a solicitud de los respectivos miembros del órgano, el voto contrario al acuerdo adoptado, su abstención y los motivos que la justifiquen o el sentido de su voto favorable. Asimismo, cualquier miembro tiene derecho a solicitar la transcripción íntegra de su intervención o propuesta, siempre que aporte en el acto, o en el plazo que señale el Presidente, el texto que se corresponda fielmente con su intervención, haciéndose así constar en el acta o uniéndose copia a la misma.

        
				
        3. Los miembros que discrepen del acuerdo mayoritario podrán formular voto particular por escrito en el plazo de cuarenta y ocho horas, que se incorporará al texto aprobado.

        
				
        4. Cuando los miembros del órgano voten en contra o se abstengan, quedarán exentos de la responsabilidad que, en su caso, pueda derivarse de los acuerdos.

        
				
        5. Las actas se aprobarán en la misma o en la siguiente sesión, pudiendo no obstante emitir el Secretario certificación sobre los acuerdos específicos que se hayan adoptado, sin perjuicio de la ulterior aprobación del acta.

        
				
        
          En las certificaciones de acuerdos adoptados emitidas con anterioridad a la aprobación del acta, se hará constar expresamente tal circunstancia
          [39]
          .
        

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        Abstención y recusación

        
				
        
          Art. 28.
           
          Abstención
          .–1. Las autoridades y el personal al servicio de las Administraciones en quienes se den algunas de las circunstancias señaladas en el número siguiente de este artículo se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá lo procedente.
        

        
				
        2. Son motivos de abstención los siguientes:

        
				
        
          a)
          Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera influir la de aquél; ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado.
        

        
				
        
          b)
          Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho profesional o estar asociado con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato.
        

        
				
        
          c)
          Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas en el apartado anterior.
        

        
				
        
          d)
          Haber tenido intervención como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate.
        

        
				
        
          e)
          Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar.
        

        
				
        
          3. La actuación de autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas en los que concurran motivos de abstención no implicará, necesariamente, la invalidez de los actos en que hayan intervenido
          [40]
          .
        

        
				
        4. Los órganos superiores podrán ordenar a las personas en quienes se dé alguna de las circunstancias señaladas que se abstengan de toda intervención en el expediente.

        
				
        5. La no abstención en los casos en que proceda dará lugar a responsabilidad.

        
				
        
          Art. 29.
           
          Recusación
          .–1. En los casos previstos en el artículo anterior podrá promoverse recusación por los interesados en cualquier momento de la tramitación del procedimiento
          [41]
          .
        

        
				
        2. La recusación se planteará por escrito, en el que se expresará la causa o causas en que se funda.

        
				
        3. En el día siguiente, el recusado manifestará a su inmediato superior si se da o no en él la causa alegada. En el primer caso, el superior podrá acordar su sustitución acto seguido.

        
				
        4. Si el recusado niega la causa de recusación, el superior resolverá en el plazo de tres días, previos los informes y comprobaciones que considere oportunos.

        
				
        5. Contra las resoluciones adoptadas en esta materia no cabrá recurso, sin perjuicio de la posibilidad de alegar la recusación al interponer el recurso que proceda contra el acto que termine el procedimiento.

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          De los interesados
        

        
				
        
          Art. 30.
           
          Capacidad de obrar
          .–Tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, además de las personas que la ostenten con arreglo a las normas civiles, los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico-administrativo sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.
        

        
				
        
          Art. 31.
           
          Concepto de interesado
          .–1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:
        

        
				
        
          a)
          Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.
        

        
				
        
          b)
          Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte
          [42]
          .
        

        
				
        
          c)
          Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos puedan resultar afectados por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.
        

        
				
        
          2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca
          [43]
          .        

        
				
        3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derechohabiente sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.

        
				
        
          Art. 32.
           
          Representación
          .–1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante
          [44]
          , entendiéndose con éste las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado.
        

        
				
        2. Cualquier persona con capacidad de obrar podrá actuar en representación de otra ante las Administraciones Públicas.

        
				
        
          3. Para formular solicitudes, entablar recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación por cualquier medio válido en derecho que deje constancia fidedigna, o mediante declaración en comparecencia personal del interesado. Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación
          [45]
          .
        

        
				
        4. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo requieran.

        
				
        
          Art. 33.
          Pluralidad de interesados.
          –Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que figure en primer término.
        

        
				
        
          Art.
           
          34.
          Identificación de interesados
          .–Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad en forma legal, se advierte la existencia de personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la tramitación del procedimiento
          [46]
          .
        

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          De la actividad de las Administraciones Públicas
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Normas generales

        
				
        
          Art. 35.
          Derechos de los ciudadanos.
          –Los ciudadanos, en sus relaciones con las Administraciones Públicas, tienen los siguientes derechos:
        

        
				
        
          a)
          A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la condición de interesados, y obtener copias de documentos contenidos en ellos
          [47]
        

        
				
        
          b)
          A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya responsabilidad se tramiten los procedimientos
          [48]
          .
        

        
				
        
          c)
          A obtener copia sellada de los documentos que presenten, aportándola junto con los originales, así como a la devolución de éstos, salvo cuando los originales deban obrar en el procedimiento
          [49]
          .
        

        
				
        
          d)
          A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico
          [50]
          .
        

        
				
        
          e)
          A formular alegaciones y a aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución
          [51]
          .
        

        
				
        
          f)
          A no presentar documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se trate, o que ya se encuentren en poder de la Administración actuante
          [52]
          .
        

        
				
        
          g)
          A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar
          [53]
          .
        

        
				
        
          h)
          Al acceso a los registros y archivos de las Administraciones Públicas en los términos previstos en la Constitución y en esta u otras Leyes
          [54]
          .
        

        
				
        
          i)
          A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y funcionarios, que habrán de facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
        

        
				
        
          j)
          A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y del personal a su servicio, cuando así corresponda legalmente
          [55]
          .
        

        
				
        
          k)
          Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las Leyes.
        

        
				
        
          Art. 36.
          
            Lengua de los procedimientos
            [56]
          
          .–1. La lengua de los procedimientos tramitados por la Administración General del Estado será el castellano. No obstante lo anterior, los interesados que se dirijan a los órganos de la Administración General del Estado con sede en el territorio de una Comunidad Autónoma podrán utilizar también la lengua que sea cooficial en ella.
        

        
				
        En este caso, el procedimiento se tramitará en la lengua elegida por el interesado. Si concurrieran varios interesados en el procedimiento, y existiera discrepancia en cuanto a la lengua, el procedimiento se tramitará en castellano, si bien los documentos o testimonios que requieran los interesados se expedirán en la lengua elegida por los mismos.

        
				
        
          2. En los procedimientos tramitados por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, el uso de la lengua se ajustará a lo previsto en la legislación autonómica correspondiente
          [57]
          .
        

        
				
        
          3. La Administración Pública instructora deberá traducir al castellano los documentos, expedientes o partes de los mismos que deban surtir efecto fuera del territorio de la Comunidad Autónoma y los documentos dirigidos a los interesados que así lo soliciten expresamente. Si debieran surtir efectos en el territorio de una Comunidad Autónoma donde sea cooficial esa misma lengua distinta del castellano, no será precisa su traducción
          [58]
          .
        

        
				
        
          Art. 37.
          
            Derecho de acceso a archivos y registros
            [59]
          
          .–1. Los ciudadanos tienen derecho a acceder a los registros y a los documentos que, formando parte de un expediente, obren en los archivos administrativos, cualquiera que sea la forma de expresión, gráfica, sonora o en imagen, o el tipo de soporte material en que figuren, siempre que tales expedientes correspondan a procedimientos terminados en la fecha de la solicitud.
        

        
				
        
          2. El acceso a los documentos que contengan datos referentes a la intimidad de las personas estará reservado a éstas
          [60]
          , que, en el supuesto de observar que tales datos figuran incompletos o inexactos, podrán exigir que sean rectificados o completados, salvo que figuren en expedientes caducados por el transcurso del tiempo, conforme a los plazos máximos que determinen los diferentes procedimientos, de los que no pueda derivarse efecto sustantivo alguno.
        

        
				
        3. El acceso a los documentos de carácter nominativo que sin incluir otros datos pertenecientes a la intimidad de las personas figuren en los procedimientos de aplicación del derecho, salvo los de carácter sancionador o disciplinario, y que, en consideración a su contenido, puedan hacerse valer para el ejercicio de los derechos de los ciudadanos, podrá ser ejercido, además de por sus titulares, por terceros que acrediten un interés legítimo y directo.

        
				
        4. El ejercicio de los derechos que establecen los apartados anteriores podrá ser denegado cuando prevalezcan razones de interés público, por intereses de terceros más dignos de protección o cuando así lo disponga una Ley, debiendo, en estos casos, el órgano competente dictar resolución motivada.

        
				
        
          5. El derecho de acceso no podrá ser ejercido respecto a los siguientes expedientes
          [61]
          :
        

        
				
        
          a)
          Los que contengan información sobre las actuaciones del Gobierno del Estado o de las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus competencias constitucionales no sujetas a Derecho Administrativo.
        

        
				
        
          b)
          Los que contengan información sobre la Defensa Nacional o la Seguridad del Estado
          [62]
          .
        

        
				
        
          c)
          Los tramitados para la investigación de los delitos cuando pudiera ponerse en peligro la protección de los derechos y libertades de terceros o las necesidades de las investigaciones que se estén realizando.
        

        
				
        
          d)
          Los relativos a las materias protegidas por el secreto comercial o industrial.
        

        
				
        
          e)
          Los relativos a actuaciones administrativas derivadas de la política monetaria.
        

        
				
        6. Se regirán por sus disposiciones específicas:

        
				
        
          a)
          El acceso a los archivos sometidos a la normativa sobre materias clasificadas
          [63]
          .
        

        
				
        
          b)
          El acceso a documentos y expedientes que contengan datos sanitarios personales de los pacientes
          [64]
          .
        

        
				
        
          c)
          Los archivos regulados por la legislación del régimen electoral
          [65]
          .
        

        
				
        
          d)
          Los archivos que sirvan a fines exclusivamente estadísticos dentro del ámbito de la función estadística pública
          [66]
          .
        

        
				
        
          e)
          El Registro Civil
          [67]
          y el Registro Central de Penados y Rebeldes
          [68]
          y los registros de carácter público cuyo uso esté regulado por una Ley.
        

        
				
        
          f)
          El acceso a los documentos obrantes en los archivos de las Administraciones Públicas por parte de las personas que ostenten la condición de Diputado de las Cortes Generales
          [69]
          , Senador, miembro de una Asamblea Legislativa de Comunidad Autónoma o de una Corporación Local.
        

        
				
        
          g)
          La consulta de fondos documentales existentes en los Archivos Históricos
          [70]
          .
        

        
				
        7. El derecho de acceso será ejercido por los particulares de forma que no se vea afectada la eficacia del funcionamiento de los servicios públicos, debiéndose, a tal fin, formular petición individualizada de los documentos que se desee consultar, sin que quepa, salvo para su consideración con carácter potestativo, formular solicitud genérica sobre una materia o conjunto de materias. No obstante, cuando los solicitantes sean investigadores que acrediten un interés histórico, científico o cultural relevante, se podrá autorizar el acceso directo de aquéllos a la consulta de los expedientes, siempre que quede garantizada debidamente la intimidad de las personas.

        
				
        8. El derecho de acceso conllevará el de obtener copias o certificados de los documentos cuyo examen sea autorizado por la Administración, previo pago, en su caso, de las exacciones que se hallen legalmente establecidas.

        
				
        9. Será objeto de periódica publicación la relación de los documentos obrantes en poder de las Administraciones Públicas sujetos a un régimen de especial publicidad por afectar a la colectividad en su conjunto y cuantos otros puedan ser objeto de consulta por los particulares.

        
				
        10. Serán objeto de publicación regular las instrucciones y respuestas a consultas planteadas por los particulares u otros órganos administrativos que comporten una interpretación del derecho positivo o de los procedimientos vigentes a efectos de que puedan ser alegadas por los particulares en sus relaciones con la Administración.

        
				
        
          Art. 38.
          Registros.
          –1. Los órganos administrativos llevarán un registro general en el que se hará el correspondiente asiento de todo escrito o comunicación que sea presentado o que se reciba en cualquier unidad administrativa propia. También se anotarán en el mismo la salida de los escritos y comunicaciones oficiales dirigidas a otros órganos o particulares.
        

        
				
        2. Los órganos administrativos podrán crear en las unidades administrativas correspondientes de su propia organización otros registros, con el fin de facilitar la presentación de escritos y comunicaciones. Dichos registros serán auxiliares del registro general, al que comunicarán toda anotación que efectúen.

        
				
        Los asientos se anotarán respetando el orden temporal de recepción o salida de los escritos y comunicaciones, e indicarán la fecha del día de la recepción o salida.

        
				
        
          Concluido el trámite de registro, los escritos y comunicaciones serán cursados sin dilación a sus destinatarios y a las unidades administrativas correspondientes desde el registro en que hubieran sido recibidas
          [71]
          .
        

        
				
        
          3. Los registros generales, así como todos los registros que las Administraciones Públicas establezcan para la recepción de escritos y comunicaciones de los particulares o de órganos administrativos, deberán instalarse en soporte informático
          [72]
          .
        

        
				
        El sistema garantizará la constancia, en cada asiento que se practique, de un número, epígrafe expresivo de su naturaleza, fecha de entrada, fecha y hora de su presentación, identificación del interesado, órgano administrativo remitente, si procede, y persona u órgano administrativo al que se envía, y, en su caso, referencia al contenido del escrito o comunicación que se registra.

        
				
        Asimismo, el sistema garantizará la integración informática en el registro general de las anotaciones efectuadas en los restantes registros del órgano administrativo.

        
				
        
          4. Las solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán presentarse
          [73]
          :
        

        
				
        
          a)
          En los registros de los órganos administrativos a que se dirijan.
        

        
				
        
          b)
          En los registros de cualquier órgano administrativo, que pertenezca a la Administración General del Estado, a la de cualquier Administración de las Comunidades Autónomas, o a la de alguna de las entidades que integran la Administración Local si, en este último caso, se hubiese suscrito el oportuno convenio
          [74]
          .
        

        
				
        
          c)
          En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca
          [75]
          .
        

        
				
        
          d)
          En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.
        

        
				
        
          e)
          En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes.
        

        
				
        Mediante convenios de colaboración suscritos entre las Administraciones Públicas se establecerán sistemas de intercomunicación y coordinación de registros que garanticen su compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y de las solicitudes, escritos, comunicaciones y documentos que se presenten en cualquiera de los registros.

        
				
        
          5. Para la eficacia de los derechos reconocidos en el artículo 35.
          c)
          de esta Ley a los ciudadanos, éstos podrán acompañar una copia de los documentos que presenten junto con sus solicitudes, escritos y comunicaciones.
        

        
				
        
          Dicha copia, previo cotejo con el original por cualquiera de los registros a que se refieren los puntos
          a)
          y
          b)
          del apartado 4 de este artículo, será remitida al órgano destinatario, devolviéndose el original al ciudadano. Cuando el original deba obrar en el procedimiento, se entregará al ciudadano la copia del mismo, una vez sellada por los registros mencionados y previa comprobación de su identidad con el original.
        

        
				
        6. Cada Administración Pública establecerá los días y el horario en que deban permanecer abiertos sus registros, garantizando el derecho de los ciudadanos a la presentación de documentos previsto en el artículo 35.

        
				
        7. Podrán hacerse efectivas además de por otros medios, mediante giro postal o telegráfico, o mediante transferencia dirigida a la oficina pública correspondiente, cualesquiera tributos que haya que satisfacer en el momento de la presentación de solicitudes y escritos a las Administraciones Públicas.

        
				
        
          8. Las Administraciones Públicas deberán hacer pública y mantener actualizada una relación de las oficinas de registro propias o concertadas, sus sistemas de acceso y comunicación, así como los horarios de funcionamiento
          [76]
          .
        

        
				
        
          9. Se podrán crear registros telemáticos para la recepción o salida de solicitudes, escritos y comunicaciones que se transmitan por medios telemáticos, con sujeción a los requisitos establecidos en el apartado 3 de este artículo. Los registros telemáticos sólo estarán habilitados para la recepción o salida de las solicitudes, escritos y comunicaciones relativas a los procedimientos y trámites de la competencia del órgano o entidad que creó el registro y que se especifiquen en la norma de creación de éste, así como que cumplan con los criterios de disponibilidad, autenticidad, integridad, confidencialidad y conservación de la información que igualmente se señalen en la citada norma.
        

        
				
        
          
            Los registros telemáticos permitirán la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones todos los días del año durante las veinticuatro horas. A efectos de cómputo de plazos, la recepción en un día inhábil para el órgano o entidad se entenderá efectuada en el primer día hábil siguiente
            [77]
          
          .
        

        
				
        
          Art. 39
          . Colaboración de los ciudadanos.
          –1. Los ciudadanos están obligados a facilitar a la Administración informes, inspecciones y otros actos de investigación sólo en los casos previstos por la Ley
          [78]
          .
        

        
				
        
          2. Los interesados en un procedimiento que conozcan datos que permitan identificar a otros interesados que no hayan comparecido en él tienen el deber de proporcionárselos a la Administración actuante
          [79]
          .
        

        
				
        
          Art. 39 bis.
          Principios de intervención de las Administraciones Públicas para el desarrollo de una actividad.
          –1.
          Las Administraciones Públicas que en el ejercicio de sus respectivas competencias establezcan medidas que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el desarrollo de una actividad, deberán elegir la medida menos restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés público así como justificar su adecuación para lograr los fines que se persiguen, sin que en ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias.        

        
				
        
          
            2. Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento de los requisitos aplicables según la legislación correspondiente, para lo cual podrán comprobar, verificar, investigar e inspeccionar los hechos, actos, elementos, actividades, estimaciones y demás circunstancias que se produzcan
            [80]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 40.
          Comparecencia de los ciudadanos.
          –1. La comparecencia de los ciudadanos ante las oficinas públicas sólo será obligatoria cuando así esté previsto en una norma con rango de Ley.
        

        
				
        2. En los casos en que proceda la comparecencia, la correspondiente citación hará constar expresamente el lugar, fecha, hora y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla.

        
				
        3. Las Administraciones Públicas, a solicitud del interesado, le entregarán certificación haciendo constar la comparecencia.

        
				
        
          Art. 41.
          Responsabilidad de la tramitación.
          –1. Los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación y adoptarán las medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de procedimientos.
        

        
				
        
          2. Los interesados podrán solicitar la exigencia de esa responsabilidad a la Administración Pública que corresponda
          [81]
          .
        

        
				
        
          Art. 42.
          Obligación de resolver.
          –1. La Administración está obligada a dictar resolución expresa en todos los procedimientos y a notificarla cualquiera que sea su forma de iniciación.
        

        
				
        En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como la desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de los hechos producidos y las normas aplicables.

        
				
        
          Se exceptúan de la obligación, a que se refiere el párrafo primero, los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de comunicación previa a la Administración
          [82]
          .
        

        
				
        
          2. El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento. Este plazo no podrá exceder de seis meses, salvo que una norma con rango de Ley establezca uno mayor o así venga previsto en la normativa comunitaria europea
          [83]
          .
        

        
				
        3. Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses. Este plazo y los previstos en el apartado anterior se contarán:

        
				
        
          a)
          En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del acuerdo de iniciación.
        

        
				
        
          b)
          En los iniciados a solicitud del interesado, desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro del órgano competente para su tramitación
          [84]
          .
        

        
				
        
          4. Las Administraciones Públicas deben publicar y mantener actualizadas, a efectos informativos, las relaciones de procedimientos, con indicación de los plazos máximos de duración de los mismos, así como de los efectos que produzca el silencio administrativo
          [85]
          .        

        
          En todo caso, las Administraciones Públicas informarán a los interesados del plazo máximo normativamente establecido para la resolución y notificación de los procedimientos, así como de los efectos que pueda producir el silencio administrativo, incluyendo dicha mención en la notificación o publicación del acuerdo de iniciación de oficio, o en comunicación que se les dirigirá al efecto dentro de los diez días siguientes a la recepción de la solicitud en el registro del órgano competente para su tramitación. En este último caso, la comunicación indicará además la fecha en que la solicitud ha sido recibida por el órgano competente
          [86]
          .
        

        
				
        5. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá suspender en los siguientes casos:

        
				
        
          a)
          Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de deficiencias y la aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios, por el tiempo que medie entre la notificación del requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario o, en su defecto, el transcurso del plazo concedido, todo ello sin perjuicio de lo previsto en el artículo 71 de la presente Ley.
        

        
				
        
          b)
          Cuando deba obtenerse un pronunciamiento previo y preceptivo de un órgano de las Comunidades Europeas, por el tiempo que medie entre la petición, que habrá de comunicarse a los interesados, y la notificación del pronunciamiento a la Administración instructora, que también deberá serles comunicada.
        

        
				
        
          c)
          Cuando deban solicitarse informes que sean preceptivos y determinantes del contenido de la resolución a órgano de la misma o distinta Administración, por el tiempo que medie entre la petición, que deberá comunicarse a los interesados, y la recepción del informe, que igualmente deberá ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder en ningún caso de tres meses.
        

        
				
        
          d)
          Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente.
        

        
				
        
          e)
          Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio en los términos previstos en el artículo 88 de esta Ley, desde la declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin efecto, en su caso, de las referidas negociaciones que se constatará mediante declaración formulada por la Administración o los interesados.
        

        
				
        6. Cuando el número de las solicitudes formuladas o las personas afectadas pudieran suponer un incumplimiento del plazo máximo de resolución, el órgano competente para resolver, a propuesta razonada del órgano instructor o el superior jerárquico del órgano competente para resolver, a propuesta de éste, podrán habilitar los medios personales y materiales para cumplir con el despacho adecuado y en plazo.

        
				
        Excepcionalmente, podrá acordarse la ampliación del plazo máximo de resolución y notificación mediante motivación clara de las circunstancias concurrentes y sólo una vez agotados todos los medios a disposición posibles.

        
				
        
          De acordarse, finalmente, la ampliación del plazo máximo, éste no podrá ser superior al establecido para la tramitación del procedimiento
          [87]
          .
        

        
				
        Contra el acuerdo que resuelva sobre la ampliación de plazos, que deberá ser notificado a los interesados, no cabrá recurso alguno.

        
				
        7. El personal al servicio de las Administraciones Públicas que tenga a su cargo el despacho de los asuntos, así como los titulares de los órganos administrativos competentes para instruir y resolver son directamente responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución expresa en plazo.

        
				
        
          El incumplimiento de dicha obligación dará lugar a la exigencia de responsabilidad disciplinaria, sin perjuicio a la que hubiere lugar de acuerdo con la normativa vigente
          [88]
          .
        

        
				
        
          Art. 43.
          Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado..–
          1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa legitima al interesado o interesados que hubieran deducido la solicitud para entenderla estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley por razones imperiosas de interés general o una norma de Derecho comunitario establezcan lo contrario.
        

        
				
        
          Asimismo, el silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución
          [89]
          , aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público, así como los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones
          [90]
          . No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase resolución expresa sobre el mismo
          [91]
          .
        

        
				
        2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente.

        
				
        3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 42 se sujetará al siguiente régimen:

        
				
        
          a)
          En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.
        

        
				
        
          b)
          En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.
        

        
				
        
          4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la misma se haya producido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido que pudiera solicitarse del órgano competente para resolver. Solicitado el certificado, éste deberá emitirse en el plazo máximo de quince días
          [92]
          .
        

        
				
        
          Art. 44.
           
          Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio.
          –En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal de resolver, produciendo los siguientes efectos:
        

        
				
        
          1. En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones jurídicas individualizadas, los interesados que hubieren comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo
          [93]
          .
        

        
				
        
          2. En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los efectos previstos en el artículo 92
          [94]
          .
        

        
				
        
          En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución
          [95]
          .
        

        
				
        
          Art. 45.
          Incorporación de medios técnicos
          . 1. Las Administraciones Públicas impulsarán el empleo y aplicación de las técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos, para el desarrollo de su actividad y el ejercicio de sus competencias, con las limitaciones que a la utilización de estos medios establecen la Constitución y las Leyes
          [96]
          .
        

        
				
        
          
            2. Cuando sea compatible con los medios técnicos de que dispongan las Administraciones Públicas, los ciudadanos podrán relacionarse con ellas para ejercer sus derechos a través de técnicas y medios electrónicos, informáticos o telemáticos con respecto de las garantías y requisitos previstos en cada procedimiento
            [97]
          
          .
        

        
				
        
          3. Los procedimientos que se tramiten y terminen en soporte informático garantizarán la identificación y el ejercicio de la competencia por el órgano que la ejerce.
        

        
				
        
          4. Los programas y aplicaciones electrónicos, informáticos y telemáticos que vayan a ser utilizados por las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus potestades, habrán de ser previamente aprobados por el órgano competente, quien deberá difundir públicamente sus características.
        

        
				
        5. Los documentos emitidos, cualquiera que sea su soporte, por medios electrónicos, informáticos o telemáticos por las Administraciones Públicas, o los que éstas emitan como copias de originales almacenados por estos mismos medios, gozarán de la validez y eficacia de documento original, siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y conservación y, en su caso, la recepción por el interesado, así como el cumplimiento de las garantías y requisitos exigidos por ésta u otras Leyes.

        
				
        
          Art. 46.
          Validez y eficacia de documentos y copias.
          1. Cada Administración Pública determinará reglamentariamente los órganos que tengan atribuidas las competencias de expedición de copias auténticas de documentos públicos o privados
          [98]
          .
        

        
				
        2. Las copias de cualesquiera documentos públicos gozarán de la misma validez y eficacia que éstos, siempre que exista constancia de que sean auténticas.

        
				
        3. Las copias de documentos privados tendrán validez y eficacia, exclusivamente en el ámbito de la actividad de las Administraciones Públicas, siempre que su autenticidad haya sido comprobada.

        
				
        
          4. Tienen la consideración de documento público administrativo los documentos válidamente emitidos por los órganos de las Administraciones Públicas
          [99]
          .
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Términos y plazos

        
				
        
          Art. 47.
          Obligatoriedad de términos y plazos.
          –Los términos y plazos establecidos en ésta u otras Leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en los mismos
          [100]
          .
        

        
				
        
          Art. 48.
          Cómputo.
          –1. Siempre que por Ley o normativa comunitaria europea no se exprese otra cosa, cuando los plazos se señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los domingos y los declarados festivos.
        

        
				
        Cuando los plazos se señalen por días naturales, se hará constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones.

        
				
        2. Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o desestimación por silencio administrativo. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes.

        
				
        3. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.

        
				
        4. Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio administrativo.

        
				
        
          5. Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso
          [101]
          .
        

        
				
        6. La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones Públicas, la organización del tiempo de trabajo ni el acceso de los ciudadanos a los registros.

        
				
        
          7. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con sujeción al calendario laboral oficial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario de días inhábiles a efectos de cómputos de plazos. El calendario aprobado por las Comunidades Autónomas comprenderá los días inhábiles de las Entidades que integran la Administración Local correspondiente a su ámbito territorial, a las que será de aplicación
          [102]
          .
        

        
				
        
          Dicho calendario deberá publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que corresponda y en otros medios de difusión que garanticen su conocimiento por los ciudadanos
          [103]
          .
        

        
				
        
          Art. 49.
          Ampliación.
          –1. La Administración, salvo precepto en contrario, podrá conceder de oficio o a petición de los interesados, una ampliación de los plazos establecidos, que no exceda de la mitad de los mismos, si las circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican derechos de tercero
          [104]
          . El acuerdo de ampliación deberá ser notificado a los interesados.
        

        
				
        2. La ampliación de los plazos por el tiempo máximo permitido se aplicará, en todo caso, a los procedimientos tramitados por las misiones diplomáticas y oficinas consulares, así como a aquellos que, tramitándose en el interior, exijan cumplimentar algún trámite en el extranjero o en los que intervengan interesados residentes fuera de España.

        
				
        
          3. Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producirse, en todo caso, antes del vencimiento del plazo de que se trate. En ningún caso podrá ser objeto de ampliación un plazo ya vencido. Los acuerdos sobre ampliación de plazos o sobre su denegación no serán susceptibles de recursos
          [105]
          .
        

        
				
        
          Art. 50.
          Tramitación de urgencia.
          –1. Cuando razones de interés público lo aconsejen se podrá acordar, de oficio o a petición del interesado, la aplicación al procedimiento de la tramitación de urgencia, por la cual se reducirán a la mitad los plazos establecidos para el procedimiento ordinario, salvo los relativos a la presentación de solicitudes y recursos
          [106]
          .
        

        
				
        2. No cabrá recurso alguno contra el acuerdo que declare la aplicación de la tramitación de urgencia al procedimiento.

        
				
        
          TÍTULO V
        

        
				
        
          De las disposiciones y los actos administrativos        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        
          Disposiciones administrativas
          [107]
        

        
				
        
          Art. 51.
          Jerarquía y competencia.
          –1. Las disposiciones administrativas no podrán vulnerar la Constitución o las Leyes ni regular aquellas materias que la Constitución o
          

          los Estatutos de Autonomía reconocen de la competencia de las Cortes Generales o de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas.
        

        
				
        2. Ninguna disposición administrativa podrá vulnerar los preceptos de otra de rango superior.

        
				
        
          3. Las disposiciones administrativas se ajustarán al orden de jerarquía que establezcan las Leyes
          [108]
          .
        

        
				
        
          Art. 52.
          Publicidad e inderogabilidad singular
          .–1. Para que produzcan efectos jurídicos las disposiciones administrativas habrán de publicarse en el diario oficial que corresponda
          [109]
          .
        

        
				
        2. Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo establecido en una disposición de carácter general, aunque aquéllas tengan igual o superior rango a éstas.

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Requisitos de los actos administrativos

        
				
        
          Art. 53.
          Producción y contenido
          .–1. Los actos administrativos que dicten las Administraciones Públicas, bien de oficio o a instancia del interesado, se producirán por el órgano competente
          [110]
          ajustándose al procedimiento establecido.
        

        
				
        
          2. El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será determinado y adecuado a los fines de aquéllos
          [111]
          .
        

        
				
        
          Art. 54.
          Motivación.
          –1. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho:
        

        
				
        
          a)
          Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos.
        

        
				
        
          b)
          Los que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos, recursos administrativos, reclamaciones previas a la vía judicial y procedimientos de arbitraje.
        

        
				
        
          c)
          Los que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos consultivos.
        

        
				
        
          d)
          Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción de medidas provisionales previstas en los artículos 72 y 136 de esta Ley.
        

        
				
        
          e)
          Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia o de ampliación de plazos
          [112]
          .
        

        
				
        
          f)
          Los que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en virtud de disposición legal o reglamentaria expresa.
        

        
				
        
          2. La motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva se realizará de conformidad con lo que dispongan las normas que regulen sus convocatorias, debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte
          [113]
          .
        

        
				
        
          Art. 55.
          Forma.
          –1. Los actos administrativos se producirán por escrito a menos que su naturaleza exija o permita otra forma más adecuada de expresión y constancia.        

        2. En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, la constancia escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano inferior o funcionario que la reciba oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad de la que procede. Si se tratara de resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una relación de las que haya dictado de forma verbal, con expresión de su contenido.

        
				
        3. Cuando deba dictarse una serie de actos administrativos de la misma naturaleza, tales como nombramientos, concesiones o licencias, podrán refundirse en un único acto, acordado por el órgano competente, que especificará las personas u otras circunstancias que individualicen los efectos del acto para cada interesado.

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        Eficacia de los actos

        
				
        
          Art. 56.
          Ejecutividad.
          –Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán ejecutivos con arreglo a lo dispuesto en esta Ley
          [114]
          .
        

        
				
        
          Art. 57.
          Efectos.
          –1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa.
        

        
				
        2. La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación, publicación o aprobación superior.

        
				
        3. Excepcionalmente, podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos cuando se dicten en sustitución de actos anulados, y, asimismo, cuando produzcan efectos favorables al interesado, siempre que los supuestos de hecho necesarios existieran ya en la fecha a que se retrotraiga la eficacia del acto y ésta no lesione derechos o intereses legítimos de otras personas.

        
				
        
          Art. 58.
          Notificación.
          –1. Se notificarán a los interesados las resoluciones y actos administrativos que afecten a sus derechos e intereses, en los términos previstos en el artículo siguiente.
        

        
				
        2. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de la resolución, con indicación de si es o no definitivo en la vía administrativa, la expresión de los recursos que procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente.

        
				
        3. Las notificaciones que conteniendo el texto íntegro del acto omitiesen alguno de los demás requisitos previstos en el apartado anterior surtirán efecto a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación o resolución, o interponga cualquier recurso que proceda.

        
				
        
          4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado
          [115]
          .
        

        
				
        
          Art. 59.
          Práctica de la notificación.
          –1. Las notificaciones se practicarán por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción por el interesado o su representante, así como de la fecha, la identidad y el contenido del acto notificado.        

        
          La acreditación de la notificación efectuada se incorporará al expediente
          [116]
          .
        

        
				
        2. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará en el lugar que éste haya señalado a tal efecto en la solicitud. Cuando ello no fuera posible, en cualquier lugar adecuado a tal fin, y por cualquier medio conforme a lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo.

        
				
        
          Cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse presente éste en el momento de entregarse la notificación podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en el domicilio y haga constar su identidad. Si nadie pudiera hacerse cargo de la notificación, se hará constar esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora en que se intentó la notificación, intento que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes
          [117]
          .
        

        
				
        
          
            3. Para que la notificación se practique utilizando medios telemáticos se requerirá que el interesado haya señalado dicho medio como preferente o consentido expresamente su utilización, identificando además la dirección electrónica correspondiente, que deberá cumplir con los requisitos reglamentariamente establecidos. En estos casos, la notificación se entenderá practicada a todos los efectos legales en el momento en que se produzca el acceso a su contenido en la dirección electrónica. Cuando, existiendo constancia de la recepción de la notificación en la dirección electrónica, transcurrieran diez días naturales sin que se acceda a su contenido, se entenderá que la notificación ha sido rechazada con los efectos previstos en el siguiente apartado, salvo que de oficio o a instancia del destinatario se compruebe la imposibilidad técnica o material del acceso
            [118]
          
          .
        

        
				
        4. Cuando el interesado o su representante rechace la notificación de una actuación administrativa, se hará constar en el expediente, especificándose las circunstancias del intento de notificación, y se tendrá por efectuado el trámite siguiéndose el procedimiento.

        
				
        
          5. Cuando los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se ignore el lugar de la notificación o el medio a que se refiere el punto 1 de este artículo, o bien, intentada la notificación, no se hubiese podido practicar, la notificación se hará por medio de anuncios en el tablón de edictos del Ayuntamiento en su último domicilio, en el «Boletín Oficial del Estado», de la Comunidad Autónoma o de la Provincia, según cual sea la Administración de la que se proceda
          [119]
          el acto a notificar, y el ámbito territorial del órgano que lo dictó
          [120]
          .
        

        
				
        En el caso de que el último domicilio conocido radicara en un país extranjero, la notificación se efectuará mediante su publicación en el tablón de anuncios del Consulado o Sección Consular de la Embajada correspondiente.

        
				
        Las Administraciones Públicas podrán establecer otras formas de notificación complementarias a través de los restantes medios de difusión, que no excluirán la obligación de notificar conforme a los dos párrafos anteriores.

        
				
        6. La publicación, en los términos del artículo siguiente, sustituirá a la notificación surtiendo sus mismos efectos en los siguientes casos:

        
				
        
          a)
          Cuando el acto tenga por destinatario a una pluralidad indeterminada de personas o cuando la Administración estime que la notificación efectuada a un solo interesado es insuficiente para garantizar la notificación a todos, siendo, en este último caso, adicional a la notificación efectuada.
        

        
				
        
          b)
          Cuando se trata de actos integrantes de un procedimiento selectivo o de concurrencia competitiva de
          

          cualquier tipo. En este caso, la convocatoria del procedimiento deberá indicar el tablón de anuncios o medios de comunicación donde se efectuarán las sucesivas publicaciones, careciendo de validez las que se lleven a cabo en lugares distintos
          [121]
          .
        

        
				
        
          Art. 60.
          Publicación.
          –1. Los actos administrativos serán objeto de publicación cuando así lo establezcan las normas reguladoras de cada procedimiento o cuando lo aconsejen razones de interés público apreciadas por el órgano competente.
        

        
				
        2. La publicación de un acto deberá contener los mismos elementos que el punto 2 del artículo 58 exige respecto de las notificaciones. Será también aplicable a la publicación lo establecido en el punto 3 del mismo artículo.

        
				
        En los supuestos de publicaciones de actos que contengan elementos comunes podrán publicarse de forma conjunta los aspectos coincidentes, especificándose solamente los aspectos individuales de cada acto.

        
				
        
          Art. 61.
          Indicación de notificaciones y publicaciones.
          Si el órgano competente apreciase que la notificación por medio de anuncios o la publicación de un acto lesiona derechos o intereses legítimos, se limitará a publicar en el diario oficial que corresponda una somera indicación del contenido del acto y del lugar donde los interesados podrán comparecer, en el plazo que se establezca, para conocimiento del contenido íntegro del mencionado acto y constancia de tal conocimiento.
        

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        Nulidad y anulabilidad

        
				
        
          Art. 62.
          Nulidad de pleno derecho
          .–1. Los actos de las Administraciones Públicas son nulos de pleno derecho en los casos siguientes
          [122]
          :
        

        
				
        
          a)
          Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional
          [123]
          .
        

        
				
        
          b)
          Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio
          [124]
          .
        

        
				
        
          c)
          Los que tengan un contenido imposible.
        

        
				
        
          d)
          Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta.
        

        
				
        
          e)
          Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados.
        

        
				
        
          f)
          Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.
        

        
				
        
          g)
          Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición de rango legal.
        

        
				
        
          2. También serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y las que establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales
          [125]
          .
        

        
				
        
          Art. 63.
          Anulabilidad.
          –1. Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder
          [126]
          .
        

        
				
        2. No obstante, el defecto de forma sólo determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos formales indispensables para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados.

        
				
        
          3. La realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para ellas sólo implicará la anulabilidad del acto cuando así lo imponga la naturaleza del término o plazo
          [127]
          .
        

        
				
        
          Art. 64.
          Transmisibilidad.
          –1. La nulidad o anulabilidad de un acto no implicará la de los sucesivos en el procedimiento que sean independientes del primero.
        

        
				
        2. La nulidad o anulabilidad en parte del acto administrativo no implicará la de las partes del mismo independientes de aquélla, salvo que la parte viciada sea de tal importancia que sin ella el acto administrativo no hubiera sido dictado.

        
				
        
          Art. 65.
          Conversión de actos viciados.
          –Los actos nulos o anulables que, sin embargo, contengan los elementos constitutivos de otro distinto producirán los efectos de éste.        

        
          Art. 66.
          Conservación de actos y trámites.
          –El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la infracción.        

        
          Art. 67.
          Convalidación.
          –1. La Administración podrá convalidar los actos anulables, subsanando los vicios de que adolezcan
          [128]
          .
        

        
				
        
          2. El acto de convalidación producirá efecto desde su fecha, salvo lo dispuesto anteriormente para la retroactividad de los actos administrativos
          [129]
          .
        

        
				
        3. Si el vicio consistiera en incompetencia no determinante de nulidad, la convalidación podrá realizarse por el órgano competente cuando sea superior jerárquico del que dictó el acto viciado.

        
				
        4. Si el vicio consistiese en la falta de alguna autorización, podrá ser convalidado el acto mediante el otorgamiento de la misma por el órgano competente.

        
				
        
          TÍTULO VI
        

        
				
        
          De las disposiciones generales sobre los procedimientos administrativos
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Iniciación del procedimiento

        
				
        
          Art. 68.
          Clases de iniciación.–
          Los procedimientos podrán iniciarse de oficio o a solicitud de persona interesada.
        

        
				
        
          Art. 69.
          Iniciación de oficio.
          –1. Los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia.
        

        
				
        2. Con anterioridad al acuerdo de iniciación, podrá el órgano competente abrir un período de información previa con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento.

        
				
        
          Art. 70.
          Solicitudes de iniciación.
          –1. Las solicitudes que se formulen deberán contener
          [130]
          :
        

        
				
        
          a)
          Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente, así como la identificación del medio preferente o del lugar que se señale a efectos de notificaciones
          [131]
          .
        

        
				
        
          b)
          Hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud.
        

        
				
        
          c)
          Lugar y fecha.
        

        
				
        
          d)
          Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio.
        

        
				
        
          e)
          Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige
          [132]
          .
        

        
				
        
          2. Cuando las pretensiones correspondientes a una pluralidad de personas tengan un contenido y fundamento idéntico o sustancialmente similar, podrán ser formuladas en una única solicitud, salvo que las normas reguladoras de los procedimientos específicos dispongan otra cosa
          [133]
          .
        

        
				
        
          3. De las solicitudes, comunicaciones y escritos que presenten los interesados en las oficinas de la Administración, podrán éstos exigir el correspondiente recibo que acredite la fecha de presentación, admitiéndose como tal una copia en la que figure la fecha de presentación anotada por la oficina
          [134]
          .
        

        
				
        
          4. Las Administraciones Públicas deberán establecer modelos y sistemas normalizados de solicitudes cuando se trate de procedimientos que impliquen la resolución numerosa de una serie de procedimientos. Los modelos mencionados estarán a disposición de los ciudadanos en las dependencias administrativas
          [135]
          .
        

        
				
        Los solicitantes podrán acompañar los elementos que estimen convenientes para precisar o completar los datos del modelo, los cuales deberán ser admitidos y tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan.

        
				
        
          Art. 71.
          Subsanación y mejora de la solicitud.
          –1. Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo anterior y los exigidos, en su caso, por la legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 42
          [136]
          .
        

        
				
        
          2. Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva, este plazo podrá ser ampliado prudencialmente, hasta cinco días, a petición del interesado o iniciativa del órgano, cuando la aportación de los documentos requeridos presente dificultades especiales
          [137]
          .
        

        
				
        
          3. En los procedimientos iniciados a solicitud de los interesados, el órgano competente podrá recabar del solicitante la modificación o mejora voluntarias de los términos de aquélla. De ello se levantará acta sucinta, que se incorporará al procedimiento
          [138]
          .
        

        
				
        
          Art. 71 bis.
           
          Declaración responsable y comunicación previa.–
          1.
          A los efectos de esta Ley, se entenderá por declaración responsable el documento suscrito por un interesado en el que manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para acceder al reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la documentación que así lo acredita y que se compromete a mantener su cumplimiento durante el periodo de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio.
        

        
				
        Los requisitos a los que se refiere el párrafo anterior deberán estar recogidos de manera expresa, clara y precisa en la correspondiente declaración responsable.

        
				
        2. A los efectos de esta Ley, se entenderá por comunicación previa aquel documento mediante el que los interesados ponen en conocimiento de la Administración Pública competente sus datos identificativos y demás requisitos exigibles para el ejercicio de un derecho o el inicio de una actividad, de acuerdo con lo establecido en el artículo 70.1.

        
				
        3. Las declaraciones responsables y las comunicaciones previas producirán los efectos que se determinen en cada caso por la legislación correspondiente y permitirán, con carácter general, el reconocimiento o ejercicio de un derecho o bien el inicio de una actividad, desde el día de su presentación, sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e inspección que tengan atribuidas las Administraciones Públicas.

        
				
        No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la comunicación podrá presentarse dentro de un plazo posterior al inicio de la actividad cuando la legislación correspondiente lo prevea expresamente.

        
				
        4. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe o incorpore a una declaración responsable o a una comunicación previa, o la no presentación ante la Administración competente de la declaración responsable o comunicación previa, determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o actividad afectada desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar.

        
				
        Asimismo, la resolución de la Administración Pública que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un periodo de tiempo determinado, todo ello conforme a los términos establecidos en las normas sectoriales de aplicación.

        
				
        
          5. Las Administraciones Públicas tendrán permanentemente publicados y actualizados modelos de declaración responsable y de comunicación previa, los cuales se facilitarán de forma clara e inequívoca y que, en todo caso, se podrán presentar a distancia y por vía electrónica
          [139]
          .
        

        
				
        
          Art. 72.
          Medidas provisionales.
          –1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resolverlo, podrá adoptar, de oficio o a instancia de parte, las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficiente para ello.
        

        
				
        2. Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente, de oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia y para la protección provisional de los intereses implicados, podrá adoptar las medidas correspondientes en los supuestos previstos expresamente por una norma de rango de Ley. Las medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda.

        
				
        En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas.

        
				
        3. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible reparación a los interesados o que impliquen violación de derechos amparados por las leyes.

        
				
        4. Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de su adopción.

        
				
        
          En todo caso, se extinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente
          [140]
          .
        

        
				
        
          Art. 73.
          Acumulación.
          –El órgano administrativo que inicie o tramite un procedimiento, cualquiera que haya sido la forma de su iniciación, podrá disponer su acumulación
          

          a otros con los que guarde identidad sustancial o íntima conexión
          [141]
          .
        

        
				
        Contra el acuerdo de acumulación no procederá recurso alguno.

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Ordenación del procedimiento

        
				
        
          Art. 74.
          Impulso.
          –1. El procedimiento, sometido al criterio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus trámites.
        

        
				
        2. En el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoación en asuntos de homogénea naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que quede constancia.

        
				
        
          El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar a la exigencia de responsabilidad disciplinaria del infractor o, en su caso, será causa de remoción del puesto de trabajo
          [142]
          .
        

        
				
        
          Art. 75.
           
          
            Celeridad
            [143]
            .
          
          –1. Se acordarán en un solo acto todos los trámites que, por su naturaleza, admitan una impulsión simultánea y no sea obligado su cumplimiento sucesivo.
        

        
				
        
          2. Al solicitar los trámites que deban ser cumplidos por otros órganos, deberá consignarse en la comunicación cursada el plazo legal establecido al efecto
          [144]
          .
        

        
				
        
          Art. 76.
          Cumplimiento de trámites.
          –1. Los trámites que deban ser cumplimentados por los interesados deberán realizarse en el plazo de diez días a partir de la notificación del correspondiente acto, salvo en el caso de que en la norma correspondiente se fije plazo distinto.
        

        
				
        2. Cuando en cualquier momento se considere que alguno de los actos de los interesados no reúne los requisitos necesarios, la Administración lo pondrá en conocimiento de su autor, concediéndole un plazo de diez días para cumplimentarlo.

        
				
        
          3. A los interesados que no cumplan lo dispuesto en los apartados anteriores, se les podrá declarar decaídos en su derecho al trámite correspondiente; sin embargo, se admitirá la actuación del interesado y producirá sus efectos legales, si se produjera antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga por transcurrido el plazo
          [145]
          .
        

        
				
        
          Art. 77.
          Cuestiones incidentales.
          –Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las que se refieran a la nulidad de actuaciones, no suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación
          [146]
          .
        

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        Instrucción del procedimiento

        
				
        
          Sección 1.ª Disposiciones generales
        

        
				
        
          Art. 78.
          Actos de instrucción.
          –1. Los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución, se realizarán de oficio por el órgano que tramite el procedimiento, sin perjuicio del derecho de los interesados a proponer aquellas actuaciones que requieran su intervención o constituyan trámites legal o reglamentariamente establecidos.
        

        
				
        2. Los resultados de los sondeos y encuestas de opinión que se incorporen a la instrucción de un procedimiento deberán reunir las garantías legalmente establecidas para estas técnicas de información así como la identificación técnica del procedimiento seguido para la obtención de estos resultados.

        
				
        
          Art. 79.
          Alegaciones.
          –1. Los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de audiencia, aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio.
        

        
				
        Unos y otros serán tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la correspondiente propuesta de resolución.

        
				
        
          2. En todo momento podrán los interesados alegar los defectos de tramitación y, en especial, los que supongan paralización, infracción de los plazos preceptivamente señalados o la omisión de trámites que pueden ser subsanados antes de la resolución definitiva del asunto. Dichas alegaciones podrán dar lugar, si hubiere razones para ello, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad disciplinaria
          [147]
          .
        

        
				
        
          Sección 2.ª Prueba        

        
				
        
          Art. 80.
          Medios y período de prueba.
          –1. Los hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán acreditarse por cualquier medio de prueba admisible en Derecho
          [148]
          .
        

        
				
        2. Cuando la Administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los interesados o la naturaleza del procedimiento lo exija, el instructor del mismo acordará la apertura de un período de prueba por un plazo no superior a treinta días ni inferior a diez, a fin de que puedan practicarse cuantas juzgue pertinentes.

        
				
        3. El instructor del procedimiento sólo podrá rechazar las pruebas propuestas por los interesados cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.

        
				
        
          Art. 81.
          Práctica de prueba.
          –1. La Administración comunicará a los interesados, con antelación suficiente, el inicio de las actuaciones necesarias para la realización de las pruebas que hayan sido admitidas.
        

        
				
        2. En la notificación se consignará el lugar, fecha y hora en que se practicará la prueba, con la advertencia, en su caso, de que el interesado puede nombrar técnicos para que le asistan.

        
				
        3. En los casos en que, a petición del interesado, deban efectuarse pruebas cuya realización implique gastos que no deba soportar la Administración, ésta podrá exigir el anticipo de los mismos, a reserva de la liquidación definitiva, una vez practicada la prueba. La liquidación de los gastos se practicará uniendo los comprobantes que acrediten la realidad y cuantía de los mismos.

        
				
        
          Sección 3.ª Informes
        

        
				
        
          Art. 82.
          Petición.
          –1. A efectos de la resolución del procedimiento, se solicitarán aquellos informes que sean preceptivos por disposiciones legales, y los que se juzguen necesarios para resolver, citándose el precepto que los exija o fundamentando, en su caso, la conveniencia de reclamarlos.
        

        
				
        2. En la petición de informe se concretará el extremo o extremos acerca de los que se solicita.

        
				
        
          Art. 83.
          Evacuación.
          –1. Salvo disposición expresa en contrario, los informes serán facultativos y no vinculantes
          [149]
          .
        

        
				
        2. Los informes serán evacuados en el plazo de diez días, salvo que una disposición o el cumplimiento del resto de los plazos del procedimiento permita o exija otro plazo mayor o menor.

        
				
        3. De no emitirse el informe en el plazo señalado, y sin perjuicio de la responsabilidad en que incurra el responsable de la demora, se podrán proseguir las actuaciones cualquiera que sea el carácter del informe solicitado, excepto en los supuestos de informes preceptivos que sean determinantes para la resolución del procedimiento, en cuyo caso se podrá interrumpir el plazo de los trámites sucesivos.

        
				
        4. Si el informe debiera ser emitido por una Administración Pública distinta de la que tramita el procedimiento en orden a expresar el punto de vista correspondiente a sus competencias respectivas, y transcurriera el plazo sin que aquél se hubiera evacuado, se podrán proseguir las actuaciones.

        
				
        El informe emitido fuera de plazo podrá no ser tenido en cuenta al adoptar la correspondiente resolución.

        
				
        
          Sección 4.ª Participación de los interesados
        

        
				
        
          Art. 84.
          
            Trámite de audiencia
            [150]
            .–
          
          1. Instruidos los procedimientos, e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, se pondrán de manifiesto a los interesados o, en su caso, a sus representantes, salvo lo que afecte a las informaciones y datos a que se refiere el artículo 37.5.
        

        
				
        
          2. Los interesados, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, podrán alegar y presentar los documentos y justificaciones que estimen pertinentes
          [151]
          .
        

        
				
        3. Si antes del vencimiento del plazo los interesados manifiestan su decisión de no efectuar alegaciones ni aportar nuevos documentos o justificaciones, se tendrá por realizado el trámite.

        
				
        4. Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta en la resolución otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el interesado.

        
				
        
          Art. 85.
          Actuación de los interesados.
          –1. Los actos de instrucción que requieran la intervención de los interesados habrán de practicarse en la forma que resulte más cómoda para ellos y sea compatible, en la medida de lo posible, con sus obligaciones laborales o profesionales.
        

        
				
        2. Los interesados podrán, en todo caso, actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.

        
				
        3. En cualquier caso, el órgano instructor adoptará las medidas necesarias para lograr el pleno respeto a los principios de contradicción y de igualdad de los interesados en el procedimiento.

        
				
        
          Art. 86.
          Información pública.
          –1. El órgano al que corresponda la resolución del procedimiento, cuando la naturaleza de éste lo requiera, podrá acordar un período de información pública.
        

        
				
        2. A tal efecto, se anunciará en el «Boletín Oficial del Estado», de la Comunidad Autónoma, o en el de la Provincia respectiva, a fin de que cualquier persona física o jurídica pueda examinar el procedimiento, o la parte del mismo que se acuerde.

        
				
        El anuncio señalará el lugar de exhibición y determinará el plazo para formular alegaciones que, en ningún caso, podrá ser inferior a veinte días.

        
				
        3. La incomparecencia en este trámite no impedirá a los interesados interponer los recursos procedentes contra la resolución definitiva del procedimiento.

        
				
        La comparecencia en el trámite de información pública no otorga, por sí misma, la condición de interesado. No obstante, quienes presenten alegaciones u observaciones en este trámite tienen derecho a obtener de la Administración una respuesta razonada, que podrá ser común para todas aquellas alegaciones que planteen cuestiones sustancialmente iguales.

        
				
        4. Conforme a lo dispuesto en las Leyes, las Administraciones Públicas podrán establecer otras formas, medios y cauces de participación de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la Ley en el procedimiento de elaboración de las disposiciones y actos administrativos.

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        Finalización del procedimiento

        
				
        
          Sección 1.ª Disposiciones generales
        

        
				
        
          Art. 87.
          Terminación.
          –1. Pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad.
        

        
				
        2. También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser motivada en todo caso.

        
				
        
          Art. 88.
          Terminación convencional.
          –1. Las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas, tanto de derecho público como privado, siempre que no sean contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre materias no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen encomendado, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que en cada caso prevea la disposición que lo regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los procedimientos administrativos o insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin
          [152]
          .
        

        
				
        2. Los citados instrumentos deberán establecer como contenido mínimo la identificación de las partes intervinientes, el ámbito personal, funcional y territorial, y el plazo de vigencia, debiendo publicarse o no según su naturaleza y las personas a las que estuvieran destinados.

        
				
        
          3. Requerirán en todo caso la aprobación expresa del Consejo de Ministros, los acuerdos que versen sobre materias de la competencia directa de dicho órgano
          [153]
          .
        

        
				
        
          4. Los acuerdos que se suscriban no supondrán alteración de las competencias atribuidas a los órganos administrativos ni de las responsabilidades que correspondan a las autoridades y funcionarios relativas al funcionamiento de los servicios públicos
          [154]
          .
        

        
				
        
          Sección 2.ª Resolución
        

        
				
        
          Art. 89.
          Contenido.
          –1. La resolución que ponga fin al procedimiento decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y aquellas otras derivadas del mismo
          [155]
          .
        

        
				
        Cuando se trate de cuestiones conexas que no hubieran sido planteadas por los interesados, el órgano competente podrá pronunciarse sobre las mismas, poniéndolo antes de manifiesto a aquéllos por un plazo no superior a quince días, para que formulen las alegaciones que estimen pertinentes y aporten, en su caso, los medios de prueba.

        
				
        2. En los procedimientos tramitados a solicitud del interesado, la resolución será congruente con las peticiones formuladas por éste, sin que en ningún caso pueda agravar su situación inicial y sin perjuicio de la potestad de la Administración de incoar de oficio un nuevo procedimiento, si procede.

        
				
        3. Las resoluciones contendrán la decisión, que será motivada en los casos a los que se refiere el artículo 54. Expresarán, además, los recursos que contra la misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno.

        
				
        
          4. En ningún caso podrá la Administración abstenerse de resolver
          [156]
          so pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de los preceptos legales aplicables al caso, aunque podrá resolver la inadmisión de las solicitudes de reconocimiento de derechos no previstos en el ordenamiento jurídico o manifiestamente carentes de fundamento, sin perjuicio del derecho de petición
          [157]
          previsto por el artículo 29 de la Constitución.
        

        
				
        5. La aceptación de informes o dictámenes servirá de motivación a la resolución cuando se incorporen al texto de la misma.

        
				
        
          Sección 3.ª Desistimiento y renuncia
        

        
				
        
          Art. 90.
          Ejercicio.
          –1. Todo interesado podrá desistir de su solicitud o, cuando ello no esté prohibido por el ordenamiento jurídico, renunciar a sus derechos.
        

        
				
        2. Si el escrito de iniciación se hubiera formulado por dos o más interesados, el desistimiento o la renuncia sólo afectará a aquellos que la hubiesen formulado.

        
				
        
          Art. 91.
          Medios y efectos.
          –1. Tanto el desistimiento como la renuncia podrán hacerse por cualquier medio que permita su constancia.
        

        
				
        2. La Administración aceptará de plano el desistimiento o la renuncia, y declarará concluso el procedimiento salvo que, habiéndose personado en el mismo terceros interesados, instasen éstos su continuación en el plazo de diez días desde que fueron notificados del desistimiento.

        
				
        3. Si la cuestión suscitada por la incoación del procedimiento entrañase interés general o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento, la Administración podrá limitar los efectos del desistimiento o la renuncia al interesado y seguirá el procedimiento.

        
				
        
          Sección 4.ª Caducidad
        

        
				
        
          Art. 92.
          Requisitos y efectos.
          –1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.
        

        
				
        
          2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite
          [158]
          .
        

        
				
        
          3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción
          [159]
          .
        

        
				
        4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.

        
				
        CAPÍTULO V

        
				
        
          Ejecución
          [160]
        

        
				
        
          Art. 93.
          Título.–
          1. Las Administraciones Públicas no iniciarán ninguna actuación material de ejecución de resoluciones que limite derechos de los particulares sin que previamente haya sido adoptada la resolución que le sirva de fundamento jurídico.
        

        
				
        
          2. El órgano que ordene un acto de ejecución material de resoluciones estará obligado a notificar al particular interesado la resolución que autorice la actuación administrativa
          [161]
          .
        

        
				
        
          Art. 94.
          Ejecutoriedad.
          –Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán inmediatamente ejecutivos, salvo lo previsto en los artículos 111 y 138, y en aquellos casos en que una disposición establezca lo contrario o necesiten aprobación o autorización superior
          [162]
          .
        

        
				
        
          Art. 95.
           
          Ejecución forzosa.
          –Las Administraciones Públicas, a través de sus órganos competentes en cada caso, podrán proceder, previo apercibimiento, a la ejecución forzosa de los actos administrativos, salvo en los supuestos en que se suspenda la ejecución de acuerdo con la ley, o cuando la Constitución o la ley exijan la intervención de los Tribunales.
        

        
				
        
          Art. 96.
          Medios de ejecución forzosa.
          –1. La ejecución forzosa por las Administraciones Públicas se efectuará, respetando siempre el principio de proporcionalidad
          [163]
          , por los siguientes medios:
        

        
				
        
          a)
          Apremio sobre el patrimonio.
        

        
				
        
          b)
          Ejecución subsidiaria.
        

        
				
        
          c)
          Multa coercitiva.
        

        
				
        
          d)
          Compulsión sobre las personas.
        

        
				
        
          2. Si fueran varios los medios de ejecución admisibles, se elegirá el menos restrictivo de la libertad individual
          [164]
          .
        

        
				
        3. Si fuese necesario entrar en el domicilio del afectado, las Administraciones Públicas deberán obtener el consentimiento del mismo o, en su defecto, la oportuna autorización judicial.

        
				
        
          Art. 97.
          Apremio sobre el patrimonio.
          –1. Si en virtud de acto administrativo hubiera de satisfacerse cantidad líquida, se seguirá el procedimiento previsto en las normas reguladoras del procedimiento recaudatorio en vía ejecutiva
          [165]
          .
        

        
				
        
          2. En cualquier caso, no podrá imponerse a los administrados una obligación pecuniaria que no estuviese establecida con arreglo a una norma de rango legal
          [166]
          .
        

        
				
        
          Art. 98.
          Ejecución subsidiaria.
          –1. Habrá lugar a la ejecución subsidiaria cuando se trate de actos que por no ser personalísimos puedan ser realizados por sujeto distinto del obligado.
        

        
				
        2. En este caso, las Administraciones Públicas realizarán el acto, por sí o a través de las personas que determinen, a costa del obligado.

        
				
        3. El importe de los gastos, daños y perjuicios se exigirá conforme a lo dispuesto en el artículo anterior.

        
				
        4. Dicho importe podrá liquidarse de forma provisional y realizarse antes de la ejecución, a reserva de la liquidación definitiva.

        
				
        
          Art. 99.
          Multa coercitiva.
          –1. Cuando así lo autoricen las leyes, y en la forma y cuantía que éstas determinen, las Administraciones Públicas pueden, para la ejecución de determinados actos, imponer multas coercitivas, reiteradas por lapsos de tiempo que sean suficientes para cumplir lo ordenado, en los siguientes supuestos:
        

        
				
        
          a)
          Actos personalísimos en que no proceda la compulsión directa sobre la persona del obligado.
        

        
				
        
          b)
          Actos en que, procediendo la compulsión, la Administración no la estimara conveniente.
        

        
				
        
          c)
          Actos cuya ejecución pueda el obligado encargar a otra persona.
        

        
				
        
          2. La multa coercitiva es independiente de las sanciones que puedan imponerse con tal carácter y compatible con ellas
          [167]
          .
        

        
				
        
          Art. 100.
          Compulsión sobre las personas.
          –1. Los actos administrativos que impongan una obligación personalísima de no hacer o soportar podrán ser ejecutados por compulsión directa sobre las personas en los casos en que la Ley expresamente lo autorice, y dentro siempre del respeto debido a su dignidad y a los derechos reconocidos en la Constitución
          [168]
          .
        

        
				
        2. Si, tratándose de obligaciones personalísimas de hacer, no se realizase la prestación, el obligado deberá resarcir los daños y perjuicios, a cuya liquidación y cobro se procederá en vía administrativa.

        
				
        
          Art. 101.
          Prohibición de interdictos.
          –No se admitirán a trámite interdictos contra las actuaciones de los órganos administrativos realizadas en materia de su competencia y de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido
          [169]
          .
        

        
				
        
          TÍTULO VII
        

        
				
        
          De la revisión de los actos en vía administrativa
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Revisión de oficio

        
				
        
          Art. 102.
          Revisión de disposiciones y actos nulos.
          1. Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 62.1
          [170]
          .
        

        
				
        2. Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán declarar la nulidad de las disposiciones administrativas en los supuestos previstos en el artículo 62.2.

        
				
        3. El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del artículo 62 o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.

        
				
        4. Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la misma resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstancias previstas en los artículos 139.2 y 141.1 de esta Ley; sin perjuicio de que, tratándose de una disposición, subsistan los actos firmes dictados en aplicación de la misma.

        
				
        
          5. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de tres meses desde su inicio sin dictarse resolución producirá la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud de interesado, se podrá entender la misma desestimada por silencio administrativo
          [171]
          .
        

        
				
        
          Art. 103.
          Declaración de lesividad de actos anulables.–
          1. Las Administraciones Públicas podrán declarar lesivos para el interés público los actos favorables para los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en el artículo 63 de esta Ley, a fin de proceder a su ulterior impugnación ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo
          [172]
          .
        

        
				
        2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo, en los términos establecidos por el artículo 84 de esta Ley.

        
				
        
          3. Transcurrido el plazo de seis meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera declarado la lesividad se producirá la caducidad del mismo
          [173]
          .
        

        
				
        
          4. Si el acto proviniera de la Administración General del Estado o de las Comunidades Autónomas
          [174]
          , la declaración de lesividad se adoptará por el órgano de cada Administración competente en la materia.
        

        
				
        
          5. Si el acto proviniera de las entidades que integran la Administración Local
          [175]
          , la declaración de lesividad se adoptará por el Pleno de la Corporación o, en defecto de éste, por el órgano colegiado superior de la entidad
          [176]
          .
        

        
				
        
          Art. 104.
          Suspensión.
          –Iniciado el procedimiento de revisión de oficio, el órgano competente para resolver podrá suspender la ejecución del acto, cuando ésta pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.
        

        
				
        
          Art. 105.
          Revocación de actos y rectificación de errores.
          –1. Las Administraciones Públicas podrán revocar en cualquier momento sus actos de gravamen o desfavorables, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, o sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico.
        

        
				
        
          2. Las Administraciones Públicas podrán, asimismo, rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos
          [177]
          .
        

        
				
        
          Art. 106.
          Límites de la revisión.
          –Las facultades de revisión no podrán ser ejecutadas cuando por prescripción de acciones, por el tiempo transcurrido o por otras circunstancias su ejercicio resulte contrario a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particulares o a las leyes.
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        

      
		
    

    
	
  
Recursos administrativos

        
				
        
          Sección 1.ª Principios generales
        

        
				
        
          Art. 107.
          Objeto y clases.
          –1. Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 62 y 63 de esta Ley.
        

        
				
        La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento.

        
				
        2. Las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, en supuestos o ámbitos sectoriales determinados, y cuando la especificidad de la materia así lo justifique, por otros procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje, ante órganos colegiados o comisiones específicas no sometidas a instrucciones jerárquicas, con respeto a los principios, garantías y plazos que la presente Ley reconoce a los ciudadanos y a los interesados en todo procedimiento administrativo.

        
				
        En las mismas condiciones, el recurso de reposición podrá ser sustituido por los procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, respetando su carácter potestativo para el interesado.

        
				
        La aplicación de estos procedimientos en el ámbito de la Administración Local no podrá suponer el desconocimiento de las facultades resolutorias reconocidas a los órganos representativos electos establecidos por la Ley.

        
				
        3. Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía administrativa.

        
				
        Los recursos contra un acto administrativo que se funden únicamente en la nulidad de alguna disposición administrativa de carácter general podrán interponerse directamente ante el órgano que dictó dicha disposición.

        
				
        
          4. Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los procedimientos establecidos por su legislación específica
          [178]
          .
        

        
				
        
          Art. 108.
           
          
            Recurso extraordinario de revisión
            [179]
          
          . Contra los actos firmes en vía administrativa, sólo procederá el recurso extraordinario de revisión cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 118.1
          [180]
          .
        

        
				
        
          Art. 109.
          Fin de la vía administrativa.
          –Ponen fin a la vía administrativa:
        

        
				
        
          a)
          Las resoluciones de los recursos de alzada.
        

        
				
        
          b)
          Las resoluciones de los procedimientos de impugnación a que se refiere el artículo 107.2.
        

        
				
        
          c)
          Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una Ley establezca lo contrario
          [181]
          .
        

        
				
        
          d)
          Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo establezca
          [182]
          .
        

        
				
        
          e)
          Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de finalizadores del procedimiento
          [183]
          .
        

        
				
        
          Art. 110.
           
          Interposición de recurso.
          –1. La interposición del recurso deberá expresar:
        

        
				
        
          a)
          El nombre y apellidos del recurrente, así como la identificación personal del mismo.
        

        
				
        
          b)
          El acto que se recurre y la razón de su impugnación.
        

        
				
        
          c)
          Lugar, fecha, firma del recurrente, identificación del medio y, en su caso, del lugar que se señale a efectos de notificaciones.
        

        
				
        
          d)
          Órgano, centro o unidad administrativa al que se dirige.
        

        
				
        
          e)
          Las demás particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones específicas.
        

        
				
        2. El error en la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter.

        
				
        
          3. Los vicios y defectos que hagan anulable un acto no podrán ser alegados por quienes los hubieren causado
          [184]
          .
        

        
				
        
          Art. 111.
          Suspensión de la ejecución.
          –1. La interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo contrario, no suspenderá la ejecución del acto impugnado
          [185]
          .
        

        
				
        2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el órgano a quien competa resolver el recurso, previa ponderación, suficientemente razonada, entre el perjuicio que causaría al interés público o a terceros la suspensión y el perjuicio que se causa al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del acto recurrido, podrá suspender, de oficio o a solicitud del recurrente, la ejecución del acto impugnado cuando concurran alguna de las siguientes circunstancias:

        
				
        
          a)
          Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.
        

        
				
        
          b)
          Que la impugnación se fundamente en alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en el artículo 62.1 de esta Ley.
        

        
				
        3. La ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida si transcurridos treinta días desde que la solicitud de suspensión haya tenido entrada en el registro del órgano competente para decidir sobre la misma, éste no ha dictado resolución expresa al respecto. En estos casos no será de aplicación lo establecido en el artículo 42.4, segundo párrafo, de esta Ley.

        
				
        
          4. Al dictar el acuerdo de suspensión podrán adoptarse las medidas cautelares
          [186]
          que sean necesarias para asegurar la protección del interés público o de terceros y la eficacia de la resolución o el acto impugnado.
        

        
				
        Cuando de la suspensión puedan derivarse perjuicios de cualquier naturaleza, aquélla sólo producirá efectos previa prestación de caución o garantía suficiente para responder de ellos, en los términos establecidos reglamentariamente.

        
				
        La suspensión podrá prolongarse después de agotada la vía administrativa cuando exista medida cautelar y los efectos de ésta se extiendan a la vía contencioso-administrativa. Si el interesado interpusiera recurso contencioso-administrativo, solicitando la suspensión del acto objeto del proceso, se mantendrá la suspensión hasta que se produzca el correspondiente pronunciamiento judicial sobre la solicitud.

        
				
        
          5. Cuando el recurso tenga por objeto la impugnación de un acto administrativo que afecte a una pluralidad in-determinada de personas, la suspensión de su eficacia habrá de ser publicada en el periódico oficial en que aquél se insertó
          [187]
          .
        

        
				
        
          Art. 112.
          
            Audiencia de los interesados
            [188]
          
          .–1. Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no recogidos en el expediente originario, se pondrán de manifiesto a los interesados para que, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, formulen las alegaciones y presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes.
        

        
				
        
          No se tendrán en cuenta en la resolución de los recursos hechos, documentos o alegaciones del recurrente, cuando habiendo podido aportarlos en el trámite de alegaciones no lo haya hecho
          [189]
          .
        

        
				
        2. Si hubiera otros interesados se les dará, en todo caso, traslado del recurso para que en el plazo antes citado aleguen cuanto estimen procedente.

        
				
        3. El recurso, los informes y las propuestas no tienen el carácter de documentos nuevos a los efectos de este artículo. Tampoco lo tendrán los que los interesados hayan aportado al expediente antes de recaer la resolución impugnada.

        
				
        
          Art. 113.
          Resolución.
          –1. La resolución del recurso estimará en todo o en parte, o desestimará las pretensiones formuladas en el mismo, o declarará su inadmisión.
        

        
				
        2. Cuando existiendo vicio de forma no se estime procedente resolver sobre el fondo, se ordenará la retroacción del procedimiento al momento en el que el vicio fue cometido, salvo lo dispuesto en el artículo 67.

        
				
        
          3. El órgano que resuelva el recurso decidirá cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el procedimiento, hayan sido o no alegadas por los interesados. En este último caso se les oirá previamente. No obstante, la resolución será congruente con las peticiones formuladas por el recurrente, sin que en ningún caso pueda agravarse su situación inicial
          [190]
          .
        

        
				
        
          
            Sección 2.ª Recurso de alzada
            [191]
          
        

        
				
        
          Art. 114.
          Objeto.
          –1. Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 107.1, cuando no pongan fin a la vía administrativa, podrán ser recurridos en alzada ante el órgano superior jerárquico del que los dictó. A estos efectos, los Tribunales y órganos de selección del personal al servicio de las Administraciones Públicas y cualesquiera otros que, en el seno de éstas, actúen con autonomía funcional, se considerarán dependientes del órgano al que estén adscritos o, en su defecto, del que haya nombrado al presidente de los mismos.
        

        
				
        2. El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se impugna o ante el competente para resolverlo.

        
				
        Si el recurso se hubiera interpuesto ante el órgano que dictó el acto impugnado, éste deberá remitirlo al competente en el plazo de diez días, con su informe y con una copia completa y ordenada del expediente.

        
				
        
          El titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable directo del cumplimiento de lo previsto en el párrafo anterior
          [192]
          .
        

        
				
        
          Art. 115.
          Plazos.
          –1. El plazo para la interposición del recurso de alzada será de un mes, si el acto fuera expreso.
        

        
				
        Si no lo fuera, el plazo será de tres meses y se contará, para el solicitante y otros posibles interesados, a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del silencio administrativo.

        
				
        Transcurridos dichos plazos sin haberse interpuesto el recurso, la resolución será firme a todos los efectos.

        
				
        2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses. Transcurrido este plazo sin que recaiga resolución, se podrá entender desestimado el recurso, salvo en el supuesto previsto en el artículo 43.2, segundo párrafo.

        
				
        
          3. Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso administrativo, salvo el recurso extraordinario de revisión en los casos establecidos en el artículo 118.1
          [193]
          .
        

        
				
        
          
            Sección 3.ª Recurso potestativo de reposición
            [194]
          
        

        
				
        
          Art. 116.
          Objeto y naturaleza
          .–1. Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente en reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo
          [195]
          .
        

        
				
        
          2. No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea resuelto expresamente o se haya producido la desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto
          [196]
          .
        

        
				
        
          Art. 117.
          Plazos.
          –1. El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si el acto fuera expreso. Si no lo fuera, el plazo será de tres meses y se contará, para el solicitante y otros posibles interesados, a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto presunto. Transcurridos dichos plazos, únicamente podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio, en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de revisión.
        

        
				
        2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de un mes.

        
				
        
          3. Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de nuevo dicho recurso
          [197]
          .
        

        
				
        
          
            Sección 4.ª Recurso extraordinario de revisión
            [198]
          
        

        
				
        
          Art. 118.
          Objeto y plazos.
          –1. Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el recurso extraordinario de revisión
          [199]
          ante el órgano administrativo que los dictó, que también será el competente para su resolución, cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:
        

        
				
        1.ª Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos incorporados al expediente.

        
				
        2.ª Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean posteriores, evidencien el error de la resolución recurrida.

        
				
        3.ª Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por sentencia judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución.

        
				
        4.ª Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia, maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial firme.

        
				
        2. El recurso extraordinario de revisión se interpondrá, cuando se trate de la causa 1.ª, dentro del plazo de cuatro años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada. En los demás casos, el plazo será de tres meses a contar desde el conocimiento de los documentos o desde que la sentencia judicial quedó firme.

        
				
        
          3. Lo establecido en el presente artículo no perjudica el derecho de los interesados a formular la solicitud y la instancia a que se refieren los artículos 102 y 105.2 de la presente Ley ni su derecho a que las mismas se sustancien y resuelvan
          [200]
          .
        

        
				
        
          Art. 119.
          Resolución.
          –1. El órgano competente para la resolución del recurso podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite, sin necesidad de recabar dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando el mismo no se funde en alguna de las causas previstas en el apartado 1 del artículo anterior o en el supuesto de que se hubiesen desestimado en cuanto al fondo otros recursos sustancialmente iguales.
        

        
				
        2. El órgano al que corresponde conocer del recurso extraordinario de revisión debe pronunciarse no sólo sobre la procedencia del recurso, sino también, en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el acto recurrido.

        
				
        
          3. Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposición del recurso extraordinario de revisión sin haberse dictado y notificado la resolución, se entenderá desestimado, quedando expedita la vía jurisdiccional contencioso-administrativa
          [201]
          .
        

        
				
        
          TÍTULO VIII
        

        
				
        
          De las reclamaciones previas al ejercicio de las acciones civiles y laborales
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Disposiciones generales

        
				
        
          Art. 120.
          Naturaleza.
          –1. La reclamación en vía administrativa es requisito previo al ejercicio de acciones fundadas en derecho privado o laboral contra cualquier Administración Pública, salvo los supuestos en que dicho requisito esté exceptuado por una disposición con rango de Ley.
        

        
				
        2. Dicha reclamación se tramitará y resolverá por las normas contenidas en este título y por aquellas que, en cada caso, sean de aplicación, y, en su defecto, por las generales de esta Ley.

        
				
        
          Art. 121.
          Efectos.
          –1. Si planteada una reclamación ante las Administraciones Públicas ésta no ha sido resuelta y no ha transcurrido el plazo en que deba entenderse desestimada, no podrá deducirse la misma pretensión ante la jurisdicción correspondiente
          [202]
          .
        

        
				
        2. Planteada la reclamación previa se interrumpirán los plazos para el ejercicio de las acciones judiciales, que volverán a contarse a partir de la fecha en que se haya practicado la notificación expresa de la resolución o, en su caso, desde que se entienda desestimada por el transcurso del plazo.

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Reclamación previa a la vía judicial civil

        
				
        
          Art. 122.
          Iniciación.
          –1. La reclamación se dirigirá al órgano competente de la Administración Pública de que se trate.
        

        
				
        
          2. En la Administración General del Estado se planteará ante el Ministro del Departamento que por razón de la materia objeto de la reclamación sea competente. Las reclamaciones podrán presentarse en cualesquiera de los lugares previstos por esta Ley para la presentación de escritos o solicitudes
          [203]
          .
        

        
				
        
          Art. 123.
          Instrucción.
          –1. El órgano ante el que se haya presentado la reclamación la remitirá en el plazo de cinco días al órgano competente en unión de todos los antecedentes del asunto.
        

        
				
        2. El órgano competente para resolver podrá ordenar que se complete el expediente con los antecedentes, informes, documentos y datos que resulten necesarios.

        
				
        
          Art. 124.
          Resolución.
          –1. Resuelta la reclamación por el Ministro u órgano competente, se notificará al interesado.
        

        
				
        2. Si la Administración no notificara su decisión en el plazo de tres meses, el interesado podrá considerar desestimada su reclamación al efecto de formular la correspondiente demanda judicial.

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        
          Reclamación previa a la vía judicial laboral
          [204]
        

        
				
        
          Art. 125.
          Tramitación.
          –1. La reclamación deberá dirigirse al Jefe administrativo o Director del establecimiento u organismo en que el trabajador preste sus servicios.
        

        
				
        2. Transcurrido un mes sin haberle sido notificada resolución alguna, el trabajador podrá considerar desestimada la reclamación a los efectos de la acción judicial laboral.

        
				
        
          Art. 126.
          Reclamaciones del personal civil no funcionario de la Administración Militar.
          –Las reclamaciones que formule el personal civil no funcionario al servicio de la Administración Militar se regirán por sus disposiciones específicas
          [205]
          .
        

        
				
        
          TÍTULO IX
        

        
				
        
          De la potestad sancionadora
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Principios de la potestad sancionadora

        
				
        
          Art. 127.
          Principio de legalidad.
          –1. La potestad sancionadora de las Administraciones Públicas, reconocida por la Constitución
          [206]
          , se ejercerá cuando haya sido expresamente reconocida por una norma con rango de Ley, con aplicación del procedimiento previsto para su ejercicio y de acuerdo con lo establecido en este título y, cuando se trate de entidades locales, de conformidad con lo dispuesto en el título XI de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local
          [207]
          .
        

        
				
        
          2. El ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a los órganos administrativos que la tengan expresamente atribuida, por disposición de rango legal o reglamentario
          [208]
          .
        

        
				
        
          3. Las disposiciones de este título no son de aplicación al ejercicio por las Administraciones Públicas de su potestad disciplinaria respecto del personal a su servicio y de quienes estén vinculados a ellas por una relación contractual
          [209]
          .
        

        
				
        
          Art. 128.
          Irretroactividad.
          –1. Serán de aplicación las disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de producirse los hechos que constituyan infracción administrativa.
        

        
				
        
          2. Las disposiciones sancionadoras producirán efecto retroactivo en cuanto favorezcan al presunto infractor
          [210]
          .
        

        
				
        
          Art. 129.
          Principio de tipicidad.
          –1. Sólo constituyen infracciones administrativas las vulneraciones del ordenamiento jurídico previstas como tales infracciones por una Ley, sin perjuicio de lo dispuesto para la Administración Local en el título XI de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local
          [211]
          .
        

        
				
        2. Únicamente por la comisión de infracciones administrativas podrán imponerse sanciones que, en todo caso, estarán delimitadas por la Ley.

        
				
        3. Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o graduaciones al cuadro de las infracciones o sanciones establecidas legalmente que, sin constituir nuevas infracciones o sanciones, ni alterar la naturaleza o límites de las que la Ley contempla, contribuyan a la más correcta identificación de las conductas o a la más precisa determinación de las sanciones correspondientes.

        
				
        4. Las normas definidoras de infracciones y sanciones no serán susceptibles de aplicación analógica.

        
				
        
          Art. 130.
          Responsabilidad.
          –1. Sólo podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción administrativa las personas físicas y jurídicas que resulten responsables de los mismos aun a título de simple inobservancia.
        

        
				
        2. Las responsabilidades administrativas que se deriven del procedimiento sancionador serán compatibles con la exigencia al infractor de la reposición de la situación alterada por el mismo a su estado originario, así como con la indemnización por los daños y perjuicios causados que podrán ser determinados por el órgano competente, debiendo, en este caso, comunicarse al infractor para su satisfacción en el plazo que al efecto se determine, y quedando, de no hacerse así, expedita la vía judicial correspondiente.

        
				
        3. Cuando el cumplimiento de las obligaciones previstas en una disposición legal corresponda a varias personas conjuntamente, responderán de forma solidaria de las infracciones que, en su caso, se cometan y de las sanciones que se impongan.

        
				
        Serán responsables subsidiarios o solidarios por el incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Ley que conlleven el deber de prevenir la infracción administrativa cometida por otros, las personas físicas y jurídicas sobre las que tal deber recaiga, cuando así lo determinen las leyes reguladoras de los distintos regímenes sancionadores.

        
				
        
          Art. 131.
          Principio de proporcionalidad.
          –1. Las sanciones administrativas, sean o no de naturaleza pecuniaria, en ningún caso podrán implicar, directa o subsidiariamente, privación de libertad
          [212]
          .
        

        
				
        2. El establecimiento de sanciones pecuniarias deberá prever que la comisión de las infracciones tipificadas no resulte más beneficioso para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas.

        
				
        3. En la determinación normativa del régimen sancionador, así como en la imposición de sanciones por las Administraciones Públicas, se deberá guardar la debida adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, considerándose especialmente los siguientes criterios para la graduación de la sanción a aplicar:

        
				
        
          a)
          La existencia de intencionalidad o reiteración.
        

        
				
        
          b)
          La naturaleza de los perjuicios causados.
        

        
				
        
          c)
          La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme.
        

        
				
        
          Art. 132.
          Prescripción.
          –1. Las infracciones y sanciones prescribirán según lo dispuesto en las leyes que las establezcan. Si éstas no fijan plazos de prescripción, las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves a los seis meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves al año.
        

        
				
        2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que la infracción se hubiera cometido.

        
				
        Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto responsable.

        
				
        3. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

        
				
        Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante más de un mes por causa no imputable al infractor.

        
				
        
          Art. 133.
          Concurrencia de sanciones.
          –No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad del sujeto, hecho y fundamento.
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        
          Principios del procedimiento sancionador
          [213]
        

        
				
        
          Art. 134.
          Garantía de procedimiento.
          –1. El ejercicio de la potestad sancionadora requerirá procedimiento legal o reglamentariamente establecido.
        

        
				
        2. Los procedimientos que regulen el ejercicio de la potestad sancionadora deberán establecer la debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, encomendándolas a órganos distintos.

        
				
        3. En ningún caso se podrá imponer una sanción sin que se haya tramitado el necesario procedimiento.

        
				
        
          Art. 135.
          Derechos del presunto responsable.
          –Los procedimientos sancionadores garantizarán al presunto responsable los siguientes derechos:
        

        
				
        A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se les pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la autoridad competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal competencia.

        
				
        A formular alegaciones y utilizar los medios de defensa admitidos por el ordenamiento jurídico que resulten procedentes.

        
				
        Los demás derechos reconocidos por el artículo 35 de esta Ley.

        
				
        
          Art. 136.
          Medidas de carácter provisional.
          –Cuando así esté previsto en las normas que regulen los procedimientos sancionadores, se podrá proceder, mediante acuerdo motivado, a la adopción de medidas de carácter provisional que aseguren la eficacia de la resolución final que pudiera recaer
          [214]
          .
        

        
				
        
          Art. 137.
          Presunción de inocencia.
          –1. Los procedimientos sancionadores respetarán la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo contrario
          [215]
          .
        

        
				
        2. Los hechos declarados probados por resoluciones judiciales penales firmes vincularán a las Administraciones Públicas respecto de los procedimientos sancionadores que sustancien.

        
				
        3. Los hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad, y que se formalicen en documento público observando los requisitos legales pertinentes, tendrán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar los propios administrados.

        
				
        4. Se practicarán de oficio o se admitirán a propuesta del presunto responsable cuantas pruebas sean adecuadas para la determinación de hechos y posibles responsabilidades.

        
				
        Sólo podrán declararse improcedentes aquellas pruebas que por su relación con los hechos no puedan alterar la resolución final a favor del presunto responsable.

        
				
        
          Art. 138.
          Resolución.
          –1. La resolución que ponga fin al procedimiento habrá de ser motivada y resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente.
        

        
				
        2. En la resolución no se podrán aceptar hechos distintos de los determinados en el curso del procedimiento, con independencia de su diferente valoración jurídica.

        
				
        3. La resolución será ejecutiva cuando ponga fin a la vía administrativa.

        
				
        En la resolución se adoptarán, en su caso, las disposiciones cautelares precisas para garantizar su eficacia en tanto no sea ejecutiva.

        
				
        
          TÍTULO X
        

        
				
        
          De la responsabilidad de las Administraciones Públicas y de sus autoridades y demás personal a su servicio
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        
          Responsabilidad patrimonial de la Administración Pública
          [216]
        

        
				
        
          Art. 139.
          Principios de la responsabilidad.
          –1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos
          [217]
          .
        

        
				
        
          2. En todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas
          [218]
          .
        

        
				
        3. Las Administraciones Públicas indemnizarán a los particulares por la aplicación de actos legislativos de naturaleza no expropiatoria de derechos y que éstos no tengan el deber jurídico de soportar, cuando así se establezca en los propios actos legislativos y en los términos que especifiquen dichos actos.

        
				
        
          4. La responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento de la Administración de Justicia se regirá por la Ley Orgánica del Poder Judicial
          [219]
          .
        

        
				
        5. El Consejo de Ministros fijará el importe de las indemnizaciones que proceda abonar cuando el Tribunal Constitucional haya declarado, a instancia de parte interesada, la existencia de un funcionamiento anormal en la tramitación de los recursos de amparo o de las cuestiones de inconstitucionalidad.

        
				
        
          El procedimiento para fijar el importe de las indemnizaciones se tramitará por el Ministerio de Justicia, con audiencia al Consejo de Estado
          [220]
          .
        

        
				
        
          Art. 140.
          Responsabilidad concurrente de las Administraciones Públicas.
          –1. Cuando de la gestión dimanante de fórmulas conjuntas de actuación entre varias Administraciones Públicas se derive responsabilidad en los términos previstos en la presente Ley, las Administraciones intervinientes responderán de forma solidaria. El instrumento jurídico regulador de la actuación conjunta podrá determinar la distribución de la responsabilidad entre las diferentes Administraciones Públicas
          [221]
          .
        

        
				
        
          2. En otros supuestos de concurrencia de varias Administraciones en la producción del daño, la responsabilidad se fijará para cada Administración atendiendo a los criterios de competencia, interés público tutelado e intensidad de la intervención. La responsabilidad será solidaria cuando no sea posible dicha determinación
          [222]
          .
        

        
				
        
          Art. 141.
          Indemnización.
          –1. Sólo serán indemnizables las lesiones producidas al particular provenientes de daños que éste no tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley
          [223]
          . No serán indemnizables los daños que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de producción de aquéllos, todo ello sin perjuicio de las prestaciones asistenciales o económicas que las leyes puedan establecer para estos casos.
        

        
				
        2. La indemnización se calculará con arreglo a los criterios de valoración establecidos en la legislación de expropiación forzosa, legislación fiscal y demás normas aplicables, ponderándose, en su caso, las valoraciones predominantes en el mercado.

        
				
        
          3. La cuantía de la indemnización se calculará con referencia al día en que la lesión efectivamente se produjo, sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad con arreglo al índice de precios al consumo, fijado por el Instituto Nacional de Estadística, y de los intereses que procedan por demora en el pago de la indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a lo establecido en la Ley General Presupuestaria
          [224]
          .
        

        
				
        
          4. La indemnización procedente podrá sustituirse por una compensación en especie o ser abonada mediante pagos periódicos, cuando resulte más adecuado para lograr la reparación debida y convenga al interés público, siempre que exista acuerdo con el interesado
          [225]
          .
        

        
				
        
          Art. 142.
          
            Procedimientos de responsabilidad patrimonial
            [226]
            .–
          
          1. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas se iniciarán de oficio o por reclamación de los interesados.
        

        
				
        2. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial se resolverán por el Ministro respectivo, el Consejo de Ministros si una Ley así lo dispone, o por los órganos correspondientes de las Comunidades Autónomas o de las Entidades que integran la Administración Local. Cuando su norma de creación así lo determine, la reclamación se resolverá por los órganos a los que corresponda de las Entidades de Derecho Público a que se refiere el artículo 2.2 de esta Ley.

        
				
        3. Para la determinación de la responsabilidad patrimonial se establecerá reglamentariamente un procedimiento general con inclusión de un procedimiento abreviado para los supuestos en que concurran las condiciones previstas en el artículo 143 de esta Ley.

        
				
        4. La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional contencioso-administrativo de los actos o disposiciones administrativas no presupone derecho a la indemnización, pero si la resolución o disposición impugnada lo fuese por razón de su fondo o forma, el derecho a reclamar prescribirá al año de haberse dictado la sentencia definitiva, no siendo de aplicación lo dispuesto en el punto 5.

        
				
        5. En todo caso, el derecho a reclamar prescribe al año de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o de manifestarse su efecto lesivo. En caso de daños, de carácter físico o psíquico, a las personas el plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de las secuelas.

        
				
        
          6. La resolución administrativa de los procedimientos de responsabilidad patrimonial, cualquiera que fuese el tipo de relación, pública o privada, de que derive, pone fin a la vía administrativa
          [227]
          .
        

        
				
        7. Si no recae resolución expresa se podrá entender desestimada la solicitud de indemnización.

        
				
        
          Art. 143.
          
            Procedimiento abreviado
            [228]
          
          .–1. Iniciado el procedimiento general, cuando sean inequívocos la relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y la lesión, así como la valoración del daño y el cálculo de la cuantía de la indemnización, el órgano competente podrá acordar la sustanciación de un procedimiento abreviado, a fin de reconocer el derecho a la indemnización en el plazo de treinta días.
        

        
				
        2. En todo caso, los órganos competentes podrán acordar o proponer que se siga el procedimiento general.

        
				
        3. Si no recae resolución expresa se podrá entender desestimada la solicitud de indemnización.

        
				
        
          Art. 144.
          Responsabilidad de derecho privado.–
          Cuando las Administraciones Públicas actúen en relaciones de derecho privado, responderán directamente de los daños y perjuicios causados por el personal que se encuentre a su servicio, considerándose la actuación del mismo actos propios de la Administración bajo cuyo servicio se encuentre. La responsabilidad se exigirá de conformidad con lo previsto en los artículos 139 y siguientes de esta Ley
          [229]
          .
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        
          Responsabilidad de las autoridades y personal
          

          al servicio de las Administraciones Públicas
        

        
				
        
          Art. 145.
          
            Exigencia de la responsabilidad patrimonial de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas
            [230]
          
          .–1. Para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial a que se refiere el capítulo I de este título, los particulares exigirán directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las autoridades y personal a su servicio.
        

        
				
        2. La Administración correspondiente, cuando hubiere indemnizado a los lesionados, exigirá de oficio de sus autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves, previa instrucción del procedimiento que reglamentariamente se establezca.

        
				
        Para la exigencia de dicha responsabilidad se ponderarán, entre otros, los siguientes criterios: el resultado dañoso producido, la existencia o no de intencionalidad, la responsabilidad profesional del personal al servicio de las Administraciones Públicas y su relación con la producción del resultado dañoso.

        
				
        3. Asimismo, la Administración instruirá igual procedimiento a las autoridades y demás personal a su servicio por los daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido dolo, o culpa o negligencia graves.

        
				
        4. La resolución declaratoria de responsabilidad pondrá fin a la vía administrativa.

        
				
        
          5. Lo dispuesto en los párrafos anteriores se entenderá sin perjuicio de pasar, si procede, el tanto de culpa a los Tribunales competentes
          [231]
          .
        

        
				
        
          Art. 146.
           
          Responsabilidad penal
          .–1. La responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas, así como la responsabilidad civil derivada del delito, se exigirá de acuerdo con lo previsto en la legislación correspondiente
          [232]
          .
        

        
				
        
          2. La exigencia de responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones públicas no suspenderá los procedimientos de reconocimiento de responsabilidad patrimonial que se instruyan, salvo que la determinación de los hechos en el orden jurisdiccional penal sea necesaria para la fijación de la responsabilidad patrimonial
          [233]
          .
        

        
				
        DISPOSICIONES ADICIONALES

        
				
        
          Primera.
           
          Órganos colegiados de gobierno
          .–Las disposiciones del capítulo II del título II de la presente Ley
          [234]
          no serán de aplicación al Pleno y, en su caso, Comisión de Gobierno de las Entidades Locales, a los órganos colegiados del Gobierno de la Nación y a los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas.
        

        
				
        
          Segunda.
           
          Informatización de registros.
          –La incorporación a soporte informático de los registros a que se refiere el artículo 38 de esta Ley será efectiva en la forma y plazos que determine el Gobierno, los Órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local, en función del grado de desarrollo de los medios técnicos de que dispongan.
        

        
				
        
          Tercera.
           
          Adecuación de procedimientos
          .–Reglamentariamente, en el plazo de dieciocho meses a partir de la entrada en vigor de esta Ley, se llevará a efecto la adecuación a la misma de las normas reguladoras de los distintos procedimientos administrativos, cualquiera que sea su rango, con específica mención de los efectos estimatorios o desestimatorios que la falta de resolución expresa produzca
          [235]
          .
        

        
				
        
          Cuarta.
           
          Tasas del procedimiento.
          –Las tasas que generen las actuaciones del procedimiento administrativo se exigirán de acuerdo con lo que disponga la norma que las regule.
        

        
				
        
          Quinta.
           
          
            Procedimientos administrativos en materia tributaria
            [236]
          
          .–1. Los procedimientos tributarios y la aplicación de los tributos se regirán por la Ley General Tributaria, por la normativa sobre derechos y garantías de los contribuyentes, por las leyes propias de los tributos y las demás normas dictadas en su desarrollo y aplicación. En defecto de norma tributaria aplicable, regirán supletoriamente las disposiciones de la presente Ley.
        

        
				
        En todo caso, en los procedimientos tributarios, los plazos máximos para dictar resoluciones, los efectos de su incumplimiento, así como, en su caso, los efectos de la falta de resolución serán los previstos en la normativa tributaria.

        
				
        
          2. La revisión de actos en vía administrativa en materia tributaria se ajustará a lo dispuesto en los artículos
          153 a 171
          de la Ley General Tributaria
          [237]
          y disposiciones dictadas en desarrollo y aplicación de la misma
          [238]
          .
        

        
				
        
          Sexta.
           
          Actos de Seguridad Social y desempleo.
          –1. La impugnación de los actos de la Seguridad Social y desempleo, en los términos previstos en el artículo 2 del texto articulado de la Ley de Procedimiento Laboral,
          
            aprobado por Real Decreto Legislativo 521/1990, de 27 de abril
            [239]
          
          , así como su revisión de oficio, se regirán por lo dispuesto en dicha Ley.
        

        
				
        
          2. Los actos de gestión recaudatoria de la Seguridad Social se regirán por lo dispuesto en su normativa específica
          [240]
          .
        

        
				
        
          Séptima.
           
          Procedimiento administrativo sancionador por infracciones en el orden social y para la extensión de actas de liquidación de cuotas de la Seguridad Social
          .–Los procedimientos administrativos para la imposición de sanciones por infracciones en el orden social y para la extensión de actas de liquidación de cuotas de la Seguridad Social se regirán por su normativa específica
          [241]
          y, subsidiariamente, por las disposiciones de esta Ley.
        

        
				
        
          Octava.
           
          Procedimientos disciplinarios.–
          Los procedimientos de ejercicio de la potestad disciplinaria de las Administraciones Públicas respecto del personal a su servicio y de quienes estén vinculados a ellas por una relación contractual se regirán por su normativa específica, no siéndoles de aplicación la presente Ley
          [242]
          .
        

        
				
        
          Octava bis.
           
          Procedimiento sancionador en materia de tráfico y seguridad vial.–
          Los procedimientos administrativos para la imposición de sanciones por infracciones en materia de tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, se regirán por lo dispuesto en su legislación específica y, supletoriamente, por lo dispuesto en esta Ley
          [243]
          .
        

        
				
        
          
            Novena
            [244]
          
          .
          En el ámbito de la Administración General del Estado, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado
          c)
          del artículo 109, ponen fin a la vía administrativa los actos y resoluciones siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Los adoptados por el Consejo de Ministros y sus Comisiones Delegadas.
        

        
				
        
          b)
          Los adoptados por los Ministros en el ejercicio de las competencias que tienen atribuidas los departamentos de los que son titulares.
        

        
				
        
          c)
          Los adoptados por Subsecretarios y Directores generales en materia de personal.
        

        
				
        
          Décima.
           
          
            El artículo 37.1 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, queda redactado de la siguiente forma
            [245]
          
          :
        

        
				
        [...................................................................]

        
				
        
          Undécima.
           
          Procedimientos administrativos instados ante misiones diplomáticas y oficinas consulares.
          –Los procedimientos instados ante las misiones diplomáticas y oficinas consulares por ciudadanos extranjeros no comunitarios se regirán por su normativa específica, que se adecuará a los compromisos internacionales asumidos por España y, en materia de visados, a los Convenios de Schengen y disposiciones que los desarrollen, aplicándose supletoriamente la presente Ley
          [246]
          .
        

        
				
        
          Duodécima.
           
          Responsabilidad en materia de asistencia sanitaria.–
          La responsabilidad patrimonial de las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social, sean estatales o autonómicos, así como de las demás entidades, servicios y organismos del Sistema Nacional de Salud y de los centros sanitarios concertados con ellas, por los daños y perjuicios causados por o con ocasión de la asistencia sanitaria, y las correspondientes reclamaciones, seguirán la tramitación administrativa prevista en esta Ley, correspondiendo su revisión jurisdiccional al orden contencioso-administrativo en todo caso.
        

        
				
        
          Decimotercera.
           
          Régimen de suscripción de convenios de colaboración.
          –En el ámbito de la Administración General del Estado, los titulares de los Departamentos ministeriales y los Presidentes o Directores de los organismos públicos vinculados o dependientes podrán celebrar los convenios previstos en el artículo 6, dentro de las facultades que les otorga la normativa presupuestaria y previo cumplimiento de los trámites establecidos, entre los que se incluirá necesariamente el informe del Ministerio o Ministerios afectados. El régimen de suscripción de los mismos y, en su caso, de su autorización, así como los aspectos procedimentales o formales relacionados con los mismos, se ajustará al procedimiento que reglamentariamente se establezca.
        

        
				
        
          Decimocuarta.
           
          Relaciones con las Ciudades de Ceuta y Melilla.
          –Lo dispuesto en el título I de esta Ley sobre las relaciones entre la Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas será de aplicación a las relaciones con las Ciudades de Ceuta y Melilla en la medida en que afecte al ejercicio de las competencias estatutariamente asumidas
          [247]
          .
        

        
				
        
          Decimoquinta.
           
          En el ámbito de la Administración General del Estado, y a los efectos del artículo 42.3.
          b)
          de esta Ley, se entiende por registro del órgano competente para la tramitación de una solicitud, cualquiera de los registros del Ministerio competente para iniciar la tramitación de la misma.
        

        
				
        En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado cuya tramitación y resolución corresponda a órganos integrados en el Órgano Central del Ministerio de Defensa, Estado Mayor de la Defensa y Cuarteles Generales de los Ejércitos, el plazo para resolver y notificar se contará desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en los registros de los citados órganos.

        
				
        
          Decimosexta.
           
          Administración de los Territorios Históricos del País Vasco.
          –En la Comunidad Autónoma del País Vasco, a efectos de lo dispuesto en el artículo segundo, se entenderá por Administraciones Públicas las Diputaciones Forales y las Administraciones institucionales de ellas dependientes, así como las Juntas Generales de los Territorios Históricos en cuanto dicten actos y disposiciones en materia de personal y gestión patrimonial sujetos al derecho público.
        

        
				
        
          Decimoséptima.
           
          1. Para el ejercicio de la función consultiva en cuanto garantía del interés general y de la legalidad objetiva las Comunidades Autónomas, los Entes Forales se organizarán conforme a lo establecido en esta disposición.
        

        
				
        2. La Administración consultiva podrá articularse mediante órganos específicos dotados de autonomía orgánica y funcional con respecto a la Administración activa, o a través de los servicios jurídicos de esta última.

        
				
        En tal caso, dichos servicios no podrán estar sujetos a dependencia jerárquica ya sea orgánica o funcional, ni recibir instrucciones, directrices o cualquier clase de indicación de los órganos que hayan elaborado las disposiciones o producido los actos objeto de consulta, actuando para cumplir con tales garantías de forma colegiada.

        
				
        
          3. La presente disposición tiene carácter básico de acuerdo con el artículo 149.1.18.ª de la Constitución
          [248]
          .
        

        
				
        
          Decimoctava.
          Presentación telemática de solicitudes y comunicaciones dirigidas a la Administración General del Estado y sus organismos públicos.–
          1. La presentación de solicitudes y comunicaciones, así como de la documentación complementaria exigida, por las empresas que agrupen a más de cien trabajadores o tengan la condición de gran empresa a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido, así como por cualesquiera institución o entidad de derecho público deberá realizarse necesariamente por medios telemáticos en aquellos supuestos y condiciones que se determinen por Orden del titular del Departamento ministerial competente. En dicha Orden, que deberá ser informada previamente por el Ministerio de Administraciones Públicas, se especificarán las solicitudes y comunicaciones afectadas, los procedimientos a los que se refieren y la tipología de empresas y entidades que resulten afectados.
        

        
				
        
          2. Las personas físicas, organizaciones o asociaciones no contempladas en el apartado anterior, pertenecientes a colectivos o sectores que ordinariamente hagan uso de este tipo de técnicas y medios en el desarrollo de su actividad normal, deberán necesariamente utilizar medios telemáticos para la presentación de solicitudes, comunicaciones y documentación complementaria exigida en aquellos supuestos y condiciones en que se determine por Orden del titular del Departamento ministerial competente, que deberá ser informada previamente por el Ministerio de Administraciones Públicas. En dicha Orden, además de las especificaciones expresadas en el apartado anterior, deberá acreditarse que la necesaria utilización de medios telemáticos no implica restricción o discriminación alguna para los integrantes del sector o colectivo que resulte afectado en el ejercicio de sus derechos frente a la Administración Pública.
        

        
				
        
          3. La aportación de certificaciones tributarias o de Seguridad Social junto con las solicitudes y comunicaciones a que se refieren los apartados anteriores se sustituirá, siempre que se cuente con el consentimiento expreso de los interesados, por la cesión de los correspondientes datos al órgano gestor por parte de las Entidades competentes.
        

        
				
        
          
            4. Lo dispuesto en la presente disposición se ajustará a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal, en la presente Ley, en la vigente normativa sobre firma electrónica, y en las correspondientes normas de desarrollo
            [249]
          
          .
        

        
				
        
          Decimonovena.
           
          Procedimientos administrativos regulados en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, modificada por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre.–
          Los procedimientos regulados en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, modificada por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, se regirán por su normativa específica, aplicándose supletoriamente la presente Ley
          [250]
          .
        

        
				
        DISPOSICIONES TRANSITORIAS

        
				
        
          Primera.
           
          Corporaciones de Derecho Público.
          –Las Corporaciones de Derecho Público representativas de intereses económicos y profesionales ajustarán su actuación a su legislación específica. En tanto no se complete esta legislación les serán de aplicación las prescripciones de esta Ley en lo que proceda.
        

        
				
        
          Segunda.
           
          Régimen transitorio de los procedimientos
          . 1. A los procedimientos ya iniciados antes de la entrada en vigor de la presente Ley no les será de aplicación la misma, rigiéndose por la normativa anterior.
        

        
				
        2. Los procedimientos iniciados durante el plazo de adecuación contemplado en la disposición adicional tercera se regirán por lo dispuesto en la normativa anterior que les sea de aplicación, salvo que con anterioridad a la expiración de tal plazo haya entrado en vigor la normativa de adecuación correspondiente, en cuyo caso, los procedimientos iniciados con posterioridad a su entrada en vigor se regularán por la citada normativa.

        
				
        
          3. A los procedimientos iniciados con posterioridad al término del plazo a que se refiere la disposición adicional tercera, les será de aplicación, en todo caso, lo dispuesto en la presente Ley
          [251]
          .
        

        
				
        DISPOSICIÓN DEROGATORIA

        
				
        1. Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

        
				
        2. Quedan derogadas expresamente las siguientes disposiciones:

        
				
        
          a)
          De la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, de 26 de julio de 1957, los puntos 3 y 5 del artículo 22, y los artículos 29, 33, 34, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42 y 43.
        

        
				
        
          b)
          De la Ley de Procedimiento Administrativo, de 17 de julio de 1958, el título preliminar, los capítulos primero, segundo y cuarto del título primero, el título segundo, los artículos 29 y 30, el artículo 34, en sus puntos 2 y 3, el artículo 35, los capítulos segundo, tercero, cuarto y quinto del título tercero, el título cuarto, el título quinto y los capítulos segundo y tercero del título sexto.
        

        
				
        
          c)
          De la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, los artículos 52, 53, 54 y 55.
        

        
				
        3. Se declaran expresamente en vigor las normas, cualquiera que sea su rango, que regulen procedimientos de las Administraciones Públicas en lo que no contradigan o se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

        
				
        4. Las referencias contenidas en normas vigentes a las disposiciones que se derogan expresamente deberán entenderse efectuadas a las disposiciones de esta Ley que regulan la misma materia que aquéllas.

        
				
        DISPOSICIÓN FINAL

        
				
        
          Desarrollo y entrada en vigor de la Le
          y.–Se autoriza al Consejo de Ministros a dictar cuantas disposiciones de aplicación y desarrollo de la presente Ley sean necesarias.
        

        
				
        
          La presente Ley entrará en vigor tres meses después de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado»
          [252]
          .
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] El apartado 1 del artículo 103 de la Constitución Española, de 27 de diciembre de 1978, establece:
            

            
						
            «La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho.»

            
						
            Y el artículo 105 dispone:

            
						
            
              «La Ley regulará:…
              c)
              El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia del interesado.»
            

            
						
            En cuanto a las Comunidades Autónomas, el artículo 149 de la Constitución establece:

            
						
            «1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

            
						
            [...............................................................................................]

            
						
            18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas…»

            
						
            Y el artículo 12.1 de la Ley 12/1983, de 14 de octubre («BOE» núm. 247, de 15 de octubre; corrección de errores en «BOE» núm. 251, de 20 de octubre), del Proceso Autonómico, dispone:

            
						
            «Será de aplicación a la Administración de las Comunidades Autónomas y a los organismos que de ella dependan la legislación del Estado sobre el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de aquéllas. Tales especialidades deberán ser aprobadas por Ley de la respectiva Comunidad Autónoma, sin que, en ningún caso, puedan reducirse las garantías que establece la legislación estatal en favor del administrado.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ] Véanse los artículos 146 y siguientes del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, de 28 de noviembre de 1986 (§ 9).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ] Véase el artículo 142.2 de la presente Ley y la disposición adicional 1.ª del Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado por Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo (§ 7).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              4
              ] Véase el artículo 103.1 de la Constitución Española de 1978 (transcrito en nota al artículo 1 de esta Ley).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              5
              ] Véase el artículo 2.2 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, de 14 de abril de 1997 (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              6
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero), de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              7
              ] Véase el artículo 18 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              8
              ] El artículo 2 de la Ley 12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonómico, establece:
            

            
						
            «El Gobierno y, en su caso, las Cortes Generales podrán recabar de los órganos de las Comunidades Autónomas la información que precisen sobre la actividad que éstos desarrollen en ejercicio de sus propias competencias.

            
						
            Las informaciones obtenidas por este medio podrán ser utilizadas por todas las Comunidades Autónomas, que también podrán solicitar de la Administración del Estado la información que precisen para el adecuado ejercicio de sus competencias.»

            
						
            Véase el artículo 21 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre («BOE» núm. 298, de 14 de diciembre), de Protección de Datos de Carácter Personal, teniendo en cuenta que la Sentencia 292/2000, de 30 de noviembre (Suplemento al «BOE» núm. 4, de 4 de enero de 2001), del Pleno del Tribunal Constitucional, declara contrario a la Constitución y nulo un inciso de su apartado 1.

            
						
            Véanse, asimismo, los artículos 22.2 y 24 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              9
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              10
              ] El presente artículo figura redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
						
            El artículo 4 de la Ley 12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonómico, dispone:

            
						
            «A fin de asegurar en todo momento la necesaria coherencia de la actuación de los poderes públicos y la imprescindible coordinación, se reunirán de forma regular y periódica, al menos dos veces al año, Conferencias sectoriales de los Consejeros de las distintas Comunidades Autónomas y del Ministro o Ministros del ramo, bajo la presidencia de uno de éstos, con el fin de intercambiar puntos de vista y examinar en común los problemas de cada sector y las acciones proyectadas para afrontarlos y resolverlos.

            
						
            La convocatoria de la Conferencia se realizará por el Ministro competente, bien se trate de reuniones ordinarias o de las extraordinarias que se celebren para el tratamiento de asuntos que no admitan demora. En este último caso, la convocatoria podrá también formularse a instancia de alguno de sus miembros.»

            
						
            
              Véase el artículo 12.2.
              g)
              de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
						
            Respecto a la participación de las Comunidades Autónomas en los asuntos comunitarios europeos véanse la Ley 2/1997, de 13 de marzo («BOE» núm. 64, de 15 de marzo), por la que se regula la Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas, y la Resolución de 5 de agosto de 1997 («BOE» núm. 189, de 8 de agosto), por la que se dispone la publicación del Acuerdo de 5 de junio, por el que se adopta su nuevo Reglamento interno.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              11
              ] Véase la Resolución de 9 de marzo de 1990 («BOE» núm. 65, de 16 de marzo), de la Secretaría de Estado para las Administraciones Territoriales, por la que se ordena la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros de 2 de marzo de 1990 sobre Convenios de colaboración entre la Administración del Estado y las Comunidades Autónomas, modificado por Resolución de 8 de julio de 1998 («BOE» núm. 169, de 16 de julio), de la Secretaría de Estado para las Administraciones Territoriales, por la que se ordena la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros de 3 de julio de 1998, sobre competencia para celebrar convenios de colaboración con las Comunidades Autónomas.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              12
              ] Véase el artículo 8.3 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              13
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              14
              ] Este artículo ha sido redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              15
              ] Véanse el artículo 166 del Reglamento del Congreso de los Diputados, publicado por Resolución de 24 de febrero de 1982 («BOE» núm. 55, de 5 de marzo), y los artículos 137 a 139 del Reglamento del Senado, cuyo texto refundido fue aprobado por la Mesa del Senado, oída la Junta de Portavoces en su reunión del día 3 de mayo de 1994 («BOE» núm. 114, de 13 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              16
              ] Véase el artículo 2.
              f)
              de la Ley 29/1998, de 13 de julio («BOE» núm. 167, de 14 de julio), reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              17
              ] Véanse los artículos 55 a 62 de la Ley 7/1985, de 2 de abril («BOE» núm. 80, de 3 de abril), reguladora de las Bases del Régimen Local, teniendo en cuenta que el artículo 58.2 ha sido modificado por la Ley 11/1999, de 21 de abril («BOE» núm. 96, de 22 de abril), y que el artículo 61 ha sido modificado por la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo («BOE» núm. 60, de 11 de marzo), para la garantía de la democracia en los Ayuntamientos y la Seguridad de los Concejales; 61 a 71 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril («BOE» núms. 96 y 97, de 22 y de 23 de abril de 1986; corrección de errores en «BOE» núms. 165, de 11 de julio, y 282, de 25 de noviembre), por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, y el Real Decreto 3489/2000, de 29 de diciembre («BOE» núm. 33, de 7 de febrero), por el que se regula la naturaleza, composición y funciones de las Comisiones Provinciales de Colaboración del Estado con las Corporaciones Locales, modificado por el Real Decreto 427/2005, de 15 de abril («BOE» núm. 104, de 2 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              18
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              19
              ] El artículo 103.2 de la Constitución Española de 1978 dispone:
            

            
						
            «Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la Ley.»

            
						
            Véanse los artículos 5, 10, 61 a 64 y 67 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              20
              ] Véase el artículo 7 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              21
              ] Véanse los artículos 13.4 de esta Ley y 2.4 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              22
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
						
            
              Véanse la disposición adicional 13.ª de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2), el artículo 20 de la Ley del Gobierno (§ 4) y el artículo 4.2.
              b)
              del Real Decreto 1465/1999, de 17 de septiembre (§ 13).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              23
              ] Véase el artículo 26.1 y 2 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              24
              ] Véase el apartado 2 de la disposición adicional 13.ª de la Ley 6/1997, de 14 de abril (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              25
              ] Véase el artículo 12 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              26
              ] Véanse los artículos 37 de la Ley 7/1985, de 2 de abril («BOE» núm. 80, de 3 de abril; corrección de errores en «BOE» núm. 139, de 11 de junio), de Bases del Régimen Local, y 5, 6 y 8 de la Ley 12/1983, de 14 de octubre («BOE» núm. 247, de 15 de octubre; corrección de errores en «BOE» núm. 251, de 20 de octubre), del Proceso Autonómico.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              27
              ] Véanse el artículo 13 de la Ley del Gobierno (§ 4) y el Real Decreto 1455/1995, de 1 de septiembre («BOE» núm. 210, de 2 de septiembre), sobre suplencia del Presidente del Gobierno.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              28
              ] La Sentencia 50/1999, de 6 de abril (Suplemento al «BOE» núm. 100, de 27 de abril), del Pleno del Tribunal Constitucional, dispone:
            

            
						
            «[...............................................................................................].

            
						
            FALLO

            
						
            Estimar parcialmente los recursos de inconstitucionalidad acumulados números 521/93 y 547/93, interpuestos, respectivamente, por la Junta de Consejeros de Castilla y León y la Generalidad de Cataluña, contra diversos preceptos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y, en consecuencia:

            
						
            
              1.
              o
              Declarar que el inciso “por quien designe el órgano competente para el nombramiento de aquéllos” del artículo 17.1; el artículo 23.1 y 2; el artículo 24.1, 2 y 3; el artículo 25.2 y 3, y el artículo 27.2, 3 y 5 no tienen carácter básico, por lo que son contrarios al orden constitucional de competencias.
            

            
						
            
              2.
              o
              Declarar que el segundo párrafo del artículo 36.2 y el artículo 36.3 de la referida Ley son constitucionales, interpretados en el sentido de que la obligación de traducir al castellano que en los mismos se contiene no se extiende a los documentos, expedientes o partes de los mismos que vayan a surtir efectos en otra Comunidad Autónoma en la que la lengua en la que dichos documentos hayan sido redactados tenga también carácter cooficial.
            

            
						
            
              3.
              o
              Desestimar el recurso en todo lo demás.
            

            
						
            [................................................................................................]»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              29
              ] Véase el artículo 45 de esta Ley.
            

            
						
            El artículo 32 de la Ley de Procedimiento Administrativo, de 17 de julio de 1958, vigente con rango reglamentario conforme dispone el apartado 3 de la disposición derogatoria de la Ley 6/1997, de 14 de abril, establece:

            
						
            «Art. 32. 1. Se reducirán al mínimo indispensable las peticiones de datos y estadísticas a órganos iguales o inferiores.

            
						
            2. Las Secretarías Generales Técnicas o, en su defecto, las Subsecretarías de los Ministerios procederán a la revisión periódica de los cuestionarios y otros impresos con objeto de simplificar aquéllos lo más posible.

            
						
            3. Cuando un Centro u Organismo público sea objeto de reiteradas o excesivas peticiones de datos o estadísticas por parte de otros Departamentos y Organismos, lo pondrá en conocimiento de la Presidencia del Gobierno, para que, por ésta, se provea lo pertinente.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            Véase la disposición adicional 14.ª de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              31
              ] Véase el artículo 12.2.
              h)
              de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
						
            El artículo 36 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, vigente con rango reglamentario según establece el apartado 3 de la disposición derogatoria de la Ley 6/1997, de 14 de abril, establece:

            
						
            «Art. 36. Para efectuar los estudios encaminados a programar y coordinar la actuación administrativa e informar a los subordinados de las directrices de la gestión, toda persona con mando administrativo civil, desde el Jefe del Departamento ministerial al Jefe de Negociado, se reunirá, periódicamente, por lo menos una vez al mes, con sus subordinados más inmediatos. Del resultado de estas reuniones pasará un resumen al inmediato superior.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              32
              ] Véanse la disposición adicional 1.ª de esta Ley y los artículos 38 a 40 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              33
              ] Véanse los artículos 23.1.
              d),
              23.2, 24.3 y 26.1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              34
              ] Téngase en cuenta la Sentencia 50/1999, de 6 de abril, del Pleno del Tribunal Constitucional, cuyo Fallo se reproduce en nota al artículo 17 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              35
              ] Véase la Sentencia 50/1999, de 6 de abril, del Pleno del Tribunal Constitucional, cuyo Fallo se reproduce en nota al artículo 17 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              36
              ] Téngase en cuenta la Sentencia 50/1999, de 6 de abril, del Pleno del Tribunal Constitucional, cuyo Fallo se reproduce en nota al artículo 17 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              37
              ] Véase el Fallo de la Sentencia 50/1999, de 6 de abril, del Pleno del Tribunal Constitucional, que se reproduce en nota al artículo 17 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              38
              ] En relación con la reunión por medios electrónicos, véase la disposición adicional 1.ª de la Ley 11/2007, de 22 de junio (§ 5).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              39
              ] Téngase en cuenta la Sentencia 50/1999, de 6 de abril, del Pleno del Tribunal Constitucional, cuyo Fallo se reproduce en nota al artículo 17 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              40
              ] Véanse, sobre invalidez de los actos administrativos, los artículos 62 a 67 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              41
              ] Véase el artículo 77 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              42
              ] Véase el artículo 34 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              43
              ] Véase la Ley 3/1993, de 22 de marzo («BOE» núm. 70, de 23 de marzo), Básica de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación, modificada por las Leyes 12/1996, de 30 de diciembre («BOE» núm. 315, de 31 de diciembre); 50/1998, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre); 51/2002, de 27 de diciembre («BOE» núm. 311, de 28 de diciembre), y 53/2002, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre).
            

            
						
            Véanse, también, la Ley 18/2005, de 30 de septiembre («BOE» núm. 235, de 1 de octubre), por la que se deroga la Ley 23/1986, de 24 de diciembre, por la que se establecen las bases del régimen jurídico de las Cámaras Agrarias, y el Real Decreto 670/1978, de 11 de marzo («BOE» núm. 87, de 12 de abril), sobre Cofradías de Pescadores.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              44
              ] Véanse los artículos 85.2 de esta Ley; 7 de la Ley 1/2000, de 7 de enero («BOE» núm. 7, de 8 de enero; corrección de errores en «boE» núm. 90, de 14 de abril), de Enjuiciamiento Civil, modificado por la Ley 22/2003, de 9 de julio («BOE» núm. 164, de 10 de julio), Concursal; 23 y 24 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, y los artículos 5 a 10 de la Ley 52/1997, de 27 de noviembre («BOE» núm. 285, de 28 de noviembre), de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas, cuyo artículo 9 ha sido modificado por la Ley 62/2003, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre), de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              45
              ] Véanse los artículos 1.709 y siguientes del Código Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              46
              ] Véanse los artículos 39.2 y 84 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              47
              ] En relación con el acceso electrónico, véase la Ley 11/2007, de 22 de junio (§ 5).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              48
              ] Véase la Resolución de 3 de febrero de 1993 («BOE» núm. 36, de 11 de febrero) por la que se define el sistema de identificación común del personal al servicio de la Administración General del Estado.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              49
              ] Véanse los artículos 38.5 y 70.3 de esta Ley y 7 y 8 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo (§ 10).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              50
              ] Véase el artículo 36 de esta Ley y nota al mismo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              51
              ] Véase el artículo 79 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              52
              ] Téngase en cuenta que, en los procedimientos administrativos de la Administración General del Estado y de sus organismos públicos vinculados o dependientes, por Real Decreto 522/2006, de 28 de abril («BOE» núm. 110, de 9 de mayo), se suprime la aportación de fotocopias de documentos de identidad y por Real Decreto 523/2006, de 28 de abril («BOE» núm. 110, de 9 de mayo) se suprime la exigencia de aportar el certificado de empadronamiento, como documento probatorio del domicilio y residencia.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              53
              ] El artículo 33 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, vigente con rango reglamentario, conforme dispone el apartado 3 de la disposición derogatoria de la Ley 6/1997, de 14 de abril, establece:
            

            
						
            «Art. 33. 1. En todo Departamento ministerial, Organismo autónomo o gran unidad administrativa de carácter civil se informará al público acerca de los fines, competencia y funcionamiento de sus distintos órganos y servicios mediante oficinas de información, publicaciones ilustrativas sobre tramitación de expedientes, diagramas de procedimiento, organigramas, indicación sobre localización de dependencias y horarios de trabajo y cualquier otro medio adecuado.

            
						
            
              2. La función informativa a que se refiere el párrafo anterior se realizará en los
              Gobiernos Civiles
              respecto de todas las Delegaciones y dependencias civiles de la Administración central de su provincia, como, asimismo, por aquellas en lo que específicamente afecte a cada una. En Madrid se realizará por cada Departamento.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            Véanse los artículos 37 y 38 de esta Ley.

            
						
            
              El apartado
              b)
              del artículo 105 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978 establece:
            

            
						
            «Art. 105. La Ley regulará: … b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            Véanse los artículos 139 a 146 de esta Ley y el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo (§ 7).

            
						
            El artículo 34.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, vigente con cargo reglamentario, dispone:

            
						
            «Art. 34. 1. En todos los Ministerios civiles existirá una Oficina de Iniciativas y Reclamaciones, dependiente de las Secretarías Generales Técnicas o, en su defecto, de las Subsecretarías, encargadas de recibir, estudiar y fomentar las iniciativas de los funcionarios y del público, conducentes a la mejora de la estructura, funcionamiento y personal de los servicios administrativos, así como de atender y tramitar las quejas a que puedan dar lugar las tardanzas, desatenciones y otras anomalías que se observen en el funcionamiento de los mismos. Estas oficinas existirán también en los Organismos autónomos y, en general, en todas las grandes unidades administrativas.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).

            
						
            El artículo 3 de la Constitución Española de 1978 dispone:

            
						
            «Art. 3. 1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla.

            
						
            2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos.

            
						
            3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de especial respeto y protección.»

            
						
            Véase el artículo 10 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo (§ 10).

            
						
            Véanse el Real Decreto 489/1997, de 14 de abril («BOE» núm. 92, de 17 de abril), sobre publicación de las Leyes en las lenguas cooficiales de las Comunidades Autónomas; la Orden de 21 de abril de 1998 («BOE» núm. 99, de 25 de abril) por la que se dispone la publicación del Convenio de colaboración entre la Administración General del Estado y la Generalidad de Cataluña para la publicación de las Leyes en lengua catalana; la Orden de 19 de junio de 1998 («BOE» núm. 147, de 20 de junio) por la que se dispone la publicación del Convenio de colaboración entre la Administración General del Estado y la Junta de Galicia para la publicación de las Leyes en lengua gallega, y la Orden de 21 de diciembre de 2000 («BOE» núm. 312, de 29 de diciembre) por la que se dispone la publicación del Convenio de colaboración entre la Administración General del Estado y la Generalidad Valenciana para la publicación de las Leyes en lengua valenciana.

            
						
            Sobre el uso de las diferentes lenguas españolas en las relaciones de los ciudadanos con la Administración, véanse:

            
						
            Ley 10/1982, de 24 de noviembre, del Parlamento Vasco («BOPV» núm. 160, de 16 de diciembre), Básica de Normalización del Uso del Euskera (artículos 6 a 14).

            
						
            Ley 1/1998, de 7 de enero, del Parlamento de Cataluña («BOE» núm. 36, de 11 de febrero), de Política Lingüística (artículos 9 a 17).

            
						
            Ley 3/1983, de 15 de junio, del Parlamento de Galicia («DOG» núm. 84, de 14 de julio), de Normalización Lingüística (artículos 4 a 9).

            
						
            Ley 4/1983, de 23 de noviembre, de las Cortes Valencianas («BOE» núm. 20, de 24 de enero de 1984), de Uso y Enseñanza del Valenciano (artículos 7 a 14).

            
						
            Ley Foral 18/1986, de 15 de diciembre, del Parlamento de Navarra («BOE» núm. 17, de 20 de enero de 1987), de Regulación del Uso del Vascuence (artículos 10 a 16).

            
						
            Ley 3/1986, de 19 de abril, del Parlamento Balear («BOE» núm. 169, de 16 de julio), de Normalización Lingüística (artículos 6 a 10); los apartados 1 y 2 del artículo 10 han sido derogados por la Ley 3/2003, de 26 de marzo («BOE» núm. 98, de 24 de abril).

            
						
            Téngase en cuenta que por el Presidente del Gobierno se han interpuesto recursos de inconstitucionalidad contra determinados artículos de las tres Leyes citadas del País Vasco, Galicia y Baleares, resueltos por Sentencias del Tribunal Constitucional núms. 82 y 84, de 26 de junio de 1986, publicadas en suplemento al «BOE» núm. 159, de 4 de julio, y 123, de 23 de junio de 1988, publicada en suplemento al «BOE» núm. 166, de 12 de julio, respectivamente.

            
						
            El Real Decreto 1111/1979, de 10 de mayo («BOE» núm. 115, de 14 de mayo), regula el empleo de las distintas lenguas españolas en las actuaciones de las Corporaciones Locales, y la Orden 35/1987, de 17 de junio («BOE» núm. 146, de 19 de junio), regula el uso de las lenguas oficiales de las Comunidades Autónomas en la Administración Militar.

            
						
            En el caso de la Administración de Justicia, véase el artículo 231 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio («BOE» núm. 157, de 2 de julio), del Poder Judicial, conforme a la redacción dada por la Leyes Orgánicas 16/1994, de 8 de noviembre («BOE» núm. 268, de 9 de noviembre), y 1/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).

            
						
            Véase, asimismo, la disposición adicional 3.ª del Real Decreto 1465/1999, de 17 de septiembre, por el que se establecen criterios de imagen institucional y se regula la producción documental y el material impreso de la Administración General del Estado (§ 13).

            
						
            Por último, véase la Carta Europea de las Lenguas Regionales o Minoritarias, hecha en Estrasburgo el 5 de noviembre de 1992, ratificada por Instrumento de 2 de febrero de 2001 («BOE» núm. 222, de 15 de septiembre; corrección de erratas en «BOE» núm. 281, de 23 de noviembre).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              57
              ] Téngase en cuenta la Sentencia 50/1999, de 6 de abril, del Pleno del Tribunal Constitucional, cuyo Fallo se reproduce en nota al artículo 17 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              58
              ] Téngase en cuenta el fallo de la Sentencia 50/1999, de 6 de abril, del Pleno del Tribunal Constitucional, reproducido en nota al artículo 17 de esta Ley.
            

            
						
            Véase la disposición adicional 6.ª de la Ley 11/2007, de 22 de junio (§ 5), en cuanto al uso de medios electrónicos.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              59
              ] Véanse el artículo 105.
              b)
              de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978 (transcrito en nota al artículo 35 de esta Ley) y los artículos 57, 58 y 62 de la Ley 16/1985, de 25 de junio («BOE» núm. 155, de 29 de junio; corrección de erratas en «BOE» núm. 296, de 11 de diciembre), del Patrimonio Histórico Español.
            

            
						
            En cuanto a los Archivos Militares, véase su Reglamento aprobado por Real Decreto 2598/1998, de 4 de diciembre («BOE» núm. 303, de 19 de diciembre), modificado por Real Decreto 1164/2002, de 8 de noviembre («BOE» núm. 274, de 15 de noviembre.

            
						
            Véase, también, el Real Decreto 1969/1999, de 23 de diciembre («BOE» núm. 11, de 13 de enero de 2000), por el que se regula la expedición de la tarjeta nacional de investigador para la consulta en los archivos de titularidad estatal y en los adheridos al sistema archivístico español, que ha sido derogado en lo relativo a los archivos de titularidad estatal dependientes del Ministerio de Cultura por el Real Decreto 1266/2006, de 8 de noviembre («BOE» núm. núm. 284, de 28 de noviembre).

            
						
            Por último, véase la Ley 27/2006, de 18 de julio («BOE» núm. 171, de 19 de julio), por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, cuya disposición final 1.ª ha sido derogada por el Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero («BOE» núm. 23, de 26 de enero).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              60
              ] El artículo 18.1 y 4 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978 dispone:
            

            
						
            «Art. 18. 1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

            
						
            [...............................................................................................]

            
						
            4. La Ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.»

            
						
            Sobre uso de la informática, véase la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre («BOE» núm. 298, de 14 de diciembre), de Protección de Datos de Carácter Personal, modificada por la Ley 62/2003, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre) de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social. Téngase en cuenta que la Sentencia 292/2000, de 30 de noviembre (Suplemento al «BOE» núm. 4, de 4 de enero de 2001), del Pleno del Tribunal Constitucional, declara contrario a la Constitución y nulo un inciso del apartado 1 del artículo 21, así como un inciso del apartado 1 del artículo 24 y el apartado 2 del mismo artículo.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              61
              ] Véanse los artículos 84.1 de esta Ley y 11 del Reglamento de los Procedimientos de las Administraciones Públicas en Materia de Responsabilidad Patrimonial (§ 7).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              62
              ] Véanse los artículos 22 y 23 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              63
              ] Ténganse en cuenta las limitaciones contenidas en la Ley 9/1968, de 5 de abril («BOE» núm. 84, de 6 de abril), sobre secretos oficiales, desarrollada por Decreto 242/1969, de 20 de febrero («BOE» núm. 47, de 24 de febrero). La Ley ha sido modificada por la Ley 48/1978, de 7 de octubre («BOE» núm. 243, de 11 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              64
              ] Véanse los artículos 10.3 de la Ley 14/1986, de 25 de abril («BOE» núm. 102, de 29 de abril), General de Sanidad.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              65
              ] Véase el artículo 41 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio («BOE» núm. 147, de 20 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 17, de 20 de enero de 1986), del Régimen Electoral General, modificado por la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo («BOE» núm. 60, de 11 de marzo), para la garantía de la democracia en los Ayuntamientos y la seguridad de los Concejales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              66
              ] Véanse los artículos 13 a 19 de la Ley 12/1989, de 9 de mayo («BOE» núm. 112, de 11 de mayo; corrección de errores en «BOE» núm. 182, de 31 de julio de 1990), de la Función Estadística Pública.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              67
              ] Véanse los artículos 17 a 35 del Decreto de 14 de noviembre de 1958, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley del Registro Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              68
              ] Véase la Ley 68/1980, de 1 de diciembre («BOE» núm. 289, de 2 de diciembre), sobre expedición de certificaciones e informes sobre conducta ciudadana.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              69
              ] Véase la Resolución de 11 de mayo de 2004 («BOCG», Congreso de los Diputados, Serie D, núm. 14, de 12 de mayo), de la Presidencia del Congreso de los Diputados, sobre secretos oficiales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              70
              ] Véanse los artículos 57, 58 y 62 de la Ley 16/1985, de 25 de junio («BOE» núm. 155, de 29 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 296, de 11 de diciembre), del Patrimonio Histórico Español, y el Real Decreto 1401/2007, de 29 de octubre («BOE» núm. 267, de 7 de noviembre), por el que se regula la composición, funcionamiento y competencias de la Comisión Superior Calificadora de Documentos Administrativos.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              71
              ] Véanse los artículos 11 a 18 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo (§ 10).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              72
              ] Véanse la disposición adicional 2.ª de esta Ley y los artículos 24 a 26 de la Ley 11/2007, de 22 de junio (§ 5).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              73
              ] Véanse los artículos 2 y 3 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo
              

              (§ 10).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              74
              ] Véase la Resolución de 19 de julio de 2005 («BOE» núm. 184, de 3 de agosto), de la Secretaría General para la Administración Pública, por la que se dispone la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de julio de 2005, para la implantación de una Red de Oficinas Integradas de Atención al Ciudadano en colaboración con las Comunidades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              75
              ] El artículo 31 del Reglamento por el que se regula la prestación de los servicios postales, aprobado por Real Decreto 1829/1999, de 3 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre; corrección de errores en «BOE» núm. 36, de 11 de febrero de 2000), dispone:
            

            
						
            
              «Artículo 31.
              Admisión de solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos o entidades dirijan a los órganos de las Administraciones públicas
              .–Las solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos o entidades dirijan a los órganos de las Administraciones públicas, a través del operador al que se le ha encomendado la prestación del servicio postal universal, se presentarán en sobre abierto, con objeto de que en la cabecera de la primera hoja del documento que se quiera enviar se hagan constar, con claridad, el nombre de la oficina y la fecha, el lugar, la hora y minuto de su admisión. Estas circunstancias deberán figurar en el resguardo justificativo de su admisión. El remitente también podrá exigir que se hagan constar las circunstancias del envío, previa comparación de su identidad con el original, en la primera página de la copia, fotocopia u otro tipo de reproducción del documento principal que se quiera enviar, que deberá aportarse como forma de recibo que acredite la presentación de aquél ante el órgano administrativo competente.
            

            
						
            Practicadas las diligencias indicadas, el propio remitente cerrará el sobre, y el empleado formalizará y entregará el resguardo de admisión, cuya matriz archivará en la oficina.

            
						
            Los envíos aceptados por el operador al que se encomienda la prestación del servicio postal universal, siguiendo las formalidades previstas en este artículo, se considerarán debidamente presentados, a los efectos previstos en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en su normativa de desarrollo.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              76
              ] Véase la Resolución de 4 de noviembre de 2003 («BOE» núm. 286, de 29 de noviembre), de la Secretaría de Estado para la Administración Pública, por la que se hace pública la relación de las oficinas de registro propias y concertadas con la Administración General del Estado y sus organismos públicos y se establecen los días y horarios de apertura.
            

            
						
            El artículo 37 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, vigente con rango reglamentario conforme dispone el apartado 3 de la disposición derogatoria de la Ley 6/1997, de 14 de abril, establece:

            
						
            «Art. 37. 1. El horario de despacho al público en las oficinas de la Administración deberá ser coordinado entre los distintos Centros de una misma localidad y uniforme en cada uno de ellos, y lo suficientemente amplio para que no causen pérdidas de tiempo a los interesados.

            
						
            2. En caso de afectar el servicio a gran número de administrados, se habilitará un horario compatible con el laboral.

            
						
            
              3. Los
              Gobernadores civiles
              velarán por el cumplimiento de las anteriores normas en todas las oficinas públicas civiles de su provincia. En la capital del reino esta función incumbe a la Presidencia del Gobierno respecto de las dependencias de la Administración civil del Estado.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              77
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero, excepto el apartado 9 que fue añadido por la Ley 24/2001, de 27 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre) y derogado por la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos (§ 5).
            

            
						
            Véanse los artículos 24 a 26 de la Ley 11/2007, de 22 de junio (§ 5) y 26 a 31 del Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre (§ 6).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              78
              ] Véanse los artículos 92 a 95 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre («BOE» núm. 302, de 18 de diciembre) General Tributaria.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              79
              ] Véase el artículo 34 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              80
              ] Artículo añadido por la Ley 25/2009, de 22 de diciembre («BOE» núm. 308, de 23 de diciembre), de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              81
              ] Véanse los artículos 74 y 79.2 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              82
              ] Véanse los artículos 71.1, 87 a 92 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              83
              ] Véase, respecto a plazos para la resolución y notificación en determinados procedimientos, la disposición adicional 29.ª, 1, de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre («BOE» núm. 313, de 30 de diciembre), de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, cuyo Anexo 1 ha sido modificado por la Ley 24/2001, de 27 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre), de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              84
              ] Véanse el artículo 4 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo (§ 10) y la disposición adicional 15.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              85
              ] Véanse los artículos 43 y 44 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              86
              ] Véanse el artículo 111.3 de esta Ley y el Real Decreto 137/2010, de 12 de febrero, que figura como parágrafo 11 de esta obra.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              87
              ] Véanse los artículos 49 y 50 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              88
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 13, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              89
              ] El artículo 29 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978 dispone:
            

            
						
            «Art. 29.1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos que determine la Ley.

            
						
            2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos Armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.»

            
						
            Véase la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, reguladora del Derecho de Petición (§ 17).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              90
              ] Véase la disposición adicional 29.ª, 2, de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre («BOE» núm. 313, de 30 de diciembre), modificada por las Leyes 24/2001, de 27 de diciembre y 62/2003, de 30 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              91
              ] Véase el artículo 115 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              92
              ] Artículo redactado de conformidad con la Ley 25/2009, de 22 de diciembre («BOE» núm. 308, de 23 de diciembre), de modificación de diversas leyes para su adaptación a la ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              93
              ] Véase el artículo 4 del Real Decreto 137/2010, de 12 de febrero (§ 11).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              94
              ] Téngase en cuenta que la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Tercera) de 12 de junio de 2003 («BOE» núm. 191, de 11 de agosto), fija la siguiente doctrina legal:
            

            
						
            «La declaración de caducidad y archivo de actuaciones establecidas para procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras, artículo 44.2 de la Ley 30/1992, no extinguen la acción de la Administración para ejercitar las potestades aludidas en ese precepto, siéndoles plenamente aplicable el artículo 92.3 de la misma Ley.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              96
              ] Véanse el artículo 18.4 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978 (transcrito en nota al artículo 37 de esta Ley) y la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre («BOE» núm. 298, de 14 de diciembre), de Protección de Datos de Carácter Personal, en especial los artículos 20 a 24, teniendo en cuenta que algunos incisos de los artículos 21.1 y 24.1, así como el apartado 2 de este último artículo han sido declarados contrarios a la Constitución y nulos, por la Sentencia 292/2000, de 30 de noviembre (Suplemento al «BOE» núm. 4, de 4 de enero de 2001), del Pleno del Tribunal Constitucional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              97
              ] Los apartados 2, 3 y 4 de este artículo han sido derogados por la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos (§ 5).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              98
              ] Véase el artículo 9 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo (§ 10).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              99
              ] Véanse los artículos 29 y 30 de la Ley 11/2007, de 22 de junio (§ 5).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              100
              ] Véanse los artículos 63.3 y 79.2 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              101
              ] Téngase en cuenta que lo dispuesto en este apartado 5 no es aplicable a los registros electrónicos según establece el artículo 26.5 de la Ley 11/2007, de 22 de junio (§ 5).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              102
              ] El calendario de fiestas oficiales se establece en el artículo 45 del Real Decreto 2001/1983, de 28 de julio («BOE» núm. 180, de 29 de julio; corrección de errores en «BOE» núm. 184, de 3 de agosto), sobre regulación de la jornada de trabajo, jornadas especiales y descansos, en la redacción dada a dicho artículo por el Real Decreto 1346/1989, de 3 de noviembre («BOE» núm. 267, de 7 de noviembre).
            

            
						
            Por Ley 18/1987, de 7 de octubre («BOE» núm. 241, de 8 de octubre), se declara Fiesta Nacional de España, a todos los efectos, el día 12 de octubre de cada año.

            
						
            Por Resolución de 26 de noviembre de 2009 («BOE» núm. 296, de 9 de diciembre), de la Secretaría de Estado para la Función Pública, se establece el calendario de días inhábiles en el ámbito de la Administración General del Estado para el año 2010, a efectos de cómputo de plazo.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              103
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              104
              ] Véase el artículo 54.1
              .e)
              de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              105
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              106
              ] Téngase en cuenta el artículo 54.1.
              e)
              de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              107
              ] El artículo 9.3 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978 dispone:
            

            
						
            «La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.»

            
						
            Véase el artículo 25 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre (§ 4).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              108
              ] Véase el artículo 23.3 de la Ley del Gobierno (§ 4).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              109
              ] Véase el artículo 2.1 del Código Civil.
            

            
						
            Por su parte, la Constitución garantiza la publicidad de las normas según el artículo 9.3 de la misma.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              110
              ] Véanse los artículos 12.1, 20 y 62.1.
              b)
              de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              111
              ] Véanse los artículos 63.1 de esta Ley y 70 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              112
              ] Véanse los artículos 49 y 50.1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              113
              ] Artículo redactado de conformidad con la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              114
              ] Véanse los artículos 93 a 101 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              115
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
						
            Téngase en cuenta que la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Tercera) de 17 de noviembre de 2003 («BOE» núm. 4, de 5 de enero de 2004) fija la siguiente doctrina legal:

            
						
            «Que el inciso intento de notificación debidamente acreditado que emplea el artículo 58.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se refiere al intento de notificación personal por cualquier procedimiento que cumpla con las exigencias legales contempladas en el artículo 59.1 de la Ley 30/1992, pero que resulte infructuoso por cualquier circunstancia y que quede debidamente acreditado. De esta manera, bastará para entender concluso un procedimiento administrativo dentro del plazo máximo que la ley le asigne, en aplicación del referido artículo 58.4 de la Ley 30/1992, el intento de notificación por cualquier medio legalmente admisible según los términos del artículo 59 de la Ley 30/1992, y que se practique con todas las garantías legales aunque resulte frustrado finalmente, y siempre que quede debida constancia del mismo en el expediente.

            
						
            En relación con la práctica de la notificación por medio de correo certificado con acuse de recibo, el intento de notificación queda culminado, a los efectos del artículo 58.4 de la Ley 30/1992, en el momento en que la Administración reciba la devolución del envío, por no haberse logrado practicar la notificación, siempre que quede constancia de ello en el expediente.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              116
              ] Véanse los artículos 39 a 44 del Real Decreto 1829/1999, de 3 de diciembre, que figuran como parágrafo 15 de esta obra.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              117
              ] Téngase en cuenta que la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Tercera) de 28 de octubre de 2004 («BOE» núm. 311, de 27 de diciembre) fija la siguiente doctrina legal:
            

            
						
            «Que, a efecto de dar cumplimiento al artículo 59.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reformada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, la expresión en una hora distinta determina la validez de cualquier notificación que guarde una diferencia de al menos sesenta minutos a la hora en que se practicó el primer intento de notificación».

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              118
              ] Apartado derogado por la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos (§ 5). Véase el artículo 28 de la mencionada Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              119
              ] Debe querer decir «de la que proceda».
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              120
              ] Véase el artículo 61 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              121
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero), excepto el apartado 3 que fue añadido por la Ley 24/2001 de 27 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre), pasando los anteriores apartados 3, 4 y 5 a numerarse como 4, 5 y 6, y ahora la Ley 11/2007, de 22 de junio deroga dicho apartado 3.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              122
              ] Véanse los artículos 102.1, 111.2.
              b)
              y 115.1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              123
              ] Véanse los artículos 53.2 de la Constitución Española de 1978 y 41 a 43 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre («BOE» núm. 239, de 5 de octubre), del Tribunal Constitucional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              124
              ] Véase el artículo 12 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              125
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
						
            Véase el artículo 51 de la presente Ley y la Orden de 12 de diciembre de 1960 por la que se establece el trámite para decidir sobre la nulidad de pleno derecho de disposiciones administrativas (§ 16).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              126
              ] Véase el artículo 70.2 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 13 de julio de 1998.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              127
              ] Téngase en cuenta que la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Tercera) de 24 de abril de 1999 («BOE» núm. 159, de 5 de julio) fija la siguiente doctrina legal:
            

            
						
            «El artículo 63.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común no implica la nulidad del acto de imposición de una sanción administrativa fuera del plazo legalmente previsto para la tramitación del expediente sancionador.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              128
              ] Véase el artículo 113 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              129
              ] Véase el artículo 57.3 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              130
              ] Véase el artículo 35 de la Ley 11/2007, de 22 de junio (§ 5) respecto a la utilización de medios electrónicos.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              131
              ] Véase el Real Decreto 1553/2005, de 23 de diciembre («BOE» núm. 307, de 24 de diciembre), por el que se regula la expedición del documento nacional de identidad y sus certificados de firma electrónica, modificado por el Real Decreto 1586/2009, de 16 de octubre («BOE» núm. 265, de 3 de noviembre). Sobre documento nacional de identidad electrónico, véanse los artículos 15 y 16 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre («BOE» núm. 304, de 20 de diciembre), de firma electrónica.
            

            
						
            Véanse también los artículos 13 y siguientes de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos (§ 5).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              132
              ] Véase el artículo 8.1 del Real Decreto 1465/1999, de 17 de septiembre (§ 13).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              133
              ] Véase el artículo 33 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              134
              ] Véanse los artículos 35.
              c),
              36 y 38.4 de esta Ley y los artículos 6 y 7 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo (§ 10).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              135
              ] Véanse el artículo 5 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo (§ 10) y los artículos 7 a 9 del Real Decreto 1465/1999, de 17 de septiembre (§ 13).
            

            
						
            El artículo 31 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, vigente con rango reglamentario conforme dispone el apartado 3 de la disposición derogatoria de la Ley 6/1997, de 14 de abril, establece:

            
						
            «Art. 31. La normalización y racionalización serán establecidas para cada Departamento por el Ministro respectivo, a propuesta del Secretario general técnico o, en su defecto, del Subsecretario, y, cuando se trate de normas comunes a varios Ministerios, por la Presidencia del Gobierno.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            Véase el artículo 138 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 13 de julio de 1998.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              137
              ] Téngase en cuenta que la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Tercera), de 4 de febrero de 2003 («BOE» núm. 117, de 16 de mayo), fija la siguiente doctrina legal:
            

            
						
            «El trámite de subsanación de defectos a que se refiere el artículo 71 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común es plenamente aplicable en los procedimientos selectivos del Profesor Asociado de las Universidades españolas.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              138
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              139
              ] Artículo añadido por la Ley 25/2009, de 22 de diciembre («BOE» núm. 308, de 23 de diciembre), de modificaciones de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              140
              ] Artículo redactado de conformidad con la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero). Véase el artículo 54.1.
              d)
              de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              141
              ] Véanse los artículos 34 a 39 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              142
              ] Véanse los artículos 42.7 de la presente Ley y 50 del Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo («BOE» núm. 85, de 10 de abril), por el que se aprueba el Reglamento General de Ingreso del Personal al Servicio de la Administración General del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional de los Funcionarios Civiles de la Administración General del Estado.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              143
              ] Los artículos 38 y 39 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, vigentes con rango reglamentario conforme dispone el apartado 3 de la disposición derogatoria de la Ley 6/1997, de 14 de abril, establecen:
            

            
						
            Art. 38. Cuando los órganos administrativos deban resolver una serie numerosa de expedientes homogéneos, establecerán un procedimiento sumario de gestión mediante formularios, impresos u otros métodos que permitan el rápido despacho de los asuntos, pudiendo incluso utilizar, cuando sean idénticos los motivos y fundamentos de las resoluciones, cualquier medio mecánico de producción en serie de las mismas, siempre que no se lesionen las garantías jurídicas de los interesados.

            
						
            Art. 39. 1. Cuando se trate de autorizaciones o concesiones en las que, no obstante referirse a un solo asunto u objeto, hayan de intervenir con facultades decisorias dos o más Departamentos ministeriales o varios Centros directivos de un Ministerio, se instruirá un solo expediente y se dictará una resolución única.

            
						
            2. El expediente se iniciará y resolverá en el Centro directivo o Ministerio que tenga una competencia más específica en relación con el objeto de que se trate, determinándose por la Presidencia del Gobierno en caso de duda. Aquel Centro o Departamento recabará de los otros a los que competa algún género de intervención en el asunto cuantos informes y autorizaciones sean precisos, sin perjuicio del derecho de los interesados a instar por sí mismos los trámites pertinentes y a aportar los documentos oportunos. Se entenderá que no existe objeción cuando pasado un mes y reiterada la petición, transcurran quince días más sin recibir respuesta del Ministerio o Centro requerido. Si se trata de informes o remisión de datos necesarios para la resolución del expediente, el transcurso de un mes, a partir de la fecha de entrada de la petición de los mismos en el Centro, Organismo, Sección o Negociado correspondiente, sin haber sido remitido, dará lugar a la responsabilidad del funcionario o autoridad que deba emitir el informe o facilitar los datos.

            
						
            3. La unidad de expediente y de resolución se mantendrá también cuando para un mismo objeto deban obtenerse autorizaciones u otros acuerdos de Organismos autónomos, que se limitarán a intervenir, en la forma indicada en el apartado 2 del presente artículo, en el expediente instruido por la Administración Central.

            
						
            4. La Presidencia del Gobierno determinará, en caso de duda, el Centro directivo o Ministerio de competencia más específica a que se refiere el número 2 de este artículo; asimismo, dictará las normas necesarias para la aplicación de lo dispuesto en los apartados anteriores y para atribuir, siempre que sea posible, al Departamento o Servicio de competencia más cualificada, la resolución de asuntos en los que intervengan varios Centros con facultades decisorias.

            
					
          

          
					
          
            
						
            Véase el artículo 83.2 de esta Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              145
              ] Véanse los artículos 47 y 92.2 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              146
              ] Véase el artículo 29 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              147
              ] Véanse los artículos 35
              .e)
              y 41 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              148
              ] Véanse los artículos 299 a 386 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              149
              ] Véanse los artículos 88 y 89 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre («BOE» núm. 302, de 18 de diciembre), General Tributaria.
            

            
						
            Los dictámenes del Consejo de Estado no son vinculantes, salvo que la Ley disponga lo contrario, según establece el artículo 2.2, párrafo segundo de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril («BOE» núm. 100, de 25 de abril), del Consejo de Estado, conforme a la redacción dada al mismo por la Ley Orgánica 3/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              150
              ] Véase el artículo 105.
              c)
              de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, transcrito en nota al artículo 1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              151
              ] Véase el artículo 112 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              152
              ] Véase el artículo 13 del Reglamento en materia de responsabilidad patrimonial (§ 7).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              153
              ] Artículo 5 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno (§ 4), y notas al mismo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              154
              ] El apartado 4 de la disposición adicional 29.ª de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, dispone:
            

            
						
            «4. La terminación convencional de procedimientos administrativos, así como los procedimientos de mediación, arbitraje o conciliación, no están sujetos al régimen de silencio administrativo previsto en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              155
              ] Véase el artículo 113 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              156
              ] Véanse los artículos 42 a 44 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              157
              ] Véase la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, reguladora del Derecho de Petición (§ 17).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              158
              ] Véase el artículo 76.3 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              159
              ] Téngase en cuenta que la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Tercera) de 12 de junio de 2003 («BOE» núm. 191, de 11 de agosto) fija la siguiente doctrina legal:
            

            
						
            «La declaración de caducidad y archivo de actuaciones establecidas para procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras, artículo 44.2 de la Ley 30/1992, no extinguen la acción de la Administración para ejercitar las potestades aludidas en ese precepto, siéndoles plenamente aplicable el artículo 92.3 de la misma Ley.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              160
              ] Véase el artículo 56 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              161
              ] Véanse los artículos 58 y 59 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              162
              ] Véase el artículo 51 de la Ley 7/1985, de 2 de abril («BOE» núm. 80, de 3 de abril; corrección de errores en «BOE» núm. 139, de 11 de junio), reguladora de las Bases del Régimen Local.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              163
              ] Véase el artículo 131 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              164
              ] El artículo 25.3 de la Constitución Española de 1978 dispone:
            

            
						
            «La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o indirectamente, impliquen privación de libertad.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              165
              ] Véanse los artículos 163 a 173, que regulan el procedimiento de apremio, de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre («BOE» núm. 302, de 18 de diciembre), General Tributaria, y 70 y siguientes del Real Decreto 939/2005, de 29 de julio («BOE» núm. 210, de 2 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              166
              ] El artículo 31 de la Constitución Española de 1978 dispone, en su apartado 3:
            

            
						
            «Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              167
              ] La Sentencia 239/1988, de 14 de diciembre, del Tribunal Constitucional (suplemento del «BOE» núm. 11, de 13 de enero de 1989), a propósito de la naturaleza jurídica de las multas coercitivas, en su fundamento jurídico 2, dice:
            

            
						
            
              «En dicha clase de multas, cuya independencia de la sanción queda reflejada en el
              párrafo 2 del indicado artículo 107 de la LPA
              no se impone una obligación de pago con un fin represivo o retributivo por la realización de una conducta que se considere administrativamente ilícita, cuya adecuada previsión normativa desde las exigencias constitucionales del derecho a la legalidad en materia sancionadora pueda cuestionarse, sino que consiste en una medida de constreñimiento económico, adoptada previo el oportuno apercibimiento, reiterada en lapsos de tiempo y tendente a obtener la acomodación de un comportamiento obstativo del destinatario del acto a lo dispuesto en la decisión administrativa previa. No se inscriben, por tanto, estas multas en el ejercicio de la potestad administrativa sancionadora, sino en el de la autotutela ejecutiva de la Administración, previstas en nuestro ordenamiento jurídico con carácter general por el
              artículo 102 de la LPA,
              cuya constitucionalidad ha sido expresamente reconocida por este Tribunal (SSTC 22/1984, de 17 de febrero; 137/1985, de 17 de octubre, y 144/1987, de 23 de septiembre), y respecto de la que no cabe predicar el doble fundamento de la legalidad sancionadora del artículo 25.1 CE a que se refiere la STC 101/1988, de 8 de junio, esto es, de la libertad (regla general de la licitud de lo no prohibido) y de seguridad jurídica (saber a qué atenerse), ya que, como se ha dicho, no se castiga una conducta realizada porque sea antijurídica, sino que se constriñe a la realización de una prestación o al cumplimiento de una obligación concreta previamente fijada por el acto administrativo que se trata de ejecutar, y mediando la oportuna conminación o apercibimiento.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              168
              ] Véanse los artículos 10 a 55 de la misma. El Defensor del Pueblo es el Alto Comisionado de las Cortes Generales para la defensa de estos derechos. Véanse la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril («BOE» núm. 109, de 7 de mayo), del Defensor del Pueblo, modificada por las Leyes Orgánicas 2/1992, de 5 de marzo («BOE» núm. 57, de 6 de marzo), y 10/1995, de 23 de noviembre («BOE» núm. 281, de 24 de noviembre; corrección de errores en «BOE» núm. 54, de 2 de marzo de 1996).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              169
              ] Véanse los artículos 125 de la Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa; y 70 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio («BOE» núm. 101, de 7 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              170
              ] Véanse la disposición adicional 16.ª de la Ley 6/1997, de 14 de abril (§ 2), y la Orden de 12 de diciembre de 1960 sobre normas para decidir la nulidad de pleno derecho de disposiciones administrativas (§ 16).
            

            
						
            El artículo 22 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, redactado conforme a la Ley Orgánica 3/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre), dispone:

            
						
            «La Comisión Permanente del Consejo de Estado deberá ser consultada en los siguientes asuntos:

            
						
            [...............................................................................................]

            
						
            10. Revisión de oficio de disposiciones administrativas y de actos administrativos, en los supuestos previstos por las Leyes.»

            
						
            El artículo 168 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo General del Poder Judicial, aprobado por Acuerdo de 22 de abril de 1986 («BOE» núm. 107, de 5 de mayo), desarrolla lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y dispone:

            
						
            
              «La revisión de oficio de los actos del Consejo se regirá, en lo que sea de aplicación, por las normas de la
              Ley de Procedimiento Administrativo
              . En ningún caso será necesaria la intervención del Consejo de Estado.
            

            
						
            Las competencias de anulación y declaración de lesividad corresponderán al Pleno del Consejo, por mayoría absoluta de los miembros que lo integran. En todo caso, se recabará dictamen del Gabinete Técnico sobre la conformidad a derecho del acto objeto de revisión y se dará audiencia a los interesados.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              171
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              172
              ] Véase el artículo 43 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              173
              ] Apartado 3 redactado conforme a la Ley 62/2003, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre), de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              174
              ] Véanse los artículos 5.3 de la Ley 12/1983, de 14 de octubre («BOE» núm. 247, de 15 de octubre; corrección de errores en «BOE» núm. 251, de 20 de octubre), del Proceso Autonómico, y 22.10 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril («BOE» núm. 100, de 25 de abril), del Consejo de Estado, modificado por la Ley Orgánica 3/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              175
              ] El artículo 110 de la Ley 7/1985, de 2 de abril («BOE» núm. 80, de 3 de abril; corrección de errores en «BOE» núm. 139, de 11 de junio), reguladora de las Bases del Régimen Local, dice:
            

            
						
            «1. Corresponderá al Pleno de la Corporación la declaración de nulidad de pleno derecho y la revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria en los casos y de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos 153 y 154 de la Ley General Tributaria.

            
						
            2. En los demás casos, las Entidades Locales no podrán anular sus propios actos declarativos de derecho, y su revisión requerirá la previa declaración de lesividad para el interés público y su impugnación en vía contencioso-administrativa, con arreglo a la Ley de dicha jurisdicción.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero), con la excepción indicada.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              177
              ] Artículo redactado de conformidad con la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              178
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
						
            El Reglamento en materia de revisión en vía administrativa se aprobó por Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo («BOE» núm. 126, de 27 de mayo; corrección de errores en «BOE» núm. 155, de 30 de junio).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              179
              ] El artículo 22 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, establece:
            

            
						
            «La Comisión Permanente del Consejo de Estado deberá ser consultada en los siguientes asuntos:

            
						
            [..............................................................................................]

            
						
            9. Recursos administrativos de revisión.»

            
						
            Véanse los artículos 244 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre («BOE» núm. 302, de 18 de diciembre), General Tributaria, y 62 del Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo («BOE» núm. 126, de 27 de mayo), por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              180
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              181
              ] Véase la disposición adicional 15.ª de la Ley 6/1997, de 14 de abril (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              182
              ] Véase la disposición adicional 15.ª de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              183
              ] Artículo redactado de conformidad con la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero). Véase el artículo 88 de esta Ley.
            

            
						
            
              Véase, asimismo, el artículo 52.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril («BOE» núm. 80, de 3 de abril; corrección de errores en «BOE» núm. 139, de 11 de junio), reguladora de las Bases del Régimen Local, cuyo apartado
              a)
              ha sido modificado por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre) de medidas para la modernización del gobierno local.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              184
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              185
              ] Véanse los artículos 51, 67 y 113 de la Ley 7/1985, de 2 de abril («BOE» núm. 80, de 3 de abril; corrección de errores en «BOE» núm. 139, de 11 de junio), reguladora de las Bases del Régimen Local, téngase en cuenta que el artículo 67 ha sido modificado por la Ley 11/1999, de 21 de abril («BOE» núm. 96, de 22 de abril).
            

            
						
            Véase, asimismo, el artículo 94 de esta Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              186
              ] Véanse los artículos 129 a 136 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              187
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              188
              ] Véase el artículo 105.
              c)
              de la Constitución Española, transcrito en nota al artículo 1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              189
              ] Véanse los artículos 79.1 y 84 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              190
              ] Véase el artículo 89 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              191
              ] Rúbrica redactada conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              192
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
						
            Véase el artículo 41 de esta Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              193
              ] Artículo redactado de conformidad con la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              194
              ] Sección introducida conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              195
              ] En este sentido, véase el artículo 52.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril («BOE» núm. 80, de 3 de abril; corrección de errores en «BOE núm. 139, de 11 de junio), reguladora de las Bases del Régimen Local, modificado por la Ley 11/1999, de 21 de abril («BOE» núm. 96, de 22 de abril).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              196
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              197
              ] El presente artículo figura redactado de conformidad con la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              198
              ] Rúbrica redactada conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              199
              ] Véanse la disposición adicional 17.ª de la Ley 6/1997, de 14 de abril (§ 2), y el artículo 108 de esta Ley y nota al mismo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              200
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              201
              ] Artículo redactado de conformidad con la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              202
              ] Véanse los artículos 124.2 y 125.2 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              203
              ] Véase el artículo 38.4 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              204
              ] El capítulo II del título V del libro I del texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, modificado por las Leyes 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, y 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial, dispone:
            

            
						
            «CAPÍTULO II

            
						
            De la reclamación previa a la vía judicial

            
						
            Art. 69. 1. Para poder demandar al Estado, Comunidades Autónomas, Entidades Locales u organismos autónomos dependientes de los mismos, será requisito previo haber reclamado en vía administrativa en la forma establecida en las leyes.

            
						
            2. Denegada la reclamación o transcurrido un mes sin haber sido notificada la resolución, el interesado podrá formalizar la demanda ante el Juzgado o la Sala competente, a la que acompañará copia de la resolución denegatoria o documento acreditativo de la presentación de la reclamación, uniendo copia de todo ello para la entidad demandada.

            
						
            3. No surtirá efecto la reclamación si la resolución fuese denegatoria y el interesado no presentare la demanda ante el Juzgado en el plazo de dos meses, a contar de la notificación o desde el transcurso del plazo en que deba entenderse desestimada, salvo en las acciones derivadas de despido, en las que el plazo de interposición de la demanda será de veinte días.

            
						
            Art. 70. 1. Se exceptúan de este requisito los procesos relativos al disfrute de vacaciones y a materia electoral, los de movilidad geográfica, modificación sustancial de las condiciones de trabajo, los de derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral a los que se refiere el artículo 138 bis, los iniciados de oficio, los de conflicto colectivo, los de impugnación de convenios colectivos, los de impugnación de estatutos de los sindicatos o de su modificación, los de tutela de la libertad sindical y demás derechos fundamentales y las reclamaciones contra el Fondo de Garantía Salarial, al amparo de lo prevenido en el artículo 33 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

            
						
            2. También se exceptúa el ejercicio de las acciones laborales derivadas de los derechos establecidos en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

            
						
            Art. 71. 1. Será requisito necesario para formular demanda en materia de Seguridad Social que los interesados interpongan reclamación previa ante la entidad gestora o Tesorería General de la Seguridad Social correspondiente.

            
						
            2. La reclamación previa deberá interponerse, ante el órgano que dictó la resolución, en el plazo de treinta días desde la notificación de la misma, si es expresa, o desde la fecha en que, conforme a la normativa reguladora del procedimiento de que se trate, deba entenderse producido el silencio administrativo.

            
						
            Si la resolución, expresa o presunta, hubiera sido dictada por una entidad colaboradora, la reclamación previa se interpondrá, en el mismo plazo, ante el órgano correspondiente de la entidad gestora o servicio común cuando resulte competente.

            
						
            3. Cuando en el reconocimiento inicial o la modificación de un acto o derecho en materia de Seguridad Social la entidad correspondiente esté obligada a proceder de oficio, en el caso de que no se produzca acuerdo o resolución, el interesado podrá solicitar que se dicte, teniendo esta solicitud valor de reclamación previa.

            
						
            4. Formulada reclamación previa en cualquiera de los supuestos mencionados en el presente artículo, la entidad deberá contestar expresamente a la misma en el plazo de cuarenta y cinco días. En caso contrario se entenderá denegada la reclamación por silencio administrativo.

            
						
            5. La demanda habrá de formularse en el plazo de treinta días, a contar desde la fecha en que se notifique la denegación de la reclamación previa o desde el día en que se entienda denegada por silencio administrativo.

            
						
            6. Las entidades gestoras y la Tesorería General de la Seguridad Social expedirán recibo de presentación o sellarán debidamente, con indicación de la fecha, las copias de las reclamaciones que se dirijan en cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley. Este recibo o copia sellada deberá acompañar inexcusablemente a la demanda.

            
						
            Art. 72. 1. En el proceso no podrán introducir las partes variaciones sustanciales de tiempo, cantidades o conceptos respecto de los formulados en la reclamación previa y en la contestación a la misma.

            
						
            2. La parte demandada que no hubiera contestado a la reclamación previa no podrá fundar su oposición en hechos distintos a los aducidos en el expediente administrativo, si lo hubiere, salvo que los mismos se hubieran producido con posterioridad.

            
						
            Art. 73. La reclamación previa interrumpirá los plazos de prescripción y suspenderá los de caducidad, reanudándose estos últimos al día siguiente al de la notificación de la resolución o del transcurso del plazo en que deba entenderse desestimada.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              205
              ] Véanse los artículos 72 y 73 del Real Decreto 2205/1980, de 13 de junio («BOE» núm. 251, de 18 de octubre; corrección de errores en «BOE» núms. 255, de 23 de octubre, y 276, de 17 de noviembre), por el que se regula el trabajo del personal civil no funcionario en los establecimientos militares.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              206
              ] Véase el artículo 9.3 de la Constitución Española transcrito en nota al epígrafe del capítulo I del título V de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              207
              ] Apartado redactado conforme a la Ley 57/2003, de 16 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre), de medidas para la modernización del gobierno local.
            

            
						
            El título XI de la Ley reguladora de las Bases del Régimen Local ha sido adicionado por la Ley anteriormente citada.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              208
              ] Véase el artículo 16.4 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              209
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero), con la excepción indicada.
            

            
						
            El régimen disciplinario de los funcionarios de la Administración del Estado se rige por el Reglamento aprobado por Real Decreto 33/1986, de 10 de enero («BOE» núm. 15, de 17 de enero), modificado por Real Decreto 1085/1990, de 31 de agosto («BOE» núm. 213, de 5 de septiembre), y Ley 31/1991, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              210
              ] Véanse los artículos 9.3 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, transcrito en nota al epígrafe del capítulo I del título V de esta Ley; 2.3 y 4.2 del Código Civil, y 2 del Código Penal, de 23 de noviembre de 1995
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              211
              ] Apartado redactado conforme a la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local.
            

            
						
            El título XI de la Ley reguladora de las Bases del Régimen Local ha sido adicionado por la Ley anteriormente citada.

            
						
            El artículo 25.1 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, dispone:

            
						
            «Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              212
              ] El artículo 25.3 de la Constitución Española establece:
            

            
						
            «La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación de libertad.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              213
              ] Véase el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora, aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto (§ 8).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              214
              ] Véase el artículo 54.1
              .d)
              de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              215
              ] El artículo 24.2 de la Constitución Española dispone:
            

            
						
            «Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia.

            
						
            La Ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              216
              ] Véase el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial (§ 7).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              217
              ] El artículo 106.2 de la Constitución Española establece:
            

            
						
            «Los particulares, en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos.»

            
						
            Véanse, también, los artículos 120 a 123 de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954, y 12.2 de la Ley 12/1983, de 14 de octubre («BOE» núm. 247, de 15 de octubre; corrección de errores en «BOE» núm. 251, de 20 de octubre), del Proceso Autonómico.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              218
              ] Véase el artículo 102.4 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              219
              ] Artículos 292 a 297 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1 de julio de 1985.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              220
              ] Apartado añadido por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              221
              ] Véase el artículo 18 del Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo (§ 7).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              222
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              223
              ] Véase el artículo 102.4 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              224
              ] El primer párrafo del artículo 24 y el artículo 17.2 de la citada Ley disponen:
            

            
						
            
              «Art. 24.
              Intereses de demora.–
              Si la Administración no pagara al acreedor de la Hacienda Pública estatal dentro de los tres meses siguientes al día de notificación de la resolución judicial o del reconocimiento de la obligación, habrá de abonarle el interés señalado en el artículo 17 apartado 2 de esta ley, sobre la cantidad debida, desde que el acreedor, una vez transcurrido dicho plazo, reclame por escrito el cumplimiento de la obligación.
            

            
						
            
              Art. 17.
               
              Intereses de demora.
            

            
						
            [...............................................................................................]

            
						
            2. El interés de demora resultará de la aplicación, para cada año o período de los que integren el período de cálculo, del interés legal fijado en la Ley de Presupuestos para dichos ejercicios.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              225
              ] Artículo redactado de conformidad con la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
						
            Véase el artículo 2.2 del Reglamento aprobado por Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo (§ 7).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              226
              ] Véanse los artículos 4 a 13 del Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial (§ 7).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              227
              ] Véase el artículo 2.
              e)
              de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 13 de julio de 1998, en la redacción dada al mismo por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              228
              ] Véanse los artículos 14 a 17 del Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial (§ 7).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              229
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              230
              ] Véanse los artículos 19 a 21 del Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial (§ 7).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              231
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              232
              ] Véanse los artículos 223 a 225 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre (§ 10), y 81 de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado de 7 de febrero de 1964 («BOE» núm. 40, de 15 de febrero).
            

            
						
            Ténganse, asimismo, presentes los artículos 404 a 445 y 529 a 542 del Código Penal.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              233
              ] Artículo redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              234
              ] Artículos 22 a 27 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              235
              ] Disposición redactada conforme al Real Decreto-ley 14/1993, de 4 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto).
            

            
						
            Véase el Real Decreto 1778/1994, de 5 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto; corrección de erratas en «BOE» núm. 250, de 19 de octubre), por el que se adecuan las normas reguladoras de los procedimientos de otorgamiento, modificación y extinción de autorizaciones.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              236
              ] Véanse el Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General del régimen sancionador tributario («BOE» núm. 260, de 28 de octubre), modificado por los Reales Decretos 1065/2007, de 27 de julio («BOE» núm. 213, de 5 de septiembre), y 1804/2008, de 3 de noviembre («BOE» núm. 278, de 18 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              237
              ] En la actualidad véanse los artículos 213 a 249 de la nueva Ley General Tributaria de 17 de diciembre de 2003.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              238
              ] Disposición adicional redactada conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              239
              ] Texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril («BOE» núm. 86, de 11 de abril; corrección de erratas en «BOE» núm. 125, de 26 de mayo). Téngase en cuenta que este texto ha sido objeto de diversas modificaciones.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              240
              ] Véase el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio («BOE» núm. 153, de 25 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 229, de 22 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social que ha tenido diversas modificaciones.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              241
              ] Su Reglamento se aprueba por Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo («BOE» núm. 132, de 3 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 151, de 25 de junio), que ha tenido diversas modificaciones.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              242
              ] Véase el artículo 127.3 de esta Ley y nota al mismo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              243
              ] Disposición añadida por la Ley 18/2009, de 23 de noviembre («BOE» núm. 283, de 24 de noviembre), por la que se modifica el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, en materia sancionadora.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              244
              ] Disposición adicional derogada por la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              245
              ] La Ley de 27 de diciembre de 1956, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha sido derogada y sustituida por la de 13 de julio de 1998.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              246
              ] Disposición adicional redactada conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero). Véase la disposición adicional 3.ª.2 del Real Decreto 772/1999, de 27 de mayo (§ 10).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              247
              ] Véase el artículo 6 de esta Ley y sus notas.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              248
              ] Las disposiciones adicionales 12.ª a 17.ª han sido añadidas por la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              249
              ] Disposición adicional añadida por la Ley 24/2001, de 27 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre), de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, y derogada por la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos (§ 5).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              250
              ] Disposición adicional introducida por la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre («BOE» núm. 279, de 21 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              251
              ] Apartado 3 redactado conforme al Real Decreto-ley 14/1993, de 4 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              252
              ] Disposición final redactada conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 2
          LEY 6/1997, DE 14 DE ABRIL (JEFATURA DEL ESTADO), DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO
        

        
				
        («BOE» núm. 90, de 15 de abril de 1997)

        
				
        
          EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
        

        
				
        I. La Constitución de 1978 ha supuesto una profunda alteración del sistema de fuentes del Derecho público de manera que la actividad y la estructura de la Administración General del Estado se encuentran vinculadas por el marco constitucional.

        
				
        El precepto fundamental que dedica nuestra vigente Constitución a la Administración General del Estado es el artículo 103 en el que se recogen los principios básicos que deben presidir la actividad de la Administración estatal, a saber: servicio, objetividad, generalidad, eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación.

        
				
        Junto a estos principios, que es conveniente y necesario desarrollar legalmente, no se puede olvidar que la dispersión normativa que hoy caracteriza el régimen jurídico de la Administración General del Estado constituye también una circunstancia que el legislador debe ponderar en orden a regular, en una sola Ley, el régimen, la organización y los criterios de funcionamiento del aparato administrativo estatal. De ahí que ahora, la presente Ley se refiera también a los Organismos autónomos y entes públicos de contenido económico, en un esfuerzo de simplificación de la normativa reguladora de la Administración General del Estado.

        
				
        II. El modelo de Estado social y democrático de Derecho a que se refiere la Constitución Española tiene una singular trascendencia sobre el sistema de la Administración Pública en general y, por tanto, sobre la Administración General del Estado en particular. En primer lugar, porque el artículo 103 de nuestra Carta Magna consagra, no sólo el principio de legalidad de la actuación administrativa, sino también su carácter instrumental al servicio de los intereses generales. Por su parte, los intereses generales, de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional, deben definirse a través de una acción combinada con las instituciones sociales y teniendo muy en cuenta los legítimos derechos e intereses de los ciudadanos de acuerdo con el principio constitucional de participación. Además, el artículo 9.2 de nuestra Norma Fundamental señala claramente que la Administración Pública debe remover los obstáculos que impidan la libertad y la igualdad de la persona y de los grupos en que se integra. Y, por otra parte, el artículo 10.1 de la Constitución dispone solemnemente que el libre desarrollo de la personalidad es uno de los fundamentos del orden político y la paz social. Por eso, la Administración General del Estado, a través de sus diferentes modalidades de actuación, debe tener presente que el servicio a los ciudadanos es el principio básico que justifica su existencia y que debe presidir su entera actividad.

        
				
        III. El servicio a los ciudadanos exige, además, que la estructura y la planta de la Administración General del Estado se ajusten a la realidad social y, por ello, debe reordenarse en función de los mismos, puesto que tienen el legítimo derecho a saber cuáles son las competencias de cada Administración y a recibir servicios públicos de calidad.

        
				
        El servicio a los ciudadanos y a los intereses generales debe estar caracterizado, como ha dispuesto la Constitución, por la objetividad. Es decir, la transparencia en la actividad administrativa debe ser, no sólo una garantía para los ciudadanos, sino un criterio de actuación general del aparato público. Los titulares de los diferentes órganos administrativos no son más que gestores de intereses ajenos, los del cuerpo social, por lo que deben rendir cuentas de su gestión ante los ciudadanos.

        
				
        IV. Junto al principio de legalidad de la actividad administrativa, es conveniente subrayar que también vincula a la Administración General del Estado el principio de eficacia. En efecto, el funcionamiento de la maquinaria administrativa estatal debe adecuarse a la gestión por objetivos y a la calidad como forma ordinaria de prestación de los servicios públicos.

        
				
        V. La dimensión de las estructuras administrativas estatales debe reordenarse atendiendo a la racionalidad y a la necesidad de evitar duplicidades en la gestión. Por ello, teniendo en cuenta el principio de economía en el gasto público (art. 31.2 de la Constitución), resulta a todas luces perentorio simplificar y reducir sustancialmente la planta de la Administración General del Estado.

        
				
        VI. Por otra parte, la necesidad de acometer procesos de supresión y simplificación administrativa, evidente desde una perspectiva organizativa general, viene impuesta por la realidad del Estado autonómico. Tras más de diecisiete años de andadura constitucional nos encontramos con que todavía no se ha ajustado la estructura administrativa de la Administración periférica del Estado al modelo autonómico. Por ello, resulta conveniente introducir en esta Ley el objetivo de la Administración única o común de forma que el protagonismo administrativo en el territorio autonómico lo tenga la Administración Autonómica, que también podrá asumir funciones administrativas correspondientes a materias de competencia exclusiva del Estado a partir de las técnicas del artículo 150.2 de la Constitución. Esta adaptación de la actual Administración periférica a las exigencias del Estado autonómico debe permitir eliminar posibles duplicidades y conseguir una mejora en la calidad de los servicios que la Administración presta a los ciudadanos. De manera especial, y para hacer más efectiva esta simplificación de la Administración periférica del Estado, no se considera adecuada la actual existencia de la figura de los Gobernadores Civiles y, en consecuencia, esta Ley la suprime y crea la de los Subdelegados del Gobierno, que dependen orgánicamente de los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas que, a la vez, son los responsables de su nombramiento entre funcionarios de carrera. De acuerdo con este perfil, los nuevos Subdelegados del Gobierno no tienen en la Ley la condición de alto cargo.

        
				
        Asimismo, debe considerarse, también, que la reducción de la dimensión de la Administración periférica del Estado, además, es uno de los objetivos de la Ley del Proceso Autonómico, de 14 de octubre de 1983, cuyo artículo 22 dispone la reestructuración de la Administración General del Estado para adecuarse a la realidad competencial del Estado autonómico.

        
				
        VII. Los Ministros, miembros del Gobierno y titulares del máximo órgano de la Administración General del Estado, constituyen la pieza básica de la Ley. Su condición de responsables públicos hace que la Ley les otorgue la capacidad de decisión sobre la definición, ejecución, control y evaluación de las políticas sectoriales de su competencia, al tiempo que se distinguen de estas funciones, que son de naturaleza indelegable, las que se refieren al manejo de los medios, que pueden desconcentrarse o delegarse en otros órganos superiores o directivos.

        
				
        Las Secretarías de Estado, que también son órganos superiores de la Administración, se caracterizan por ser sus titulares cargos públicos que tienen encomendada esencialmente la función de transmisión y seguimiento de las políticas gubernamentales al seno de la Administración.

        
				
        Dependientes de los órganos superiores se encuentran los Subsecretarios, los Secretarios generales, cuya existencia se prevé como excepcional, los Secretarios generales técnicos, los Directores generales y los Subdirectores generales.

        
				
        VIII. Como garantía de objetividad en el servicio a los intereses generales, la Ley consagra el principio de profesionalización de la Administración General del Estado, en cuya virtud los Subsecretarios y Secretarios generales técnicos, en todo caso, y los Directores generales, con carácter general, son altos cargos con responsabilidad directiva y habrán de nombrarse entre funcionarios para los que se exija titulación superior. Además, a los Subdirectores generales, órganos en los que comienza el nivel directivo de la Administración General del Estado, también la Ley les dispensa un tratamiento especial para subrayar su importancia en la estructura administrativa.

        
				
        IX. Con el objeto de ordenar la unidad de acción de la Administración General del Estado en la Comunidad Autónoma, se integrará en la Delegación del Gobierno toda la estructura periférica del Estado que sea necesaria en función de los diferentes ritmos de transferencias desde el Estado a las Comunidades Autónomas.

        
				
        X. Asimismo, con el objeto de garantizar la unidad de acción del Estado en el exterior, se incluye, por primera vez en una Ley general, el tratamiento de la Administración General del Estado en el exterior y de los Embajadores y representantes permanentes.

        
				
        XI. Por otra parte, resulta inaplazable racionalizar y actualizar la normativa dedicada a la tradicionalmente denominada «Administración Institucional del Estado». Se opta, en primer lugar, por una denominación genérica, «Organismos públicos», que agrupa todas las entidades de Derecho Público dependientes o vinculadas a la Administración General del Estado.

        
				
        Partiendo del concepto general, se distinguen después dos modelos básicos: Organismos autónomos y entidades públicas empresariales. Los primeros realizan actividades fundamentalmente administrativas y se someten plenamente al Derecho público; en tanto que los segundos realizan actividades de prestación de servicios o producción de bienes susceptibles de contraprestación económica y, aun cuando son regidos en general por el Derecho privado, les resulta aplicable el régimen de Derecho público en relación con el ejercicio de potestades públicas y con determinados aspectos de su funcionamiento.

        
				
        XII. Por último, la presente Ley trata de precisar, sólo para el ámbito de la Administración General del Estado y sus Organismos públicos, algunas cuestiones que la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común no había podido resolver por las limitaciones propias de ésta.

        
				
        El carácter de norma básica de la Ley citada en cuanto al régimen jurídico de las Administraciones Públicas, y su objetivo de regular un procedimiento común, conforme a los mandatos del artículo 149.1.18.ª de la Constitución, obligaban a que muchos aspectos de su regulación debieran ser precisados normativamente para cada Administración Pública, atendiendo a sus peculiaridades organizativas y funcionales. Por ello, debe ser en la Ley destinada a regular la organización y funcionamiento de la Administración General del Estado y sus Organismos públicos donde aquellas precisiones encuentren su ubicación idónea.

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Principios de organización, funcionamiento y relaciones con los ciudadanos
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Ámbito de aplicación.
          –La presente Ley regula, en el marco del régimen jurídico común, a todas las Administraciones Públicas, la organización y el funcionamiento de la Administración General del Estado y los Organismos públicos vinculados o dependientes de ella, para el desarrollo de su actividad.
        

        
				
        Los Organismos públicos son las entidades de Derecho público que desarrollan actividades derivadas de la propia Administración General del Estado, en calidad de organizaciones instrumentales diferenciadas y dependientes de ésta.

        
				
        
          Art. 2.
          Personalidad jurídica y competencia.
          –1. La Administración General del Estado, bajo la dirección del Gobierno y con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, sirve con objetividad los intereses generales, desarrollando funciones ejecutivas de carácter administrativo
          [1]
          .
        

        
				
        
          2. La Administración General del Estado, constituida por órganos jerárquicamente ordenados, actúa con personalidad jurídica única
          [2]
          .
        

        
				
        3. Los Organismos públicos previstos en el título III de esta Ley tienen por objeto la realización de actividades de ejecución o gestión tanto administrativas de fomento o prestación, como de contenido económico, reservadas a la Administración General del Estado; dependen de ésta y se adscriben, directamente o a través de otro Organismo público, al Ministerio competente por razón de la materia, a través del órgano que, en cada caso, se determine.

        
				
        
          4. Las potestades y competencias administrativas que, en cada momento, tengan atribuidas la Administración General del Estado y sus Organismos públicos por el ordenamiento jurídico, determinan la capacidad de obrar de una y otros
          [3]
          .
        

        
				
        5. Los órganos que integran la Administración General del Estado y sus Organismos públicos extienden su competencia a todo el territorio español, salvo cuando las normas que les sean de aplicación la limiten expresamente a una parte del mismo.

        
				
        
          Art. 3.
          Principios de organización y funcionamiento.—
          La Administración General del Estado se organiza y actúa, con pleno respeto al principio de legalidad, y de acuerdo con los otros principios que a continuación se mencionan:
        

        
				
        1. De organización:

        
				
        
          a)
          Jerarquía.
        

        
				
        
          b)
          Descentralización funcional.
        

        
				
        
          c)
          Desconcentración funcional y territorial.
        

        
				
        
          d)
          Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales.
        

        
				
        
          e)
          Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos.
        

        
				
        
          f)
          Coordinación.
        

        
				
        2. De funcionamiento:

        
				
        
          a)
          Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados.
        

        
				
        
          b)
          Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.
        

        
				
        
          c)
          Programación y desarrollo de objetivos y control de la gestión y de los resultados.
        

        
				
        
          d)
          Responsabilidad por la gestión pública.
        

        
				
        
          e)
          Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de gestión.
        

        
				
        
          f)
          Servicio efectivo a los ciudadanos.
        

        
				
        
          g)
          Objetividad y transparencia de la actuación administrativa.
        

        
				
        
          h)
          Cooperación y coordinación con las otras Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Principio de servicio a los ciudadanos
          .–1. La actuación de la Administración General del Estado debe asegurar a los ciudadanos:
        

        
				
        
          a)
          La efectividad de sus derechos cuando se relacionen con la Administración.
        

        
				
        
          b)
          La continua mejora de los procedimientos, servicios y prestaciones públicas, de acuerdo con las políticas fijadas por el Gobierno y teniendo en cuenta los recursos disponibles, determinando al respecto las prestaciones que proporcionan los servicios estatales, sus contenidos y los correspondientes estándares de calidad.
        

        
				
        
          2. La Administración General del Estado desarrollará su actividad y organizará las dependencias administrati-
          

          vas y, en particular, las oficinas periféricas, de manera que los ciudadanos:
        

        
				
        
          a)
          Puedan resolver sus asuntos, ser auxiliados en la redacción formal de documentos administrativos y recibir información de interés general por medios telefónicos, informáticos y telemáticos
          [4]
          .
        

        
				
        
          b)
          Puedan presentar reclamaciones, sin el carácter de recursos administrativos, sobre el funcionamiento de las dependencias administrativas
          [5]
          .
        

        
				
        
          3. Todos los Ministerios mantendrán permanentemente actualizadas y a disposición de los ciudadanos en las unidades de información correspondientes, el esquema de su organización y la de los Organismos dependientes, y las guías informativas sobre los procedimientos administrativos, servicios y prestaciones aplicables en el ámbito de la competencia del Ministerio y de sus Organismos públicos
          [6]
          .
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          La organización administrativa
        

        
				
        
          Art. 5.
          Órganos administrativos.
          –1. Los órganos de la Administración General del Estado y de sus Organismos públicos se crean, modifican y suprimen conforme a lo establecido en la presente Ley
          [7]
          .
        

        
				
        2. Tendrán la consideración de órganos las unidades administrativas a las que se les atribuyan funciones que tengan efectos jurídicos frente a terceros, o cuya actuación tenga carácter preceptivo.

        
				
        
          Art. 6.
          Órganos superiores y órganos directivos.
          1. La organización de la Administración General del Estado responde a los principios de división funcional en Departamentos ministeriales y de gestión territorial integrada en Delegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas, salvo las excepciones previstas por esta Ley.
        

        
				
        2. En la organización central son órganos superiores y órganos directivos:

        
				
        A) Órganos superiores:

        
				
        
          a)
          Los Ministros.
        

        
				
        
          b)
          Los Secretarios de Estado.
        

        
				
        B) Órganos directivos:

        
				
        
          a)
          Los Subsecretarios y Secretarios generales.
        

        
				
        
          b)
          Los Secretarios generales técnicos y Directores generales.
        

        
				
        
          c)
          Los Subdirectores generales.
        

        
				
        3. En la organización territorial de la Administración General del Estado son órganos directivos tanto los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, que tendrán rango de Subsecretario, como los Subdelegados del Gobierno en las provincias, los cuales tendrán nivel de Subdirector general.

        
				
        4. En la Administración General del Estado en el exterior son órganos directivos los Embajadores y representantes permanentes ante Organizaciones internacionales.

        
				
        
          5. Los órganos superiores y directivos tienen, además, la condición de alto cargo, excepto los Subdirectores generales y asimilados
          [8]
          .
        

        
				
        6. Todos los demás órganos de la Administración General del Estado se encuentran bajo la dependencia o dirección de un órgano superior o directivo.

        
				
        7. Los estatutos de los Organismos públicos determinarán sus respectivos órganos directivos.

        
				
        8. Corresponde a los órganos superiores establecer los planes de actuación de la organización situada bajo su responsabilidad y a los órganos directivos su desarrollo y ejecución.

        
				
        9. Los Ministros y Secretarios de Estado son nombrados de acuerdo con lo establecido en la legislación correspondiente.

        
				
        10. Los titulares de los órganos directivos son nombrados, atendiendo a criterios de competencia profesional y experiencia, en la forma establecida en esta Ley, siendo de aplicación al desempeño de sus funciones:

        
				
        
          a)
          La responsabilidad profesional, personal y directa por la gestión desarrollada.
        

        
				
        
          b)
          La sujeción al control y evaluación de la gestión por el órgano superior o directivo competente, sin perjuicio del control establecido por la Ley General Presupuestaria.
        

        
				
        
          Art. 7.
          Elementos organizativos básicos.
          –1. Las unidades administrativas son los elementos organizativos básicos de las estructuras orgánicas. Las unidades comprenden puestos de trabajo o dotaciones de plantilla vinculados funcionalmente por razón de sus cometidos y orgánicamente por una jefatura común. Pueden existir unidades administrativas complejas que agrupen dos o más unidades menores.
        

        
				
        2. Los jefes de las unidades administrativas son responsables del correcto funcionamiento de la unidad y de la adecuada ejecución de las tareas asignadas a la misma.

        
				
        
          3. Las unidades administrativas se establecen mediante las relaciones de puestos de trabajo
          [9]
          , que se aprobarán de acuerdo con su regulación específica, y se integran en un determinado órgano.
        

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          Administración General del Estado
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Órganos centrales
        

        
				
        
          Sección 1.ª Los Ministerios y su estructura interna
        

        
				
        
          Art. 8.
          Los Ministerios.
          –1. La Administración General del Estado se organiza en Ministerios
          [10]
          , comprendiendo cada uno de ellos uno o varios sectores funcionalmente homogéneos de actividad administrativa.
        

        
				
        La organización en Departamentos ministeriales no obsta a la existencia de órganos superiores o directivos u Organismos públicos no integrados o dependientes, respectivamente, de un Ministerio, que, con carácter excepcional, se adscriban a miembros del Gobierno distintos de los Ministros.

        
				
        
          2. La determinación del número, la denominación y el ámbito de competencia respectivo de los Ministerios y las Secretarías de Estado se establecen mediante Real Decreto del Presidente del Gobierno
          [11]
          .
        

        
				
        
          Art. 9.
          
            Organización interna de los Ministerios
            [12]
          
          . 1. En los Ministerios pueden existir Secretarías de Estado y, excepcionalmente, Secretarías Generales, para la gestión de un sector de actividad administrativa. De ellas dependerán jerárquicamente los órganos directivos que se les adscriban.
        

        
				
        2. Los Ministerios contarán, en todo caso, con una Subsecretaría y, dependiendo de ella, una Secretaría General Técnica, para la gestión de los servicios comunes previstos en la sección 4.ª de este capítulo.

        
				
        3. Las Direcciones Generales son los órganos de gestión de una o varias áreas funcionalmente homogéneas.

        
				
        4. Las Direcciones Generales se organizan en Subdirecciones Generales para la distribución de las competencias encomendadas a aquéllas, la realización de las actividades que les son propias y la asignación de objetivos y responsabilidades. Sin perjuicio de lo anterior, podrán adscribirse directamente Subdirecciones Generales a otros órganos directivos de mayor nivel o a órganos superiores del Ministerio.

        
				
        
          Art. 10.
          
            Creación, modificación y supresión de órganos y unidades administrativas
            [13]
          
          .–1. Las Subsecretarías, las Secretarías Generales, las Secretarías Generales Técnicas, las Direcciones Generales, las Subdirecciones Generales y órganos similares a los anteriores se crean, modifican y suprimen por Real Decreto del Consejo de Ministros, a iniciativa del Ministro interesado y a propuesta del Ministro de Administraciones Públicas.
        

        
				
        2. Los órganos de nivel inferior a Subdirección General se crean, modifican y suprimen por orden del Ministro respectivo, previa aprobación del Ministro de Administraciones Públicas.

        
				
        3. Las unidades que no tengan la consideración de órganos se crean, modifican y suprimen a través de las relaciones de puestos de trabajo.

        
				
        
          Art. 11.
          Ordenación jerárquica de los órganos ministeriales.
          –1. Los Ministros son los jefes superiores del Departamento y superiores jerárquicos directos de los Secretarios de Estado.
        

        
				
        2. Los órganos directivos dependen de alguno de los anteriores y se ordenan jerárquicamente entre sí de la siguiente forma: Subsecretario, Director general y Subdirector general.

        
				
        Los Secretarios generales tienen categoría de Subsecretario y los Secretarios generales técnicos tienen categoría de Director general.

        
				
        
          Sección 2.ª Órganos superiores de los Ministerios
        

        
				
        
          Art. 12.
          Los Ministros.
          –1. Los Ministros, además de las atribuciones que les corresponden como miembros de Gobierno, dirigen, en cuanto titulares de un Departamento ministerial, los sectores de actividad administrativa integrados en su Ministerio y asumen la responsabilidad inherente a dicha dirección.
        

        
				
        
          2. Corresponde a los Ministros, en todo caso, ejercer las siguientes competencias
          [14]
          :
        

        
				
        
          a)
          Ejercer la potestad reglamentaria en los términos previstos en la legislación específica.
        

        
				
        
          b)
          Fijar los objetivos del Ministerio, aprobar los planes de actuación del mismo y asignar los recursos necesarios para su ejecución, dentro de los límites de las dotaciones presupuestarias correspondientes.
        

        
				
        
          c)
          Aprobar las propuestas de los estados de gastos del Ministerio y de los presupuestos de los Organismos públicos dependientes y remitirlas al Ministerio de Economía y Hacienda
          .
        

        
				
        
          d)
          Determinar y, en su caso, proponer la organización interna de su Ministerio, de acuerdo con las competencias que le atribuye esta Ley.
        

        
				
        
          e)
          Evaluar la realización de los planes de actuación del Ministerio por parte de los órganos superiores y órganos directivos
          [15]
          y ejercer el control de eficacia respecto de la actuación de dichos órganos y de los Organismos públicos dependientes, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley General Presupuestaria.
        

        
				
        
          f)
          Nombrar y separar a los titulares de los órganos directivos del Ministerio y de los Organismos públicos dependientes del mismo, cuando la competencia no esté atribuida al Consejo de Ministros o al propio Organismo, y elevar al Consejo de Ministros las propuestas de nombramiento a éste reservadas.
        

        
				
        
          g)
          Mantener las relaciones con las Comunidades Autónomas y convocar las Conferencias Sectoriales y los órganos de cooperación en el ámbito de las competencias atribuidas a su Departamento
          [16]
          .
        

        
				
        
          h)
          Dirigir la actuación de los titulares de los órganos superiores y directivos del Ministerio, impartirles instrucciones concretas y delegarles competencias propias.
        

        
				
        
          i)
          Revisar de oficio los actos administrativos y resolver los conflictos de atribuciones cuando les corresponda, así como plantear los que procedan con otros Ministerios
          [17]
          .
        

        
				
        
          Art. 13.
          
            Otras competencias de los Ministros
            [18]
          
           
          Corresponden a los Ministros, sin perjuicio de su desconcentración o delegación en los órganos superiores o directivos del Ministerio o en los directivos de la organización territorial de la Administración General del Estado
          [19]
          , las siguientes competencias:
        

        
				
        1. Administrar los créditos para gastos de los presupuestos de su Ministerio. Aprobar y comprometer los gastos que no sean de la competencia del Consejo de Ministros y elevar a la aprobación de éste los que sean de su competencia, reconocer las obligaciones económicas y proponer su pago en el marco del plan de disposición de fondos del Tesoro Público.

        
				
        
          2. Autorizar las modificaciones presupuestarias que les atribuye la Ley General Presupuestaria
          [20]
          .
        

        
				
        
          3. Celebrar, en el ámbito de su competencia, contratos y convenios, salvo que estos últimos correspondan al Consejo de Ministros
          [21]
          .
        

        
				
        
          4. Solicitar del Ministerio de Economía y Hacienda la afectación o el arrendamiento de los inmuebles necesarios para el cumplimiento de los fines de los servicios a su cargo. Estos bienes quedarán sujetos al régimen establecido en la legislación patrimonial correspondiente
          [22]
          .
        

        
				
        5. Proponer y ejecutar, en el ámbito de sus competencias, los planes de empleo del Ministerio y los Organismos públicos de él dependientes.

        
				
        6. Modificar la relación de puestos de trabajo del Ministerio que expresamente autoricen de forma conjunta los Ministerios de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda.

        
				
        7. Convocar las pruebas selectivas en relación al personal funcionario de los Cuerpos y Escalas adscritos al Ministerio, así como al personal laboral, de acuerdo con la correspondiente oferta de empleo público y proveer los puestos de trabajo vacantes, conforme a los procedimientos establecidos al efecto y ajustándose al marco previamente fijado por el Ministerio de Administraciones Públicas.

        
				
        8. Administrar los recursos humanos del Ministerio de acuerdo con la legislación específica en materia de personal. Fijar los criterios para la evaluación del personal y la distribución del complemento de productividad y de otros incentivos al rendimiento legalmente previstos.

        
				
        
          9. Otorgar o proponer, en su caso, las recompensas que procedan y ejercer la potestad disciplinaria de acuerdo con las disposiciones vigentes
          [23]
          .
        

        
				
        10. Decidir la representación del Ministerio en los órganos colegiados o grupos de trabajo en los que no esté previamente determinado el titular del órgano superior o directivo que deba representar al Departamento.

        
				
        
          11. Resolver los recursos administrativos y declarar la lesividad de los actos administrativos cuando les corresponda
          [24]
          .
        

        
				
        
          12. Cualesquiera otras competencias que les atribuya la legislación en vigor
          [25]
          .
        

        
				
        
          Art. 14.
          
            Los Secretarios de Estado
            [26]
          
          .–Los Secretarios de Estado dirigen y coordinan las Direcciones Generales situadas bajo su dependencia y responden ante el Ministro de la ejecución de los objetivos fijados para la Secretaría de Estado. A tal fin, les corresponde:
        

        
				
        1. Ejercer las competencias sobre el sector de actividad administrativa asignado que les atribuya la norma de creación del órgano o que les delegue el Ministro y desempeñar las relaciones externas de la Secretaría de Estado, salvo en los casos legalmente reservados al Ministro.

        
				
        
          2. Ejercer las competencias inherentes a su responsabilidad de dirección y, en particular, impulsar la consecución de los objetivos y la ejecución de los proyectos de su organización, controlando su cumplimiento, supervisando la actividad de los órganos directivos adscritos e impartiendo instrucciones a sus titulares
          [27]
          .
        

        
				
        3. Nombrar y separar a los Subdirectores generales de la Secretaría de Estado.

        
				
        4. Mantener las relaciones con los órganos de las Comunidades Autónomas competentes por razón de la materia.

        
				
        5. Ejercer las competencias atribuidas al Ministro en materia de ejecución presupuestaria, con los límites que, en su caso, se establezcan por aquél.

        
				
        
          6. Celebrar los contratos relativos a asuntos de su Secretaría de Estado y los convenios no reservados al Ministro del que dependan o al Consejo de Ministros
          [28]
          .
        

        
				
        7. Resolver los recursos que se interpongan contra las resoluciones de los órganos directivos que dependan directamente de él y cuyos actos no agoten la vía administrativa, así como los conflictos de atribuciones que se susciten entre dichos órganos.

        
				
        8. Cualesquiera otras competencias que les atribuya la legislación en vigor.

        
				
        
          Sección 3.ª Órganos directivos de los Ministerios
        

        
				
        
          Art. 15.
          Los Subsecretarios.
          –1. Los Subsecretarios ostentan la representación ordinaria del Ministerio, dirigen los servicios comunes, ejercen las competencias correspondientes a dichos servicios comunes y, en todo caso, las siguientes
          [29]
          :
        

        
				
        
          a)
          Apoyar a los órganos superiores en la planificación de la actividad del Ministerio, a través del correspondiente asesoramiento técnico.
        

        
				
        
          b)
          Asistir al Ministro en el control de eficacia del Ministerio y sus Organismos públicos.
        

        
				
        
          c)
          Establecer los programas de inspección de los servicios del Ministerio, así como determinar las actuaciones precisas para la mejora de los sistemas de planificación, dirección y organización y para la racionalización y simplificación de los procedimientos y métodos de trabajo, en el marco definido por el Ministerio de Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          d)
          Proponer las medidas de organización del Ministerio y dirigir el funcionamiento de los servicios comunes a través de las correspondientes instrucciones u órdenes de servicio
          [30]
          .
        

        
				
        
          e)
          Asistir a los órganos superiores en materia de relaciones de puestos de trabajo, planes de empleo y política de directivos del Ministerio y sus Organismos públicos, así como en la elaboración, ejecución y seguimiento de los presupuestos y la planificación de los sistemas de información y comunicación.
        

        
				
        
          f)
          Desempeñar la jefatura superior de todo el personal del Departamento
          [31]
          .
        

        
				
        
          g)
          Responsabilizarse del asesoramiento jurídico al Ministro en el desarrollo de las funciones que a éste le corresponden y, en particular, en el ejercicio de su potestad normativa y en la producción de los actos administrativos de la competencia de aquél, así como a los demás órganos del Ministerio.
        

        
				
        En los mismos términos del párrafo anterior, informar las propuestas o proyectos de normas y actos de otros Ministerios, cuando reglamentariamente proceda.

        
				
        A tales efectos, será responsable de coordinar las actuaciones correspondientes dentro del Ministerio y en relación con los demás Ministerios que hayan de intervenir en el procedimiento.

        
				
        
          h)
          Ejercer las facultades de dirección, impulso y supervisión de la Secretaría General Técnica y los restantes órganos directivos que dependan directamente de él.
        

        
				
        
          i)
          Cualesquiera otras que sean inherentes a los servicios comunes del Ministerio y a la representación ordinaria del mismo y las que les atribuya la legislación en vigor.
        

        
				
        2. Los Subsecretarios serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros a propuesta del titular del Ministerio.

        
				
        Los nombramientos habrán de efectuarse de acuerdo con los criterios establecidos en el apartado 10 del artículo 6 de esta Ley, entre funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades locales, a los que se exija para su ingreso el título de Doctor, Licenciado, Ingeniero, Arquitecto o equivalente.

        
				
        
          Art. 16.
          Los Secretarios generales.
          –1. Cuando con carácter excepcional las normas que regulan la estructura de un Ministerio prevean la existencia de un Secretario general, deberán determinar las competencias que le correspondan sobre un sector de actividad administrativa determinado.
        

        
				
        2. Los Secretarios generales ejercen las competencias inherentes a su responsabilidad de dirección sobre los órganos dependientes, contempladas en el apartado 2 del artículo 14, así como todas aquellas que les asigne expresamente el Real Decreto de estructura del Ministerio.

        
				
        3. Los Secretarios generales, con categoría de Subsecretario, serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, a propuesta del titular del Ministerio.

        
				
        Los nombramientos habrán de efectuarse de acuerdo con los criterios establecidos en el apartado 10 del artículo 6 entre personas con cualificación y experiencia en el desempeño de puestos de responsabilidad en la gestión pública o privada.

        
				
        
          Art. 17.
          Los Secretarios generales técnicos.
          –1. Los Secretarios generales técnicos, bajo la inmediata dependencia del Subsecretario, tendrán las competencias sobre servicios comunes que les atribuyan el Real Decreto de estructura del Departamento y, en todo caso, las relativas a producción normativa, asistencia jurídica y publicaciones.
        

        
				
        2. Los Secretarios generales técnicos tienen a todos los efectos la categoría de Director general y ejercen sobre sus órganos dependientes las facultades atribuidas a dicho órgano por el artículo siguiente.

        
				
        3. Los Secretarios generales técnicos serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, a propuesta del titular del Ministerio. Los nombramientos habrán de efectuarse de acuerdo con los criterios establecidos en el apartado 10 del artículo 6 de esta Ley entre funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades locales, a los que se exija para su ingreso el título de Doctor, Licenciado, Ingeniero, Arquitecto o equivalente.

        
				
        
          Art. 18.
          Los Directores generales.
          –1. Los Directores generales son los titulares de los órganos directivos encargados de la gestión de una o varias áreas funcionalmente homogéneas del Ministerio. A tal efecto, les corresponde:
        

        
				
        
          a)
          Proponer los proyectos de su Dirección General para alcanzar los objetivos establecidos por el Ministro, dirigir su ejecución y controlar su adecuado cumplimiento.
        

        
				
        
          b)
          Ejercer las competencias atribuidas a la Dirección General y las que le sean desconcentradas o delegadas.
        

        
				
        
          c)
          Proponer, en los restantes casos, al Ministro o al titular del órgano del que dependa, la resolución que estime procedente sobre los asuntos que afectan al órgano directivo.
        

        
				
        
          d)
          Impulsar y supervisar las actividades que forman parte de la gestión ordinaria del órgano directivo y velar por el buen funcionamiento de los órganos y unidades dependientes y del personal integrado en los mismos.
        

        
				
        
          e)
          Las demás atribuciones que le confieran las Leyes y reglamentos.
        

        
				
        2. Los Directores generales serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, a propuesta del titular del Departamento.

        
				
        Los nombramientos habrán de efectuarse de acuerdo con los criterios establecidos en el apartado 10 del artículo 6 entre funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades locales, a los que se exija para su ingreso el título de Doctor, Licenciado, Ingeniero, Arquitecto o equivalente, salvo que el Real Decreto de estructura del Departamento permita que, en atención a las características específicas de las funciones de la Dirección General, su titular no reúna dicha condición de funcionario.

        
				
        
          Art. 19.
          Los Subdirectores generales
          .–1. Los Subdirectores generales son los responsables inmediatos, bajo la supervisión del Director general o del titular del órgano del que dependan, de la ejecución de aquellos proyectos, objetivos o actividades que les sean asignados, así como de la gestión ordinaria de los asuntos de la competencia de la Subdirección General.
        

        
				
        2. Los Subdirectores generales serán nombrados y cesados por el Ministro o el Secretario de Estado del que dependan.

        
				
        Los nombramientos se efectuarán entre funcionarios de carrera de la Administración General del Estado y, en su caso, de otras Administraciones Públicas cuando así lo prevean las normas de aplicación y que pertenezcan a Cuerpos y Escalas a los que se exija para su ingreso el título de Doctor, Licenciado, Ingeniero, Arquitecto o equivalente, de acuerdo con los criterios establecidos en el apartado 10 del artículo 6 y conforme al sistema previsto en la legislación específica.

        
				
        
          Sección 4.ª Los servicios comunes de los Ministerios
        

        
				
        
          Art. 20.
          Reglas generales sobre los servicios comunes.
          –1. Los órganos directivos encargados de los servicios comunes, prestan a los órganos superiores y directivos la asistencia precisa para el más eficaz cumplimiento de sus cometidos y, en particular, la eficiente utilización de los medios y recursos materiales, económicos y personales que tengan asignados.
        

        
				
        
          Corresponde a los servicios comunes el asesoramiento, el apoyo técnico y, en su caso, la gestión directa en relación con las funciones de planificación, programación y presupuestación, cooperación internacional, acción en el exterior, organización y recursos humanos, sistemas de información y comunicación, producción normativa, asistencia jurídica, gestión financiera, gestión de medios materiales y servicios auxiliares, seguimiento, control e inspección de servicios, estadística para fines estatales y publicaciones
          [32]
          .
        

        
				
        2. Los servicios comunes se organizan y funcionan en cada Ministerio de acuerdo con las disposiciones y directrices adoptadas por los Ministerios con competencia sobre dichas funciones comunes en la Administración General del Estado. Todo ello, sin perjuicio de que determinados órganos con competencia sobre algunos servicios comunes sigan dependiendo funcional o jerárquicamente de alguno de los referidos Ministerios.

        
				
        
          Art. 21.
          Organización básica de los servicios comunes ministeriales.
          –Los servicios comunes estarán integrados en una Subsecretaría dependiente directamente del Ministro, a la que estará adscrita una Secretaría General Técnica y los demás órganos directivos que determine el Real Decreto de estructura del Departamento.
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          
            Órganos territoriales
            [33]
          
        

        
				
        
          Sección 1.ª Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas
        

        
				
        
          Art. 22.
          Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas.
          –1. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas representan al Gobierno en el territorio de aquéllas sin perjuicio de la representación ordinaria del Estado en las Comunidades Autónomas a través de sus respectivos Presidentes. Ejercen la dirección y la supervisión de todos los servicios de la Administración General del Estado y sus Organismos públicos situados en su territorio, en los términos de esta Ley
          [34]
          .
        

        
				
        Los Delegados del Gobierno dependen de la Presidencia del Gobierno, correspondiendo al Ministro de Administraciones Públicas dictar las instrucciones precisas para la correcta coordinación de la Administración General del Estado en el territorio, y al Ministro del Interior, en el ámbito de las competencias del Estado, impartir las necesarias en materia de libertades públicas y seguridad ciudadana. Todo ello se entiende sin perjuicio de la competencia de los demás Ministros para dictar las instrucciones relativas a sus respectivas áreas de responsabilidad.

        
				
        
          2. Corresponde, asimismo, a los Delegados del Gobierno
          [35]
          :
        

        
				
        
          a)
          Mantener las necesarias relaciones de cooperación y coordinación de la Administración General del Estado y sus Organismos públicos con la de la Comunidad Autónoma y con las correspondientes Entidades locales.
        

        
				
        
          b)
          Comunicar y recibir cuanta información precisen el Gobierno y el órgano de Gobierno de la Comunidad Autónoma. Realizará también estas funciones con las Entidades locales en su ámbito territorial, a través de sus respectivos Presidentes.
        

        
				
        3. Los Delegados del Gobierno serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, a propuesta del Presidente del Gobierno, y tendrán su sede en la localidad donde radique el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma, salvo que el Consejo de Ministros determine otra cosa y sin perjuicio de lo que disponga, expresamente, el Estatuto de Autonomía.

        
				
        4. En caso de ausencia, vacante o enfermedad, el Delegado del Gobierno será suplido, temporalmente, por el Subdelegado del Gobierno de la provincia donde aquél tenga su sede, salvo que el Delegado designe a otro Subdelegado. En las Comunidades Autónomas uniprovinciales, la suplencia corresponderá al titular del órgano responsable de los servicios comunes de la Delegación del Gobierno.

        
				
        
          Art. 23.
          Competencias de los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas.
          –Para el ejercicio de las funciones asignadas respecto de todos los servicios de la Administración General del Estado y sus Organismos públicos, los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas tienen las siguientes competencias
          [36]
          :
        

        
				
        1. Dirigir la Delegación del Gobierno; nombrar a los Subdelegados del Gobierno en las provincias y dirigir y coordinar como superior jerárquico la actividad de aquéllos; impulsar y supervisar, con carácter general, la actividad de los restantes órganos de la Administración General del Estado y sus Organismos públicos en el territorio de la Comunidad Autónoma, e informar las propuestas de nombramiento de los titulares de órganos territoriales de la Administración General del Estado y los Organismos públicos de ámbito autonómico y provincial no integrados en la Delegación del Gobierno.

        
				
        2. Formular a los Ministerios competentes, en cada caso, las propuestas que estime convenientes sobre los objetivos contenidos en los planes y programas que hayan de ejecutar los servicios territoriales y los de sus Organismos públicos, e informar, regular y periódicamente, a los Ministerios competentes sobre la gestión de sus servicios territoriales.

        
				
        3. Proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana, a través de los Subdelegados del Gobierno y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, cuya jefatura corresponderá al Delegado del Gobierno, quien ejercerá las competencias del Estado en esta materia bajo la dependencia funcional del Ministerio del Interior.

        
				
        4. Elevar, con carácter anual, un informe al Gobierno, a través del Ministro de Administraciones Públicas, sobre el funcionamiento de los servicios públicos estatales y su evaluación global.

        
				
        5. Suspender la ejecución de los actos impugnados dictados por los órganos de la Delegación del Gobierno, cuando le corresponda resolver el recurso, de acuerdo con el artículo 111.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y proponer la suspensión en los restantes casos, así como respecto de los actos impugnados dictados por los servicios no integrados en la Delegación del Gobierno.

        
				
        
          6. Velar por el cumplimiento de las competencias atribuidas, constitucionalmente, al Estado y la correcta aplicación de su normativa, promoviendo o interponiendo, según corresponda, conflictos de jurisdicción
          [37]
          , conflictos de atribuciones, recursos y demás acciones legalmente procedentes.
        

        
				
        7. Ejercer las potestades sancionadoras, expropiatorias y cualesquiera otras que les confieran las normas o que les sean desconcentradas o delegadas.

        
				
        
          Art. 24.
          Competencias en materia de información a los ciudadanos.
          –1. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas coordinarán la información sobre los programas y actividades del Gobierno y la Administración General del Estado en la Comunidad Autónoma.
        

        
				
        
          2. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas promoverán, igualmente, los mecanismos de colaboración con las restantes Administraciones Públicas en materia de información al ciudadano
          [38]
          .
        

        
				
        
          Art. 25.
          Competencias sobre simplificación de estructuras.
          –1. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas propondrán ante los órganos centrales competentes, las medidas precisas para dar cumplimiento efectivo a lo previsto en el artículo 31, en relación con la organización de la Administración periférica del Estado.
        

        
				
        2. Además, los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas:

        
				
        
          a)
          Propondrán a los Ministerios de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda la elaboración de planes de empleo, la adecuación de las relaciones de puestos de trabajo y los criterios de aplicación de las retribuciones variables, en la forma que reglamentariamente se determine.
        

        
				
        
          b)
          Serán consultados en la elaboración de planes de empleo de la Administración General del Estado en su ámbito territorial y en la adopción de otras medidas de optimización de los recursos humanos, especialmente las que afecten a más de un Departamento.
        

        
				
        
          Art. 26.
          Dirección de los servicios territoriales integrados.
          –1. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas son los titulares de las correspondientes Delegaciones del Gobierno, dirigiendo, directamente o a través de los Subdelegados del Gobierno en las provincias, los servicios territoriales ministeriales integrados en éstas, de acuerdo con los objetivos y, en su caso, instrucciones de los órganos superiores de los respectivos Ministerios
          [39]
          .
        

        
				
        
          2. Ejercen las competencias propias de los Ministerios en el territorio y gestionan los recursos asignados a los servicios integrados
          [40]
          .
        

        
				
        
          Art. 27.
          Relación con otras Administraciones territoriales.
          –1. Para el ejercicio de las funciones previstas en el apartado 2 del artículo 22, respecto de la Comunidad Autónoma de su territorio, a los Delegados del Gobierno les corresponde:
        

        
				
        
          a)
          Participar en las Comisiones mixtas de transferencias y en las Comisiones bilaterales de cooperación, así como en otros órganos de cooperación de naturaleza similar cuando se determine.
        

        
				
        
          b)
          Promover la celebración de convenios de colaboración y cualesquiera otros mecanismos de cooperación de la Administración General del Estado con la Comunidad Autónoma, participando, en su caso, en el seguimiento de la ejecución y cumplimiento de los mismos.
        

        
				
        2. En relación con las Entidades locales, los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas podrán promover, en el marco de las necesarias relaciones de cooperación con la respectiva Comunidad Autónoma, la celebración de convenios de colaboración, en particular, en relación a los programas de financiación estatal.

        
				
        
          Art. 28.
          
            Comisión territorial de asistencia al Delegado del Gobierno
            [41]
          
          .–1. Para el mejor cumplimiento de la función directiva y coordinadora, prevista en el artículo 23, se crea en cada una de las Comunidades Autónomas pluriprovinciales una Comisión territorial, presidida por el Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma e integrada por los Subdelegados del Gobierno en las provincias comprendidas en el territorio de ésta; en las de las islas Baleares y Canarias se integrarán, además, los Directores insulares. A sus sesiones podrán asistir los titulares de los órganos y servicios que el Delegado del Gobierno en la correspondiente Comunidad Autónoma considere oportuno.
        

        
				
        2. Esta Comisión desarrollará, en todo caso, las siguientes funciones:

        
				
        
          a)
          Coordinar las actuaciones que hayan de ejecutarse de forma homogénea en el ámbito de la Comunidad Autónoma, para asegurar el cumplimiento de los objetivos generales fijados por el Gobierno a los servicios territoriales.
        

        
				
        
          b)
          Asesorar al Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma en la elaboración de las propuestas de simplificación administrativa y racionalización en la utilización de los recursos a que se refiere el artículo 25.
        

        
				
        
          c)
          Cualesquiera otras que a juicio del Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma resulten adecuadas para que la Comisión territorial cumpla la finalidad de apoyo y asesoramiento en el ejercicio de las competencias que esta Ley le asigna.
        

        
				
        
          Sección 2.ª Los Subdelegados del Gobierno en las provincias y los Directores insulares de la Administración General del Estado
        

        
				
        
          Art. 29.
          
            Los Subdelegados del Gobierno en las provincias
            [42]
          
          .–1. En cada provincia, y bajo la inmediata dependencia del Delegado del Gobierno en la respectiva Comunidad Autónoma, existirá un Subdelegado del Gobierno, que será nombrado por aquél, por el procedimiento de libre designación entre funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las entidades locales, a los que se exija para su ingreso el título de Doctor, Licenciado, Ingeniero, Arquitecto o equivalente.
        

        
				
        En las Comunidades Autónomas uniprovinciales en las que no exista Subdelegado, el Delegado del Gobierno asumirá las competencias que esta Ley atribuye a los Subdelegados del Gobierno en las provincias.

        
				
        
          Podrán crearse por Real Decreto Subdelegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas uniprovinciales, y para ello habrán de tenerse en cuenta circunstancias tales como la población del territorio, el volumen de gestión o sus singularidades geográficas, sociales o económicas
          [43]
          .
        

        
				
        2. A los Subdelegados del Gobierno les corresponde:

        
				
        
          a)
          Dirigir, en su caso, los servicios integrados de la Administración General del Estado, de acuerdo con las instrucciones del Delegado del Gobierno.
        

        
				
        
          b)
          Impulsar, supervisar e inspeccionar los servicios no integrados.
        

        
				
        
          c)
          Desempeñar, en los términos del apartado 2 del artículo 22, las funciones de comunicación, colaboración y cooperación con las Corporaciones Locales y, en particular, informar sobre la incidencia en el territorio de los programas de financiación estatal.
        

        
				
        
          d)
          Mantener, por iniciativa y de acuerdo con las instrucciones del Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma, relaciones de comunicación, cooperación y colaboración con los órganos territoriales de la Administración de la respectiva Comunidad Autónoma que tenga su sede en el territorio provincial.
        

        
				
        
          e)
          Ejercer las competencias sancionadoras que se les atribuyan normativamente.
        

        
				
        3. En las provincias en las que no radique la sede de las Delegaciones del Gobierno, el Subdelegado del Gobierno, bajo la dirección y la supervisión del Delegado del Gobierno, ejercerá las siguientes competencias:

        
				
        
          a)
          La protección del libre ejercicio de los derechos y libertades, garantizando la seguridad ciudadana, todo ello dentro de las competencias estatales en la materia. A estos efectos dirigirá las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en la provincia.
        

        
				
        
          b)
          La dirección y la coordinación de la protección civil en el ámbito de la provincia.
        

        
				
        
          En la provincia en las que radique la sede de la Delegación del Gobierno, los Subdelegados del Gobierno podrán ejercer las anteriores competencias, previa delegación del Delegado del Gobierno, y en todo caso bajo la dirección y supervisión del mismo
          [44]
          .
        

        
				
        
          Art. 30.
          
            Los Directores insulares de la administración general del estado
            [45]
          
          .–Reglamentariamente se determinarán las islas en las que existirá un Director insular de la Administración General del Estado, con el nivel que se determine en la relación de puestos de trabajo. Serán nombrados por el Delegado del Gobierno por el procedimiento de libre designación entre los funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades locales, a los que se exija para su ingreso el título de Doctor, Licenciado, Ingeniero, Arquitecto o equivalente, o el título de Ingeniero técnico, Arquitecto técnico, Diplomado universitario o equivalente.
        

        
				
        Los Directores Insulares dependen jerárquicamente del Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma o del Subdelegado del Gobierno en la provincia, cuando este cargo exista, y ejercen, en su ámbito territorial, las competencias atribuidas por esta Ley a los Subdelegados del Gobierno en las provincias.

        
				
        
          Sección 3.ª Estructura de los servicios periféricos
        

        
				
        
          Art. 31.
          Simplificación de los servicios periféricos.
          –La organización de la Administración periférica del Estado en las Comunidades Autónomas responderá a los principios de eficacia y de economía del gasto público, así como a la necesidad de evitar la duplicidad de estructuras administrativas, tanto en la propia Administración General del Estado como con otras Administraciones Públicas. Consecuentemente, se suprimirán, refundirán o reestructurarán, previa consulta a los Delegados del Gobierno, los órganos cuya subsistencia resulte innecesaria a la vista de las competencias transferidas o delegadas a las Comunidades Autónomas y, cuando proceda, atendiendo al marco competencial, a las Corporaciones Locales, y de los medios y servicios traspasados a las mismas.
        

        
				
        
          Art. 32.
          Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno.
          –1. Las Delegaciones del Gobierno se adscriben orgánicamente al Ministerio de Administraciones Públicas.
        

        
				
        Las Subdelegaciones del Gobierno en las provincias se constituyen en órganos de la respectiva Delegación del Gobierno.

        
				
        2. La organización de las Delegaciones atenderá a los siguientes criterios:

        
				
        
          a)
          Existirán áreas funcionales para gestionar los servicios que se integren en la Delegación, mantener la relación inmediata con los servicios no integrados y asesorar en los asuntos correspondientes a cada área.
        

        
				
        
          b)
          El número de dichas áreas se fijará en atención a los diversos sectores funcionalmente homogéneos de actividad administrativa y atendiendo al volumen de los servicios que desarrolle la Administración General del Estado en cada Comunidad Autónoma, al número de provincias de la Comunidad y a otras circunstancias en presencia que puedan aconsejar criterios de agrupación de distintas áreas bajo un mismo responsable, atendiendo especialmente al proceso de transferencias del Estado a las Comunidades Autónomas
          [46]
          .
        

        
				
        
          c)
          Existirá un órgano para la gestión de los servicios comunes de la Delegación, incluyendo los de los servicios integrados.
        

        
				
        
          3. La estructura de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno se establecerá por Real Decreto del Consejo de Ministros en el que se determinarán los órganos y las áreas funcionales que se constituyan
          [47]
          .
        

        
				
        La estructuración de las áreas funcionales se llevará a cabo a través de las relaciones de puestos de trabajo, que se aprobarán a iniciativa del Delegado del Gobierno.

        
				
        
          Art. 33.
          Criterios sobre integración de servicios.–
          1. Se integrarán en las Delegaciones del Gobierno todos los servicios territoriales de la Administración General del Estado y sus Organismos públicos, salvo aquellos casos en que por las singularidades de sus funciones o por el volumen de gestión resulte aconsejable su dependencia directa de los órganos centrales correspondientes, en aras de una mayor eficacia en su actuación.
        

        
				
        
          2. Los servicios integrados se adscribirán, atendiendo al ámbito territorial en que deban prestarse, a la Delegación del Gobierno o a la Subdelegación correspondiente
          [48]
          .
        

        
				
        
          Art. 34.
          Criterios sobre organización de servicios no integrados.
          –1. Los servicios no integrados en las Delegaciones del Gobierno se organizarán territorialmente atendiendo al mejor cumplimiento de sus fines y a la naturaleza de las funciones que deban desempeñar. A tal efecto, la norma que determine su organización establecerá el ámbito idóneo para prestar dichos servicios.
        

        
				
        
          2. La organización de dichos servicios se establecerá por Real Decreto a propuesta conjunta del Ministro correspondiente y del Ministro de Administraciones Públicas, cuando contemple unidades con nivel de Subdirección General o equivalentes, o por orden conjunta cuando afecte a órganos inferiores, en los términos referidos en el apartado 2 del artículo 10 de esta Ley
          [49]
          .
        

        
				
        
          Art. 35.
          
            Dependencia de los servicios no integrados
            [50]
          
          . Los servicios no integrados dependerán del órgano central competente sobre el sector de actividad en el que aquéllos operen, el cual les fijará los objetivos concretos de actuación y controlará su ejecución, así como el funcionamiento de los servicios.
        

        
				
        Los titulares de los servicios estarán especialmente obligados a prestar toda la colaboración que precisen los Delegados del Gobierno y los Subdelegados del Gobierno para facilitar la dirección efectiva del funcionamiento de los servicios estatales.

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          La Administración General del Estado en el exterior
        

        
				
        
          Art. 36.
          Organización de la Administración General del Estado en el exterior.
          –1. Integran la Administración General del Estado en el exterior
          [51]
          :
        

        
				
        
          a)
          Las Misiones Diplomáticas, Permanentes o Especiales.
        

        
				
        
          b)
          Las Representaciones o Misiones Permanentes.
        

        
				
        
          c)
          Las Delegaciones.
        

        
				
        
          d)
          Las Oficinas Consulares.
        

        
				
        
          e)
          Las Instituciones y Organismos públicos de la Administración General del Estado cuya actuación se desarrolle en el exterior.
        

        
				
        2. Las Misiones Diplomáticas Permanentes representan con este carácter al Reino de España ante el o los Estados con los que tiene establecidas relaciones diplomáticas.

        
				
        Las Misiones Diplomáticas Especiales representan temporalmente al Reino de España ante un Estado, con el consentimiento de éste, para un cometido determinado.

        
				
        3. Las Representaciones o Misiones Permanentes representan con este carácter al Reino de España ante una organización internacional.

        
				
        4. Las Delegaciones representan al Reino de España en un órgano de una Organización internacional o en una Conferencia de Estados convocada por una Organización internacional o bajo sus auspicios.

        
				
        5. Las Oficinas Consulares son los órganos encargados del ejercicio de las funciones consulares, en los términos definidos por las disposiciones legales pertinentes, y por los acuerdos internacionales suscritos por España.

        
				
        
          6. Las Instituciones y Organismos públicos de la Administración General del Estado en el exterior son los establecidos con autorización expresa del Consejo de Ministros, previo informe favorable del Ministro de
          
            Asuntos Exteriores
            [52]
          
          , para el desempeño, sin carácter representativo, de las actividades que tengan encomendadas en el exterior.
        

        
				
        7. En cumplimiento de las funciones que tiene encomendadas y teniendo en cuenta los objetivos e intereses de la política exterior de España, la Administración General del Estado en el exterior colaborará con todas las Instituciones y organismos españoles que actúen en el exterior y, en especial, con las oficinas de las Comunidades Autónomas.

        
				
        
          Art. 37.
          Los Embajadores y representantes permanentes ante organizaciones internacionales.
          –1. Los Embajadores y representantes permanentes ante Organizaciones internacionales representan al Reino de España en el Estado u Organización internacional ante los que están acreditados.
        

        
				
        
          2. Dirigen la Administración General del Estado en el exterior y colaboran en la formulación y ejecución de la política exterior del Estado, definida por el Gobierno, bajo las instrucciones del Ministro de
          Asuntos Exteriores,
          de quien funcionalmente dependen, y, en su caso, del o de los Secretarios de Estado del Departamento.
        

        
				
        3. Coordinan la actividad de todos los órganos y unidades administrativas que integran la Administración General del Estado en el exterior, a efectos de su adecuación a los criterios generales de la política exterior definida por el Gobierno, de acuerdo con el principio de unidad de acción del Estado en el exterior.

        
				
        4. Son nombrados en la forma dispuesta en la normativa reguladora del servicio exterior.

        
				
        5. El representante permanente adjunto ante la Unión Europea se equipara a los Embajadores y representantes permanentes, a los efectos del apartado 4 del artículo 6 y de los apartados 2, 3 y 4 del presente artículo.

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          Órganos colegiados
        

        
				
        
          Art. 38.
          Requisitos para constituir órganos colegiados.
          –1. Son órganos colegiados aquellos que se creen formalmente y estén integrados por tres o más personas, a los que se atribuyan funciones administrativas de decisión, propuesta, asesoramiento, seguimiento o control, y que actúen integrados en la Administración General del Estado o en alguno de sus Organismos públicos.
        

        
				
        2. La constitución de un órgano colegiado en la Administración General del Estado y en sus Organismos públicos tiene como presupuesto indispensable la determinación en su norma de creación o en el convenio con otras Administraciones Públicas por el que dicho órgano se cree, de los siguientes extremos:

        
				
        
          a)
          Sus fines u objetivos.
        

        
				
        
          b)
          Su integración administrativa o dependencia jerárquica.
        

        
				
        
          c)
          La composición y los criterios para la designación de su Presidente y de los restantes miembros.
        

        
				
        
          d)
          Las funciones de decisión, propuesta, informe, seguimiento o control, así como cualquier otra que se le atribuya.
        

        
				
        
          e)
          La dotación de los créditos necesarios, en su caso, para su funcionamiento.
        

        
				
        
          3. El régimen jurídico de los órganos colegiados a que se refiere el apartado 1 de este artículo se ajustará a las normas contenidas en el capítulo II del título II de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
          [53]
          , sin perjuicio de las peculiaridades organizativas contenidas en la presente Ley o en su norma o convenio de creación.
        

        
				
        
          Art. 39.
          Clasificación y composición de los órganos colegiados.
          –1. Los órganos colegiados de la Administración General del Estado y de sus Organismos públicos, por su composición, se clasifican en:
        

        
				
        
          a)
          Órganos colegiados interministeriales, si sus miembros proceden de diferentes Ministerios
          [54]
          .
        

        
				
        
          b)
          Órganos colegiados ministeriales, si sus componentes proceden de los órganos de un solo Ministerio.
        

        
				
        2. En los órganos colegiados a los que se refiere el número anterior, podrán existir representantes de otras Administraciones públicas, cuando éstas lo acepten voluntariamente, cuando un convenio así lo establezca o cuando una norma aplicable a las Administraciones afectadas lo determine.

        
				
        3. En la composición de los órganos colegiados podrán participar, cuando así se determine, organizaciones representativas de intereses sociales, así como otros miembros que se designen por las especiales condiciones de experiencia o conocimientos que concurran en ellos, en atención a la naturaleza de las funciones asignadas a tales órganos.

        
				
        
          Art. 40.
          Creación, modificación y supresión de órganos colegiados.
          –1. La creación de órganos colegiados de la Administración General del Estado y de sus Organismos públicos sólo requerirá de norma específica, con publicación en el «Boletín Oficial del Estado», en los casos en que se les atribuyan cualquiera de las siguientes competencias:
        

        
				
        
          a)
          Competencias decisorias.
        

        
				
        
          b)
          Competencias de propuesta o emisión de informes preceptivos que deban servir de base a decisiones de otros órganos administrativos.
        

        
				
        
          c)
          Competencias de seguimiento o control de las actuaciones de otros órganos de la Administración General del Estado.
        

        
				
        2. En los supuestos enunciados en el apartado anterior, la norma de creación deberá revestir la forma de Real Decreto en el caso de los órganos colegiados interministeriales cuyo Presidente tenga rango superior al de Director general; Orden ministerial conjunta para los restantes órganos colegiados interministeriales, y Orden ministerial para los de este carácter.

        
				
        3. En todos los supuestos no comprendidos en el apartado 1 de este artículo, los órganos colegiados tendrán el carácter de grupos o comisiones de trabajo y podrán ser creados por Acuerdo del Consejo de Ministros o por los Ministerios interesados. Sus acuerdos no podrán tener trascendencia jurídica directa frente a terceros.

        
				
        4. La modificación y supresión de los órganos colegiados y de los grupos o comisiones de trabajo de la Administración General del Estado y de los Organismos públicos se llevará a cabo en la misma forma dispuesta para su creación, salvo que ésta hubiera fijado plazo previsto para su extinción, en cuyo caso ésta se producirá automáticamente en la fecha señalada al efecto.

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          Organismos públicos
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          Art. 41.
          Actividades propias de los Organismos públicos.
          Son Organismos públicos los creados bajo la dependencia o vinculación de la Administración General del Estado, para la realización de cualquiera de las actividades previstas en el apartado 3 del artículo 2, cuyas características justifiquen su organización y desarrollo en régimen de descentralización funcional.
        

        
				
        
          Art. 42.
          Personalidad jurídica y potestades.
          –1. Los Organismos públicos tienen personalidad jurídica pública diferenciada, patrimonio y tesorería propios, así como autonomía de gestión, en los términos de esta Ley.
        

        
				
        2. Dentro de su esfera de competencia, les corresponden las potestades administrativas precisas para el cumplimiento de sus fines, en los términos que prevean sus estatutos, salvo la potestad expropiatoria.

        
				
        Los estatutos podrán atribuir a los Organismos públicos la potestad de ordenar aspectos secundarios del funcionamiento del servicio encomendado, en el marco y con el alcance establecido por las disposiciones que fijen el régimen jurídico básico de dicho servicio.

        
				
        
          Art. 43.
          Clasificación y adscripción de los Organismos públicos.
          –1. Los Organismos públicos se clasifican en:
        

        
				
        
          a)
          Organismos autónomos
          [55]
          .
        

        
				
        
          b)
          Entidades públicas empresariales
          [56]
          .
        

        
				
        
          c)
          Agencias Estatales, que se regirán por su normativa específica y, supletoriamente, por esta Ley
          [57]
          .
        

        
				
        2. Los Organismos autónomos dependen de un Ministerio, al que corresponde la dirección estratégica, la evaluación y el control de los resultados de su actividad, a través del órgano al que esté adscrito el Organismo.

        
				
        
          3. Las entidades públicas empresariales dependen de un Ministerio o un Organismo autónomo, correspondiendo las funciones aludidas en el apartado anterior al órgano de adscripción del Ministerio u Organismo. Excepcionalmente, podrán existir entidades públicas empresariales cuyos estatutos les asignen la función de dirigir o coordinar a otros entes de la misma o distinta naturaleza
          [58]
          .
        

        
				
        
          4. Las Agencias Estatales se adscriben al Ministerio que ejerza la iniciativa en su creación. Las funciones de dirección estratégica, evaluación y control de resultados y de la actividad de las Agencias Estatales, se articularán a través del Contrato de gestión previsto en la normativa reguladora de éstas
          [59]
          .
        

        
				
        
          Art. 44.
          Aplicación de las disposiciones generales de esta Ley a los Organismos públicos.
          –1. Los Organismos públicos se ajustarán al principio de instrumentalidad respecto de los fines y objetivos que tengan específicamente asignados.
        

        
				
        2. Además, en su organización y funcionamiento:

        
				
        
          a)
          Los Organismos autónomos se atendrán a los criterios dispuestos para la Administración General del Estado en el título I de esta Ley.
        

        
				
        
          b)
          Las entidades públicas empresariales se regirán por los criterios establecidos en el título I de esta Ley, sin perjuicio de las peculiaridades contempladas en el capítulo III del presente título, en consideración a la naturaleza de sus actividades.
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Los Organismos autónomos
        

        
				
        
          Art. 45.
          Funciones de los Organismos autónomos.
          

          
          1. Los Organismos autónomos se rigen por el Derecho administrativo y se les encomienda, en régimen de descentralización funcional y en ejecución de programas específicos de la actividad de un Ministerio, la realización de actividades de fomento, prestacionales o de gestión de servicios públicos.        

        
				
        
          2. Para el desarrollo de sus funciones, los Organismos autónomos dispondrán de los ingresos propios que estén autorizados a obtener, así como de las restantes dotaciones que puedan percibir a través de los Presupuestos Generales del Estado
          [60]
          .
        

        
				
        
          Art. 46.
          Reglas para el nombramiento de los titulares de los órganos de los Organismos autónomos.
          –El nombramiento de los titulares de los órganos de los Organismos autónomos se regirá por las normas aplicables a la Administración General del Estado.
        

        
				
        
          Art. 47.
          Personal al servicio de los Organismos autónomos.
          –1. El personal al servicio de los Organismos autónomos será funcionario o laboral, en los mismos términos que los establecidos para la Administración General del Estado.
        

        
				
        2. El titular del máximo órgano de dirección del Organismo autónomo tendrá atribuidas, en materia de gestión de recursos humanos, las facultades que le asigne la legislación específica.

        
				
        3. No obstante lo establecido en el apartado 1 de este artículo, la Ley de creación podrá establecer excepcionalmente peculiaridades del régimen de personal del Organismo autónomo en las materias de oferta de empleo, sistemas de acceso, adscripción y provisión de puestos y régimen de movilidad de su personal.

        
				
        4. El Organismo autónomo estará obligado a aplicar las instrucciones sobre recursos humanos establecidas por el Ministerio de Administraciones Públicas y a comunicarle cuantos acuerdos o resoluciones adopte en aplicación del régimen específico de personal establecido en su Ley de creación.

        
				
        
          Art. 48.
          Patrimonio de los Organismos autónomos.
          El régimen patrimonial de los Organismos autónomos será el establecido en la Ley del Patrimonio de las Administraciones Públicas
          [61]
          .
        

        
				
        
          Art. 49.
          Régimen de contratación de los Organismos autónomos.
          –1. La contratación de los Organismos autónomos se rige por las normas generales de la contratación de las Administraciones públicas
          [62]
          .
        

        
				
        2. El titular del Ministerio al que esté adscrito el Organismo autónomo autorizará la celebración de aquellos contratos cuya cuantía exceda de la previamente fijada por aquél.

        
				
        
          Art. 50.
          Régimen presupuestario de los Organismos autónomos.
          –El régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, intervención y de control financiero de los Organismos autónomos será el establecido por la Ley General Presupuestaria.
        

        
				
        
          Art. 51.
          Control de eficacia de los Organismos autónomos.
          –Los Organismos autónomos están sometidos a un control de eficacia, que será ejercido por el Ministerio al que estén adscritos, sin perjuicio del control establecido al respecto por la Ley General Presupuestaria. Dicho control tendrá por finalidad comprobar el grado de cumplimiento de los objetivos y la adecuada utilización de los recursos asignados.
        

        
				
        
          Art. 52.
          Impugnación y reclamaciones contra los actos de los Organismos autónomos.
          –1. Los actos y resoluciones de los órganos de los Organismos autónomos son susceptibles de los recursos administrativos previstos en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
          [63]
          .
        

        
				
        
          2. Las reclamaciones previas, en asuntos civiles y laborales, serán resueltas por el órgano máximo del Organismo autónomo, salvo que su Estatuto asigne la competencia
          

          a uno de los órganos superiores del Ministerio de adscripción.
        

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        Las entidades públicas empresariales

        
				
        
          Art. 53.
          Funciones y régimen general aplicable a las entidades públicas empresariales.
          –1. Las entidades públicas empresariales son Organismos públicos a los que se encomienda la realización de actividades prestacionales, la gestión de servicios o la producción de bienes de interés público susceptibles de contraprestación.
        

        
				
        2. Las entidades públicas empresariales se rigen por el Derecho privado, excepto en la formación de la voluntad de sus órganos, en el ejercicio de las potestades administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos específicamente regulados para las mismas en esta Ley, en sus estatutos y en la legislación presupuestaria.

        
				
        
          Art. 54.
          Ejercicio de potestades administrativas.
          1. Las potestades administrativas atribuidas a las entidades públicas empresariales sólo pueden ser ejercidas por aquellos órganos de éstas a los que en los estatutos se les asigne expresamente esta facultad.
        

        
				
        2. No obstante, a los efectos de esta Ley, los órganos de las entidades públicas empresariales no son asimilables en cuanto a su rango administrativo al de los órganos de la Administración General del Estado, salvo las excepciones que, a determinados efectos se fijen, en cada caso, en sus estatutos.

        
				
        
          Art. 55.
          Personal al servicio de las entidades públicas empresariales.
          –1. El personal de las entidades públicas empresariales se rige por el Derecho laboral, con las especificaciones dispuestas en este artículo y las excepciones relativas a los funcionarios públicos de la Administración General del Estado y, en su caso, de otras Administraciones Públicas, quienes se regirán por la legislación sobre Función Pública que les resulte de aplicación.
        

        
				
        2. La selección del personal laboral de estas entidades se realizará conforme a las siguientes reglas:

        
				
        
          a)
          El personal directivo, que se determinará en los estatutos de la entidad, será nombrado con arreglo a los criterios establecidos en el apartado 10 del artículo 6 de esta Ley, atendiendo a la experiencia en el desempeño de puestos de responsabilidad en la gestión pública o privada.
        

        
				
        
          b)
          El resto del personal será seleccionado mediante convocatoria pública basada en los principios de igualdad, mérito y capacidad.
        

        
				
        3. La determinación y modificación de las condiciones retributivas, tanto del personal directivo como del resto del personal, requerirán el informe conjunto, previo y favorable, de los Ministerios de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda.

        
				
        4. Los Ministerios a que se refiere el apartado anterior efectuarán, con la periodicidad adecuada, controles específicos sobre la evolución de los gastos de personal y de la gestión de sus recursos humanos, conforme a los criterios previamente establecidos por los mismos.

        
				
        5. La Ley de creación de cada entidad pública empresarial deberá determinar las condiciones conforme a las cuales, los funcionarios de la Administración General del Estado y, en su caso, de otras Administraciones públicas, podrán cubrir destinos en la referida entidad, y establecerá, asimismo, las competencias que a la misma correspondan sobre este personal que, en todo caso, serán las que tengan legalmente atribuidas los Organismos autónomos.

        
				
        
          Art. 56.
          Patrimonio de las entidades públicas empre-sariales.
          –El régimen patrimonial de las entidades públicas empresariales será el establecido en la Ley del Patrimonio de las Administraciones Públicas
          [64]
          .
        

        
				
        
          Art. 57.
          
            Régimen de contratación de las entidades pú-
            

            blicas empresariales.
          
          –1. La contratación de las entidades públicas empresariales se rige por las previsiones contenidas al respecto en la legislación de contratos de las Administraciones Públicas.
        

        
				
        2. Será necesaria la autorización del titular del Ministerio al cual se encuentren adscritas para celebrar contratos de cuantía superior a la previamente fijada por el mismo.

        
				
        
          Art. 58.
          Régimen presupuestario de las entidades públicas empresariales.
          –El régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, intervención y de control financiero de las entidades públicas empresariales será el establecido en la Ley General Presupuestaria
          [65]
          .
        

        
				
        
          Art. 59.
          Control de eficacia de las entidades públicas empresariales.
          –1. Las entidades públicas empresariales están sometidas a un control de eficacia que será ejercido por el Ministerio y, en su caso, por el Organismo público al que estén adscritas, sin perjuicio del control establecido al respecto por la Ley General Presupuestaria. Dicho control tiene por finalidad comprobar el grado de cumplimiento de los objetivos y la adecuada utilización de los recursos asignados.
        

        
				
        2. El control del cumplimiento de los compromisos específicos que, en su caso, hubiere asumido la entidad pública en un convenio o contrato-programa, corresponderá además a la Comisión de seguimiento regulada en el propio convenio o contrato-programa, y al Ministerio de Economía y Hacienda en los supuestos previstos al efecto por la Ley General Presupuestaria.

        
				
        
          Art. 60.
          Impugnación y reclamación contra los actos de las entidades públicas empresariales.
          –1. Contra los actos dictados en el ejercicio de potestades administrativas por las entidades públicas empresariales caben los recursos administrativos previstos en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
          [66]
          .
        

        
				
        2. Las reclamaciones previas a la vía judicial, civil o laboral, serán resueltas por el órgano máximo del Organismo, salvo que, por sus estatutos, tal competencia se atribuya al Ministerio u Organismo público al cual esté adscrito.

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          Creación, modificación y extinción de los Organismos autónomos y entidades públicas empresariales
        

        
				
        
          Art. 61.
          Creación de Organismos públicos.
          –1. La creación de los Organismos autónomos y de las entidades públicas empresariales se efectuará por Ley. La Ley de creación establecerá:
        

        
				
        
          a)
          El tipo de Organismo público que crea, con indicación de sus fines generales, así como el Ministerio u Organismo de adscripción.
        

        
				
        
          b)
          En su caso, los recursos económicos, así como las peculiaridades de su régimen de personal, de contratación, patrimonial, fiscal y cualesquiera otras que, por su naturaleza, exijan norma con rango de ley.
        

        
				
        2. El anteproyecto de Ley de creación del Organismo público que se presente al Gobierno deberá ser acompañado de una propuesta de estatutos y del Plan inicial de actuación del Organismo a los que se refiere el artículo siguiente.

        
				
        
          Art. 62.
          Estatutos y Plan de actuación.
          –1. Los estatutos de los Organismos autónomos y de las entidades públicas empresariales regularán los siguientes extremos:
        

        
				
        
          a)
          La determinación de los máximos órganos de dirección del Organismo, ya sean unipersonales o colegiados, así como su forma de designación, con indicación de aquellos cuyos actos y resoluciones agoten la vía administrativa.
        

        
				
        La configuración de los órganos colegiados, si los hubiese, con las especificaciones señaladas en el apartado 2 del artículo 38 de esta Ley.

        
				
        
          b)
          Las funciones y competencias del Organismo, con indicación de las potestades administrativas generales que éste puede ejercitar, y la distribución de las competencias entre los órganos de dirección, así como el rango administrativo de los mismos en el caso de los Organismos autónomos y la determinación de los órganos que, excepcionalmente, se asimilen a los de un determinado rango administrativo, en el supuesto de las entidades públicas empresariales.
        

        
				
        En el caso de las entidades públicas empresariales, los estatutos también determinarán los órganos a los que se confiera el ejercicio de potestades administrativas.

        
				
        
          c)
          El patrimonio que se les asigne para el cumplimiento de sus fines y los recursos económicos que haya de financiar el Organismo.
        

        
				
        
          d)
          El régimen relativo a recursos humanos, patrimonio y contratación.
        

        
				
        
          e)
          El régimen presupuestario, económico-financiero, de intervención, control financiero y contabilidad, que será, en todo caso, el establecido en la Ley General Presupuestaria.
        

        
				
        
          f)
          La facultad de creación o participación en sociedades mercantiles cuando ello sea imprescindible para la consecución de los fines asignados.
        

        
				
        
          2. El Plan inicial de actuación del Organismo público, que será aprobado por el titular del Departamento ministerial del que dependa, deberá contar con el previo informe favorable de los Ministerios de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda, y su contenido, que se determinará reglamentariamente, incluirá, en todo caso, los siguientes extremos
          [67]
          :
        

        
				
        
          a)
          Los objetivos que el Organismo deba alcanzar en el área de actividad encomendada.
        

        
				
        
          b)
          Los recursos humanos, financieros y materiales precisos para el funcionamiento del Organismo.
        

        
				
        3. Los estatutos de los Organismos autónomos y entidades públicas empresariales se aprobarán por Real Decreto del Consejo de Ministros, a iniciativa del titular del Ministerio de adscripción y a propuesta conjunta de los Ministros de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda.

        
				
        Los Estatutos deberán ser aprobados y publicados con carácter previo a la entrada en funcionamiento efectivo del Organismo público correspondiente.

        
				
        
          Art. 63.
          Modificación y refundición de Organismos públicos.
          –1. La modificación o refundición de Organismos autónomos o entidades públicas empresariales deberá producirse por Ley cuando suponga la alteración de sus fines generales, del tipo de Organismo público o de las peculiaridades relativas a los recursos económicos, al régimen de personal, de contratación, patrimonial, fiscal y cualesquiera otras que exijan norma con rango de ley.
        

        
				
        
          2. Las modificaciones o refundiciones de Organismos autónomos o entidades públicas empresariales, no comprendidas en el apartado anterior, se llevarán a cabo, aunque supongan modificación de la Ley de creación, por Real ecreto acordado en Consejo de Ministros, a propuesta conjunta de los Ministros de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda
          ,
          y a iniciativa del Ministro o Ministros de adscripción o, en todo caso, de acuerdo con el mismo.
        

        
				
        3. Cuando la modificación afecte únicamente a la organización del Organismo público se llevará a cabo por Real Decreto, a iniciativa del Ministro de adscripción, y a propuesta del Ministro de Administraciones Públicas.

        
				
        4. En todos los casos de refundición de Organismos, el Ministerio que adopte la iniciativa deberá acompañar el Plan de actuación del Organismo en los términos del apartado 2 del artículo anterior.

        
				
        
          Art. 64.
          Extinción y liquidación de Organismos públicos.
          –1. La extinción de los Organismos autónomos y entidades públicas empresariales se producirá:
        

        
				
        
          a)
          Por determinación de una Ley.
        

        
				
        
          b)
          Mediante Real Decreto acordado en Consejo de Ministros, a propuesta conjunta de los Ministros de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda, y a iniciativa del Ministro de adscripción o, en todo caso, de acuerdo con el mismo, en los casos siguientes:
        

        
				
        Por el transcurso del tiempo de existencia señalado en la Ley de creación.

        
				
        Porque la totalidad de sus fines y objetivos sean asumidos por los servicios de la Administración General del Estado o por las Comunidades Autónomas.

        
				
        Porque sus fines hayan sido totalmente cumplidos, de forma que no se justifique la pervivencia del Organismo público.

        
				
        2. La norma correspondiente establecerá las medidas aplicables al personal del Organismo afectado en el marco de la legislación reguladora de dicho personal. Asimismo, determinará la integración en el Patrimonio del Estado de los bienes y derechos que, en su caso, resulten sobrantes de la liquidación del Organismo, para su afectación a servicios de la Administración General del Estado o adscripción a los Organismos públicos que procedan conforme a lo previsto en las disposiciones reguladoras del Patrimonio del Estado, ingresándose en el Tesoro Público el remanente líquido resultante, si lo hubiere.

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          Recursos económicos y bienes adscritos
        

        
				
        
          Art. 65.
          Recursos económicos.
          –1. Los recursos económicos de los Organismos autónomos podrán provenir de las siguientes fuentes:
        

        
				
        
          a)
          Los bienes y valores que constituyen su patrimonio.
        

        
				
        
          b)
          Los productos y rentas de dicho patrimonio.
        

        
				
        
          c)
          Las consignaciones específicas que tuvieren asignadas en los Presupuestos Generales del Estado.
        

        
				
        
          d)
          Las transferencias corrientes o de capital que procedan de las Administraciones o entidades públicas.
        

        
				
        
          e)
          Los ingresos ordinarios y extraordinarios que estén autorizados a percibir, según las disposiciones por las que se rijan.
        

        
				
        
          f)
          Las donaciones, legados y otras aportaciones de entidades privadas y de particulares.
        

        
				
        
          g)
          Cualquier otro recurso que pudiera serles atribuido.
        

        
				
        
          2. Las entidades públicas empresariales deberán financiarse con los ingresos que se deriven de sus operaciones y con los recursos económicos comprendidos en las letras
          a), b), e)
          y
          g)
          del apartado anterior. Excepcionalmente, cuando así lo prevea la Ley de creación, podrán financiarse con los recursos señalados en las restantes letras del mismo apartado.
        

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          De las competencias y procedimientos en materia de organización
        

        
				
        
          Art. 66.
          Competencias generales sobre organización, función pública, procedimientos e inspección de servicios.
          1. Las competencias en materia de organización administrativa, régimen de personal, procedimientos e inspección de servicios, no atribuida específicamente conforme a una Ley a ningún otro órgano de la Administración General del Estado, ni al Gobierno, corresponderán al Ministerio de Administraciones Públicas.
        

        
				
        2. Corresponde al Ministro de Economía y Hacienda proponer al Gobierno, en el marco de la política general económica y presupuestaria, las directrices a que deberán ajustarse los gastos de personal de la Administración General del Estado y de sus Organismos públicos, así como autorizar cualquier medida relativa a la organización y al personal que pueda suponer incremento en el gasto o que requiera para su aplicación modificaciones presupuestarias que, según la Ley General Presupuestaria, excedan de la competencia de los titulares de los Departamentos ministeriales.

        
				
        
          Art. 67.
          Procedimientos de determinación de las estructuras de la Administración General del Estado y sus Organismos públicos.
          –1.
          a)
          La organización de los Ministerios se determinará mediante Real Decreto del Consejo de Ministros, a iniciativa del Ministro o Ministros interesados y a propuesta del Ministro de Administraciones Públicas, en los supuestos de creación, modificación, refundición o supresión de Subsecretarías, Secretarías Generales, Secretarías Generales Técnicas, Direcciones Generales, Subdirecciones Generales y órganos asimilados.
        

        
				
        
          b)
          El resto de la organización de los Ministerios que suponga la creación, modificación, refundición o supresión de órganos inferiores a Subdirección General se determinará por Orden ministerial, previa aprobación del Ministro de Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          2.
          a)
          Las estructuras orgánicas de las Delegaciones del Gobierno, con el contenido establecido en el artículo 32 de esta Ley, se determinarán por Real Decreto acordado en Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Administraciones Públicas y de acuerdo con los Ministerios interesados
          [68]
          .
        

        
				
        
          b)
          La organización de los servicios territoriales no integrados en la estructura de las Delegaciones del Gobierno se determinará, de acuerdo con lo previsto en el artículo 34 de esta Ley, por Real Decreto, a propuesta conjunta del Ministro correspondiente y del Ministro de Administraciones Públicas, o por Orden conjunta del Ministro correspondiente y del Ministro de Administraciones Públicas.
        

        
				
        3. Las normas de creación, modificación y extinción de los Organismos autónomos y entidades públicas empresariales, así como sus estatutos, se aprobarán conforme a los procedimientos establecidos en el capítulo IV del título III de esta Ley.

        
				
        4. En cualquier caso, antes de ser sometidos al órgano competente para promulgarlos, los proyectos de disposiciones de carácter general que afecten a las materias a que se refiere el apartado 1 del artículo anterior requerirán la aprobación previa del Ministro de Administraciones Públicas. Se entenderá concedida la aprobación si transcurren quince días desde aquel en que se hubiese recibido el proyecto del citado Ministerio, sin que éste haya formulado objeción alguna.

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
           
          La organización militar y las Delegaciones de Defensa.
          –1. La organización militar se rige, de acuerdo con el
          artículo 1 de la Ley Orgánica
           
          
            6/1980
            [69]
          
          , reformada por la Ley Orgánica 1/1984, por su legislación peculiar.
        

        
				
        
          2. Las Delegaciones de Defensa permanecerán integradas en el Ministerio de Defensa y se regirán por su normativa específica
          [70]
          .
        

        
				
        
          Segunda.
           
          Delegados del Gobierno en Ceuta y Melilla.
          Las disposiciones contenidas en la presente Ley sobre los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas son de aplicación a los Delegados del Gobierno en Ceuta y Melilla
          [71]
          .
        

        
				
        
          Tercera.
           
          Situaciones administrativas.
          –Se añaden dos nuevas letras al artículo 29.2 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública:
        

        
				
        
          «m)
          Cuando sean nombrados Subsecretarios, Secretarios generales técnicos o Directores generales.
        

        
				
        
          n)
          Cuando sean nombrados Subdelegados del Gobierno en las provincias.»
        

        
				
        
          Cuarta.
           
          Asunción de competencias de Gobernadores Civiles.
          –El Delegado del Gobierno asumirá las competencias sancionadoras atribuidas a los
          Gobernadores Civiles
          en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana
          [72]
          , y por la Ley 23/1992, de 30 de julio, de Seguridad Privada
          [73]
          , correspondiendo las demás competencias de carácter sancionador a los Subdelegados del Gobierno.
        

        
				
        En los casos en que la resolución corresponda al Delegado del Gobierno, la iniciación e instrucción de los procedimientos corresponderá a la Subdelegación del Gobierno competente por razón del territorio.

        
				
        
          
            Igualmente corresponderá a los Delegados del Gobierno la imposición de sanciones por la comisión de infracciones graves y muy graves previstas en el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo. La imposición de sanciones por infracciones leves previstas en dicha Ley corresponderá a los Subdelegados del Gobierno
            [74]
            .
          
        

        
				
        
          Asimismo, el Delegado del Gobierno desempeñará las demás competencias que la legislación vigente atribuye a los
          Gobernadores Civiles.
        

        
				
        
          Quinta.
           
          Competencias estatales en materia de seguridad pública en las Comunidades Autónomas con Cuerpos de Policía propios.
          –En las Comunidades Autónomas que, de acuerdo con su Estatuto de Autonomía, hayan creado Cuerpos de Policía propios, las competencias estatales en materia de seguridad pública se ejercerán directamente por los Delegados del Gobierno, sin perjuicio de las funciones que puedan desconcentrarse o delegarse en los Subdelegados del Gobierno.
        

        
				
        
          Sexta.
           
          Entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social.–
          A las entidades gestoras y la Tesorería General de la Seguridad Social les serán de aplicación las previsiones de esta Ley, relativas a los Organismos autónomos, salvo lo dispuesto en el párrafo siguiente
          [75]
          .
        

        
				
        El régimen de personal, económico-financiero, patrimonial, presupuestario y contable de las entidades gestoras y la Tesorería General de la Seguridad Social, así como el relativo a la impugnación y revisión de sus actos y resoluciones y a la asistencia jurídica, será el establecido por su legislación específica, por la Ley General Presupuestaria en las materias que sean de aplicación y supletoriamente por esta Ley.

        
				
        
          Séptima.
           
          Régimen jurídico del Consejo de Estado.
          –El Consejo de Estado se regirá por su legislación específica
          [76]
          .
        

        
				
        
          Octava.
           
          Régimen jurídico del Banco de España y de los Fondos de Garantía de Depósitos en Entidades de Crédito
          . El Banco de España
          [77]
          , así como los Fondos de Garantía de Depósitos en Establecimientos bancarios, en Cajas de Ahorro y en Cooperativas de Crédito se regirán por su legislación específica
          [78]
          .
        

        
				
        
          Novena.
           
          Régimen jurídico de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, del Consejo Económico y Social y del Instituto Cervantes.
          –La Agencia Estatal de Administración Tributaria
          [79]
          , el Consejo Económico y Social
          [80]
          y el Instituto Cervantes
          [81]
          continuarán rigiéndose por su legislación específica, por las disposiciones de la Ley General Presupuestaria que les sean de aplicación y supletoriamente por esta Ley.
        

        
				
        
          Décima.
           
          Régimen jurídico de determinados organismos públicos.–
          1. 1. La Comisión Nacional del Mercado de Valores
          [82]
          , el Consejo de Seguridad Nuclear
          [83]
          , la Corporación RTVE
          [84]
          , las Universidades no transferidas, la Agencia de Protección de Datos
          [85]
          , el Instituto Español de Comercio Exterior (ICEX)
          [86]
          , el Consorcio de la Zona Especial Canaria
          [87]
          , la Comisión Nacional de Energía
          [88]
          , la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones
          [89]
          , la Comisión Nacional de la Competencia
          [90]
          , la Comisión Nacional del Sector Postal y el Consejo Estatal de Medios Audiovisuales
          [91]
          se regirán por su legislación específica y supletoriamente por esta ley.
        

        
				
        
          El Gobierno y la Administración General del Estado ejercerán respecto de tales Organismos las facultades que la normativa de cada uno de ellos les asigne, en su caso, con estricto respeto a sus correspondientes ámbitos de autonomía
          [92]
          .
        

        
				
        2. Los Organismos públicos a los que, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, se les reconozca expresamente por una Ley la independencia funcional o una especial autonomía respecto de la Administración General del Estado, se regirán por su normativa específica en los aspectos precisos para hacer plenamente efectiva dicha independencia o autonomía. En los demás extremos y, en todo caso, en cuanto al régimen de personal, bienes, contratación y presupuestación, ajustarán su regulación a las prescripciones de esta Ley, relativas a los Organismos públicos que, en cada caso, resulten procedentes, teniendo en cuenta las características de cada organismo.

        
				
        3. En todo caso, los Organismos públicos referidos en los apartados 1 y 2 de esta disposición adicional estarán sujetos a las disposiciones de la Ley General Presupuestaria que les sean de aplicación.

        
				
        
          Undécima.
          Régimen jurídico del Organismo autónomo Correos y Telégrafos
          [93]
          .
          –
          1. El actual Organismo autónomo Correos y Telégrafos tendrá la condición de entidad pública empresarial y se regirá por lo dispuesto en la presente Ley. Le será de aplicación la legislación contenida en el artículo 99 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, en lo relativo a sus funciones, así como a su régimen patrimonial al amparo del artículo 56 de esta Ley. Asimismo, de acuerdo con las previsiones de la Ley 13/1995, de Contratos de las Administraciones Públicas, el régimen de contratación de la Entidad será el previsto en la Ley 31/1990.
        

        
				
        
          Los recursos económicos de la entidad podrán provenir de cualquiera de los enumerados en el apartado 1 del artículo 65 de la presente Ley.
        

        
				
        
          2. Al personal de la entidad pública empresarial Correos y Telégrafos le seguirá siendo de aplicación el régimen establecido en el artículo 99 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, y sus disposiciones de desarrollo.
        

        
				
        
          3. En el plazo de seis meses contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, deberá aprobarse por el Gobierno el Estatuto de la entidad pública empresarial conforme a las previsiones establecidas en la misma y en la presente disposición adicional.
        

        
				
        
          Duodécima.
           
          Sociedades mercantiles estatales.
          –1. Las sociedades mercantiles estatales se regirán íntegramente, cualquiera que sea su forma jurídica, por el ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias en que les sean de aplicación la normativa presupuestaria, contable, patrimonial, de control financiero y contratación. En ningún caso podrán disponer de facultades que impliquen el ejercicio de autoridad pública.
        

        
				
        2. Las sociedades mercantiles estatales, con forma de sociedad anónima, cuyo capital sea en su totalidad de titularidad, directa o indirecta, de la Administración General del Estado o de sus Organismos públicos, se regirán por el título VII de la Ley del Patrimonio de las Administraciones Públicas y por el ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias en que les sean de aplicación la normativa presupuestaria, contable, de control financiero y de contratación.

        
				
        
          3. La Corporación de Radio y Televisión Española, como sociedad anónima estatal dotada de especial autonomía respecto de la Administración General del Estado, se regirá en primer lugar por su Ley reguladora y sus estatutos sociales; en segundo lugar por su legislación sectorial y por las normas reguladoras de las sociedades mercantiles estatales en lo que le sean de aplicación, y, en defecto de la anterior normativa, por el ordenamiento privado
          [94]
          .
        

        
				
        
          Decimotercera.
           
          Delegación y avocación de competencias y delegación de firma.
          –1. La delegación de competencias entre órganos deberá ser previamente aprobada en la Administración General del Estado por el órgano ministerial de quien dependa el órgano delegante y en los Organismos públicos por el órgano máximo de dirección, de acuerdo con lo establecido en sus normas de creación.
        

        
				
        Cuando se trate de órganos no relacionados jerárquicamente, será necesaria la previa aprobación del órgano superior común si ambos pertenecieren al mismo Ministerio, o del órgano superior del que dependa el órgano delegado, si el órgano delegante y el delegado pertenecen a diferentes Ministerios.

        
				
        2. Toda avocación habrá de ser puesta en conocimiento del superior jerárquico ministerial del órgano avocante.

        
				
        3. La delegación de firma de resolución y actos administrativos habrá de ser comunicada al superior jerárquico del delegante.

        
				
        4. Los órganos de la Administración General del Estado podrán delegar el ejercicio de sus competencias propias en los Organismos públicos dependientes, cuando resulte conveniente para alcanzar los fines que tengan asignados y mejorar la eficacia de su gestión.

        
				
        La delegación deberá ser previamente aprobada por los órganos de los que dependan el órgano delegante y el órgano delegado, o aceptada por este último cuando sea el órgano máximo de dirección del Organismo.

        
				
        
          En lo demás, el régimen de estas delegaciones será el previsto en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
          [95]
          .
        

        
				
        
          Decimocuarta.
           
          Conflictos de atribuciones intraministeriales.
          –1. Los conflictos positivos o negativos de atribuciones entre órganos de un mismo Ministerio serán resueltos por el superior jerárquico común en el plazo de diez días, sin que quepa recurso alguno.
        

        
				
        2. En los conflictos positivos, el órgano que se considere competente requerirá de inhibición al que conozca del asunto, quien suspenderá el procedimiento por un plazo de diez días. Si dentro de dicho plazo acepta el requerimiento, remitirá el expediente al órgano requirente. En caso de considerarse competente, remitirá acto seguido las actuaciones al superior jerárquico común.

        
				
        3. En los conflictos negativos, el órgano que se estime incompetente remitirá directamente las actuaciones al órgano que considere competente, quien decidirá en el plazo de diez días y, en su caso, de considerarse, asimismo, incompetente, remitirá acto seguido el expediente con su informe al superior jerárquico común.

        
				
        4. Los interesados en el procedimiento plantearán estos conflictos de acuerdo a lo establecido en el artículo 20 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

        
				
        
          Decimoquinta.
           
          Fin de la vía administrativa.
          –Ponen fin a la vía administrativa, salvo lo que pueda establecer una Ley especial, de acuerdo con lo dispuesto en las letras
          c)
          y
          d)
          del artículo 109 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, los actos y resoluciones siguientes:
        

        
				
        1. Los actos administrativos de los miembros y órganos del Gobierno.

        
				
        2. En particular, en la Administración General del Estado:

        
				
        Los emanados de los Ministros y los Secretarios de Estado en el ejercicio de las competencias que tienen atribuidas los órganos de los que son titulares.

        
				
        Los emanados de los órganos directivos con nivel de Director general o superior, en relación con las competencias que tengan atribuidas en materia de personal.

        
				
        3. En los Organismos públicos adscritos a la Administración General del Estado:

        
				
        Los emanados de los máximos órganos de dirección unipersonales o colegiados, de acuerdo con lo que establezcan sus estatutos, salvo que por ley se establezca otra cosa.

        
				
        
          Decimosexta.
           
          
            Revisión de oficio
            [96]
          
          .
          –1. Serán competentes para la revisión de oficio de los actos administrativos nulos o anulables:
        

        
				
        
          a)
          El Consejo de Ministros, respecto de sus propios actos y de los dictados por los Ministros.
        

        
				
        
          b)
          En la Administración General del Estado:
        

        
				
        Los Ministros, respecto de los actos de los Secretarios de Estado y de los dictados por órganos directivos de su Departamento no dependientes de una Secretaría de Estado.

        
				
        Los Secretarios de Estado, respecto de los actos dictados por los órganos directivos de ellos dependientes.

        
				
        
          c)
          En los Organismos públicos adscritos a la Administración General del Estado:
        

        
				
        Los órganos a los que estén adscritos los Organismos, respecto de los actos dictados por el máximo órgano rector de éstos.

        
				
        Los máximos órganos rectores de los Organismos, respecto de los actos dictados por los órganos de ellos dependientes.

        
				
        2. La revisión de oficio de los actos administrativos en materia tributaria se ajustará a lo dispuesto en la Ley General Tributaria y disposiciones dictadas en desarrollo y aplicación de la misma.

        
				
        
          Decimoséptima.
           
          Recurso extraordinario de revisión.
          1. Será competente para conocer del recurso extraordinario de revisión el órgano administrativo que haya dictado el acto objeto de recurso.
        

        
				
        
          2. La competencia para conocer del recurso extraordinario de revisión regulado en la Ley General Tributaria y en el texto articulado de la
          Ley de Procedimiento Económico-Administrativo
          , corresponderá a los órganos que dichas normas establezcan
          [97]
          .
        

        
				
        DISPOSICIONES TRANSITORIAS

        
				
        
          Primera.
           
          Régimen transitorio de nombramientos de titulares de órganos directivos.
          –Las normas de esta Ley relativas al nombramiento de Subsecretarios, Secretarios generales, Secretarios generales técnicos, Directores generales y órganos asimilados serán de aplicación a los que se produzcan con posterioridad a su entrada en vigor.
        

        
				
        
          Segunda.
           
          
            Adaptación de la organización territorial
            [98]
          
          .–1. En el plazo de un mes a partir de la entrada en vigor de esta Ley, los
          Gobernadores Civiles
          y
          Delegados insulares
          serán sustituidos, respectivamente, por Subdelegados del Gobierno y Directores insulares de la Administración General del Estado, nombrados de acuerdo con lo establecido en los artículos 23, 29 y 30.
        

        
				
        
          2. Los actuales
          Gobernadores Civiles
          y
          Delegados insulares
          ejercerán respectivamente las competencias que en esta Ley se atribuyen a los Subdelegados del Gobierno y Directores insulares, hasta tanto se produzca el nombramiento de estos últimos conforme al apartado anterior.
        

        
				
        
          3. En tanto se lleven a efecto las previsiones de la disposición final segunda, las Delegaciones del Gobierno, las Subdelegaciones del Gobierno y las Direcciones Insulares mantendrán la estructura, unidades y puestos de trabajo de las actuales Delegaciones del Gobierno,
          Gobiernos Civiles
          y
          Delegaciones Insulares,
          y seguirán rigiéndose por las normas de funcionamiento y dependencia orgánica vigentes para estos órganos con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley.
        

        
				
        
          Tercera.
           
          
            Adaptación de los Organismos autónomos y las demás entidades de Derecho público a las previsiones de esta Ley
            [99]
          
          .
          –1. Sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones contenidas en el título I de esta Ley y de las competencias de control atribuidas en la misma a los Ministerios de adscripción, los Organismos autónomos y las demás entidades de Derecho público existentes se seguirán rigiendo por la normativa vigente a la entrada en vigor de esta Ley hasta tanto se proceda a su adecuación a las previsiones contenidas en la misma.
        

        
				
        2. Dicha adecuación se llevará a efecto por Real Decreto a propuesta conjunta de los Ministros de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda, de acuerdo con los Ministerios de los que dependan las entidades afectadas, en los siguientes casos:

        
				
        
          a)
          Adecuación de los actuales Organismos autónomos, cualquiera que sea su carácter, al tipo de Organismo autónomo previsto en esta Ley.
        

        
				
        
          b)
          Adecuación de los entes incluidos en la letra
          b)
          del apartado 1 del artículo 6 de la Ley General Presupuestaria al tipo de entidad pública empresarial.
        

        
				
        Cuando la norma de adecuación incorpore peculiaridades respecto del régimen general de cada tipo de Organismo en materia de personal, contratación y régimen fiscal, la norma deberá tener rango de Ley.

        
				
        En todos los demás supuestos, la adecuación de las actuales entidades se producirá mediante Ley.

        
				
        3. Este proceso de adaptación deberá haber concluido en un plazo máximo de dos años, a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

        
				
        
          4. Una vez producida dicha adecuación, las remisiones a la Ley General Presupuestaria contenidas en esta Ley respecto de los Organismos autónomos y entidades públicas empresariales, se entenderán referidas respectivamente a los Organismos autónomos de carácter administrativo y a las entidades de Derecho público de la letra
          b)
          del apartado 1 del artículo 6 del texto refundido de la Ley General Presupuestaria, en tanto se proceda a la modificación de dicha Ley.
        

        
				
        5. El personal de los Organismos autónomos, sociedades estatales y entes del sector público estatal existentes a la entrada en vigor de esta Ley, que se transformen en entidades públicas empresariales, continuará rigiéndose por la normativa vigente en el momento de la transformación hasta tanto se dicten las correspondientes normas de adecuación.

        
				
        DISPOSICIÓN DEROGATORIA

        
				
        
          Única.
           
          Normas objeto de derogación y de reducción a rango reglamentario.
          –1. Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan, contradigan o resulten incompatibles con lo dispuesto en la presente Ley, y, en especial:
        

        
				
        
          a)
          La Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, texto refundido aprobado por Decreto de 26 de julio de 1957.
        

        
				
        
          b)
          La Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, salvo el capítulo I del título VI, con excepción del apartado 2 del artículo 130, que queda derogado.
        

        
				
        
          c)
          La Ley de Régimen de las Entidades Estatales Autónomas de 26 de diciembre de 1958.
        

        
				
        
          d)
          La Ley 10/1983, de 16 de agosto, de Organización de la Administración Central del Estado.
        

        
				
        
          e)
          La Ley 17/1983, de 16 de noviembre, sobre Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas.
        

        
				
        
          f)
          Los artículos 4 y 6, apartados 1.
          b)
          y 5, del texto refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.
        

        
				
        
          g)
          La disposición adicional novena de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        2. No obstante lo establecido en el apartado anterior, en tanto no entre en vigor la Ley que regule el Gobierno, mantendrán su vigencia los preceptos de las Leyes que a continuación se reseñan:

        
				
        
          a)
          De la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado: Artículos 2, 4, 5, 8, 10, 11, 12, 13, 14.2, 22.1 y 2, 23.2, 24, 25 y 32.1.
        

        
				
        
          b)
          De la Ley de Organización de la Administración Central del Estado: Artículos 1.1, 2, 3, 4, 5, 6 y 10.1.
        

        
				
        
          c)
          De la Ley de Conflictos Jurisdiccionales de 17 de julio de 1948: Artículos 49, 50, 51, 52 y 53.
        

        
				
        3. Conservan su vigencia con rango reglamentario, en tanto no sean modificados por el Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con la competencia atribuida por el artículo 66 de la presente Ley, los artículos 31, 32 y 33; el apartado 1 del artículo 34, y los artículos 36, 37, 38 y 39 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958.

        
				
        DISPOSICIONES FINALES

        
				
        
          Primera.
           
          Facultades de desarrollo.
          –Se autoriza al Consejo de Ministros para dictar las disposiciones necesarias en desarrollo de la presente Ley.
        

        
				
        
          Segunda.
           
          Integración de servicios periféricos en las Delegaciones del Gobierno.
          –En el plazo de seis meses, el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con los Ministros interesados, fijará, mediante Real Decreto, la estructura de las Delegaciones del Gobierno, que incluirá los servicios que deban integrarse y su distribución en el ámbito autonómico y provincial, de acuerdo con lo previsto en los artículos 33 y 34 de esta Ley.
        

        
				
        
          Transcurrido dicho plazo, quedarán suprimidas todas las Direcciones o Delegaciones Provinciales y Territoriales de los Ministerios y de los Organismos públicos cuyos servicios se integren
          [100]
          .
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] Véanse el artículo 103.1 de la Constitución Española de 1978, transcrito en nota al artículo 1 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1) y el artículo 3.1 de la citada Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ] Véase el artículo 3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ] Véase el artículo 12.1 y 2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              4
              ] Véase el artículo 33 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958 recogido en nota al artículo 35
              .g)
              de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              5
              ] Véanse el capítulo IV del Real Decreto 951/2005, de 29 de julio (§ 12), y el artículo 34 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958 (recogido en nota al artículo 35. j) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1)..
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              6
              ] Véase el Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado (§ 12).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              7
              ]Véase el artículo 103.2 de la Constitución Española de 1978, transcrito en nota al epígrafe del título II de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1), el artículo 2.2
              .j)
              de la Ley del Gobierno (§ 4), y el artículo 10 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              8
              ]Sobre incompatibilidades, véase el artículo 14 de la Ley del Gobierno (§ 4) y sus notas.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              9
              ] Véase el artículo 10 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              10
              ]En la actualidad, y conforme al artículo 1 del Real Decreto 542/2009, de 7 de abril («BOE» núm. 85, de 7 de abril), por el que se reestructuran los Departamentos ministeriales, la Administración General del Estado queda estructurada en los siguientes Departamentos ministeriales:
            

            
						
            Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

            
						
            Ministerio de Justicia.

            
						
            Ministerio de Defensa.

            
						
            Ministerio de Economía y Hacienda.

            
						
            Ministerio del Interior.

            
						
            Ministerio de Fomento.

            
						
            Ministerio de Educación.

            
						
            Ministerio de Trabajo e Inmigración.

            
						
            Ministerio de Industria, Turismo y Comercio.

            
						
            Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino.

            
						
            Ministerio de la Presidencia.

            
						
            Ministerio de Política Territorial.

            
						
            Ministerio de Cultura.

            
						
            Ministerio de Sanidad y Política Social.

            
						
            Ministerio de Vivienda.

            
						
            Ministerio de Ciencia e Innovación.

            
						
            Ministerio de Igualdad.

            
						
            Téngase en cuenta, asimismo, el Real Decreto 543/2009, de 7 de abril («BOE» núm. 85, de 7 de abril), sobre las Vicepresidencias del Gobierno.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              11
              ]Véase el artículo 2.2
              .j)
              de la Ley del Gobierno (§ 4).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              12
              ]Véanse los artículos 12 a 21 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              13
              ]Véanse los artículos 67.1 y 4 de esta Ley y 5.1
              .i)
              de la Ley del Gobierno (§ 4).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              14
              ]Véase el artículo 4 de la Ley del Gobierno (§ 4).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              15
              ]Véanse los artículos 20 y 21 del Real Decreto 951/2005, de 29 de julio (§ 12).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              16
              ]Véase el artículo 5 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              17
              ]Párrafo redactado conforme a la Ley 50/1998, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              18
              ]Rúbrica redactada conforme a la Ley 50/1998, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              19
              ]Véase el artículo 20.1.
              b)
              y 3 de la Ley del Gobierno (§ 4).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              20
              ]Artículos 42 y siguientes de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              21
              ]Véanse los artículos 291 a 294 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre («BOE» núm. 261, de 31 de octubre), de Contratos del Sector Público.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              22
              ]Véanse los artículos 65 a 70 y 122 a 128 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre («BOE» núm. 264, de 4 de noviembre), del Patrimonio de las Administraciones Públicas.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              23
              ]Véanse los artículos 93 a 98 del Estatuto Básico del Empleado Público aprobado por la Ley 7/2007, de 12 de abril («BOE» núm. 89, de 13 de abril).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              24
              ]Apartado redactado conforme a la Ley 50/1998, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre).
            

            
						
            Véase el artículo 103 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              25
              ]El presente apartado 12 se corresponde, con su misma redacción, con el anterior apartado 11.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              26
              ]Véase el Real Decreto 1558/1977, de 4 de julio («BOE» núm. 159, de 5 de julio), por el que se reestructuran determinados órganos de la Administración Central del Estado, que crea la figura del Secretario de Estado, intermedia entre el Ministro y el Subsecretario.
            

            
						
            Véanse, asimismo, los artículos 7 y 15 de la Ley del Gobierno (§ 4).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              27
              ]Véase el artículo 16.2 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              28
              ] Véanse los artículos 291 a 294 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre («BOE» núm. 261, de 31 de octubre), de Contratos del Sector Público.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              29
              ]Véanse los artículos 20 y 21 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              30
              ]Véase el artículo 21 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              31
              ]Véanse los artículos 10 y 11 del Real Decreto 2169/1984, de 28 de noviembre («BOE» núm. 293, de 7 de diciembre), de atribución de competencias en materia de personal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              32
              ]Véanse el Real Decreto 118/2001, de 9 de febrero («BOE» núm. 36, de 10 de febrero), de ordenación de publicaciones oficiales; artículos 23 a 39 de la Ley 12/1989, de 9 de mayo («BOE» núm. 112, de 11 de mayo), de la Función Estadística Pública, y la disposición adicional 4.ª de la Ley 4/1990, de 29 de junio («BOE» núm. 156, de 30 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 184, de 2 de agosto), de Presupuestos Generales del Estado para 1990, por la que se determinan las estadísticas de cumplimiento obligatorio, modificada por la Ley 13/1996, de 30 de diciembre («BOE» núm. 315, de 31 de diciembre), de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              33
              ]Véanse el Real Decreto 1330/1997, de 1 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto), de integración de servicios periféricos y de estructura de las Delegaciones de Gobierno, y la Orden de 7 de noviembre de 1997 («BOE» núm. 268, de 8 de noviembre), por la que se desarrolla el Real Decreto citado, modificada por la Orden PRE/2424/2002, de 3 de octubre («BOE» núm. 238, de 4 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              34
              ]Véase el artículo 154 de la Constitución Española de 1978.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              35
              ]Véanse los artículos 27.1 y 29.2.
              c)
              de esta Ley y el Real Decreto 119/2003, de 31 de enero («BOE» núm. 38, de 13 de febrero), por el que se crea y regula la Comisión interministerial de coordinación de la Administración periférica del Estado, cuyo artículo 3 ha sido modificado por el Real Decreto 1037/2004, de 7 de mayo («BOE» núm. 122, de 20 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              36
              ]Véanse los artículos 10 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública; 11 del Real Decreto 2169/1984, de 28 de noviembre («BOE» núm. 293, de 7 de diciembre), de atribución de competencias en materia de personal, y 5 del Real Decreto 1330/1997, de 1 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto), de integración de servicios periféricos y de estructura de las Delegaciones del Gobierno.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              37
              ]Véase el artículo 3 de la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo («BOE» núm. 120, de 20 de mayo), de Conflictos Jurisdiccionales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              38
              ]Véanse los artículos 1 a 4, 9 y 10 del Real Decreto 208/1996, de 9 de febrero, por el que se regulan los servicios de información administrativa y atención al ciudadano («BOE» núm. 55, de 4 de marzo de 1996; corrección de errores en «BOE» núm. 75, de 27 de marzo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              39
              ]Véase el artículo 33 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              40
              ]Véase el artículo 5 del Real Decreto 1330/1997, de 1 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              41
              ]Véase el artículo 12 del Real Decreto 1330/1997, de 1 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto), de integración de servicios periféricos y de estructura de las Delegaciones del Gobierno.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              42
              ]Véanse los artículos 1 a 5 y las disposiciones adicionales 1.ª a 3.ª del Real Decreto 617/1997, de 25 de abril («BOE» núm. 106, de 3 de mayo), de Subdelegados del Gobierno y Directores insulares de la Administración General del Estado.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              43
              ]Apartado redactado conforme a la Ley 53/2002, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre), de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              44
              ]El presente apartado 3 figura conforme a la redacción dada por la Ley 53/2002, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              45
              ]Véanse los artículos 6 a 10 y las disposiciones adicionales 1.ª a 3.ª del Real Decreto 617/1997, de 25 de abril («BOE» núm. 106, de 3 de marzo), y el artículo 7 del Real Decreto 1330/1997, de 1 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              46
              ]Véase el artículo 3 del Real Decreto 1330/1997, de 1 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto), de integración de servicios periféricos y de estructura de las Delegaciones de Gobierno.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              47
              ]Véanse los artículos 67.2
              .a)
              de esta Ley y 2, 3 y 4 del Real Decreto 1330/1997, de 1 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              48
              ]Véase la disposición final 2.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              49
              ]Véase el artículo 67.2.
              b)
              de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              50
              ]Véase el artículo 10 del Real Decreto 1330/1997, de 1 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto), de integración de servicios periféricos y de estructura de las Delegaciones de Gobierno.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              51
              ]Véase el Real Decreto 632/1987, de 8 de mayo («BOE» núm. 118, de 18 de mayo), sobre organización de la Administración del Estado en el exterior.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              52
              ]En la actualidad Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              53
              ]Artículos 22 a 27 de la citada Ley (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              54
              ]El Decreto 2134/1965, de 7 de julio («BOE» núm. 176, de 24 de julio), por el que se regula la creación, funcionamiento y extinción de las Comisiones Interministeriales, precisa:
            

            
						
            «Artículo 1.º 1. A los efectos de este Decreto, se entiende por Comisiones Interministeriales aquellos órganos colegiados de trabajo que se constituyen por acuerdo del Consejo de Ministros o de las Comisiones Delegadas del Gobierno o por resolución de la Presidencia del Gobierno, y que, integrados por representantes de dos o más Departamentos, tienen por finalidad el estudio, la información adecuada y, en su caso, la propuesta de resolución del Gobierno de cuestiones que afecten a varios Ministerios.

            
						
            2. Quedan excluidos de las normas específicas de este Decreto los órganos colegiados que por su carácter de permanentes formen parte de la estructura orgánica de la Administración, así como los grupos de trabajo y los Organismos colegiados de gestión.

            
						
            Art. 2.º La disposición constitutiva de una Comisión Interministerial establecerá su composición y determinará la persona que haya de ejercer la presidencia de la misma. Fijará, igualmente, la misión que se le encomiende y, eventualmente, el plazo en que debe cumplimentarla.

            
						
            Art. 3.º Las Comisiones Interministeriales se ajustarán en su funcionamiento a lo establecido en el capítulo II del título I de la Ley de Procedimiento Administrativo y en las normas específicas contenidas en las disposiciones que las crean.

            
						
            Art. 4.º En la Presidencia del Gobierno se llevará un Registro de Comisiones Interministeriales. A tal fin, los Secretarios de las Comisiones Interministeriales remitirán al Secretariado del Gobierno un extracto de los acuerdos adoptados en cada sesión, manteniendo íntimo contacto con el mismo y facilitándole cuantos datos sean precisos para el efectivo ejercicio de su misión.

            
						
            Art. 5.º Cumplida la misión para la que fue constituida o transcurrido el plazo que se hubiese fijado para el desempeño de su cometido y el de la prórroga, en su caso, la Presidencia del Gobierno podrá dar de baja a la Comisión Interministerial en el Registro correspondiente.

            
						
            Art. 6.º Se faculta a la Presidencia del Gobierno para dictar las disposiciones precisas para el desarrollo y debido cumplimiento de este Decreto.»

            
						
            En uso de esta autorización, y por Orden de 24 de mayo de 1969 («BOE» núm. 127, de 28 de mayo), se dictan las oportunas normas de desarrollo relativas a la constitución, composición, funcionamiento, ampliación, registro y extinción de las Comisiones Interministeriales.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              55
              ]Véanse los artículos 45 a 52 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              56
              ]Véanse los artículos 53 a 60 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              57
              ]Apartado redactado de conformidad con la Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias estatales para la mejora de los servicios públicos (§ 3).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              58
              ]El presente apartado 3 figura redactado conforme a la Ley 14/2000, de 29 de diciembre («BOE» núm. 313, de 30 de diciembre), de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              59
              ]Apartado adicionado por la Ley 28/2006, de 18 de julio (§ 3).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              60
              ]Véase el artículo 65.1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              61
              ]Artículo redactado conforme a la Ley 33/2003, de 3 de noviembre («BOE» núm. 264, de 4 de noviembre), del Patrimonio de las Administraciones Públicas.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              62
              ]Véase el artículo 2.2 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre («BOE» núm. 261, de 31 de octubre), de Contratos del Sector Público.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              63
              ]Artículos 107 a 119 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              64
              ]Artículo redactado conforme a la Ley 33/2003, de 3 de noviembre («BOE» núm. 264, de 4 de noviembre), del Patrimonio de las Administraciones Públicas.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              65
              ]Ley 47/2003, de 26 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              66
              ]Véanse los artículos 107 a 119 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              67
              ]Véase el Real Decreto 1162/1999, de 2 de julio, por el que se regula el contenido del Plan inicial de actuación de los organismos públicos (§ 14).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              68
              ]Véase el Real Decreto 1330/1997, de 1 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto), de integración de servicios periféricos y de estructura de las Delegaciones del Gobierno.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              69
              ]Derogada por la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre («BOE» núm. 276, de 18 de noviembre), de la Defensa Nacional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              70
              ]Véase el Real Decreto 308/2007, de 2 de marzo («BOE» núm. 64, de 15 de marzo), sobre organización y funcionamiento de las Delegaciones de Defensa.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              71
              ]Véanse los artículos 22 y siguientes de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              72
              ]Véanse sus artículos 2.1.
              c)
              y 29.1.
              d)
              .
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              73
              ]Véase su artículo 30.1.
              d).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              74
              ]Párrafo derogado por la Ley Orgánica 15/2007, de 30 de noviembre («BOE» núm. 288, de 1 de diciembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, en materia de seguridad social.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              75
              ]Artículos 45 y siguientes de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              76
              ]Véase la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril («BOE» núm. 100, de 25 de abril), del Consejo de Estado, modificada por las Leyes Orgánicas 13/1983, de 26 de noviembre («BOE» núm. 287, de 1 de diciembre), 2/1987, de 18 de mayo («BOE» núm. 120, de 20 de mayo), de Conflictos Jurisdiccionales y 3/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre).
            

            
						
            Véase también el Real Decreto 1674/1980, de 18 de julio («BOE» núm. 209, de 30 de agosto), por el que se aprueba el Reglamento Orgánico del Consejo de Estado, modificado por los Reales Decretos 1405/1990, de 16 de noviembre («BOE» núm. 276, de 17 de noviembre), 990/1998, de 22 de mayo («BOE» núm. 129, de 30 de mayo) y 449/2005, de 22 de abril («BOE» núm. 99, de 26 de abril).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              77
              ]Véase la Ley 13/1994, de 1 de junio («BOE» núm. 131, de 2 de junio), de Autonomía del Banco de España, que ha sufrido varias modificaciones. Asimismo, véase la Resolución de 28 de marzo de 2000 («BOE» núm. 83, de 6 de abril), del Consejo de Gobierno del Banco de España, por la que se aprueba el Reglamento Interno del Banco de España.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              78
              ]Disposición adicional redactada conforme a la Ley 20/1998, de 1 de julio («BOE» núm. 157, de 2 de julio), de reforma del Régimen Jurídico y Fiscal de las Instituciones de Inversión Colectiva de Naturaleza Inmobiliaria y sobre Cesión de Determinados Derechos de Crédito de la Administración General del Estado.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              79
              ]Véase el artículo 103 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre («BOE» núm. 311, de 28 de diciembre; corrección de errores en «BOE» núm. 39, de 14 de febrero), de Presupuestos Generales del Estado para 1991, teniendo en cuenta que ha tenido diversas modificaciones.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              80
              ]Véase la Ley 21/1991, de 17 de junio («BOE» núm. 145, de 18 de junio), por la que se crea el Consejo Económico y Social, modificada por la Ley 31/1991, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre), de Presupuestos Generales del Estado para 1992, y la Resolución de 31 de marzo de 1993 («BOE» núm. 88, de 13 de abril; corrección de errores en «BOE» núm. 135, de 7 de junio), por la que se acuerda la publicación del Reglamento de Organización y Funcionamiento Interno del Consejo Económico y Social, modificado por las Resoluciones de 20 de enero de 1994 («BOE» núm. 38, de 14 de febrero), de 24 de octubre de 1994 («BOE» núm. 269, de 10 de noviembre) y de 26 de junio de 1995 («BOE» núm. 235, de 2 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              81
              ]Véanse la Ley 7/1991, de 21 de marzo («BOE» núm. 70, de 22 de marzo), por la que se crea el Instituto Cervantes, y el Real Decreto 1526/1999, de 1 de octubre («BOE» núm. 244, de 12 de octubre), por el que se aprueba su Reglamento, modificado por los Reales Decretos 1137/2002, de 31 de octubre («BOE» núm. 268, de 8 de noviembre), 2018/2004, de 11 de octubre («BOE» núm. 247, de 13 de octubre) y 1954/2009, de 18 de diciembre («BOE» núm. 305, de 19 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              82
              ] Véanse los artículos 13 a 24 de la Ley 24/1988, de 28 de julio («BOE» núm. 181, de 29 de julio; corrección de errores en «BOE» núm. 122, de 23 de mayo de 1989), del Mercado de Valores, que han tenido varias modificaciones
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              83
              ] Véanse la Ley 15/1980, de 22 de abril («BOE» núm. 100, de 25 de abril), de creación del Consejo de Seguridad Nuclear, que ha tenido diversas modificaciones, y el Real Decreto 1157/1982, de 30 de abril («BOE» núm. 135, de 7 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 157, de 2 de julio), por el que se aprueba el Estatuto del Consejo de Seguridad Nuclear, modificado por el Real Decreto 469/2000, de 7 de abril («BOE» núm. 112, de 10 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              84
              ] Véase la Ley 17/2006, de 5 de junio («BOE» núm. 134, de 6 de junio), de la radio y la televisión de titularidad estatal, que ha tenido diversas modificaciones.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              85
              ]Véanse los artículos 35 a 42 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre («BOE» núm. 298, de 14 de diciembre), de Protección de Datos de Carácter Personal, cuyo artículo 37 ha sido modificado por la Ley 62/2003, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre), y el Real Decreto 428/1993, de 26 de marzo («BOE» núm. 106, de 4 de mayo), por el que se aprueba el Estatuto de la Agencia de Protección de Datos, conforme a la vigencia que le concede la disposición transitoria 3.ª de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, modificado por los Reales Decretos 156/1996, de 2 de febrero («BOE» núm. 37, de 12 de febrero) y 1665/2008, de 17 de octubre («BOE» núm. 267, de 5 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              86
              ] Por Real Decreto 1417/1987, de 13 de noviembre («BOE» núm. 278, de 20 de noviembre), pasó a denominarse Instituto Español de Comercio Exterior (ICEX) el Instituto Nacional de Fomento de la Exportación creado por Real Decreto-ley 6/1982, de 2 de abril («BOE» núm. 83, de 7 de abril). Su regulación actual se establece por el Real Decreto 317/1996, de 23 de febrero («BOE» núm. 64, de 14 de marzo), modificado por el Real Decreto 1165/2005, de 30 de septiembre («BOE» núm. 246, de 14 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              87
              ] Véanse los artículos 32 a 40 de la Ley 19/1994, de 6 de julio («BOE» núm. 161, de 7 de julio), de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, modificados por los Reales Decretos-leyes 2/2000, de 23 de junio («BOE» núm. 151, de 24 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 187, de 15 de agosto) y 12/2006, de 29 de diciembre («BOE» núm. 312, de 30 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              88
              ]Véase la disposición adicional 11.ª de la Ley 34/1998, de 7 de octubre («BOE» núm. 241, de 8 de octubre), del Sector de Hidrocarburos, modificada por las Leyes 24/2001, de 27 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre), 62/2003, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre) y 24/2005, de 18 de noviembre («BOE» núm. 277, de 19 de noviembre) y por el Real Decreto-Ley 4/2006, de 24 de febrero («BOE» núm. 50, de 28 de febrero). Por Real Decreto 1339/1999, de 31 de julio («BOE» núm. 202, de 24 de agosto), se aprueba el Reglamento de la Comisión Nacional de Energía, que ha tenido diversas modificaciones.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              89
              ] Véase el artículo 48 de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre («BOE» núm. 264, de 4 de noviembre), General de Telecomunicaciones, modificada por la Ley 56/2007, de 28 de diciembre («BOE» núm. 312, de 29 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              90
              ] Véanse los artículos 19 a 35 de la Ley 15/2007, de 3 de julio («BOE» núm. 159, de 4 de julio), de Defensa de la Competencia y el Real Decreto 331/2008, de 29 de febrero («BOE» núm. 54, de 3 de marzo), por el que se aprueba el Estatuto de la Comisión Nacional de la Competencia.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              91
              ] Véase la Ley 23/2007, de 8 de octubre («BOE» núm. 242, de 9 de octubre), de creación de la Comisión Nacional del Sector Postal, modificada por la Ley 51/2007, de 26 de diciembre («BOE» núm. 310, de 27 de diciembre). Por Real Decreto 1920/2009, de 11 de diciembre («BOE» núm. 311, de 26 de diciembre), se aprueba su Reglamento de desarrollo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              92
              ] Apartado redactado conforme a la Ley 7/2010, de 31 de marzo («BOE» núm. 79, de 1 de abril), General de la Comunicación Audiovisual.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              93
              ]Téngase en cuenta el artículo 58 de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, sobre la constitución de la «Sociedad Estatal Correos y Telégrafos, Sociedad Anónima» y extinción de la Entidad Pública Empresarial Correos y Telégrafos.
            

            
						
            Véase el Real Decreto 370/2004, de 5 de marzo («BOE» núm. 58, de 8 de marzo) por el que se aprueba el Estatuto del personal de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos, Sociedad Anónima.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              94
              ]Disposición adicional redactada conforme a la Ley 33/2003, de 3 de noviembre («BOE» núm. 264, de 4 de noviembre), del Patrimonio de las Administraciones Públicas, excepto el apartado 3 que ha sido añadido por la Ley 17/2006, de 5 de junio («BOE» núm. 134, de 6 de junio), de la radio y televisión de titularidad estatal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              95
              ]Véanse los artículos 13 a 16 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              96
              ]Véanse los artículos 102 y 103 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              97
              ]Véanse el artículo 244.4 de la Ley General Tributaria de 17 de diciembre de 2003.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              98
              ]Véanse los Reales Decretos 617/1997, de 25 de abril («BOE» núm. 106, de 3 de mayo), de Subdelegados del Gobierno y Directores insulares de la Administración General del Estado, y 1330/1997, de 1 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto), de integración de servicios periféricos y de estructura de las Delegaciones del Gobierno, y la Orden de 7 de noviembre de 1997 («BOE» núm. 268, de 8 de noviembre) por la que se desarrolla este último de la que el punto 4.c) del anexo único ha sido modificado por la Orden PRE/2424/2002, de 3 de octubre («BOE» núm. 238, de 4 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              99
              ]Véanse los Reales Decretos 370/1999, de 5 de marzo («BOE» núm. 64, de 16 de marzo), y 432/1999, de 12 de marzo («BOE» núm. 70, de 23 de marzo; corrección de errores en «BOE» núm. 91, de 16 de abril), de adaptación de diversas entidades de derecho público y de diversos Organismos autónomos, respectivamente, a las previsiones de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              100
              ] Véanse los Reales Decretos 617/1997, de 25 de abril («BOE» núm. 106, de 3 de mayo), de Subdelegados del Gobierno y Directores insulares de la Administración General del Estado, y 1330/1997, de 1 de agosto («BOE» núm. 199, de 20 de agosto), de integración de servicios periféricos y de estructura de las Delegaciones del Gobierno.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 3
          LEY 28/2006, DE 18 DE JULIO (JEFATURA DEL ESTADO), DE AGENCIAS ESTATALES PARA LA MEJORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS
        

        
				
        («BOE» núm. 171, de 19 de julio de 2006)

        
				
        EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

        
				
        I. Necesidad y oportunidad de las Agencias Estatales

        
				
        Satisfacer las necesidades y demandas ciudadanas con el nivel de calidad que en estos momentos la sociedad exige es un compromiso de los poderes públicos y, por ello, la adecuada y eficaz prestación de aquellos servicios públicos cuya gestión corresponde a la Administración General del Estado, requiere un nuevo enfoque organizativo y funcional de los organismos públicos que tienen encomendados estos servicios.

        
				
        El objetivo general de este nuevo marco de actuación es que los ciudadanos puedan visualizar de manera clara cuáles son los fines de los distintos organismos públicos y los resultados de la gestión que se ha encargado a cada uno de ellos, así como la forma en que se responsabilizan sus gestores por el cumplimiento de los objetivos que previamente han sido fijados de forma concreta y evaluable.

        
				
        La Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, supuso una simplificación de la normativa de la Administración General del Estado y también de sus organismos públicos, dotando a éstos de una regulación que constituye su régimen básico. No obstante, las rigideces que presentan los actuales modelos de gestión y la escasa autonomía con que cuentan los organismos públicos, sobre todo en su configuración de organismos autónomos, dificultan en gran medida la consecución de los objetivos antes indicados.

        
				
        Por ello, en los últimos años, se han buscado soluciones estructurales para intentar solventar problemas de gestión, fundamentalmente de naturaleza presupuestaria, económico-financiera y de gestión de personal, dando lugar, en muchos casos, a respuestas organizativas forzadas desde la perspectiva de los objetivos y funciones del Organismo de que se trate, pero que llevan aparejado el establecimiento de un régimen de funcionamiento más flexible y superador de las rigideces que el régimen general presenta respecto de las materias indicadas. Ello ha dado lugar a una proliferación de entes que presentan un régimen jurídico singular, básicamente del derecho privado y al margen de las configuraciones generales de los organismos públicos.

        
				
        Baste indicar, como comprobación de estas consideraciones, que de un total de 138 organismos públicos que existen en la actualidad, 47 presentan la peculiaridad de disponer cada uno de su propio régimen regulador, cifra considerable si se tiene en cuenta que, inicialmente, esta categoría nació como complementaria de las categorías generales –de Organismo Autónomo y de Entidad Pública Empresarial– para regular una serie limitada de entes que, por sus peculiaridades y el mayor grado de independencia que presentan respecto de la Administración General del Estado, no encajaban en las configuraciones generales.

        
				
        Se hace pues necesario incorporar a la Administración General del Estado una fórmula organizativa general, dotada de un mayor nivel de autonomía y de flexibilidad en la gestión, pero que, al mismo tiempo, refuerce los mecanismos de control de eficacia y promueva una cultura de responsabilización por resultados.

        
				
        Dicha fórmula la constituyen las Agencias Estatales y su regulación, objeto de esta Ley, permitirá implantar un modelo de gestión que equilibre adecuadamente los principios de autonomía, control y responsabilización por resultados, así como establecer un régimen general lo suficientemente operativo para dar cabida a aquellos Organismos para los que la categoría de Organismo Autónomo es insuficiente, sin tener que acudir, como sucede en la actualidad, a soluciones particulares para cada caso.

        
				
        En efecto, un aspecto capital que se incorpora a la gestión de servicios públicos a través de las Agencias Estatales es la profundización en una nueva cultura de gestión que ha de apoyarse en el cumplimiento de objetivos claros, medibles y orientados hacia la mejora en la prestación del servicio, con las consiguientes ventajas para los usuarios y para los contribuyentes.

        
				
        Una de estas ventajas es el fortalecimiento de los mecanismos de la responsabilización por objetivos en la gestión pública: se trata de configurar a la Agencia Estatal como una organización dotada de una capacidad de decisión sobre los recursos asignados y de un nivel de autonomía en su funcionamiento que son las premisas necesarias para que se le pueda exigir una responsabilidad efectiva sobre el cumplimiento de los objetivos que tiene encomendados. En consecuencia, resulta esencial que la creación de una Agencia comporte la prestación de servicios con alto nivel de calidad, con una cultura de gestión acorde a dicha finalidad y que sea fácilmente visualizable por los ciudadanos.

        
				
        Como correlato de lo anterior, el fortalecimiento de un modelo como el indicado ha de repercutir positivamente sobre los modos de funcionamiento de la Administración General del Estado, ya que ésta ha de fijar los objetivos y establecer un marco de evaluación y de control, mediante los oportunos indicadores que, sin interferir en la gestión de las Agencias aseguren su correcto funcionamiento, lo que, indirectamente, va a suponer, sin duda, una sustancial mejora en el ejercicio de las funciones de planificación, evaluación y control que han de desarrollarse desde la Administración.

        
				
        Otro aspecto resaltable en la Ley es impulsar aquellos instrumentos que posibiliten conocer y evaluar el impacto que las políticas y servicios prestados por el Estado tienen sobre el ciudadano. A tal efecto, en la disposición adicional primera se autoriza al Gobierno para que cree una Agencia destinada específicamente al cumplimiento de estos objetivos.

        
				
        Por último, hay que señalar que las Agencias Estatales no van a ser, sin más, un nuevo tipo de organismo público, sino la fórmula organizativa hacia la que, progresivamente, se van a reconducir aquellos organismos públicos existentes en la actualidad, cuya actividad y funciones se ajusten al concepto de Agencia Estatal y se estime oportuno y más eficaz su transformación en este tipo de organismo público.

        
				
        Asimismo, tras la entrada en vigor de esta Ley, la Agencia Estatal será el tipo de organismo público que, con carácter general, se cree por la Administración General del Estado, para dar respuesta a sus necesidades de descentralización funcional, si bien, excepcionalmente, subsistirán los restantes tipos de organismos públicos.

        
				
        II. Estructura y contenido de la Ley

        
				
        La Ley se estructura en cinco capítulos, ocho disposiciones adicionales y dos disposiciones finales.

        
				
        El capítulo I establece el objeto de la Ley, la naturaleza y el régimen jurídico aplicable a las Agencias Estatales y los mecanismos de creación, constitución, modificación y extinción y supresión de éstas. Dentro de este capítulo es de reseñar el proceso de creación de las Agencias Estatales, requiriéndose una previa autorización por Ley, que determine el objeto de la Agencia que se pretenda crear, y produciéndose mediante Real Decreto del Consejo de Ministros.

        
				
        El capítulo II trata sobre los aspectos relacionados con la organización de las Agencias Estatales, destacando que la Ley regula los máximos órganos de gobierno –Consejo Rector y Presidente–, y ejecutivos –Director– dejando los restantes al Estatuto, y que se resalta la importancia que se quiere dar a los mecanismos de control que han de implementarse en las Agencias Estatales, con la institucionalización de una Comisión de Control como órgano especializado del Consejo Rector para asegurar el correcto desarrollo de las funciones de la Agencia y la consecución de los objetivos que tenga asignados.

        
				
        El capítulo III, relativo a la Gestión Transparente por Objetivos, regula el Contrato de gestión, instrumento clave en la configuración de las Agencias Estatales, pues va a ser el instrumento que ha de permitir fijar los compromisos que asume la Agencia en la consecución de sus objetivos, y los planes estratégicos necesarios para ello, los niveles de calidad de los servicios prestados, los medios humanos, materiales y financieros que la Agencia precisa y los efectos asociados al grado de cumplimiento de los objetivos establecidos y la consiguiente exigencia de responsabilidad al equipo directivo de la Agencia.

        
				
        El capítulo IV, correspondiente a funcionamiento y medios, se compone de tres secciones referidas, respectivamente, a contratación y patrimonio, régimen de personal y medios económico-financieros.

        
				
        En materia de personal es de destacar el mantenimiento del modelo general de función pública –evitándose así las transformaciones forzadas al régimen de personal laboral que han sido frecuentes en recientes procesos de configuración de organismos públicos– pero con mayores niveles de autonomía en la ordenación y provisión de los puestos de trabajo, la vinculación de la parte variable de las retribuciones a la productividad y cumplimiento de objetivos y, por último, la inclusión de la categoría de personal directivo de las Agencias Estatales que se proveerá, mediante procesos internos de selección. En cuanto a los procedimientos de selección y de provisión de puestos de trabajo, la Ley, además de garantizar su transparencia y la aplicación de los principios de igualdad, mérito y capacidad, recoge previsiones expresas que garantizan el acceso al empleo público de las personas con discapacidad, de acuerdo con las condiciones que, al respecto, están establecidas en el Real Decreto 227/2004, de 3 de diciembre, por el que se regula el acceso al empleo público y la provisión de puestos de trabajo de las personas con discapacidad.

        
				
        En cuanto a los medios económico-financieros la Ley prevé una mayor capacidad de generar ingresos por parte de las Agencias Estatales, bien por la prestación de sus servicios o mediante la posibilidad de obtener ingresos por patrocinio.

        
				
        El capítulo V está dedicado a los aspectos de la Gestión Económico-Financiera y se estructura en tres secciones, correspondientes a Presupuestos, Contabilidad y Control.

        
				
        El presupuesto de las Agencias Estatales tendrá carácter limitativo por su importe global y estimativo para la distribución interna de sus créditos, excepto los correspondientes a gastos de personal, estableciéndose un mecanismo de variaciones presupuestarias que se distribuye entre el Ministro de Economía y Hacienda –las variaciones de la cuantía global y las que afecten a gastos de personal– y el Director de la Agencia los restantes.

        
				
        Las Agencias Estatales estarán sujetas a los principios y al régimen de contabilidad establecidos para los entes públicos y, en materia de control, el control externo de su gestión económico-financiera corresponde al Tribunal de Cuentas y el interno a la Intervención General del Estado quien lo ejercerá en la modalidad de control financiero permanente y auditoría pública.

        
				
        Por último, las disposiciones adicionales y finales prevén, respectivamente, la autorización para la creación de las distintas Agencias Estatales que se prevén en esta Ley; el asesoramiento jurídico y la representación y defensa en juicio de las Agencias Estatales por los Abogados del Estado; la autorización para la transformación de los actuales Organismos Públicos en Agencias Estatales y las excepciones a dicha transformación; la creación de nuevos organismos públicos, la autorización para modificar órganos colegiados regulados en Ley y, finalmente, la modificación de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado y la entrada en vigor de esta ley.

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          disposiciones generales
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Objeto
          .–Esta Ley establece el régimen jurídico, la naturaleza, la constitución y el funcionamiento de las Agencias Estatales que, de acuerdo con la Ley de autorización, se creen por el Gobierno para la gestión de los programas correspondientes a políticas públicas de la competencia del Estado en los términos establecidos en el artículo 2.
        

        
				
        
          Art. 2.
          Naturaleza y régimen jurídico
          .–1. Las Agencias Estatales son entidades de Derecho público, dotadas de personalidad jurídica pública, patrimonio propio y autonomía en su gestión, facultadas para ejercer potestades administrativas, que son creadas por el Gobierno para el cumplimiento de los programas correspondientes a las políticas públicas que desarrolle la Administración General del Estado en el ámbito de sus competencias.
        

        
				
        Las Agencias Estatales están dotadas de los mecanismos de autonomía funcional, responsabilidad por la gestión y control de resultados establecidos en esta ley.

        
				
        2. Las Agencias Estatales se rigen por esta Ley y, en su marco, por el Estatuto propio de cada una de ellas; supletoriamente por las normas aplicables a las entidades de Derecho público vinculadas o dependientes de la Administración General del Estado que les correspondan en cada caso.

        
				
        
          3. Las resoluciones del Consejo Rector y del Director de la Agencia ponen fin a la vía administrativa
          [1]
          .
        

        
				
        
          Art. 3.
          Creación
          .—1. La creación de Agencias Estatales requiere autorización por Ley y se produce con la aprobación de su Estatuto por Real Decreto acordado en Consejo de Ministros y adoptado a propuesta conjunta de los Ministerios de Administraciones Públicas y Economía y Hacienda.
        

        
				
        2. La ley que autorice la creación establecerá el objeto de la Agencia Estatal y sus fines generales.

        
				
        El anteproyecto de ley de autorización de la creación de la Agencia Estatal que se presente al Gobierno deberá ser acompañado del proyecto de Estatuto y de la Memoria.

        
				
        Asimismo, a efectos de lo previsto en el apartado 4 del artículo 22 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, el proyecto de Estatuto y la Memoria tienen la consideración de antecedentes necesarios del proyecto de ley de autorización de la creación de la Agencia Estatal.

        
				
        3. La iniciativa de creación de las Agencias Estatales corresponde a los Ministerios competentes o afectados por razón de la materia, los cuales deberán elaborar una Memoria y un proyecto de Estatuto.

        
				
        4. Dicha Memoria deberá precisar el objeto de la Agencia Estatal a crear, justificando la previa determinación de aquél por la Ley, y los objetivos perseguidos con su creación. Se indicarán, asimismo, las consecuencias organizativas y económico-financieras derivadas de la creación de las Agencias, así como información sobre el rango orgánico de sus órganos directivos, en su caso; los recursos humanos necesarios, las retribuciones del personal y la propuesta del marco de actuación en materia de recursos humanos.

        
				
        La Memoria contendrá el plan inicial de actuación de la Agencia hasta tanto se apruebe el Contrato de gestión previsto en el artículo 13.

        
				
        5. El Estatuto deberá tener, en todo caso, el siguiente contenido:

        
				
        
          a)
          Las funciones a desarrollar por la Agencia Estatal y, en su caso, las facultades decisorias correspondientes a las competencias de la Administración General del Estado y de sus organismos públicos que se atribuyan a dicha Agencia.
        

        
				
        
          b)
          La determinación de la sede, estructura orgánica, con la concreción, en su caso, de los otros órganos de gobierno que se creen, así como las facultades de cada uno de ellos y la forma de designación de sus componentes, régimen de funcionamiento y desarrollo de la actividad, con indicación de aquéllos cuyos actos y resoluciones son definitivos en vía administrativa.
        

        
				
        
          c)
          Los medios personales, materiales y económico-financieros y patrimonio que se le adscriben.
        

        
				
        
          d)
          La determinación del carácter temporal, en su caso, de la Agencia a crear, con especificación de los objetivos a que se vincula la vida de aquélla o del plazo en que se fija su duración.
        

        
				
        6. Los Estatutos podrán prever la participación de otras Administraciones Públicas en el Consejo Rector de las Agencias, en los términos y condiciones que se determinen en los mismos.

        
				
        7. Formulada una iniciativa conforme a lo dispuesto en los apartados anteriores, ésta será remitida a los Ministerios de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda, quienes, tras la aprobación de la Memoria junto con los Ministerios de iniciativa, procederán a la tramitación del Real Decreto aprobatorio del Estatuto de la Agencia, previsto en el número 1 de este artículo.

        
				
        
          En la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos de la Agencia, incluyendo los aspectos relativos a la organización, estructura y marco de actuación en materia de recursos humanos y retribuciones, participarán los representantes del personal, o las organizaciones sindicales, en los términos previstos en la
          
            Ley 9/1987, de 12 de junio, de Órganos de Representación
            [2]
          
          .
        

        
				
        
          Art. 4.
          Constitución y puesta en funcionamiento.–
          La constitución y puesta en funcionamiento de las Agencias Estatales tienen lugar en los términos que disponga el Estatuto de cada una de ellas.
        

        
				
        
          Art. 5.
          Modificación del Estatuto.–
          La modificación del Estatuto de las Agencias Estatales se realiza a iniciativa de los Ministerios de adscripción, o de la propia Agencia, a través de éstos, y se aprueba por Real Decreto acordado en Consejo de Ministros y adoptado a propuesta conjunta de los Ministerios de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda.
        

        
				
        
          Art. 6.
          Extinción y supresión.–
          1. Las Agencias Estatales se extinguen por el transcurso del tiempo de vigencia establecido en el Estatuto o el cumplimiento de sus fines o de los objetivos para los que fueron creadas, o que sus competencias sean asumidas por las Comunidades Autónomas.
        

        
				
        2. Las Agencias Estatales se suprimen mediante Real Decreto del Consejo de Ministros, a iniciativa de los Ministerios de adscripción y a propuesta conjunta de los Ministerios de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda, que determinará el destino de los bienes, y las medidas aplicables al personal en el marco de la legislación reguladora de cada tipo de personal.

        
				
        3. Desde su extinción o supresión, las Agencias Estatales entran en período de liquidación en la forma que se determine en la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas y en el Estatuto.

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Organización

        
				
        
          Art. 7.
          Estructura y adscripción.–
          1. Las Agencias Estatales se estructuran en los órganos de gobierno, ejecutivos y de control previstos en esta ley y los complementarios que se determinen en su respectivo Estatuto.
        

        
				
        La designación de sus titulares y miembros se ajustará al criterio de paridad entre hombre y mujer.

        
				
        2. Las Agencias Estatales se adscriben a los Ministerios que hayan ejercido la iniciativa de su creación, en los términos que se determinen en los Reales Decretos de creación.

        
				
        
          Art. 8.
          Órganos de gobierno.–
          Los máximos órganos de gobierno de las Agencias Estatales son su Presidente y el Consejo Rector. El Estatuto puede, no obstante, prever otros órganos de gobierno con atribuciones distintas y, en todo caso, subordinadas a las del Consejo Rector.
        

        
				
        
          Art. 9.
          El Presidente
          .–El Presidente de la Agencia, que lo es de su Consejo Rector, es nombrado y separado por el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de adscripción. Sus competencias, además de las que le correspondan como presidente de un órgano colegiado, se determinarán, en su caso, en el Estatuto de la Agencia
          [3]
          .
        

        
				
        
          Art. 10.
          El Consejo Rector
          .–1. El Estatuto de las Agencias Estatales determina la composición y el régimen aplicable a los miembros del Consejo Rector, respetando en todo caso las siguientes reglas:
        

        
				
        
          a)
          Los miembros del Consejo Rector son nombrados por el Ministro de adscripción, quien designará directamente a un máximo de la mitad de sus componentes.
        

        
				
        
          b)
          El Director es miembro nato del Consejo Rector.
        

        
				
        
          c)
          En las Agencias Estatales con objeto interministerial, cada uno de los Ministerios responsables últimos de las funciones encomendadas a aquélla debe contar con al menos un representante en el Consejo Rector.
        

        
				
        
          d)
          En las Agencias Estatales con participación de las Administraciones Autonómicas los representantes de las mismas serán designados directamente por las Comunidades Autónomas.
        

        
				
        
          e)
          El Secretario será designado por el Consejo Rector.
        

        
				
        
          f)
          Los representantes de los trabajadores que sean designados por parte de las organizaciones sindicales más representativas, siempre que los medios personales, la estructura organizativa, el régimen de funcionamiento y los cometidos lo permitan.
        

        
				
        2. Son atribuciones mínimas del Consejo Rector:

        
				
        
          a)
          La propuesta del Contrato de gestión de la Agencia.
        

        
				
        
          b)
          La aprobación de los objetivos y planes de acción anuales y plurianuales, así como de los criterios cuantitativos y cualitativos de medición del cumplimiento de dichos objetivos y del grado de eficiencia en la gestión, en el marco de lo establecido en el Contrato de gestión.
        

        
				
        
          c)
          La aprobación del anteproyecto de los presupuestos anuales y de la contracción de cualesquiera obligaciones de carácter plurianual dentro de los límites fijados en el Contrato de gestión.
        

        
				
        
          d)
          El control de la gestión del Director y la exigencia a éste de las responsabilidades que procedan.
        

        
				
        
          e)
          El seguimiento, la supervisión y el control superiores de la actuación de la Agencia Estatal.
        

        
				
        
          f)
          La aprobación de un informe general de actividad y de cuantos extraordinarios considere necesarios sobre la gestión, valorando los resultados obtenidos y consignando las deficiencias observadas
          [4]
          .
        

        
				
        
          g)
          La aprobación de las cuentas anuales y, en su caso, la distribución del resultado del ejercicio, de acuerdo con la legislación presupuestaria
          [5]
          .
        

        
				
        
          h)
          La determinación de los criterios de selección.
        

        
				
        
          3. El funcionamiento y régimen aplicable al Consejo Rector se ajusta a lo establecido en esta Ley y, en lo no dispuesto en la misma, al régimen previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común para los órganos colegiados
          [6]
          .
        

        
				
        
          Art. 11.
          Órganos ejecutivos
          .–1. El órgano ejecutivo de la Agencia es el Director. Es nombrado y separado por el Consejo Rector a propuesta del Presidente entre personas que reúnan las cualificaciones necesarias para el cargo, según se determine en el Estatuto.
        

        
				
        2. El Director es el responsable de la dirección y gestión ordinaria de la Agencia, ejerciendo las competencias inherentes a dicha dirección, así como las que expresamente se le atribuyen en esta Ley y en el Estatuto de la Agencia, y las que le delegue el Consejo Rector.

        
				
        3. Los Estatutos podrán determinar, en función de las características propias de cada Agencia, la asunción por parte del Presidente de las funciones atribuidas al Director en esta ley.

        
				
        
          Art. 12.
          Comisión de Control
          .–En el seno del Consejo Rector se constituirá una Comisión de Control, con la composición que se determine en los Estatutos.
        

        
				
        Corresponde a la Comisión de Control informar al Consejo Rector sobre la ejecución del contrato de gestión y, en general, sobre todos aquellos aspectos relativos a la gestión económico-financiera que deba conocer el propio Consejo y que se determinen en los Estatutos.

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        Gestión transparente por objetivos

        
				
        
          Art. 13.
          Contrato de gestión
          .–1. La actuación de las Agencias Estatales se produce, con arreglo al plan de acción anual, bajo la vigencia y con arreglo al pertinente contrato plurianual de gestión.
        

        
				
        2. El Contrato de gestión ha de establecer, como mínimo y para el periodo de su vigencia, los siguientes extremos:

        
				
        
          a)
          Los objetivos a perseguir, los resultados a obtener y, en general, la gestión a desarrollar.
        

        
				
        
          b)
          Los planes necesarios para alcanzar los objetivos, con especificación de los marcos temporales correspondientes y de los proyectos asociados a cada una de las estrategias y sus plazos temporales, así como los indicadores para evaluar los resultados obtenidos.
        

        
				
        
          c)
          Las previsiones máximas de plantilla de personal y el marco de actuación en materia de gestión de recursos humanos
          [7]
          .
        

        
				
        
          d)
          Los recursos personales, materiales y presupuestarios a aportar para la consecución de los objetivos.
        

        
				
        
          e)
          Los efectos asociados al grado de cumplimiento de los objetivos establecidos por lo que hace a exigencia de responsabilidad por la gestión de los órganos ejecutivos y el personal directivo, así como el montante de masa salarial destinada al complemento de productividad o concepto equivalente del personal laboral.
        

        
				
        
          f)
          El procedimiento a seguir para la cobertura de los déficit anuales que, en su caso, se pudieran producir por insuficiencia de los ingresos reales respecto de los estimados y las consecuencias de responsabilidad en la gestión que, en su caso, deban seguirse de tales déficit.
        

        
				
        
          g)
          El procedimiento para la introducción de las modificaciones o adaptaciones anuales que, en su caso, procedan.
        

        
				
        
          3. En el Contrato de gestión se determinarán los mecanismos que permitan la exigencia de responsabilidades a que se refiere la letra
          e)
          del apartado anterior por incumplimiento de objetivos.
        

        
				
        
          Art. 14.
          Elaboración y aprobación del Contrato de gestión
          .–1. El Consejo Rector de cada Agencia aprueba la propuesta de Contrato inicial de gestión, en el plazo de tres meses desde su constitución.
        

        
				
        Los posteriores contratos de gestión se presentarán en el último trimestre de la vigencia del anterior.

        
				
        2. La aprobación del Contrato de gestión tiene lugar por Orden conjunta de los Ministerios de adscripción, de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda, en un plazo máximo de tres meses a contar desde su presentación. En el caso de no ser aprobado en este plazo mantendrá su vigencia el contrato de gestión anterior.

        
				
        
          Art. 15.
          El plan de acción, el informe de actividad y las cuentas anuales
          .–1. El Consejo Rector de la Agencia Estatal, a propuesta del Director de ésta, aprueba:
        

        
				
        
          a)
          El plan de acción del año en curso, sobre la base de los recursos disponibles y antes del día 1 de febrero de cada año.
        

        
				
        
          b)
          El informe general de actividad correspondiente al año inmediatamente anterior, con anterioridad al 30 de junio del año en curso
          [8]
          .
        

        
				
        
          c)
          Las cuentas anuales acompañadas del informe de auditoría de cuentas, con anterioridad al 30 de junio del año en curso
          [9]
          .
        

        
				
        2. Los documentos a que se refiere el apartado anterior son públicos, teniendo los ciudadanos acceso a su contenido desde su aprobación.

        
				
        En los Estatutos de las Agencias Estatales se incorporarán los mecanismos precisos para garantizar dicho acceso.

        
				
        3. Las Agencias Estatales, a través del Presidente de su Consejo Rector, informarán a los Departamentos citados en el artículo 14.2 acerca de la ejecución y cumplimiento de los objetivos fijados en el Contrato de gestión.

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        Funcionamiento y medios

        
				
        
          Sección 1.ª Contratación y patrimonio
        

        
				
        
          Art. 16.
          Contratación
          .–1. La contratación de las Agencias Estatales se rige por la normativa aplicable al sector público
          [10]
          .
        

        
				
        2. Las Sociedades mercantiles y Fundaciones creadas o participadas mayoritariamente por las Agencias Estatales, deberán ajustar su actividad contractual, en todo caso, a los principios de publicidad y concurrencia.

        
				
        
          Art. 17.
          Patrimonio
          .–1. Las Agencias Estatales tendrán, para el cumplimiento de sus fines, un patrimonio propio, distinto del de la Administración General del Estado, integrado por el conjunto de bienes y derechos de los que sean titulares.
        

        
				
        2. La gestión y administración de los bienes y derechos propios, así como de aquellos del Patrimonio del Estado que se les adscriban para el cumplimiento de sus fines, será ejercida de acuerdo con lo señalado en sus estatutos, con sujeción, en todo caso, a lo establecido para los organismos públicos en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas.

        
				
        3. Los Estatutos de las Agencias Estatales podrán prever que los bienes inmuebles propios de éstas que dejen de ser necesarios para el cumplimiento de sus fines puedan ser enajenados por las mismas, previa comunicación al Ministerio de Economía y Hacienda.

        
				
        
          Sección 2.ª Personal
        

        
				
        
          Art. 18.
          Personal de las Agencias Estatales
          .–1. Sin perjuicio del personal directivo previsto en el artículo 23 el personal al servicio de las Agencias Estatales está constituido por:
        

        
				
        
          a)
          El personal que esté ocupando puestos de trabajo en servicios que se integren en la Agencia Estatal en el momento de su constitución.
        

        
				
        
          b)
          El personal que se incorpore a la Agencia Estatal desde cualquier Administración pública por los correspondientes procedimientos de provisión de puestos de trabajo previstos en esta Ley.
        

        
				
        
          c)
          El personal seleccionado por la Agencia Estatal, mediante pruebas selectivas convocadas al efecto en los términos establecidos en esta Ley.
        

        
				
        
          2. El personal a que se refieren las letras
          a)
          y
          b)
          del apartado anterior mantiene la condición de personal funcionario, estatutario o laboral de origen, de acuerdo con la legislación aplicable.
        

        
				
        3. El personal funcionario y estatutario se rige por la normativa reguladora de la función pública correspondiente, con las especialidades previstas en esta Ley y las que, conforme a ella, se establezcan en el Estatuto de cada Agencia.

        
				
        El personal laboral se rige por el Texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, y el resto de la normativa laboral.

        
				
        
          Art. 19.
          Procedimientos de selección
          .–1. La selección del personal al que se refiere el artículo 18.1.
          c)
          se realiza mediante convocatoria pública y de acuerdo con los principios de igualdad, mérito y capacidad, así como de acceso al empleo público de las personas con discapacidad. A tal efecto, y en el período previsto en el Contrato de gestión a que se refiere el artículo 13 de esta Ley, las Agencias Estatales determinan sus necesidades de personal a cubrir mediante pruebas selectivas. Aprobado el contrato de gestión, la previsión de necesidades de personal se incorpora a la oferta anual de empleo de la correspondiente Agencia Estatal, que se integra en la Oferta de empleo público estatal, de conformidad con lo que establezca la Ley anual de Presupuestos Generales del Estado.
        

        
				
        2. Las Agencias Estatales seleccionan a través de sus propios órganos de selección, a su personal laboral de acuerdo con los requisitos y principios establecidos en el apartado anterior.

        
				
        Las convocatorias de selección de personal funcionario se efectuarán por el Ministerio al que se encuentren adscritos los Cuerpos o Escalas correspondientes, y, excepcionalmente por la propia Agencia mediante Convenio suscrito al efecto.

        
				
        3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, la selección de personal directivo se realiza conforme lo previsto en el artículo 23 de esta Ley.

        
				
        4. Los órganos de representación del personal de la Agencia serán tenidos en cuenta en los procesos de selección que se lleven a cabo.

        
				
        
          Art. 20.
          Procedimientos de provisión de puestos de trabajo y movilidad del personal funcionario
          .–1. Las Agencias Estatales elaboran, convocan y, a propuesta de órganos especializados en selección de personal, resuelven las correspondientes convocatorias de provisión de puestos de trabajo de personal funcionario, de conformidad con los principios generales y procedimientos de provisión establecidos en la normativa de función pública.
        

        
				
        2. La movilidad de los funcionarios destinados en las Agencias Estatales podrá estar sometida a la condición de autorización previa en las condiciones y con los plazos que se determinen en sus Estatutos y de acuerdo con la normativa de función pública.

        
				
        
          Art. 21.
          Ordenación de puestos de trabajo
          .–1. Las Agencias Estatales disponen de su relación de puestos de trabajo, elaborada y aprobada por la propia Agencia dentro del marco de actuación que, en materia de recursos humanos, se establezca en el Contrato de gestión.
        

        
				
        2. El personal que preste sus servicios en las Agencias Estatales verá reconocido su derecho a la promoción dentro de una carrera profesional evaluable, en el marco del Estatuto del Empleado Público. Dicha carrera tendrá elementos que permitan criterios de homogeneidad dentro de Agencias del mismo ámbito, facilitando similares retribuciones para niveles profesionales semejantes y posibilitando las medidas de movilidad entre el personal de aquéllas, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 20.2.

        
				
        
          Art. 22.
          Régimen retributivo
          .–1. Los conceptos retributivos del personal funcionario y estatutario de las Agencias Estatales, son los establecidos en la normativa de función pública de la Administración General del Estado y sus cuantías se determinarán en el marco del correspondiente Contrato de gestión, de conformidad con lo establecido en dicha normativa y en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.
        

        
				
        2. Las condiciones retributivas del personal laboral son las determinadas en el convenio colectivo de aplicación y en el respectivo contrato de trabajo y sus cuantías se fijarán de acuerdo con lo indicado en el apartado 1 anterior.

        
				
        3. La cuantía de la masa salarial destinada al complemento de productividad, o concepto equivalente del personal laboral, está en todo caso vinculada al grado de cumplimiento de los objetivos fijados en el Contrato de gestión.

        
				
        
          Art. 23.
          Personal directivo
          .–1. El personal directivo de las Agencias Estatales es el que ocupa los puestos de trabajo determinados como tales en el Estatuto de las mismas en atención a la especial responsabilidad, competencia técnica y relevancia de las tareas a ellos asignadas.
        

        
				
        2. El personal directivo de las Agencias Estatales es nombrado y cesado por su Consejo Rector a propuesta de sus órganos ejecutivos, atendiendo a criterios de competencia profesional y experiencia entre titulados superiores preferentemente funcionarios, y mediante procedimiento que garantice el mérito, la capacidad y la publicidad.

        
				
        El proceso de provisión podrá ser realizado por los órganos de selección especializados a los que se refiere el apartado 1 del artículo 20, que formularán propuesta motivada al Director de la Agencia Estatal, incluyendo tres candidatos para cada puesto a cubrir.

        
				
        Cuando el personal directivo de las Agencias tenga la condición de funcionario permanecerá en la situación de servicio activo en su respectivo Cuerpo o Escala o en la que corresponda con arreglo a la legislación laboral si se trata de personal de este carácter.

        
				
        
          3. El Estatuto de las Agencias Estatales puede prever puestos directivos de máxima responsabilidad a cubrir, en régimen laboral, mediante contratos de alta dirección
          [11]
          .
        

        
				
        4. El personal directivo está sujeto, en el desarrollo de sus cometidos, a evaluación con arreglo a los criterios de eficacia, eficiencia y cumplimiento de la legalidad, responsabilidad por su gestión y control de resultados en relación con los objetivos que le hayan sido fijados.

        
				
        5. El personal directivo percibe una parte de su retribución como incentivo de rendimiento, mediante el complemento correspondiente que valore la productividad, de acuerdo con los criterios y porcentajes que se establezcan por el Consejo Rector, a propuesta de los órganos directivos de la Agencia Estatal.

        
				
        
          Sección 3.ª Medios económico-financieros
        

        
				
        
          Art. 24.
          Recursos económicos
          .–1. Las Agencias Estatales se financian con los siguientes recursos:
        

        
				
        
          a)
          Las transferencias consignadas en los Presupuestos Generales del Estado.
        

        
				
        
          b)
          Los ingresos propios que perciba como contraprestación por las actividades que pueda realizar, en virtud de contratos, convenios o disposición legal, para otras entidades públicas, privadas o personas físicas.
        

        
				
        
          c)
          La enajenación de los bienes y valores que constituyan su patrimonio.
        

        
				
        
          d)
          El rendimiento procedente de sus bienes y valores.
        

        
				
        
          e)
          Las aportaciones voluntarias, donaciones, herencias y legados y otras aportaciones a título gratuito de entidades privadas y de particulares.
        

        
				
        
          f)
          Los ingresos recibidos de personas físicas o jurídicas como consecuencia del patrocinio de actividades o instalaciones.
        

        
				
        
          g)
          Los demás ingresos de derecho público o privado que estén autorizadas a percibir.
        

        
				
        
          h)
          Cualquier otro recurso que pudiera serles atribuido.
        

        
				
        2. En aquellos supuestos expresamente previstos en los Estatutos, y sólo en la medida que tengan capacidad para generar recursos propios suficientes, las Agencias podrán financiarse con cargo a los créditos previstos en el capítulo VIII de los Presupuestos Generales del Estado adjudicados de acuerdo con procedimientos de pública concurrencia y destinados a financiar proyectos de investigación y desarrollo. La Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio establecerá los límites de esta financiación.

        
				
        
          3. Los recursos que se deriven de los apartados
          b), e), f)
          y
          g)
          del número 1 anterior, y no se contemplen inicialmente en el presupuesto de las Agencias Estatales se podrán destinar a financiar mayores gastos por acuerdo de su Director.
        

        
				
        
          Art. 25.
          Endeudamiento
          .–1. El recurso al endeudamiento está prohibido a las Agencias Estatales, salvo que por Ley se disponga lo contrario.
        

        
				
        2. No obstante, y con objeto de atender desfases temporales de tesorería, las Agencias Estatales pueden recurrir a la contratación de pólizas de crédito o préstamo, siempre que el saldo vivo no supere el 5 por 100 de su presupuesto.

        
				
        CAPÍTULO V

        
				
        Gestión económico-financiera

        
				
        
          Sección 1.ª Presupuestos
        

        
				
        
          Art. 26.
          Anteproyecto de presupuesto
          .–1. El Consejo Rector elaborará y aprobará el anteproyecto de presupuesto de la Agencia, conforme a lo dispuesto en el contrato de gestión y a lo previsto en el artículo 27.1 siguiente.
        

        
				
        2. El anteproyecto de presupuesto de la Agencia será remitido al Ministerio de adscripción para su examen, que dará posterior traslado del mismo al Ministerio de Economía y Hacienda. Una vez analizado por este último departamento ministerial, el anteproyecto se incorpora al de Presupuestos Generales del Estado para su aprobación por el Consejo de Ministros y remisión a las Cortes Generales, consolidándose con el de las restantes entidades que integran el sector público estatal.

        
				
        
          Art. 27.
          Estructura, contenido y modificación del presupuesto
          .–1. El Ministerio de Economía y Hacienda establece la estructura del presupuesto de las Agencias Estatales, así como la documentación que se debe acompañar al mismo.
        

        
				
        2. El presupuesto de gastos de las Agencias Estatales, en los términos establecidos en esta Sección, tiene carácter limitativo por su importe global y carácter estimativo para la distribución de los créditos en categorías económicas, con excepción de los correspondientes a gastos de personal que en todo caso tienen carácter limitativo y vinculante por su cuantía total, y de las subvenciones nominativas y las atenciones protocolarias y representativas que tendrán carácter limitativo y vinculante cualquiera que sea el nivel de la clasificación económica al que se establezcan.

        
				
        3. La autorización de las variaciones presupuestarias corresponde:

        
				
        
          a)
          Al Ministro de Economía y Hacienda, las variaciones de la cuantía global del presupuesto y las que afecten a gastos de personal, a iniciativa del Director y propuesta del Consejo Rector, salvo las previstas en la letra siguiente.
        

        
				
        Así mismo, corresponde al Ministro de Economía y Hacienda acordar o denegar las modificaciones presupuestarias, en los supuestos de competencia de los Directores de las Agencias Estatales, cuando exista informe negativo de la Intervención Delegada y el titular de la competencia lo remita en discrepancia al Ministro de Economía y Hacienda.

        
				
        
          b)
          Al Director de la propia Agencia Estatal, todas las restantes variaciones, incluso en la cuantía global cuando sean financiadas con recursos derivados de los apartados
          b), e), f)
          , y
          g)
          del artículo 24.1 por encima de los inicialmente presupuestados, no afecten a gastos de personal y existan garantías suficientes de su efectividad, dando cuenta inmediata a la Comisión de Control.
        

        
				
        4. Los remanentes de tesorería que resulten de la liquidación del ejercicio presupuestario no afectados a la financiación del presupuesto del ejercicio siguiente, podrán aplicarse al presupuesto de ingresos y destinarse a financiar incremento de gastos por acuerdo del Director, dando cuenta a la Comisión de Control. Los déficit derivados del incumplimiento de la estimación de ingresos anuales se compensarán en la forma que se prevea en el Contrato de gestión.

        
				
        5. Compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros.

        
				
        1.º Las agencias estatales podrán adquirir compromisos de gasto que hayan de extenderse a ejercicios posteriores a aquel en que se autoricen, siempre que no se superen alguno de los siguientes límites:

        
				
        
          a)
          El número de ejercicios a que pueden aplicarse los gastos no será superior a cuatro.
        

        
				
        
          b)
          El gasto que se impute a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder de la cantidad que resulte de aplicar al importe total de cada programa, excluido el capítulo de gastos de personal y los restantes créditos que tengan carácter vinculante, los siguientes porcentajes:
        

        
				
        El 70 por 100 en el ejercicio inmediato siguiente, el 60 por ciento en el segundo ejercicio y el 50 por ciento en los ejercicios tercero y cuarto.

        
				
        2.º En el caso de gastos de personal o de otros que tengan carácter vinculante, podrán adquirirse compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros dentro de los límites señalados anteriormente, tomando como referencia de cálculo su dotación inicial.

        
				
        
          3.º El Gobierno podrá acordar la modificación de los límites anteriores en los casos especialmente justificados. A estos efectos, el Ministro de Economía y Hacienda, a iniciativa de la Agencia Estatal correspondiente, elevará al Consejo de Ministros la oportuna propuesta, previo informe de la Dirección General de Presupuestos
          [12]
          .
        

        
				
        
          Art. 28.
          Ejecución del presupuesto
          .–La ejecución del presupuesto de las Agencias Estatales corresponde a sus órganos ejecutivos, que elaboran y remiten a la Comisión de Control, mensualmente, un estado de ejecución presupuestaria.
        

        
				
        
          Sección 2.ª Contabilidad
        

        
				
        
          Art. 29.
          Contabilidad
          .–1. Las Agencias Estatales deberán aplicar los principios contables que les corresponda de acuerdo con lo establecido en el artículo 121 de la Ley General Presupuestaria, con la finalidad de asegurar el adecuado reflejo de las operaciones, los costes y los resultados de su actividad, así como de facilitar datos e información con trascendencia económica.
        

        
				
        2. Corresponde a la Intervención General de la Administración del Estado establecer los criterios que precise la aplicación de la normativa contable a las Agencias Estatales, en los términos establecidos por la legislación presupuestaria para las entidades del sector público estatal.

        
				
        3. Las Agencias Estatales dispondrán de:

        
				
        
          a)
          Un sistema de información económica que:
        

        
				
        i) Muestre, a través de estados e informes, la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, de los resultados y de la ejecución del presupuesto.

        
				
        ii) Proporcione información de costes sobre su actividad que sea suficiente para una correcta y eficiente adopción de decisiones.

        
				
        
          b)
          Un sistema de contabilidad de gestión que permita efectuar el seguimiento del cumplimiento de los compromisos asumidos en el Contrato de gestión.
        

        
				
        4. La Intervención General de la Administración del Estado establece los requerimientos funcionales y, en su caso, los procedimientos informáticos, que deberán observar las Agencias Estatales para cumplir lo dispuesto en este artículo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 125 de la Ley General Presupuestaria.

        
				
        
          Art. 30.
          Cuentas anuales
          .–1. Las cuentas anuales de las Agencias Estatales se formulan por su Director en el plazo de tres meses desde el cierre del ejercicio económico. Una vez auditadas dichas cuentas por la Intervención General de la Administración del Estado son sometidas al Consejo Rector, para su aprobación antes del 30 de junio del año siguiente al que se refieran.
        

        
				
        2. Una vez aprobadas por el Consejo Rector, las cuentas se remitirán a través de la Intervención General de la Administración del Estado al Tribunal de Cuentas para su fiscalización. Dicha remisión a la Intervención General se realizará dentro de los siete meses siguientes a la terminación del ejercicio económico.

        
				
        
          Sección 3.ª Control
        

        
				
        
          Art. 31.
          Control
          .–1. El control externo de la gestión económico-financiera de las Agencias Estatales corresponde al Tribunal de Cuentas de acuerdo con su normativa específica.
        

        
				
        
          2. El control interno de la gestión económico-financiera de las Agencias Estatales corresponde a la Intervención General de la Administración del Estado, y se realizará bajo las modalidades de control financiero permanente y de auditoría pública, en las condiciones y en los términos establecidos en la Ley General Presupuestaria. El control financiero permanente se realizará por las Intervenciones Delegadas en las Agencias Estatales, bajo la dependencia funcional de la Intervención General de la Administración del Estado
          [13]
          .
        

        
				
        3. Sin perjuicio del control establecido en el número 2 anterior, las Agencias Estatales estarán sometidas a un control de eficacia que será ejercido, a través del seguimiento del contrato de gestión, por los Ministerios de adscripción. Dicho control tiene por finalidad comprobar el grado de cumplimiento de los objetivos y la adecuada utilización de los recursos asignados.

        
				
        DISPOSICIONES ADICIONALES

        
				
        
          Primera.
           
          Autorización para la creación de la Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios e Informe anual al Congreso de los Diputados
          .–1. Se autoriza al Gobierno para la creación de la Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios, adscrita al Ministerio de Administraciones Públicas, cuyo objeto es la promoción y realización de evaluaciones de las políticas y programas públicos cuya gestión corresponde a la Administración General del Estado, favoreciendo el uso racional de los recursos públicos y el impulso de la gestión de la calidad de los servicios.
        

        
				
        2. El Consejo de Ministros aprobará anualmente los programas y políticas públicas cuya evaluación incluirá la Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios en su Plan de Trabajo.

        
				
        3. La Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios, presentará anualmente un Informe al Congreso de los Diputados, acerca de la actividad desplegada por las agencias estatales, y sus compromisos para mejorar la calidad de los servicios prestados a los ciudadanos.

        
				
        4. La Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y de la Calidad de los Servicios podrá evaluar políticas y programas públicos gestionados por las Comunidades Autónomas, previo convenio con éstas y en los términos que el propio convenio establezca.

        
				
        
          Segunda.
           
          Autorización para la creación de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado
          .–1. Se autoriza al Gobierno para la creación de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, adscrita al Ministerio de la Presidencia, cuyo objeto es la edición, publicación, impresión, distribución, comercialización y venta del Boletín Oficial del Estado y otras publicaciones oficiales.
        

        
				
        2. La Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado tendrá la consideración de medio propio instrumental de la Administración General del Estado y de sus organismos y entidades de derecho público en las materias que constituyen sus fines.

        
				
        3. Su Estatuto establecerá el régimen jurídico y económico de las actividades desarrolladas como medio propio de la Administración General del Estado, de conformidad con lo establecido en el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.

        
				
        
          Tercera.
           
          Autorización legal para la creación de Agencias Estatales
          .–1. Teniendo en cuenta la particular trascendencia de los sectores de actividad y de los servicios públicos concernidos, así como la conveniencia de que su gestión esté dotada del marco de flexibilidad, responsabilidad por la gestión y control de resultados previsto en esta Ley, se autoriza al Gobierno para la creación de las siguientes Agencias Estatales con los siguientes objetos y fines y dentro de las competencias que corresponde ejercer a la Administración General del Estado:
        

        
				
        Consejo Superior de Investigaciones Científicas, para el fomento, coordinación, desarrollo y difusión de la investigación científica y tecnológica, de carácter pluridisciplinar, con el fin de contribuir al avance del conocimiento y al desarrollo económico, social y cultural, así como a la formación de personal y el asesoramiento a entidades públicas y privadas en estas materias.

        
				
        Agencia Estatal Antidopaje de España, para la realización de las actividades materiales de prevención, de protección de la salud y de lucha contra el dopaje en el deporte, así como la ejecución e impulso de una política de investigación en materia de control del dopaje y de la protección de la salud del deportista.

        
				
        Agencia Estatal de Inmigración y Emigración, para el desarrollo y la ejecución de las competencias estatales en materia de regulación e integración social de los inmigrantes, así como para la programación y gestión de las diversas actuaciones de asistencia y apoyo a los emigrantes españoles en el extranjero.

        
				
        Agencia Estatal de Seguridad Aérea, para la ejecución de las funciones de ordenación, supervisión e inspección de la seguridad del transporte aéreo y de los sistemas de navegación aérea y de seguridad aeroportuaria en sus vertientes de inspección y control de productos aeronáuticos, de actividades aéreas y del personal aeronáutico. Así como, para las funciones de detección, análisis y evaluación de los riesgos de seguridad en este modo de transporte.

        
				
        Agencia Estatal de Seguridad del Transporte Terrestre, para la detección, análisis y evaluación de los riesgos de seguridad en los transportes terrestres de competencia estatal, así como para el ejercicio de las funciones de inspección y supervisión de la seguridad del sistema ferroviario, tanto en relación a las infraestructuras como a la operación ferroviaria, en los ámbitos de competencia estatal.

        
				
        Agencia Estatal de Artes Escénicas y Musicales, para la promoción, protección y difusión de las artes escénicas y de la música en cualquiera de sus manifestaciones, el apoyo y difusión de los artistas españoles y el patrimonio musical, coreográfico y dramático, así como la producción de los espectáculos que favorezcan dichos objetivos.

        
				
        Agencia Estatal de Meteorología, para el desarrollo, implantación y prestación de los servicios meteorológicos de competencia del Estado y el apoyo al ejercicio de otras políticas públicas y actividades privadas, contribuyendo a la seguridad de bienes y personas y al bienestar y desarrollo sostenible de la sociedad española.

        
				
        Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, para el fomento, gestión y ejecución de las políticas públicas de cooperación internacional para el desarrollo, dirigidas a la lucha contra la pobreza y la consecución de un desarrollo humano sostenible en los países en desarrollo.

        
				
        Agencia Estatal de Investigación en Biomedicina y Ciencias de la Salud Carlos III, para el fomento, desarrollo y prestación de servicios científico-técnicos y de investigación en el ámbito de la salud, mediante la realización de investigación básica y aplicada, evaluación, acreditación y prospectiva científica y técnica, control sanitario, asesoramiento científico-técnico y formación y educación sanitaria en el ámbito de la Biomedicina y las Ciencias de la Salud. Asimismo, realizará acciones encaminadas al fomento y coordinación de las actividades anteriores en el ámbito de la Administración General del Estado.

        
				
        Agencia Estatal de Evaluación, Financiación y Prospectiva de la Investigación Científica y Técnica, para el fomento, desarrollo, ejecución, asesoramiento y prospectiva de las políticas públicas de I+D, mediante la evaluación de la investigación con estándares internacionales y la distribución competitiva y eficiente de los fondos públicos destinados a I+D.

        
				
        2. Hasta tanto se proceda a la creación de las Agencias Estatales previstas en el apartado anterior, los órganos y organismos públicos que tuvieran atribuidos los servicios que se integran en dichas Agencias mantendrán su actual configuración y regulación.

        
				
        
          Cuarta.
           
          Asesoramiento jurídico y representación y defensa en juicio
          .–La asistencia jurídica, representación y defensa en juicio de las Agencias Estatales se llevará a cabo de conformidad con la Ley 52/1997, de 24 de noviembre, de Asistencia Jurídica del Estado e Instituciones Públicas. Cuando se ejerza por Abogados del Estado, éstos dependerán orgánica y funcionalmente de la Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio Jurídico del Estado.
        

        
				
        
          Quinta.
           
          Transformación de Organismos Públicos en Agencias Estatales
          .–1. Se autoriza al Gobierno para que, en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta Ley, proceda a transformar los actuales Organismos Públicos cuyos objetivos y actividades se ajusten a la naturaleza de las Agencias Estatales en los términos previstos en el artículo 2, mediante Real Decreto del Consejo de Ministros a iniciativa del Ministro de adscripción del respectivo Organismo Público y a propuesta conjunta de los Ministros de Economía y Hacienda y Administraciones Públicas.
        

        
				
        2. Se exceptúan de lo indicado en el número anterior a aquellos Organismos previstos en las disposiciones adicionales 9.ª y 10.ª de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, que por Ley dispongan de una especial autonomía o independencia funcional respecto de la Administración General del Estado.

        
				
        3. El régimen jurídico del personal de las Entidades Públicas Empresariales que se transformen en Agencia podrá seguir siendo laboral cuando su Ley de creación le hubiera otorgado este carácter.

        
				
        
          4. Los Organismos Públicos que no se transformen en Agencias Estatales mantendrán su actual regulación
          [14]
          .
        

        
				
        5. A los organismos de investigación científica y técnica que se transformen en Agencias Estatales, les será de aplicación lo dispuesto en la Ley 13/1986, de 14 de abril, de fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica, en lo que no se oponga a la presente ley.

        
				
        
          6. Los organismos autónomos a que se refiere el artículo 3.1.
          f)
          del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas que se transformen en Agencias Estatales seguirán manteniendo el régimen previsto en el mismo.
        

        
				
        
          Sexta.
           
          Creación de nuevos organismos públicos
          .–Con carácter general, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, los organismos públicos que hayan de crearse en la Administración General del Estado, adoptarán la configuración de agencias estatales, conforme al procedimiento del artículo 3 de esta Ley, sin perjuicio de lo establecido en la disposición final primera.
        

        
				
        
          Séptima.
           
          Relaciones con las Cortes Generales
          .–1. En el marco de lo dispuesto en los Reglamentos del Congreso y del Senado, los Ministros de los Departamentos de adscripción de las Agencias Estatales y los Presidentes de éstas, podrán ser requeridos por las Comisiones de las Cámaras, a fin de informar acerca del desarrollo del Contrato de gestión y demás aspectos de la gestión de aquéllas.
        

        
				
        2. Las Agencias Estatales, a través del Ministro de adscripción correspondiente, remitirán anualmente a las Cortes Generales o a las Comisiones parlamentarias que correspondan, el informe general de actividad aprobado por el Consejo Rector, relativo a las tareas de la Agencia y al grado de cumplimiento de sus objetivos.

        
				
        
          Octava.
           
          Modificación de órganos colegiados
          .–Se autoriza al Gobierno para que, mediante Real Decreto, suprima o modifique la composición, adscripción y competencias de los órganos colegiados del Gobierno y de la Administración General del Estado regulados por ley. No obstante, si el órgano colegiado tiene participación de otras Administraciones Públicas distintas de la del Estado o de organizaciones representativas de intereses sociales, su modificación deberá respetar su presencia en el mismo.
        

        
				
        
          Novena.
          En el plazo de 12 meses a partir de la aprobación de la Ley, el Gobierno remitirá al Parlamento un Informe sobre los actuales Organismos públicos y Fundaciones para su eventual transformación en Agencias o la conservación del mismo régimen.
        

        
				
        
          Décima.
          Régimen fiscal en el Impuesto sobre Sociedades de las Agencias estatales.–1. Las Agencias estatales previstas en las disposiciones adicionales primera, segunda y tercera, tendrán el mismo régimen fiscal que los Organismos autónomos.
        

        
				
        2. Los Organismos públicos que se transformen en Agencias estatales conforme a lo previsto en la disposición adicional quinta mantendrán el régimen fiscal que tuviera el organismo de origen.

        
				
        
          3. Las Agencias estatales que se creen conforme a lo previsto en el artículo 3 de esta Ley tendrán el régimen fiscal que se establezca en la Ley que autorice su creación
          [15]
          .
        

        
				
        
          DISPOSICIONES FINALES
        

        
				
        
          Primera.
           
          Modificación de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado
          .
        

        
				
        
          [...............................................................................]
          [16]
          .
        

        
				
        
          Segunda.
           
          Entrada en vigor
          .–Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] Véase la disposición adicional 5.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ] Véase la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ] Véase el artículo 23 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              4
              ] Véase el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              5
              ] Véase el artículo 30 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              6
              ] Artículos 22 a 27 de la citada Ley (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              7
              ] Véase el artículo 19 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              8
              ] Véase el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              9
              ] Véase el artículo 30 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              10
              ] Véase la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              11
              ]Véase el Real Decreto 1382/1985, de 1 de agosto («BOE» núm. 192, de 12 de agosto; corrección de erratas en «BOE» núm. 211, de 3 de septiembre), por el que se regula la relación laboral de carácter especial del personal de alta dirección, cuyo artículo 15.1 ha sido derogado por la Ley 11/1994, de 19 de mayo («BOE» núm. 122, de 23 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              12
              ] Apartados 2, 3 y 4 redactados y 5 añadido por la Ley 26/2009, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 24 de diciembre), de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              13
              ] Véanse los artículos 157 a 175 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre («BOE» núm. 284, de 27 de noviembre), General Presupuestaria.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              14
              ] Véanse los artículos 41 a 65 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              15
              ]Disposición añadida por la Ley 51/2007, de 26 de diciembre («BOE» núm. 310, de 27 de diciembre), de Presupuestos Generales del Estado para el año 2008.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              16
              ] Las modificaciones de la citada Ley se incluyen en el lugar correspondiente del parágrafo 2.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 4
          LEY 50/1997, DE 27 DE NOVIEMBRE (JEFATURA DEL ESTADO), DEL GOBIERNO
        

        
				
        («BOE» núm. 285, de 28 de noviembre de 1997)

        
				
        EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

        
				
        Desde la aprobación de la Constitución Española en 1978, puede observarse con satisfacción cómo su espíritu, principios y articulado han tenido el correspondiente desarrollo normativo en textos de rango legal, impulsando un período de fecunda producción legislativa para incorporar plenamente los principios democráticos al funcionamiento de los poderes e instituciones que conforman el Estado español.

        
				
        En efecto, el conjunto de los poderes y órganos constitucionales han sido objeto de leyes que, con posterioridad a la Constitución, establecen las pautas de su organización, competencia y normas de funcionamiento a la luz de la norma vértice de nuestro ordenamiento democrático.

        
				
        Existe, sin embargo, un relevante ámbito de los poderes constitucionales al que todavía no ha llegado el desarrollo legal de la Constitución. Tal es el caso del núcleo esencial de la configuración del poder ejecutivo como es el propio Gobierno. En efecto, carece todavía el Gobierno, como supremo órgano de la dirección de la política interior y exterior del Reino de España, de texto legal que contemple su organización, competencia y funcionamiento en el espíritu, principios y texto constitucional. Tal es el importante paso que se da con la presente Ley.

        
				
        La Constitución de 1978 establece los principios y criterios básicos que deben presidir el régimen jurídico del Gobierno, siendo su artículo 97 el precepto clave en la determinación de la posición constitucional del mismo.

        
				
        Al propio tiempo, el artículo 98 contiene un mandato dirigido al legislador para que éste proceda al correspondiente desarrollo normativo del citado órgano constitucional en lo que se refiere a la determinación de sus miembros y estatuto e incompatibilidades de los mismos.

        
				
        Por otra parte, el Gobierno no puede ser privado de sus características propias de origen constitucional si no es a través de una reforma de la Constitución («garantía institucional»). Ahora bien, la potestad legislativa puede y debe operar autónomamente siempre y cuando no lleguen a infringirse principios o normas constitucionales.

        
				
        Por ello, en lo que se refiere a aspectos orgánicos, procedimentales o funcionales, la presente Ley aparece como conveniente; y, en cuanto se trate de precisar y desarrollar las previsiones concretas de remisión normativa contenida en la Constitución, la Ley aparece como necesaria. Avala además la pertinencia del presente texto el hecho de que la organización y el funcionamiento del Gobierno se encuentra en textos legales dispersos, algunos de ellos preconstitucionales, y, por tanto, no del todo coherentes con el contenido de nuestra Carta Magna.

        
				
        Tres principios configuran el funcionamiento del Gobierno: El principio de dirección presidencial, que otorga al Presidente del Gobierno la competencia para determinar las directrices políticas que deberá seguir el Gobierno y cada uno de los Departamentos; la colegialidad y consecuente responsabilidad solidaria de sus miembros; y, por último, el principio departamental, que otorga al titular de cada Departamento una amplia autonomía y responsabilidad en el ámbito de su respectiva gestión.

        
				
        Desde estos planteamientos, en el título I se regula la posición constitucional del Gobierno, así como su composición, con la distinción entre órganos individuales y colegiados. Al propio tiempo, se destacan las funciones que, con especial relevancia, corresponden al Presidente y al Consejo de Ministros. Asimismo, se regula la creación, composición y funciones de las Comisiones Delegadas del Gobierno, órganos con una aquilatada tradición en nuestro Derecho.

        
				
        En efecto, el artículo 98.1 de nuestra Carta Magna establece una composición fija –aun con elementos disponibles– del Gobierno, remitiéndose a la Ley para determinar el resto de sus componentes. En este sentido, se opta ahora por un desarrollo estricto del precepto constitucional, considerando como miembros del Gobierno al Presidente, a los Vicepresidentes cuando existan, y a los Ministros. En cuanto a la posición relativa de los miembros del Gobierno, se destaca la importancia del Presidente, con fundamento en el principio de dirección presidencial, dado que del mismo depende, en definitiva, la existencia misma del Gobierno. El Derecho comparado es prácticamente unánime en consagrar la existencia de un evidente desequilibrio institucionalizado entre la posición del Presidente, de supremacía, y la de los demás miembros del Gobierno. Nuestra Constitución y, por tanto, también la Ley se adscriben decididamente a dicha tesis.

        
				
        Se mantiene, como no podía ser de otra manera, el carácter disponible de los Vicepresidentes, cuya existencia real en cada formación concreta del Gobierno dependerá de la decisión del Presidente. No se ha estimado conveniente, por otra parte, aumentar cualitativamente el número de categorías de quienes pueden ser miembros del Gobierno aun cuando esa posibilidad se encuentra permitida por el inciso final del artículo 98.1. En este sentido, si bien se contempla expresamente la figura de los Ministros sin cartera, no cabe duda de que su consideración es precisamente la de Ministros. Y desde esa posición, desempeñan una función política, encargándose de tareas que no corresponden, en principio ni en exclusiva, a uno de los Departamentos existentes. No son, en consecuencia, esos otros posibles miembros del Gobierno a que se refiere el artículo 98.1 de la Constitución.

        
				
        Por lo que respecta a los Secretarios de Estado, se opta por potenciar su «status» y su ámbito funcional sin llegar a incluirlos en el Gobierno. Serán órganos de colaboración muy cualificados del Gobierno, pero no miembros, si bien su importancia destaca sobre el resto de órganos de colaboración y apoyo en virtud de su fundamental misión al frente de importantes parcelas de actividad política y administrativa, lo que les convierte, junto con los Ministros, en un engarce fundamental entre el Gobierno y la Administración.

        
				
        El texto regula, asimismo, la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios, con funciones preparatorias del Consejo de Ministros, el Secretariado del Gobierno y los Gabinetes.

        
				
        El título II se dedica a regular el estatuto de los miembros del Gobierno –cumpliendo el mandato contenido en el artículo 98.4 de la Constitución– y, en especial, los requisitos de acceso al cargo, su nombramiento y cese, el sistema de suplencias y el régimen de incompatibilidades.

        
				
        Igualmente se contienen las normas sobre nombramiento, cese, suplencia e incompatibilidades de los Secretarios de Estado, y el régimen de nombramiento y cese de los Directores de Gabinete.

        
				
        En el título III se pormenorizan, dentro de los lógicos límites que impone el rango de la norma, las reglas de funcionamiento del Gobierno, con especial atención al Consejo de Ministros y a los demás órganos del Gobierno y de colaboración y apoyo al mismo. También se incluye una referencia especial a la delegación de competencias, fijando con claridad sus límites, así como las materias que resultan indelegables.

        
				
        El título IV se dedica exclusivamente a regular el Gobierno en funciones, una de las principales novedades de la Ley, con base en el principio de lealtad constitucional, delimitando su propia posición constitucional y entendiendo que el objetivo último de toda su actuación radica en la consecución de un normal desarrollo del proceso de formación del nuevo Gobierno.

        
				
        Por último, en el título V se regula el procedimiento para el ejercicio por el Gobierno de la iniciativa legislativa que le corresponde, comprendiendo dos fases principales en las que interviene el Consejo de Ministros, asumiendo la iniciativa legislativa, en un primer momento, y culminando con la aprobación del proyecto de ley.

        
				
        Se regula, asimismo, el ejercicio de la potestad reglamentaria, con especial referencia al procedimiento de elaboración de los reglamentos y a la forma de las disposiciones y resoluciones del Gobierno, de sus miembros y de las Comisiones Delegadas. De este modo, el texto procede a una ordenación de las normas reglamentarias con base en los principios de jerarquía y de competencia, criterio este último que preside la relación entre los Reales Decretos del Consejo de Ministros y los Reales Decretos del Presidente del Gobierno, cuya parcela propia se sitúa en la materia funcional y operativa del órgano complejo que es el Gobierno.

        
				
        Finalmente, se regulan diversas formas de control de los actos del Gobierno, de conformidad con lo establecido por nuestra Constitución y por nuestra jurisprudencia constitucional y ordinaria, con la finalidad de garantizar el control jurídico de toda la actividad del Gobierno en el ejercicio de sus funciones.

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Del Gobierno: Composición, organización y órganos de colaboración y apoyo
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Del Gobierno, su composición, organización y funciones

        
				
        
          Artículo 1.
          Del Gobierno
          .–1. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado. Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes
          [1]
          .
        

        
				
        
          2. El Gobierno se compone del Presidente, del Vicepresidente o Vicepresidentes, en su caso, y de los Ministros
          [2]
          .
        

        
				
        
          3. Los miembros del Gobierno se reúnen en Consejo de Ministros y en Comisiones Delegadas del Gobierno
          [3]
          .
        

        
				
        
          Art. 2.
          Del Presidente del Gobierno.
          –1. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de los Ministros en su gestión
          [4]
          .
        

        
				
        2. En todo caso, corresponde al Presidente del Gobierno:

        
				
        
          a)
          Representar al Gobierno.
        

        
				
        
          b)
          Establecer el programa político del Gobierno y determinar las directrices de la política interior y exterior
          [5]
          y velar por su cumplimiento.
        

        
				
        
          c)
          Proponer al Rey, previa deliberación del Consejo de Ministros, la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales
          [6]
          .
        

        
				
        
          d)
          Plantear ante el Congreso de los Diputados, previa deliberación del Consejo de Ministros, la cuestión de confianza
          [7]
          .
        

        
				
        
          e)
          Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo, previa autorización del Congreso de los Dipu-
          

          tados
          [8]
          .
        

        
				
        
          f)
          Dirigir la política de defensa y ejercer respecto de las Fuerzas Armadas las funciones previstas en la legislación reguladora de la defensa nacional y de la organización militar
          [9]
          .
        

        
				
        
          g)
          Convocar, presidir y fijar el orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 62.
          g)
          de la Constitución
          [10]
          .
        

        
				
        
          h)
          Refrendar, en su caso, los actos del Rey y someterle, para su sanción, las leyes y demás normas con rango de ley, de acuerdo con lo establecido en los artículos 64 y 91 de la Constitución.
        

        
				
        
          i)
          Interponer el recurso de inconstitucionalidad
          [11]
          .
        

        
				
        
          j)
          Crear, modificar y suprimir, por Real Decreto, los Departamentos ministeriales, así como las Secretarías de Estado. Asimismo, le corresponde la aprobación de la estructura orgánica de la Presidencia del Gobierno
          [12]
          .
        

        
				
        
          k)
          Proponer al Rey el nombramiento y separación de los Vicepresidentes y de los Ministros
          [13]
          .
        

        
				
        
          l)
          Resolver los conflictos de atribuciones que puedan surgir entre los diferentes Ministerios.
        

        
				
        
          m)
          Impartir instrucciones a los demás miembros del Gobierno
          [14]
          .
        

        
				
        
          n)
          Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución y las leyes.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Del Vicepresidente o Vicepresidentes del Gobierno.
          –1. Al Vicepresidente o Vicepresidentes, cuando existan, les corresponderá el ejercicio de las funciones que les encomiende el Presidente
          [15]
          .
        

        
				
        2. El Vicepresidente que asuma la titularidad de un Departamento ministerial ostentará, además, la condición de Ministro.

        
				
        
          Art. 4.
          
            De los Ministros
            [16]
          
          .–1. Los Ministros, como titulares de sus Departamentos, tienen competencia y responsabilidad en la esfera específica de su actuación, y les corresponde el ejercicio de las siguientes funciones:
        

        
				
        
          a)
          Desarrollar la acción del Gobierno en el ámbito de su Departamento, de conformidad con los acuerdos adoptados en Consejo de Ministros o con las directrices del Presidente del Gobierno.
        

        
				
        
          b)
          Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su Departamento.
        

        
				
        
          c)
          Ejercer cuantas otras competencias les atribuyan las leyes, las normas de organización y funcionamiento del Gobierno y cualesquiera otras disposiciones.
        

        
				
        
          d)
          Refrendar, en su caso, los actos del Rey en materia de su competencia.
        

        
				
        2. Además de los Ministros titulares de un Departamento, podrán existir Ministros sin cartera, a los que se les atribuirá la responsabilidad de determinadas funciones gubernamentales.

        
				
        
          Art. 5.
          Del Consejo de Ministros.
          –1. Al Consejo de Ministros, como órgano colegiado del Gobierno, le corresponde
          [17]
          :
        

        
				
        
          a)
          Aprobar los proyectos de ley y su remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado
          [18]
          .
        

        
				
        
          b)
          Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado
          [19]
          .
        

        
				
        
          c)
          Aprobar los Reales Decretos-leyes y los Reales Decretos Legislativos
          [20]
          .
        

        
				
        
          d)
          Acordar la negociación y firma de Tratados internacionales, así como su aplicación provisional.
        

        
				
        
          e)
          Remitir los Tratados internacionales a las Cortes Generales en los términos previstos en los artículos 94 y 96.2 de la Constitución
          [21]
          .
        

        
				
        
          f)
          Declarar los estados de alarma y de excepción y proponer al Congreso de los Diputados la declaración del estado de sitio
          [22]
          .
        

        
				
        
          g)
          Disponer la emisión de Deuda Pública o contraer crédito, cuando haya sido autorizado por una Ley
          [23]
          .
        

        
				
        
          h)
          Aprobar los reglamentos para el desarrollo y la ejecución de las leyes, previo dictamen del Consejo de Estado, así como las demás disposiciones reglamentarias que procedan
          [24]
          .
        

        
				
        
          i)
          Crear, modificar y suprimir los órganos directivos de los Departamentos ministeriales
          [25]
          .
        

        
				
        
          j)
          Adoptar programas, planes y directrices vinculantes para todos los órganos de la Administración General del Estado.
        

        
				
        
          k)
          Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución, las leyes y cualquier otra disposición.
        

        
				
        2. A las reuniones del Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado cuando sean convocados.

        
				
        3. Las deliberaciones del Consejo de Ministros serán secretas.

        
				
        
          Art. 6.
          
            De las Comisiones Delegadas del Gobierno
            [26]
          
          . 1. La creación, modificación y supresión de las Comisiones Delegadas del Gobierno será acordada por el Consejo de Ministros mediante Real Decreto, a propuesta del Presidente del Gobierno.
        

        
				
        2. El Real Decreto de creación de una Comisión Delegada deberá especificar, en todo caso:

        
				
        
          a)
          El miembro del Gobierno que asume la presidencia de la Comisión.
        

        
				
        
          b)
          Los miembros del Gobierno y, en su caso, Secretarios de Estado que la integran.
        

        
				
        
          c)
          Las funciones que se atribuyen a la Comisión.
        

        
				
        
          d)
          El miembro de la Comisión al que corresponde la Secretaría de la misma.
        

        
				
        3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, podrán ser convocados a las reuniones de las Comisiones Delegadas los titulares de aquellos otros órganos superiores y directivos de la Administración General del Estado que se estime conveniente.

        
				
        4. Corresponde a las Comisiones Delegadas, como órganos colegiados del Gobierno:

        
				
        
          a)
          Examinar las cuestiones de carácter general que tengan relación con varios de los Departamentos ministeriales que integren la Comisión.
        

        
				
        
          b)
          Estudiar aquellos asuntos que, afectando a varios Ministerios, requieran la elaboración de una propuesta conjunta previa a su resolución por el Consejo de Ministros.
        

        
				
        
          c)
          Resolver los asuntos que, afectando a más de un Ministerio, no requieran ser elevados al Consejo de Ministros.
        

        
				
        
          d)
          Ejercer cualquier otra atribución que les confiera el ordenamiento jurídico o que les delegue el Consejo de Ministros.
        

        
				
        5. Las deliberaciones de las Comisiones Delegadas del Gobierno serán secretas.

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        De los órganos de colaboración y apoyo del Gobierno

        
				
        
          Art. 7.
          
            De los Secretarios de Estado
            [27]
          
          .–1. Los Secretarios de Estado son órganos superiores de la Administración General del Estado, directamente responsables de la ejecución de la acción del Gobierno en un sector de actividad específica de un Departamento o de la Presidencia del Gobierno.
        

        
				
        2. Actúan bajo la dirección del titular del Departamento al que pertenezcan. Cuando estén adscritos a la Presidencia del Gobierno, actúan bajo la dirección del Presidente. Asimismo, podrán ostentar por delegación expresa de sus respectivos Ministros la representación de éstos en materias propias de su competencia, incluidas aquellas con proyección internacional, sin perjuicio, en todo caso, de las normas que rigen las relaciones de España con otros Estados y con las organizaciones internacionales.

        
				
        
          3. Las competencias de los Secretarios de Estado son las que se determinan en la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado
          [28]
          .
        

        
				
        
          Art. 8.
          De la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios.
          –1. La Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios estará integrada por los titulares de las Secretarías de Estado y por los Subsecretarios de los distintos Departamentos ministeriales.
        

        
				
        
          2. La Presidencia de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios corresponde a un Vicepresidente del Gobierno o, en su defecto, al Ministro de la Presidencia. La Secretaría de la Comisión será ejercida por quien se determine reglamentariamente
          [29]
          .
        

        
				
        3. Las reuniones de la Comisión tienen carácter preparatorio de las sesiones del Consejo de Ministros. En ningún caso la Comisión podrá adoptar decisiones o acuerdos por delegación del Gobierno.

        
				
        4. Todos los asuntos que vayan a someterse a aprobación del Consejo de Ministros deben ser examinados por la Comisión, excepto aquellos que se determinen por las normas de funcionamiento de aquél.

        
				
        
          Art. 9.
          Del Secretariado del Gobierno.
          –1. El Secretariado del Gobierno, como órgano de apoyo del Consejo de Ministros, de las Comisiones Delegadas del Gobierno y de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios, ejercerá las siguientes funciones:
        

        
				
        
          a)
          La asistencia al Ministro-Secretario del Consejo de Ministros.
        

        
				
        
          b)
          La remisión de las convocatorias a los diferentes miembros de los órganos colegiados anteriormente enumerados.
        

        
				
        
          c)
          La colaboración con las Secretarías Técnicas de las Comisiones Delegadas del Gobierno.
        

        
				
        
          d)
          El archivo y custodia de las convocatorias, órdenes del día y actas de las reuniones.
        

        
				
        
          e)
          Velar por la correcta y fiel publicación de las disposiciones y normas emanadas del Gobierno que deban insertarse en el «Boletín Oficial del Estado»
          [30]
          .
        

        
				
        
          2. El Secretariado del Gobierno se integra en la estructura orgánica del Ministerio de la Presidencia
          [31]
          .
        

        
				
        
          Art. 10.
          De los Gabinetes.
          –1. Los Gabinetes son órganos de apoyo político y técnico del Presidente del Gobierno, de los Vicepresidentes, de los Ministros y de los Secretarios de Estado. Los miembros de los Gabinetes realizan tareas de confianza y asesoramiento especial sin que en ningún caso puedan adoptar actos o resoluciones que correspondan legalmente a los órganos de la Administración General del Estado o de las organizaciones adscritas a ella.
        

        
				
        Particularmente les prestan su apoyo en el desarrollo de su labor política, en el cumplimiento de las tareas de carácter parlamentario y en sus relaciones con las instituciones y la organización administrativa.

        
				
        2. A los Directores, Subdirectores y demás miembros de estos Gabinetes les corresponde el nivel orgánico que reglamentariamente se determine.

        
				
        3. El número y las retribuciones de sus miembros se determinan por el Consejo de Ministros dentro de las consignaciones presupuestarias establecidas al efecto, adecuándose, en todo caso, a las retribuciones de la Administración General del Estado.

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          Del Estatuto de los miembros del Gobierno, de los Secretarios de Estado y de los Directores de los Gabinetes
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        De los miembros del Gobierno

        
				
        
          Art. 11.
          De los requisitos de acceso al cargo.
          –Para ser miembro del Gobierno se requiere ser español
          [32]
          , mayor de edad
          [33]
          , disfrutar de los derechos de sufragio activo y pasivo
          [34]
          , así como no estar inhabilitado para ejercer empleo o cargo público por sentencia judicial firme.
        

        
				
        
          Art. 12.
          Del nombramiento y cese.
          –1. El nombramiento y cese del Presidente del Gobierno se producirá en los términos previstos en la Constitución
          [35]
          .
        

        
				
        
          2. Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente
          [36]
          .
        

        
				
        3. La separación de los Vicepresidentes del Gobierno y de los Ministros sin cartera llevará aparejada la extinción de dichos órganos.

        
				
        
          Art. 13.
          De la suplencia.
          –1. En los casos de vacante, ausencia o enfermedad, las funciones del Presidente del Gobierno serán asumidas por los Vicepresidentes, de acuerdo con el correspondiente orden de prelación, y, en defecto de ellos, por los Ministros, según el orden de precedencia de los Departamentos
          [37]
          .
        

        
				
        2. La suplencia de los Ministros, para el despacho ordinario de los asuntos de su competencia, será determinada por Real Decreto del Presidente del Gobierno, debiendo recaer, en todo caso, en otro miembro del Gobierno. El Real Decreto expresará la causa y el carácter de la suplencia.

        
				
        
          Art. 14.
          Del régimen de incompatibilidades de los miembros del Gobierno.
          –1. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o mercantil alguna
          [38]
          .
        

        
				
        
          2. Será de aplicación, asimismo, a los miembros del Gobierno el régimen de incompatibilidades de los altos cargos de la Administración General del Estado
          [39]
          .
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        De los Secretarios de Estado

        
				
        
          Art. 15.
          Del nombramiento, cese, suplencia e incompatibilidades de los Secretarios de Estado.
          –1. Los Secretarios de Estado son nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, aprobado a propuesta del Presidente del Gobierno o del miembro del Gobierno a cuyo Departamento pertenezcan.
        

        
				
        2. La suplencia de los Secretarios de Estado del mismo Departamento se determinará según el orden de precedencia que se derive del Real Decreto de estructura orgánica del Ministerio.

        
				
        3. Los Secretarios de Estado dependientes directamente de la Presidencia del Gobierno serán suplidos por quien designe el Presidente.

        
				
        
          4. Es de aplicación a los Secretarios de Estado el régimen de incompatibilidades previsto para los altos cargos de la Administración General del Estado
          [40]
          .
        

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        De los Directores de los Gabinetes de Presidente, Vicepresidentes, Ministros y Secretarios de Estado

        
				
        
          Art. 16.
          Del nombramiento y cese de los Directores de los Gabinetes.
          –1. Los Directores de los Gabinetes del Presidente, de los Vicepresidentes y de los Ministros serán nombrados y separados por Real Decreto aprobado en Consejo de Ministros.
        

        
				
        2. Los Directores de Gabinete de los Secretarios de Estado serán nombrados por Orden ministerial, previo conocimiento del Consejo de Ministros.

        
				
        
          3. Los Directores de los Gabinetes cesarán automática
          [41]
          cuando cese el titular del cargo del que dependen. En el supuesto del Gobierno en funciones, continuarán hasta la formación del nuevo Gobierno.
        

        
				
        4. Los funcionarios que se incorporen a los Gabinetes a que se refiere este artículo pasarán a la situación de servicios especiales, salvo que opten por permanecer en la situación de servicio activo en su Administración de origen.

        
				
        Del mismo modo, el personal no funcionario que se incorpore a estos Gabinetes tendrá derecho a la reserva del puesto y antigüedad, conforme a lo dispuesto en su legislación específica.

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          De las normas de funcionamiento del Gobierno y de la delegación de competencias
        

        
				
        
          Art. 17.
          De las normas aplicables al funcionamiento del Gobierno.
          –El Gobierno se rige, en su organización y funcionamiento, por la presente Ley y por:
        

        
				
        
          a)
          Los Reales Decretos del Presidente del Gobierno sobre la composición y organización del Gobierno, así como de sus órganos de colaboración y apoyo.
        

        
				
        
          b)
          Las disposiciones organizativas internas, de funcionamiento y actuación emanadas del Presidente del Gobierno o del Consejo de Ministros.
        

        
				
        
          Art. 18.
          Del funcionamiento del Consejo de Ministros.
          –1. El Presidente del Gobierno convoca y preside las reuniones del Consejo de Ministros, actuando como Secretario el Ministro de la Presidencia.
        

        
				
        2. Las reuniones del Consejo de Ministros podrán tener carácter decisorio o deliberante.

        
				
        3. El orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros se fijará por el Presidente del Gobierno.

        
				
        4. De las sesiones del Consejo de Ministros se levantará acta en la que figurarán, exclusivamente, las circunstancias relativas al tiempo y lugar de su celebración, la relación de asistentes, los acuerdos adoptados y los informes presentados.

        
				
        
          Art. 19.
          De las actas de las Comisiones Delegadas del Gobierno y de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios.
          –A las Comisiones Delegadas del Gobierno y a la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios les será de aplicación lo dispuesto en el artículo 18 de la presente Ley en relación con las actas de dichos órganos colegiados.
        

        
				
        
          Art. 20.
          
            De la delegación de competencias
            [42]
          
          . 1. Pueden delegar el ejercicio de competencias propias:
        

        
				
        
          a)
          El Presidente del Gobierno en favor del Vicepresidente o Vicepresidentes y de los Ministros.
        

        
				
        
          b)
          Los Ministros en favor de los Secretarios de Estado dependientes de ellos, de los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y de los órganos directivos del Ministerio.
        

        
				
        2. Asimismo, son delegables las funciones administrativas del Consejo de Ministros en las Comisiones Delegadas del Gobierno.

        
				
        3. No son en ningún caso delegables las siguientes competencias:

        
				
        
          a)
          Las atribuidas directamente por la Constitución.
        

        
				
        
          b)
          Las relativas al nombramiento y separación de los altos cargos atribuidas al Consejo de Ministros.
        

        
				
        
          c)
          Las atribuidas a los órganos colegiados del Gobierno, con la excepción prevista en el apartado 2 de este artículo.
        

        
				
        
          d)
          Las atribuidas por una ley que prohíba expresamente la delegación.
        

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          Del Gobierno en funciones
        

        
				
        
          Art. 21.
          Del Gobierno en funciones.
          –1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de confianza parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente
          [43]
          .
        

        
				
        
          2. El Gobierno cesante continúa en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno, con las limitaciones establecidas en esta Ley
          [44]
          .
        

        
				
        3. El Gobierno en funciones facilitará el normal desarrollo del proceso de formación del nuevo Gobierno y el traspaso de poderes al mismo y limitará su gestión al despacho ordinario de los asuntos públicos, absteniéndose de adoptar, salvo casos de urgencia debidamente acreditados o por razones de interés general cuya acreditación expresa así lo justifique, cualesquiera otras medidas.

        
				
        4. El Presidente del Gobierno en funciones no podrá ejercer las siguientes facultades:

        
				
        
          a)
          Proponer al Rey la disolución de alguna de las Cámaras, o de las Cortes Generales.
        

        
				
        
          b)
          Plantear la cuestión de confianza.
        

        
				
        
          c)
          Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo.
        

        
				
        5. El Gobierno en funciones no podrá ejercer las siguientes facultades:

        
				
        
          a)
          Aprobar el proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado.
        

        
				
        
          b)
          Presentar proyectos de Ley al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado.
        

        
				
        6. Las delegaciones legislativas otorgadas por las Cortes Generales quedarán en suspenso durante todo el tiempo que el Gobierno esté en funciones como consecuencia de la celebración de elecciones generales.

        
				
        
          TÍTULO V
        

        
				
        
          De la iniciativa legislativa, de la potestad reglamentaria y del control de los actos del Gobierno
        

        
				
        
          Art. 22.
          
            De la iniciativa legislativa del Gobierno
            [45]
          
          . 1. El Gobierno ejercerá la iniciativa legislativa prevista en los artículos 87 y 88 de la Constitución mediante la elaboración, aprobación y posterior remisión de los proyectos de ley al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado.
        

        
				
        2. El procedimiento de elaboración de proyectos de ley a que se refiere el apartado anterior se iniciará en el Ministerio o Ministerios competentes mediante la elaboración del correspondiente anteproyecto, que irá acompañado por la memoria, los estudios o informes sobre la necesidad y oportunidad del mismo, un informe sobre el impacto por razón de género de las medidas que se establecen en el mismo, así como por una memoria económica que contenga la estimación del coste a que dará lugar.

        
				
        
          En todo caso, los anteproyectos de ley habrán de ser informados por la Secretaría General Técnica
          [46]
          .
        

        
				
        
          3. El titular del Departamento proponente elevará el anteproyecto al Consejo de Ministros a fin de que éste decida sobre los ulteriores trámites y, en particular, sobre las consultas, dictámenes e informes que resulten convenientes, así como sobre los términos de su realización, sin perjuicio de los legalmente preceptivos
          [47]
          .
        

        
				
        4. Una vez cumplidos los trámites a que se refiere el apartado anterior, el titular del Departamento proponente someterá el anteproyecto, de nuevo, al Consejo de Ministros para su aprobación como proyecto de Ley y su remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado, acompañándolo de una exposición de motivos y de la memoria y demás antecedentes necesarios para pronunciarse sobre él.

        
				
        5. Cuando razones de urgencia así lo aconsejen, el Consejo de Ministros podrá prescindir de los trámites contemplados en el apartado 3 de este artículo, salvo los que tengan carácter preceptivo, y acordar la aprobación de un proyecto de Ley y su remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado.

        
				
        
          Art. 23.
          De la potestad reglamentaria
          .–1. El ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde al Gobierno de acuerdo con la Constitución y las leyes
          [48]
          .
        

        
				
        2. Los reglamentos no podrán regular materias objeto de reserva de ley, ni infringir normas con dicho rango. Además, sin perjuicio de su función de desarrollo o colaboración con respecto a la ley, no podrán tipificar delitos, faltas o infracciones administrativas, establecer penas o sanciones, así como tributos, cánones u otras cargas o prestaciones personales o patrimoniales de carácter público.

        
				
        3. Los reglamentos se ajustarán a las siguientes normas de competencia y jerarquía:

        
				
        1.º Disposiciones aprobadas por Real Decreto del Presidente del Gobierno o del Consejo de Ministros.

        
				
        2.º Disposiciones aprobadas por Orden Ministerial.

        
				
        
          Ningún reglamento podrá vulnerar preceptos de otro de jerarquía superior
          [49]
          .
        

        
				
        
          4. Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en un reglamento, aunque hayan sido dictadas por órganos de igual o superior jerarquía que el que lo haya aprobado
          [50]
          .
        

        
				
        
          Art. 24.
          Del procedimiento de elaboración de los reglamentos.
          –1. La elaboración de los reglamentos se ajustará al siguiente procedimiento:
        

        
				
        
          a)
          La iniciación del procedimiento de elaboración de un Reglamento se llevará a cabo por el centro directivo competente mediante la elaboración del correspondiente proyecto, al que se acompañará un informe sobre la necesidad y oportunidad de aquél, así como una memoria económica que contenga la estimación del coste a que dará lugar.
        

        
				
        
          b)
          A lo largo del proceso de elaboración deberán recabarse, además de los informes, dictámenes y aprobaciones previas preceptivos, cuantos estudios y consultas se estimen convenientes para garantizar el acierto y la legalidad del texto.
        

        
				
        
          En todo caso, los reglamentos deberán ir acompañados de un informe sobre el impacto por razón de género de las medidas que se establecen en el mismo
          [51]
          .
        

        
				
        
          c)
          Elaborado el texto de una disposición que afecte a los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos, se les dará audiencia, durante un plazo razonable y no inferior a quince días hábiles, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley que los agrupen o los representen y cuyos fines guarden relación directa con el objeto de la disposición. La decisión sobre el procedimiento escogido para dar audiencia a los ciudadanos afectados será debidamente motivada en el expediente por el órgano que acuerde la apertura del trámite de audiencia. Asimismo, y cuando la naturaleza de la disposición lo aconseje, será sometida a información pública durante el plazo indicado.
        

        
				
        
          Este trámite podrá ser abreviado hasta el mínimo de siete días hábiles cuando razones debidamente motivadas así lo justifiquen. Sólo podrá omitirse dicho trámite cuando graves razones de interés público, que asimismo deberán explicitarse, lo exijan
          [52]
          .
        

        
				
        
          d)
          No será necesario el trámite previsto en la letra anterior, si las organizaciones o asociaciones mencionadas hu-bieran participado por medio de informes o consultas en el proceso de elaboración indicado en el apartado
          b)
          .
        

        
				
        
          e)
          El trámite de audiencia a los ciudadanos, en sus diversas formas, reguladas en la letra
          c),
          no se aplicará a las disposiciones que regulan los órganos, cargos y autoridades de la presente Ley, así como a las disposiciones orgánicas de la Administración General del Estado o de las organizaciones dependientes o adscritas a ella.
        

        
				
        
          f)
          Junto a la memoria o informe sucintos que inician el procedimiento de elaboración del reglamento se conservarán en el expediente todos los estudios y consultas evacuados y demás actuaciones practicadas.
        

        
				
        2. En todo caso, los proyectos de reglamentos habrán de ser informados por la Secretaría General Técnica, sin perjuicio del dictamen del Consejo de Estado en los casos legalmente previstos.

        
				
        3. Será necesario informe previo del Ministerio de Administraciones Públicas cuando la norma reglamentaria pudiera afectar a la distribución de las competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

        
				
        4. La entrada en vigor de los reglamentos aprobados por el Gobierno requiere su íntegra publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

        
				
        
          Art. 25.
          De la forma de las disposiciones y resoluciones del Gobierno, de sus miembros y de las Comisiones Delegadas.
          Las decisiones de los órganos regulados en esta Ley revisten las formas siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Reales Decretos Legislativos y Reales Decretos-leyes, las decisiones que aprueban, respectivamente, las normas previstas en los artículos 82 y 86 de la Constitución.
        

        
				
        
          b)
          Reales Decretos del Presidente del Gobierno, las disposiciones y actos cuya adopción venga atribuida al Presidente.
        

        
				
        
          c)
          Reales Decretos acordados en Consejo de Ministros, las decisiones que aprueben normas reglamentarias de la competencia de éste y las resoluciones que deban adoptar dicha forma jurídica.
        

        
				
        
          d)
          Acuerdos del Consejo de Ministros, las decisiones de dicho órgano colegiado que no deban adoptar la forma de Real Decreto.
        

        
				
        
          e)
          Acuerdos adoptados en Comisiones Delegadas del Gobierno, las disposiciones y resoluciones de tales órganos colegiados. Tales acuerdos revestirán la forma de Orden del Ministro competente o del Ministro de la Presidencia, cuando la competencia corresponda a distintos Ministros.
        

        
				
        
          f)
          Órdenes Ministeriales, las disposiciones y resoluciones de los Ministros. Cuando la disposición o resolución afecte a varios Departamentos revestirá la forma de Orden del Ministro de la Presidencia, dictada a propuesta de los Ministros interesados.
        

        
				
        
          Art. 26.
          Del control de los actos del Gobierno.
          –1. El Gobierno está sujeto a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico en toda su actuación.
        

        
				
        
          2. Todos los actos y omisiones del Gobierno están sometidos al control político de las Cortes Generales
          [53]
          .
        

        
				
        
          3. Los actos del Gobierno y de los órganos y autoridades regulados en la presente Ley son impugnables ante la jurisdicción contencioso-administrativa, de conformidad con lo dispuesto en su Ley reguladora
          [54]
          .
        

        
				
        
          4. La actuación del Gobierno es impugnable ante el Tribunal Constitucional en los términos de la Ley Orgánica reguladora del mismo
          [55]
          .
        

        
				
        DISPOSICIONES ADICIONALES

        
				
        
          Primera.
           
          Quienes hubieran sido Presidentes del Gobierno tienen derecho a utilizar dicho título y gozarán de todos aquellos derechos, honores y precedencias que legal o reglamentariamente se determinen
          [56]
          .
        

        
				
        
          Segunda.
           
          El Consejo de Estado, supremo órgano consultivo del Gobierno, se ajustará en su organización, funcionamiento y régimen interior, a lo dispuesto en su Ley Orgánica y en su Reglamento, en garantía de la autonomía que le corresponde
          [57]
          .
        

        
				
        DISPOSICIÓN DEROGATORIA

        
				
        
          Única.
           
          Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en la presente Ley y, en concreto:
        

        
				
        
          a)
          Los artículos que conforme a la disposición derogatoria 2
          .a)
          de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado continuaban vigentes de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, texto refundido aprobado por Decreto de 26 de julio de 1957.
        

        
				
        
          b)
          Los artículos que conforme a la disposición derogatoria 2
          .b)
          de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado continuaban vigentes de la Ley 10/1983, de 16 de agosto, de Organización de la Administración Central del Estado.
        

        
				
        
          c)
          Los artículos 48 a 53 de la Ley de Conflictos Jurisdiccionales, de 17 de julio de 1948.
        

        
				
        
          d)
          Los artículos 129 a 132 de la Ley de Procedimiento Administrativo, de 17 de julio de 1958.
        

        
				
        
          e)
          Se suprimen las menciones a los Directores de los Gabinetes de los Secretarios de Estado contenidas en el artículo 1.
          g)
          de la Ley 12/1995, de 11 de mayo, de Incompatibilidades de los Miembros del Gobierno de la Nación y de los Altos Cargos de la Administración General del Estado.
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] Artículo 97 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978.
            

            
						
            Véase la Orden APU/516/2005, de 3 de marzo, por la que se dispone la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros de 18 de febrero de 2005, por el que se aprueba el Código de Buen Gobierno de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administración General del Estado («BOE» núm. 56, de 7 de marzo).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ] Véase el artículo 98.1 de la Constitución Española.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ] Véanse los artículos 5, 6 y 18 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              4
              ] Artículo 98.2 de la Constitución Española.
            

            
						
            Por Real Decreto 405/1992, de 24 de abril («BOE» núm. 107, de 4 de mayo), se regula el Estatuto de los ex Presidentes del Gobierno, cuyo artículo 4 ha sido modificado por el Real Decreto 1306/2008, de 18 de julio («BOE» núm. 178, de 24 de julio).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              5
              ] Véase el Real Decreto 1412/2000, de 21 de julio («BOE» núm. 175, de 22 de julio), de creación del Consejo de Política Exterior, modificado por el Real Decreto 1389/2007, de 29 de octubre («BOE» núm. 260, de 30 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              6
              ] Véase el artículo 115.1 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              7
              ] Véanse los artículos 112 de la Constitución Española y 173 y 174 del Reglamento del Congreso de los Diputados de 10 de febrero de 1982 («BOE» núm. 55, de 5 de marzo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              8
              ] Véanse los artículos 92.2 de la Constitución Española y 161 del Reglamento del Congreso de los Diputados de 10 de febrero de 1982.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              9
              ] Véase el artículo 6 de la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre («BOE» núm. 276, de 18 de noviembre), de la Defensa Nacional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              10
              ] Véase el artículo 18 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              11
              ] Véanse los artículos 162.1
              .a)
              de la Constitución Española y 32.1 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre («BOE» núm. 239, de 5 de octubre), del Tribunal Constitucional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              12
              ] Véanse los artículos 103.2 de la Constitución Española de 1978 y 5 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              13
              ] Véanse los artículos 62.
              e)
              y 100 de la Constitución Española.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              14
              ] Véase el artículo 98.2 de la Constitución Española.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              15
              ] Véase el Real Decreto 543/2009, de 7 de abril («BOE» núm. 85, de 7 de abril), sobre las Vicepresidencias del Gobierno.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              16
              ] Véanse los artículos 12 y 13 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              17
              ] Véanse los artículos 97 de la Constitución Española y 88.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              18
              ] Véanse los artículos 87 y 88 de la Constitución.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              19
              ] Véanse los artículos 134 de la Constitución Española; 133 a 135 del Reglamento del Congreso de los Diputados de 10 de febrero de 1982 («BOE» núm. 55, de 5 de marzo), y 148 a 151 del Reglamento del Senado de 3 de mayo de 1994 («BOE» núm. 114, de 13 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              20
              ] Véanse los artículos 82 y 86 de la Constitución y 151 a 153 del Reglamento del Congreso de los Diputados.
            

            
						
            Téngase en cuenta, asimismo, el artículo 21.3 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril («BOE» núm. 100, de 25 de abril), del Consejo de Estado, conforme a la redacción dada al mismo por la Ley Orgánica 3/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              21
              ] Ténganse en cuenta los artículos 63.2 y 93 a 96 de la Constitución Española, 154 a 160 del Reglamento del Congreso de los Diputados y 144 a 147 del Reglamento del Senado.
            

            
						
            Véase, asimismo, el Decreto 801/1972, de 24 de marzo («BOE» núm. 85, de 8 de abril), sobre ordenación de la actividad de la Administración del Estado en materia de Tratados internacionales.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              22
              ]Véanse los artículos 116 de la Constitución Española, 162 a 165 del Reglamento del Congreso de los Diputados de 10 de febrero de 1982 («BOE» núm. 55, de 5 de marzo) y 6, 13 y 32 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio («BOE» núm. 134, de 5 de junio), reguladora de los estados de alarma, excepción o sitio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              23
              ] Véase el artículo 135 de la Constitución Española.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              24
              ] Véase el artículo 97 de la Constitución Española. Téngase en cuenta, asimismo, el artículo 22.3 de la Ley Orgánica del Consejo de Estado de 22 de abril de 1980 («BOE» núm. 100, de 25 de abril).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              25
              ] Véase el artículo 10 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              26
              ] Véase el Real Decreto 639/2009, de 17 de abril («BOE» núm. 97, de 21 de abril; corrección de errores en «BOE» núm. 104, de 29 de abril), por el que se establecen las Comisiones Delegadas del Gobierno, modificado por el Real Decreto 763/2010, de 11 de junio («BOE» núm. 143, de 12 de junio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              27
              ] La figura del Secretario de Estado se crea por el Real Decreto 1558/1977, de 4 de julio («BOE» núm. 159, de 5 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              28
              ] Véase el artículo 14 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              29
              ] La disposición adicional 1.ª del Real Decreto 639/2009, de 17 de abril («BOE» núm. 97, de 21 de abril) por el que se establecen las Comisiones Delegadas del Gobierno, dispone:
            

            
						
            
              «Disposición adicional primera.
              Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios.
              La Presidencia de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios será ejercida por la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Presidencia. El Subsecretario de la Presidencia actuará como Secretario de esta Comisión.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              30
              ] Véase la Orden de 21 de diciembre de 2001 («BOE» núm. 306, de 22 de diciembre) por la que se hace público el Acuerdo del Consejo de Ministros de 21 de diciembre de 2001, por el que se dispone la numeración de las Órdenes ministeriales que se publican en el «Boletín Oficial del Estado», cuya tabla de códigos ministeriales que se publica como anexo, queda sustituida por la publicada en la Resolución de 8 de abril de 2009 («BOE» núm. 87, de 9 de abril).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              31
              ] Véanse los artículos 13.3
              .b)
              y 15 del Real Decreto 1039/2009, de 29 de junio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de la Presidencia.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              32
              ] Véanse los artículos 17 a 21 del Código Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              33
              ] Véase el artículo 315 del Código Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              34
              ] Véanse los artículos 2 a 7 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio («BOE» núm. 147, de 20 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 17, de 20 de enero de 1996), del Régimen Electoral General, teniendo en cuenta que el artículo 6.2 ha sido modificado por la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo («BOE» núm. 60, de 11 de marzo), para la garantía de la democracia en los Ayuntamientos y la seguridad de los Concejales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              35
              ] Véanse los artículos 99 y 101 de la Constitución Española y 170 a 172 del Reglamento del Congreso de los Diputados.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              36
              ] Artículo 100 de la Constitución Española.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              37
              ] Véanse el artículo 17 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1) y el Real Decreto 1455/1995, de 1 de septiembre («BOE» núm. 210, de 2 de septiembre), sobre suplencia del Presidente del Gobierno.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              38
              ] Artículo 98.3 de la Constitución Española.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              39
              ] Sobre incompatibilidades, véase el artículo 98.3 y 4 de la Constitución Española. Asimismo, véanse la Ley 5/2006, de 10 de abril («BOE» núm. 86, de 11 de abril), de regulación de los conflictos de intereses de los miembros del Gobierno y de los Altos Cargos de la Administración General del Estado desarrollada por el Real Decreto 432/2009, de 27 de marzo («BOE» núm. 91, de 14 de abril; corrección de errores en «BOE» núms. 112 y 131, de 8 y 19 de mayo), por el que se regulan los registros de actividades y de bienes y derechos patrimoniales de los Altos Cargos.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              40
              ] Véase la nota al artículo 14.2 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              41
              ] Parece que debiera decir «automáticamente».
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              42
              ] Véanse los artículos 12 a 16 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1) y la disposición adicional 13.ª, 1 y 4, de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              43
              ] Artículo 101.1 de la Constitución Española.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              44
              ] Véase el artículo 101.2 de la Constitución.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              45
              ] Véanse los artículos 108 y siguientes del Reglamento del Congreso de los Diputados de 10 de febrero de 1982 («BOE» núm. 55, de 5 de marzo) y 104 y siguientes del Reglamento del Senado, de 3 de mayo de 1994 («BOE» núm. 114, de 13 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              46
              ] Apartado 2 redactado conforme a la Ley 30/2003, de 13 de octubre («BOE» núm. 246, de 14 de octubre), sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno.
            

            
						
            
              El apartado
              a)
              del artículo 105 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978 establece:
            

            
						
            
              «Art. 105. La Ley regulará:
              a)
              La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.»
            

            
						
            Véase el Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio («BOE» núm. 173, de 18 de julio), por el que se regula la memoria del análisis de impacto normativo.

            
						
            Véase, asimismo, la Resolución de 10 de septiembre de 1990 («BOE» núm. 233, de 28 de septiembre; corrección de errores en «BOE» núm. 251, de 19 de octubre) por la que se ordena la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros que dicta instrucciones a determinados órganos de la Administración Pública para acelerar el procedimiento de elaboración de normas que trasponen directivas comunitarias.

            
						
            Téngase presente, por último, el Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de julio de 2005, por el que se aprueban las Directrices de técnica normativa, publicado por Resolución de 28 de julio de 2005 («BOE» núm. 180, de 29 de julio).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              47
              ] La Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, conforme a la redacción dada por la Ley Orgánica 3/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre), dispone:
            

            
						
            «Art. 21. El Consejo de Estado en Pleno deberá ser consultado en los siguientes asuntos:

            
						
            1. Anteproyectos de reforma constitucional, cuando la propuesta no haya sido elaborada por el propio Consejo de Estado.

            
						
            2. Anteproyectos de leyes que hayan de dictarse en ejecución, cumplimiento o desarrollo de tratados, convenios o acuerdos internacionales y del derecho comunitario europeo.

            
						
            3. Proyectos de Decretos Legislativos

            
						
            [...............................................................................................]

            
						
            6. Anteproyectos de ley o proyectos de disposiciones administrativas, cualquiera que fuere su rango y objeto, que afecten a la organización, competencia o funcionamiento del Consejo de Estado.

            
						
            [...............................................................................................]

            
						
            Art. 22. La Comisión Permanente del Consejo de Estado deberá ser consultada en los siguientes asuntos:

            
						
            1. En todos los tratados o convenios internacionales sobre la necesidad de autorización de las Cortes Generales con carácter previo a la prestación del consentimiento del Estado.

            
						
            2. Disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución, cumplimiento o desarrollo de tratados, convenios o acuerdos internacionales y del derecho comunitario europeo.

            
						
            3. Reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten en ejecución de las Leyes, así como sus modificaciones.

            
						
            4. Anteproyectos de Ley Orgánica de transferencias o delegación de competencias estatales a las Comunidades Autónomas.

            
						
            [.............................................................................................]»

            
						
            El artículo 108 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio («BOE» núm. 157, de 2 de julio; corrección de errores en «BOE» núm. 264, de 4 de noviembre), del Poder Judicial, conforme a la redacción dada por la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre («BOE» núm. 268, de 9 de noviembre), establece:

            
						
            «1. El Consejo General del Poder Judicial deberá informar los anteproyectos de leyes y disposiciones generales del Estado y de las Comunidades Autónomas que afecten total o parcialmente a alguna de las siguientes materias:

            
						
            
              a)
              Determinación y modificación de demarcaciones judiciales y de su capitalidad en los términos del artículo 35 de esta Ley.
            

            
						
            
              b)
              Fijación y modificación de la plantilla orgánica de Jueces, Magistrados, Secretarios y personal que preste servicios en la Administración de Justicia.
            

            
						
            
              c)
              Estatuto Orgánico de Jueces y Magistrados.
            

            
						
            
              d)
              Estatuto Orgánico de los Secretarios y del resto del personal al servicio de la Administración de Justicia.
            

            
						
            
              e)
              Normas procesales o que afecten a aspectos jurídico-constitucionales de la tutela ante los Tribunales ordinarios del ejercicio de derechos fundamentales y cualesquiera otras que afecten a la constitución, organización, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y Tribunales.
            

            
						
            
              f)
              Leyes penales y normas sobre régimen penitenciario.
            

            
						
            
              g)
              Aquellas otras que le atribuyan las leyes.
            

            
						
            2. El Consejo General del Poder Judicial emitirá el informe en el plazo de treinta días. Cuando en la orden de remisión se haga constar la urgencia del informe, el plazo será de quince días.

            
						
            3. El Gobierno remitirá dicho informe a las Cortes Generales en el caso de tratarse de anteproyectos de leyes.

            
						
            4. El Consejo General será oído con carácter previo al nombramiento del Fiscal General del Estado.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              48
              ] Véase el artículo 97 de la Constitución Española. Téngase en cuenta, asimismo, el artículo 22.3 de la Ley Orgánica del Consejo de Estado, transcrito en nota al artículo 22.3 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              49
              ] Véanse los artículos 51.2 y 62.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas (§ 1) y 1.2 del Código Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              50
              ] Véase el artículo 52.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              51
              ] Párrafo añadido por la Ley 30/2003, de 13 de octubre («BOE» núm. 246, de 14 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              52
              ] Véase el artículo 105
              .a)
              de la Constitución (transcrito en nota al artículo 22 de esta Ley).
            

            
						
            
              Véanse también los artículos 28 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, y 2 y 9.
              j)
              de la Ley 2/1974, de 13 de febrero («BOE» núm. 40, de 15 de febrero), de Colegios Profesionales, modificado el artículo 2 por las Leyes 7/1997, de 14 de abril («BOE» núm. 90, de 15 de abril) y 25/2009, de 22 de diciembre («BOE» núm. 308, de 23 de diciembre).
            

            
						
            Véase, asimismo, el artículo 86.4 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              53
              ] Véase el artículo 66.2 de la Constitución.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              54
              ] Véase la Ley 29/1998, de 13 de julio («BOE» núm. 167, de 14 de julio), reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Téngase en cuenta que la citada Ley ha sufrido diversas modificaciones.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              55
              ] La Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, se publicó en el «Boletín Oficial del Estado» número 239, de 5 de octubre, y ha sido objeto de diversas modificaciones.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              56
              ] Véase el Real Decreto 405/1992, de 24 de abril («BOE» núm. 107, de 4 de mayo), que regula el Estatuto de los ex Presidentes del Gobierno, cuyo artículo 4 ha sido modificado por el Real Decreto 1306/2008, de 18 de julio («BOE» núm. 178, de 24 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              57
              ] Véase la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril («BOE» núm. 100, de 25 de abril), del Consejo de Estado, modificada por la Ley Orgánica 13/1983, de 26 de noviembre («BOE» núm. 287, de 1 de diciembre), por la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo («BOE» núm. 120, de 20 de mayo) y por la Ley Orgánica 3/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre), y el Real Decreto 1674/1980,
              

              de 18 de julio («BOE» núm. 209, de 30 de agosto), por el que se aprueba su Re-
              

              glamento Orgánico, modificado por los Reales Decretos 1405/1990, de 16 de noviembre («BOE» núm. 276, de 17 de noviembre), 990/1998, de 22 de mayo («BOE» núm. 129, de 30 de mayo) y 449/2005, de 22 de abril («BOE» núm. 99, de 26 de abril). Téngase en cuenta que la Orden de 18 de septiembre de 1981 («BOE» núm. 252, de 21 de octubre), por la que se hace público el acuerdo del Consejo de Ministros de 13 de julio de 1981, deja sin efecto el inciso final del artículo 69 de este Reglamento Orgánico.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA
        

        
				
        
          § 5
          LEY 11/2007, DE 22 DE JUNIO (JEFATURA DEL ESTADO), DE ACCESO ELECTRÓNICO DE LOS CIUDADANOS A LOS SERVICIOS PÚBLICOS
        

        
				
        
          («BOE» núm. 150, de 23 de junio de 2007; corrección de erratas en «BOE» núm. 158,
          

          de 3 de julio)
        

        
				
        EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

        
				
        I

        
				
        
          Determinadas edades de la humanidad han recibido su denominación de las técnicas que se empleaban en las mismas y hoy podríamos decir que las tecnologías de la información y las comunicaciones están afectando también muy profundamente a la forma e incluso al contenido de las relaciones de los seres humanos entre sí y de las sociedades en que se integran. El tiempo actual –y en todo caso el siglo xxi, junto con los años finales del xx–, tiene como uno de sus rasgos característicos la revolución que han supuesto las comunicaciones electrónicas. En esa perspectiva, una Administración a la altura de los tiempos en que actúa tiene que acompañar y promover en beneficio de los ciudadanos el uso de las comunicaciones electrónicas. Estos han de ser los primeros y principales beneficiarios del salto, impensable hace sólo unas décadas, que se ha producido en el campo de la tecnología de la información y las comunicaciones electrónicas. Al servicio, pues, del ciudadano la Administración queda obligada a transformarse en una administración electrónica regida por el principio de eficacia que proclama el artículo 103 de nuestra Constitución.
        

        
				
        
          Es en ese contexto en el que las Administraciones deben comprometerse con su época y ofrecer a sus ciudadanos las ventajas y posibilidades que la sociedad de la información tiene, asumiendo su responsabilidad de contribuir a hacer realidad la sociedad de la información. Los técnicos y los científicos han puesto en pie los instrumentos de esta sociedad, pero su generalización depende, en buena medida, del impulso que reciba de las Administraciones Públicas. Depende de la confianza y seguridad que genere en los ciudadanos y depende también de los servicios que ofrezca.
        

        
				
        
          El mejor servicio al ciudadano constituye la razón de la reformas que tras la aprobación de la Constitución se han ido realizando en España para configurar una Administración moderna que haga del principio de eficacia y eficiencia su eje vertebrador siempre con la mira puesta en los ciudadanos. Ese servicio constituye también la principal razón de ser de la Ley de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos que trata, además, de estar a la altura de la época actual.
        

        
				
        
          En efecto, la descentralización política del Estado no se agotó en su primer y más inmediato designio de organizar políticamente España de una forma muy diferente al Estado unitario, sino que ha sido ocasión para que la mayor proximidad democrática de los nuevos poderes autonómicos se tradujese también en una mayor proximidad de las Administraciones de ellos dependientes respecto del ciudadano.
        

        
				
        
          En la misma línea se mueve el reconocimiento constitucional de la autonomía local.
        

        
				
        
          No obstante, esa mayor proximidad al ciudadano de la Administración, derivada de la descentralización autonómica y local, no ha acabado de superar la barrera que sigue distanciando todavía al ciudadano de la Administración, de cualquier Administración, incluida la del Estado, y que, muchas veces, no es otra que la barrera que levanta el tiempo y el espacio: el tiempo que hay que dedicar a la relación con aquélla para la realización de muchos trámites de la vida diaria que empiezan a veces por la necesidad de una primera información que exige un desplazamiento inicial, más los sucesivos desplazamientos y tiempo que se dedican a posteriores trámites a hacer con la Administración para las actividades más elementales. Esas primeras barreras potencian, en ocasiones, otras que afectan a la posición servicial de las Administraciones Públicas. Éstas no pueden cumplir siempre su misión atendiendo cualquier cosa que pida un ciudadano, puesto que puede estar en contradicción con los intereses de la mayoría de los demás ciudadanos, con los intereses generales representados por las leyes. Pero en esos casos –en que los intereses generales no coinciden con los intereses individuales– la relación con el ciudadano debe ser, también, lo más rápida y clara posible sin pérdidas de tiempo innecesarias.
        

        
				
        
          En todo caso, esas primeras barreras en las relaciones con la Administración –la distancia a la que hay que desplazarse y el tiempo que es preciso dedicar– hoy día no tienen razón de ser. Las tecnologías de la información y las comunicaciones hacen posible acercar la Administración hasta la sala de estar de los ciudadanos o hasta las oficinas y despachos de las empresas y profesionales. Les permiten relacionarse con ella sin colas ni esperas. E incluso recibir servicios e informaciones ajenos a actividades de intervención administrativa o autorización; informaciones y servicios no relacionados con actuaciones limitadoras, sino al contrario ampliadoras de sus posibilidades. Esas condiciones permiten también a los ciudadanos ver a la Administración como una entidad a su servicio y no como una burocracia pesada que empieza por exigir, siempre y para empezar, el sacrificio del tiempo y del desplazamiento que impone el espacio que separa el domicilio de los ciudadanos y empresas de las oficinas públicas. Pero, además de eso, las nuevas tecnologías de la información facilitan, sobre todo, el acceso a los servicios públicos a aquellas personas que antes tenían grandes dificultades para llegar a las oficinas públicas, por motivos de localización geográfica, de condiciones físicas de movilidad u otros condicionantes, y que ahora se pueden superar por el empleo de las nuevas tecnologías. Se da así un paso trascendental para facilitar, en igualdad de condiciones, la plena integración de estas personas en la vida pública, social, laboral y cultural.
        

        
				
        
          De ello se percató la Ley 30/1992 de 26 de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJAP-PAC), que en su primera versión recogió ya en su artículo 45 el impulso al empleo y aplicación de las técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos, por parte de la Administración al objeto de desarrollar su actividad y el ejercicio de sus competencias y de permitir a los ciudadanos relacionarse con las Administraciones cuando fuese compatible con los «medios técnicos de que dispongan».
        

        
				
        
          Esa previsión, junto con la de la informatización de registros y archivos del artículo 38 de la misma Ley en su versión originaria y, especialmente, en la redacción que le dio la Ley 24/2001 de 27 de diciembre al permitir el establecimiento de registros telemáticos para la recepción o salida de solicitudes, escritos y comunicaciones por medios telemáticos, abría el paso a la utilización de tales medios para relacionarse con la Administración.
        

        
				
        
          Simultáneamente, la misma Ley 24/2001 modificó el artículo 59 permitiendo la notificación por medios telemáticos si el interesado hubiera señalado dicho medio como preferente o consentido expresamente.
        

        
				
        
          En el mismo sentido destacan las modificaciones realizadas en la Ley General Tributaria para permitir también las notificaciones telemáticas así como el artículo 96 de la nueva Ley General Tributaria de 2003 que prevé expresamente la actuación administrativa automatizada o la imagen electrónica de los documentos.
        

        
				
        
          Sin embargo, el desarrollo de la administración electrónica es todavía insuficiente. La causa en buena medida se debe a que las previsiones de los artículos 38, 45 y 59 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común son facultativas. Es decir, dejan en manos de las propias Administraciones determinar si los ciudadanos van a poder de modo efectivo, o no, relacionarse por medios electrónicos con ellas, según que éstas quieran poner en pie los instrumentos necesarios para esa comunicación con la Administración.
        

        
				
        
          Por ello esta Ley pretende dar el paso del «podrán» por el «deberán».
        

        
				
        
          Las avanzadas para el momento, pero por otra parte prudentes, previsiones legales, muy válidas en 1992 o en 2001, hoy han quedado desfasadas, ante una realidad en que el grado de penetración de ordenadores y el número de personas y entidades con acceso en banda ancha a Internet, con las posibilidades abiertas a otras tecnologías y plataformas, no se corresponden ya con los servicios meramente facultativos que la Ley citada permite y estimula a establecer a las Administraciones.
        

        
				
        
          El servicio al ciudadano exige consagrar su derecho a comunicarse con las Administraciones por medios electrónicos. La contrapartida de ese derecho es la obligación de éstas de dotarse de los medios y sistemas electrónicos para que ese derecho pueda ejercerse. Esa es una de las grandes novedades de la Ley: pasar de la declaración de impulso de los medios electrónicos e informáticos –que se concretan en la práctica en la simple posibilidad de que algunas Administraciones, o algunos de sus órganos, permitan las comunicaciones por medios electrónicos– a que estén obligadas a hacerlo porque la Ley reconoce el derecho de los ciudadanos a establecer relaciones electrónicas.
        

        
				
        
          La Ley consagra la relación con las Administraciones Públicas por medios electrónicos como un derecho de los ciudadanos y como una obligación correlativa para tales Administraciones. El reconocimiento de tal derecho y su correspondiente obligación se erigen así en el eje central del proyecto de Ley.
        

        
				
        
          Pero en torno a dicho eje es preciso abordar muchas otras que contribuyen a definir y concretar el alcance de ese derecho. Así, por ejemplo, tal derecho se hace efectivo de modo real mediante la imposición, al menos en el ámbito de la Administración General del Estado y en los términos de la ley, de la obligación de poner a disposición de ciudadanos y empresas al menos un punto de acceso general a través del cual los usuarios puedan, de forma sencilla, acceder a la información y servicios de su competencia; presentar solicitudes y recursos; realizar el trámite de audiencia cuando proceda; efectuar pagos o acceder a las notificaciones y comunicaciones que les remitan la Administración Pública.
        

        
				
        
          También debe encontrar información en dicho punto de acceso único sobre los servicios multicanal o que le sean ofrecidos por más de un medio, tecnología o plataforma.
        

        
				
        
          II
        

        
				
        
          La Ley se articula a partir de las competencias del Estado que le reconoce el artículo 149.1.18 de la Constitución: «Bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas», por una parte y «procedimiento administrativo común» por otra.
        

        
				
        
          Por otra parte, la regulación estatal, en lo que tiene de básico, deja margen a los desarrollos autonómicos, sin que pueda olvidarse, además, que el objeto de las bases en este caso deben permitir «en todo caso», de acuerdo con este número 18, un «tratamiento común» ante ellas.
        

        
				
        
          En esta perspectiva, la regulación del Estado debe abordar aquellos aspectos en los que es obligado que las previsiones normativas sean comunes, como es el caso de la interoperabilidad, las garantías de las comunicaciones electrónicas, los servicios a los que tienen derecho los ciudadanos, la conservación de las comunicaciones electrónicas y los demás temas que se abordan en la ley para garantizar que el ejercicio del derecho a relacionarse electrónicamente con todas las administraciones forme parte de ese tratamiento común que tienen.
        

        
				
        
          La Ley 30/1992 se limitó a abrir la posibilidad, como se ha dicho, de establecer relaciones telemáticas con las Administración, pero la hora actual demanda otra regulación que garantice, pero ahora de modo efectivo, un tratamiento común de los ciudadanos antes todas las Administraciones: que garantice, para empezar y sobre todo, el derecho a establecer relaciones electrónicas con todas las Administraciones Públicas. Las nuevas realidades, exigencias y experiencias que se han ido poniendo de manifiesto; el propio desarrollo de la sociedad de la información, la importancia que una regulación clara, precisa y común de los derechos de los ciudadanos y el cambio de circunstancias tecnológicas y sociales exige actualizar el contenido, muy diferente al de 1992, de la regulación básica que esté hoy a la altura de las nueva exigencias. Esa regulación común exige, hoy, por ejemplo, reconocer el derecho de los ciudadanos –y no sólo la posibilidad– de acceder mediante comunicaciones electrónicas a la Administración.
        

        
				
        
          III
        

        
				
        
          El reconocimiento general del derecho de acceder electrónicamente a las Administraciones Públicas tiene otras muchas consecuencias a las que hay dar solución y de las que aquí, de forma resumida, se enumeran algunas.
        

        
				
        
          Así, en primer lugar, la progresiva utilización de medios electrónicos suscita la cuestión de la privacidad de unos datos que se facilitan en relación con un expediente concreto pero que, archivados de forma electrónica como consecuencia de su propio modo de transmisión, hacen emerger el problema de su uso no en el mismo expediente en el que es evidente, desde luego, pero, sí la eventualidad de su uso por otros servicios o dependencias de la Administración o de cualquier Administración o en otro expediente. Las normas de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal deben bastar, y no se trata de hacer ninguna innovación al respecto, pero sí de establecer previsiones que garanticen la utilización de los datos obtenidos de las comunicaciones electrónicas para el fin preciso para el que han sido remitidos a la Administración.
        

        
				
        
          Por otra parte, los interesados en un procedimiento tienen derecho de acceso al mismo y ver los documentos. Lo mismo debe suceder, como mínimo, en un expediente iniciado electrónicamente o tramitado de esta forma. Dicho expediente debe poder permitir el acceso en línea a los interesados para verificar la situación del expediente, sin mengua de todas las garantías de la privacidad.
        

        
				
        
          En todo caso, la progresiva utilización de comunicaciones electrónicas, derivada del reconocimiento del derecho a comunicarse electrónicamente con la Administración, suscita la cuestión no ya de la adaptación de ésta –recursos humanos y materiales– a una nueva forma de relacionarse con los ciudadanos, sino también la cuestión de la manera de adaptar sus formas de actuación y tramitación de los expedientes y en general adaptar los procedimientos a la nueva realidad que imponen las nuevas tecnologías.
        

        
				
        
          El hecho de reconocer el derecho de los ciudadanos a comunicarse electrónicamente con la Administración plantea, en primer lugar, la necesidad de definir claramente la «sede» administrativa electrónica con la que se establecen las relaciones, promoviendo un régimen de identificación, autenticación, contenido mínimo, protección jurídica, accesibilidad, disponibilidad y responsabilidad. Exige también abordar la definición a los efectos de la Ley de una serie de términos y conceptos cuyo uso habitual obliga en un contexto de comunicaciones electrónicas a efectuar muchas precisiones. Tal sucede con la definición de expediente electrónico y de documento electrónico; de los registros electrónicos y de las notificaciones electrónicas o del alcance y sistemas de sellados de tiempo.
        

        
				
        
          La consagración de ese derecho de los ciudadanos a comunicarse electrónicamente con la Administración suscita, también, por ejemplo, la cuestión de la forma de utilizar y archivar dichas comunicaciones. Y lo plantea tanto en lo que podría considerarse la formación del expediente o el archivo de oficina –el vinculado a la tramitación de los expedientes–, como en lo que se refiere al archivo de los expedientes ya tramitados.
        

        
				
        
          En cuanto al funcionamiento interno de la Administración, las nuevas tecnologías permiten oportunidades de mejora (eficiencia y reducción de costes) que hacen ineludible la consideración de las formas de tramitación electrónica, tanto para la tramitación electrónica de expedientes, como para cualquier otra actuación interna de la Administración, expandiéndolas gradualmente con el objetivo del año 2009.
        

        
				
        
          Ciertamente, el uso de medios electrónicos no puede significar merma alguna del derecho del interesado en un expediente a acceder al mismo en la forma tradicional, así como tampoco puede suponer un freno o un retraso para que la Administración internamente adopte los mecanismos más adecuados, en este caso medios electrónicos, que le permitan mejorar procesos y reducir el gasto público. Conjugar ambos requerimientos es posible gracias a las medidas de la política de fomento de desarrollo de la Sociedad de la Información que se vienen impulsando en los últimos años. En este sentido la Administración debe incorporar las nuevas tecnologías a su funcionamiento interno y, simultáneamente, se debe garantizar que aquellos ciudadanos que por cualquier motivo (no disponibilidad de acceso a las nuevas tecnologías o falta de formación) no puedan acceder electrónicamente a la Administración Pública, dispongan de los medios adecuados para seguir comunicándose con la Administración con los mismos derechos y garantías. La solución a ese doble objetivo pasa por la formación del personal al servicio de la Administración que atiende al público para que hagan posible la comunicación de estos ciudadanos con la administración electrónica, así como por la disponibilidad de puntos de acceso electrónico públicos en sedes administrativas. O también, desde luego, establecer las previsiones generales que sean garantía de los derechos de los ciudadanos y de un tratamiento igual ante todas las Administraciones en todos esos supuestos.
        

        
				
        
          En segundo lugar es necesario regular la validez de los documentos y sus copias y la forma de que el documento electrónico opere con plena validez en modo convencional y, en su caso, la forma en que los documentos convencionales se transformen en documentos electrónicos.
        

        
				
        
          Otra cuestión que se aborda es la de las plataformas que pueden utilizar los ciudadanos o las propias Administraciones para establecer tales comunicaciones electrónicas. El ordenador e Internet puede ser una vía, pero no es desde luego la única; las comunicaciones vía SMS pueden ser otra forma de actuación que en algunas Administraciones están siendo ya utilizadas. La Televisión Digital Terrestre, por ejemplo, abre también posibilidades con las que hay también que contar. La Ley no puede limitarse a regular el uso de los canales electrónicos disponibles hoy en día, ya que la gran velocidad en el desarrollo de las tecnologías de la información hacen posible la aparición de nuevos instrumentos electrónicos que pudieran aplicarse para la administración electrónica en muy poco tiempo, siendo necesario generalizar la regulación de estos canales.
        

        
				
        
          La Ley debe partir del principio de libertad de los ciudadanos en la elección de la vía o canal por el que quieren comunicarse con la Administración, si bien cada tecnología puede ser apta para una función en razón de sus características y de la fiabilidad y seguridad de sus comunicaciones.
        

        
				
        
          IV
        

        
				
        
          Debe recordarse que el impulso de una administración electrónica supone también dar respuesta a los compromisos comunitarios y a las iniciativas europeas puestas en marcha a partir de Consejo Europeo de Lisboa y Santa Maria da Feira, continuado con sucesivas actuaciones hasta la actual comunicación de la Comisión «i2010: Una Sociedad de la Información Europea para el crecimiento y el empleo».
        

        
				
        
          El impulso comunitario a la iniciativa e-Europa da la máxima importancia al desarrollo de la administración electrónica, buscando aprovechar todas las posibilidades de las nuevas tecnologías como un factor determinante del futuro económico de Europa.
        

        
				
        
          En estos años de vigencia de la iniciativa e-Europa el ámbito de actuación de la administración electrónica ha crecido considerablemente en sucesivas revisiones, hasta llegar a noviembre de 2005, cuando, tras la publicación de la comunicación relativa a i2010 se aprobó, en la Cumbre de Manchester, una resolución ministerial, con objetivos concretos para el desarrollo de la administración electrónica en la Unión. Tras esta resolución se aprobó el Plan de Acción sobre administración electrónica i2010, en la que se señala que los éxitos de la administración electrónica son ya claramente visibles en varios países de la UE, estimando en 50.000 millones de euros el ahorro anual en toda la Unión que una implantación generalizada de ella podría generar.
        

        
				
        
          Asimismo, el 12 de diciembre de 2006, y con objeto de avanzar en la consecución del objetivo fijado por el Consejo Europeo de Lisboa, se aprobó la Directiva 2006/123/CE, relativa a los servicios en el mercado interior.
        

        
				
        
          Esta Directiva establece, entre otras obligaciones para los Estados miembros, la de facilitar por medios electrónicos acceso a los trámites relacionados con las actividades de servicios y a la información de interés tanto para los prestadores como para los destinatarios de los mismos.
        

        
				
        
          Por ello, y dada la analogía de esta finalidad con el objetivo de esta Ley, se realiza en la misma una referencia expresa a la información y trámites relacionados con las actividades de servicios, de forma que los artículos 6, 7 y 8 de la Directiva pueden considerarse traspuestos por esta Ley.
        

        
				
        
          Por otra parte, en el contexto internacional, también otros organismos se han interesado en la administración electrónica como forma de activar la economía y mejorar el gobierno de los países como es el caso de la OCDE, que publicó en 2004 un estudio con un título casi autodescriptivo: «La administración electrónica: Un imperativo», donde resalta los ahorros que la administración electrónica puede generar al permitirles aumentar su eficacia.
        

        
				
        
          También el Consejo de Europa, desde una perspectiva más social, está analizando la administración electrónica como un motor de desarrollo. En diciembre de 2004 el Comité de Ministros adoptó una recomendación donde se señala que la administración electrónica no es asunto meramente técnico, sino de gobernanza democrática.
        

        
				
        
          V
        

        
				
        
          En este contexto, una Ley para el acceso electrónico de los ciudadanos a las Administraciones Públicas se justifica en la creación de un marco jurídico que facilite la extensión y utilización de estas tecnologías. Y el principal reto que tiene la implantación de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) en la sociedad en general y en la Administración en particular es la generación de confianza suficiente que elimine o minimice los riesgos asociados a su utilización. La desconfianza nace de la percepción, muchas veces injustificada, de una mayor fragilidad de la información en soporte electrónico, de posibles riesgos de pérdida de privacidad y de la escasa transparencia de estas tecnologías.
        

        
				
        
          Por otro lado, la legislación debe proclamar y erigirse sobre un principio fundamental como es la conservación de las garantías constitucionales y legales a los derechos de los ciudadanos y en general de las personas que se relacionan con la Administración Pública, cuya exigencia se deriva del artículo 18.4 CE, al encomendar a la ley la limitación del uso de la informática para preservar el ejercicio de los derechos constitucionales. Esta conservación exige afirmar la vigencia de los derechos fundamentales no sólo como límite, sino como vector que orienta esta reforma legislativa de acuerdo con el fin promocional consagrado en el artículo 9.2 de nuestro texto fundamental, así como recoger aquellas peculiaridades que exigen la aplicación segura de estas tecnologías. Estos derechos deben completarse con otros exigidos por el
          n
          uevo soporte electrónico de relaciones, entre los que debe estar el derecho al uso efectivo de estos medios para el desarrollo de las relaciones de las personas con la Administración. Las anteriores consideraciones cristalizan en un Estatuto del ciudadano frente a la administración electrónica que recoge un elenco no limitativo de las posiciones del ciudadano en sus relaciones con las Administraciones Públicas, así como las garantías específicas para su efectividad.
        

        
				
        
          Con este fin, la Ley crea la figura del Defensor del Usuario, que atenderá las quejas y realizará las sugerencias y propuestas pertinentes para mejorar las relaciones de ciudadanos en su trato con las Administraciones Públicas por medios electrónicos.
        

        
				
        
          De otro lado, merece subrayarse el papel de vanguardia que corresponde a nuestras empresas en el desarrollo de una verdadera sociedad de la información y, por ende, de una Administración accesible electrónicamente. No en vano, la integración de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC’s) en el día a día de la empresa, necesaria en virtud de las exigencias del entorno abierto y altamente competitivo en que operan, ha sido y es palanca impulsora para el desarrollo y creciente incorporación de esas mismas tecnologías en el actuar administrativo. Al mismo tiempo, representa una ayuda insustituible para favorecer la expansión de la «cultura electrónica» entre los trabajadores-ciudadanos.
        

        
				
        
          Las empresas pueden, en tal sentido, desempeñar un papel coadyuvante clave para la consecución de los objetivos pretendidos por esta Ley. Las razones apuntadas aconsejan un tratamiento específico de aquellos procedimientos y gestiones que de forma más intensa afectan al desarrollo de la actividad empresarial.
        

        
				
        
          A todo ello se debe la aprobación de esta Ley de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, en la que se incluyen las siguientes materias con la estructura que se recoge en los siguientes apartados.
        

        
				
        
          VI
        

        
				
        
          La Ley se estructura en cinco títulos, seis disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una derogatoria y ocho finales.
        

        
				
        
          En el Título Preliminar se definen el objeto y finalidades de la ley, los principios generales a los que se ajusta, así como su ámbito de aplicación. Debe destacarse el carácter básico de la ley en los términos establecidos en la disposición final primera, siendo por tanto de aplicación a todas las Administraciones Públicas los artículos referidos en dicha disposición final.
        

        
				
        
          La Ley establece entre otros, el principio de igualdad, para que la utilización de comunicaciones electrónicas con las Administraciones Públicas no implique una discriminación para los ciudadanos que se relacionen con la Administración por medios no electrónicos.
        

        
				
        
          En el Título Primero están recogidos los derechos de los ciudadanos en sus relaciones con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos. Para garantizar el pleno ejercicio de estos derechos, se establece la obligación de las Administraciones de habilitar diferentes canales o medios para la prestación de los servicios electrónicos.
        

        
				
        
          Asimismo, se establece la obligación de cada Administración de facilitar a las otras Administraciones los datos de los interesados que se le requieran y obren en su poder, en la tramitación de un procedimiento, siempre que el interesado preste su consentimiento expreso, el cual podrá emitirse y recabarse por medios electrónicos, al objeto de que los ciudadanos no deban aportar datos y documentos que están en poder de las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          Para velar por la efectividad de los derechos reconocidos a los ciudadanos se prevé, en el ámbito de la Administración General del Estado, la actuación de las Inspecciones Generales de Servicios de los Departamentos Ministeriales y del Defensor del usuario.
        

        
				
        
          En el Título Segundo se regula el régimen jurídico de la administración electrónica. Por una parte, su Capítulo Primero se dedica a la sede electrónica, como dirección electrónica cuya gestión y administración corresponde a una Administración Pública funcionando con plena responsabilidad respecto de la integridad, veracidad y actualización de la información y los servicios a los que puede accederse a través de la misma. En la normativa de desarrollo de la Ley, cada Administración determinará los instrumentos de creación de las sedes electrónicas.
        

        
				
        
          En su Capítulo Segundo se regulan las formas de identificación y autenticación, tanto de los ciudadanos como de los órganos administrativos en el ejercicio de sus competencias, siendo destacable que se habilitan distintos instrumentos de acreditación, que se concretarán en la normativa aplicable a cada supuesto con criterios de proporcionalidad. El Documento Nacional de Identidad electrónico está habilitado con carácter general para todas las relaciones con las Administraciones Públicas, y por ello se impulsará como fórmula para extender el uso general de la firma electrónica. También se establece la obligación para cualquier Administración de admitir los certificados electrónicos reconocidos en el ámbito de la Ley de Firma Electrónica.
        

        
				
        
          Interesa también destacar sobre esta cuestión, y con objeto de evitar la brecha digital, la posibilidad de que sean funcionarios públicos quienes acrediten la voluntad de los ciudadanos, siguiendo el procedimiento establecido, para sus relaciones electrónicas con la Administración.
        

        
				
        
          En el Capítulo Tercero se regulan los registros, comunicaciones y notificaciones electrónicas. La principal novedad a este respecto es la nueva regulación de los registros electrónicos, de manera que puedan convertirse en un instrumento que se libere de la rigidez actual y sirvan para la presentación de cualquier escrito o solicitud ante las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          La Ley regula las comunicaciones electrónicas de los ciudadanos con las Administraciones y de éstas entre sí, para aunar los criterios de agilidad y de seguridad jurídica. En el Capítulo Cuarto, sobre los documentos y archivos electrónicos, se establecen las condiciones para reconocer la validez de un documento electrónico, se regula todo el sistema de copias electrónicas, tanto las realizadas a partir de documentos emitidos originariamente en papel, como las copias de documentos que ya estuvieran en soporte electrónico y las condiciones para realizar en soporte papel copia de originales emitidos por medios electrónicos, o viceversa.
        

        
				
        
          El Título Tercero trata de la gestión electrónica de los procedimientos, desarrolla la regulación de los procedimientos administrativos utilizando medios electrónicos y los criterios a seguir en la gestión electrónica, guardando un cierto paralelismo con la regulación que encontramos en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Así, se regula la iniciación, instrucción y terminación de procedimientos por medios electrónicos.
        

        
				
        
          En este Título cabe hacer especial referencia a la obligación que se establece para las Administraciones Públicas de poner a disposición de los usuarios información por medios electrónicos sobre el estado de tramitación de los procedimientos, tanto para los gestionados en su totalidad por medios electrónicos como para el resto de procedimientos.
        

        
				
        
          El Título Cuarto está dedicado a la Cooperación entre Administraciones para el impulso de la administración electrónica. En él se establecen el órgano de cooperación en esta materia de la Administración General del Estado con los de las Comunidades Autónomas y con la Administración Local, y se determinan los principios para garantizar la interoperabilidad de sistemas de información así como las bases para impulsar la reutilización de aplicaciones y transferencia de tecnologías entre Administraciones.
        

        
				
        
          La Ley consta, por último, de seis disposiciones adicionales, una transitoria, una derogatoria y ocho finales entre las que presenta especial relevancia la disposición final primera en la que se citan los preceptos de la ley que tienen carácter básico al amparo del artículo 149.1.18 de la Constitución.
        

        
				
        
          Especial interés tiene también la disposición final tercera, pues con independencia de la fecha de entrada en vigor de la Ley, en ella se señalan las fechas para la efectividad plena del derecho de los ciudadanos a relacionarse con las Administraciones Públicas por medios electrónicos, estableciendo los plazos que se consideran adecuados para llevar a cabo las necesarias actuaciones previas de adecuación por parte de las distintas Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          TÍTULO PRELIMINAR
        

        
				
        
          Del ámbito de aplicación y los principios generales
        

        
				
        
          Artículo 1.
           
          Objeto de la Ley.
          –
          1
          .
          La presente Ley reconoce el derecho de los ciudadanos a relacionarse con las Administraciones Públicas por medios electrónicos y regula los aspectos básicos de la utilización de las tecnologías de la información en la actividad administrativa, en las relaciones entre las Administraciones Públicas, así como en las relaciones de los ciudadanos con las mismas con la finalidad de garantizar sus derechos, un tratamiento común ante ellas y la validez y eficacia de la actividad administrativa en condiciones de seguridad jurídica.
        

        
				
        
          2. Las Administraciones Públicas utilizarán las tecnologías de la información de acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley, asegurando la disponibilidad, el acceso, la integridad, la autenticidad, la confidencialidad y la conservación de los datos, informaciones y servicios que gestionen en el ejercicio de sus competencias.
        

        
				
        
          Art. 2.
          Ámbito de aplicación.–
          1. La presente Ley, en los términos expresados en su disposición final primera, será de aplicación:
        

        
				
        
          a)
          A las Administraciones Públicas, entendiendo por tales la Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local, así como las entidades de derecho público vinculadas o dependientes de las mismas.
        

        
				
        
          b)
          A los ciudadanos en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          c)
          A las relaciones entre las distintas Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          2. La presente Ley no será de aplicación a las Administraciones Públicas en las actividades que desarrollen en régimen de derecho privado.
        

        
				
        
          Art. 3.
           
          Finalidades de la Ley.–
          Son fines de la presente Ley:
        

        
				
        
          1. Facilitar el ejercicio de derechos y el cumplimiento de deberes por medios electrónicos.
        

        
				
        
          2. Facilitar el acceso por medios electrónicos de los ciudadanos a la información y al procedimiento administrativo, con especial atención a la eliminación de
          las barreras que limiten dicho acceso.
        

        
				
        
          3. Crear las condiciones de confianza en el uso de los medios electrónicos, estableciendo las medidas necesarias para la preservación de la integridad de los derechos fundamentales, y en especial los relacionados con la intimidad y la protección de datos de carácter personal, por medio de la garantía de la seguridad de los sistemas, los datos, las comunicaciones, y los servicios electrónicos.
        

        
				
        
          4. Promover la proximidad con el ciudadano y la transparencia administrativa, así como la mejora continuada en la consecución del interés general.
        

        
				
        
          5. Contribuir a la mejora del funcionamiento interno de las Administraciones Públicas, incrementando la eficacia y la eficiencia de las mismas mediante el uso de las tecnologías de la información, con las debidas garantías legales en la realización de sus funciones.
        

        
				
        
          6. Simplificar los procedimientos administrativos y proporcionar oportunidades de participación y mayor transparencia, con las debidas garantías legales.
        

        
				
        
          7. Contribuir al desarrollo de la sociedad de la información en el ámbito de las Administraciones Públicas y en la sociedad en general.
        

        
				
        
          Art. 4.
           
          Principios generales.–
          La utilización de las tecnologías de la información tendrá las limitaciones establecidas por la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico, respetando el pleno ejercicio por los ciudadanos de los derechos que tienen reconocidos, y ajustándose a los siguientes principios:
        

        
				
        
          a)
          El respeto al derecho a la protección de datos de carácter personal en los términos establecidos por la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de los Datos de Carácter Personal, en las demás leyes específicas que regulan el tratamiento de la información y en sus normas de desarrollo, así como a los derechos al honor y a la intimidad personal y familiar.
        

        
				
        
          b)
          Principio de igualdad con objeto de que en ningún caso el uso de medios electrónicos pueda implicar la existencia de restricciones o discriminaciones para los ciudadanos que se relacionen con las Administraciones Públicas por medios no electrónicos, tanto respecto al acceso a la prestación de servicios públicos como respecto a cualquier actuación o procedimiento administrativo sin perjuicio de las medidas dirigidas a incentivar la utilización de los medios electrónicos.
        

        
				
        
          c)
          Principio de accesibilidad a la información y a los servicios por medios electrónicos en los términos establecidos por la normativa vigente en esta materia, a través de sistemas que permitan obtenerlos de manera segura y comprensible, garantizando especialmente la accesibilidad universal y el diseño para todos de los soportes, canales y entornos con objeto de que todas las personas puedan ejercer sus derechos en igualdad de condiciones, incorporando las características necesarias para garantizar la accesibilidad de aquellos colectivos que lo requieran.
        

        
				
        
          d)
          Principio de legalidad en cuanto al mantenimiento de la integridad de las garantías jurídicas de los ciudadanos ante las Administraciones Públicas establecidas en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          e)
          Principio de cooperación en la utilización de medios electrónicos por las Administraciones Públicas al objeto de garantizar tanto la interoperabilidad de los sistemas y soluciones adoptados por cada una de ellas como, en su caso, la prestación conjunta de servicios a los ciudadanos. En particular, se garantizará el reconocimiento mutuo de los documentos electrónicos y de los medios de identificación y autenticación que se ajusten a lo dispuesto en la presente Ley.
        

        
				
        
          f)
          Principio de seguridad en la implantación y utilización de los medios electrónicos por las Administraciones Públicas, en cuya virtud se exigirá al menos el mismo nivel de garantías y seguridad que se requiere para la utilización de medios no electrónicos en la actividad administrativa.
        

        
				
        
          g)
          Principio de proporcionalidad en cuya virtud sólo se exigirán las garantías y medidas de seguridad adecuadas a la naturaleza y circunstancias de los distintos trámites y actuaciones. Asimismo sólo se requerirán a los ciudadanos aquellos datos que sean estrictamente necesarios en atención a la finalidad para la que se soliciten.
        

        
				
        
          h)
          Principio de responsabilidad y calidad en la veracidad y autenticidad de las informaciones y servicios ofrecidos por las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos.
        

        
				
        
          i)
          Principio de neutralidad tecnológica y de adaptabilidad al progreso de las técnicas y sistemas de comunicaciones electrónicas garantizando la independencia en la elección de las alternativas tecnológicas por los ciudadanos y por las Administraciones Públicas, así como la libertad de desarrollar e implantar los avances tecnológicos en un ámbito de libre mercado. A estos efectos las Administraciones Públicas utilizarán estándares abiertos así como, en su caso y de forma complementaria, estándares que sean de uso generalizado por los ciudadanos.
        

        
				
        
          j)
          Principio de simplificación administrativa, por el cual se reduzcan de manera sustancial los tiempos y plazos de los procedimientos administrativos, logrando una mayor eficacia y eficiencia en la actividad administrativa.
        

        
				
        
          k)
          Principio de transparencia y publicidad del procedimiento, por el cual el uso de medios electrónicos debe facilitar la máxima difusión, publicidad y transparencia de las actuaciones administrativas.
        

        
				
        
          Art. 5.
          Definiciones.–
          A efectos de la presente ley, los términos que en ellas se emplean tendrán el sentido que se establece en su anexo.
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Derechos de los ciudadanos a relacionarse con las administraciones públicas por medios electrónicos
        

        
				
        
          Art. 6.
          Derechos de los ciudadanos.–
          1. Se reconoce a los ciudadanos el derecho a relacionarse con las Administraciones Públicas utilizando medios electrónicos para el ejercicio de los derechos previstos en el artículo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como para obtener informaciones, realizar consultas y alegaciones, formular solicitudes, manifestar consentimiento, entablar pretensiones, efectuar pagos, realizar transacciones y oponerse a las resoluciones y actos administrativos.
        

        
				
        
          
            2. Además, los ciudadanos tienen en relación con la utilización de los medios electrónicos en la actividad administrativa, y en los términos previstos en la presente Ley, los siguientes derechos
            [1]
            :
          
        

        
				
        
          a)
          A elegir, entre aquellos que en cada momento se encuentren disponibles, el canal a través del cual relacionarse por medios electrónicos con las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          b)
          
            A no aportar los datos y documentos que obren en poder de las Administraciones Públicas, las cuales utilizarán medios electrónicos para recabar dicha información siempre que, en el caso de datos de carácter personal, se cuente con el consentimiento de los interesados en los términos establecidos por la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal, o una norma con rango de Ley así lo determine, salvo que existan restricciones conforme a la normativa de aplicación a los datos y documentos recabados. El citado consentimiento podrá emitirse y recabarse por medios electrónicos
            [2]
            .
          
        

        
				
        
          c)
          A la igualdad en el acceso electrónico a los servicios de las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          d)
          A conocer por medios electrónicos el estado de tramitación de los procedimientos en los que sean interesados, salvo en los supuestos en que la normativa de aplicación establezca restricciones al acceso a la información sobre aquéllos.
        

        
				
        
          e)
          A obtener copias electrónicas de los documentos electrónicos que formen parte de procedimientos en los que tengan la condición de interesado.
        

        
				
        
          f)
          A la conservación en formato electrónico por las Administraciones Públicas de los documentos electrónicos que formen parte de un expediente.
        

        
				
        
          g)
          A obtener los medios de identificación electrónica necesarios, pudiendo las personas físicas utilizar en todo caso los sistemas de firma electrónica del Documento Nacional de Identidad para cualquier trámite electrónico con cualquier Administración Pública.
        

        
				
        
          h)
          A la utilización de otros sistemas de firma electrónica admitidos en el ámbito de las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          i)
          A la garantía de la seguridad y confidencialidad de los datos que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          j)
          A la calidad de los servicios públicos prestados por medios electrónicos.
        

        
				
        
          k)
          A elegir las aplicaciones o sistemas para relacionarse con las Administraciones Públicas siempre y cuando utilicen estándares abiertos o, en su caso, aquellos otros que sean de uso generalizado por los ciudadanos.
        

        
				
        
          3. En particular, en los procedimientos relativos al acceso a una actividad de servicios y su ejercicio, los ciudadanos tienen derecho a la realización de la tramitación a través de una ventanilla única, por vía electrónica y a distancia, y a la obtención de la siguiente información a través de medios electrónicos, que deberá ser clara e inequívoca:
        

        
				
        
          a)
          Los requisitos aplicables a los prestadores establecidos en territorio español, en especial los relativos a los procedimientos y trámites necesarios para acceder a las actividades de servicio y para su ejercicio.
        

        
				
        
          b)
          Los datos de las autoridades competentes en las materias relacionadas con las actividades de servicios, así como los datos de las asociaciones y organizaciones distintas de las autoridades competentes a las que los prestadores o destinatarios puedan dirigirse para obtener asistencia o ayuda.
        

        
				
        
          c)
          Los medios y condiciones de acceso a los registros y bases de datos públicos relativos a prestadores de actividades de servicios.
        

        
				
        
          d)
          
            Las vías de reclamación y recurso en caso de litigio entre las autoridades competentes y el prestador o el destinatario, o entre un prestador y un destinatario, o entre prestadores
            [3]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 7.
           
          Defensa de los derechos de los ciudadanos.
          1. En la Administración General del Estado, se crea la figura del Defensor del usuario de la administración electrónica, que velará por la garantía de los derechos reconocidos a los ciudadanos en la presente Ley, sin perjuicio de las competencias atribuidas en este ámbito a otros órganos o entidades de derecho público. Será nombrado por el Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de Administraciones Públicas entre personas de reconocido prestigio en la materia. Estará integrado en el Ministerio de Administraciones Públicas y desarrollará sus funciones con imparcialidad e independencia funcional.
        

        
				
        
          2. El Defensor del usuario de la administración electrónica elaborará, con carácter anual, un informe que se elevará al Consejo de Ministros y se remitirá al Congreso de los Diputados. Dicho informe contendrá un análisis de las quejas y sugerencia recibidas así como la propuesta de las actuaciones y medidas a adoptar en relación con lo previsto en el apartado 1 de este artículo.
        

        
				
        
          3. Para el ejercicio de sus funciones, el Defensor del usuario de la administración electrónica contará con los recursos de la Administración General del Estado con la asistencia que, a tal efecto, le presten las Inspecciones Generales de los Servicios de los Departamentos ministeriales y la Inspección General de Servicios de la Administración Pública. En particular, las Inspecciones de los Servicios le asistirán en la elaboración del informe al que se refiere el apartado anterior y le mantendrán permanentemente informado de las quejas y sugerencias que se reciban en relación con la prestación de servicios públicos a través de medios electrónicos. A estos efectos, la Comisión Coordinadora de las Inspecciones generales de servicios de los departamentos ministeriales realizará, en este ámbito, las funciones de coordinación que tiene legalmente encomendadas.
        

        
				
        
          4. Reglamentariamente se determinará el estatuto del Defensor del usuario de la administración electrónica, así como la regulación de sus relaciones con los órganos a los que se refiere el apartado anterior de este artículo.
        

        
				
        
          Art. 8.
           
          Garantía de prestación de servicios y disposición de medios e instrumentos electrónicos.–
          1. Las Administraciones Públicas deberán habilitar diferentes canales o medios para la prestación de los servicios electrónicos, garantizando en todo caso el acceso a los mismos a todos los ciudadanos, con independencia de sus circunstancias personales, medios o conocimientos, en la forma que estimen adecuada.
        

        
				
        
          2. La Administración General del Estado garantizará el acceso de todos los ciudadanos a los servicios electrónicos proporcionados en su ámbito a través de un sistema de varios canales que cuente, al menos, con los siguientes medios:
        

        
				
        
          a)
          Las oficinas de atención presencial que se determinen, las cuales pondrán a disposición de los ciudadanos de forma libre y gratuita los medios e instrumentos precisos para ejercer los derechos reconocidos en el artículo 6 de esta Ley, debiendo contar con asistencia y orientación sobre su utilización, bien a cargo del personal de las oficinas en que se ubiquen o bien por sistemas incorporados al propio medio o instrumento.
        

        
				
        
          b)
          Puntos de acceso electrónico, consistentes en sedes electrónicas creadas y gestionadas por los departamentos y organismos públicos y disponibles para los ciudadanos a través de redes de comunicación. En particular se creará un Punto de acceso general a través del cual los ciudadanos puedan, en sus relaciones con la Administración General del Estado y sus Organismos Públicos, acceder a toda la información y a los servicios disponibles. Este Punto de acceso general contendrá la relación de servicios a disposición de los ciudadanos y el acceso a los mismos, debiendo mantenerse coordinado, al menos, con los restantes puntos de acceso electrónico de la Administración General del Estado y sus Organismos Públicos.
        

        
				
        
          c)
          Servicios de atención telefónica que, en la medida en que los criterios de seguridad y las posibilidades técnicas lo permitan, faciliten a los ciudadanos el acceso a las informaciones y servicios electrónicos a los que se refieren los apartados anteriores.
        

        
				
        
          Art. 9.
           
          Transmisiones de datos entre Administraciones Públicas.–
          1. Para un eficaz ejercicio del derecho reconocido en el apartado 6.2
          .b),
          cada Administración deberá facilitar el acceso de las restantes Administraciones Públicas a los datos relativos a los interesados que obren en su poder y se encuentren en soporte electrónico, especificando las condiciones, protocolos y criterios funcionales o técnicos necesarios para acceder a dichos datos con las máximas garantías de seguridad, integridad y disponibilidad, de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal y su normativa de desarrollo.
        

        
				
        
          2. La disponibilidad de tales datos estará limitada estrictamente a aquellos que son requeridos a los ciudadanos por las restantes Administraciones para la tramitación y resolución de los procedimientos y actuaciones de su competencia de acuerdo con la normativa reguladora de los mismos. El acceso a los datos de carácter personal estará, además, condicionado al cumplimiento de las condiciones establecidas en el artículo 6.2
          .b)
          
            de la presente Ley
            [4]
            .
          
        

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          Régimen jurídico de la administración electrónica
        

        
				
        CAPÍTULO I

        
				
        
          De la sede electrónica
          [5]
        

        
				
        
          Art. 10.
           
          La sede electrónica.–
          1. La sede electrónica es aquella dirección electrónica disponible para los ciudadanos a través de redes de telecomunicaciones cuya titularidad, gestión y administración corresponde a una Administración Pública, órgano o entidad administrativa en el ejercicio de sus competencias.
        

        
				
        2. El establecimiento de una sede electrónica conlleva la responsabilidad del titular respecto de la integridad, veracidad y actualización de la información y los servicios a los que pueda accederse a través de la misma.

        
				
        
          3. Cada Administración Pública determinará las condiciones e instrumentos de creación de las sedes electrónicas, con sujeción a los principios de publicidad oficial, responsabilidad, calidad, seguridad, disponibilidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad. En todo caso deberá garantizarse la identificación del titular de la sede, así como los medios disponibles para la formulación de sugerencias y quejas.
        

        
				
        
          4. Las sedes electrónicas dispondrán de sistemas que permitan el establecimiento de comunicaciones seguras siempre que sean necesarias.
        

        
				
        
          5. La publicación en las sedes electrónicas de informaciones, servicios y transacciones respetará los principios de accesibilidad y usabilidad de acuerdo con las normas establecidas al respecto, estándares abiertos y, en su caso, aquellos otros que sean de uso generalizado por los ciudadanos.
        

        
				
        
          Art. 11.
           
          Publicaciones electrónicas de Boletines Oficiales.–
          1. La publicación de los diarios o boletines oficiales en las sedes electrónicas de la Administración, Órgano o Entidad competente tendrá, en las condiciones y garantías que cada Administración Pública determine, los mismos efectos que los atribuidos a su edición impresa.
        

        
				
        
          
            2. La publicación del «Boletín Oficial del Estado» en la sede electrónica del organismo competente tendrá carácter oficial y auténtico en las condiciones y con las garantías que se determinen reglamentariamente, derivándose de dicha publicación los efectos previstos en el título preliminar del Código Civil y en las restantes normas aplicables
            [6]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 12.
          Publicación electrónica del tablón de anuncios o edictos.–
          La publicación de actos y comunicaciones que, por disposición legal o reglamentaria deban publicarse en tablón de anuncios o edictos podrá ser sustituida o complementada
          por su publicación en la sede electrónica del organismo correspondiente.
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        De la identificación y autenticación

        
				
        
          Sección 1.ª Disposiciones comunes
        

        
				
        
          Art. 13.
          Formas de identificación y autenticación.–
          
            1. Las Administraciones Públicas admitirán, en sus relaciones por medios electrónicos, sistemas de firma electrónica que sean conformes a lo establecido en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica y resulten adecuados para garantizar la identificación de los participantes y, en su caso, la autenticidad e integridad de los documentos electrónicos
            [7]
            .
          
        

        
				
        
          
            2. Los ciudadanos podrán utilizar los siguientes sistemas de firma electrónica para relacionarse con las Administraciones Públicas, de acuerdo con lo que cada Administración determine
            [8]
            :
          
        

        
				
        
          a)
          En todo caso, los sistemas de firma electrónica incorporados al Documento Nacional de Identidad, para personas físicas.
        

        
				
        
          b)
          Sistemas de firma electrónica avanzada, incluyendo los basados en certificado electrónico reconocido, admitidos por las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          c)
          Otros sistemas de firma electrónica, como la utilización de claves concertadas en un registro previo como usuario, la aportación de información conocida por ambas partes u otros sistemas no criptográficos, en los términos y condiciones que en cada caso se determinen.
        

        
				
        
          3.
          Las Administraciones Públicas podrán utilizar los siguientes sistemas para su identificación electrónica y para la autenticación de los documentos electrónicos que produzcan:
        

        
				
        
          a)
          Sistemas de firma electrónica basados en la utilización de certificados de dispositivo seguro o medio equivalente que permita identificar la sede electrónica y el establecimiento con ella de comunicaciones seguras.
        

        
				
        
          b)
          Sistemas de firma electrónica para la actuación administrativa automatizada.
        

        
				
        
          c)
          Firma electrónica del personal al servicio de las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          d)
          Intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación, conforme a lo específicamente acordado entre las partes.
        

        
				
        
          
            Sección 2.ª Identificación de los ciudadanos y autenticación de su actuación
            [9]
          
        

        
				
        
          Art. 14.
          Utilización del Documento Nacional de Identidad.–
          
            Las personas físicas podrán, en todo caso y con carácter universal, utilizar los sistemas de firma electrónica incorporados al Documento Nacional de Identidad en su relación por medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El régimen de utilización y efectos de dicho documento se regirá por su normativa reguladora
            [10]
            .
          
           
        

        
				
        
          Art. 15.
           
          Utilización de sistemas de firma electrónica avanzada.–
          1. Los ciudadanos, además de los sistemas de firma electrónica incorporados al Documento Nacional de Identidad, referidos en el artículo 14, podrán utilizar sistemas de firma electrónica avanzada para identificarse y autenticar sus documentos.
        

        
				
        
          2. La relación de sistemas de firma electrónica avanzada admitidos, con carácter general, en el ámbito de cada Administración Pública, deberá ser pública y accesible por medios electrónicos. Dicha relación incluirá, al menos, información sobre los elementos de identificación utilizados así como, en su caso, las características de los certificados electrónicos admitidos, los prestadores que los expiden y las
          especificaciones de la firma electrónica que puede realizarse con dichos certificados.
        

        
				
        
          3. Los certificados electrónicos expedidos a Entidades sin personalidad jurídica, previstos en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica podrán ser admitidos por las Administraciones Públicas en los términos que estas determinen.
        

        
				
        
          Art. 16.
           
          Utilización de otros sistemas de firma electrónica.–
          1.
          Las Administraciones Públicas podrán determinar, teniendo en cuenta los datos e intereses afectados, y siempre de forma justificada, los supuestos y condiciones de utilización por los ciudadanos de otros sistemas de firma electrónica, tales como claves concertadas en un registro previo, aportación de información conocida por ambas partes u otros sistemas no criptográficos.
        

        
				
        
          2. En aquellos supuestos en los que se utilicen estos sistemas para confirmar información, propuestas o borradores remitidos o exhibidos por una Administración Pública, ésta deberá garantizar la integridad y el no repudio por ambas partes de los documentos electrónicos concernidos.
        

        
				
        
          3. Cuando resulte preciso, las Administraciones Públicas certificarán la existencia y contenido de las actuaciones de los ciudadanos en las que se hayan usado formas de identificación y autenticación a que se refiere este artículo.
        

        
				
        
          
            Sección 3.ª Identificación electrónica de las administraciones públicas y autenticación del ejercicio de su competencia
            [11]
          
        

        
				
        
          Art. 17.
           
          Identificación de las sedes electrónicas.–
          Las sedes electrónicas utilizarán, para identificarse y garantizar una comunicación segura con las mismas, sistemas de firma electrónica basados en certificados de dispositivo seguro o medio equivalente.
        

        
				
        
          Art. 18.
           
          Sistemas de firma electrónica para la actuación administrativa automatizada.–
          1. Para la identificación y la autenticación del ejercicio de la competencia en la actuación administrativa automatizada, cada Administración Pública podrá determinar los supuestos de utilización de los siguientes sistemas de firma electrónica:
        

        
				
        
          a)
          Sello electrónico de Administración Pública, órgano o entidad de derecho público, basado en certificado electrónico que reúna los requisitos exigidos por la legislación de firma electrónica.
        

        
				
        
          b)
          Código seguro de verificación vinculado a la Administración Pública, órgano o entidad y, en su caso, a la persona firmante del documento, permitiéndose en todo caso la comprobación de la integridad del documento mediante el acceso a la sede electrónica correspondiente.
        

        
				
        
          2.
          Los certificados electrónicos a los que se hace referencia en el apartado 1
          .a)
          incluirán el número de identificación fiscal y la denominación correspondiente, pudiendo contener la identidad de la persona titular en el caso de los sellos electrónicos de órganos administrativos.
        

        
				
        
          3. La relación de sellos electrónicos utilizados por cada Administración Pública, incluyendo las características de los certificados electrónicos y los prestadores que los expiden, deberá ser pública y accesible por medios electrónicos. Además, cada Administración Pública adoptará las medidas adecuadas para facilitar la verificación de sus sellos electrónicos.
        

        
				
        
          Art. 19.
           
          Firma electrónica del personal al servicio de las Administraciones Públicas.–
          1. Sin perjuicio de lo previsto en los artículos 17 y 18, la identificación y autenticación del ejercicio de la competencia de la Administración Pública, órgano o entidad actuante, cuando utilice medios electrónicos, se realizará mediante firma electrónica del personal a su servicio, de acuerdo con lo dispuesto en los siguientes apartados.
        

        
				
        
          2. Cada Administración Pública podrá proveer a su personal de sistemas de firma electrónica, los cuales podrán identificar de forma conjunta al titular del puesto de trabajo o cargo y a la Administración u órgano en la que presta sus servicios.
        

        
				
        
          3. La firma electrónica basada en el Documento Nacional de Identidad podrá utilizarse a los efectos de este artículo.
        

        
				
        
          Art. 20.
           
          Intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación.–
          1. Los documentos electrónicos transmitidos en entornos cerrados de comunicaciones establecidos entre Administraciones Públicas, órganos y entidades de derecho público, serán considerados válidos a efectos de autenticación e identificación de los emisores y receptores en las condiciones establecidas en el presente artículo.
        

        
				
        
          2. Cuando los participantes en las comunicaciones pertenezcan a una misma Administración Pública, ésta determinará las condiciones y garantías por las que se regirá que, al menos, comprenderá la relación de emisores y receptores autorizados y la naturaleza de los datos a intercambiar.
        

        
				
        
          3. Cuando los participantes pertenezcan a distintas administraciones, las condiciones y garantías citadas en el apartado anterior se establecerán mediante convenio.
        

        
				
        
          4. En todo caso deberá garantizarse la seguridad del entorno cerrado de comunicaciones y la protección de los datos que se transmitan.
        

        
				
        
          
            Sección 4.ª De la interoperabilidad y de la acreditación
            

            y representación de los ciudadanos
            [12]
          
        

        
				
        
          Art. 21.
           
          Interoperabilidad de la identificación y autenticación por medio de certificados electrónicos.–
          1. Los certificados electrónicos reconocidos emitidos por prestadores de servicios de certificación serán admitidos por las Administraciones Públicas como válidos para relacionarse con las mismas, siempre y cuando el prestador de servicios de certificación ponga a disposición de las Administraciones Públicas la información que sea precisa en condiciones que resulten tecnológicamente viables y sin que suponga coste alguno para aquellas.
        

        
				
        2. Los sistemas de firma electrónica utilizados o admitidos por alguna Administración Pública distintos de los basados en los certificados a los que se refiere el apartado anterior podrán ser asimismo admitidos por otras Administraciones, conforme a principios de reconocimiento mutuo y reciprocidad.

        
				
        
          3. La Administración General del Estado dispondrá, al menos, de una plataforma de verificación del estado de revocación de todos los certificados admitidos en el ámbito de las Administraciones Públicas que será de libre acceso por parte de todos los Departamentos y Administraciones. Cada Administración Pública podrá disponer de los mecanismos necesarios para la verificación del estado de revocación y la firma con los certificados electrónicos admitidos en su ámbito de competencia.
        

        
				
        
          Art. 22.
          Identificación y autenticación de los ciudadanos por funcionario público.–
          1. En los supuestos en que para la realización de cualquier operación por medios electrónicos se requiera la identificación o autenticación del ciudadano mediante algún instrumento de los previstos en el artículo 13 de los que aquel no disponga, tal identificación o autenticación podrá ser validamente realizada por funcionarios públicos mediante el uso del sistema de firma electrónica del que estén dotados.
        

        
				
        
          2. Para la eficacia de lo dispuesto en el apartado anterior, el ciudadano deberá identificarse y prestar su consentimiento expreso, debiendo quedar constancia de ello para los casos de discrepancia o litigio.
        

        
				
        
          3. Cada Administración Pública mantendrá actualizado un registro de los funcionarios habilitados para la identificación o autenticación regulada en este artículo.
        

        
				
        
          Art. 23.
          Formas de Representación.–
          Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13.2, las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen los que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la representación salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán requerir, en cualquier momento, la acreditación de dicha representación.
        

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        
          De los registros, las comunicaciones y las notificaciones electrónicas
        

        
				
        
          
            Sección 1.ª De los Registros
            [13]
          
        

        
				
        
          Art. 24.
           
          Registros electrónicos.–
          1. Las Administraciones Públicas crearán registros electrónicos para la recepción y remisión de solicitudes, escritos y comunicaciones.
        

        
				
        
          2. Los registros electrónicos podrán admitir:
        

        
				
        
          a)
          Documentos electrónicos normalizados correspondientes a los servicios, procedimientos y trámites que se especifiquen conforme a lo dispuesto en la norma de creación del registro, cumplimentados de acuerdo con formatos preestablecidos.
        

        
				
        
          b)
          Cualquier solicitud, escrito o comunicación distinta de los mencionados en el apartado anterior dirigido a cualquier órgano o entidad del ámbito de la administración titular del registro.
        

        
				
        
          3. En cada Administración Pública existirá, al menos, un sistema de registros electrónicos suficiente para recibir todo tipo de solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a dicha Administración Pública. Las Administraciones Públicas podrán, mediante convenios de colaboración, habilitar a sus respectivos registros para la recepción de las solicitudes, escritos y comunicaciones de la competencia de otra Administración que se determinen en el correspondiente convenio.
        

        
				
        
          4. En el ámbito de la Administración General del Estado se automatizarán las oficinas de registro físicas a las que se refiere el artículo 38 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, a fin de garantizar la interconexión de todas sus oficinas y posibilitar el acceso por medios electrónicos a los asientos registrales y a las copias electrónicas de los documentos presentados.
        

        
				
        
          Art. 25.
          Creación y funcionamiento.–
          1. Las disposiciones de creación de registros electrónicos se publicarán en el Diario Oficial correspondiente y su texto íntegro deberá estar disponible para consulta en la sede electrónica de acceso al registro. En todo caso, las disposiciones de creación de registros electrónicos especificarán el órgano o unidad responsable de su gestión, así como la fecha y hora oficial y los días declarados como inhábiles a los efectos previstos en el artículo siguiente.
        

        
				
        
          2. En la sede electrónica de acceso al registro figurará la relación actualizada de las solicitudes, escritos y comunicaciones a las que se refiere el apartado 2.
          a)
          del artículo anterior que pueden presentarse en el mismo así como, en su caso, la posibilidad de presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones a los que se refiere el apartado 2.
          b)
          de dicho artículo.
        

        
				
        
          3. Los registros electrónicos emitirán automáticamente un recibo consistente en una copia autenticada del escrito, solicitud o comunicación de que se trate, incluyendo la fecha y hora de presentación y el número de entrada de registro.
        

        
				
        
          4. Podrán aportarse documentos que acompañen a la correspondiente solicitud, escrito o comunicación, siempre que cumplan los estándares de formato y requisitos de seguridad que se determinen en los Esquemas Nacionales de Interoperabilidad y de Seguridad. Los registros electrónicos generarán recibos acreditativos de la entrega de estos documentos que garanticen la integridad y el no repudio de los documentos aportados.
        

        
				
        
          Art. 26.
          Cómputo de plazos.–
          1. Los registros electrónicos se regirán a efectos de cómputo de los plazos imputables tanto a los interesados como a las Administraciones Públicas por la fecha y hora oficial de la sede electrónica de acceso, que deberá contar con las medidas de seguridad necesarias para garantizar su integridad y figurar visible.
        

        
				
        
          2. Los registros electrónicos permitirán la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones todos los días del año durante las veinticuatro horas.
        

        
				
        
          3. A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles o naturales, y en lo que se refiere a cumplimiento de plazos por los interesados, la presentación en un día inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer día hábil siguiente, salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil.
        

        
				
        
          4. El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir los órganos administrativos y entidades de derecho público vendrá determinado por la fecha y hora de presentación en el propio registro o, en el caso previsto en el apartado 2
          .b)
           
          del artículo 24, por la fecha y hora de entrada en el registro del destinatario. En todo caso, la fecha efectiva de inicio del cómputo de plazos deberá ser comunicada a quien presentó el escrito, solicitud o comunicación.
        

        
				
        
          5. Cada sede electrónica en la que esté disponible un registro electrónico determinará, atendiendo al ámbito territorial en el que ejerce sus competencias el titular de aquella, los días que se considerarán inhábiles a los efectos de los apartados anteriores. En todo caso, no será de aplicación a los registros electrónicos lo dispuesto en el artículo 48.5 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          Sección 2.ª De las comunicaciones y las notificaciones electrónicas
        

        
				
        
          Art. 27.
          Comunicaciones electrónicas.–
          1. Los ciudadanos podrán elegir en todo momento la manera de comunicarse con las Administraciones Públicas, sea o no por medios electrónicos, excepto en aquellos casos en los que de una norma con rango de Ley se establezca o infiera la utilización de un medio no electrónico. La opción de comunicarse por unos u otros medios no vincula al ciudadano, que podrá, en cualquier momento, optar por un medio distinto del inicialmente elegido.
        

        
				
        
          2. Las Administraciones Públicas utilizarán medios electrónicos en sus comunicaciones con los ciudadanos siempre que así lo hayan solicitado o consentido expresamente. La solicitud y el consentimiento podrán, en todo caso, emitirse y recabarse por medios electrónicos.
        

        
				
        
          3. Las comunicaciones a través de medios electrónicos serán válidas siempre que exista constancia de la transmisión y recepción, de sus fechas, del contenido íntegro de las comunicaciones y se identifique fidedignamente al remitente y al destinatario de las mismas.
        

        
				
        
          4. Las Administraciones publicarán, en el correspondiente Diario Oficial y en la propia sede electrónica, aquellos medios electrónicos que los ciudadanos pueden utilizar en cada supuesto en el ejercicio de su derecho a comunicarse con ellas.
        

        
				
        
          5. Los requisitos de seguridad e integridad de las comunicaciones se establecerán en cada caso de forma apropiada al carácter de los datos objeto de aquellas, de acuerdo con criterios de proporcionalidad, conforme a lo dispuesto en la legislación vigente en materia de protección de datos de carácter personal.
        

        
				
        
          6. Reglamentariamente, las Administraciones Públicas podrán establecer la obligatoriedad de comunicarse con ellas utilizando sólo medios electrónicos, cuando los interesados se correspondan con personas jurídicas o colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica o técnica, dedicación profesional u otros motivos acreditados tengan garantizado el acceso y disponibilidad de los medios tecnológicos precisos.
        

        
				
        
          
            7. Las Administraciones Públicas utilizarán preferentemente medios electrónicos en sus comunicaciones con otras Administraciones Públicas. Las condiciones que regirán estas comunicaciones se determinarán entre las Administraciones Públicas participantes
            [14]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 28.
           
          Práctica de la notificación por medios electrónicos.–
          1. Para que la notificación se practique utilizando algún medio electrónico se requerirá que el interesado haya señalado dicho medio como preferente o haya consentido su utilización, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27.6. Tanto la indicación de la preferencia en el uso de medios electrónicos como el consentimiento citados anteriormente podrán emitirse y recabarse, en todo caso, por medios electrónicos.
        

        
				
        
          2. El sistema de notificación permitirá acreditar la fecha y hora en que se produzca la puesta a disposición del intere
          s
          ado del acto objeto de notificación, así como la de acceso a su contenido, momento a partir del cual la notificación se entenderá practicada a todos los efectos legales.
        

        
				
        
          3. Cuando, existiendo constancia de la puesta a disposición transcurrieran diez días naturales sin que se acceda a su contenido, se entenderá que la notificación ha sido rechazada con los efectos previstos en el artículo 59.4 de la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico y del Procedimiento Administrativo Común y normas concordantes, salvo que de oficio o a instancia del destinatario se compruebe la imposibilidad técnica o material del acceso.
        

        
				
        
          4. Durante la tramitación del procedimiento el interesado podrá requerir al órgano correspondiente que las notificaciones sucesivas no se practiquen por medios electrónicos, utilizándose los demás medios admitidos en el artículo 59 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico y del Procedimiento Administrativo Común, excepto en los casos previstos en el artículo 27.6 de la presente Ley.
        

        
				
        
          
            5. Producirá los efectos propios de la notificación por comparecencia el acceso electrónico por los interesados al contenido de las actuaciones administrativas correspondientes, siempre que quede constancia de dicho acceso
            [15]
            .
          
           
        

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        
          De los documentos y los archivos electrónicos
          [16]
        

        
				
        
          Art. 29.
           
          Documento administrativo electrónico.
          
            1. Las Administraciones Públicas podrán emitir validamente por medios electrónicos los documentos administrativos a los que se refiere el artículo 46 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, siempre que incorporen una o varias firmas electrónicas conforme a lo establecido en la Sección 3.ª del Capítulo II de la presente Ley
            [17]
            .
          
        

        
				
        
          2. Los documentos administrativos incluirán referencia temporal, que se garantizará a través de medios electrónicos cuando la naturaleza del documento así lo requiera.
        

        
				
        
          3. La Administración General del Estado, en su relación de prestadores de servicios de certificación electrónica, especificará aquellos que con carácter general estén admitidos para prestar servicios de sellado de tiempo.
        

        
				
        
          Art. 30.
           
          Copias electrónicas.–
          1. Las copias realizadas por medios electrónicos de documentos electrónicos emitidos por el propio interesado o por las Administraciones Públicas, manteniéndose o no el formato original, tendrán inmediatamente la consideración de copias auténticas con la eficacia prevista en el artículo 46 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, siempre que el documento electrónico original se encuentre en poder de la Administración, y que la información de firma electrónica y, en su caso, de sellado de tiempo permitan comprobar la coincidencia con dicho documento.
        

        
				
        
          2. Las copias realizadas por las Administraciones Públicas, utilizando medios electrónicos, de documentos emitidos originalmente por las Administraciones Públicas en soporte papel tendrán la consideración de copias auténticas siempre que se cumplan los requerimientos y actuaciones previstas en el artículo 46 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          3. Las Administraciones Públicas podrán obtener imágenes electrónicas de los documentos privados aportados por los ciudadanos, con su misma validez y eficacia, a través de procesos de digitalización que garanticen su autenticidad, integridad y la conservación del documento imagen, de lo que se dejará constancia. Esta obtención podrá hacerse de forma automatizada, mediante el correspondiente sello electrónico.
        

        
				
        
          4. En los supuestos de documentos emitidos originalmente en soporte papel de los que se hayan efectuado copias electrónicas de acuerdo con lo dispuesto en este artículo, podrá procederse a la destrucción de los originales en los términos y con las condiciones que por cada Administración Pública se establezcan.
        

        
				
        
          5. Las copias realizadas en soporte papel de documentos públicos administrativos emitidos por medios electrónicos y firmados electrónicamente tendrán la consideración de copias auténticas siempre que incluyan la impresión de un código generado electrónicamente u otros sistemas de verificación que permitan contrastar su autenticidad mediante el acceso a los archivos electrónicos de la Administración Pública, órgano o entidad emisora.
        

        
				
        
          Art. 31.
           
          
            Archivo electrónico de documentos.
            

          
          1. Podrán almacenarse por medios electrónicos todos los documentos utilizados en las actuaciones administrativas.
        

        
				
        
          2. Los documentos electrónicos que contengan actos administrativos que afecten a derechos o intereses de los particulares deberán conservarse en soportes de esta naturaleza, ya sea en el mismo formato a partir del que se originó el documento o en otro cualquiera que asegure la identidad e integridad de la información necesaria para reproducirlo. Se asegurará en todo caso la posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes que garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones.
        

        
				
        
          
            3. Los medios o soportes en que se almacenen documentos, deberán contar con medidas de seguridad que garanticen la integridad, autenticidad, confidencialidad, calidad, protección y conservación de los documentos almacenados. En particular, asegurarán la identificación de los usuarios y el control de accesos, así como el cumplimiento de las garantías previstas en la legislación de protección de datos
            [18]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 32.
           
          Expediente electrónico.–
          1. El expediente electrónico es el conjunto de documentos electrónicos correspondientes a un procedimiento administrativo, cualquiera que sea el tipo de información que contengan.
        

        
				
        
          2. El foliado de los expedientes electrónicos se llevará a cabo mediante un índice electrónico, firmado por la Administración, órgano o entidad actuante, según proceda. Este índice garantizará la integridad del expediente electrónico y permitirá su recuperación siempre que sea preciso, siendo admisible que un mismo documento forme parte de distintos expedientes electrónicos.
        

        
				
        
          
            3. La remisión de expedientes podrá ser sustituida a todos los efectos legales por la puesta a disposición del expediente electrónico, teniendo el interesado derecho a obtener copia del mismo
            [19]
            .
          
        

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          De la gestión electrónica de los procedimientos
        

        
				
        CAPÍTULO I

        
				
        Disposiciones comunes

        
				
        
          Art. 33.
          Utilización de medios electrónicos.–
          1. La gestión electrónica de la actividad administrativa respetará la titularidad y el ejercicio de la competencia por la Administración Pública, órgano o entidad que la tenga atribuida y el cumplimiento de los requisitos formales y materiales establecidos en las normas que regulen la correspondiente actividad. A estos efectos, y en todo caso bajo criterios de simplificación administrativa, se impulsará la aplicación de medios electrónicos a los procesos de trabajo y la gestión de los procedimientos y de la actuación administrativa.
        

        
				
        
          2. En la aplicación de medios electrónicos a la actividad administrativa se considerará la adecuada dotación de recursos y medios materiales al personal que vaya a utilizarlos, así como la necesaria formación acerca de su utilización.
        

        
				
        
          Art. 34.
           
          Criterios para la gestión electrónica.–
          La aplicación de medios electrónicos a la gestión de los procedimientos, procesos y servicios irá siempre precedida de la realización de un análisis de rediseño funcional y simplificación del procedimiento, proceso o servicio, en el que se considerarán especialmente los siguientes aspectos:
        

        
				
        
          a)
          La supresión o reducción de la documentación requerida a los ciudadanos, mediante su sustitución por datos, transmisiones de datos o certificaciones, o la regulación de su aportación al finalizar la tramitación.
        

        
				
        
          b)
          La previsión de medios e instrumentos de participación, transparencia e información.
        

        
				
        
          c)
          La reducción de los plazos y tiempos de respuesta.
        

        
				
        
          d)
          La racionalización de la distribución de las cargas de trabajo y de las comunicaciones internas.
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        Utilización de medios electrónicos en la tramitación del procedimiento

        
				
        
          Art. 35.
           
          Iniciación del procedimiento por medios electrónicos.–
          1. La iniciación de un procedimiento administrativo a solicitud de interesado por medios electrónicos requerirá la puesta a disposición de los interesados de los correspondientes modelos o sistemas electrónicos de solicitud en la sede electrónica que deberán ser accesibles sin otras restricciones tecnológicas que las estrictamente derivadas de la utilización de estándares en los términos establecidos en el apartado
          i)
          del artículo 4 y criterios de comunicación y seguridad aplicables de acuerdo con las normas y protocolos nacionales e internacionales.
        

        
				
        
          2. Los interesados podrán aportar al expediente copias digitalizadas de los documentos, cuya fidelidad con el original garantizarán mediante la utilización de firma electrónica avanzada. La Administración Pública podrá solicitar del correspondiente archivo el cotejo del contenido de las copias aportadas. Ante la imposibilidad de este cotejo y con carácter excepcional, podrá requerir al particular la exhibición del documento o de la información original. La aportación de tales copias implica la autorización a la Administración para que acceda y trate la información personal contenida en tales documentos.
        

        
				
        
          3. Con objeto de facilitar y promover su uso, los sistemas normalizados de solicitud podrán incluir comprobaciones automáticas de la información aportada respecto de datos almacenados en sistemas propios o pertenecientes a otras administraciones e, incluso, ofrecer el formulario cumplimentado, en todo o en parte, con objeto de que el ciudadano verifique la información y, en su caso, la modifique y complete.
        

        
				
        
          Art. 36.
          Instrucción del procedimiento utilizando medios electrónicos.–
          1. Las aplicaciones y sistemas de información utilizados para la instrucción por medios electrónicos de los procedimientos deberán garantizar el control de los tiempos y plazos, la identificación de los órganos responsables de los procedimientos así como la tramitación ordenada de los expedientes y facilitar la simplificación y la publicidad de los procedimientos.
        

        
				
        
          2. Los sistemas de comunicación utilizados en la gestión electrónica de los procedimientos para las comunicaciones entre los órganos y unidades intervinientes a efectos de emisión y recepción de informes u otras actuaciones deberán cumplir los requisitos establecidos en esta Ley.
        

        
				
        
          3. Cuando se utilicen medios electrónicos para la participación de los interesados en la instrucción del procedimiento a los efectos del ejercicio de su derecho a presentar alegaciones en cualquier momento anterior a la propuesta de resolución o en la práctica del trámite de audiencia cuando proceda, se emplearán los medios de comunicación y notificación previstos en los artículos 27 y 28 de esta Ley.
        

        
				
        
          Art. 37.
           
          Acceso de los interesados a la información sobre el estado de tramitación.–
          1. En los procedimientos administrativos gestionados en su totalidad electrónicamente, el órgano que tramita el procedimiento pondrá a disposición del interesado un servicio electrónico de acceso restringido donde éste pueda consultar, previa identificación, al menos la información sobre el estado de tramitación del procedimiento, salvo que la normativa aplicable establezca restricciones a dicha información. La información sobre el estado de tramitación del procedimiento comprenderá la relación de los actos de trámite realizados, con indicación sobre su contenido, así como la fecha en la que fueron dictados.
        

        
				
        
          2. En el resto de los procedimientos se habilitarán igualmente servicios electrónicos de información del estado de la tramitación que comprendan, al menos, la fase en la que se encuentra el procedimiento y el órgano o unidad responsable.
        

        
				
        
          Art. 38.
           
          Terminación de los procedimientos por medios electrónicos.–
          1. La resolución de un procedimiento utilizando medios electrónicos garantizará la identidad del órgano competente mediante el empleo de alguno de los instrumentos previstos en los artículos 18 y 19 de esta Ley.
        

        
				
        
          2. Podrán adoptarse y notificarse resoluciones de forma automatizada en aquellos procedimientos en los que así esté previsto.
        

        
				
        
          Art. 39.
          Actuación administrativa automatizada.–
          En caso de actuación automatizada deberá establecerse previamente el órgano u órganos competentes, según los casos, para la definición de las especificaciones, programación, mantenimiento, supervisión y control de calidad y, en su caso, auditoría del sistema de información y de su código fuente. Asimismo, se indicará el órgano que debe ser considerado responsable a efectos de impugnación.
        

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          Cooperación entre administraciones para el impulso de la administración electrónica
        

        
				
        CAPÍTULO I

        
				
        Marco institucional de cooperación en materia de administración electrónica

        
				
        
          Art. 40.
           
          Comité Sectorial de administración electrónica.–
          1. El Comité Sectorial de administración electrónica, dependiente de la Conferencia Sectorial de Administración Pública, es el órgano técnico de cooperación de la Adminis
          trac
          ión General del Estado, de las administraciones de las Comunidades Autónomas y de las entidades que integran la Administración Local en materia de administración electrónica.
        

        
				
        
          2. El Comité Sectorial de la administración electrónica velará por el cumplimiento de los fines y principios establecidos en esta Ley, y en particular desarrollará las siguientes funciones:
        

        
				
        
          a)
          Asegurar la compatibilidad e interoperabilidad de los sistemas y aplicaciones empleados por las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          b)
          Preparar planes programas conjuntos de actuación para impulsar el desarrollo de la administración electrónica en España.
        

        
				
        
          c)
          
            Asegurar la cooperación entre las administraciones públicas para proporcionar al ciudadano información administrativa clara, actualizada e inequívoca
            [20]
            .
          
        

        
				
        
          3. Cuando por razón de las materias tratadas resulte de interés podrá invitarse a las organizaciones, corporaciones o agentes sociales que se estime conveniente en cada caso a participar en las deliberaciones del comité sectorial.
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        
          Cooperación en materia de interoperabilidad
          

          de sistemas y aplicaciones
        

        
				
        
          Art. 41.
           
          Interoperabilidad de los Sistemas de Información.
          –Las Administraciones Públicas utilizarán las tecnologías de la información en sus relaciones con las demás administraciones y con los ciudadanos, aplicando medidas informáticas, tecnológicas, organizativas, y de seguridad, que garanticen un adecuado nivel de interoperabilidad técnica, semántica y organizativa y eviten discriminación a los ciudadanos por razón de su elección tecnológica.
        

        
				
        
          Art. 42.
           
          Esquema Nacional de Interoperabilidad y Esquema Nacional de Seguridad.–
          
            1. El Esquema Nacional de Interoperabilidad comprenderá el conjunto de criterios y recomendaciones en materia de seguridad, conservación y normalización de la información, de los formatos y de las aplicaciones que deberán ser tenidos en cuenta por las Administraciones Públicas para la toma de decisiones tecnológicas que garanticen la interoperabilidad
            [21]
            .
          
        

        
				
        
          
            2. El Esquema Nacional de Seguridad tiene por objeto establecer la política de seguridad en la utilización de medios electrónicos en el ámbito de la presente Ley, y está constituido por los principios básicos y requisitos mínimos que permitan una protección adecuada de la información
            [22]
            .
          
        

        
				
        
          3. Ambos Esquemas se elaborarán con la participación de todas las Administraciones y se aprobarán por Real Decreto del Gobierno, a propuesta de la Conferencia Sectorial de Administración Pública y previo informe de la Comisión Nacional de Administración Local, debiendo mantenerse actualizados de manera permanente.
        

        
				
        
          4. En la elaboración de ambos Esquemas se tendrán en cuenta las recomendaciones de la Unión Europea, la situación tecnológica de las diferentes Administraciones Públicas, así como los servicios electrónicos ya existentes. A estos efectos considerarán la utilización de estándares abiertos así como, en su caso y de forma complementaria, estándares que sean de uso generalizado por los ciudadanos.
        

        
				
        
          Art. 43.
           
          Red de comunicaciones de las Administraciones Públicas españolas.
          –La Administración General del Estado, las Administraciones Autonómicas y las entidades que integran la Administración Local, así como los consorcios u otras entidades de cooperación constituidos a tales efectos por éstas, adoptarán las medidas necesarias e incorporarán en sus respectivos ámbitos las tecnologías precisas para posibilitar la interconexión de sus redes con el fin de crear una red de comunicaciones que interconecte los sistemas de información de las Administraciones Públicas españolas y permita el intercambio de información y servicios entre las mismas, así como la interconexión con las redes de las Instituciones de la Unión Europea y de otros Estados Miembros.
        

        
				
        
          Art. 44.
           
          Red integrada de Atención al Ciudadano.–
          1. Las Administraciones Públicas podrán suscribir convenios de colaboración con objeto de articular medidas e instrumentos de colaboración para la implantación coordinada y normalizada de una red de espacios comunes o ventanillas únicas.
        

        
				
        
          2. En particular, y de conformidad con lo dispuesto en el apartado anterior, se implantarán espacios comunes o ventanillas únicas para obtener la información prevista en el artículo 6.3 de esta Ley y para realizar los trámites y procedimientos a los que hace referencia el apartado a) de
          dicho artículo.
        

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        Reutilización de aplicaciones y transferencia de tecnologías

        
				
        
          Art. 45.
           
          Reutilización de sistemas y aplicaciones de propiedad de la Administración.
          –1. Las administraciones titulares de los derechos de propiedad intelectual de aplicaciones, desarrolladas por sus servicios o cuyo desarrollo haya sido objeto de contratación, podrán ponerlas a disposición de cualquier Administración sin contraprestación y sin necesidad de convenio.
        

        
				
        
          2. Las aplicaciones a las que se refiere el apartado anterior podrán ser declaradas como de fuentes abiertas, cuando de ello se derive una mayor transparencia en el funcionamiento de la Administración Pública o se fomente la incorporación de los ciudadanos a la Sociedad de la información
        

        
				
        
          Art. 46.
          Transferencia de tecnología entre Administraciones.–
          1. Las Administraciones Públicas mantendrán directorios actualizados de aplicaciones para su libre reutilización, especialmente en aquellos campos de especial interés para el desarrollo de la administración electrónica y de conformidad con lo que al respecto se establezca en el Esquema Nacional de Interoperabilidad.
        

        
				
        
          2. La Administración General del Estado, a través de un centro para la transferencia de la tecnología, mantendrá un directorio general de aplicaciones para su reutilización, prestará asistencia técnica para la libre reutilización de aplicaciones e impulsará el desarrollo de aplicaciones, formatos y estándares comunes de especial interés para el desarrollo de la administración electrónica en el marco de los esquemas nacionales de interoperabilidad y seguridad.
        

        
				
        DISPOSICIONES ADICIONALES

        
				
        
          Primera.
          Reunión de Órganos colegiados por medios electrónicos.–
          1. Los órganos colegiados podrán constituirse y adoptar acuerdos utilizando medios electrónicos, con respeto a los trámites esenciales establecidos en los artículos 26 y el 27.1 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          2. En la Administración General del Estado, lo previsto en el apartado anterior se efectuará de acuerdo con las siguientes especialidades:
        

        
				
        
          a)
          Deberá garantizarse la realización efectiva de los principios que la legislación establece respecto de la convocatoria, acceso a la información y comunicación del orden del día, en donde se especificarán los tiempos en los que se organizarán los debates, la formulación y conocimiento de las propuestas y la adopción de acuerdos.
        

        
				
        
          b)
          El régimen de constitución y adopción de acuerdos garantizará la participación de los miembros de acuerdo con las disposiciones propias del órgano.
        

        
				
        
          c)
          Las actas garantizarán la constancia de las comunicaciones producidas así como el acceso de los miembros al contenido de los acuerdos adoptados.
        

        
				
        
          Segunda.
           
          Formación de empleados públicos.–
          La Administración General del Estado promoverá la formación del
          personal a su servicio en la utilización de medios electrónicos para el desarrollo de las actividades propias de aquélla.
        

        
				
        
          En especial, los empleados públicos de la Administración General del Estado recibirán formación específica que garantice conocimientos actualizados de las condiciones de seguridad de la utilización de medios electrónicos en la actividad administrativa, así como de protección de los datos de carácter personal, respeto a la propiedad intelectual e industrial y gestión de la información.
        

        
				
        
          Tercera.
           
          Plan de Medios en la Administración General del Estado.–
          En el plazo de seis meses a partir de la publicación de esta Ley, el Ministerio de Administraciones Públicas, en colaboración con los Ministerios de Economía y Hacienda y de Industria, Turismo y Comercio, elevará al Consejo de Ministros un Plan de implantación de los medios necesarios para el ámbito de la Administración General del Estado. Dicho Plan incorporará las estimaciones de los recursos económicos, técnicos y humanos que se consideren precisos para la adecuada aplicación de lo dispuesto en la presente Ley en los tiempos establecidos en el calendario al que se refiere el apartado 2 de la disposición final tercera, así como los mecanismos de evaluación y control de su aplicación.
        

        
				
        
          Cuarta.
          Procedimientos Especiales.–
          La aplicación de lo dispuesto en el Título Tercero de esta ley a los procedimientos en materia tributaria, de seguridad social y desempleo y de régimen jurídico de los extranjeros en España, se efectuará de conformidad con lo establecido en las disposiciones adicionales quinta, sexta, séptima y decimonovena de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Asimismo, en la aplicación de esta ley habrán de ser tenidas en cuenta las especificidades en materia de contratación pública, conforme a lo preceptuado en la disposición adicional séptima del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.
        

        
				
        
          Quinta.
           
          Función Estadística.–
          Lo dispuesto en los artículos 6.2.
          b)
          y 9 de la presente ley no será de aplicación a la recogida de datos prevista en el Capítulo II de la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública.
        

        
				
        
          Sexta.
           
          Uso de Lenguas Oficiales.–
          1. Se garantizará el uso de las lenguas oficiales del Estado en las relaciones por medios electrónicos de los ciudadanos con las Administraciones Públicas, en los términos previstos en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y en la normativa que en cada caso resulte de aplicación.
        

        
				
        
          2. A estos efectos, las sedes electrónicas cuyo titular tenga competencia sobre territorios con régimen de cooficialidad lingüística posibilitarán el acceso a sus contenidos y servicios en las lenguas correspondientes.
        

        
				
        
          3. Los sistemas y aplicaciones utilizados en la gestión electrónica de los procedimientos se adaptarán a lo dispuesto en cuanto al uso de lenguas cooficiales en el artículo 36 de la ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y el Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          4. Cada Administración Pública afectada determinará el calendario para el cumplimiento progresivo de lo previsto en la presente disposición, debiendo garantizar su cumplimiento total en los plazos establecidos en la disposición final tercera.
        

        
				
        DISPOSICIÓN TRANSITORIA

        
				
        
          Única.
           
          Régimen Transitorio.–
          1. Los procedimientos y actuaciones de los ciudadanos y las Administraciones Públicas que, utilizando medios electrónicos, se hayan iniciado con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley se seguirán rigiendo por la normativa anterior hasta su terminación.
        

        
				
        
          2. Los registros telemáticos existentes a la entrada en vigor de la presente Ley serán considerados registros electrónicos regulándose por lo dispuesto en los artículos 24, 25 y 26 de esta Ley.
        

        
				
        DISPOSICIÓN DEROGATORIA

        
				
        
          Única.
          –
          1. Quedan derogados los siguientes preceptos de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común:
           
          apartado número 9 del artículo 38, apartados números 2, 3 y 4 del artículo 45, apartado número 3 del artículo 59 y la disposición adicional decimoctava.
        

        
				
        
          2. Asimismo, quedan derogadas las normas de igual o inferior rango en cuanto contradigan o se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.
        

        
				
        DISPOSICIONES FINALES

        
				
        
          Primera.
           
          Carácter básico de la Ley.–
          1. Los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 8.1, 9, 10, 11.1, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21.1,21.2, 22, 23, 24.1, 24.2, 24.3, 25, 26, 27, 28, 29.1, 29.2, 30, 32, 35, 37.1, 38, 42, el apartado 1 de la disposición adicional primera, la disposición adicional cuarta, la disposición transitoria única y la disposición final tercera se dictan al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia sobre las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y sobre el procedimiento administrativo común.
        

        
				
        2. Con excepción del artículo 42, el Título IV de la presente ley será de aplicación a todas las Administraciones Públicas en la medida en que éstas participen o se adscriban a los órganos de cooperación o instrumentos previstos en el mismo.

        
				
        
          Segunda.
           
          Publicación electrónica del «Boletín Oficial del Estado».–
          La publicación electrónica del «Boletín Oficial del Estado» tendrá el carácter y los efectos previstos en el artículo 11.2 de la presente Ley desde el 1 de enero de 2009.
        

        
				
        
          Tercera.
           
          Adaptación de las Administraciones Públicas para el ejercicio de derechos.
          –1. Desde la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, los derechos reconocidos en el artículo 6 de la presente ley podrán ser ejercidos en relación con los procedimientos y actuaciones adaptados a lo dispuesto en la misma, sin perjuicio de lo señalado en los siguientes apartados. A estos efectos, cada Administración
          Pública hará pública y mantendrá actualizada la relación de dichos procedimientos y actuaciones.
        

        
				
        2. En el ámbito de la Administración General del Estado y los organismos públicos vinculados o dependientes de ésta, los derechos reconocidos en el artículo 6 de la presente ley podrán ser ejercidos en relación con la totalidad de los procedimientos y actuaciones de su competencia a partir del 31 de diciembre de 2009. A tal fin, el Consejo de Ministros establecerá y hará público un calendario de adaptación gradual de aquellos procedimientos y actuaciones que lo requieran.

        
				
        3. En el ámbito de las Comunidades Autónomas, los derechos reconocidos en el artículo 6 de la presente ley podrán ser ejercidos en relación con la totalidad de los procedimientos y actuaciones de su competencia a partir del 31 de diciembre de 2009 siempre que lo permitan sus disponibilidades presupuestarias.

        
				
        4. En el ámbito de las Entidades que integran la Administración Local, los derechos reconocidos en el artículo 6 de la presente ley podrán ser ejercidos en relación con la totalidad de los procedimientos y actuaciones de su competencia a partir del 31 de diciembre de 2009 siempre que lo permitan sus disponibilidades presupuestarias. A estos efectos las Diputaciones Provinciales, o en su caso los Cabildos y Consejos Insulares u otros organismos supramunicipales, podrán prestar los servicios precisos para garantizar tal efectividad en el ámbito de los municipios que no dispongan de los medios técnicos y organizativos necesarios para prestarlos.

        
				
        
          Cuarta.
           
          Modificación de la Ley 84/1978, de 28 de diciembre, por la que se regula la tasa por expedición del Documento Nacional de Identidad.–
          Uno. El apartado 2 del artículo 4 queda redactado del siguiente modo:
        

        
				
        «2. Quienes hubieran de renovar preceptivamente su documento durante el plazo de vigencia del mismo, por variación de alguno de los datos que se recogen en el mismo.»

        
				
        Dos. El artículo 6 queda redactado del siguiente modo:

        
				
        «Artículo 6. Cuota tributaria.

        
				
        La cuota tributaria exigible será de 6,70 euros. Los excesos del costo de la expedición, si existen, serán sufragados con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.»

        
				
        
          Quinta.
           
          Modificación de la Ley 16/1979, de 2 de octubre, sobre Tasas de la Jefatura Central de Tráfico.–
          Uno. En el apartado 1 del artículo 5 se modifica la letra d) y se incorpora una nueva letra e) que quedan redactadas del siguiente modo:
        

        
				
        
          «d)
          Quienes soliciten duplicados de las autorizaciones administrativas para conducir o para circular por cambio de domicilio.
        

        
				
        
          e)
          Quienes soliciten la baja definitiva de un vehículo por entrega en un establecimiento autorizado para su destrucción.»
        

        
				
        Dos. Los puntos 4 y 4 bis, primera columna de la izquierda del Grupo IV del artículo 6, quedan redactados del siguiente modo:

        
				
        «4. Duplicados de permisos, autorizaciones por extravío, sustracción, deterioro, prórroga de vigencia o cualquier modificación de aquéllos.

        
				
        4 bis. duplicados de licencias de conducción y de circulación de ciclomotores por extravío, sustracción, deterioro, prórroga de vigencia o cualquier modificación de aquéllos.»

        
				
        
          Sexta.
           
          Habilitación para la regulación del teletrabajo en la Administración General del Estado.–
          El Ministerio de Administraciones Públicas, en colaboración con los Ministerios de Economía y Hacienda, de Industria, Turismo y Comercio y de Trabajo y Asuntos Sociales, regularán antes del 1 de marzo de 2008 las condiciones del teletrabajo en la Administración General del Estado.
        

        
				
        
          Séptima.
           
          Desarrollo reglamentario del artículo 4.
          c).
          –
          El Gobierno desarrollará reglamentariamente lo previsto en el artículo 4
          .c)
           
          de la presente Ley para garantizar que todos los ciudadanos, con especial atención a las personas con algún tipo de discapacidad y mayores, que se relacionan con la Administración General del Estado puedan acceder a los servicios electrónicos en igualdad de condiciones con independencia de sus circunstancias personales, medios o conocimientos.
        

        
				
        
          Octava.
           
          Desarrollo y entrada en vigor de la Ley.
          1. Corresponde al Gobierno y a las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación de la presente Ley.
        

        
				
        
          2. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
           
        

        
				
        
          ANEXO
        

        
				
        
          Definiciones
        

        
				
        A efectos de la presente ley, se entiende por:

        
				
        
          a)
          Actuación administrativa automatizada: Actuación administrativa producida por un sistema de información adecuadamente programado sin necesidad de intervención de una persona física en cada caso singular. Incluye la producción de actos de trámite o resolutorios de procedimientos, así como de meros actos de comunicación.
        

        
				
        
          b)
          Aplicación: Programa o conjunto de programas cuyo objeto es la resolución de un problema mediante el uso de informática.
        

        
				
        
          c)
          Aplicación de fuentes abiertas: Aquella que se distribuye con una licencia que permite la libertad de ejecutarla, de conocer el código fuente, de modificarla o mejorarla y de redistribuir copias a otros usuarios.
        

        
				
        
          d)
          Autenticación: Acreditación por medios electrónicos de la identidad de una persona o ente, del contenido de la voluntad expresada en sus operaciones, transacciones y documentos, y de la integridad y autoría de estos últimos.
        

        
				
        
          e)
          Canales: Estructuras o medios de difusión de los contenidos y servicios; incluyendo el canal presencial, el telefónico y el electrónico, así como otros que existan en la actualidad o puedan existir en el futuro (dispositivos móviles, TDT, etc).
        

        
				
        
          f)
          Certificado electrónico: Según el artículo 6 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica, «Documento firmado electrónicamente por un prestador de servicios de certificación que vincula unos datos de verificación de firma a un firmante y confirma su identidad».
        

        
				
        
          g)
          Certificado electrónico reconocido: Según el artículo 11 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Elec
          trónica: «Son certificados reconocidos los certificados electrónicos expedidos por un prestador de servicios de certificación que cumpla los requisitos establecidos en esta Ley en cuanto a la comprobación de la identidad y demás circunstancias de los solicitantes y a la fiabilidad y las garantías de los servicios de certificación que presten».
        

        
				
        
          h)
          Ciudadano: Cualesquiera personas físicas, personas jurídicas y entes sin personalidad que se relacionen, o sean susceptibles de relacionarse, con las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          i)
          Dirección electrónica: Identificador de un equipo o sistema electrónico desde el que se provee de información o servicios en una red de comunicaciones.
        

        
				
        
          j)
          Documento electrónico: Información de cualquier naturaleza en forma electrónica, archivada en un soporte electrónico según un formato determinado y susceptible de identificación y tratamiento diferenciado.
        

        
				
        
          k)
          Estándar abierto: Aquel que reúna las siguientes condiciones:
        

        
				
        
          — sea público y su utilización sea disponible de manera gratuita o a un coste que no suponga una dificultad de acceso,
        

        
				
        
          — su uso y aplicación no esté condicionado al pago de un derecho de propiedad intelectual o industrial.
        

        
				
        
          l)
          Firma electrónica: Según el artículo 3 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica, «conjunto de datos en forma electrónica, consignados junto a otros o asociados con ellos, que pueden ser utilizados como medio de identificación del firmante».
        

        
				
        
          m)
          Firma electrónica avanzada: Según el artículo 3 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica, «firma electrónica que permite identificar al firmante y detectar cualquier cambio ulterior de los datos firmados, que está vinculada al firmante de manera única y a los datos a que se refiere y que ha sido creada por medios que el firmante puede mantener bajo su exclusivo control».
        

        
				
        
          n)
          Firma electrónica reconocida: Según el artículo 3 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica, «firma electrónica avanzada basada en un certificado reconocido y generada mediante un dispositivo seguro de creación de firma».
        

        
				
        
          o)
          Interoperabilidad: Capacidad de los sistemas de información, y por ende de los procedimientos a los que éstos dan soporte, de compartir datos y posibilitar el intercambio de información y conocimiento entre ellos.
        

        
				
        
          p)
          Medio electrónico: Mecanismo, instalación, equipo o sistema que permite producir, almacenar o transmitir documentos, datos e informaciones; incluyendo cualesquiera redes de comunicación abiertas o restringidas como Internet, telefonía fija y móvil u otras.
        

        
				
        
          q)
          Punto de acceso electrónico: Conjunto de páginas web agrupadas en un dominio de Internet cuyo objetivo es ofrecer al usuario, de forma fácil e integrada, el acceso a una serie de recursos y de servicios dirigidos a resolver necesidades específicas de un grupo de personas o el acceso a la información y servicios de a una institución pública.
        

        
				
        
          r)
          Sistema de firma electrónica: Conjunto de elementos intervinientes en la creación de una firma electrónica. En el caso de la firma electrónica basada en certificado electrónico, componen el sistema, al menos, el certificado electrónico, el soporte, el lector, la aplicación de firma utilizada y el sistema de interpretación y verificación utilizado por el receptor del documento firmado.
        

        
				
        
          s)
          Sellado de tiempo: Acreditación a cargo de un tercero de confianza de la fecha y hora de realización de cualquier operación o transacción por medios electrónicos.
        

        
				
        
          t)
          Espacios comunes o ventanillas únicas: Modos o canales (oficinas integradas, atención telefónica, páginas en Internet y otros) a los que los ciudadanos pueden dirigirse para acceder a las informaciones, trámites y servicios públicos determinados por acuerdo entre varias Administraciones.
        

        
				
        
          u)
          Actividad de servicio: Cualquier actividad económica por cuenta propia, prestada normalmente a cambio de una remuneración.
        

        
				
        
          v)
          Prestador de actividad de servicio: Cualquier persona física o jurídica que ofrezca o preste una actividad de servicio.
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              Véase el Real Decreto 4/2010, de 8 de enero («BOE» núm. 25, de 29 de enero; corrección de errores en «BOE» núm. 61, de 11 de marzo), por el que se regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad en el ámbito de la Administración Electrónica.
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              22
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              Véase el Real Decreto 3/2010, de 8 de enero («BOE» núm. 25, de 29 de enero; corrección de errores en «BOE» núm. 61, de 11 de marzo), por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 6
          REAL DECRETO 1671/2009, DE 6 DE NOVIEMBRE (PRESIDENCIA), POR EL QUE SE DESARROLLA PARCIALMENTE LA LEY 11/2007, DE 22 DE JUNIO, DE ACCESO ELECTRÓNICO DE LOS CIUDADANOS A LOS SERVICIOS PÚBLICOS
        

        
				
        («BOE» núm. 278, de 18 de noviembre de 2009)

        
				
        La Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, marca un hito trascendental en la construcción de la Administración pública de la sociedad de la información en España. Aunque apoyada en la experiencia adquirida con la aplicación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones públicas y del procedimiento administrativo común, en cuyos artículos 38, 45, 46 y 59, principalmente, ofrecía un marco jurídico general de referencia para la incorporación sistemática de las tecnologías de la información y de las comunicaciones a las funciones administrativas, así como en el avance que supuso la promulgación de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, al recoger por primera vez la automatización de la actuación administrativa o la obtención de imágenes electrónicas de los documentos con idéntica validez y eficacia que el documento origen, lo cierto es que la Ley 11/2007, de 22 de junio, desborda el papel de solución de desarrollo o consolidación de la anterior por significar un verdadero replanteamiento de la relación entre la Administración y los ciudadanos.

        
				
        La Ley 11/2007, de 22 de junio, impulsa una nueva concepción al construir su regulación sobre la base del derecho de los ciudadanos a utilizar los medios de comunicación electrónica para relacionarse con la Administración y ejercer sus derechos. Este singular punto de partida que pone al ciudadano y sus derechos en la base de todo, no sólo significa la imposición de un compromiso jurídico de incorporar las tecnologías de la información a la totalidad de las funciones administrativas. También, implica la consideración del ciudadano como portador de derechos de prestación que la Administración debe satisfacer de forma efectiva. Por ello, la ley estableció un elenco de derechos específicamente relacionados con la comunicación electrónica con la Administración y con su estatuto de ciudadano: derecho a la obtención de medios de identificación electrónica, derecho a elección del canal de comunicación o del medio de autentificación y de igualdad garantizando la accesibilidad, así como una efectiva igualdad entre géneros y respecto de otros colectivos con necesidades especiales y entre territorios.

        
				
        Esta ambiciosa estrategia se ha asumido con una gran decisión. La disposición final tercera de la Ley 11/2007, de 22 de junio, establece la fecha del 31 de diciembre de 2009, como límite para que los ciudadanos puedan ejercer con plenitud sus derechos por medios electrónicos en cualquier procedimiento y actividad de competencia de dicha Administración.

        
				
        El cumplimiento de los objetivos legales establecidos por la Ley 11/2007, de 22 de junio, y de los plazos previstos para su efectividad, justifican la necesidad de desarrollo de sus previsiones, en la medida que:

        
				
        
          a)
          La Ley 11/2007, de 22 de junio, no agotó la regulación del acceso electrónico a los servicios públicos como consecuencia de los criterios de distribución de competencias y su incidencia en las competencias de autoorganización que corresponde al resto de las Administraciones públicas.
        

        
				
        
          b)
          Por otro lado, por su carácter trasversal, esta regulación presupone operaciones de adaptación a los distintos procedimientos y actividades. El cumplimiento de esta necesidad sólo puede lograrse mediante la previsión de un sistema de regulación caracterizado por la concurrencia de diferentes niveles normativos y la colaboración entre ellos para componer un marco general, objetivo, estable y predecible compatible con la adaptación funcional y con el estado del desarrollo tecnológico en esta materia.
        

        
				
        El presente real decreto pretende ser ese complemento necesario en la Administración General del Estado para facilitar la efectiva realización de los derechos reconocidos en la Ley 11/2007, de 22 de junio.

        
				
        Este real decreto se ha construido sobre la base de los siguientes principios estratégicos:

        
				
        
          a)
          En primer lugar, procurar la más plena realización de los derechos reconocidos en la Ley 11/2007, de 22 de junio, facilitándolos en la medida que lo permite el estado de la técnica, y la garantía de que no resultan afectados otros bienes constitucionalmente protegidos, como pueden ser la protección de datos, los derechos de acceso a la información administrativa o la preservación de intereses de terceros.
        

        
				
        
          b)
          En segundo lugar, establecer un marco lo más flexible posible en la implantación de los medios de comunicación, cuidando los niveles de seguridad y protección de derechos e intereses previstos tanto en la propia Ley 11/2007, de 22 de junio, como en la legislación administrativa en general. Con ello se persigue un triple objetivo: en primer lugar, evitar que la nueva regulación imponga una renovación tal en las soluciones de comunicación con los ciudadanos que impida la pervivencia de técnicas existentes y de gran arraigo; en segundo lugar, facilitar la actividad de implantación y adaptación a las distintas organizaciones, funciones y procedimientos a los que es de aplicación el real decreto; y en tercer lugar, impedir que la opción rígida por determinadas soluciones dificulte para el futuro la incorporación de nuevas soluciones y servicios.
        

        
				
        No obstante, la realización de estos objetivos requiere de otros dos instrumentos de carácter técnico y complementario: el Esquema Nacional de Interoperabilidad, encargado de establecer los criterios comunes de gestión de la información que permitan compartir soluciones e información, y el Esquema Nacional de Seguridad que deberá establecer los criterios y niveles de seguridad necesarios para los procesos de tratamiento de la información que prevé el propio real decreto.

        
				
        Fiel a esta orientación, el real decreto incorpora en su frontispicio una regulación específica destinada a hacer efectivo el derecho a no incorporar documentos que se encuentren en poder de las Administraciones públicas, estableciendo las reglas necesarias para obtener los datos y documentos exigidos, con las garantías suficientes que impidan que esta facilidad se convierta, en la práctica, en un motivo de retraso en la resolución de los procedimientos administrativos.

        
				
        A estos efectos, se regula la forma y los efectos del ejercicio del derecho por parte de los ciudadanos, se contemplan los distintos supuestos que se pueden dar en cuanto a la obtención de los datos o documentos, se establecen plazos obligatorios para atender dichos requerimientos, así como el deber de informar sobre la demora en su cumplimiento para que el interesado pueda suplir la falta de actividad del órgano o entidad requerida, sin perjuicio de exigir las responsabilidades que, en su caso, procedan.

        
				
        Un elemento clave en la comunicación jurídica con los ciudadanos en soporte electrónico es el concepto de sede electrónica. En este punto el real decreto pretende reforzar la fiabilidad de estos puntos de encuentro mediante tres tipos de medidas: 1) asegurar la plena identificación y diferenciación de estas direcciones como punto de prestación de servicios de comunicación con los interesados, 2) establecer el conjunto de servicios característicos así como el alcance de su eficacia y responsabilidad, y 3) imponer un régimen común de creación de forma que se evite la desorientación que para el ciudadano podría significar una excesiva dispersión de tales direcciones. Este régimen de la sede, que debe resultar compatible con la descentralización necesaria derivada de la actual complejidad de fines y actividades asumidas por la Administración, resulta, sin embargo, compatible con la creación de un punto de acceso común a toda la Administración, puerta de entrada general del ciudadano a la Administración, en la que éste podrá presentar sus comunicaciones electrónicas generales o encontrar la información necesaria para acudir a las sedes electrónicas en las que iniciar o participar en los procedimientos que por ser tramitados en soporte electrónico, requieren el acceso a aplicaciones o formularios concretos.

        
				
        En materia de identificación y autenticación el real decreto ha pretendido establecer los elementos mínimos imprescindibles para afianzar el criterio de flexibilización impulsado en la Ley 11/2007, de 22 de junio, en la que junto a la admisión como medio universal de los dispositivos de identificación y firma electrónica asociados al documento nacional de identidad, se admite la utilización de otros medios de autenticación que cumplan con las condiciones de seguridad y certeza necesarias para el normal desarrollo de la función administrativa.

        
				
        Asimismo se ha previsto un régimen específico que facilita la actuación en nombre de terceros a través de dos mecanismos fundamentales: por un lado, la figura de las habilitaciones generales y especiales, pensadas fundamentalmente para el desempeño continuado y profesional de actividades de gestión y representación ante los servicios de la Administración, así como un registro voluntario de representantes, también pensado con la finalidad de facilitar el ejercicio de la función de representación, estableciendo un mecanismo de acreditación en línea del título previamente aportado a dicho registro.

        
				
        El real decreto especifica igualmente las previsiones contenidas en la ley, en cuanto a la posibilidad de que los funcionarios públicos habilitados al efecto puedan realizar determinas operaciones por medios electrónicos usando sus propios sistemas de identificación y autenticación en aquellos casos en que los ciudadanos no dispongan de medios propios.

        
				
        La relevancia jurídica de la actividad administrativa ha exigido prestar una atención singularizada al uso de los medios de identificación y autenticación electrónica por parte de la Administración, estableciendo la necesidad de incorporación de sellos o marcas de tiempo, que acrediten la fecha de adopción de los actos y documentos que se emitan. Igualmente se ha dispensado una atención especial a la autenticación en el seno de la actuación automatizada.

        
				
        Por último se incorporan unas previsiones destinadas a garantizar la interoperabilidad y efectividad del sistema de la ley entre las que se incluye un reconocimiento expreso a las políticas de firma que serán los instrumentos encargados de especificar las soluciones técnicas y de organización necesarias para la plena operatividad de los derechos reconocidos en la ley, un sistema nacional de verificación de certificados dispuesto para simplificar y agilizar las operaciones de comprobación de la vigencia de los certificados.

        
				
        En materia de registros electrónicos se han desarrollado las previsiones de la ley con la importante novedad de la creación de un registro electrónico común que posibilitará a los ciudadanos la presentación de comunicaciones electrónicas para cualquier procedimiento y órganos de los integrados en la Administración General del Estado y sus organismos públicos dependientes o vinculados.

        
				
        Esta misma línea de desarrollo indispensable de las previsiones de la ley se ha seguido en relación con las comunicaciones y notificaciones electrónicas, estableciendo las garantías necesarias para que las facilidades incluidas en la Ley 11/2007, de 22 de junio, no se conviertan en una desventaja para los intereses de los ciudadanos así como del interés general.

        
				
        Por último, uno de los puntos esenciales de la disciplina de la ley es la regulación de la gestión de la información electrónica aportada por los particulares, previéndose las condiciones mínimas para que su utilización no afecte al desarrollo de las funciones administrativas. Resulta especialmente innovadora la previsión en nuestro ordenamiento de un régimen de gestión y cambio de soporte con el fin de facilitar la gestión de los expedientes por la opción del órgano encargado de su tramitación del soporte tipo en el que deberá tramitarse el procedimiento. Igualmente el real decreto es consciente de la importancia de integrar, desde la misma incorporación de los documentos, de aquella información que permita su gestión, archivo y recuperación. Asimismo, el real decreto, al regular los procesos de destrucción de documentos en papel que son objeto de copiado electrónico, establece un sistema reforzado de garantías con particular atención a la conservación de los documentos con valor histórico.

        
				
        El presente real decreto se dicta en virtud de la habilitación expresa al Gobierno contenida en la disposición final séptima de la Ley 11/2007, de 22 de junio, y ha sido informado por la Agencia Española de Protección de Datos, el Consejo Superior de Administración Electrónica y el Consejo de Consumidores y Usuarios.

        
				
        En su virtud, a propuesta de las Ministras de la Presidencia y de Economía y Hacienda y del Ministro de Industria, Turismo y Comercio, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 6 de noviembre de 2009, dispongo:

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          Artículo. 1.
          Objeto y ámbito de aplicación.–
          1. El presente real decreto tiene por objeto desarrollar la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos en el ámbito de la Administración General del Estado y los organismos públicos vinculados o dependientes de ésta, en lo relativo a la transmisión de datos, sedes electrónicas y punto de acceso general, identificación y autenticación, registros electrónicos, comunicaciones y notificaciones y documentos electrónicos y copias.
        

        
				
        
          2. Sus disposiciones son de aplicación:
        

        
				
        
          a)
          A la actividad de la Administración General del Estado, así como de los organismos públicos vinculados o dependientes de la misma.
        

        
				
        
          b)
          A los ciudadanos en sus relaciones con las entidades referidas en el párrafo anterior.
        

        
				
        c) A las relaciones entre los órganos y organismos a los que se refiere el párrafo a).

        
				
        
          Art. 2.
          Transmisiones de datos y documentos, incluidos certificados, entre órganos y organismos de la Administración General del Estado con ocasión del ejercicio reconocido por el artículo 6.2.
          b)
          de la Ley 11/2007, de 22 de junio.–
          1. Cuando los ciudadanos ejerzan el derecho a no aportar datos y documentos que obren en poder de las Administraciones Públicas establecido en el artículo 6.2.
          b)
          de la Ley 11/2007, de 22 de junio, ante los órganos administrativos incluidos en el ámbito de aplicación del apartado 2.
          a)
          del artículo 1, de este real decreto, se seguirán las siguientes reglas:
        

        
				
        
          a)
          La Administración facilitará a los interesados en los procedimientos administrativos el ejercicio del derecho, que podrá efectuarse por medios electrónicos.
        

        
				
        
          En todo caso, los interesados serán informados expresamente de que el ejercicio del derecho implica su consentimiento, en los términos establecidos por el artículo 6. 2.
          b)
          de la Ley 11/2007, de 22 de junio, para que el órgano y organismo ante el que se ejercita pueda recabar los datos o documentos respecto de los que se ejercita el derecho de los órganos u organismos en que los mismos se encuentren.
        

        
				
        El derecho se ejercitará de forma específica e individualizada para cada procedimiento concreto, sin que el ejercicio del derecho ante un órgano u organismo implique un consentimiento general referido a todos los procedimientos que aquel tramite en relación con el interesado.

        
				
        
          b)
          En cualquier momento, los interesados podrán aportar los datos o documentos o certificados necesarios, así como revocar su consentimiento para el acceso a datos de carácter personal.
        

        
				
        
          c)
          Si el órgano administrativo encargado de la tramitación del procedimiento, posee, en cualquier tipo de soporte, los datos, documentos o certificados necesarios o tiene acceso electrónico a los mismos, los incorporará al procedimiento administrativo correspondiente sin más trámite. En todo caso, quedará constancia en los ficheros del órgano u organismo cedente del acceso a los datos o documentos efectuado por el órgano u organismo cesionario.
        

        
				
        
          d)
          Cuando el órgano administrativo encargado de la tramitación del procedimiento no tenga acceso a los datos, documentos o certificados necesarios, los pedirá al órgano administrativo correspondiente. Si se tratara de un órgano administrativo incluido en el ámbito de aplicación del artícu-
          

          lo 1.2.
          a),
          deberá ceder por medios electrónicos los datos, documentos y certificados que sean necesarios en el plazo máximo que establezca la normativa específica, que no podrá exceder de diez días. Dicho plazo máximo será igualmente aplicable si no está fijado en la normativa específica.
        

        
				
        
          e)
          En caso de imposibilidad de obtener los datos, documentos o certificados necesarios por el órgano administrativo encargado de la tramitación del procedimiento, se comunicará al interesado con indicación del motivo o causa, para que los aporte en el plazo y con los efectos previstos en la normativa reguladora del procedimiento correspondiente. En este caso, el interesado podrá formular queja conforme con lo previsto en el Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado
          [1]
          .
        

        
				
        
          f)
          Los órganos u organismos ante los que se ejercite el derecho conservarán la documentación acreditativa del efectivo ejercicio del derecho incorporándola al expediente en que el mismo se ejerció.
        

        
				
        Dicha documentación estará a disposición del órgano cedente y de las autoridades a las que en su caso corresponda la supervisión y control de la legalidad de las cesiones producidas.

        
				
        
          2. El Esquema Nacional de Interoperabilidad y el Esquema Nacional de Seguridad establecerán las previsiones necesarias para facilitar el ejercicio de este derecho por los ciudadanos
          [2]
          .
        

        
				
        
          3. A fin de dar cumplimiento a la exigencia del artícu-
          

          lo 9 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, sobre transmisión de datos entre Administraciones Públicas, para un eficaz ejercicio del derecho reconocido en su artículo 6.2.
          b),
          la Administración General del Estado y sus organismos públicos promoverán la celebración de acuerdos o Convenios con las restantes Administraciones Públicas para facilitar el ejercicio de este derecho por los ciudadanos. En dichos acuerdos o Convenios se establecerán, en particular, los procedimientos que permitan al órgano u organismo cedente comprobar el efectivo ejercicio del derecho respecto de los datos o documentos cuyo acceso hubiera sido solicitado.
        

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          
            Sedes electrónicas y punto de acceso general a la
            

            Administración General del Estado
          
        

        
				
        
          Art. 3.
          Creación de la sede electrónica.–
          1. Los órganos de la Administración General del Estado y los organismos públicos vinculados o dependientes de la misma crearán sus sedes electrónicas, de acuerdo con los requisitos establecidos en el presente real decreto.
        

        
				
        2. Las sedes electrónicas se crearán mediante orden del Ministro correspondiente o resolución del titular del organismo público, que deberá publicarse en el «Boletín Oficial del Estado», con el siguiente contenido mínimo:

        
				
        
          a)
          Ámbito de aplicación de la sede, que podrá ser la totalidad del Ministerio u organismo público, o uno o varios de sus órganos con rango, al menos, de dirección general.
        

        
				
        
          b)
          Identificación de la dirección electrónica de referencia de la sede.
        

        
				
        
          c)
          Identificación de su titular, así como del órgano u órganos encargados de la gestión y de los servicios puestos a disposición de los ciudadanos en la misma.
        

        
				
        
          d)
          Identificación de los canales de acceso a los servicios disponibles en la sede, con expresión, en su caso, de los teléfonos y oficinas a través de los cuales también puede accederse a los mismos.
        

        
				
        
          e)
          Medios disponibles para la formulación de sugerencias y quejas.
        

        
				
        f) Cualquier otra circunstancia que se considere conveniente para la correcta identificación de la sede y su fiabilidad.

        
				
        3. También se podrán crear sedes compartidas mediante orden del Ministro de la Presidencia a propuesta de los Ministros interesados, cuando afecte a varios Departamentos ministeriales, o mediante convenio de colaboración cuando afecte a organismos públicos o cuando intervengan Administraciones autonómicas o locales, que deberá publicarse en el «Boletín Oficial del Estado». Los Convenios de colaboración podrán asimismo determinar la incorporación de un órgano u organismo a una sede preexistente.

        
				
        
          Art. 4.
          Características de las sedes electrónicas.–
          1. Se realizarán a través de sedes electrónicas todas las actuaciones, procedimientos y servicios que requieran la autenticación de la Administración Pública o de los ciudadanos por medios electrónicos.
        

        
				
        2. Se podrán crear una o varias sedes electrónicas derivadas de una sede electrónica. Las sedes electrónicas derivadas, o subsedes, deberán resultar accesibles desde la dirección electrónica de la sede principal, sin perjuicio de que sea posible el acceso electrónico directo.

        
				
        Las sedes electrónicas derivadas deberán cumplir los mismos requisitos que las sedes electrónicas principales, salvo en lo relativo a la publicación de la orden o resolución por la que se crea, que se realizará a través de la sede de la que dependan. Su ámbito de aplicación comprenderá órgano u órganos con rango, al menos, de subdirección general.

        
				
        
          Art. 5.
          Condiciones de identificación de las sedes electrónicas y seguridad de sus comunicaciones.–
          1. Las direcciones electrónicas de la Administración General del Estado y de los organismos públicos vinculados o dependientes de la misma que tengan la condición de sedes electrónicas deberán hacerlo constar de forma visible e inequívoca.
        

        
				
        2. La sede electrónica tendrá accesible su instrumento de creación, directamente o mediante enlace a su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

        
				
        
          3. Las condiciones de identificación de las sedes electrónicas y de seguridad de sus comunicaciones se regirán por lo dispuesto en el título tercero del presente real decreto, y en el título
          VIII
          del Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, aprobado por Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre.
        

        
				
        4. Los sistemas de información que soporten las sedes electrónicas deberán garantizar la confidencialidad, disponibilidad e integridad de las informaciones que manejan. El Esquema Nacional de Interoperabilidad y el Esquema Nacional de Seguridad establecerán las previsiones necesarias para ello.

        
				
        
          Art. 6.
          Contenido y servicios de las sedes electrónicas.–
          1. Toda sede electrónica dispondrá del siguiente contenido mínimo:
        

        
				
        
          a)
          Identificación de la sede, así como del órgano u órganos titulares y de los responsables de la gestión y de los servicios puestos a disposición en la misma y, en su caso, de las subsedes de ella derivadas.
        

        
				
        
          b)
          Información necesaria para la correcta utilización de la sede incluyendo el mapa de la sede electrónica o información equivalente, con especificación de la estructura de navegación y las distintas secciones disponibles, así como la relacionada con propiedad intelectual.
        

        
				
        
          c)
          Servicios de asesoramiento electrónico al usuario para la correcta utilización de la sede.
        

        
				
        
          d)
          Sistema de verificación de los certificados de la sede, que estará accesible de forma directa y gratuita.
        

        
				
        
          e)
          Relación de sistemas de firma electrónica que, conforme a lo previsto en este real decreto, sean admitidos o utilizados en la sede.
        

        
				
        
          f)
          Normas de creación del registro o registros electrónicos accesibles desde la sede.
        

        
				
        
          g)
          Información relacionada con la protección de datos de carácter personal, incluyendo un enlace con la sede electrónica de la Agencia Española de Protección de Datos.
        

        
				
        2. Las sedes electrónicas dispondrán de los siguientes servicios a disposición de los ciudadanos:

        
				
        
          a)
          Relación de los servicios disponibles en la sede electrónica.
        

        
				
        
          b)
          Carta de servicios y carta de servicios electrónicos.
        

        
				
        
          c)
          Relación de los medios electrónicos a los que se refiere el artículo 27.4 de la Ley 11/2007, de 22 de junio.
        

        
				
        
          d)
          Enlace para la formulación de sugerencias y quejas ante los órganos que en cada caso resulten competentes.
        

        
				
        
          e)
          Acceso, en su caso, al estado de tramitación del expediente.
        

        
				
        
          f)
          En su caso, publicación de los diarios o boletines.
        

        
				
        
          g)
          En su caso, publicación electrónica de actos y comunicaciones que deban publicarse en tablón de anuncios o edictos, indicando el carácter sustitutivo o complementario de la publicación electrónica.
        

        
				
        
          h)
          Verificación de los sellos electrónicos de los órganos u organismos públicos que abarque la sede.
        

        
				
        
          i)
          Comprobación de la autenticidad e integridad de los documentos emitidos por los órganos u organismos públicos que abarca la sede que hayan sido autenticados mediante código seguro de verificación.
        

        
				
        
          j)
          Indicación de la fecha y hora oficial a los efectos previstos en el artículo 26.1 de la Ley 11/2007, de 22 de junio.
        

        
				
        3. Los órganos titulares responsables de la sede podrán además incluir en la misma otros servicios o contenidos, con sujeción a lo previsto en el artículo 10 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, y en este real decreto.

        
				
        4. No será necesario recoger en las subsedes la información y los servicios a que se refieren los apartados anteriores cuando ya figuren en la sede de la que aquéllas derivan.

        
				
        5. Las sedes electrónicas cuyo titular tenga competencia sobre territorios con régimen de cooficialidad lingüística posibilitarán el acceso a sus contenidos y servicios en las lenguas correspondientes.

        
				
        
          Art. 7.
          Reglas especiales de responsabilidad.–
          1. El establecimiento de una sede electrónica conllevará la responsabilidad del titular respecto de la integridad, veracidad y actualización de la información y los servicios a los que pueda accederse a través de la misma. El titular de la sede electrónica que contenga un enlace o vínculo a otra cuya responsabilidad corresponda a distinto órgano o Administración Pública no será responsable de la integridad, veracidad ni actualización de esta última.
        

        
				
        La sede establecerá los medios necesarios para que el ciudadano conozca si la información o servicio al que accede corresponde a la propia sede o a un punto de acceso que no tiene el carácter de sede o a un tercero.

        
				
        2. Los órganos u organismos públicos titulares de las sedes electrónicas compartidas previstas en el artículo 3.3 del presente real decreto, responderán, en todo caso, por sus contenidos propios y solidariamente por los contenidos comunes.

        
				
        
          Art. 8.
          Directorio de sedes electrónicas.–
          1. El Ministerio de la Presidencia gestionará un directorio de sedes electrónicas de la Administración General del Estado y de sus organismos públicos, que será público y accesible desde el punto de acceso general al que se refiere el artículo 9 de este real decreto.
        

        
				
        2. En dicho directorio se publicarán las sedes con expresión de su denominación, ámbito de aplicación, titular y la dirección electrónica de las mismas.

        
				
        
          Art. 9.
          Punto de acceso general de la Administración General del Estado.–
          1. El Punto de acceso general de la Administración General del Estado contendrá la sede electrónica que, en este ámbito, facilita el acceso a los servicios, procedimientos e informaciones accesibles de la Administración General del Estado y de los organismos públicos vinculados o dependientes de la misma. También podrá proporcionar acceso a servicios o informaciones correspondientes a otras Administraciones públicas, mediante la celebración de los correspondientes Convenios.
        

        
				
        2. El acceso se organizará atendiendo a distintos criterios que permitan a los ciudadanos identificar de forma fácil e intuitiva los servicios a los que deseen acceder.

        
				
        3. El Punto de acceso general será gestionado por el Ministerio de la Presidencia, con la participación de todos los Ministerios y, en su caso, de los organismos públicos dotados por la ley de un régimen especial de independencia, para garantizar la completa y exacta incorporación de la información y accesos publicados en éste.

        
				
        4. El Punto de acceso general podrá incluir servicios adicionales, así como distribuir la información sobre el acceso electrónico a los servicios públicos de manera que pueda ser utilizada por otros departamentos ministeriales, Administraciones o por el sector privado.

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          Identificación y autenticación
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Identificación y autenticación en el acceso electrónico de los ciudadanos a la Administración General del Estado y sus organismos públicos vinculados o dependientes
        

        
				
        
          Art. 10.
          Firma electrónica de los ciudadanos.–
          1. Las personas físicas podrán utilizar para relacionarse electrónicamente con la Administración General del Estado y los organismos públicos vinculados o dependientes, los sistemas de firma electrónica incorporados al Documento Nacional de Identidad, en todo caso, y los sistemas de firma electrónica avanzada admitidos, a los que se refiere el artículo 13.2.
          b)
          de la Ley 11/2007, de 22 de junio.
        

        
				
        2. Las personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica podrán utilizar sistemas de firma electrónica de persona jurídica o de entidades sin personalidad jurídica para todos aquellos procedimientos y actuaciones de la Administración General del Estado para los que se admitan.

        
				
        3. En caso de no admisión, la sede electrónica correspondiente deberá facilitar sistemas alternativos que permitan a las personas jurídicas y a las entidades sin personalidad jurídica el ejercicio de su derecho a relacionarse electrónicamente con la Administración General del Estado.

        
				
        
          Art. 11.
          Otros sistemas de firma electrónica.–
          1. La admisión de otros sistemas de firma electrónica a la que se refiere el artículo 13.2.
          c)
          de la Ley 11/2007, de 22 de junio, deberán aprobarse mediante orden ministerial, o resolución del titular en el caso de los organismos públicos, previo informe del Consejo Superior de Administración Electrónica.
        

        
				
        2. Cuando el sistema se refiera a la totalidad de la Administración General del Estado, se requerirá acuerdo del Consejo de Ministros a propuesta de los Ministerios de la Presidencia y de Industria, Turismo y Comercio, previo informe del Consejo Superior de Administración Electrónica.

        
				
        3. El acto de aprobación contendrá la denominación y descripción general del sistema de identificación, órgano u organismo público responsable de su aplicación y garantías de su funcionamiento, y será publicado en las sedes electrónicas que sean de aplicación, donde se informará de las actuaciones en las que son admisibles estos medios de identificación y autenticación.

        
				
        
          Art. 12.
          Disposiciones comunes al régimen de uso de la firma electrónica.–
          1. El uso de la firma electrónica no excluye la obligación de incluir en el documento o comunicación electrónica los datos de identificación que sean necesarios de acuerdo con la legislación que le sea aplicable.
        

        
				
        2. El uso por los ciudadanos de sistemas de firma electrónica implicará que los órganos de la Administración General del Estado u organismos públicos vinculados o dependientes pueden tratar los datos personales consignados, a los efectos de la verificación de la firma.

        
				
        
          Art. 13.
          Habilitación para la representación de terceros.–
          1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 23 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, la Administración General del Estado y sus organismos públicos vinculados o dependientes podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o jurídicas autorizadas para la presentación electrónica de documentos en representación de los interesados.
        

        
				
        La habilitación conllevará la aplicación del régimen de representación regulado en el artículo siguiente.

        
				
        2. La habilitación requerirá la firma previa de un convenio entre el Ministerio u organismo público competente y la corporación, asociación o institución interesada. El convenio deberá especificar, al menos, los procedimientos y trámites objeto de la habilitación, y las condiciones y obligaciones aplicables tanto a la persona jurídica o entidad firmante del convenio, como a las personas físicas o jurídicas habilitadas.

        
				
        Se determinará en cada caso, mediante orden ministerial del Departamento titular de la gestión, los requisitos y condiciones para suscribir los Convenios a que se refiere el presente apartado. Dicha orden deberá garantizar en todo caso el respeto a los principios de objetividad, proporcionalidad y no discriminación en la definición de las condiciones para la habilitación.

        
				
        3. Los Convenios de habilitación surtirán efectos tanto en relación con la corporación, asociación o institución firmante como con las personas, físicas o jurídicas, que tengan la condición de colegiados, asociados o miembros de aquéllas. Para hacer efectiva la habilitación, éstas últimas deberán suscribir un documento individualizado de adhesión que recoja expresamente la aceptación de su contenido íntegro.

        
				
        4. El incumplimiento de las obligaciones asumidas por las corporaciones, asociaciones o instituciones firmantes del convenio supondrá su resolución y la de las habilitaciones basadas en el mismo, previa instrucción del oportuno expediente, con audiencia de la entidad interesada.

        
				
        El incumplimiento por parte de una persona firmante del documento individualizado de adhesión supondrá su exclusión del convenio con el procedimiento y garantías previstos en el párrafo anterior.

        
				
        En ambos casos se entenderá sin perjuicio de la exigencia de las responsabilidades que fueran procedentes.

        
				
        
          Art. 14.
          Régimen de la representación habilitada ante la Administración.–
          1. Las personas o entidades habilitadas para la presentación electrónica de documentos en representación de terceros deberán ostentar la representación necesaria para cada actuación, en los términos establecidos en el artículo 32 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, o en los términos que resulten de la normativa específica de aplicación.
        

        
				
        2. La Administración podrá requerir en cualquier momento a las personas habilitadas la acreditación de la representación que ostenten, siendo válida la otorgada a través de los documentos normalizados que apruebe la Administración para cada procedimiento.

        
				
        La falta de representación suficiente de las personas en cuyo nombre se hubiera presentado la documentación dará lugar a la exigencia de las responsabilidades que fueran procedentes.

        
				
        3. La habilitación sólo confiere a la persona autorizada la condición de representante para intervenir en los actos expresamente autorizados. No autoriza a recibir ninguna comunicación de la Administración en nombre del interesado, aun cuando éstas fueran consecuencia del documento presentado.

        
				
        4. La representación habilitada sólo permite la presentación de solicitudes, escritos o comunicaciones en los registros electrónicos correspondientes al ámbito de la habilitación.

        
				
        
          Art. 15.
          Registro electrónico de apoderamientos para actuar electrónicamente ante la Administración General del Estado y sus organismos públicos dependientes o vinculados.–
          1. A los efectos exclusivos de la actuación electrónica ante la Administración General del Estado y sus organismos públicos vinculados o dependientes y sin carácter de registro público, se crea, en su ámbito, el registro electrónico de apoderamientos. En él, se podrán hacer constar las representaciones que los interesados otorguen a terceros para actuar en su nombre de forma electrónica ante la Administración General del Estado y/o sus organismos públicos vinculados o dependientes.
        

        
				
        2. El Ministerio de la Presidencia creará los ficheros de datos personales necesarios y gestionará dicho registro, que deberá coordinarse con cualquier otro similar existente de ámbito más limitado en la Administración General del Estado.

        
				
        3. El registro de apoderamientos permitirá a los Ministerios y a los organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado que se suscriban al mismo, comprobar la representación que ostentan quienes actúen electrónicamente ante ellos en nombre de terceros.

        
				
        4. Cada Departamento Ministerial y organismo público determinará los trámites y actuaciones de su competencia para los que sea válida la representación incorporada al registro de apoderamientos. Además, caso de entender que hay falta o insuficiencia de la representación formalmente incorporada al registro de apoderamientos podrá requerir al interesado la correspondiente subsanación en los términos del artículo 32.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, o en los términos que resulten de la normativa específica de aplicación.

        
				
        5. A efectos de su incorporación al registro electrónico de apoderamientos y demás aspectos relativos a su funcionamiento, mediante orden del Ministro de la Presidencia se concretará el régimen de otorgamiento de los apoderamientos, sus formas de acreditación, ámbito de aplicación y revocación de los poderes, así como la forma y lugar de presentación de los documentos acreditativos del poder.

        
				
        
          Art. 16.
          Identificación y autenticación de los ciudadanos por funcionario público.–
          1. Para llevar a cabo la identificación y autenticación de los ciudadanos por funciona-
          

          rio público conforme a lo previsto en el artículo 22 de la
          

          Ley 11/2007, de 22 de junio, en los servicios y procedimientos para los que así se establezca, y en los que resulte necesaria la utilización de sistemas de firma electrónica de los que aquéllos carezcan, se requerirá que el funcionario público habilitado esté dotado de un sistema de firma electrónica admitido por el órgano u organismo público destinatario de la actuación para la que se ha de realizar la identificación o autenticación. El ciudadano, por su parte, habrá de identificarse ante el funcionario y prestar consentimiento expreso, debiendo quedar constancia de ello para los casos de discrepancia o litigio.
        

        
				
        2. El Ministerio de la Presidencia mantendrá actualizado un registro de los funcionarios habilitados en la Administración General del Estado y sus organismos públicos para la identificación y autenticación regulada en este artículo. Mediante el correspondiente Convenio de colaboración podrá extender sus efectos a las relaciones con otras Administraciones públicas.

        
				
        3. Mediante orden del Ministro de la Presidencia se regulará el funcionamiento del registro de funcionarios habilitados, incluido el sistema para la determinación de los funcionarios que puedan ser habilitados y el alcance de la habilitación.

        
				
        4. Adicionalmente, los Departamentos Ministeriales y organismos públicos podrán habilitar funcionarios públicos en ellos destinados para identificar y autenticar a ciudadanos ante dicho Departamento ministerial u organismo público.

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Identificación y autenticación de sedes electrónicas y de las comunicaciones que realicen los órganos de la Administración General del Estado u organismos públicos vinculados o dependientes de aquélla
        

        
				
        
          Art. 17.
          Identificación de sedes electrónicas de la Administración General del Estado y de sus organismos públicos vinculados o dependientes.–
          1. Las sedes electrónicas se identificarán mediante sistemas de firma electrónica basados en certificados de dispositivo seguro o medio equivalente. Con carácter adicional y para su identificación inmediata, los ciudadanos dispondrán de la información general obligatoria que debe constar en las mismas de acuerdo con lo establecido en el presente real decreto.
        

        
				
        2. Para facilitar su identificación, las sedes electrónicas seguirán las disposiciones generales que se establezcan para la imagen institucional de la Administración General del Estado y su dirección electrónica incluirá el nombre de dominio de tercer nivel «.gob.es».

        
				
        
          Art. 18.
          Certificados de sede electrónica de la Administración General del Estado y de sus organismos públicos vinculados o dependientes.–
          1. Los certificados electrónicos de sede electrónica tendrán, al menos, los siguientes contenidos:
        

        
				
        
          a)
          Descripción del tipo de certificado, con la denominación «sede electrónica».
        

        
				
        
          b)
          Nombre descriptivo de la sede electrónica.
        

        
				
        
          c)
          Denominación del nombre del dominio.
        

        
				
        
          d)
          Número de identificación fiscal de la entidad suscriptora.
        

        
				
        
          e)
          Unidad administrativa suscriptora del certificado.
        

        
				
        2. El uso de los certificados de sede electrónica está limitado a la identificación de la sede, quedando excluida su aplicación para la firma electrónica de documentos y trámites.

        
				
        3. El Esquema Nacional de Seguridad, al que se refiere el artículo 42 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, determinará las características y requisitos que cumplirán los sistemas de firma electrónica, los certificados y los medios equivalentes que se establezcan en las sedes electrónicas para la identificación y garantía de una comunicación segura.

        
				
        
          Art. 19.
          Sistemas de firma electrónica mediante sello electrónico.–
          1. La creación de sellos electrónicos se realizará mediante resolución de la Subsecretaría del Ministerio o titular del organismo público competente, que se publicará en la sede electrónica correspondiente y en la que deberá constar:
        

        
				
        
          a)
          Organismo u órgano titular del sello que será el responsable de su utilización, con indicación de su adscripción en la Administración General del Estado u organismo público dependiente de la misma.
        

        
				
        
          b)
          Características técnicas generales del sistema de firma y certificado aplicable.
        

        
				
        
          c)
          Servicio de validación para la verificación del certificado.
        

        
				
        
          d)
          Actuaciones y procedimientos en los que podrá ser utilizado.
        

        
				
        2. Los certificados de sello electrónico tendrán, al menos, los siguientes contenidos:

        
				
        
          a)
          Descripción del tipo de certificado, con la denominación «sello electrónico».
        

        
				
        
          b)
          Nombre del suscriptor.
        

        
				
        
          c)
          Número de identificación fiscal del suscriptor.
        

        
				
        
          
            3. El modo de emitir los certificados electrónicos de sello electrónico se definirá en el Esquema Nacional de Seguridad
            [3]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 20.
          Sistemas de código seguro de verificación.–
          1. La Administración General del Estado y sus organismos públicos vinculados o dependientes podrán utilizar sistemas de código seguro de verificación de documentos en el desarrollo de actuaciones automatizadas. Dicho código vinculará al órgano u organismo y, en su caso, a la persona firmante del documento, permitiéndose en todo caso la comprobación de la integridad del documento mediante el acceso a la sede electrónica correspondiente.
        

        
				
        2. El sistema de código seguro de verificación deberá garantizar, en todo caso:

        
				
        
          a)
          El carácter único del código generado para cada documento.
        

        
				
        
          b)
          Su vinculación con el documento generado y con el firmante.
        

        
				
        
          c)
          Asimismo, se debe garantizar la posibilidad de verificar el documento por el tiempo que se establezca en la resolución que autorice la aplicación de este procedimiento.
        

        
				
        3. La aplicación de este sistema requerirá una orden del Ministro competente o resolución del titular del organismo público, previo informe del Consejo Superior de Administración Electrónica, que se publicará en la sede electrónica correspondiente. Dicha orden o resolución del titular del organismo público, además de describir el funcionamiento del sistema, deberá contener de forma inequívoca:

        
				
        
          a)
          Actuaciones automatizadas a las que es de aplicación el sistema.
        

        
				
        
          b)
          Órganos responsables de la aplicación del sistema.
        

        
				
        
          c)
          Disposiciones que resultan de aplicación a la actuación.
        

        
				
        
          d)
          Indicación de los mecanismos utilizados para la generación del código.
        

        
				
        
          e)
          Sede electrónica a la que pueden acceder los interesados para la verificación del contenido de la actuación o documento.
        

        
				
        
          f)
          Plazo de disponibilidad del sistema de verificación respecto a los documentos autorizados mediante este sistema.
        

        
				
        4. La Administración responsable de la aplicación de este sistema dispondrá de un procedimiento directo y gratuito para los interesados. El acceso a los documentos originales se realizará de acuerdo con las condiciones y límites que establece la legislación de protección de datos personales u otra legislación específica, así como el régimen general de acceso a la información administrativa establecido en el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

        
				
        5. Se adoptarán las medidas necesarias para garantizar la constancia de la autenticación e integridad de los documentos con posterioridad al vencimiento del plazo de disponibilidad del sistema de verificación, a los efectos de su posterior archivo.

        
				
        6. Con el fin de mejorar la interoperabilidad electrónica y posibilitar la verificación de la autenticidad de los documentos electrónicos sin necesidad de acceder a la sede electrónica para cotejar el código seguro de verificación, podrá superponerse a éste la firma mediante sello electrónico regulada en el artículo anterior.

        
				
        
          Art. 21.
          Firma electrónica mediante medios de autenticación personal.–
          El personal al servicio de la Administración General del Estado y de sus organismos públicos vinculados o dependientes utilizará los sistemas de firma electrónica que se determinen en cada caso, entre los siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Firma basada en el Documento Nacional de Identidad electrónico.
        

        
				
        
          b)
          Firma basada en certificado de empleado público al servicio de la Administración General del Estado expresamente admitidos con esta finalidad.
        

        
				
        
          c)
          Sistemas de código seguro de verificación, en cuyo caso se aplicará, con las adaptaciones correspondientes, lo dispuesto en el artículo 20.
        

        
				
        
          Art. 22.
          Características de los sistemas de firma electrónica basados en certificados facilitados al personal de la Administración General del Estado o de sus organismos públicos.–
          1. Los sistemas de firma electrónica basados en certificados facilitados específicamente a sus empleados por la Administración General del Estado o sus organismos públicos vinculados o dependientes sólo podrán ser utilizados en el desempeño de las funciones propias del puesto que ocupen o para relacionarse con las Administraciones públicas cuando éstas lo admitan.
        

        
				
        2. La firma electrónica regulada en el presente artículo deberá cumplir con las garantías que se establezcan en las políticas de firma que sean aplicables.

        
				
        3. Los certificados emitidos para la firma, se denominarán «certificado electrónico de empleado público» y tendrán, al menos, el siguiente contenido:

        
				
        
          a)
          Descripción del tipo de certificado en el que deberá incluirse la denominación «certificado electrónico de empleado público».
        

        
				
        
          b)
          Nombre y apellidos del titular del certificado.
        

        
				
        
          c)
          Número del documento nacional de identidad o número de identificación de extranjero del titular del certificado.
        

        
				
        
          d)
          Órgano u organismo público en el que presta servicios el titular del certificado.
        

        
				
        
          e)
          Número de identificación fiscal del órgano u organismo público en el que presta sus servicios el titular del certificado.
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          Disposiciones comunes a la identificación y autenticación y condiciones de interoperabilidad
        

        
				
        
          Art. 23.
          Obligaciones de los prestadores de servicios de certificación.–
          1. Los prestadores de servicios de certificación admitidos deberán cumplir las obligaciones de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, así como las condiciones generales adicionales a que se refiere el apartado 3.
        

        
				
        2. Los prestadores de servicios de certificación deberán facilitar a las plataformas públicas de validación que se establezcan conforme a lo previsto en este real decreto, acceso electrónico y gratuito para la verificación de la vigencia de los certificados asociados a sistemas utilizados por los ciudadanos, la Administración General del Estado y sus organismos públicos.

        
				
        3. Las condiciones generales adicionales a que se refiere el artículo 4.3 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, se aprobarán mediante real decreto aprobado por el Consejo de Ministros a propuesta conjunta de los Ministerios de la Presidencia y de Industria, Turismo y Comercio, previo informe del Consejo Superior de Administración Electrónica.

        
				
        Corresponde a los Ministerios de la Presidencia y de Industria, Turismo y Comercio publicar la relación de prestadores de servicios de certificación admitidos y de controlar el cumplimiento de las condiciones generales adicionales que se establezcan.

        
				
        
          Art. 24.
          Política de firma electrónica y de certificados.–
          1. La política de firma electrónica y certificados en el ámbito de la Administración General del Estado y de sus organismos públicos está constituida por las directrices y normas técnicas aplicables a la utilización de certificados y firma electrónica dentro de su ámbito de aplicación.
        

        
				
        2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23, la política de firma electrónica y certificados deberá contener en todo caso:

        
				
        
          a)
          Los requisitos de las firmas electrónicas presentadas ante los órganos de la Administración General del Estado y de sus organismos públicos.
        

        
				
        
          b)
          Las especificaciones técnicas y operativas para la definición y prestación de los servicios de certificación asociados a las nuevas formas de identificación y autenticación de la Administración General del Estado recogidas en el presente real decreto.
        

        
				
        
          c)
          La definición de su ámbito de aplicación.
        

        
				
        3. La política de firma electrónica y certificados será aprobada por el Consejo Superior de Administración Electrónica. Mediante resolución del Secretario de Estado para la Función Pública se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» el acuerdo de aprobación de la política de firma electrónica y certificados extractado, y de forma íntegra en la sede del Punto de acceso general de la Administración General del Estado.

        
				
        
          Art. 25.
          Plataformas de verificación de certificados y sistema nacional de verificación.–
          1. El Ministerio de la Presidencia gestionará una plataforma de verificación del estado de revocación de los certificados admitidos en el ámbito de la Administración General del Estado y de los organismos públicos dependientes o vinculados a ella, de acuerdo con lo previsto en el artículo 21.3 de la Ley 11/2007, de 22 de junio. Esta plataforma permitirá verificar el estado de revocación y el contenido de los certificados y prestará el servicio de forma libre y gratuita a todas las Administraciones públicas, españolas o europeas.
        

        
				
        2. En el ámbito de sus competencias, los departamentos ministeriales y organismos públicos podrán disponer de sus propias plataformas de verificación del estado de revocación de los certificados.

        
				
        3. Para mejorar la calidad, robustez y disponibilidad de los servicios de verificación que se ofrecen a todas las Administraciones públicas, se creará el sistema nacional de verificación de certificados compuesto por la Plataforma referida en el apartado uno y aquellas otras que, cumpliendo con lo especificado en el apartado cuatro, se adhieran al mismo. Las plataformas adheridas al sistema nacional podrán delegar operaciones concretas de verificación en cualquiera de ellas. En particular, la operada por el Ministerio de la Presidencia proporcionará servicios de validación de certificados del ámbito europeo al resto de plataformas.

        
				
        4. Las plataformas de servicios de validación que se integren en el sistema nacional de verificación de certificados deberán cumplir con los siguientes requisitos:

        
				
        
          a)
          Deberán poder obtener y procesar de forma automática las listas de certificados admitidos expedidas de acuerdo con lo establecido en este real decreto y cumplirán con las particularidades que se establezcan en la política de firma y certificados electrónicos que sea de aplicación.
        

        
				
        
          b)
          Deberán resultar accesibles y prestar sus servicios prioritariamente a través de la red de comunicaciones de las Administraciones Públicas españolas, en las condiciones de seguridad y disponibilidad adecuadas al volumen y la criticidad de los servicios que las usen, pudiendo no obstante contar, como respaldo, con otras vías de acceso.
        

        
				
        
          c)
          Deberán disponer de documentación y procedimientos operativos del servicio.
        

        
				
        
          d)
          Deberán garantizar un nivel de servicio que asegure la disponibilidad de la información de estado y validación de certificados en las condiciones que se establezcan en la política de firma y certificados electrónicos.
        

        
				
        
          e)
          Dispondrán de una declaración de prácticas de validación en la que se detallarán las obligaciones que se comprometen a cumplir en relación con los servicios de verificación. La declaración estará disponible al público por vía electrónica y con carácter gratuito.
        

        
				
        
          f)
          Deberán habilitar los mecanismos y protocolos de llamada y de sincronización que sean necesarios para crear el sistema nacional de verificación de certificados y acceder a los servicios universales de validación que ofrezca la plataforma operada por el Ministerio de la Presidencia. Basarán su operatividad en las directrices definidas en la política de firma y certificados electrónicos en el ámbito de la Administración General del Estado.
        

        
				
        
          g)
          Cumplirán lo establecido en los Esquemas Nacionales de Interoperabilidad y de Seguridad respecto de las condiciones generales a las que deberán someterse las plataformas y servicios de validación de certificados
          [4]
          .
        

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          Registros electrónicos
        

        
				
        
          Art. 26.
          Registros electrónicos.–
          Todos los Departamentos Ministeriales de la Administración General del Estado, así como sus organismos públicos, deberán disponer de un servicio de registro electrónico, propio o proporcionado por otro órgano u organismo, para la recepción y remisión de solicitudes, escritos y comunicaciones correspondientes a los procedimientos y actuaciones de su competencia.
        

        
				
        
          Art. 27.
          Creación de registros electrónicos.–
          1. La creación de registros electrónicos se efectuará mediante orden del Ministro respectivo o resolución del titular del organismo público, previa aprobación del Ministro de la Presidencia salvo para los organismos públicos en los que no resulte preceptiva, de acuerdo con su normativa específica de organización. Los organismos públicos podrán utilizar los registros electrónicos del departamento ministerial del que dependan, para lo cual suscribirán el correspondiente Convenio.
        

        
				
        2. Las disposiciones que creen registros electrónicos contendrán, al menos:

        
				
        
          a)
          Órgano o unidad responsable de la gestión.
        

        
				
        
          b)
          Fecha y hora oficial y referencia al calendario de días inhábiles que sea aplicable.
        

        
				
        
          c)
          Identificación del órgano u órganos competentes para la aprobación y modificación de la relación de documentos electrónicos normalizados, que sean del ámbito de competencia del registro, e identificación de los trámites y procedimientos a que se refieren.
        

        
				
        
          d)
          Medios de presentación de documentación complementaria a una comunicación, escrito o solicitud previamente presentada en el registro electrónico.
        

        
				
        3. En ningún caso tendrán la condición de registro electrónico los buzones de correo electrónico corporativo asignado a los empleados públicos o a las distintas unidades y órganos.

        
				
        4. Tampoco tendrán la consideración de registro electrónico los dispositivos de recepción de fax, salvo aquellos supuestos expresamente previstos en el ordenamiento jurídico.

        
				
        
          Art. 28.
          Funciones de los registros electrónicos.–
          Los registros electrónicos realizarán las siguientes funciones:
        

        
				
        
          a)
          La recepción y remisión de solicitudes, escritos y comunicaciones relativas a los trámites y procedimientos que correspondan de acuerdo con su norma de creación, y de los documentos adjuntos, así como la emisión de los recibos necesarios para confirmar la recepción en los términos previstos en el artículo 25 de la Ley 11/2007, de 22 de junio.
        

        
				
        
          b)
          La remisión electrónica de escritos, solicitudes y comunicaciones a las personas, órganos o unidades destinatarias en los términos del presente real decreto y del artícu-
          

          lo 24.2.
          b)
          de la Ley 11/2007, de 22 de junio.
        

        
				
        
          c)
          La anotación de los correspondientes asientos de entrada y salida.
        

        
				
        
          d)
          Funciones de constancia y certificación en los supuestos de litigios, discrepancias o dudas acerca de la recepción o remisión de solicitudes, escritos y comunicaciones.
        

        
				
        
          Art. 29.
          Solicitudes, escritos y comunicaciones que pueden ser rechazados en los registros electrónicos.–
          1. Los registros electrónicos podrán rechazar los documentos electrónicos que se les presenten, en las siguientes circunstancias:
        

        
				
        
          a)
          Que se trate de documentos dirigidos a órganos u organismos fuera del ámbito de la Administración General del Estado.
        

        
				
        
          b)
          Que contengan código malicioso o dispositivo susceptible de afectar a la integridad o seguridad del sistema.
        

        
				
        
          c)
          En el caso de utilización de documentos normalizados, cuando no se cumplimenten los campos requeridos como obligatorios en la resolución de aprobación del correspondiente documento, o cuando contenga incongruencias u omisiones que impidan su tratamiento.
        

        
				
        
          d)
          Que se trate de documentos que de acuerdo con lo establecido en los artículos 14 y 32 deban presentarse en registros electrónicos específicos.
        

        
				
        2. En los casos previstos en el apartado anterior, se informará de ello al remitente del documento, con indicación de los motivos del rechazo así como, cuando ello fuera posible, de los medios de subsanación de tales deficiencias y dirección en la que pueda presentarse. Cuando el interesado lo solicite se remitirá justificación del intento de presentación, que incluirá las circunstancias de su rechazo.

        
				
        3. Cuando concurriendo las circunstancias previstas en el apartado 1, no se haya producido el rechazo automático por el registro electrónico, el órgano administrativo competente requerirá la correspondiente subsanación, advirtiendo que, de no ser atendido el requerimiento, la presentación carecerá de validez o eficacia.

        
				
        
          Art. 30.
          Recepción de solicitudes, escritos y comunicaciones.–
          1. La presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones podrá realizarse en los registros electrónicos durante las veinticuatro horas de todos los días del año.
        

        
				
        2. La recepción de solicitudes, escritos y comunicaciones podrá interrumpirse por el tiempo imprescindible sólo cuando concurran razones justificadas de mantenimiento técnico u operativo. La interrupción deberá anunciarse a los potenciales usuarios del registro electrónico con la antelación que, en cada caso, resulte posible.

        
				
        En supuestos de interrupción no planificada en el funcionamiento del registro electrónico, y siempre que sea posible, se dispondrán las medidas para que el usuario resulte informado de esta circunstancia así como de los efectos de la suspensión, con indicación expresa, en su caso, de la prórroga de los plazos de inminente vencimiento. Alternativamente, podrá establecerse un redireccionamiento que permita utilizar un registro electrónico en sustitución de aquél en el que se haya producido la interrupción.

        
				
        3. El registro electrónico emitirá automáticamente por el mismo medio un recibo firmado electrónicamente, mediante alguno de los sistemas de firma del artículo 18 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, con el siguiente contenido:

        
				
        
          a)
          Copia del escrito, comunicación o solicitud presentada, siendo admisible a estos efectos la reproducción literal de los datos introducidos en el formulario de presentación.
        

        
				
        
          b)
          Fecha y hora de presentación y número de entrada de registro.
        

        
				
        
          c)
          En su caso, enumeración y denominación de los documentos adjuntos al formulario de presentación o documento presentado, seguida de la huella electrónica de cada uno de ellos.
        

        
				
        
          d)
          Información del plazo máximo establecido normativamente para la resolución y notificación del procedimiento, así como de los efectos que pueda producir el silencio administrativo, cuando sea automáticamente determinable.
        

        
				
        
          Art. 31.
          Creación, naturaleza y funcionamiento del Registro Electrónico Común.–
          1. Se crea el Registro Electrónico Común de la Administración General del Estado, accesible a través del punto de acceso general establecido en el artículo 9.
        

        
				
        2. El Registro Electrónico Común será gestionado por el Ministerio de la Presidencia.

        
				
        3. El Registro Electrónico Común posibilitará la presentación de cualesquiera solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidas a la Administración General del Estado y a sus organismos públicos.

        
				
        4. El Registro Electrónico Común informará al ciudadano y le redirigirá, cuando proceda, a los registros competentes para la recepción de aquellos documentos que dispongan de aplicaciones específicas para su tratamiento.

        
				
        
          5. Mediante orden del Ministro de la Presidencia se establecerán los requisitos y condiciones de funcionamiento del Registro Electrónico Común, incluyendo la creación de un fichero ajustado a las previsiones de la normativa sobre protección de datos de carácter personal, así como los demás aspectos previstos en el artículo 27.2
          [5]
          .
        

        
				
        
          TÍTULO V
        

        
				
        
          De las comunicaciones y las notificaciones
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Comunicaciones electrónicas
        

        
				
        
          Art. 32.
          Obligatoriedad de la comunicación a través de medios electrónicos.–
          1. La obligatoriedad de comunicarse por medios electrónicos con los órganos de la Administración General del Estado o sus organismos públicos vinculados o dependientes, en los supuestos previstos en el artículo 27.6 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, podrá establecerse mediante orden ministerial. Esta obligación puede comprender, en su caso, la práctica de notificaciones administrativas por medios electrónicos, así como la necesaria utilización de los registros electrónicos que se especifiquen.
        

        
				
        2. En la norma que establezca dicha obligación se especificarán las comunicaciones a las que se aplique, el medio electrónico de que se trate y los sujetos obligados. Dicha orden deberá ser publicada en el «Boletín Oficial del Estado» y en la sede electrónica del órgano u organismo público de que se trate.

        
				
        3. Si existe la obligación de comunicación a través de medios electrónicos y no se utilizan dichos medios, el órgano administrativo competente requerirá la correspondiente subsanación, advirtiendo que, de no ser atendido el requerimiento, la presentación carecerá de validez o eficacia.

        
				
        
          Art. 33.
          Modificación del medio de comunicación inicialmente elegido.–
          Salvo las excepciones previstas en el artículo anterior, los ciudadanos podrán modificar la manera de comunicarse con los órganos u organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, optando por un medio distinto del inicialmente elegido, que comenzará a producir efectos respecto de las comunicaciones que se produzcan a partir del día siguiente a su recepción en el registro del órgano competente.
        

        
				
        
          Art. 34.
          Comunicaciones entre los órganos de la Administración General del Estado y sus organismos públicos.–
          1. Los órganos de la Administración General del Estado y sus organismos públicos deberán utilizar medios electrónicos para comunicarse entre ellos. Sólo con carácter excepcional se podrán utilizar otros medios de comunicación cuando no sea posible la utilización de medios electrónicos por causas justificadas de carácter técnico.
        

        
				
        2. Los órganos de la Administración General del Estado y sus organismos públicos deberán utilizar medios electrónicos para comunicarse con otras Administraciones públicas. No obstante, se podrán utilizar otros medios de comunicación atendiendo a los medios técnicos de que éstas dispongan.

        
				
        Se suscribirán los Convenios necesarios para garantizar las condiciones de dicha comunicación, salvo cuando dichas condiciones se encuentren reguladas en normas específicas.

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Notificaciones electrónicas
        

        
				
        
          Art. 35.
          Práctica de notificaciones por medios electrónicos.–
          1. Los órganos y organismos públicos de la Administración General del Estado habilitarán sistemas de notificación electrónica de acuerdo con lo dispuesto en el presente capítulo.
        

        
				
        2. La práctica de notificaciones por medios electrónicos podrá efectuarse, de alguna de las formas siguientes:

        
				
        
          a)
          Mediante la dirección electrónica habilitada en la forma regulada en el artículo 38 de este real decreto.
        

        
				
        
          b)
          Mediante sistemas de correo electrónico con acuse de recibo que deje constancia de la recepción en la forma regulada en el artículo 39 de este real decreto.
        

        
				
        
          c)
          Mediante comparecencia electrónica en la sede en la forma regulada en el artículo 40 de este real decreto.
        

        
				
        
          d)
          Otros medios de notificación electrónica que puedan establecerse, siempre que quede constancia de la recepción por el interesado en el plazo y en las condiciones que se establezcan en su regulación específica.
        

        
				
        
          Art. 36.
          Elección del medio de notificación.–
          1. Las notificaciones se efectuarán por medios electrónicos cuando así haya sido solicitado o consentido expresamente por el interesado o cuando haya sido establecida como obligatoria conforme
          

          a lo dispuesto en los artículos 27.6 y 28.1 de la Ley 11/2007,
          

          de 22 de junio.
        

        
				
        2. La solicitud deberá manifestar la voluntad de recibir las notificaciones por alguna de las formas electrónicas reconocidas, e indicar un medio de notificación electrónica válido conforme a lo establecido en el presente real decreto.

        
				
        3. Tanto la indicación de la preferencia en el uso de medios electrónicos como el consentimiento podrán emitirse y recabarse, en todo caso, por medios electrónicos.

        
				
        4. Cuando la notificación deba admitirse obligatoriamente por medios electrónicos, el interesado podrá elegir entre las distintas formas disponibles salvo que la normativa que establece la notificación electrónica obligatoria señale una forma específica.

        
				
        5. Cuando, como consecuencia de la utilización de distintos medios, electrónicos o no electrónicos, se practiquen varias notificaciones de un mismo acto administrativo, se entenderán producidos todos los efectos jurídicos derivados de la notificación, incluido el inicio del plazo para la interposición de los recursos que procedan, a partir de la primera de las notificaciones correctamente practicada. Las Administraciones públicas podrán advertirlo de este modo en el contenido de la propia notificación.

        
				
        6. Se entenderá consentida la práctica de la notificación por medios electrónicos respecto de una determinada actuación administrativa cuando, tras haber sido realizada por una de las formas válidamente reconocidas para ello, el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación. La notificación surtirá efecto a partir de la fecha en que el interesado realice dichas actuaciones.

        
				
        En el supuesto previsto en el párrafo anterior, el resto de las resoluciones o actos del procedimiento deberán notificarse por el medio y en la forma que proceda conforme a lo dispuesto en la Ley 11/2007, de 22 de junio, y en el presente real decreto.

        
				
        
          Art. 37.
          Modificación del medio de notificación.–
          1. Durante la tramitación del procedimiento el interesado podrá requerir al órgano correspondiente que las notificaciones sucesivas no se practiquen por medios electrónicos, utilizándose los demás medios admitidos en el artículo 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, excepto en los casos en que la notificación por medios electrónicos tenga carácter obligatorio conforme a lo dispuesto en los artículos 27.6 y 28.1 de la Ley 11/2007, de 22 de junio.
        

        
				
        2. En la solicitud de modificación del medio de notificación preferente deberá indicarse el medio y lugar para la práctica de las notificaciones posteriores.

        
				
        3. El cambio de medio a efectos de las notificaciones se hará efectivo para aquellas notificaciones que se emitan desde el día siguiente a la recepción de la solicitud de modificación en el registro del órgano u organismo público actuante.

        
				
        
          Art. 38.
          Notificación mediante la puesta a disposición del documento electrónico a través de dirección electrónica habilitada.–
          1. Serán válidos los sistemas de notificación electrónica a través de dirección electrónica habilitada siempre que cumplan, al menos, los siguientes requisitos:
        

        
				
        
          a)
          Acreditar la fecha y hora en que se produce la puesta a disposición del interesado del acto objeto de notificación.
        

        
				
        
          b)
          Posibilitar el acceso permanente de los interesados a la dirección electrónica correspondiente, a través de una sede electrónica o de cualquier otro modo.
        

        
				
        
          c)
          Acreditar la fecha y hora de acceso a su contenido.
        

        
				
        
          d)
          Poseer mecanismos de autenticación para garantizar la exclusividad de su uso y la identidad del usuario.
        

        
				
        
          2. Bajo responsabilidad del Ministerio de la Presidencia existirá un sistema de dirección electrónica habilitada para la práctica de estas notificaciones que quedará a disposición de todos los órganos y organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado que no establezcan sistemas de notificación propios. Los ciudadanos podrán solicitar la apertura de esta dirección electrónica, que tendrá vigencia indefinida, excepto en los supuestos en que se solicite su revocación por el titular, por fallecimiento de la persona física o extinción de la personalidad jurídica, que una resolución administrativa o judicial así lo ordene o por el transcurso de tres años sin que se utilice para la práctica de notificaciones, supuesto en el cual se inhabilitará ésta dirección electrónica, comunicándose así al interesado
          [6]
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        3. Cuando se establezca la práctica de notificaciones electrónicas con carácter obligatorio, la dirección electrónica habilitada a que se refiere el apartado anterior será asignada de oficio y podrá tener vigencia indefinida, conforme al régimen que se establezca por la orden del Ministro de la Presidencia a la que se refiere la disposición final primera. Respecto del resto de direcciones electrónicas habilitadas dicho régimen se establecerá mediante orden del titular del Departamento correspondiente.

        
				
        
          Art. 39.
          Notificación mediante recepción en dirección de correo electrónico.–
          Se podrá acordar la práctica de notificaciones en las direcciones de correo electrónico que los ciudadanos elijan siempre que se genere automáticamente y con independencia de la voluntad del destinatario un acuse de recibo que deje constancia de su recepción y que se origine en el momento del acceso al contenido de la notificación.
        

        
				
        
          Art. 40.
          Notificación por comparecencia electrónica.–
          1. La notificación por comparecencia electrónica consiste en el acceso por el interesado, debidamente identificado, al contenido de la actuación administrativa correspondiente a través de la sede electrónica del órgano u organismo público actuante.
        

        
				
        2. Para que la comparecencia electrónica produzca los efectos de notificación de acuerdo con el artículo 28.5 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, se requerirá que reúna las siguientes condiciones:

        
				
        
          a)
          Con carácter previo al acceso a su contenido, el interesado deberá visualizar un aviso del carácter de notificación de la actuación administrativa que tendrá dicho acceso.
        

        
				
        
          b)
          El sistema de información correspondiente dejará constancia de dicho acceso con indicación de fecha y hora.
        

        
				
        
          TÍTULO VI
        

        
				
        
          Los documentos electrónicos y sus copias
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          
            Disposiciones comunes sobre los documentos
            

            electrónicos
          
        

        
				
        
          Art. 41.
          Características del documento electrónico.–
          1. Los documentos electrónicos deberán cumplir los siguientes requisitos para su validez:
        

        
				
        
          a)
          Contener información de cualquier naturaleza.
        

        
				
        
          b)
          Estar archivada la información en un soporte electrónico según un formato determinado y susceptible de identificación y tratamiento diferenciado.
        

        
				
        
          c)
          Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, sin perjuicio de su posible incorporación a un expediente electrónico.
        

        
				
        2. Los documentos administrativos electrónicos deberán, además de cumplir las anteriores condiciones, haber sido expedidos y firmados electrónicamente mediante los sistemas de firma previstos en los artículos 18 y 19 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, y ajustarse a los requisitos de validez previstos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

        
				
        
          Art. 42.
          Adición de metadatos a los documentos electrónicos.–
          1. Se entiende como metadato, a los efectos de este real decreto, cualquier tipo de información en forma electrónica asociada a los documentos electrónicos, de carácter instrumental e independiente de su contenido, destinada al conocimiento inmediato y automatizable de alguna de sus características, con la finalidad de garantizar la disponibilidad, el acceso, la conservación y la interoperabilidad del propio documento.
        

        
				
        2. Los documentos electrónicos susceptibles de ser integrados en un expediente electrónico, deberán tener asociados metadatos que permitan su contextualización en el marco del órgano u organismo, la función y el procedimiento administrativo al que corresponde.

        
				
        Además, se asociará a los documentos electrónicos la información relativa a la firma del documento así como la referencia temporal de los mismos, en la forma regulada en el presente real decreto.

        
				
        3. La asociación de metadatos a los documentos electrónicos aportados por los ciudadanos o emitidos por la Administración General del Estado o sus organismos públicos será, en todo caso, realizada por el órgano u organismo actuante, en la forma que en cada caso se determine.

        
				
        4. Los metadatos mínimos obligatorios asociados a los documentos electrónicos, así como la asociación de los datos de firma o de referencia temporal de los mismos, se especificarán en el Esquema Nacional de Interoperabilidad.

        
				
        5. Una vez asociados los metadatos a un documento electrónico, no podrán ser modificados en ninguna fase posterior del procedimiento administrativo, con las siguientes excepciones:

        
				
        
          a)
          Cuando se observe la existencia de errores u omisiones en los metadatos inicialmente asignados.
        

        
				
        
          b)
          Cuando se trate de metadatos que requieran actualización, si así lo dispone el Esquema Nacional de Interoperabilidad.
        

        
				
        La modificación de los metadatos deberá ser realizada por el órgano competente conforme a la normativa de organización específica, o de forma automatizada conforme a las normas que se establezcan al efecto.

        
				
        
          6. Independientemente de los metadatos mínimos obligatorios a que se refiere el apartado 4, los distintos órganos u organismos podrán asociar a los documentos electrónicos metadatos de carácter complementario, para las necesidades de catalogación específicas de su respectivo ámbito de gestión, realizando su inserción de acuerdo con las especificaciones que establezca al respecto el Esquema Nacional de Interoperabilidad. Los metadatos complementarios no estarán sujetos a las prohibiciones de modificación establecidas en el apartado anterior
          [7]
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          Art. 43.
          Copias electrónicas de los documentos electrónicos realizadas por la Administración General del Estado y sus organismos públicos.–
          1. Las copias electrónicas generadas que, por ser idénticas al documento electrónico original no comportan cambio de formato ni de contenido, tendrán la eficacia jurídica de documento electrónico original.
        

        
				
        2. En caso de cambio del formato original, para que una copia electrónica de un documento electrónico tenga la condición de copia auténtica, deberán cumplirse los siguientes requisitos:

        
				
        
          a)
          Que el documento electrónico original, que debe conservarse en todo caso, se encuentre en poder de la Administración.
        

        
				
        
          b)
          Que la copia sea obtenida conforme a las normas de competencia y procedimiento que en cada caso se aprueben, incluidas las de obtención automatizada.
        

        
				
        
          c)
          Que incluya su carácter de copia entre los metadatos asociados.
        

        
				
        
          d)
          Que sea autorizada mediante firma electrónica conforme a los sistemas recogidos en los artículos 18 y 19 de la Ley 11/2007, de 22 de junio.
        

        
				
        3. Se podrán generar copias electrónicas auténticas a partir de otras copias electrónicas auténticas siempre que se observen los requisitos establecidos en los apartados anteriores.

        
				
        4. Los órganos emisores de los documentos administrativos electrónicos o receptores de los documentos privados electrónicos, o los archivos que reciban los mismos, están obligados a la conservación de los documentos originales, aunque se hubiere procedido a su copiado conforme a lo establecido en el presente artículo, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 52.

        
				
        5. Será considerada copia electrónica auténtica de documentos electrónicos presentados conforme a sistemas normalizados o formularios:

        
				
        
          a)
          La obtenida conforme a lo señalado en los apartados anteriores de este artículo.
        

        
				
        
          b)
          El documento electrónico, autenticado con la firma electrónica del órgano u organismo destinatario, resultado de integrar el contenido variable firmado y remitido por el ciudadano en el formulario correspondiente empleado en la presentación.
        

        
				
        
          Art. 44.
          Copias electrónicas de documentos en soporte no electrónico.–
          1. Las copias electrónicas de los documentos en soporte papel o en otro soporte susceptible de digitalización realizadas por la Administración General del Estado y sus organismos públicos vinculados o dependientes, ya se trate de documentos emitidos por la Administración o documentos privados aportados por los ciudadanos, se realizarán de acuerdo con lo regulado en el presente artículo.
        

        
				
        2. A los efectos de lo regulado en este real decreto, se define como «imagen electrónica» el resultado de aplicar un proceso de digitalización a un documento en soporte papel o en otro soporte que permita la obtención fiel de dicha imagen.

        
				
        Se entiende por «digitalización» el proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte papel o en otro soporte no electrónico en un fichero electrónico que contiene la imagen codificada, fiel e íntegra, del documento.

        
				
        3. Cuando sean realizadas por la Administración, las imágenes electrónicas tendrán la naturaleza de copias electrónicas auténticas, con el alcance y efectos previstos en el artículo 46 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

        
				
        
          a)
          Que el documento copiado sea un original o una copia auténtica.
        

        
				
        
          b)
          Que la copia electrónica sea autorizada mediante firma electrónica utilizando los sistemas recogidos en los artículos 18 y 19 de la Ley 11/2007, de 22 de junio.
        

        
				
        
          c)
          Que las imágenes electrónicas estén codificadas conforme a alguno de los formatos y con los niveles de calidad y condiciones técnicas especificados en el Esquema Nacional de Interoperabilidad.
        

        
				
        
          d)
          Que la copia electrónica incluya su carácter de copia entre los metadatos asociados.
        

        
				
        
          e)
          Que la copia sea obtenida conforme a las normas de competencia y procedimiento que en cada caso se aprueben, incluidas las de obtención automatizada.
        

        
				
        4. No será necesaria la intervención del órgano administrativo depositario del documento administrativo original para la obtención de copias electrónicas auténticas, cuando las imágenes electrónicas sean obtenidas a partir de copias auténticas en papel emitidas cumpliendo los requisitos del artículo 46 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

        
				
        
          Art. 45.
          Copias en papel de los documentos públicos administrativos electrónicos realizadas por la Administración General del Estado y sus organismos públicos vinculados o dependientes.–
          Para que las copias emitidas en papel de los documentos públicos administrativos electrónicos tengan la consideración de copias auténticas deberán cumplirse los siguientes requisitos:
        

        
				
        
          a)
          Que el documento electrónico copiado sea un documento original o una copia electrónica auténtica del documento electrónico o en soporte papel original, emitidos conforme a lo previsto en el presente real decreto.
        

        
				
        
          b)
          La impresión en el mismo documento de un código generado electrónicamente u otro sistema de verificación, con indicación de que el mismo permite contrastar la autenticidad de la copia mediante el acceso a los archivos electrónicos del órgano u organismo público emisor.
        

        
				
        
          c)
          Que la copia sea obtenida conforme a las normas de competencia y procedimiento, que en cada caso se aprueben, incluidas las de obtención automatizada.
        

        
				
        
          Art. 46.
          Destrucción de documentos en soporte no electrónico.–
          1. Los documentos originales y las copias auténticas en papel o cualquier otro soporte no electrónico admitido por la ley como prueba, de los que se hayan generado copias electrónicas auténticas, podrán destruirse en los términos y condiciones que se determinen en las correspondientes Resoluciones, si se cumplen los siguientes requisitos:
        

        
				
        
          a)
          La destrucción requerirá una resolución adoptada por el órgano responsable del procedimiento o, en su caso, por el órgano responsable de la custodia de los documentos, previo el oportuno expediente de eliminación, en el que se determinen la naturaleza específica de los documentos susceptibles de destrucción, los procedimientos administrativos afectados, las condiciones y garantías del proceso de destrucción, y la especificación de las personas u órganos responsables del proceso.
        

        
				
        Las resoluciones que aprueben los procesos de destrucción regulados en el artículo 30.4 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, requerirán informe previo de la respectiva Comisión Calificadora de Documentos Administrativos y posterior dictamen favorable de la Comisión Superior Calificadora de Documentos Administrativos, sin que, en su conjunto, este trámite de informe pueda ser superior a tres meses. Una vez superado este plazo sin pronunciamiento expreso de ambos órganos, podrá resolverse el expediente de eliminación y procederse a la destrucción.

        
				
        
          b)
          Que no se trate de documentos con valor histórico, artístico o de otro carácter relevante que aconseje su conservación y protección, o en el que figuren firmas u otras expresiones manuscritas o mecánicas que confieran al documento un valor especial.
        

        
				
        2. Se deberá incorporar al expediente de eliminación un análisis de los riesgos relativos al supuesto de destrucción de que se trate, con mención explícita de las garantías de conservación de las copias electrónicas y del cumplimiento de las condiciones de seguridad que, en relación con la conservación y archivo de los documentos electrónicos, establezca el Esquema Nacional de Seguridad.

        
				
        3. La destrucción de cualquier tipo de documento diferente de los previstos en los apartados anteriores, se regirá por lo previsto en el Real Decreto 1164/2002, de 8 de noviembre, por el que se regula la conservación del patrimonio documental con valor histórico, el control de la eliminación de otros documentos de la Administración General del Estado y sus organismos públicos y la conservación de documentos administrativos en soporte distinto al original.

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Normas específicas relativas a los documentos administrativos electrónicos
        

        
				
        
          Art. 47.
          Referencia temporal de los documentos administrativos electrónicos.–
          1. La Administración General del Estado y sus organismos públicos dependientes o vinculados asociarán a los documentos administrativos electrónicos, en los términos del artículo 29.2 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, una de las siguientes modalidades de referencia temporal, de acuerdo con lo que determinen las normas reguladoras de los respectivos procedimientos:
        

        
				
        
          a)
          «Marca de tiempo» entendiendo por tal la asignación por medios electrónicos de la fecha y, en su caso, la hora a un documento electrónico. La marca de tiempo será utilizada en todos aquellos casos en los que las normas reguladoras no establezcan la utilización de un sello de tiempo.
        

        
				
        
          b)
          «Sello de tiempo», entendiendo por tal la asignación por medios electrónicos de una fecha y hora a un documento electrónico con la intervención de un prestador de servicios de certificación que asegure la exactitud e integridad de la marca de tiempo del documento.
        

        
				
        La información relativa a las marcas y sellos de tiempo se asociará a los documentos electrónicos en la forma que determine el Esquema Nacional de Interoperabilidad.

        
				
        2. La relación de prestadores de servicios de certificación electrónica que prestan servicios de sellado de tiempo en la Administración General del Estado, conforme a lo dispuesto en el artículo 29.3 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, así como los requisitos que han de cumplirse para dicha admisión, serán regulados mediante el real decreto a que se refiere el artículo 23.3.

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          Normas específicas relativas a los documentos electrónicos aportados por los ciudadanos
        

        
				
        
          Art. 48.
          Imágenes electrónicas aportadas por los ciudadanos.–
          1. De conformidad con el artículo 35.2 de la
          

          Ley 11/2007, de 22 de junio, los interesados podrán aportar al expediente, en cualquier fase del procedimiento, copias digitalizadas de los documentos, cuya fidelidad con el original garantizarán mediante la utilización de firma electrónica avanzada. La Administración Pública podrá solicitar del correspondiente archivo el cotejo del contenido de las copias aportadas. Ante la imposibilidad de este cotejo y con carácter excepcional, podrá requerir al particular la exhibición del documento o de la información original. La aportación de tales copias implica la autorización a la Administración para que acceda y trate la información personal contenida en tales documentos. Las mencionadas imágenes electrónicas carecerán del carácter de copia auténtica.
        

        
				
        2. Las imágenes electrónicas presentadas por los ciudadanos deberán ajustarse a los formatos y estándares aprobados para tales procesos en el Esquema Nacional de Interoperabilidad. En caso de incumplimiento de este requisito, se requerirá al interesado para la subsanación del defecto advertido, en los términos establecidos en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

        
				
        
          3. La presentación documental que realicen los interesados en cualquiera de los lugares de presentación establecidos en el artículo 2.1.
          a), b)
          y
          d)
          del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, podrá acompañarse de soportes conteniendo documentos electrónicos con los efectos establecidos en el artículo 35.2 de la Ley 11/2007, de 22 de junio
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        4. Será de aplicación a las solicitudes de cotejo de las copias aportadas, previstas en el artículo 35.2 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, lo establecido en relación con la transmisión de datos en el artículo 2 del presente real decreto.

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          Normas relativas a la obtención de copias electrónicas por los ciudadanos
        

        
				
        
          Art. 49.
          Obtención de copias electrónicas de documentos electrónicos.–
          Los ciudadanos podrán ejercer el derecho a obtener copias electrónicas de los documentos electrónicos que formen parte de procedimientos en los que tengan condición de interesados de acuerdo con lo dispuesto en la normativa reguladora del respectivo procedimiento.
        

        
				
        La obtención de la copia podrá realizarse mediante extractos de los documentos o se podrá utilizar otros métodos electrónicos que permitan mantener la confidencialidad de aquellos datos que no afecten al interesado.

        
				
        
          Art. 50.
          Obtención de copias electrónicas a efectos de compulsa.–
          Cuando los interesados deseen ejercer el derecho regulado en el artículo 8.1 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, sobre aportación de copias compulsadas al procedimiento, y siempre que los originales no deban obrar en el procedimiento, la oficina receptora, si cuenta con los medios necesarios, deberá proceder a la obtención de copia electrónica de los documentos a compulsar mediante el procedimiento regulado en el artículo 44 de este real decreto, siempre que se trate de uno de los lugares de presentación mencionados en el artículo 2.1.
          a), b)
          y
          d)
          del citado real decreto.
        

        
				
        Estas copias digitalizadas serán firmadas electrónicamente mediante los procedimientos previstos en los artículos 18 y 19 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, y tendrán el carácter de copia compulsada o cotejada previsto en el artículo 8 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, sin que en ningún caso se acredite la autenticidad del documento original, no siéndoles de aplicación el procedimiento de comprobación previsto en el artículo 35.2 de dicha ley.

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          Archivo electrónico de documentos
        

        
				
        
          Art. 51.
          Archivo electrónico de documentos.–
          1. La Administración General del Estado y sus organismos públicos vinculados o dependientes deberán conservar en soporte electrónico todos los documentos electrónicos utilizados en actuaciones administrativas, que formen parte de un expediente administrativo, así como aquellos otros que tengan valor probatorio de las relaciones entre los ciudadanos y la Administración.
        

        
				
        2. La conservación de los documentos electrónicos podrá realizarse bien de forma unitaria, o mediante la inclusión de su información en bases de datos siempre que, en este último caso, consten los criterios para la reconstrucción de los formularios o modelos electrónicos origen de los documentos, así como para la comprobación de la firma electrónica de dichos datos.

        
				
        
          Art. 52.
          Conservación de documentos electrónicos.–
          1. Los períodos mínimos de conservación de los documentos electrónicos se determinarán por cada órgano administrativo de acuerdo con el procedimiento administrativo de que se trate, siendo en todo caso de aplicación, con la excepción regulada de la destrucción de documentos en papel copiados electrónicamente, las normas generales sobre conservación del patrimonio documental con valor histórico y sobre eliminación de documentos de la Administración General del Estado y sus organismos públicos.
        

        
				
        2. Para preservar la conservación, el acceso y la legibilidad de los documentos electrónicos archivados, podrán realizarse operaciones de conversión, de acuerdo con las normas sobre copiado de dichos documentos contenidas en el presente real decreto.

        
				
        
          3. Los responsables de los archivos electrónicos promoverán el copiado auténtico con cambio de formato de los documentos y expedientes del archivo tan pronto como el formato de los mismos deje de figurar entre los admitidos en la gestión pública por el Esquema Nacional de Interoperabilidad
          [9]
          .
        

        
				
        
          CAPÍTULO VI
        

        
				
        
          Expediente electrónico
        

        
				
        
          Art. 53.
          Formación del expediente electrónico.–
          1. La formación de los expedientes electrónicos es responsabilidad del órgano que disponga la normativa de organización específica y, de no existir previsión normativa, del encargado de su tramitación.
        

        
				
        2. Los expedientes electrónicos que deban ser objeto de remisión o puesta a disposición se formarán ajustándose a las siguientes reglas:

        
				
        
          a)
          Los expedientes electrónicos dispondrán de un código que permita su identificación unívoca por cualquier órgano de la Administración en un entorno de intercambio interadministrativo.
        

        
				
        
          b)
          El foliado de los expedientes electrónicos se llevará a cabo mediante un índice electrónico, firmado electrónicamente mediante los sistemas previstos en los artículos 18 y 19 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, y en los términos del artículo 32.2 de la citada ley.
        

        
				
        
          c)
          Con el fin de garantizar la interoperabilidad de los expedientes, tanto su estructura y formato como las especificaciones de los servicios de remisión y puesta a disposición se sujetarán a lo que se establezca al respecto por el Esquema Nacional de Interoperabilidad.
        

        
				
        
          d)
          Los expedientes electrónicos estarán integrados por documentos electrónicos, que podrán formar parte de distintos expedientes, pudiendo incluir asimismo otros expedientes electrónicos si así lo requiere el procedimiento. Excepcionalmente, cuando la naturaleza o la extensión de determinados documentos a incorporar al expediente no permitan o dificulten notablemente su inclusión en el mismo conforme a los estándares y procedimientos establecidos, deberán incorporarse al índice del expediente sin perjuicio de su aportación separada.
        

        
				
        
          e)
          Los documentos que se integran en el expediente electrónico se ajustarán al formato o formatos de larga duración, accesibles en los términos que determine el Esquema Nacional de Interoperabilidad.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
          Procedimientos especiales.–
          1. Lo dispuesto en este real decreto se entiende sin perjuicio de la regulación especial contenida en la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público y sus normas de desarrollo en relación con el perfil del contratante, Plataforma de Contratación del Estado y uso de medios electrónicos en los procedimientos relacionados con la contratación pública.
        

        
				
        2. La aplicación de las disposiciones de este real decreto sobre gestión electrónica de procedimientos en materia tributaria, de seguridad social y desempleo y de régimen jurídico de los extranjeros en España, se efectuará de conformidad con lo establecido en las disposiciones adicionales quinta, sexta, séptima y decimonovena de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

        
				
        3. Lo dispuesto en el presente real decreto se aplicará supletoriamente al régimen especial previsto en el Real Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, y se modifica el Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido y en la Orden EHA/962/2007, de 10 de abril, por la que se desarrollan determinadas disposiciones sobre facturación telemática y conservación electrónica de facturas contenidas en el citado real decreto. Este régimen jurídico especial será aplicable a cualesquiera copias electrónicas de facturas que deban remitirse a los órganos y organismos de la Administración General del Estado.

        
				
        4. Lo dispuesto en este real decreto se entiende sin perjuicio de la regulación contenida en los reales decretos 181/2008, de 8 de febrero, de ordenación del diario oficial «Boletín Oficial del Estado», y 1979/2008, de 28 de noviembre, por el que se regula la edición electrónica del «Boletín Oficial del Registro Mercantil».

        
				
        
          Segunda.
          Función estadística.–
          Lo dispuesto en el artículo 2 no se aplicará a la recogida de datos prevista en el Capítulo II de la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública.
        

        
				
        
          Tercera.
          Directorio de sedes electrónicas.–
          En el plazo de 6 meses, contados a partir de la entrada en vigor de este real decreto, el Ministerio de la Presidencia publicará en su sede electrónica el Directorio de sedes electrónicas a que se refiere el artículo 8.
        

        
				
        
          Cuarta.
          Conservación de la identificación de direcciones electrónicas.–
          Sin perjuicio de lo establecido, con carácter general, en el artículo 17.2, las direcciones electrónicas actualmente existentes de los organismos públicos que gocen de un alto nivel de conocimiento público, podrán ser mantenidas con la misma identificación electrónica.
        

        
				
        
          Quinta.
          Plataforma de verificación de certificados de la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda.–
          De conformidad con las facultades que otorga a la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda el artículo 81 de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, en relación con la disposición adicional cuarta de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, la plataforma de verificación de certificados desarrollada por esta entidad se integrará en el sistema nacional de verificación de certificados regulado en el artículo 25.3 del presente real decreto, cumpliendo con lo especificado en el artículo 25.4.
        

        
				
        El Ministerio de la Presidencia y la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda adoptarán las medidas para conseguir la permanente y perfecta coordinación operativa y la coherencia técnica de ambas plataformas de verificación, con la finalidad de asegurar su interoperabilidad y garantizar el mejor servicio a las Administraciones y los ciudadanos.

        
				
        
          Sexta.
          Ausencia de impacto presupuestario.–
          La aplicación de las previsiones contenidas en este real decreto no deberá ocasionar incremento del gasto público ni disminución de los ingresos públicos. Por tanto, los departamentos ministeriales afectados deberán desarrollar las medidas derivadas de su cumplimiento ateniéndose a sus disponibilidades presupuestarias ordinarias, no dando lugar, en ningún caso, a planteamientos de necesidades adicionales de financiación.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES TRANSITORIAS
        

        
				
        
          Primera.
          Sistemas de firma electrónica.–
          1. En tanto no se aprueben los Esquemas Nacionales de Interoperabilidad y de Seguridad podrán seguir utilizándose los medios actualmente admitidos de identificación y autenticación. Dichos esquemas establecerán los plazos de aprobación de las relaciones de medios admitidos, así como los plazos máximos de utilización de los medios que habiendo sido utilizados no se adecuen a las prescripciones de los mismos
          [10]
          .
        

        
				
        2. En particular, podrá seguir utilizándose para los usos previstos en este real decreto y con los mismos efectos jurídicos que el sello electrónico, la firma electrónica de persona jurídica o del titular del órgano administrativo con observancia de lo dispuesto en la normativa correspondiente.

        
				
        
          Segunda.
           
          Condiciones de seguridad de las plataformas de verificación.–
          En tanto no se aprueben los Esquemas Nacionales de Interoperabilidad y de Seguridad, seguirán teniendo validez los sistemas y servicios de verificación existentes y operativos a la entrada en vigor de este real decreto. Los certificados vinculados a dichos sistemas o servicios podrán utilizarse en los procedimientos que expresamente los prevean.
        

        
				
        
          Tercera.
          Sistema de notificación electrónica regulado en el artículo 38.2.–
          Mientras no se proceda a dictar la regulación del Sistema de notificación electrónica regulado en el artículo 38.2, de acuerdo con la disposición final primera, la función prevista en el sistema de notificación se realizará a través de los servicios autorizados, de conformidad con la Orden PRE/1551/2003, de 10 junio, por la que se desarrolla la disposición final primera del Real Decreto 209/2003, de 21 de febrero, por la que se regulan los registros y las notificaciones telemáticas, así como la utilización de medios telemáticos para la sustitución de la aportación de certificados por los ciudadanos
          [11]
          .
        

        
				
        
          Cuarta.
          Adaptación de sedes electrónicas.–
          En tanto no se aprueben los Esquemas Nacionales de Interoperabilidad y de Seguridad, la creación de sedes deberá ir acompañada de un informe en el que se acredite el cumplimiento de las condiciones de confidencialidad, disponibilidad e integridad de las informaciones y comunicaciones que se realicen a través de las mismas.
        

        
				
        
          Quinta.
          Adaptación en la Administración General del Estado en el Exterior.–
          La aplicación de lo dispuesto en este real decreto a la Administración General del Estado en el Exterior se efectuará según los medios de identificación y autenticación de los ciudadanos, los canales electrónicos y condiciones de funcionamiento que en cada momento se encuentren disponibles.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN DEROGATORIA
        

        
				
        
          Única.
          Derogación normativa.–
          Quedan derogadas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo dispuesto en este real decreto, y especialmente:
        

        
				
        
          a)
          El Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, por el que se regula la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Administración General del Estado.
        

        
				
        
          b)
          Los artículos 14 a 18 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que se regula la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones ante la Administración General del Estado, la expedición de copias de documentos y devolución de originales y el régimen de las oficinas de registro.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES FINALES
        

        
				
        
          Primera.
          Sistema de notificación electrónica regulado en el artículo 38.2.–
          Por orden del Ministro de la Presidencia se establecerá el régimen del sistema de dirección electrónica habilitada previsto en el artículo 38.2, que deberá ajustarse a las previsiones del mismo.
        

        
				
        
          Segunda.
          Punto de acceso general.–
          En el plazo de 3 meses desde la entrada en vigor de este real decreto, el Ministro de la Presidencia dictará las disposiciones necesarias para la constitución del punto de acceso general de la Administración General del Estado regulado en el artículo 9.
        

        
				
        
          Tercera.
          Registros electrónicos.–
          Los registros telemáticos existentes a la entrada en vigor de la Ley 11/2007, de 22 de junio, afectados por el apartado 2 de la disposición transitoria única de la citada ley, ajustarán su funcionamiento a lo establecido en este real decreto dentro de los seis meses siguientes a su entrada en vigor.
        

        
				
        La adaptación a lo dispuesto en el presente real decreto se realizará mediante orden ministerial o, en su caso, resolución del titular del correspondiente organismo público, por la que se explicite el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 27.

        
				
        
          Cuarta.
          Sedes electrónicas.–
          Los puntos de acceso electrónico pertenecientes a la Administración General del Estado o sus organismos públicos dependientes o vinculados en los que se desarrollan actualmente comunicaciones con terceros, propias de sede electrónica, deberán adaptarse, en el plazo de cuatro meses, contados a partir de la entrada en vigor de este real decreto, a lo dispuesto en el mismo para las sedes o, en su caso, subsedes, electrónicas, sin perjuicio de lo previsto en las disposiciones transitorias primera y segunda de este real decreto y en la disposición final tercera.2 de la Ley 11/2007, de 22 de junio.
        

        
				
        
          Quinta.
          Habilitación para el desarrollo normativo.–
          Se habilita a los Ministros de la Presidencia, Economía y Hacienda e Industria, Turismo y Comercio para dictar las disposiciones que sean necesarias para el desarrollo de este real decreto, en el ámbito de sus respectivas competencias.
        

        
				
        
          Sexta.
          Entrada en vigor.–
          El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] El mencionado Real Decreto figura como parágrafo 13.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ] Véanse los Reales Decretos 3/2010 y 4/2010, de 8 de enero («BOE» núm. 25, de 29 de enero; corrección de errores en «BOE» núm. 61, de 11 de marzo), que regulan los Esquemas Nacionales de Seguridad e Interoperabilidad respectivamente.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ] Véase el Real Decreto 3/2010, de 8 de enero («
              BOE
              » núm. 25, de 29 de enero; corrección de errores en «
              BOE
              » núm. 61, de 11 de marzo), por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              4
              ] Véase la nota al artículo 2.2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              5
              ] Véase la Orden
              PRE
              /3523/2009, de 29 de diciembre («BOE» núm. 315, de 31 de diciembre), por la que se regula el Registro Electrónico Común.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              6
              ] Véase la Orden PRE/878/2010, de 5 de abril («BOE» núm. 88, de 12 de abril), que establece el régimen del sistema de dirección electrónica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              7
              ] Véase el Real Decreto 4/2010, de 8 de enero («
              BOE
              » núm. 25, de 29 de enero; corrección de errores en «
              BOE
              » núm. 61, de 11 de marzo), por el que se regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              8
              ] El Real Decreto mencionado figura como parágrafo 10.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              9
              ] Véase el artículo 43 de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              10
              ] Véanse los Reales Decretos 3/2010 y 4/2010, de 8 de enero («
              BOE
              » núm. 25, de 29 de enero; corrección de errores en «
              BOE
              » núm. 61, de 11 de marzo), que regulan los Esquemas Nacionales de Seguridad e Interoperabilidad respectivamente.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              11
              ] Véase la Orden
              PRE
              /878/2010, de 5 de abril («
              BOE
              » núm. 88, de 12 de abril), que establece el régimen del sistema de dirección electrónica.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          REGLAMENTOS Y NORMAS DE PROCEDIMIENTOS DE CARÁCTER GENERAL
        

        
				
        
          § 7
          REAL DECRETO 429/1993, DE 26 DE MARZO (RELACIONES CON LAS CORTES Y DE LA SECRETARÍA DEL GOBIERNO), POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO DE LOS PROCEDIMIENTOS DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL
        

        
				
        
          («BOE» núm. 106, de 4 de mayo de 1993; corrección de erratas en «BOE» núm. 136,
          

          de 8 de junio)
        

        
				
        PREÁMBULO

        
				
        
          La Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJ-PAC), en su disposición final autoriza al Consejo de Ministros a dictar cuantas disposiciones de aplicación y desarrollo de dicha Ley sean necesarias. Específicamente los artículos 142.3 y 145.2 prevén el establecimiento por vía reglamentaria de los procedimientos que permitan hacer efectiva la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas y de las autoridades y demás personal a su servicio.
        

        
				
        
          El procedimiento de exigencia de responsabilidad patrimonial de la Administración del Estado ha estado regulado por el Decreto de 26 de abril de 1957, en su capítulo II del título IV, «Indemnización por otros daños», que desarrollaba la Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa, donde se establece en nuestro Derecho el principio de responsabilidad patrimonial, extracontractual, de la Administración del Estado. La regulación posterior que efectuó la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado de la responsabilidad patrimonial de la Administración y de sus autoridades y funcionarios no supuso la modificación de las normas procedimentales del Reglamento de desarrollo de la Ley de Expropiación Forzosa de 1954 que se ha venido aplicando hasta esta fecha.
        

        
				
        
          El artículo 106 de la Constitución consagra definitivamente el principio de la responsabilidad patrimonial extracontractual de las Administraciones Públicas por las lesiones que sufran los particulares en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos, precepto constitucional que desarrolla la LRJ-PAC en el título X introduciendo importantes novedades en la regulación de la exigencia de esta responsabilidad que obligan a establecer «ex novo» las normas procedimentales que la propia Ley prevé y autoriza a desarrollar reglamentariamente.
        

        
				
        
          Las modificaciones que la nueva Ley enuncia expresamente para la exigencia de la responsabilidad patrimonial y que son el elemento nuclear de desarrollo de aquélla en este Reglamento son:
        

        
				
        
          – El establecimiento del principio de exigencia directa de responsabilidad a las Administraciones Públicas, que responden en todo caso de los daños causados por ellas mismas o por sus agentes.
        

        
				
        
          – La posibilidad de iniciación de oficio de los procedimientos.
        

        
				
        
          – La sumisión al nuevo procedimiento de la responsabilidad derivada de la actividad de las Administraciones Públicas tanto en relaciones de Derecho público como privado.
        

        
				
        
          – La introducción de la posibilidad de la «restitutio in natura» permitiendo la indemnización en especie.
        

        
				
        
          – La declaración de que las resoluciones de los procedimientos ponen fin a la vía administrativa y, por tanto, la improcedencia del recurso administrativo ordinario, quedando expedita la vía jurisdiccional contencioso-administrativa, que pasa a ser, en el sistema de la nueva Ley, la única procedente en materia de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, tanto en relaciones de Derecho público como privado.
        

        
				
        
          Pero sobre todo, la Ley prevé el establecimiento de un procedimiento abreviado de reconocimiento de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, cuando se den los supuestos de inequívoca relación de causalidad entre la lesión y el funcionamiento del servicio público, que la valoración del daño y cálculo de la cuantía de la indemnización sean, asimismo, inequívocos.
        

        
				
        
          Además de estas específicas innovaciones legales, la LRJ-PAC tiene otros preceptos en materia de procedimiento administrativo como son la terminación convencional y el carácter no suspensivo de los informes no determinantes de los procedimientos, cuya incorporación a este Reglamento se ha adoptado decididamente. Obviamente, el acuerdo de terminación convencional no puede incluir, como tal acuerdo con un particular, ningún tipo de transacción sobre la existencia o no de relación de causalidad o de reconocimiento pactado de la responsabilidad de las Administraciones Públicas, sino limitarse a la determinación de la cuantía y el modo.
        

        
				
        
          La LRJ-PAC recoge en la regulación sustantiva de la responsabilidad patrimonial extracontractual de las Administraciones Públicas los elementos tradicionales de nuestro Derecho, como son la exclusión de los supuestos de fuerza mayor y la no existencia de responsabilidad cuando exista un deber jurídico de soportar el daño causado y respecto al reconocimiento de esa responsabilidad, la concurrencia inequívoca de los presupuestos de imputación a la Administración, relación de causa a efecto entre el hecho causante y el daño producido, lesión resarcible y efectividad y cuantía del daño, también indiscutible. A estos presupuestos legales del reconocimiento de la responsabilidad da respuesta el Reglamento, especialmente en la formulación del procedimiento abreviado.
        

        
				
        
          Por fin, la remisión del artículo 139.4 de la LRJ-PAC a la Ley Orgánica del Poder Judicial en lo relativo a la responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento de la Administración de Justicia, hace conveniente incluir la emisión del informe del Consejo General del Poder Judicial en los procedimientos que se tramiten en los supuestos de funcionamiento anormal de la Administración de Justicia. Igualmente, de la consideración conjunta del artículo 2.2 y del título X de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se desprende la inclusión en el sistema de responsabilidad patrimonial de los daños y perjuicios causados por o con ocasión de la asistencia sanitaria, superando con ello un largo debate jurisprudencial y doctrinal. En este sentido, ha informado el Consejo General del Poder Judicial a quien se ha sometido el proyecto de Reglamento a dictamen.
        

        
				
        
          En cuanto al régimen de responsabilidad de las autoridades y demás personal al servicio de la Administración, se da cumplimiento a la habilitación para su desarrollo reglamentario contenida en el artículo 145.2 de la LRJ-PAC. Con su inclusión en el presente Reglamento se consigue una regulación completa de todos los supuestos que afectan a las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial.
        

        
				
        
          En su virtud, y a propuesta conjunta de los Ministros de Economía y Hacienda y para las Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión de fecha 26 de marzo de 1993, dispongo:
        

        
				
        
          Artículo único.
          Se aprueba, en desarrollo de los artículos 140, 142, 143, 144 y 145 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial.
        

        
				
        DISPOSICIÓN TRANSITORIA

        
				
        
          Única.
           
          Los procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas ya iniciados antes de la entrada en vigor del Reglamento que se aprueba por el presente Real Decreto se regirán por la normativa anterior.
        

        
				
        
          Contra las resoluciones que recaigan con posterioridad a la entrada en vigor del Reglamento aprobado por el presente Real Decreto en los procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, no procederá la interposición de los recursos administrativos previstos en la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, ni el recurso
          ordinario
          regulado en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, siendo susceptibles únicamente de recurso contencioso-administrativo, cualquiera que fuese el tipo de relación, pública o privada, de que deriven.
        

        
				
        DISPOSICIÓN DEROGATORIA

        
				
        
          Única.
           
          1. Queda derogado el capítulo II del título IV del Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa aprobado por Decreto de 26 de abril de 1957.
        

        
				
        
          2. Quedan derogadas todas aquellas disposiciones de igual o inferior rango en cuanto contradigan o se opongan a lo dispuesto en el Reglamento que se aprueba por este Real Decreto.
        

        
				
        DISPOSICIÓN FINAL

        
				
        
          Única.
           
          El Reglamento que se aprueba por el presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          REGLAMENTO DE LOS PROCEDIMIENTOS DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Disposiciones generales

        
				
        
          Artículo 1.
           
          Ámbito de aplicación.–
          1. La responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas y la de sus autoridades y demás personal a su servicio se hará efectiva de acuerdo con las previsiones de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y con los procedimientos establecidos en este Reglamento.
        

        
				
        
          2. Las disposiciones de este Reglamento son de aplicación a los procedimientos que inicien, instruyan y resuelvan todas las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial por su actuación en relaciones de Derecho público o de Derecho privado. Ello sin perjuicio de las especialidades procedimentales que, con respecto a la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y a este Reglamento, establezcan las Comunidades Autónomas que tengan asumidas competencias normativas en materia de responsabilidad patrimonial.
        

        
				
        
          3. Se seguirán los procedimientos previstos en los capítulos II y III de este Reglamento para determinar la responsabilidad de las Administraciones Públicas por los daños y perjuicios causados a terceros durante la ejecución de contratos, cuando sean consecuencia de una orden directa e inmediata de la Administración o de los vicios del proyecto elaborado por ella misma, con arreglo a la legislación de contratos de las Administraciones Públicas, sin perjuicio de las especialidades que, en su caso, dicha legislación establece. En todo caso se dará audiencia al contratista, notificándole cuantas actuaciones se realicen en el procedimiento, al efecto de que se persone en el mismo, exponga lo que a su derecho convenga y proponga cuantos medios de prueba estime necesarios.
        

        
				
        
          Art. 2.
           
          Objeto.
          –
          
            1. Mediante los procedimientos previstos en este Reglamento las Administraciones Públicas reconocerán el derecho a indemnización de los particulares en los términos previstos en el capítulo I del título X de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
            [1]
            , por las lesio
          
          nes que aquéllos sufran en cualquiera de sus bienes y derechos siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley.
        

        
				
        También serán de aplicación los procedimientos previstos en este Reglamento para el reconocimiento de la responsabilidad patrimonial en que incurran las Administraciones Públicas cuando actúen en relaciones de Derecho privado.

        
				
        2. La resolución del procedimiento o, en su caso, el acuerdo de terminación convencional fijará la cuantía y el modo de la indemnización, cuando proceda, de acuerdo con los criterios que para calcularla y abonarla se establecen en el artículo 141 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

        
				
        
          La compensación en especie sustituirá a la indemnización procedente cuando resulte más adecuado para lograr la reparación debida y convenga al interés público, formalizándose, en todo caso, mediante acuerdo entre la Administración Pública y el interesado
          [2]
          .
        

        
				
        3. Las resoluciones y los acuerdos de terminación convencional que recaigan en los procedimientos regulados en este Reglamento ponen fin a la vía administrativa.

        
				
        
          Art. 3.
           
          Órganos competentes.
          –
          
            1. En cada Administración Pública son órganos competentes para iniciar e instruir los procedimientos previstos en este Reglamento los que resulten de las normas que sobre atribución y ejercicio de competencias están establecidas en el capítulo I del título II de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
            [3]
            .
          
        

        
				
        
          En las entidades de derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas, serán órganos competentes para iniciar e instruir los procedimientos los que cada enti
          dad determine en aplicación de las normas de atribución de competencias previstas en su norma de creación.
        

        
				
        2. Son órganos competentes para resolver los procedimientos administrativos previstos en este Reglamento los que se establecen en el artículo 142.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Procedimiento general

        
				
        
          Art. 4.
           
          Iniciación.
          –
          
            1. El procedimiento de responsabilidad patrimonial se iniciará de oficio o por reclamación de los interesados
            [4]
            .
          
        

        
				
        
          2. La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional administrativo de los actos o disposiciones administrativas no presupone derecho a la indemnización, pero si la resolución o disposición impugnada lo fuese por razón de su fondo o forma, el derecho a reclamar prescribirá en el plazo de un año desde la fecha en que la sentencia de anulación hubiera devenido firme, no siendo de aplicación lo dispuesto en el apartado siguiente.
        

        
				
        
          En todo caso, el derecho a reclamar prescribe al año de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o de manifestarse su efecto lesivo. En caso de daños, de carácter físico o psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de las secuelas.
        

        
				
        
          El procedimiento se podrá iniciar de oficio mientras no haya prescrito el derecho a la reclamación del interesado.
        

        
				
        
          Art. 5.
           
          Iniciación de oficio.
          –
          1. Cuando el órgano competente para iniciar el procedimiento de responsabilidad patrimonial entienda que se han producido lesiones en los bienes y derechos de los particulares en los términos previstos en el artículo 2 de este Reglamento iniciará el procedimiento regulado en este capítulo.
        

        
				
        
          2. La iniciación de oficio del procedimiento se efectuará siempre por acuerdo del órgano competente, adoptado bien por propia iniciativa, bien como consecuencia de orden superior, petición razonada de otros órganos o por denuncia.
        

        
				
        
          La petición razonada de otros órganos para la iniciación de oficio del procedimiento deberá individualizar la lesión producida en una persona o grupo de personas, su relación de causalidad con el funcionamiento del servicio público, su evaluación económica, si fuera posible, y el momento en que la lesión efectivamente se produjo.
        

        
				
        
          3. El acuerdo de iniciación del procedimiento se notificará a los particulares presuntamente lesionados, concediéndoles un plazo de siete días para que aporten cuantas alegaciones, documentos o información estimen conveniente a su derecho y propongan cuantas pruebas sean pertinentes para el reconocimiento del mismo.
        

        
				
        
          
            El procedimiento iniciado se instruirá aunque los particulares presuntamente lesionados no se personen en el plazo establecido
            [5]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 6.
           
          
            Iniciación por reclamación del interesado.
            

          
          1. Cuando el procedimiento se inicie a instancia del interesado, la reclamación se dirigirá al órgano competente y deberá ajustarse a lo previsto en el artículo 70 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          En la reclamación se deberán especificar las lesiones producidas, la presunta relación de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio público, la evaluación económica de la responsabilidad patrimonial, si fuera posible, y el momento en que la lesión efectivamente se produjo, e irá acompañada de cuantas alegaciones, documentos e informaciones se estimen oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda valerse el reclamante.
        

        
				
        
          
            2. Si se admite la reclamación por el órgano competente, el procedimiento se impulsará de oficio en todos sus trámites y se podrá acordar la acumulación de la reclamación a otro procedimiento con el que guarde identidad sustancial o íntima conexión. Contra el acuerdo de acumulación no procede recurso alguno
            [6]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 7.
           
          Actos de instrucción.
          
            –Los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución, se realizarán por el órgano que tramite el procedimiento, de conformidad con el capítulo III del título VI de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
            [7]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 8.
           
          Acuerdo indemnizatorio.
          –En cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de audiencia, el órgano competente, a propuesta del instructor, podrá acordar con el interesado la terminación convencional del procedimiento mediante acuerdo indemnizatorio. Si el interesado manifiesta su conformidad con los términos de la propuesta de acuerdo, se seguirán los trámites previstos en los artículos 12 y 13 de este Reglamento.
        

        
				
        
          Art. 9.
           
          Práctica de pruebas.
          –En el plazo de treinta días se practicarán cuantas pruebas hubieran sido declaradas pertinentes. El órgano instructor sólo podrá rechazar las pruebas propuestas por los interesados cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.
        

        
				
        
          
            Cuando sea necesario, el instructor, a petición de los interesados, podrá decidir la apertura de un período extraordinario de prueba
            [8]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 10.
           
          Informes.
          –1. El órgano competente para la instrucción del procedimiento podrá solicitar cuantos informes estime necesarios para resolver.
        

        
				
        
          En todo caso, se solicitará informe al servicio cuyo funcionamiento haya ocasionado la presunta lesión indemnizable.
        

        
				
        
          
            2. Los informes serán emitidos en el plazo de diez días, salvo que el órgano instructor, atendiendo a las características del informe solicitado o del propio procedimiento, solicite su emisión en un plazo menor o mayor, sin que en este último caso pueda exceder de un mes
            [9]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 11.
           
          Audiencia.
          –1. Instruido el procedimiento, e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, se pondrá aquél de manifiesto al interesado, salvo en lo que afecte a las informaciones y datos a que se refiere el artículo 37.5 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          
            Al notificar a los interesados la iniciación del trámite se les facilitará una relación de los documentos obrantes en el procedimiento, a fin de que puedan obtener copia de los que estimen convenientes, y concediéndoles un plazo no inferior a diez días ni superior a quince para formular alegaciones y presentar los documentos y justificaciones que estimen pertinentes
            [10]
            .
          
        

        
				
        
          2. Durante el plazo del trámite de audiencia, lo haya hecho o no con anterioridad, el interesado podrá proponer al órgano instructor la terminación convencional del procedimiento fijando los términos definitivos del acuerdo indemnizatorio que estaría dispuesto a suscribir con la Administración Pública correspondiente.
        

        
				
        
          3. En los procedimientos iniciados de oficio, cuando el interesado no se persone en trámite alguno del procedimiento, y no lo hiciese en el de audiencia, el instructor propondrá que se dicte resolución declarando el archivo provisional de las actuaciones, sin entrar en el fondo del asunto. Tal archivo se convertirá en definitivo cuando haya transcurrido el plazo de prescripción de la reclamación, salvo
          que el interesado se persone en el procedimiento dentro de dicho plazo.
        

        
				
        
          Art. 12.
           
          Dictamen.
          
            –1. Concluido el trámite de audiencia, en el plazo de diez días, el órgano instructor propondrá que se recabe, cuando sea preceptivo a tenor de lo establecido en la Ley Orgánica del Consejo de Estado
            [11]
            , el dictamen de este órgano consultivo o, en su caso, del órgano consultivo de la Comunidad Autónoma. A este efecto, remitirá al órgano competente para recabarlo todo lo actuado en el procedimiento, así como una propuesta de resolución que se ajustará a lo dispuesto en el artículo 13 de este Reglamento o, en su caso, la propuesta de acuerdo por el que se podría terminar convencionalmente el procedimiento.
          
        

        
				
        
          
            2. Se solicitará que el dictamen se pronuncie sobre la existencia o no de relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño causado y la cuantía y modo de la indemnización, considerando los criterios previstos en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
            [12]
            .
          
        

        
				
        
          El dictamen se emitirá en un plazo máximo de dos meses.
        

        
				
        
          Art. 13.
           
          Terminación.
          –1. En el plazo de veinte días desde la recepción, en su caso, del dictamen o, cuando éste
          no sea preceptivo, desde la conclusión del trámite de audiencia, el órgano competente resolverá o someterá la propuesta de acuerdo para su formalización por el interesado y por el órgano administrativo competente para suscribirlo. Cuando no se estimase procedente formalizar la propuesta de termi
          nación convencional, el órgano competente resolverá en los términos previstos en el apartado siguiente.
        

        
				
        
          2. La resolución se pronunciará, necesariamente, sobre la existencia o no de la relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño causado y la cuantía de la indemnización, explicitando los criterios utilizados para su cálculo. La resolución se ajustará, en todo caso, a lo previsto en el artículo 89 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          3. Transcurridos seis meses desde que se inició el procedimiento, o el plazo que resulte de añadirles un período extraordinario de prueba, de conformidad con el artículo 9 de este Reglamento, sin que haya recaído resolución expresa o, en su caso, se haya formalizado el acuerdo, podrá entenderse que la resolución es contraria a la indemnización del particular.
        

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        Procedimiento abreviado

        
				
        
          Art. 14.
           
          Iniciación del procedimiento abreviado.
          1. Cuando a la vista de las actuaciones, documentos e informaciones del procedimiento general, el órgano instructor entienda que son inequívocas la relación de causalidad entre la lesión y el funcionamiento del servicio público, la valoración del daño y el cálculo de la cuantía de la indemnización, podrá acordar de oficio la suspensión del procedimiento general y la iniciación de un procedimiento abreviado que se tramitará de acuerdo con lo previsto en este capítulo.
        

        
				
        
          2. Sólo podrá iniciarse procedimiento abreviado antes del trámite de audiencia
          [13]
          .
        

        
				
        
          Art. 15.
           
          Audiencia.
          –1. Al notificarse a los interesados el acuerdo de iniciación del procedimiento abreviado se les facilitará una relación de los documentos obrantes en el
          procedimiento, a fin de que puedan obtener copia de los que estimen convenientes, y se les concederá un plazo máximo de cinco días para formular alegaciones y presentar los documentos y justificaciones que estimen pertinentes.
        

        
				
        
          2. Durante el indicado plazo, tanto el órgano instructor como el lesionado podrá acordar proponer la terminación convencional del procedimiento fijando los términos de una propuesta de acuerdo indemnizatorio.
        

        
				
        
          Art. 16.
           
          Dictamen.
          –Concluido el trámite de audiencia, en el plazo de cinco días el órgano instructor propondrá, cuando proceda, que se solicite dictamen preceptivo en los términos previstos en el artículo 12 de este Reglamento. El dictamen deberá ser emitido en el plazo de diez días.
        

        
				
        
          Art. 17.
           
          Terminación.
          –1. Recibido, en su caso, el dictamen o transcurrido el plazo para su emisión, el órgano competente resolverá el procedimiento o someterá la propuesta de acuerdo para su formalización por el interesado y por el órgano administrativo competente para suscribirlo. Si el dictamen a que se refiere el artículo anterior discrepa de la propuesta de resolución o de la propuesta de terminación convencional, el órgano competente para resolver acordará el levantamiento de la suspensión del procedimiento general y la remisión de todo lo actuado al órgano competente para su instrucción, notificándolo al interesado.
        

        
				
        
          2. Transcurridos treinta días desde la iniciación del procedimiento sin que haya recaído resolución, se haya formalizado acuerdo o se haya levantado la suspensión del procedimiento general podrá entenderse que la resolución es contraria a la indemnización del particular.
        

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          De la responsabilidad concurrente de las Administraciones Públicas
        

        
				
        
          Art. 18.
           
          Concurrencia de responsabilidad.
          
            –1. Cuando de la gestión dimanante de fórmulas colegiadas de actuación entre varias Administraciones Públicas se derive responsabilidad, la Administración competente para la iniciación, instrucción y decisión del procedimiento será la fijada en los Estatutos o Reglas de la organización colegiada. En su defecto, la competencia vendrá atribuida a la Administración Pública con mayor participación en la financiación del servicio
            [14]
            .
          
        

        
				
        
          2. Los procedimientos para exigir la responsabilidad en estos supuestos de concurrencia serán los establecidos en los capítulos II y III del presente Reglamento, si bien en ellos preceptivamente deberá consultarse a las Administraciones Públicas implicadas en la fórmula colegiada para que, en el plazo que la Administración Pública competente a que se refiere el apartado anterior determine, aquéllas puedan exponer cuanto consideren procedente.
        

        
				
        
          3. La responsabilidad entre las Administraciones implicadas es solidaria.
        

        
				
        
          En el orden interno, la distribución de responsabilidad entre las distintas Administraciones Públicas se regirá por los criterios que establezcan las fórmulas colegiadas.
        

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          Responsabilidad patrimonial de autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas
        

        
				
        
          Art. 19.
           
          Responsabilidad por daños y perjuicios causados a los particulares.
          –Los particulares exigirán directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las autoridades y el personal a su servicio, de conformidad con lo previsto en el artículo 145 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          Satisfecha la indemnización, la Administración correspondiente podrá exigir de sus autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran incurrido por dolo, culpa o negligencia grave, previa la instrucción del procedimiento regulado en el artículo 21 de este Reglamento.
        

        
				
        
          Art. 20.
           
          Responsabilidad por daños y perjuicios causados a las Administraciones Públicas.–
          1. La Administración Pública correspondiente podrá exigir de oficio de sus autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran incurrido por los daños y perjuicios causados a la misma mediando dolo, culpa o negligencia grave, de conformidad con lo previsto en los artículos 145 y 146 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, siguiendo el procedimiento previsto en el artículo 21 de este Reglamento.
        

        
				
        
          2. Cuando los daños o perjuicios a que se refiere el anterior apartado fueran originados por acciones u omisiones de las autoridades o funcionarios al servicio de las Administraciones Públicas constitutivos de responsabilidad contable, será de aplicación lo previsto en los
          
            artículos 140 y siguientes del texto refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre
            [15]
          
          , o las normas sobre la materia que resulten de respectiva aplicación al resto de las Administraciones Públicas, así como las previsiones contenidas en la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, y Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento de dicho Tribunal.
        

        
				
        
          
            En el ámbito de la Administración General del Estado se aplicará, en su caso, el procedimiento regulado en el Real Decreto 700/1988, de 1 de julio
            [16]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 21.
           
          Procedimiento para la exigencia de responsabilidad patrimonial a las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas.–
          1. Para la exigencia de responsabilidad patrimonial a las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas, el órgano competente acordará la iniciación del procedimiento, notificando dicho acuerdo a los interesados, con indicación de los motivos del mismo, y concediéndoles un plazo de quince días para que aporten cuantos documentos, informaciones y pruebas estimen convenientes.
        

        
				
        
          2. En todo caso, se solicitará informe al servicio en cuyo funcionamiento se haya ocasionado la presunta lesión indemnizable.
        

        
				
        
          3. En el plazo de quince días se practicarán cuantas pruebas hayan sido admitidas y cualesquiera otras que el órgano competente estime oportunas.
        

        
				
        
          4. Instruido el procedimiento, e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, se pondrá aquél de manifiesto al interesado, concediéndole un plazo de diez días para que formule las alegaciones que estime convenientes.
        

        
				
        
          5. Concluido el trámite de audiencia, la propuesta de resolución será formulada en un plazo máximo de cinco días.
        

        
				
        
          6. El órgano competente resolverá en el plazo máximo de cinco días.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
          De conformidad con lo establecido en los artículos 2.2 y 139 a 144 y concordantes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, la responsabilidad patrimonial de las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, sean estatales o autonómicas, así como de las demás entidades, servicios y organismos del Sistema Nacional de Salud, por los daños y perjuicios causados por o con ocasión de la asistencia sanitaria, y las correspondientes reclamaciones, seguirán la tramitación administrativa y contencioso-administrativa prevista en dicha Ley y en el presente Reglamento.
        

        
				
        
          Segunda.
          En las reclamaciones en materia de responsabilidad patrimonial del Estado
          por el funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, será preceptivo el informe del Consejo General del Poder Judicial
          [17]
          .        

        
				
        El plazo para dictar resolución quedará suspendido durante dos meses desde la solicitud del informe a dicho Consejo.

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] Artículos 139 a 144.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ]
              Véase el artículo 141.4 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ]
              Artículos 11 a 21.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              4
              ]
              Véanse los artículos 68 a 71 y 142 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              5
              ]
              Véase el artículo 11.3 de este Reglamento.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              6
              ]
              Véase el artículo 73 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              7
              ]
              Artículos 78 a 86.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              8
              ]
              Véanse los artículos 80 y 81 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              9
              ]
              Véanse los artículos 82 y 83 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              10
              ]
              Véase el artículo 84 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              11
              ]
              El artículo 22 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril («BOE» núm. 100, de 25 de abril), del Consejo de Estado, en su nueva redacción dada por la Ley Orgánica 3/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre), dispone:
            

            
						
            
              «Art. 22. La Comisión Permanente del Consejo de Estado deberá ser consultada en los siguientes asuntos:
            

            
						
            
              [...............................................................................................]
            

            
						
            
              13. Reclamaciones que, en concepto de indemnización de daños y perjuicios, se formulen a la Administración del Estado a partir de 6.000 euros o de la cuantía superior que establezcan las leyes.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              Véase el artículo 141 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              13
              ]
              Véase el artículo 143 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              14
              ]
              Véase el artículo 140 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              15
              ]
              En la actualidad Ley 47/2003, de 26 de noviembre («BOE» núm. 284, de 27 de noviembre), General Presupuestaria. Véanse los artículos 176 a 182.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              16
              ]
              Real Decreto sobre expedientes administrativos de responsabilidad contable derivados de las infracciones previstas en el título VII de la Ley General Presupuestaria de 1977, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» número 162, de 7 de julio de 1988.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              17
              ]
              Artículos 292 a 297 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
			

      
			
      
        
				
        
          § 8
          REAL DECRETO 1398/1993, DE 4 DE AGOSTO (ADMINISTRACIONES PÚBLICAS), POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO DEL PROCEDIMIENTO PARA EL EJERCICIO DE LA POTESTAD SANCIONADORA
        

        
				
        («BOE» núm. 189, de 9 de agosto de 1993)

        
				
        PREÁMBULO

        
				
        
          La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJ-PAC) en su título IX regula la potestad sancionadora. Concretamente en el capítulo I establece los principios que informan el ejercicio de dicha potestad y en el capítulo II los principios del procedimiento sancionador.
        

        
				
        
          Esta regulación responde a la consideración de que el procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora se integra en el concepto de procedimiento administrativo común previsto en la Constitución para garantía del tratamiento común a los ciudadanos, plasmándose en los principios recogidos en la Ley que deben ser respetados por las concretas regulaciones de los procedimientos específicos.
        

        
				
        
          La disposición adicional tercera de la LRJ-PAC prevé que reglamentariamente, en el plazo que la propia disposición adicional tercera establece, se lleve a efecto la adecuación a la misma de las normas reguladoras de los distintos procedimientos administrativos, cualquiera que sea su rango, con específica mención de los efectos estimatorios o desestimatorios que la falta de resolución expresa produzca.
        

        
				
        
          En el ámbito de los procedimientos para el ejercicio de la potestad sancionadora, la adecuación adquiere características especiales, que son consecuencia de la singularidad de su objeto. En efecto, pese al intento de la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958 de reducir el número de los llamados procedimientos especiales, se establecieron numerosos procedimientos formalizados, respecto de los que la LPA tenía carácter supletorio.
        

        
				
        
          De otra parte, la LRJ-PAC no contiene una regulación por trámites del procedimiento sancionador, sino sólo los principios que deben informar los procedimientos concretos que deben establecerse legal o reglamentariamente, según el artículo 134. En consecuencia, la adecuación de los procedimientos para el ejercicio de la potestad sancionadora desarrolla secuencialmente los principios del capítulo II del título IX de la LRJ-PAC, introduciendo también, como es natural, los principios generales de la potestad sancionadora por su conexión esencial, como tales principios, con el mismo procedimiento sancionador. Tiene además una intención racionalizadora, mediante la configuración de un procedimiento general y la reducción del número de procedimientos sancionadores, sin perjuicio de la existencia de los procedimientos específicos necesarios para los ámbitos sectoriales correspondientes.
        

        
				
        
          La conveniencia de que exista un procedimiento general no atenúa la plena aplicabilidad del principio de legalidad, en cuanto a la atribución de tal potestad a la Administración Pública correspondiente y a la tipificación de infracciones y sanciones, estableciéndose el procedimiento en las propias leyes sancionadoras o en su desarrollo reglamentario.
        

        
				
        
          Ello resulta relevante para la Administración General del Estado y para las Administraciones de las Comunidades Autónomas, pero es particularmente trascendental en relación con las Entidades que integran la Administración Local. Los tres niveles administrativos tienen competencia para establecer sus propios procedimientos para el ejercicio de la potestad sancionadora, sin perjuicio de la supletoriedad de este Reglamento prevista en el artículo 149.3 de la Constitución respecto de las Comunidades Autónomas; por lo que respecta a las Entidades Locales, el Reglamento se aplicará directa o supletoriamente según resulte de las normas estatales, autonómicas o locales dictadas al amparo de las reglas de distribución de competencias expresadas en el bloque de la constitucionalidad. En el ámbito local, las ordenanzas –con una larga tradición histórica en materia sancionadora– son el instrumento adecuado para atender a esta finalidad y para proceder en el marco de sus competencias a una tipificación de infracciones y sanciones; en este sentido, pese a la autorizada línea doctrinal que sostiene que las ordenanzas locales, en tanto que normas dictadas por órganos representativos de la voluntad popular, son el equivalente en el ámbito local de las Leyes estatales y autonómicas y tienen fuerza de Ley en dicho ámbito, el Reglamento ha considerado necesario mantener el referente básico del principio de legalidad, de modo que las prescripciones sancionadoras de las ordenanzas completen y adapten las previsiones contenidas en las correspondientes Leyes.
        

        
				
        
          De otra parte, las exigencias planteadas por la entrada en vigor de la LRJ-PAC aconsejan que, en el marco del proceso de adecuación, y desde una perspectiva de riguroso respeto a la distribución constitucional de competencias y a la autonomía local, exista una norma reglamentaria que permita el ejercicio de la potestad sancionadora en aquellos casos en que no exista –al finalizar el período transitorio previsto en la LRJ-PAC– regulación procedimental alguna.
        

        
				
        
          El principio de seguridad jurídica exige que en todo momento exista un procedimiento que permita la salvaguardia del interés general mediante la sanción de aquellas conductas que están legalmente tipificadas como infracciones administrativas.
        

        
				
        
          El procedimiento establecido en el Reglamento pretende simplificar los trámites que lo integran sin que ello implique merma alguna de los derechos reconocidos al presunto responsable. Así, la reducción de los documentos acusatorios a uno, es un paso en esa dirección. Tanto más necesario cuando se persigue un desarrollo ágil del procedimiento ajustado a los plazos que se establezcan. Esta misma línea argumental inspira la posibilidad de que el infractor reconozca voluntariamente su responsabilidad y, cuando las sanciones sean pecuniarias, de que su pago voluntario ponga fin al procedimiento o se establezcan reducciones en su cuantía cuando así esté previsto en las correspondientes disposiciones.
        

        
				
        
          La innovadora recepción que efectúa la LRJ-PAC del principio del orden penal de la separación entre órgano instructor y órgano que resuelve ha de entenderse, como es evidente y ha sido declarado por la jurisprudencia constitucional (Sentencia de 8 de junio de 1981), de forma adecuada a la naturaleza administrativa. En el orden penal, el principio atiende a la configuración, en muchas ocasiones unipersonal, de los órganos judiciales y pretende, por tanto, que no sea la misma persona o personas las que acusen y resuelvan. En sede administrativa la traslación de tal principio requiere, para que constituya una verdadera garantía, que el concepto de órgano no sea asimilable al de órgano administrativo meramente organizativo y jerárquico que recogen algunas normas, sino que la capacidad de autoorganización que el artículo 11 de la LRJ-PAC reconoce a las Administraciones Públicas debe traducirse en el ámbito sancionador en una flexibilización al servicio de la objetividad. En consecuencia, el concepto de órgano que ejerce –iniciando, instruyendo o resolviendo– la potestad sancionadora resulta de la atribución de tales competencias a las unidades administrativas que, en el marco del procedimiento de ejercicio de la potestad sancionadora y a sus efectos, se constituyen en órganos, garantizándose que no concurran en el mismo las funciones de instrucción y resolución.
        

        
				
        
          También se incorpora la exigencia de que el infractor reponga las situaciones por él alteradas a su estado originario, e indemnice los daños y perjuicios causados, respetando su derecho de audiencia.
        

        
				
        
          En su virtud, a propuesta del Ministro para las Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 4 de agosto de 1993, dispongo:
        

        
				
        
          Artículo único.
          
            Se aprueba, en aplicación de la disposición final, de la disposición adicional tercera y en desarrollo del título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
            [1]
            , el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora, que se inserta a continuación.
          
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN ADICIONAL
        

        
				
        
          Única.
          1. Queda excluido del Reglamento que se aprueba por el presente Real Decreto el procedimiento disciplinario regulado en el Reglamento Penitenciario, aprobado por el
          
            Real Decreto 1201/1981, de 8 de mayo
            [2]
          
          .
        

        
				
        
          2. Quedan en vigor las ordenanzas locales que establezcan tipificaciones de infracciones y sanciones o procedimientos para el ejercicio de la potestad sancionadora, en lo que no se opongan o contradigan a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y se ajusten a lo previsto en el artículo 2.2 del Reglamento que se aprueba por el presente Real Decreto.
        

        
				
        
          
            3. El Reglamento que se aprueba mediante el presente Real Decreto será de aplicación en su totalidad a los procedimientos sancionadores en materia de pesca marítima
            [3]
          
          .
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN TRANSITORIA
        

        
				
        
          Única.
          1. Los procedimientos sancionadores incluidos en el ámbito de aplicación del Reglamento que se aprueba por el presente Real Decreto, iniciados con anterioridad a su entrada en vigor, se resolverán de acuerdo con la normativa anterior.
        

        
				
        
          2. El régimen de recursos de los procedimientos a que se refiere el punto anterior será el establecido en el artículo 21.2 del Reglamento que se aprueba por el presente Real Decreto y en el capítulo II del título VII de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          3. Los procedimientos a que se refiere el apartado 1 de esta disposición deberán resolverse en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor del Reglamento que se aprueba por el presente Real Decreto, entendiéndose caducados por el transcurso de treinta días desde el vencimiento de este plazo de seis meses sin haberse dictado resolución.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN FINAL
        

        
				
        
          Única.
          El presente Real Decreto y el Reglamento que aprueba entrarán en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          REGLAMENTO DEL PROCEDIMIENTO PARA EL EJERCICIO DE LA POTESTAD SANCIONADORA
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Disposiciones generales

        
				
        
          Artículo 1.
           
          Objeto y ámbito de aplicación.–
          1. La potestad sancionadora se ejercerá mediante el procedimiento establecido en este Reglamento, en defecto total o parcial de procedimientos específicos previstos en las correspondientes normas, en los supuestos siguientes:
        

        
				
        
          a)
           
          Por la Administración General del Estado, respecto de aquellas materias en que el Estado tiene competencia exclusiva.
        

        
				
        
          b)
           
          Por la Administración de las Comunidades Autónomas, respecto de aquellas materias en que el Estado tiene competencia normativa plena.
        

        
				
        
          c)
          Por las Entidades que integran la Administración Local, respecto de aquellas materias en que el Estado tiene competencia normativa plena.
        

        
				
        
          2. Asimismo, se aplicará este Reglamento a los procedimientos sancionadores establecidos por ordenanzas locales que tipifiquen infracciones y sanciones, respecto de aquellas materias en que el Estado tiene competencia normativa plena, en lo no previsto por tales ordenanzas.
        

        
				
        
          3. Quedan excluidos del presente Reglamento los procedimientos de ejercicio de la potestad sancionadora en materia tributaria y los procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones en el orden social. No obstante, este Reglamento tiene carácter supletorio de las regulaciones de tales procedimientos.
        

        
				
        
          
            Las disposiciones de este Reglamento no son de aplicación ni tienen carácter supletorio respecto del ejercicio por las Administraciones Públicas de su potestad disciplinaria respecto del personal a su servicio y de quienes estén vinculados a ellas por una relación contractual
            [4]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 2.
           
          Imposición de sanciones.–
          1. La aplicación de las graduaciones reglamentarias de los cuadros de infracciones y sanciones legalmente establecidas deberá atribuir a la infracción cometida una sanción concreta y adecuada, aun cuando las Leyes prevean como infracciones los incumplimientos totales o parciales de las obligaciones o prohibiciones establecidas en ella.
        

        
				
        
          2. Asimismo, las Entidades que integran la Administración Local, cuando tipifiquen como infracciones hechos y conductas mediante ordenanzas, y tipifiquen como infracción de ordenanzas el incumplimiento total o parcial de las obligaciones o prohibiciones establecidas en las mismas, al aplicarlas deberán respetar en todo caso las tipificaciones previstas en la Ley.
        

        
				
        
          Art. 3.
           
          Transparencia del procedimiento.–
          1. El procedimiento se desarrollará de acuerdo con el principio de
          
            acceso permanente. A estos efectos, en cualquier momento del procedimiento, los interesados tienen derecho a conocer su estado de tramitación y a acceder y obtener copias de los documentos contenidos en el mismo
            [5]
            .
          
        

        
				
        
          
            2. Asimismo, y con anterioridad al trámite de audiencia, los interesados podrán formular alegaciones y aportar los documentos que estimen convenientes
            [6]
            .
          
        

        
				
        
          3. El acceso a los documentos que obren en los expedientes sancionadores ya concluidos se regirá por lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          4. Con objeto de garantizar la transparencia en el procedimiento, la defensa del imputado y la de los intereses de otros posibles afectados, así como la eficacia de la propia Administración, cada procedimiento sancionador que se tramite se formalizará sistemáticamente, incorporando sucesiva y ordenadamente los documentos, testimonios, actuaciones, actos administrativos, notificaciones y demás diligencias que vayan apareciendo o se vayan realizando. El procedimiento así formalizado se custodiará bajo la responsabilidad del órgano competente en cada fase del procedimiento hasta el momento de la remisión de la propuesta de resolución al órgano correspondiente para resolver, quien se hará cargo del mismo y de su continuación hasta el archivo definitivo de las actuaciones.
        

        
				
        
          Art. 4.
           
          Régimen, aplicación y eficacia de las sanciones administrativas.–
          
            1. Sólo se podrán sancionar infracciones consumadas y respecto de conductas y hechos constitutivos de infracciones administrativas delimitadas por Ley anterior a su comisión y, en su caso, graduadas por las disposiciones reglamentarias de desarrollo
            [7]
            .
          
        

        
				
        
          
            Las disposiciones sancionadoras no se aplicarán con efecto retroactivo, salvo cuando favorezcan al presunto infractor
            [8]
            .
          
        

        
				
        
          
            2. El cumplimiento o ejecución de las medidas de carácter provisional o de las disposiciones cautelares que, en su caso, se adopten se compensarán, cuando sea posible, con la sanción impuesta
            [9]
            .
          
        

        
				
        
          
            3. En defecto de regulación específica establecida en la norma correspondiente, cuando lo justifique la debida adecuación entre la sanción que deba aplicarse con la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y las circunstancias concurrentes, el órgano competente para resolver podrá imponer la sanción en su grado mínimo
            [10]
            .
          
        

        
				
        
          4. En defecto de regulación específica establecida en la norma correspondiente, cuando de la comisión de una infracción derive necesariamente la comisión de otra u otras, se deberá imponer únicamente la sanción correspondiente a la infracción más grave cometida.
        

        
				
        
          5. Las sanciones sólo serán ejecutivas en la forma y circunstancias prescritas por las Leyes y este Reglamento.
        

        
				
        
          En los casos y forma previstos por las Leyes, la Administración podrá resolver motivadamente la remisión condicional que deje en suspenso la ejecución de la sanción.
        

        
				
        
          6. No se podrán iniciar nuevos procedimientos sancionadores por hechos o conductas tipificados como infracciones en cuya comisión el infractor persista de forma continuada, en tanto no haya recaído una primera resolución sancionadora de los mismos, con carácter ejecutivo.
        

        
				
        
          Asimismo, será sancionable, como infracción continuada, la realización de una pluralidad de acciones u omisiones que infrinjan el mismo o semejantes preceptos administrativos, en ejecución de un plan preconcebido o aprovechando idéntica ocasión.
        

        
				
        
          Art. 5.
           
          
            Concurrencia de sanciones
            [11]
          
          .–
          1. El órgano competente resolverá la no exigibilidad de responsabilidad administrativa en cualquier momento de la instrucción de los procedimientos sancionadores en que quede acreditado que ha recaído sanción penal o administrativa sobre los mismos hechos, siempre que concurra, además, identidad de sujeto y fundamento.
        

        
				
        
          2. El órgano competente podrá aplazar la resolución del procedimiento si se acreditase que se está siguiendo un procedimiento por los mismos hechos ante los Órganos Comunitarios Europeos. La suspensión se alzará cuando se hubiese dictado por aquéllos resolución firme.
        

        
				
        
          Si se hubiera impuesto sanción por los Órganos Comunitarios, el órgano competente para resolver deberá tenerla en cuenta a efectos de graduar la que, en su caso, deba imponer, pudiendo compensarla, sin perjuicio de declarar la comisión de la infracción.
        

        
				
        
          Art. 6.
           
          
            Prescripción y archivo de las actuaciones
            [12]
          
          .
          1. Cuando de las actuaciones previas se concluya que ha prescrito la infracción, el órgano competente acordará la no procedencia de iniciar el procedimiento sancionador. Igualmente, si iniciado el procedimiento se concluyera, en cualquier momento, que hubiera prescrito la infracción, el órgano competente resolverá la conclusión del procedimiento, con archivo de las actuaciones. En ambos casos, se notificará a los interesados el acuerdo o la resolución adoptados.
        

        
				
        
          Asimismo, cuando haya transcurrido el plazo para la prescripción de la sanción, el órgano competente lo notificará a los interesados.
        

        
				
        
          2. Transcurridos dos meses desde la fecha en que se inició el procedimiento sin haberse practicado la notificación de éste al imputado, se procederá al archivo de las actuaciones, notificándoselo al imputado, sin perjuicio de las responsabilidades en que se hubiera podido incurrir.
        

        
				
        
          Art. 7.
           
          Vinculaciones con el orden jurisdiccional penal.
          1. En cualquier momento del procedimiento sancionador en que los órganos competentes estimen que los hechos también pudieran ser constitutivos de ilícito penal, lo comunicarán al Ministerio Fiscal, solicitándole testimonio sobre las actuaciones practicadas respecto de la comunicación.
        

        
				
        
          En estos supuestos, así como cuando los órganos competentes tengan conocimiento de que se está desarrollando un proceso penal sobre los mismos hechos, solicitarán del órgano judicial comunicación sobre las actuaciones adoptadas.
        

        
				
        
          2. Recibida la comunicación, y si se estima que existe identidad de sujeto, hecho y fundamento entre la infracción administrativa y la infracción penal que pudiera corresponder, el órgano competente para la resolución del procedimiento acordará su suspensión hasta que recaiga resolución judicial.
        

        
				
        
          3. En todo caso, los hechos declarados probados por resolución judicial penal firme vinculan a los órganos administrativos respecto de los procedimientos sancionadores que substancien.
        

        
				
        
          Art. 8.
           
          Reconocimiento de responsabilidad o pago voluntario.
          –
          1. Iniciado un procedimiento sancionador, si el infractor reconoce su responsabilidad, se podrá resolver el procedimiento, con la imposición de la sanción que proceda.
        

        
				
        
          2. Cuando la sanción tenga carácter pecuniario, el pago voluntario por el imputado, en cualquier momento anterior a la resolución, podrá implicar igualmente la terminación del procedimiento, sin perjuicio de la posibilidad de interponer los recursos procedentes.
        

        
				
        
          En los términos o períodos expresamente establecidos por las correspondientes disposiciones legales, se podrán aplicar reducciones sobre el importe de la sanción propuesta, que deberán estar determinadas en la notificación de la iniciación del procedimiento.
        

        
				
        
          Art. 9.
           
          
            Comunicación de indicios de infracción.
            

          
          Cuando, en cualquier fase del procedimiento sancionador, los órganos competentes consideren que existen elementos de juicio indicativos de la existencia de otra infracción admi
          n
          istrativa para cuyo conocimiento no sean competentes, lo comunicarán al órgano que consideren competente.
        

        
				
        
          Art. 10.
           
          Órganos competentes.–
          1. A efectos de este Reglamento, son órganos administrativos competentes para la iniciación, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores las unidades administrativas a las que, de conformidad con los artículos 11 y 21 de la LRJ-PAC, cada Administración atribuya estas competencias, sin que puedan atribuirse al mismo órgano para las fases de instrucción y resolución del procedimiento.
        

        
				
        
          
            2. Los órganos competentes para la iniciación, instrucción y resolución son los expresamente previstos en las normas sancionadoras y, en su defecto, los que resulten de las normas que sobre atribución y ejercicio de competencias están establecidas en el capítulo primero del título II de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
            [13]
            . Cuando de la aplicación de las reglas anteriores no quede especificado el órgano competente para iniciar el procedimiento, se entenderá que tal competencia corresponde al órgano que la tenga para resolver.
          
        

        
				
        
          En el ámbito de la Administración Local son órganos competentes para la resolución los Alcaldes u otros órganos, cuando así esté previsto en las correspondientes normas de atribución de competencias.
        

        
				
        
          3. En defecto de previsiones de desconcentración en las normas de atribución de competencias sancionadoras, y en el ámbito de la Administración General del Estado, mediante una disposición administrativa de carácter general se podrá desconcentrar la titularidad y el ejercicio de las competencias sancionadoras en órganos jerárquicamente dependientes de aquellos que las tengan atribuidas. La desconcentración deberá ser publicada en el «Boletín Oficial del Estado». Los órganos en que se hayan desconcentrado competencias no podrán desconcentrar éstas a su vez.
        

        
				
        
          Los Alcaldes y los Plenos de las Entidades Locales, mediante la correspondiente norma de carácter general, podrán desconcentrar en las Comisiones de Gobierno, los Concejales y los Alcaldes las competencias sancionadoras que tengan atribuidas. Esta desconcentración estará sometida a los mismos límites y requisitos establecidos en el párrafo anterior. La norma de desconcentración se publicará en el «Boletín Oficial» de la provincia y en el tablón de edictos del Ayuntamiento o medio de publicación equ
          ivalente.
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Actuaciones previas e iniciación del procedimiento

        
				
        
          Art. 11.
           
          Forma de iniciación.
          –1. Los procedimientos sancionadores se iniciarán siempre de oficio, por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición razonada de otros órganos o denuncia.
        

        
				
        A efectos del presente Reglamento, se entiende por:

        
				
        
          a)
          Propia iniciativa: La actuación derivada del conocimiento directo o indirecto de las conductas o hechos susceptibles de constituir infracción por el órgano que tiene atribuida la competencia de iniciación, bien ocasionalmente o por tener la condición de autoridad pública o atribuidas funciones de inspección, averiguación o investigación.
        

        
				
        
          b)
          Orden superior: La orden emitida por un órgano administrativo superior jerárquico de la unidad administrativa que constituye el órgano competente para la iniciación, y que expresará, en la medida de lo posible, la persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir infracción administrativa y su tipificación, así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado en que los hechos se produjeron.
        

        
				
        
          c)
          Petición razonada: La propuesta de iniciación del procedimiento formulada por cualquier órgano administrativo que no tiene competencia para iniciar el procedimiento y que ha tenido conocimiento de las conductas o hechos que pudieran constituir infracción, bien ocasionalmente o bien por tener atribuidas funciones de inspección, averiguación o investigación.
        

        
				
        
          Las peticiones deberán especificar, en la medida de lo posible, la persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir infracción administrativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado en que los hechos se produjeron.
        

        
				
        
          d)
          Denuncia: El acto por el que cualquier persona, en cumplimiento o no de una obligación legal, pone en conocimiento de un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho que pudiera constituir infracción administrativa.
        

        
				
        
          Las denuncias deberán expresar la identidad de la persona o personas que las presentan, el relato de los hechos que pudieran constituir infracción y la fecha de su comisión y, cuando sea posible, la identificación de los presuntos responsables.
        

        
				
        
          2. La formulación de una petición no vincula al órgano competente para iniciar el procedimiento sancionador, si bien deberá comunicar al órgano que la hubiera formulado los motivos por los que, en su caso, no procede la iniciación del procedimiento.
        

        
				
        
          Cuando se haya presentado una denuncia, se deberá comunicar al denunciante la iniciación o no del procedimiento cuando la denuncia vaya acompañada de una solicitud de iniciación.
        

        
				
        
          Art. 12.
           
          Actuaciones previas.–
          1. Con anterioridad a la iniciación del procedimiento, se podrán realizar actuaciones previas con objeto de determinar con carácter preliminar si concurren circunstancias que justifiquen tal iniciación. En especial, estas actuaciones se orientarán a determinar, con la mayor precisión posible, los hechos susceptibles de motivar la incoación del procedimiento, la identificación de la persona o personas que pudieran resultar responsables y las circunstancias relevantes que concurran en unos y otros.
        

        
				
        
          2. Las actuaciones previas serán realizadas por los órganos que tengan atribuidas funciones de investigación, averiguación e inspección en la materia y, en defecto de éstos, por la persona u órgano administrativo que se determine por el órgano competente para la iniciación o resolución del procedimiento.
        

        
				
        
          Art. 13.
           
          Iniciación.–
          1. La iniciación de los procedimientos sancionadores se formalizarán con el contenido mínimo siguiente:
        

        
				
        
          a)
          Identificación de la persona o personas presuntamente responsables.
        

        
				
        
          b)
          Los hechos sucintamente expuestos que motivan la incoación del procedimiento, su posible calificación y las sanciones que pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción.
        

        
				
        
          c)
          Instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento, con expresa indicación del régimen de recusación de los mismos.
        

        
				
        
          d)
          Órgano competente para la resolución del expediente y norma que le atribuya tal competencia, indicando la posibilidad de que el presunto responsable pueda reconocer voluntariamente su responsabilidad, con los efectos previstos en el artículo 8.
        

        
				
        
          e)
          
            Medidas de carácter provisional que se hayan acordado por el órgano competente para iniciar el procedimiento sancionador, sin perjuicio de las que se puedan adoptar durante el mismo de conformidad con el artículo 15
            [14]
            .
          
        

        
				
        
          f)
          Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el procedimiento y de los plazos para su ejercicio.
        

        
				
        
          2. El acuerdo de iniciación se comunicará al instructor, con traslado de cuantas actuaciones existan al respecto, y se notificará al denunciante, en su caso, y a los interesados, entendiendo en todo caso por tal al inculpado. En la notificación se advertirá a los interesados que, de no efectuar alegaciones sobre el contenido de la iniciación del procedimiento en el plazo previsto en el artículo 16.1, la iniciación podrá ser considerada propuesta de resolución cuando contenga un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad imputada, con los efectos previstos en los artículos 18 y 19 del Reglamento.
        

        
				
        
          Art. 14.
           
          Colaboración y responsabilidad de la tramitación
          .–1. En los términos previstos por el artículo 4 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, los órganos y dependencias administrativas pertenecientes a cualquiera de las Administraciones Públicas facilitarán al órgano instructor los antecedentes e informes necesarios, así como los medios personales y materiales necesarios para el desarrollo de sus actuaciones.
        

        
				
        
          2. Las personas designadas como órgano instructor o, en su caso, los titulares de las unidades administrativas que tengan atribuida tal función serán responsables directos de la tramitación del procedimiento y, en especial, del cumplimiento de los plazos establecidos.
        

        
				
        
          Art. 15.
           
          Medidas de carácter provisional.–
          1. De conformidad con lo previsto en los artículos 72 y 136 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, el órgano competente para resolver podrá adoptar en cualquier momento, mediante acuerdo motivado, las medidas de carácter provisional que resulten necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, el buen fin del procedimiento, evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción y las exigencias de los intereses generales.
        

        
				
        
          Cuando así venga exigido por razones de urgencia inaplazable, el órgano competente para iniciar el procedimiento o el órgano instructor podrán adoptar las medidas provisionales que resulten necesarias.
        

        
				
        
          2. Las medidas de carácter provisional podrán consistir en la suspensión temporal de actividades y la prestación de fianzas, así como en la retirada de productos o suspensión temporal de servicios por razones de sanidad, higiene o seguridad, y en las demás previstas en las correspondientes normas específicas.
        

        
				
        
          3. Las medidas provisionales deberán estar expresamente previstas y ajustarse a la intensidad, proporcionalidad
          y necesidades de los objetivos que se pretenda garantizar en cada supuesto concreto.
        

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        
          
            Instrucción
            [15]
          
        

        
				
        
          Art. 16.
           
          Actuaciones y alegaciones.–
          1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3, los interesados dispondrán de un plazo de quince días para aportar cuantas alegaciones, documentos o informaciones estimen convenientes y, en su caso, proponer prueba concretando los medios de que pretendan valerse. En la notificación de la iniciación del procedimiento se indicará a los interesados dicho plazo.
        

        
				
        
          2. Cursada la notificación a que se refiere el punto anterior, el Instructor del procedimiento realizará de oficio cuantas actuaciones resulten necesarias para el examen de los hechos, recabando los datos e informaciones que sean relevantes para determinar, en su caso, la existencia de responsabilidades susceptibles de sanción.
        

        
				
        
          3. Si como consecuencia de la instrucción del procedimiento resultase modificada la determinación inicial de los hechos, de su posible calificación, de las sanciones imponibles o de las responsabilidades susceptibles de sanción, se notificará todo ello al inculpado en la propuesta de resolución.
        

        
				
        
          Art. 17.
           
          Prueba.–
          1. Recibidas las alegaciones o transcurrido el plazo señalado en el artículo 16, el órgano instructor podrá acordar la apertura de un período de prueba, de conformidad con lo previsto en los artículos 80 y 137.4 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, por un plazo no superior a treinta días ni inferior a diez días.
        

        
				
        
          2. En el acuerdo, que se notificará a los interesados, se podrá rechazar de forma motivada la práctica de aquellas pruebas que, en su caso, hubiesen propuesto aquéllos, cuando sean improcedentes de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 137.4 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las
          Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          3. La práctica de las pruebas que el órgano instructor estime pertinentes, entendiéndose por tales aquellas distintas de los documentos que los interesados puedan aportar en cualquier momento de la tramitación del procedimiento, se realizará de conformidad con lo establecido en el artículo 81 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          4. Cuando la prueba consista en la emisión de un informe de un órgano administrativo o entidad pública, y sea admitida a trámite, se entenderá que tiene carácter preceptivo, y se podrá entender que tiene carácter determinante para la resolución del procedimiento, con los efectos previstos en el artículo 83.3 de la LRJ-PAC.
        

        
				
        
          
            5. Los hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad, y que se formalicen en documento público observando los requisitos legales pertinentes, tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar los propios administrados
            [16]
            .
          
        

        
				
        
          6. Cuando la valoración de las pruebas practicadas pueda constituir el fundamento básico de la decisión que se adopte en el procedimiento, por ser pieza imprescindible para la evaluación de los hechos, deberá incluirse en la propuesta de resolución.
        

        
				
        
          Art. 18.
           
          Propuesta de resolución.–
          Concluida, en su caso, la prueba, el órgano instructor del procedimiento formulará propuesta de resolución en la que se fijarán de forma motivada los hechos, especificándose los que se consideren probados y su exacta calificación jurídica, se determinará la infracción que, en su caso, aquéllos constituyan y la persona o personas que resulten responsables, especificándose la sanción que propone que se imponga y las medidas provisionales que se hubieran adoptado, en su caso, por el órgano competente para iniciar el procedimiento o por el instructor
          del mismo; o bien se propondrá la declaración de no existencia de infracción o responsabilidad.
        

        
				
        
          Art. 19.
           
          Audiencia.–
          1. La propuesta de resolución se notificará a los interesados, indicándoles la puesta de manifiesto del procedimiento. A la notificación se acompañará una relación de los documentos obrantes en el procedimiento a fin de que los interesados puedan obtener las copias de los que estimen convenientes, concediéndoseles un plazo de quince días para formular alegaciones y presentar los documentos e informaciones que estimen pertinentes ante el instructor del procedimiento.        

        
          2. Salvo en el supuesto contemplado por el artículo 13.2 de este Reglamento, se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas, en su caso, por el interesado de conformidad con lo previsto en el artículo 3 y en el punto 1 del artículo 16 del presente Reglamento.
        

        
				
        
          3. La propuesta de resolución se cursará inmediatamente al órgano competente para resolver el procedimiento, junto con todos los documentos, alegaciones e informaciones que obren en el mismo.
        

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        Resolución

        
				
        
          Art. 20.
           
          Resolución.–
          
            1. Antes de dictar resolución, el órgano competente
            [17]
            para resolver podrá decidir, mediante acuerdo motivado, la realización de las actuaciones complementarias indispensables para resolver el procedimiento.
          
        

        
				
        
          El acuerdo de realización de actuaciones complementarias se notificará a los interesados, concediéndoseles un plazo de siete días para formular las alegaciones que tengan por pertinentes. Las actuaciones complementarias deberán practicarse en un plazo no superior a quince días. El plazo para resolver el procedimiento quedará suspendido hasta la terminación de las actuaciones complementarias. No tendrán la consideración de actuaciones complementarias los informes que preceden inmediatamente a la resolución final del procedimiento.
        

        
				
        
          2. El órgano competente dictará resolución que será motivada y decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y aquellas otras derivadas del procedimiento.
        

        
				
        
          La resolución se formalizará por cualquier medio que acredite la voluntad del órgano competente para adoptarla.
        

        
				
        
          La resolución se adoptará en el plazo de diez días, desde la recepción de la propuesta de resolución y los documentos, alegaciones e informaciones obrantes en el procedimiento, salvo lo dispuesto en los puntos 1 y 3 de este artículo.
        

        
				
        
          
            3. En la resolución no se podrán aceptar hechos distintos de los determinados en la fase de instrucción del procedimiento, salvo los que resulten, en su caso, de la aplicación de lo previsto en el número 1 de este artículo, con independencia de su diferente valoración jurídica
            [18]
            . No obstante, cuando el órgano competente para resolver considere que la infracción reviste mayor gravedad que la determinada en la propuesta de resolución, se notificará al inculpado para que aporte cuantas alegaciones estime convenientes, concediéndosele un plazo de quince días.
          
        

        
				
        
          4. Las resoluciones de los procedimientos sancionadores, además de contener los elementos previstos en el artículo 89.3 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, incluirán la valoración de las pruebas practicadas, y especialmente de aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la decisión, fijarán los hechos y, en su caso, la persona o personas responsables, la infracción o infracciones cometidas y la sanción o sanciones que se imponen, o bien la declaración de no existencia de infracción o responsabilidad.
        

        
				
        
          5. Las resoluciones se notificarán a los interesados. Si el procedimiento se hubiese iniciado como consecuencia de orden superior o petición razonada, la resolución se comunicará al órgano administrativo autor de aquélla.
        

        
				
        
          6. Si no hubiese recaído resolución transcurridos seis meses desde la iniciación, teniendo en cuenta las posibles interrupciones de su cómputo por causas imputables a los interesados o por la suspensión del procedimiento a que se refieren los artículos 5 y 7, se iniciará el cómputo del plazo de caducidad establecido en el
          artículo 43.4
          
            de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
            [19]
            .
          
        

        
				
        
          Transcurrido el plazo de caducidad, el órgano competente emitirá, a solicitud del interesado, certificación en la que conste que ha caducado el procedimiento y se ha procedido al archivo de las actuaciones.
        

        
				
        
          Art. 21.
           
          Efectos de la resolución.–
          
            1. Las resoluciones que pongan fin a la vía administrativa serán inmediatamente ejecutivas
            [20]
            y contra las mismas no podrá interponerse recurso administrativo ordinario
            [21]
            .
          
        

        
				
        
          2. Las resoluciones que no pongan fin a la vía administrativa no serán ejecutivas en tanto no haya recaído resolución del
          recurso ordinario
          que, en su caso, se haya interpuesto o haya transcurrido el plazo para su interposición sin que ésta se haya producido.
        

        
				
        
          3. Cuando el infractor sancionado recurra o impugne la resolución adoptada, las resoluciones del
          recurso ordinario
          y de los procedimientos de revisión de oficio que, en su caso, se interponga o substancien no podrán suponer la imposición de sanciones más graves para el sancionado.
        

        
				
        
          4. En el supuesto señalado en el apartado anterior, las resoluciones podrán adoptar las disposiciones cautelares precisas para garantizar su eficacia en tanto no sean ejecutivas.
        

        
				
        Las mencionadas disposiciones podrán consistir en el mantenimiento de las medidas provisionales que, en su caso, se hubiesen adoptado de conformidad con el artículo 15 del presente Reglamento.

        
				
        
          En todo caso, las disposiciones cautelares estarán sujetas a las limitaciones que el artículo 72 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, establece para las medidas de carácter provisional.
        

        
				
        
          Art. 22.
           
          Resarcimiento e indemnización.–
          1. Si las conductas sancionadas hubieran causado daños o perjuicios a la Administración Pública, la resolución del procedimiento podrá declarar:
        

        
				
        
          a)
          La exigencia al infractor de la reposición a su estado originario de la situación alterada por la infracción.
        

        
				
        
          b)
          La indemnización por los daños y perjuicios causados, cuando su cuantía haya quedado determinada durante el procedimiento.
        

        
				
        
          2. Cuando no concurran las circunstancias previstas en la letra
          b)
          del apartado anterior, la indemnización por los daños y perjuicios causados se determinará mediante un procedimiento complementario, cuya resolución será inmediatamente ejecutiva. Este procedimiento será susceptible de terminación convencional, pero ni ésta ni la aceptación por el infractor de la resolución que pudiera recaer implicará el reconocimiento voluntario de su responsabilidad. La resolución del procedimiento pondrá fin a la vía administrativa.
        

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          Procedimiento simplificado
        

        
				
        
          Art. 23.
           
          Procedimiento simplificado.–
          Para el ejercicio de la potestad sancionadora en el supuesto de que el órgano competente para iniciar el procedimiento considere que existen elementos de juicio suficientes para calificar la infracción como leve, se tramitará el procedimiento simplificado que se regula en este capítulo.
        

        
				
        
          Art. 24.
           
          Tramitación.–
          1. La iniciación se producirá, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo II, por acuerdo del órgano competente en el que se especificará el carácter simplificado del procedimiento y que se comunicará al órgano instructor del procedimiento y, simultáneamente, será notificado a los interesados.
        

        
				
        
          2. En el plazo de diez días a partir de la comunicación y notificación del acuerdo de iniciación, el órgano instructor y los interesados efectuarán, respectivamente, las actuaciones preliminares, la aportación de cuantas alegaciones, documentos o informaciones estimen convenientes y, en su caso, la proposición y práctica de la prueba.
        

        
				
        
          3. Transcurrido dicho plazo, el órgano competente para la instrucción formulará propuesta de resolución de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 o, si aprecia que los hechos pueden ser constitutivos de infracción grave o muy grave, acordará que continúe tramitándose el procedimiento general según lo dispuesto en el artículo 17, notificándolo a los interesados para que, en el plazo de cinco días, propongan prueba si lo estiman conveniente.
        

        
				
        
          4. El procedimiento se remitirá al órgano competente para resolver, que en el plazo de tres días dictará resolución en la forma y con los efectos previstos en el capítulo IV. El procedimiento deberá resolverse en el plazo máximo de un mes desde que se inició.
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ]
              Artículos 127 a 138.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ]
              El actual Reglamento Penitenciario fue aprobado por el Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero («BOE» núm. 40, de 15 de febrero; corrección de errores en «BOE» núm. 112, de 8 de mayo), siendo derogados los artículos 272.1.
              d)
              y 274.2.
              g)
              por el Real Decreto 1203/1999, de 9 de julio («BOE» núm. 173, de 21 de julio), y 134 a 152 por el Real Decreto 782/2001, de 6 de julio («BOE» núm. 182, de 7 de julio), asimismo el artículo 272.1.
              e)
              fue modificado por el Real Decreto 515/2005, de 6 de mayo («BOE» núm. 109, de 7 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ]
              Apartado derogado por el Real Decreto 747/2008, de 9 de mayo («BOE» núm. 129, de 28 de mayo), por el que se establece el Reglamento del régimen sancionador en materia de pesca marítima en aguas exteriores.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              4
              ]
              Véanse el artículo 127.3 y nota al mismo de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              5
              ]
              Véase el artículo 35.
              a)
              de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              6
              ]
              Véase el artículo 35.
              e)
              de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              7
              ]
              Véanse el artículo 25.1 de la Constitución Española de 1978 y el artículo 129 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              8
              ]
              Véanse el artículo 9.3 de la Constitución Española de 1978 y el artículo 128 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              9
              ]
              Véanse los artículos 136 y 138 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              10
              ]
              Véase el artículo 131.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              11
              ]
              Véase el artículo 133 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              12
              ]
              Véase el artículo 132 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              13
              ]
              Artículos 12 a 21.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              14
              ]
              Véase el artículo 72 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              15
              ]
              Véanse los artículos 78 a 86 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              16
              ]
              Véase el artículo 137.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              17
              ] Véase el artículo 134.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              18
              ]
              Véase el artículo 138.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              19
              ]
              En la actualidad, conforme a las modificaciones introducidas por la Ley 4/1999, de 13 de enero, véase el artículo 44.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              20
              ]
              Véase el artículo 138.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              21
              ]
              Véase el artículo 108 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE LAS ENTIDADES LOCALES
        

        
				
        
          § 9
          REAL DECRETO 2568/1986, DE 28 DE NOVIEMBRE (ADMINISTRACIONES PÚBLICAS), POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN, FUNCIONAMIENTO Y RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS ENTIDADES LOCALES
        

        
				
        
          («BOE» núm. 305, de 22 de diciembre de 1986; corrección de errores en
          

          «BOE» núm. 12, de 14 de enero de 1987)
        

        
				
        [...................................................................]

        
				
        
          TÍTULO VI
        

        
				
        
          Procedimiento y régimen jurídico
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Procedimiento administrativo

        
				
        
          Sección 1.ª Normas generales
        

        
				
        
          Art. 146.
           
          
            De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5.c) de la Ley 7/1985, de 2 de abril
            [1]
          
          , el procedimiento administrativo de las Entidades Locales se rige:
        

        
				
        
          Primero.–Por lo dispuesto en la propia Ley 7/1985, de 2 de abril, y en la legislación estatal sobre procedimiento administrativo común.
        

        
				
        
          Segundo.–Por la legislación sobre procedimiento admi-nistrativo de las Entidades Locales que dicten las Comunidades Autónomas respectivas.
        

        
				
        
          Tercero.–En defecto de lo anterior, y de acuerdo con el artículo 149.3 de la Constitución Española, por la legislación estatal sobre procedimiento administrativo de las Entidades Locales, que no tenga carácter básico o común.
        

        
				
        
          Cuarto.–Por los Reglamentos sobre procedimiento admi-nistrativo que aprueben las Entidades Locales, en atención a la organización peculiar que hayan adoptado.
        

        
				
        
          Art. 147.
          1
          . La tramitación administrativa deberá desarrollarse por procedimientos de economía, eficacia y coordinación que estimulen el diligente funcionamiento de la organización de las Entidades Locales.
        

        
				
        
          2. Siempre que sea posible se mecanizarán o informatizarán los trabajos burocráticos y se evitará el entorpecimiento o demora en la tramitación de expedientes a pretexto de diligencias y proveídos de mera impulsión, reduciéndolos a los estrictamente indispensables.
        

        
				
        
          Art. 148.
          Las Entidades Locales deben velar por la custodia, ordenación, clasificación y catalogación de los documentos y expedientes y remitir anualmente al
          Instituto de Estudios de Administración Local
          
            relación especificada de documentos y Ordenanzas antiguas y modernas, para su conservación y utilización por dicho centro
            [2]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 149.
          Los Secretarios de los Ayuntamientos de municipios de población superior a ocho mil habitantes y los de Diputaciones Provinciales redactarán una memoria dentro del primer semestre de cada año, en la que darán cuenta circunstanciada de la gestión corporativa, incluyendo referencias al desarrollo de los servicios, estadísticas de trabajos, iniciativas, proyectos de trámite, estados de situación económicos y modificaciones introducidas en el inventario general del patrimonio, que serán remitidas al Ministerio para las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          Art. 150.
           
          Los trámites de instrucción y discusión no servirán de excusa a los Ayuntamientos, Diputaciones y Comisiones para demorar el cumplimiento de las obligaciones legales.
        

        
				
        
          Sección 2.ª Del Registro de documentos
        

        
				
        
          Art. 151.
           
          1. En todas las Entidades Locales habrá un Registro General para que conste con claridad la entrada de los documentos que se reciban y la salida de los que hayan sido despachados definitivamente.
        

        
				
        
          2. El Registro General permanecerá abierto al público todos los días hábiles durante las horas prevenidas en la legislación de procedimiento administrativo común.
        

        
				
        
          3. La existencia de un único Registro General se entenderá sin perjuicio de su organización desconcentrada, adaptándolo a las características de la organización de los servicios de la Entidad Local.
        

        
				
        
          Art. 152.
           
          El Registro General estará establecido de modo que garantice la constancia de la entrada y salida de todos los documentos que tengan como destinatario o expida la Entidad Local. Los libros o soporte documental del Registro no podrán salir bajo ningún pretexto de la Casa Consistorial. El acceso a su contenido se realizará mediante consulta de los mismos en el lugar en que se encuentren custodiados o mediante la expedición de certificaciones y testimonios.
        

        
				
        
          Art. 153.
          1. Los asientos del Registro contendrán referencia exacta de cada uno de los documentos que se remitan desde las oficinas locales o que en ellas se reciban y, al efecto de los de entrada, deberán constar los siguientes extremos:
        

        
				
        
          a)
          Número de orden correlativo.
        

        
				
        
          b)
          Fecha del documento, con expresión del día, mes y año.
        

        
				
        
          c)
           
          Fecha de ingreso del documento en las oficinas del Registro.
        

        
				
        
          d)
           
          Procedencia del documento, con indicación de la autoridad, Corporación o persona que lo suscribe.
        

        
				
        
          e)
          Extracto, reseña o breve referencia del asunto comprendido en el cuerpo del escrito registrado.
        

        
				
        
          f)
           
          Negociado, Sección o dependencia a que corresponde su conocimiento.
        

        
				
        
          g)
           
          Resolución del asunto, fecha y autoridad que la haya dictado, y
        

        
				
        
          h)
           
          Observaciones para cualquier anotación que en caso determinado pudiera convenir.
        

        
				
        
          2. Los asientos de salida se referirán a estos conceptos:
        

        
				
        
          a)
           
          Número de orden.
        

        
				
        
          b)
           
          Fecha del documento.
        

        
				
        
          c)
           
          Fecha de salida.
        

        
				
        
          d)
           
          Autoridad, Negociado, Sección o dependencia de donde procede.
        

        
				
        
          e)
           
          Autoridad, Corporación o particular a quien se dirige.
        

        
				
        
          f)
           
          Extracto de su contenido.
        

        
				
        
          g)
           
          Referencia, en su caso, al asiento de entrada, y
        

        
				
        
          h)
           
          Observaciones.
        

        
				
        
          3. Los asientos han de practicarse de forma clara y concisa, sin enmiendas ni raspaduras que, si existieren, serán salvadas.
        

        
				
        
          Art. 154.
          En el Registro de salida se anotarán todos los oficios, notificaciones, órdenes, comunicaciones, certificaciones, expedientes o resoluciones que emanen de las Corporaciones, Autoridades o funcionarios locales.
        

        
				
        
          Art. 155.
          Registrado un documento, se estampará en el mismo nota expresiva de la fecha en que se inscribe, entrada o salida, y número de orden que le haya correspondido.
        

        
				
        
          Art. 156.
          1. El funcionario encargado del Registro cuidará, bajo su personal responsabilidad, de que cuantos documentos se presenten lleven adheridos los reintegros que exija la ordenanza reguladora de la tasa local del mismo, si la hubiere, los cuales se inutilizarán estampando sobre ellos la fecha de entrada.
        

        
				
        2. Si el documento presentado a Registro no reuniera los datos exigidos por la legislación reguladora del procedimien-to administrativo común o faltara el reintegro debido, se requerirá a quien lo hubiera firmado para que, en el plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con apercibimiento de que, si así no lo hiciere, se archivará sin más trámite.

        
				
        
          Art. 157.
          La entrega y recepción, apertura y tramitación de los pliegos de proposiciones para optar a subastas o concursos y sus documentos complementarios, se sujetarán a lo dispuesto especialmente en el
          
            Reglamento de Contratación de las Entidades Locales
            [3]
          
          .
        

        
				
        
          Art. 158.
          Los escritos podrán presentarse acompañados del documento o documentos en que funden su derecho los interesados, ya sean originales, ya por testimonio o por copia del original que cotejará el encargado del Registro.
        

        
				
        
          Art. 159.
          1. Toda persona que presente un documento en el Registro podrá solicitar recibo gratuito donde conste
          
            día y hora de presentación, número de entrada y sucinta referencia del asunto
            [4]
            .
          
        

        
				
        
          2. El recibo hará prueba respecto a la fecha en que el documento ingresó en el Registro. En lugar de recibo podrá entregarse copia sellada del documento.
        

        
				
        
          Art. 160.
          El encargado del Registro, una vez efectuada la inscripción, hará la clasificación de los documentos ingresados y procederá a distribuirlos entre las distintas oficinas, donde se anotarán en el Registro parcial y unirán a sus antecedentes, si los hubiere, o se abrirá o iniciará expediente en su caso, dándole la pertinente tramitación.
        

        
				
        
          Art. 161.
           
          Para la salida de documentos, cada Sección o Negociado enviará los que hayan de expedirse al Registro, que los cursará devolviendo a la dependencia de origen las minutas correspondientes después de estampar en ellas el sello en que conste la fecha de salida y número del asiento.
        

        
				
        
          Art. 162.
          Con referencia a los asientos de los Libros del Registro podrán expedirse certificaciones autorizadas por el Secretario.
        

        
				
        
          Sección 3.ª De los expedientes
        

        
				
        
          Art. 163.
          
            La capacidad de obrar, la legitimación y la representación de los interesados ante las Entidades Locales se regulará por la legislación sobre procedimiento administrativo común
            [5]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 164.
          1. Constituye expediente el conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla.
        

        
				
        
          2. Los expedientes se formarán mediante la agregación sucesiva de cuantos documentos, pruebas, dictámenes, decretos, acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos, y sus hojas útiles serán rubricadas y foliadas por los funcionarios encargados de su tramitación.
        

        
				
        
          Art. 165.
          1. Los expedientes se iniciarán:
        

        
				
        
          a)
           
          De oficio, cuando se trate de necesidades del servicio público o de exigir responsabilidades a los miembros o funcionarios de las Corporaciones Locales.
        

        
				
        
          b)
           
          A instancia de parte, cuando se promueven para resolver pretensiones deducidas por los particulares.
        

        
				
        
          2. Será cabeza del expediente en los primeros el acuerdo y orden de proceder, y en los segundos la petición o solicitud decretada para su trámite.
        

        
				
        
          Art. 166.
           
          1. Iniciado un procedimiento, la autoridad competente para resolverlo podrá adoptar las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ellos.
        

        
				
        
          
            2. No se podrán dictar medidas provisionales que puedan causar perjuicios irreparables a los interesados, o que impliquen violación de derechos amparados por las Leyes
            [6]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 167.
           
          1. La tramitación de los expedientes se simplificará cuanto sea posible.
        

        
				
        
          2. En ningún caso podrán los funcionarios, Ponencias o Comisiones abstenerse de proponer, ni la Corporación de resolver a pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de preceptos legales aplicables al caso.
        

        
				
        
          Art. 168.
          La exposición al público, anuncios, información, audiencia a los interesados, intervención jerárquica superior y demás garantías del procedimiento, se sujetarán a las condiciones y plazos establecidos legalmente.
        

        
				
        
          Art. 169.
          
            Para el cómputo de todos los plazos se estará a lo dispuesto en la legislación del Estado reguladora del procedimiento administrativo común
            [7]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 170.
           
          Cuando se hayan de desglosar documentos de los expedientes, se hará constar el hecho y se dejará copia autorizada por el Jefe de la unidad administrativa correspondiente, en sustitución de aquéllos.
        

        
				
        
          Art. 171.
           
          
            1. Los expedientes o documentos originales sólo podrán salir de las oficinas por alguna de estas causas
            [8]
            :
          
        

        
				
        
          a)
           
          Que soliciten, mediante escrito, su desglose quienes lo hubieren presentado, una vez que hayan surtido los efectos consiguientes.
        

        
				
        
          b)
           
          Que hayan de enviarse a un Organismo público en cumplimiento de trámites reglamentarios o para que recaiga resolución definitiva, y
        

        
				
        
          c)
           
          Que sean reclamados por los Tribunales de Justicia.
        

        
				
        
          2. De todo documento original que se remita se dejará fotocopia o copia autorizada en el archivo.
        

        
				
        
          Art. 172.
          1
          . En los expedientes informará el Jefe de la dependencia a la que corresponda tramitarlos, exponiendo los antecedentes y disposiciones legales o reglamentarias en que funde su criterio.
        

        
				
        
          2. Los informes administrativos, jurídicos o técnicos y los dictámenes de las Juntas y Comisiones se redactarán con sujeción a las disposiciones especiales que les sean aplicables y se ceñirán a las cuestiones señaladas en el decreto o acuerdo que los haya motivado.
        

        
				
        
          Art. 173.
           
          1. Será necesario el informe previo del Secretario y, además, en su caso, del Interventor o de quienes legalmente les sustituyan para la adopción de los siguientes acuerdos:
        

        
				
        
          a)
           
          En aquellos supuestos en que así lo ordene el Presidente de la Corporación o cuando lo solicite un tercio de sus miembros con antelación suficiente a la celebración de la sesión en que hubieren de tratarse.
        

        
				
        
          b)
           
          
            Siempre que se trate de asuntos sobre materias para las que se exija una mayoría especial
            [9]
            .
          
        

        
				
        
          2. Los informes que se emitan deberán señalar la legislación en cada caso aplicable y la adecuación a la misma de los acuerdos en proyecto.
        

        
				
        
          Art. 174.
          1. Sin perjuicio de los informes preceptivos que deban emitir el responsable de la Secretaría y el responsable de la Intervención, el Presidente podrá solicitar otros informes o dictámenes cuando lo estime necesario.
        

        
				
        
          2. Cuando los citados informes o dictámenes sean emitidos por funcionarios de la Entidad, éstos no podrán formular minuta ni percibir retribución específica por tal motivo al margen de las previstas en el sistema retributivo aplicable a los funcionarios públicos.
        

        
				
        
          En los demás casos se estará a lo dispuesto en la legislación laboral o civil y en los contratos correspondientes.
        

        
				
        
          Art. 175.
           
          Los informes para resolver los expedientes se redactarán en forma de propuesta de resolución y contendrán los extremos siguientes:
        

        
				
        
          a)
           
          Enumeración clara y sucinta de los hechos.
        

        
				
        
          b)
           
          Disposiciones legales aplicables y alegación razonada de la doctrina, y
        

        
				
        
          c)
           
          Pronunciamientos que haya de contener la parte dispositiva.
        

        
				
        
          Art. 176.
           
          
            Iniciado un expediente, las Entidades Locales están obligadas a resolverlo expresamente. No obstante lo anterior, se aplicará la legislación sobre procedimiento administrativo común por lo que se refiere al silencio administrativo
            [10]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 177.
          1. Conclusos los expedientes, se entregarán en la Secretaría de la Corporación que, después de examinarlos, los someterá al Presidente.
        

        
				
        
          2. Para que puedan incluirse en el orden del día de una sesión, los expedientes habrán de estar en poder de la Secretaría tres días antes, por lo menos, del señalado para celebrarla.
        

        
				
        
          3. Se dejará copia certificada en el expediente de la resolución adoptada.
        

        
				
        
          Art. 178.
          
            La caducidad de los expedientes administrativos se regirá por la legislación sobre procedimiento administrativo común
            [11]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 179.
          Los expedientes tramitados pasarán periódicamente al archivo y tendrán índice alfabético duplicado en que se exprese el asunto, número de folios y cuantos detalles se estimen convenientes.
        

        
				
        
          Sección 4.ª De los interesados en los expedientes, de las recusaciones y abstenciones
        

        
				
        
          Art. 180.
           
          Los interesados en un expediente administrativo tendrán derecho a conocer, en cualquier momento, el estado de su tramitación, recabando la oportuna información de las oficinas correspondientes.
        

        
				
        
          Art. 181.
           
          1. Toda persona natural o jurídica que invoque un interés en el asunto que pueda resultar afectado por la cuestión que se esté sustanciando en un expediente, podrá comparecer en él mientras no haya recaído resolución definitiva para formular las alegaciones que estime convenientes a su defensa.
        

        
				
        
          2. Si la Administración tuviese conocimiento de que existen otros interesados en el expediente, los requerirá por escrito para que se personen dentro del plazo de diez días y aduzcan lo que crean oportuno.
        

        
				
        
          Art. 182.
           
          
            En cualquier momento podrán los interesados formular recusación contra el funcionario que tramite el expediente por alguna de las causas previstas en la legislación reguladora del procedimiento administrativo común
            [12]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 183.
          1. Los funcionarios en quienes se dé alguna de las causas señaladas en el artículo anterior deberán abstenerse de actuar, aun cuando no se les recuse, dando cuenta al Presidente de la Corporación, por escrito, para que provea a la sustitución reglamentaria.
        

        
				
        
          2. Cuando la recusación se dirija a cualquier miembro de la Corporación, decidirá el Presidente, y si se refiere a éste, el Pleno.
        

        
				
        
          Art. 184.
          La recusación se incoará por instancia alegando la causa. El recusado manifestará por escrito si la reconoce o no y una vez practicada la prueba que proceda, dentro de los quince días, el Presidente o el Pleno, en su caso, resolverá sin recurso alguno, sin perjuicio de alegar la recusación al interponer el recurso administrativo o contencioso-administrativo, según proceda, contra el acto que termine el procedimiento.
        

        
				
        
          Art. 185.
          La actuación de los miembros en que concurran los motivos de abstención a que se refiere el artículo 21 del presente Reglamento implicará, cuando haya sido determinante, la invalidez de los actos en que hayan intervenido.
        

        
				
        
          Sección 5.ª De los honores y distinciones
        

        
				
        
          Art. 186.
          La concesión a las Entidades Locales de tratamientos, honores o prerrogativas especiales, así como el otorgamiento a las mismas de títulos, escudos, banderas, blasones, lemas y dignidades, se efectuará por el órgano de gobierno competente de la Comunidad Autónoma, previa la instrucción de expediente.
        

        
				
        
          Art. 187.
           
          La adopción de escudos heráldicos municipales requerirá acuerdo del Ayuntamiento Pleno, con expresión de las razones que la justifiquen, dibujo-proyecto del nuevo blasón, informe de la Real Academia de la Historia y aprobación por el órgano de gobierno competente de la Comunidad Autónoma.
        

        
				
        
          Art. 188.
          Cada Corporación Local, sin perjuicio de poder usar en las comunicaciones oficiales el sello constituido por los emblemas del escudo nacional, usará el que privativamente corresponda a la Entidad Local respectiva, ya porque estuviera consagrado por la historia y el uso, ya en virtud de expresa rehabilitación o adopción a tenor de los artículos anteriores.
        

        
				
        
          Art. 189.
          Las Corporaciones Locales podrán acordar la creación de medallas, emblemas, condecoraciones u otros distintivos honoríficos, a fin de premiar especiales merecimientos, beneficios señalados o servicios extraordinarios.
        

        
				
        
          Art. 190.
           
          1. Asimismo, estarán facultados los Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales y Cabildos y Consejos Insulares para acordar nombramientos de hijos predilectos y adoptivos y de miembros honorarios de la Corporación, atendidos los méritos, cualidades y circunstancias singulares que en los galardonados concurran y que serán aplicados con el mayor rigor en expediente que se instruirá al efecto.
        

        
				
        
          2. Los nombramientos de miembros honorarios de las Corporaciones no otorgarán en ningún caso facultades para intervenir en el gobierno o administración de la Entidad Local, pero habilitarán para funciones representativas cuando éstas hayan de ejercerse fuera de la demarcación territorial respectiva. Para concederlos a extranjeros, se requerirá autorización expresa del Ministerio para las Administraciones Públicas, previo informe del de Asuntos Exteriores.
        

        
				
        
          Art. 191.
          Los requisitos y trámites necesarios para la concesión de los honores y distinciones a que se refieren los dos artículos precedentes, se determinarán en Reglamento especial.
        

        
				
        
          Sección 6.ª De las comunicaciones y notificaciones
        

        
				
        
          Art. 192.
          1
          . Las resoluciones de los Alcaldes y de los Presidentes de las Corporaciones Locales se extenderán a su nombre; cuando las resoluciones administrativas se dicten por delegación, se hará constar expresamente esta circunstancia y se considerarán dictadas por la autoridad que la haya conferido.
        

        
				
        
          2. Las comunicaciones que se dirijan a las autoridades serán firmadas por los Presidentes de las Corporaciones, y las demás que den traslado de acuerdos o resoluciones, por el responsable de la Secretaría.
        

        
				
        
          Art. 193.
           
          Toda comunicación u oficio habrá de llevar el sello de salida estampado por el Registro General y de ellos se unirá al expediente minuta rubricada.
        

        
				
        
          Art. 194.
          
            La notificación se practicará con arreglo a lo dispuesto en la legislación sobre procedimiento administrativo común
            [13]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 195.
          Las providencias de trámite y los actos o acuerdos que pongan término a un expediente serán notificados en los diez días siguientes al de su fecha.
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        De la publicidad y constancia de los actos y acuerdos

        
				
        
          Sección 1.ª De la publicidad de los actos y acuerdos
        

        
				
        
          Art. 196.
          1. Los acuerdos que adopten el Pleno y la
          
            Comisión de Gobierno
            [14]
          
          , cuando tengan carácter decisorio, se publicarán y notificarán en la forma prevista por la Ley. Iguales requisitos serán de aplicación a las resoluciones del Alcalde o Presidente de la Corporación y miembros de ella que ostenten delegación.
        

        
				
        
          
            2. Las Ordenanzas y Reglamentos, incluidas las normas de los planes urbanísticos, se publicarán en el «Boletín Oficial» de la provincia y no entrarán en vigor hasta que se haya publicado completamente su texto y haya transcurrido el plazo previsto en el artículo 65.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril
            [15]
            . Idéntica regla es de aplicación a los presupuestos, en los términos del artículo 112.3 de la misma Ley
            [16]
            .
          
        

        
				
        
          3. En el plazo de seis días posteriores a la adopción de los actos y acuerdos, se remitirán al
          Gobernador civil
          o Delegado del Gobierno, en su caso, y a la Administración autonómica, copia o, en su caso, extracto comprensivo de las resoluciones y acuerdos de los órganos de gobierno municipales. El Alcalde o Presidente de la Corporación y, de forma inmediata, el Secretario de la Corporación, serán responsables del cumplimiento de este deber.
        

        
				
        
          Art. 197.
           
          Los Ayuntamientos capitales de provincia o de más de 50.000 habitantes, así como las Diputaciones Provinciales, publicarán, al menos una vez al trimestre, un boletín de información municipal o provincial, donde se inserte un extracto de todos los acuerdos y resoluciones adoptados y, además, cuando sea obligatoria la divulgación conforme a la Ley 7/1985, de 2 de abril, y su normativa de desarrollo, o merezcan ser divulgados, por tratarse de adopción de medidas excepcionales, llamamientos al vecindario, referencias históricas y anales locales o provinciales.
        

        
				
        
          Sección 2.ª De la formalización de las actas y certificaciones
        

        
				
        
          Art. 198.
           
          El Libro de Actas, instrumento público solemne, ha de estar previamente foliado y encuadernado, legalizada cada hoja con la rúbrica del Alcalde o Presidente y el sello de la Corporación, y expresará en su primera página, mediante diligencia de apertura firmada por el Secre
          tario, el número de folios y la fecha en que se inicia la transcripción de los acuerdos.
        

        
				
        
          Art. 199.
          1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, cuando se utilicen medios mecánicos para la transcripción de las actas, los Libros, compuestos de hojas móviles, tendrán que confeccionarse de acuerdo con las siguientes reglas:
        

        
				
        
          1.
          a
          Habrá de utilizarse, en todo caso, el papel timbrado del Estado o el papel numerado de la Comunidad Autónoma.
        

        
				
        
          2.
          a
          El papel adquirido para cada Libro, que lo será con numeración correlativa, se hará constar en la diligencia de la apertura firmada por el responsable de la Secretaría, que expresará en la primera página las series, números y la fecha de apertura en que se inicia la transcripción de los acuerdos. Al mismo tiempo cada hoja será rubricada por el Alcalde o Presidente, sellada con el de la Corporación y numerada correlativamente a partir del número 1, independientemente del número del timbre estatal o comunitario.
        

        
				
        
          3.
          a
          Aprobada el acta, el Secretario la hará transcribir mecanográficamente, por impresora de ordenador o el medio mecánico que se emplee, sin enmiendas ni tachaduras o salvando al final las que involuntariamente se produjeren, a las hojas correlativas siguiendo rigurosamente su orden y haciendo constar, al final de cada acta por diligencia, el número, clase y numeración de todos y cada uno de los folios del papel numerado en que ha quedado extendida.
        

        
				
        
          4.
          a
          Como garantía y seguridad de todas y cada una de las hojas sueltas, hasta la encuadernación, se prohíbe alterar el orden numérico de los folios descritos en la diligencia de apertura, debiendo anularse por diligencia en los casos de error en el orden de transcripción o en su contenido.
        

        
				
        
          5.
          a
          Cuando todos los folios reservados a un Libro se encuentren ya escritos o anulados los últimos por diligencia al no caber íntegramente el acta de la sesión que corresponda pasar al Libro, se procederá a su encuadernación. En cada tomo se extenderá diligencia por el Secretario, con el visto bueno del Presidente, expresiva del número de actas que comprende, con indicación del acta que lo inicie y de la que lo finalice.
        

        
				
        
          2. La adopción del sistema de hojas móviles exigirá el acuerdo expreso del Pleno, a propuesta del Alcalde o Presidente.
        

        
				
        
          Art. 200.
          Los Libros de Resoluciones del Alcalde o Presidente de la Diputación, o de quienes actúen por su delegación, se confeccionarán con los mismos requisitos establecidos en los artículos anteriores.
        

        
				
        
          Art. 201.
          
            Las actas y resoluciones redactadas en versión bilingüe se transcribirán a los libros correspondientes mediante el sistema de doble columna, una para cada lengua, a fin de facilitar su cotejo y uso
            [17]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 202.
          Las actas de las sesiones resolutivas de la
           
          Comisión de Gobierno
           
          se transcribirán y conservarán con separación de los soportes documentales destinados a recoger las del Pleno, pero con idénticas garantías que las de éste.
        

        
				
        
          De igual modo se operará en relación con la formalización de las resoluciones del Alcalde o Presidente y otros órganos unipersonales que actúen por su delegación.
        

        
				
        
          Art. 203.
           
          El Secretario custodiará los Libros de Actas, bajo su responsabilidad, en la Casa Consistorial y no consentirá que salgan de la misma bajo ningún pretexto, ni aun a requerimiento de autoridades de cualquier orden. Estará obligado a expedir certificaciones o testimonios de los acuerdos que dicho Libro contenga cuando así lo reclamen de oficio las autoridades competentes.
        

        
				
        
          Art. 204.
          Las certificaciones de todos los actos, resoluciones y acuerdos de los órganos de gobierno de la Entidad, así como las copias y certificados de los libros y documentos que en las distintas dependencias existan, se expedirán siem
          pre por el Secretario, salvo precepto expreso que disponga otra cosa.
        

        
				
        
          Art. 205.
          Las certificaciones se expedirán por orden del Presidente de la Corporación y con su visto bueno, para significar que el Secretario o funcionario que las expide y autoriza está en el ejercicio del cargo y que su firma es auténtica. Irán rubricadas al margen por el Jefe de la Unidad al que corresponda, llevarán el sello de la Corporación y se reintegrarán, en su caso, con arreglo a la respectiva Ordenanza de exacción, si existiere.
        

        
				
        
          Art. 206.
          Podrán expedirse certificaciones de las resoluciones y acuerdos de los órganos de gobierno y administración de las Entidades Locales, antes de ser aprobadas las actas que los contengan, siempre que se haga la advertencia o salvedad en este sentido y a reserva de los términos que resulten de la aprobación del acta correspondiente.
        

        
				
        
          Art. 207.
           
          Todos los ciudadanos tienen derecho a obtener copias y certificaciones acreditativas de los acuerdos de los órganos de gobierno y administración de las Entidades Locales y de sus antecedentes, así como a consultar los archivos y registros en los términos que disponga la legislación de desarrollo del artículo 105.
          b)
          
            de la Constitución Española
            [18]
            . La denegación o limitación de este derecho, en todo cuanto afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos o la intimidad de las personas, deberá verificarse mediante resolución motivada.
          
        

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        Régimen jurídico

        
				
        
          Sección 1.ª De la ejecutividad de los actos y acuerdos locales
        

        
				
        
          Art. 208.
           
          1. Los actos de las Entidades Locales son inmediatamente ejecutivos, salvo en aquellos casos en que una disposición legal establezca lo contrario o cuando se suspenda su eficacia de acuerdo con la Ley 7/1985, de 2 de abril.
        

        
				
        
          2. La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación y publicación, o cuando una Ley exija su aprobación por otra Administración Pública.
        

        
				
        
          Sección 2.ª De las reclamaciones y recursos contra los actos y acuerdos de las Corporaciones Locales
        

        
				
        
          Art. 209.
           
          
            1. Contra los actos y acuerdos de las Entidades Locales que pongan fin a la vía administrativa, los interesados podrán, previo recurso de reposición
            [19]
            o reclamación previa en los casos en que proceda, ejercer las acciones pertinentes ante la jurisdicción competente.
          
        

        
				
        
          
            2. Junto a los sujetos legitimados en el régimen general del proceso contencioso-administrativo
            [20]
            , podrán impugnar los actos y acuerdos de las Entidades Locales que incurran en infracción del ordenamiento jurídico los miembros de las Corporaciones Locales que hubieran votado en contra de tales actos y acuerdos.
          
        

        
				
        
          Art. 210.
          Ponen fin a la vía administrativa las resoluciones de los siguientes órganos y autoridades:
        

        
				
        
          a)
           
          Las del Pleno, los Alcaldes, Presidentes y
          Comisiones de Gobierno,
          
            salvo los casos excepcionales en que una Ley sectorial requiera la aprobación ulterior de la Administración del Estado o de la Comunidad Autónoma, o cuando proceda recurso ante éstas en los supuestos del artículo 27.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril
            [21]
            .
          
        

        
				
        
          b)
           
          Las de las autoridades y órganos inferiores en los casos que resuelvan por delegación del Alcalde, del Presidente o de otro órgano cuyas resoluciones pongan fin a la vía administrativa.
        

        
				
        
          c)
           
          La de cualquier otra autoridad u órgano cuando así lo establezca una disposición legal.
        

        
				
        
          Art. 211.
          1. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y
          como requisito previo
          
            a la interposición del recurso contencioso-administrativo contra actos o acuerdos de las autoridades y Entidades Locales que pongan fin a la vía administrativa, deberá formularse recurso de reposición, que se presentará ante el órgano que hubiere dictado el acto o acuerdo, en el plazo de un mes a contar desde la notificación del acto o acuerdo
            [22]
            .
          
        

        
				
        
          2. No obstante, el recurso de reposición será potestativo en materia de presupuestos, imposición y ordenación de tributos, y en los demás casos en que tenga tal carácter según lo dispuesto en la mencionada Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
        

        
				
        
          3. El plazo para interponer recurso de reposición por los Concejales o miembros de las Corporaciones Locales que hubieran votado en contra del acuerdo se contará desde la fecha de la sesión en que se hubiera votado el acuerdo.
        

        
				
        
          Art. 212.
           
          
            No se podrán ejercitar acciones fundadas en el Derecho privado o laboral contra las autoridades y Entidades Locales sin previa reclamación ante las mismas. Dicha reclamación se tramitará y resolverá por las normas contenidas en la legislación del Estado reguladora del procedimiento administrativo común
            [23]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 213.
          Para reclamar en la vía gubernativa o en la judicial contra cualquier acuerdo o resolución, no será requisito indispensable la previa consignación de la cantidad exigida, sin perjuicio de los procedimientos de apremio y de los afianzamientos o garantías legales.
        

        
				
        
          Sección 3.ª De la impugnación jurisdiccional de los actos y acuerdos de las Entidades Locales por la Administración del Estado o por las Comunidades Autónomas
        

        
				
        
          Art. 214.
           
          
            1. La Administración del Estado y las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, están legitimadas para impugnar los actos y acuerdos de las Entidades Locales que incurran en infracción del ordenamiento jurídico, en los casos y en los términos previstos en el artículo 65 de la Ley 7/1985, de 2 de abril
            [24]
            .
          
        

        
				
        
          2. Las impugnaciones a que se refiere el párrafo anterior están exceptuadas del recurso previo de reposición.
        

        
				
        
          Art. 215.
           
          1. Cuando la Administración del Estado o la de las Comunidades Autónomas considere, en el ámbito de sus respectivas competencias, que un acto o acuerdo de alguna Entidad Local infringe el ordenamiento jurídico, podrá requerirla, invocando expresamente el artículo 65 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, para que anule dicho acto o acuerdo.
        

        
				
        
          2. El requerimiento deberá ser motivado y expresar la normativa que se estime vulnerada. Se formulará en el plazo de quince días hábiles a partir de la recepción de la comunicación del acto o acuerdo.
        

        
				
        
          Si se hubiera solicitado ampliación de la información, quedará interrumpido el cómputo del plazo, que se reanudará a partir de la recepción de la documentación interesada.
        

        
				
        
          3. La Entidad Local, en virtud del requerimiento, y en el plazo señalado para ello, podrá anular dicho acto o acuerdo, previa audiencia, en su caso, de los interesados.
        

        
				
        
          4. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá impugnar el acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-administrativa, en los dos meses siguientes al día en que venza el plazo señalado en el requerimiento dirigido a la Entidad Local, o al de la recepción de la comunicación de la misma rechazando el requerimiento.
        

        
				
        
          5. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá impugnar el acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-administrativa directamente, sin necesidad de formular requerimiento, en los dos meses siguientes al día de la recepción de la comunicación del acto o acuerdo.
        

        
				
        
          
            6. El requerimiento o la impugnación a que se refiere este artículo no suspenderán por sí solos la efectividad del acto o acuerdo, sin perjuicio de las reglas ordinarias que regulan la suspensión de la ejecución de aquéllos en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa
            [25]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 216.
           
          Los actos y acuerdos de las Entidades Locales que menoscaben competencias del Estado o de las Comunidades Autónomas, interfieran su ejercicio o excedan de la competencia de dichas Entidades, podrán ser impugnados directamente, sin necesidad de previo requerimiento, ante la jurisdicción contencioso-administrativa, por la Administración del Estado o de la correspondiente Comunidad Autónoma, en el plazo de quince días hábiles a partir de la recepción de la comunicación del acuerdo.
        

        
				
        
          
            En estos supuestos se estará a lo dispuesto, en cuanto a requisitos que deberá reunir la impugnación y a los efectos suspensivos de la misma, al artículo 66, párrafo segundo, de la Ley 7/1985, de 2 de abril
            [26]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 217.
           
          Si una Entidad Local adoptara actos o acuerdos que atenten gravemente al interés general de España, el Delegado del Gobierno, previo requirimiento al Presidente de la Corporación y en el caso de no ser atendido, podrá suspenderlos y adoptar las medidas pertinentes a la protección de dicho interés, debiendo impugnarlos en el plazo de diez días desde la suspensión, ante la jurisdicción contencioso-administrativa.
        

        
				
        
          Sección 4.ª De la revisión de los actos en vía administrativa
        

        
				
        
          Art. 218.
          
            1. Sin perjuicio de las previsiones específicas contenidas en los artículos 65, 67 y 110 de la Ley 7/1985, de 2 de abril
            [27]
            , los órganos de las Entidades Locales podrán revisar sus actos, resoluciones y acuerdos, en los términos y con el alcance que se establece en la legislación del Estado reguladora del procedimiento administrativo común
            [28]
            .
          
        

        
				
        
          2. La solicitud de dictamen del Consejo de Estado, en los casos que proceda legalmente, se cursará por conducto del Presidente de la Comunidad Autónoma y a través del Ministerio para las Administraciones Públicas.
        

        
				
        
          Sección 5.ª Del ejercicio de acciones
        

        
				
        
          Art. 219.
          1. Las Entidades Locales territoriales están legitimadas para impugnar las disposiciones y actos de las Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas que lesionen su autonomía, tal como ésta resulta garantizada por la Constitución y la Ley 7/1985, de 2 de abril.
        

        
				
        
          
            2. Asimismo, las Entidades Locales territoriales están legitimadas para promover, en los términos del artículo 119 de la Ley 7/1985, de 2 de abril
            [29]
            , la impugnación ante el Tribunal Constitucional de Leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas cuando se estime que son éstas las que lesionan la autonomía constitucionalmente garantizada.
          
        

        
				
        
          Art. 220.
           
          1. Las Entidades Locales tienen la obligación de ejercer las acciones necesarias para la defensa de sus bienes y derechos.
        

        
				
        
          2. Cualquier vecino que se hallare en pleno goce de sus derechos civiles y políticos podrá requerir su ejercicio a la Entidad interesada. Este requerimiento, del que se dará conocimiento a quienes pudiesen resultar afectados por las correspondientes acciones, suspenderá el plazo para el ejercicio de las mismas por un término de treinta días hábiles.
        

        
				
        
          3. Si en el plazo de esos treinta días, la Entidad no acordara el ejercicio de las acciones solicitadas, los vecinos podrán ejercitar dicha acción en nombre e interés de la Entidad Local, facilitándoles ésta los antecedentes, documentos y elementos de prueba necesarios y que al efecto soliciten.
        

        
				
        
          4. De prosperar la acción, el actor tendrá derecho a ser reembolsado por la Entidad de las costas procesales y a la indemnización de cuantos daños y perjuicios se le hubieran seguido.
        

        
				
        
          Art. 221.
          1.
          Los acuerdos para el ejercicio de acciones necesarias para la defensa de los bienes y derechos de las Entidades Locales deberán adoptarse previo dictamen del Secretario o, en su caso, de la Asesoría Jurídica, y, en defecto de ambos, de un Letrado.
        

        
				
        
          2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 54.4 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, y en el
          artículo 447.2
          
            de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial
            [30]
            , la representación y defensa en juicio de
          
          los Entes Locales corresponderán a los Letrados que sirvan en los Servicios Jurídicos de los mismos, salvo que designen Abogado colegiado que les represente y defienda.
        

        
				
        
          Sección 6.ª De los conflictos de atribuciones y competencias
        

        
				
        
          Art. 222.
          1.
          Los conflictos de atribuciones que surjan entre órganos y Entidades dependientes de una misma Entidad Local se resolverán:
        

        
				
        
          a)
           
          Por el Pleno, cuando se trate de conflictos que afecten a Órganos colegiados, miembros de éstos o Entidades Locales de ámbito territorial inferior al municipio.
        

        
				
        
          b)
           
          Por el Alcalde o Presidente de la Corporación en el resto de los supuestos.
        

        
				
        
          2. Los conflictos de competencias planteados entre diferentes Entidades Locales serán resueltos por la Administración de la Comunidad Autónoma o por la Administración del Estado, previa audiencia de las Comunidades Autónomas afectadas, según se trate de Entidades pertenecientes a la misma o a distinta Comunidad, y sin perjuicio de la ulterior posibilidad de impugnar la resolución dictada ante la jurisdicción contencioso-administrativa.
        

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        Responsabilidad de las Entidades Locales

        
				
        
          Art. 223.
           
          
            Las Entidades Locales responderán directamente de los daños y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación, en ejercicio de sus cargos, de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general sobre responsabilidad administrativa
            [31]
            .
          
        

        
				
        
          Art. 224.
           
          1. Cuando la Entidad local explote una industria o empresa como persona jurídica de Derecho privado, le serán aplicables las disposiciones del Código Civil sobre responsabilidad por daños y perjuicios.
        

        
				
        
          2. En tales casos asumirá respecto de los actos ejecutados por los empleados en dicha explotación la calidad de dueño y patrono de la empresa a efectos de la responsabilidad que pudiera contraer por hechos ilícitos de esos agentes constitutivos de dañar a las personas, a los bienes o a los derechos de terceros.
        

        
				
        
          3. Los perjudicados deberán interponer la reclamación a que se refiere el artículo 212 del presente Reglamento con carácter previo a la formulación de la correspondiente demanda judicial.
        

        
				
        
          4. Contra el acuerdo o resolución que recaiga procederá la acción correspondiente ante los Tribunales en juicio ordinario.
        

        
				
        
          Art. 225.
           
          1. Las Entidades Locales podrán instruir expediente, con audiencia del interesado, para declarar la responsabilidad civil de sus autoridades, miembros, funcionarios y dependientes que, por dolo, culpa o negligencia graves, hubieren causado daños y perjuicios a la Administración o a terceros, si éstos hubieran sido indemnizados por aquélla.
        

        
				
        
          2. El declarado responsable por la Administración podrá interponer el correspondiente recurso contencioso-administrativo.
        

        
				
        
          [...................................................................]
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] Reguladora de las Bases del Régimen Local («BOE» núm. 80, de 3 de abril; corrección de errores en «BOE» núm. 139, de 11 de junio).
            

            
						
            
              Téngase en cuenta que el artículo 5 de la citada Ley ha sido declarado inconstitucional en su totalidad, y, por conexión, todas las remisiones al mismo contenidas en la misma Ley, por Sentencia 214/1989, de 21 de diciembre, del Tribunal Constitucional (Suplemento al «BOE» núm. 10, de 11 de enero de 1990). Por Ley 11/1999, de 21 de abril («BOE» núm. 96, de 22 de abril), fue objeto de nueva redacción.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ]
              El Instituto de Estudios de Administración Local y el Instituto Nacional de Administración Pública se refundieron en un solo Organismo autónomo, adscrito al Ministerio para las Administraciones Públicas, bajo la denominación de Instituto Nacional de Administración Pública, por Real Decreto 1437/1987, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre; corrección de errores en «BOE» núm. 299, de 15 de diciembre). Su Estatuto se aprueba por Real Decreto 1661/2000, de 29 de septiembre («BOE» núm. 244, de 11 de octubre), modificado por Real Decreto 1000/2002, de 27 de septiembre («BOE» núm. 233, de 28 de septiembre; corrección de erratas en «BOE» núm. 249, de 17 de octubre) y por Real Decreto 1320/2004, de 28 de mayo («BOE» núm. 130, de 29 de mayo; corrección de errores en «BOE» núm. 10, de 12 de enero de 2005).
            

            
						
            
              Véanse los artículos 48 a 58 de la Ley 16/1985, de 25 de junio («BOE» núm. 155, de 29 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 296, de 11 de diciembre), del Patrimonio Histórico Español, que regulan el Patrimonio Documental y Bibliográfico.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ]
              El citado Reglamento fue expresamente derogado por la Ley 13/1995, de 18 de mayo. Véase la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              4
              ]
              Artículo 70.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              5
              ]
              Artículos 30 a 34 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              6
              ]
              Artículo 72 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              7
              ]
              Artículo 48 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              8
              ]
              Véanse los artículos 152 y 203 de este Reglamento.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              9
              ]
              Véase el artículo 3 del Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre («BOE» núm. 233, de 29 de septiembre), por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              10
              ]
              Artículos 42 a 44 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              11
              ] Artículo 92 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              12
              ]
              Artículos 28 y 29 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              13
              ]
              Artículos 58 y 59 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              14
              ]
              De acuerdo con la Ley 57/2003, de 16 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre), de medidas para la modernización del gobierno local, la Comisión de Gobierno pasa a denominarse Junta de Gobierno Local.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              15
              ]
              Transcrito en nota al artículo 214 de este Reglamento.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              16
              ]
              El citado artículo 112.3 dispone:
            

            
						
            
              «Corresponde al Alcalde o Presidente fijar, mediante Decreto, el día y hora en que deba celebrarse sesión ordinaria.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              17
              ]
              Véase el artículo 36.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
						
            
              Por Real Decreto 1111/1979, de 10 de mayo («BOE» núm. 115, de 14 de mayo), se regula el empleo de las distintas lenguas españolas en las actuaciones de las Corporaciones Locales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              18
              ]
              Transcrito en nota al artículo 35.
              h)
              de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              19
              ]
              Respecto al recurso potestativo de reposición véanse los artículos 116 y 117 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Púbicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              20
              ]
              Véanse los artículos 18 a 22 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              21
              ]
              El citado artículo 27.2 dispone:
            

            
						
            
              «En todo caso, la Administración delegante podrá, para dirigir y controlar el ejercicio de los servicios delegados, emanar instrucciones técnicas de carácter general y recabar, en cualquier momento, información sobre la gestión municipal, así como enviar comisionados y formular los requerimientos pertinentes para la subsanación de las deficiencias observadas. En caso de incumplimiento de las directrices, denegación de las informaciones solicitadas o inobservancias de los requerimientos formulados, la Administración delegante podrá revocar la delegación o ejecutar por sí misma la competencia delegada en sustitución del municipio. Los actos de éste podrán ser recurridos ante los órganos competentes de la Administración delegante.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              22
              ]
              Véanse los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              23
              ] Artículos 120 a 126 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
						
            
              Véase el artículo 224 de este Reglamento.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              24
              ]
              Dicho artículo, conforme a la redacción dada por la Ley 11/1999, de 21 de abril («BOE» núm. 96, de 22 de abril), establece:
            

            
						
            
              «Art. 65. 1. Cuando la Administración del Estado o de las Comunidades Autónomas considere, en el ámbito de las respectivas competencias, que un acto o acuerdo de alguna Entidad Local infringe el ordenamiento jurídico, podrá requerirla, invocando expresamente el presente artículo, para que anule dicho acto en el plazo máximo de un mes.
            

            
						
            
              2. El requerimiento deberá ser motivado y expresar la normativa que se estime vulnerada. Se formulará en el plazo de quince días hábiles, a partir de la recepción de la comunicación del acuerdo.
            

            
						
            
              3. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá impugnar el acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-administrativa dentro del plazo señalado para la interposición del recurso de tal naturaleza señalado en la Ley reguladora de dicha Jurisdicción, contado desde el día siguiente a aquel en que venza el requerimiento dirigido a la Entidad Local, o al de la recepción de la comunicación de la misma, rechazando el requerimiento, si se produce dentro del plazo señalado para ello.
            

            
						
            
              4. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá también impugnar directamente el acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-administrativa, sin necesidad de formular requerimiento, en el plazo señalado en la Ley reguladora de dicha Jurisdicción.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              25
              ]
              Véase el artículo 127 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              26
              ] Dicho artículo, en su párrafo segundo, dispone:
            

            
						
            «La impugnación deberá precisar la lesión o, en su caso, extralimitación competencial que la motiva y las normas legales vulneradas en que se funda. En el caso de que, además, contuviera petición expresa de suspensión del acto o acuerdo impugnado, razonada en la integridad y efectividad del interés general o comunitario afectado, el Tribunal, si la estima fundada, acordará dicha supresión en el primer trámite subsiguiente a la presentación de la impugnación. No obstante, a instancia de la Entidad Local y oyendo a la Administración demandante, podrá alzar en cualquier momento, en todo o en parte, la suspensión decretada, en caso de que de ella hubiera de derivarse perjuicio al interés local no justificado por las exigencias del interés general o comunitario hecho valer en la impugnación.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            El artículo 65 figura transcrito en nota al artículo 214 de este Reglamento. El artículo 67, redactado conforme a la Ley 11/1999, de 21 de abril, dispone:

            
						
            «1. Si una Entidad Local adoptara actos o acuerdos que atenten gravemente al interés general de España, el Delegado del Gobierno, previo requerimiento para su anulación al Presidente de la Corporación efectuado dentro de los diez días siguientes al de la recepción de aquéllos, podrá suspenderlos y adoptar las medidas pertinentes para la protección de dicho interés.

            
						
            
              2. El plazo concedido al Presidente de la Corporación en el requerimiento de anulación no podrá ser superior a cinco días. El del ejercicio de la facultad de suspensión será de diez días, contados a partir del siguiente al de la finalización del plazo del requerimiento o al de la respuesta del Presidente de la Corporación, si fuese anterior.
            

            
						
            
              3. Acordada la suspensión de un acto o acuerdo, el Delegado del Gobierno deberá impugnarlo en el plazo de diez días desde la suspensión ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa.»
            

            
						
            
              El artículo 110 dispone:
            

            
						
            
              «1. Corresponderá al Pleno de la Corporación la declaración de nulidad de pleno derecho y la revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria, en los casos y de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos 153 y 154 de la Ley General Tributaria.
            

            
						
            
              2. En los demás casos, las Entidades Locales no podrán anular sus propios actos declarativos de derechos, y su revisión requerirá la previa declaración de lesividad para el interés público y su impugnación en vía contencioso-administrativa, con arreglo a la Ley de dicha jurisdicción.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              28
              ] Artículos 102 a 106 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              29
              ] El citado artículo establece:
            

            
						
            «La Comisión podrá solicitar de los órganos constitucionalmente legitimados para ello la impugnación ante el Tribunal Constitucional de las Leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas que estime lesivas para la Autonomía local garantizada constitucionalmente.

            
						
            
              Esta misma solicitud podrá realizarla la representación de las Entidades Locales en la Comisión.»
            

            
						
            
              Se refiere a la Comisión Nacional de Administración Local, cuya composición, funciones y funcionamiento se regulan por Real Decreto 427/2005, de 15 de abril («BOE» núm. 104, de 2 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              30
              ]
              Actualmente artículo 551 conforme a la modificación introducida por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              31
              ]
              Véanse los artículos 139 a 144 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1) y el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial (§ 6).
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          
            PRESENTACIÓN DE ESCRITOS
            

            Y COMUNICACIONES
          
        

        
				
        
          § 10
          REAL DECRETO 772/1999, DE 7 DE MAYO (ADMINISTRACIONES PÚBLICAS), POR EL QUE SE REGULA LA PRESENTACIÓN DE SOLICITUDES, ESCRITOS Y COMUNICACIONES ANTE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO, LA EXPEDICIÓN DE COPIAS DE DOCUMENTOS Y DEVOLUCIÓN DE ORIGINALES Y EL RÉGIMEN DE LAS OFICINAS DE REGISTRO
        

        
				
        («BOE» núm. 122, de 22 de mayo de 1999)

        
				
        La aportación más trascendental y positiva de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJ-PAC) es –como con rara unanimidad se ha reconocido en todos los ámbitos– la consagración de una serie de derechos del ciudadano en sus relaciones con las Administraciones públicas, que se reflejan en el propio texto legal.

        
				
        
          Entre tales derechos destaca, por su importancia, el reconocido en el artículo 35.
          c)
          de la citada Ley en cuanto faculta a los ciudadanos «a obtener copia sellada de los documentos que presenten, aportándola junto con los originales, así como a la devolución de éstos, salvo cuando los originales deban obrar en el procedimiento». A ello debe añadirse la previsión que efectúa el artículo 70 acerca de la expedición por las Administraciones de recibos de las solicitudes, escritos y comunicaciones presentados por los ciudadanos y la posibilidad, consagrada por el artículo 46, de que los órganos que reglamentariamente tengan atribuida tal competencia en cada Administración pública, expidan copias auténticas de documentos públicos y privados, lo que constituye una de las novedades más reseñables de la Ley 30/1992. Todas estas previsiones, junto con la nueva regulación de los lugares de presentación de documentos en el artículo 38, configuran los pilares básicos del marco en el que ha de desarrollarse en buena medida la participación de los ciudadanos en la tramitación de los procedimientos y actuaciones de la Administración que les atañen.
        

        
				
        
          Precisamente este último precepto ha sido objeto de una importante modificación operada por la reciente Ley 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la Ley 30/1992, que introduce en el texto un nuevo apartado 5 en el que, por una parte se dispone expresamente que las copias de documentos que deban efectuarse para satisfacer los derechos reconocidos a los ciudadanos en el artículo 35.
          c)
          deberán expedirse no sólo por los registros de los órganos administrativos a los que se dirijan, sino también por los de cualquier órgano administrativo que pertenezca a la Administración General del Estado, a la de cualquier Administración de las Comunidades Autónomas o a la de alguna de las entidades que integran la Administración local si, en este último caso, se hubiese suscrito el oportuno convenio; y, por otro lado, se distinguen con claridad dos supuestos sustancialmente diferentes: la emisión de copias de documentos que deben remitirse al órgano destinatario junto con la solicitud, escrito o comunicación al que acompañan, devolviéndose el original al ciudadano y la de aquellas que, por el contrario, deben entregarse a éste, cuando el original deba obrar en el procedimiento.
        

        
				
        
          Es clara la importancia que reviste la puntualización y clarificación de los aspectos que acaban de reseñarse, a fin de conseguir una verdadera transformación de la posición del ciudadano en sus relaciones con la Administración pública. Pero, además, la necesidad de la norma que se promulga resulta indiscutible a la luz de las múltiples quejas y sugerencias presentadas al amparo del Real Decreto 208/1996, de 9 de febrero, por el que se regulan los servicios de información administrativa y de atención al ciudadano, y que no son sino reproducción de las que en los últimos años se dirigieron al Defensor del Pueblo viéndose reflejadas en los sucesivos Informes de dicha Institución a las Cortes Generales. Tales quejas y reclamaciones obedecen a las disfunciones que una deficiente comprensión de los mencionados preceptos legales –en cierta medida debida a su relativa oscuridad– ha provocado en el funcionamiento de las Administraciones. Por otra parte, dicha necesidad se ve acreditada por el hecho de que en los últimos tiempos viene proliferando la suscripción, al amparo del artículo 38.4.
          b)
          de la Ley 30/1992, de convenios con Entidades locales y con las Comunidades Autónomas que avanzan en la construcción del sistema global e intercomunicado de registros que pretende la citada Ley.
        

        
				
        
          Por ello, este Real Decreto desarrolla los artículos 35.
          c)
          , 38, 46 y 70.3 de la Ley 30/1992 y aborda, si bien exclusivamente en el ámbito propio de la Administración General del Estado, los restantes aspectos mencionados que instauran un sistema caracterizado por las siguientes notas:
        

        
				
        
          a)
          La ampliación de los lugares de presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones. La Ley 30/1992 habilita a los ciudadanos a presentarlos en todos los registros de cualesquiera órganos administrativos que pertenezcan a la Administración General del Estado o a alguna de las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con independencia de la Administración Pública y del órgano o entidad al que se dirigen. También los registros de las entidades que integran la Administración local pueden servir como lugares de presentación de comunicaciones dirigidas a otra Administración siempre que previamente hayan suscrito un Convenio al efecto.
        

        
				
        
          b
          ) Presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a la Administración. A estos efectos, el artícu-lo 70 de la LRJ-PAC reconoce a los ciudadanos el derecho a que se les expida un «recibo acreditativo de la fecha de presentación, admitiéndose como tal una copia en la que figure la fecha de presentación anotada». Se refiere exclusivamente a solicitudes, escritos y comunicaciones, y no a los documentos que acompañen a éstas. En el presente Real Decreto se contempla en el capítulo II.
        

        
				
        
          c)
          Aportación de documentos originales al expediente. El capítulo III recoge en primer lugar la innovación introducida en la primera parte del párrafo
          c)
          del artículo 35, al reconocer el derecho «a obtener copia sellada de los documentos que presenten, aportándola junto con los originales». El legislador soluciona una laguna de la anterior normativa: cuando el ciudadano –por razón de la regulación procedimental específica– debía aportar documentos originales junto con su solicitud no tenía constancia o acreditación alguna de que tales documentos habían sido entregados y estaban en poder de la Administración. Conforme a la Ley 30/1992, el ciudadano tiene derecho a quedarse con una copia sellada de tales documentos, que le permita acreditar la razón de la no tenencia del documento entregado y facilite el ejercicio de derechos como el de la no presentación de los documentos que ya hubiera aportado a la Administración actuante.
        

        
				
        
          d)
          Expedición de copias compulsadas de los documentos originales. La segunda parte del párrafo
          c)
          del artículo 35 reconoce el derecho a la devolución de los documentos originales salvo cuando deban obrar en el procedimiento. En el supuesto de que la norma procedimental no exija la aportación de documentos originales, se debe proceder al cotejo de original y copia y a la devolución del original al ciudadano; quedando la copia compulsada incorporada a la correspondiente solicitud, escrito o comunicación. Esta materia se aborda igualmente en el capítulo III.
        

        
				
        
          e)
          Copias auténticas de documentos públicos. Finalmente, el artículo 46 establece una figura totalmente novedosa: las copias auténticas, distintas de las anteriores por su función certificante, y su independencia con respecto a la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones. El capítulo III finaliza abordando parcialmente su regulación, exclusivamente por lo que se refiere a la emisión de copias auténticas de documentos públicos administrativos. Queda, por el contrario, fuera de los contenidos normativos de este Real Decreto el desarrollo de los aspectos referidos a la expedición de copias auténticas de documentos privados, por exceder esta cuestión de los objetivos propios de la norma.
        

        
				
        Se abordan, además, en el capítulo IV, las cuestiones referidas a la presentación de solicitudes redactadas en lenguas oficiales distintas del castellano y a la emisión de copias de documentos igualmente redactados en dichas lenguas, como complemento necesario de la regulación anterior.

        
				
        Finalmente, el Real Decreto establece, en su capítulo V y en sus disposiciones adicionales, el régimen básico de funcionamiento de los registros de la Administración General del Estado, declarando en primer lugar que tales unidades reúnen el carácter de órganos administrativos al amparo de lo dispuesto en la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, y estableciendo a continuación reglas relativas a la creación, modificación y extinción de las oficinas registrales; a la distinción entre registros generales y auxiliares; a las funciones de unos y otros en cuanto a la recepción de solicitudes, escritos y comunicaciones y a la expedición de recibos de presentación de dichos documentos y de las copias de los demás que se acompañen por los ciudadanos; al régimen de días y horarios de apertura; a la publicación anual de una relación de las oficinas de registro de la Administración General del Estado y de sus organismos públicos y al establecimiento de un sistema de codificación unificada de dichas oficinas que haga posible su interconexión informática, así como a las oficinas de registro que puedan existir en entidades de derecho público.

        
				
        En definitiva, el Real Decreto que se promulga tiene como objetivo mejorar y facilitar las relaciones de los ciudadanos con la Administración General del Estado, lo que es tanto como promover una mayor calidad y eficacia de la actividad administrativa.

        
				
        En su virtud, a propuesta del Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el dictamen del Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 7 de mayo de 1999, dispongo:

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        Disposiciones de carácter general

        
				
        
          Artículo 1.
          Objeto y ámbito de aplicación.–
          El presente Real Decreto, en desarrollo de los artículos 35.
          c),
          38, 46 y 70.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, regula, en el ámbito de la Administración General del Estado:
        

        
				
        
          a)
          La presentación por los ciudadanos de solicitudes, escritos y comunicaciones, así como de los documentos que las acompañen, dirigidas a las Administraciones públicas.
        

        
				
        
          Las declaraciones responsables y comunicaciones previas, reguladas en el artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se entienden incluidas en el ámbito de aplicación del presente real decreto
          [1]
          .
        

        
				
        
          b)
          El ejercicio por los ciudadanos de sus derechos a la obtención de un recibo de las solicitudes, escritos y comunicaciones que dirijan a las Administraciones públicas; a la expedición por la Administración General del Estado de copias selladas de los documentos originales que aporten y deban obrar en el procedimiento, así como a la devolución de los documentos originales, previa compulsa de sus copias, cuando aquéllos no deban obrar en el procedimiento.
        

        
				
        
          c)
          La expedición de copias auténticas de los documentos públicos administrativos.
        

        
				
        
          d)
          El régimen de las oficinas de registro.
        

        
				
        El presente Real Decreto no es de aplicación a la expedición de copias auténticas de documentos privados y de documentos públicos no administrativos, que se regirá por la correspondiente normativa que sea de aplicación.

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        Presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones

        
				
        
          Art. 2.
          Lugares de presentación.–
          1. Los ciudadanos tienen derecho a presentar las solicitudes, escritos y comunicaciones que dirijan a los órganos de cualquier Administración pública o de las entidades de derecho público vinculadas o dependientes de ellas, así como la documentación complementaria que acompañen a aquéllas, en cualquiera de los siguientes lugares del ámbito de la Administración General del Estado:
        

        
				
        
          a)
          En las oficinas de registro del órgano administrativo al que se dirijan.
        

        
				
        
          b)
          En las oficinas de registro de cualquier órgano administrativo perteneciente a la Administración General del Estado, o de los Organismos públicos vinculados o dependientes de aquélla.
        

        
				
        
          c)
          En las oficinas de correos, en la forma establecida reglamentariamente.
        

        
				
        
          d)
          En las representaciones diplomáticas y oficinas consulares de España en el extranjero.
        

        
				
        
          e)
          En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes.
        

        
				
        2. Asimismo, los ciudadanos pueden presentar solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a la Administración General del Estado y a sus Organismos públicos en los siguientes lugares:

        
				
        
          a)
          En los registros de las Administraciones de las Comunidades Autónomas.
        

        
				
        
          b)
          En los registros de las entidades que integran la Administración local; siempre que previamente se haya suscrito el correspondiente convenio.
        

        
				
        
          c)
          A través de la ventanilla única regulada en el artículo 18 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio en relación solamente con los servicios incluidos en el ámbito de aplicación de dicha norma
          [2]
          .
        

        
				
        
          Art. 3.
          Medios de presentación.–
          1. La presentación de solicitudes, escritos, comunicaciones y documentos en cualquiera de los lugares previstos en el apartado 1 del artículo anterior se podrá efectuar por los siguientes medios:
        

        
				
        
          a)
          En soporte papel.
        

        
				
        
          b)
          Por medios informáticos, electrónicos o telemáticos, de acuerdo con lo previsto en el
          
            Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, por el que se regula la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas en la Administración General del Estado
            [3]
          
          .
        

        
				
        
          2. En las oficinas de registro a las que se refiere el artículo 2.1.
          a)
          y
          b)
          se pondrá a disposición de aquellas personas que pretendan la presentación simultánea de un número superior a 10 solicitudes, escritos o comunicaciones un modelo para que relacionen aquéllas, numerándolas y especificando la identidad de los interesados, los órganos destinatarios, así como un extracto de los contenidos.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Efectos de la presentación.–
          1. La fecha de entrada de las solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a la Administración General del Estado y a sus Organismos públicos en los lugares previstos en el artículo 2 de este Real Decreto producirá efectos, en su caso, en cuanto al cumplimiento de los plazos de los ciudadanos.
        

        
				
        
          2. La fecha de entrada de las solicitudes, escritos y comunicaciones a las que se refiere el apartado anterior en las oficinas de registro del órgano competente para su tramitación producirá como efecto el inicio del cómputo de los plazos que haya de cumplir la Administración, y en particular del plazo máximo para notificar la resolución expresa
          [4]
          .
        

        
				
        A este respecto, en el ámbito de los Departamentos ministeriales se entiende por registro del órgano competente para la tramitación cualquiera de los pertenecientes al Departamento competente para iniciar aquélla, con la excepción de los correspondientes a sus Organismos públicos.

        
				
        No obstante, en los procedimientos iniciados a solicitud del interesado cuya tramitación y resolución corresponda a órganos integrados en el Órgano Central del Ministerio de Defensa, Estado Mayor de la Defensa y Cuarteles Generales de los Ejércitos, el plazo para resolver y notificar se contará desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en los registros de los citados órganos.

        
				
        
          Art. 5.
          Modelos y sistemas normalizados de solicitud.
          1. Cuando se estime conveniente para facilitar a los ciudadanos la aportación de los datos e informaciones requeridos o para simplificar la tramitación del correspondiente procedimiento, el órgano competente para su instrucción o resolución podrá establecer modelos normalizados de solicitud. En todo caso, deberán establecerse tales modelos cuando concurra la circunstancia señalada en el artículo 70.4 o en relación con las comunicaciones previas y declaraciones responsables a las que se refiere el artículo 71 bis, ambos artículos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          2. Los modelos a los que se refiere el apartado anterior podrán integrarse en sistemas normalizados de solicitud que permitan la transmisión por medios electrónicos de los datos e informaciones requeridos siempre que se garantice el cumplimiento de los requisitos contemplados en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, y en el Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, así como en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y las medidas de seguridad informática contempladas en el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre. Los sistemas normalizados de solicitud deberán establecerse por orden del titular del Ministerio correspondiente, previo informe favorable del Ministerio de la Presidencia
          [5]
          .
        

        
				
        
          Art. 6.
          Recibos de presentación.–
          1. La expedición de los recibos acreditativos de la fecha de presentación de cualquier solicitud, escrito o comunicación, a los que se refiere el artículo 70.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en los lugares señalados en el artículo 2.1 de este Real Decreto, se efectuará en el mismo momento de la presentación de la solicitud, escrito o comunicación.
        

        
				
        2. Cuando la solicitud, escrito o comunicación esté en soporte papel y la presentación se efectúe por el ciudadano o su representante acompañando una copia, el recibo consistirá en la mencionada copia en la que se hará constar el lugar de presentación, así como la fecha. En este supuesto, el órgano competente para expedir el recibo deberá verificar la exacta concordancia entre el contenido de la solicitud, escrito o comunicación original y el de su copia.

        
				
        Si el ciudadano o su representante no la aportase, el órgano competente podrá optar por realizar una copia de la solicitud, escrito o comunicación con iguales requisitos que los señalados en el párrafo anterior o por la expedición de un recibo en el que además conste el remitente, el órgano destinatario y un extracto del contenido de la solicitud, escrito o comunicación.

        
				
        
          3. Cuando en los supuestos previstos en el
          Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, por el que se regula la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas en la Administración General del Estado
          , el ciudadano efectúe la presentación a través de soportes, medios o aplicaciones informáticas, electrónicas o telemáticas, el recibo se expedirá de acuerdo con las características del soporte, medio o aplicación y deberá reunir los requisitos expresados en los apartados anteriores
          [6]
          .
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        Expedición de copias de documentos

        
				
        
          Art. 7.
          Aportación de documentos originales al procedimiento.–
          1. Cuando las normas reguladoras del correspondiente procedimiento o actuación administrativa requieran la aportación de documentos originales por los ciudadanos, éstos tendrán derecho a la expedición por las oficinas de registro de una copia sellada del documento original en el momento de su presentación. Las oficinas de registro no estarán obligadas a expedir copias selladas de documentos originales que no acompañen a las solicitudes, escritos o comunicaciones presentadas por el ciudadano.
        

        
				
        2. Para el ejercicio de este derecho el ciudadano aportará, junto con el documento original, una copia del mismo. La oficina de registro cotejará la copia y el documento original, comprobando la identidad de sus contenidos, unirá el documento original a la solicitud, escrito o comunicación al que se acompañe para su remisión al órgano destinatario y entregará la copia al ciudadano, una vez diligenciada con un sello en el que consten los siguientes datos:

        
				
        
          a)
          Fecha de entrega del documento original y lugar de presentación.
        

        
				
        
          b)
          Órgano destinatario del documento original y extracto del objeto del procedimiento o actuación para cuya tramitación se aporta.
        

        
				
        La oficina de registro llevará un registro expresivo de las copias selladas que expida, en el que anotará los datos señalados en el párrafo anterior.

        
				
        
          3. La copia sellada acreditará que el documento original se encuentra en poder de la Administración correspondiente, siendo válida a los efectos del ejercicio por el ciudadano del derecho reconocido en el artículo 35.
          f)
          de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como para solicitar, en su caso, la devolución del documento original una vez finalizado el procedimiento o actuación o de acuerdo con lo que disponga la normativa de aplicación.
        

        
				
        La copia sellada será entregada a la Administración correspondiente en el momento en que el documento original sea devuelto al interesado. Si se produjera la pérdida o destrucción accidental de la copia, su entrega se sustituirá por una declaración aportada por el ciudadano en la que exponga por escrito la circunstancia producida.

        
				
        
          Art. 8.
          Aportación de copias compulsadas al procedimiento.–
          1. Cuando las normas reguladoras de un procedimiento o actividad administrativa requieran la aportación de copias compulsadas o cotejadas de documentos originales, el ciudadano podrá ejercer su derecho a la inmediata devolución de estos últimos por las oficinas de registro en las que se presente la solicitud, escrito o comunicación a la que deba acompañar la copia compulsada, con independencia del órgano, entidad o Administración destinataria. Las oficinas de registro no estarán obligadas a compulsar copias de documentos originales cuando dichas copias no acompañen a solicitudes, escritos o comunicaciones presentadas por el ciudadano.
        

        
				
        2. Para el ejercicio de este derecho el ciudadano aportará, junto con el documento original, una copia del mismo. La oficina de registro realizará el cotejo de los documentos y copias, comprobando la identidad de sus contenidos, devolverá el documento original al ciudadano y unirá la copia, una vez diligenciada con un sello o acreditación de compulsa, a la solicitud, escrito o comunicación a la que se acompañe para su remisión al destinatario.

        
				
        El sello o acreditación de compulsa expresará la fecha en que se practicó así como la identificación del órgano y de la persona que expiden la copia compulsada.

        
				
        3. La copia compulsada tendrá la misma validez que el original en el procedimiento concreto de que se trate, sin que en ningún caso acredite la autenticidad del documento original.

        
				
        
          4. En el acceso a las actividades de servicios, en el caso de documentos emitidos por una autoridad competente, según la definición de ésta establecida por el artículo 3, apartado 12, de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, no se exigirá la presentación de documentos originales o copias compulsadas ni traducciones juradas, salvo en los casos previstos por la normativa comunitaria, o justificados por motivos de orden público y de seguridad pública. No obstante, la autoridad competente podrá recabar de otra autoridad competente la confirmación de la autenticidad del documento aportado
          [7]
          .
        

        
				
        
          Art. 9.
          Copias auténticas de documentos públicos administrativos.–
          1. Los ciudadanos podrán, en cualquier momento, solicitar la expedición de copias auténticas de los documentos públicos administrativos que hayan sido válidamente emitidos por los órganos de la Administración General del Estado y por los organismos públicos vinculados o dependientes de ella.
        

        
				
        
          Las copias auténticas de los documentos públicos administrativos tienen la misma validez y eficacia que éstos, produciendo idénticos efectos frente a las Administraciones públicas y los interesados
          [8]
          .
        

        
				
        2. La expedición se solicitará al órgano administrativo o al Organismo público que emitió el documento original. Dicho órgano expedirá la copia previa comprobación en sus archivos de la existencia del original o de los datos en él contenidos.

        
				
        
          En el supuesto de que, por el tiempo transcurrido, el documento original o los datos en él contenidos obrasen en un archivo general, histórico y organismo similar, la solicitud será cursada al correspondiente archivo para la expedición, en su caso, de la copia auténtica
          [9]
          .
        

        
				
        La copia auténtica podrá consistir en la transcripción íntegra del contenido del documento original o en una copia realizada por cualesquiera medios informáticos, electrónicos o telemáticos. En ambos casos figurará la acreditación de la autenticidad de la copia identificando el órgano, archivo y organismo que la expide y la persona responsable de tal expedición.

        
				
        
          3. La copia auténtica de aquellos documentos que contengan datos nominativos podrá ser solicitada por los titulares de tales datos o por terceros que acrediten un interés legítimo en su obtención. Cuando el documento contenga datos personales que pudieran afectar a la intimidad de los titulares la copia sólo podrá ser solicitada por éstas. Si los datos contenidos en el documento afectaran también a la intimidad de personas diferentes del solicitante, sólo se expedirá la copia previo consentimiento de los restantes afectados
          [10]
          .
        

        
				
        4. La solicitud podrá ser denegada por resolución motivada que pondrá fin a la vía administrativa cuando concurran razones de protección del interés público o de protección de intereses de terceros, cuando así lo disponga una norma legal o reglamentaria y, en todo caso, en los siguientes supuestos:

        
				
        
          a)
          Inexistencia o pérdida del documento original o de los datos en él contenidos.
        

        
				
        
          b)
          Copias de documentos emitidos en el curso de la investigación sobre delitos, cuando la expedición de la copia pudiera poner en peligro la protección de los derechos y libertades de terceros o las necesidades de las investigaciones que se estén realizando.
        

        
				
        
          c)
          Copias de documentos que contengan información sobre la Defensa Nacional o la Seguridad del Estado.
        

        
				
        
          d)
          Copias de documentos que contengan información sobre las actuaciones del Gobierno de la Nación en el ejercicio de sus competencias constitucionales no sujetas al Derecho administrativo.
        

        
				
        
          e)
          Copias de documentos que contengan información sobre materias protegidas por el secreto comercial o industrial, así como relativa a actuaciones administrativas derivadas de la política monetaria.
        

        
				
        
          f)
          Copias de documentos que contengan datos sanitarios personales, en aquellos casos en que las disposiciones específicas que los rigen impidan ejercer el derecho de acceso
          [11]
          .
        

        
				
        5. En el plazo máximo de un mes contado desde la recepción de la solicitud deberán expedirse las copias auténticas o notificarse la resolución que deniegue las mismas.

        
				
        6. La expedición de copias auténticas de documentos que obren en los Registros Civil, Mercantil, de la Propiedad, de Venta a Plazos de Bienes Muebles, de Hipoteca Mobiliaria y Prenda sin Desplazamiento, de Condiciones Generales de la Contratación, la Propiedad Intelectual, Central de Penados y Rebeldes, de la Oficina Española de Patentes y Marcas, así como en los archivos sometidos a la normativa sobre materias clasificadas, se regirá por las disposiciones específicas reguladoras de dichos Registros.

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        Comunicaciones y documentos en lenguas cooficiales

        
				
        
          Art. 10.
          Solicitudes, escritos, comunicaciones y documentos en lenguas cooficiales.–
          1. Las solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a órganos radicados en el ámbito territorial de una Comunidad Autónoma con lengua cooficial podrán estar redactados en dicha lengua o en castellano
          [12]
          ; debiendo en ambos casos ser admitida su presentación en cualquier oficina de registro de la Administración General del Estado y de sus Organismos públicos. Cuando la oficina de registro en que se presenten esté situada fuera del ámbito territorial de vigencia de la lengua cooficial, se expedirá en todo caso una copia de la solicitud, escrito o comunicación como recibo acreditativo de su presentación de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6 de este Real Decreto.
        

        
				
        2. Para la expedición de copias selladas o compulsadas de documentos redactados en lenguas cooficiales aportados o presentados junto con una solicitud, escrito o comunicación, las oficinas de registro situadas fuera del ámbito territorial de vigencia de la lengua cooficial realizarán siempre la copia con sus propios medios.

        
				
        CAPÍTULO V

        
				
        Oficinas de registro

        
				
        
          Art. 11.
          Consideración como órganos administrativos.–
          1. Las oficinas de registro de la Administración General del Estado son unidades administrativas que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5.2 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado
          [13]
          , tienen la consideración de órgano administrativo por tener atribuidas funciones con efectos jurídicos frente a terceros.
        

        
				
        2. Su creación, modificación o supresión se efectuará de acuerdo con las reglas establecidas en el artículo 67 de la Ley 6/1997, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.

        
				
        
          Las oficinas de registro de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno y de los servicios territoriales en ellas integrados se crean, modifican o suprimen por Orden del
          
            Ministro de Administraciones Públicas
            [14]
          
          .
        

        
				
        3. En las Órdenes de creación, modificación o supresión se expresará el carácter general o auxiliar de la correspondiente oficina de registro.

        
				
        4. La creación, modificación o supresión de oficinas de registro de los Organismos públicos se efectuarán de conformidad con lo que dispongan sus normas reguladoras.

        
				
        
          Art. 12.
          Oficinas de registro generales y auxiliares
          . 1. Tienen la consideración de oficina de registro general aquellas que ejercen funciones de recepción y remisión de solicitudes, escritos y comunicaciones para uno o varios órganos administrativos. Todo órgano administrativo tendrá asignada una única oficina de registro general, sin perjuicio de que ésta tenga tal carácter para varios órganos administrativos.
        

        
				
        2. Tienen la consideración de oficinas de registro auxiliares aquellas que, ejerciendo idénticas funciones y para los mismos órganos administrativos que la oficina de registro general, se encuentran situadas en dependencias diferentes de aquélla. De cada oficina de registro general podrán depender varias oficinas de registro auxiliares.

        
				
        3. Las oficinas de registro auxiliares remitirán copia de la totalidad de los asientos que practiquen a la correspondiente oficina de registro general, siendo esta última la que ejerce las funciones de constancia y certificación en los supuestos de litigios, discrepancias o dudas acerca de la recepción o remisión de solicitudes, escritos y comunicaciones.

        
				
        4. La instalación en soporte informático de las oficinas de registro garantizará la plena interconexión e integración de las de carácter general y las respectivas oficinas de carácter auxiliar; estableciendo una única numeración correlativa de los asientos en función del orden temporal de recepción o salida. En el caso de que la numeración de los registros auxiliares y del registro general no sea única, la generada por aquéllos llevará incorporado el código de la oficina de registro auxiliar. En todo caso los asientos incluirán la fecha, expresada con ocho dígitos para el día mes y año; y la hora, expresada con seis dígitos para la hora, minutos y segundos, además de los restantes datos especificados en el artículo 38.3 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

        
				
        
          Art. 13.
          Funciones de las oficinas de registro
          .–Las oficinas de registro, tanto de carácter general como de carácter auxiliar, desarrollan las siguientes funciones:
        

        
				
        
          a)
          La recepción de solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a cualquier órgano o entidad de cualquier Administración pública; de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2 y 3 de este Real Decreto.
        

        
				
        
          b)
          La expedición de recibos de la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6 de este Real Decreto.
        

        
				
        
          c)
          La anotación de asientos de entrada o salida de las solicitudes, escritos y comunicaciones; de acuerdo con lo dispuesto en los apartados 2 y 3 del artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          d)
          La remisión de solicitudes, escritos y comunicaciones a las personas, órganos o unidades destinatarias; de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          e)
          La expedición de copias selladas de los documentos originales que los ciudadanos deban aportar junto con una solicitud, escrito o comunicación; así como el registro de dicha expedición; todo ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 de este Real Decreto.
        

        
				
        
          f)
          La realización de cotejos y la expedición de copias compulsadas de documentos originales aportados por los interesados; según lo establecido en el artículo 8 de este Real Decreto.
        

        
				
        
          g)
          Cualesquiera otras que se les atribuyan legal o reglamentariamente.
        

        
				
        CAPÍTULO VI

        
				
        Registros telemáticos

        
				
        
          Arts. 14
          a
          18
          .............................................................
          [15]
        

        
				
        DISPOSICIONES ADICIONALES

        
				
        
          Primera.
           
          Días y horarios de apertura, relación y codificación de las oficinas de registro
          .–1. El régimen de días y horarios de apertura de las oficinas de registro de la Administración General del Estado y de sus Organismos públicos se establecerá por el
          
            Ministerio de Administraciones Públicas
            [16]
          
           
          mediante resolución de la
          Secretaría de Estado para la Administración Pública
          que regulará, previa audiencia de los Departamentos ministeriales afectados, las especialidades precisas en relación con los Organismos públicos de ellos dependientes. No obstante lo anterior, los Subsecretarios de los Departamentos ministeriales y los Presidentes o Directores de los Organismos públicos podrán establecer un régimen de atención horaria superior al previsto en la mencionada resolución
          [17]
          .
        

        
				
        
          2. El
          Ministerio de Administraciones Públicas
          mantendrá permanentemente actualizada y publicará anualmente, mediante Resolución de la
          Secretaría de Estado para la Administración Pública
          , la relación de las oficinas de registro de la Administración General del Estado y de sus Organismos públicos, en la que figurarán sus sistemas de acceso y comunicación y los horarios de funcionamiento
          [18]
          .
        

        
				
        
          Las oficinas de registro incluidas en la relación se identificarán mediante un código, asignado de conformidad con el sistema de codificación unificada que se establezca mediante Resolución de la
          Secretaría de Estado para la Administración Pública
          , al objeto de posibilitar la transmisión telemática de los asientos registrales y de sus documentos asociados entre dichas oficinas.
        

        
				
        
          En dicha relación se incluirán, debidamente diferenciados, los registros telemáticos a los que se refiere el capítulo VI de este real decreto
          [19]
          .
        

        
				
        
          3. Los Departamentos y Organismos comunicarán al
          Ministerio de Administraciones Públicas
          los datos correspondientes a sus oficinas de registro y las variaciones que se produzcan en las mismas.
        

        
				
        
          Segunda.
           
          Oficinas de registro en entidades de derecho público
          .–Las entidades públicas empresariales y el resto de entidades de derecho público que no tengan la consideración de Organismo autónomo dispondrán de oficinas de registro cuando, de acuerdo con su norma de creación, tengan atribuido el ejercicio de potestades administrativas que requieran la existencia de dichos órganos. En este supuesto, las oficinas de registro se regirán por lo dispuesto en el presente Real Decreto.
        

        
				
        
          Tercera.
           
          Procedimientos tributarios y procedimientos instados ante misiones diplomáticas y oficinas consulares
          . 1. De acuerdo con lo establecido en la disposición adicional quinta de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, los procedimientos tributarios y la aplicación de los tributos se regirán por su normativa específica y, supletoriamente, por la Ley 30/1992 y el presente Real Decreto.
        

        
				
        2. De conformidad con lo establecido en la disposición adicional undécima de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, los procedimientos instados ante las Misiones diplomáticas y las Oficinas Consulares por ciudadanos extranjeros no comunitarios se regirán por su normativa específica y supletoriamente por el presente Real Decreto.

        
				
        
          DISPOSICIÓN TRANSITORIA
        

        
				
        
          Única.
           
          Unidades con funciones de registro existente
          .–Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 11 y 12 del presente Real Decreto, las unidades que desarrollan funciones de registro a la entrada en vigor del mismo y no hubieran sido creadas de acuerdo con lo establecido en los artículos antes citados tendrán la consideración de oficinas de registro, rigiéndose por lo dispuesto en este Real Decreto. En el plazo de seis meses contados desde la entrada en vigor del presente Real Decreto, los Ministerios y Organismos adoptarán las disposiciones precisas para regularizar la situación de dichas unidades.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN DEROGATORIA
        

        
				
        
          Única.
           
          Derogación normativa.
          –Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se opongan a lo dispuesto en el presente Real Decreto.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN FINAL
        

        
				
        
          Única.
           
          Desarrollo y entrada en vigor.
          –1. Se autoriza al
          Ministro de Administraciones Públicas
          para dictar cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo del presente Real Decreto
          [20]
          . Los Subsecretarios de los distintos Departamentos podrán dictar, en el ámbito de sus respectivas competencias y con sujeción a lo establecido en este Real Decreto y en sus disposiciones de desarrollo, las instrucciones precisas para su aplicación.
        

        
				
        2. El presente Real Decreto entrará en vigor dos meses después de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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              ] Párrafo redactado de acuerdo con el Real Decreto 136/2010, de 12 de febrero («BOE» núm. 49, de 25 de febrero).
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              ] Letra añadida por el Real Decreto 136/2010, de 12 de febrero («BOE» núm. 49, de 25 de febrero).
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              ] Derogado por el Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre (§ 6).
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              4
              ] Véase el artículo 42.2 y 3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§1).
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              5
              ] Apartados 1 y 2 redactados de acuerdo con el Real Decreto 136/2010, de 12 de febrero («BOE» núm. 49, de 24 de febrero).
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              6
              ] Véase el artículo 45.5 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
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              7
              ] Apartado añadido por el Real Decreto 136/2010, de 12 de febrero («BOE» núm. 49, de 24 de febrero).
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              8
              ] Véase el artículo 46.1 y 2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              9
              ] Véase el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio («BOE» núm. 155, de 29 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 296, de 11 de diciembre), del Patrimonio Histórico Español.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              10
              ] Véanse los artículos 37.2 y 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              11
              ] Véase el artículo 37.4, 5 y 8 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              12
              ] Sobre el uso de las diferentes lenguas españolas en las relaciones de los ciudadanos con la Administración, véase el artículo 36 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1), y nota al mismo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              13
              ] Figura como parágrafo 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              14
              ] En la actualidad Ministro de la Presidencia según establece la disposición adicional única del Real Decreto 136/2010, de 12 de febrero («BOE» núm. 49, de 25 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              15
              ] Artículos 14 a 18 derogados por el Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre (§ 6).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              16
              ] La referencias al Ministerio de Administraciones Públicas y a la Secretaria de Estado para la Administración Pública contenidas en esta disposición adicional, se entenderán hechas al Ministerio de la Presidencia y a la Secretaria de Estado para la Función Pública según establece la disposición adicional única del Real Decreto 136/2010, de 12 de febrero («BOE» núm. 49, de 25 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              17
              ] La Resolución de 20 de diciembre de 2005 («BOE» núm. 309, de 27 de diciembre), de la Secretaría General para la Administración Pública, por la que se dictan instrucciones sobre jornada y horarios de trabajo del personal civil al servicio de la Administración General del Estado, en sus apartados quinto.1, sexto.1, 2 y 3, y noveno.3, establece:
            

            
						
            
              «Quinto.
              Jornadas y horarios especiales.
            

            
						
            1. En las oficinas de información y atención al ciudadano y Registros que se determinen en el calendario laboral correspondiente, el horario de apertura será ininterrumpido de nueve a diecisiete treinta horas, de lunes a viernes, y de nueve a catorce horas los sábados. El personal que preste servicios en dichas oficinas deberá cumplir el horario establecido en el apartado segundo.3 anterior, con las adaptaciones indispensables para la cobertura del servicio en la tarde de los viernes y en la mañana de los sábados.

            
						
            [...............................................................................................]

            
						
            
              Sexto.
              Jornada de verano.
            

            
						
            1. Durante el período comprendido entre el 16 de junio y el 15 de septiembre, ambos inclusive, se podrá establecer una jornada intensiva de trabajo, a razón de seis horas y media continuadas de trabajo, a desarrollar entre las ocho y las quince horas, de lunes a viernes.

            
						
            2. En las oficinas que adopten la modalidad de jornada continuada de mañana y tarde, la jornada intensiva de verano podrá desarrollarse entre las ocho y las quince horas, de lunes a viernes, abriéndose al público en ese mismo horario.

            
						
            3. En las oficinas de información y atención al ciudadano y Registros, reguladas en el apartado quinto.1, la jornada intensiva de verano deberá asegurar la apertura al público en horario de ocho a quince horas, de lunes a viernes, y de ocho a catorce horas, los sábados.

            
						
            [...............................................................................................]

            
						
            
              Noveno.
              Vacaciones, permisos y licencias.
            

            
						
            [...............................................................................................]

            
						
            3. Los días 24 y 31 de diciembre permanecerán cerradas las oficinas públicas, a excepción de los servicios de Información, Registro General y todos aquellos contemplados en el punto undécimo de las presentes instrucciones sobre jornada y horarios de trabajo del personal civil al servicio de la AGE.

            
						
            Los calendarios laborales incorporarán dos días adicionales de permiso por asuntos propios cuando los días 24 y 31 de diciembre coincidan en festivo, sábado o día no laborable.»
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              18
              ] Véase la Resolución de 4 de noviembre de 2003 («BOE» núm. 286, de 29 de noviembre), de la Secretaría de Estado para la Administración Pública, por la que se hace pública la relación de las oficinas de registro propias o concertadas con la Administración General del Estado y sus Organismos públicos y se establecen los días y horarios de apertura.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              19
              ] El último párrafo de este apartado 2 ha sido añadido por el Real Decreto 209/2003, de 21 de febrero («BOE» núm. 51, de 28 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              20
              ] La referencia al Ministro de Administraciones Públicas se entiende hecha al Ministro de la Presidencia según establece la disposición adicional única del Real Decreto 136/2010, de 12 de febrero («BOE» núm. 49, de 25 de febrero).
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 11
          REAL DECRETO 137/2010, DE 12 DE FEBRERO (PRESIDENCIA), POR EL QUE SE ESTABLECEN CRITERIOS PARA LA EMISIÓN DE LA COMUNICACIÓN A LOS INTERESADOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 42.4 DE LA LEY 30/1992, DE 26 DE NOVIEMBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN
        

        
				
        («BOE» núm. 49, de 25 de febrero de 2010)

        
				
        Desde la publicación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en adelante Ley 30/1992, de 26 de noviembre, numerosas normas de diferente rango se han ido aprobando al objeto de mejorar y facilitar las relaciones entre los ciudadanos y la Administración, reforzando los principios de transparencia, eficacia, eficiencia y servicio al ciudadano.

        
				
        Junto al gran hito que supuso en nuestro ordenamiento jurídico la aprobación de esta ley y de la normativa dictada a su amparo, deben destacarse igualmente otras normas de gran trascendencia, como la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, que reconoce el derecho de los ciudadanos a relacionarse con las Administraciones Públicas utilizando medios electrónicos para el ejercicio de sus derechos, o la transposición al ordenamiento jurídico español de la Directiva de 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, a través de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio y de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

        
				
        Asimismo se ha tenido en cuenta el Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos de 7 de mayo de 2009, sobre la adecuación de la normativa reglamentaria a la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicio y su ejercicio, y a la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

        
				
        El presente real decreto deroga expresamente la Orden de 14 de abril de 1999, por la que se establecen criterios para la emisión de la comunicación a los interesados prevista en el artículo 42.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, al contenerse en el mismo el indicado desarrollo legal e incorporar, adecuándolos a las normas legales referidas, los preceptos contenidos en la referida orden.

        
				
        Dentro del objetivo general de mejora de las relaciones entre el ciudadano y la Administración, el presente real decreto garantiza en el ámbito de la Administración General del Estado y dentro de la materia regulada por el real decreto, la actuación uniforme de todos los órganos en su relación con los ciudadanos y ayuda a evitar cargas administrativas innecesarias.

        
				
        En su virtud, a propuesta de la Ministra de la Presidencia, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 12 de febrero de 2010, dispongo:

        
				
        
          Artículo 1.
          Emisión de la comunicación.–
          1. En la Administración General del Estado, la comunicación al interesado prevista en el artículo 42, apartado 4, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se emitirá por la unidad que determine, de entre las que tenga adscritas, el órgano administrativo competente para la instrucción del procedimiento de que se trate.
        

        
				
        2. En los organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, la emisión de comunicación se ajustará, en su caso, al criterio establecido en el apartado anterior.

        
				
        3. La emisión de la comunicación no será necesaria en los siguientes casos:

        
				
        
          a)
          Cuando los interesados formulen solicitudes cuya única petición sea la suspensión de la ejecución de un acto impugnado en vía de recurso.
        

        
				
        
          b)
          Cuando, dentro del plazo establecido para emitir la comunicación a la que se refiere el presente real decreto, se dicte y se notifique la resolución expresa correspondiente que ponga fin al procedimiento.
        

        
				
        4. En los procedimientos iniciados a través de la ventanilla única a que hace referencia el artículo 18 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, la comunicación deberá realizarse en un plazo máximo de cinco días.

        
				
        
          Art. 2.
          Adelanto de la solicitud.
          –Cuando la solicitud de iniciación del procedimiento haya sido presentada en una oficina de registro del órgano competente para su tramitación cuya lejanía geográfica de la unidad a la que corresponda emitir la comunicación u otras circunstancias similares dificulten el cumplimiento del plazo de diez días para emitir aquéllas, la oficina de registro adelantará el contenido de la solicitud y su fecha de entrada a la mencionada unidad, utilizando los medios electrónicos a su alcance, sin perjuicio de que con posterioridad se remita, por el medio habitual y en su integridad, la documentación presentada por el interesado.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Contenido de la comunicación.
          –1. La comunicación dirigida al interesado tendrá, como mínimo, el siguiente contenido:
        

        
				
        
          a)
          Denominación y objeto del procedimiento.
        

        
				
        
          b)
          Clave o número que identifique el expediente.
        

        
				
        
          c)
          Especificación del plazo máximo para resolver y notificar la resolución y de la fecha en que la solicitud ha tenido entrada en el registro del órgano competente para su tramitación, a partir de la cual se inicia el cómputo de dicho plazo.
        

        
				
        
          d)
          Efectos que puede producir el silencio administrativo, si transcurre el plazo señalado sin que se haya dictado y notificado la resolución correspondiente.
        

        
				
        
          e)
          Medios que se podrán utilizar para obtener información sobre el estado de tramitación del procedimiento, incluyendo, en su caso, teléfono, dirección postal, fax, correo electrónico, sede electrónica, página web y cualquier otro medio electrónico.
        

        
				
        2. La comunicación se remitirá al lugar que el interesado haya indicado en su solicitud a los efectos de recibir notificaciones y, preferentemente, por el medio señalado en la misma.

        
				
        
          Art. 4.
          Procedimientos iniciados de oficio
          .–1. En los procedimientos iniciados de oficio la notificación o publicación del acuerdo de iniciación incorporará, además del texto de dicho acuerdo, el siguiente contenido:
        

        
				
        
          a)
          Denominación y objeto del procedimiento.
        

        
				
        
          b)
          Clave o número que identifique el expediente.
        

        
				
        
          c)
          Especificación del plazo máximo para resolver y notificar la resolución y la fecha a partir de la cual se inicia el cómputo de dicho plazo.
        

        
				
        
          d)
          Medios que se podrán utilizar para obtener información sobre el estado de tramitación del procedimiento, incluyendo, en su caso, teléfono, dirección postal, fax, correo electrónico, sede electrónica, página web y cualquier otro medio electrónico.
        

        
				
        2. En los supuestos a los que se refiere el artículo 44.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, la notificación o publicación prevista en el presente apartado hará mención de los efectos desestimatorios del silencio administrativo.

        
				
        
          Art. 5.
          Disposiciones complementarias.–
          1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, los Departamentos ministeriales y, en su caso, los organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado adoptarán las disposiciones necesarias para cumplir lo establecido en el artículo 42, apartado 4, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        2. En particular, y mediante instrucciones y órdenes de servicio, podrán indicar las unidades a las que en cada caso corresponda la emisión de la comunicación y los medios a través de los cuales deba efectuarse el adelanto de la solicitud a que se refiere el artículo 2 del presente real decreto.

        
				
        DISPOSICIÓN DEROGATORIA

        
				
        
          Única.
           
          Derogación normativa.
          –1. Queda derogada la Orden de 14 de abril de 1999, por la que se establecen criterios para la emisión de la comunicación a los interesados prevista en el artículo 42.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango sean contrarias a lo dispuesto en este real decreto.

        
				
        DISPOSICIÓN FINAL

        
				
        
          Única.
           
          Entrada en vigor.
          –El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          MEJORA DE LA CALIDAD
        

        
				
        
          § 12
          REAL DECRETO 951/2005, DE 29 DE JULIO (ADMINISTRACIONES PÚBLICAS), POR EL QUE SE ESTABLECE EL MARCO GENERAL PARA LA MEJORA DE LA CALIDAD EN LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO
        

        
				
        («BOE» núm. 211, de 3 de septiembre de 2005; corrección de errores en «BOE» núm. 227, de 22 de septiembre)

        
				
        El desarrollo y la aplicación de los principios generales de las Administraciones públicas contenidos en el artículo 3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como de los principios de funcionamiento establecidos en los artículos 3 y 4 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, constituye una exigencia para lograr efectivamente la mejora de los servicios públicos atendiendo a las demandas de los ciudadanos.

        
				
        Sobre la base de esta consideración, se dictó el Real Decreto 1259/1999, de 16 de julio, por el que se regulan las cartas de servicios y los premios a la calidad en la Administración General del Estado, norma bajo cuyo amparo se ha venido desplegando durante los últimos años un plan de calidad con el objetivo de perseguir, mediante la introducción de la cultura y los instrumentos de la gestión de calidad, unas organizaciones públicas eficientes, comprometidas y prestadoras de servicios de calidad. Si bien el balance de este período indica que los diversos órganos y organismos de la Administración General del Estado han experimentado una evolución globalmente aceptable en su funcionamiento interno y en su relación con los usuarios de los servicios, el desenvolvimiento social, cultural y administrativo, junto con las enseñanzas adquiridas durante estos últimos años, justifican la oportunidad de profundizar en las medidas ya implantadas y abordar otras nuevas desde una perspectiva integral que redunden en el mejor funcionamiento de la Administración General del Estado y, por ende, en el incremento de la calidad de los servicios ofrecidos a los ciudadanos. Por otro lado, la importancia estratégica que la agenda del Gobierno concede a la cultura de la evaluación y de la gestión de calidad se manifiesta claramente en el proyecto de próxima creación de la Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios.

        
				
        El objeto de este real decreto se refiere al diseño de un marco general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado que permite integrar de forma coordinada y sinérgica una serie de programas básicos para mejorar continuamente los servicios, mediante la participación de los distintos actores interesados: decisores políticos y órganos superiores, gestores y sociedad civil.

        
				
        El concepto de calidad que se prevé en este real decreto deriva, tal como se ha señalado anteriormente, de los principios recogidos en los artículos 3 y 4 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. Esta ley, en el capítulo I de su título II, asigna a los órganos superiores y directivos de los ministerios competencias y funciones esenciales para el desarrollo efectivo de dichos principios. En consecuencia, tanto el propio concepto de calidad como el ordenamiento jurídico subrayan el imprescindible compromiso al máximo nivel de los órganos superiores y directivos para el impulso, desarrollo, seguimiento y control de los programas que se regulan en este real decreto, en cuya aplicación se incluirán además las medidas necesarias para favorecer la igualdad entre hombres y mujeres.

        
				
        El texto de este real decreto se estructura en nueve capítulos, cinco disposiciones adicionales, una transitoria, una derogatoria y dos finales, que recogen de manera ordenada los distintos aspectos que se ha considerado necesario regular con una norma de este rango. Por una parte, se trata de que los órganos y organismos de la Administración General del Estado cuenten con un marco normativo homogéneo para desarrollar los programas de calidad. Por otra, se pretende que los usuarios de los servicios y los ciudadanos en general dispongan de elementos para intervenir más activamente en la mejora de la Administración. Para la regulación más detallada se prevé en cada caso que el Ministerio de Administraciones Públicas dicte las correspondientes instrucciones operativas.

        
				
        El capítulo I está dedicado a la definición y objeto del marco general para la mejora de la calidad, al enunciado de los programas que lo componen, según su secuencia lógica, y a la delimitación de su ámbito de aplicación.

        
				
        En los capítulos II a VII se establece el contenido de cada uno de los programas. Cuatro de estos constituyen una reformulación de los ya existentes e introducen significativas modificaciones con respecto a la situación anterior. Así, por lo que se refiere a las cartas de servicios, se prevé la posibilidad de establecer medidas de subsanación en caso de incumplimiento de los compromisos declarados, sin que puedan dar lugar a responsabilidad patrimonial, de realización de verificaciones y certificación y de elaborar, en su caso, cartas interorganizativas o interadministrativas. A su vez, el programa de quejas y sugerencias, antes incluido en el Real Decreto 208/1996, de 9 de febrero, por el que se regulan los servicios de información administrativa y atención al ciudadano, se integra plenamente en el marco para la mejora de la calidad ahora establecido como una herramienta de detección de la voz del usuario y de mejora continua. En el programa de evaluación de la calidad de las organizaciones, se aclaran los papeles respectivos de la autoevaluación y la evaluación externa y sus correspondientes procedimientos. El programa de reconocimiento amplía el ámbito de aplicación de los premios a todas las Administraciones públicas e introduce otra forma de reconocimiento como es la certificación del nivel de excelencia.

        
				
        Por su parte, los programas de análisis de la demanda y evaluación de la satisfacción y del Observatorio representan una importante innovación. En el primero se regulan por primera vez de forma explícita las prácticas de consulta a los usuarios de los servicios, mediante el empleo de técnicas y metodologías de investigación social homologables y consolidables en el conjunto de la Administración General del Estado y asociando sus resultados al desarrollo de otros programas del marco general, como son las cartas de servicios, la evaluación de la calidad de las organizaciones y el Observatorio de la Calidad. Por último, con el Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos, como dispositivo global, participativo y transparente para integrar la información procedente de los otros programas, así como de la percepción social acerca de los servicios públicos, se recupera y recrea un proyecto que se lanzó en 1993 y que supuso en su día una iniciativa pionera no solo en España, sino a escala europea.

        
				
        Los capítulos VIII y IX tratan de los aspectos comunes, como son los distintos niveles de responsabilidad en el desarrollo de los programas y los incentivos asociados a ellos, con el fin de estimular su aplicación y el reconocimiento material a sus protagonistas colectivos e individuales.

        
				
        Por último, las cinco disposiciones adicionales atañen, respectivamente, a la incorporación de otras iniciativas de calidad no explícitamente previstas en este real decreto, al plazo para el señalamiento de las unidades ministeriales responsables en la materia, a la adhesión voluntaria de otros organismos públicos, a la participación de las Inspecciones de Servicios previstas en el artículo 4.2 y las disposiciones adicionales quinta y sexta del Real Decreto 799/2005, de 1 de julio, por el que se regulan las inspecciones generales de servicios de los departamentos ministeriales, y a la especificidad de las quejas y sugerencias en el ámbito de las unidades de la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos. La disposición transitoria única establece la subsistencia del régimen de quejas y sugerencias actual hasta que se dicten las normas de aplicación y desarrollo de este real decreto. La disposición derogatoria única especifica la derogación del capítulo III del Real Decreto 208/1996, de 9 de febrero, por el que se regulan los servicios de información administrativa y atención al ciudadano, así como del Real Decreto 1259/1999, de 16 de julio, por el que se regulan las cartas de servicios y los premios a la calidad en la Administración General del Estado. Las dos disposiciones finales hacen referencia a la habilitación del Ministro de Administraciones Públicas para disponer lo necesario para la aplicación y desarrollo de este real decreto y a su entrada en vigor.

        
				
        En su virtud, a propuesta del Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 29 de julio de 2005, dispongo:

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Disposiciones generales

        
				
        
          Artículo 1
          .
          Objeto.–
          Este real decreto tiene por objeto establecer el marco general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado y regular los aspectos básicos de los programas que lo integran, de acuerdo con los principios recogidos en el artículo 3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en los artículos 3 y 4 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado
          [1]
          .
        

        
				
        
          Art. 2.
          Marco general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado.–
          El marco general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado está integrado por un conjunto de programas para mejorar la calidad de los servicios públicos, proporcionar a los poderes públicos información consolidada para la toma de decisiones al respecto y fomentar la transparencia mediante la información y difusión pública del nivel de calidad ofrecido a los ciudadanos.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Programas de calidad.–
          1. Integran el marco general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado los siguientes programas:
        

        
				
        
          a)
          Programa de análisis de la demanda y de evaluación de la satisfacción de los usuarios de los servicios.
        

        
				
        
          b)
          Programa de cartas de servicios.
        

        
				
        
          c)
          Programa de quejas y sugerencias.
        

        
				
        
          d)
          Programa de evaluación de la calidad de las organizaciones.
        

        
				
        
          e)
          Programa de reconocimiento.
        

        
				
        
          f)
          Programa del Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos.
        

        
				
        2. Corresponde a los órganos y organismos que se señalan en el artículo 4 la responsabilidad directa en la implantación, gestión y seguimiento interno de estos programas.

        
				
        
          3. Los Subsecretarios de los departamentos y los titulares de los organismos públicos determinarán el órgano o unidad a los que, de acuerdo con lo establecido en el capítulo I del título II y en el capítulo I del título III de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, se asignan las funciones de coordinación y seguimiento global de los programas en su respectivo ámbito
          [2]
          .
        

        
				
        
          4. Las autoridades señaladas en el apartado anterior remitirán a la
          
            Secretaría General para la Administración Pública
            [3]
          
          , dentro del primer semestre de cada año, un informe conjunto de seguimiento de los programas de calidad
          [4]
          .
        

        
				
        
          Art. 4.
          Ámbito de aplicación.–
          Las disposiciones contenidas en este real decreto serán de aplicación a la Administración General del Estado, a sus organismos autónomos y a las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social
          [5]
          .
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Programa de análisis de la demanda y de evaluación de la satisfacción de los usuarios

        
				
        
          Art. 5.
          Definición
          .–1. Con la finalidad de conocer la opinión de los usuarios y mejorar la calidad de los servicios, los órganos y organismos de la Administración General del Estado realizarán estudios de análisis de la demanda y de evaluación de la satisfacción de los usuarios con respecto a los servicios de cuya prestación sean responsables, utilizando para ello técnicas de investigación cualitativas y cuantitativas.
        

        
				
        2. Los estudios de análisis de la demanda tendrán por objeto la detección de las necesidades y expectativas de los usuarios acerca de los aspectos esenciales del servicio, en especial sus requisitos, formas y medios para acceder a él y los tiempos de respuesta. La periodicidad de estos estudios se determinará, en su caso, en la correspondiente carta de servicios.

        
				
        3. Los trabajos de evaluación de la satisfacción de los usuarios tendrán por objeto la medición de la percepción que tienen estos sobre la organización y los servicios que presta. Las mediciones de la percepción se realizarán de forma sistemática y permanente.

        
				
        4. Los gastos asociados a la realización de estos estudios y trabajos de investigación deberán asumirse por cada órgano u organismo con cargo a sus presupuestos ordinarios.

        
				
        
          Art. 6.
          Garantías de fiabilidad y seguridad.–
          1. Para el diseño de los trabajos de investigación, ya sean encuestas, sondeos, entrevistas, grupos de discusión o cualesquiera otros, se emplearán modelos de referencia que respeten las características y necesidades de cada órgano u organismo y prevean todas las dimensiones o atributos relevantes desde el punto de vista del usuario y que permitan la posterior consolidación y comparación de resultados a escala del conjunto de la Administración General del Estado.
        

        
				
        2. Los trabajos de investigación deberán contar con las garantías de confidencialidad para las personas que colaboren en ellos y se desarrollarán dentro del marco metodológico general que establezca el Ministerio de Administraciones Públicas de acuerdo con el Centro de Investigaciones Sociológicas.

        
				
        
          Art. 7.
          Resultados.–
          Los resultados de los trabajos de investigación se utilizarán en el desarrollo de los programas incluidos en este real decreto, particularmente en el proceso de elaboración y actualización de las cartas de servicios y, en su caso, para abordar otras acciones de mejora continua.
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        Programa de cartas de servicios

        
				
        
          Art. 8.
          Definición.–
          1. Las cartas de servicios son documentos que constituyen el instrumento a través del cual los órganos, organismos y entidades de la Administración General del Estado informan a los ciudadanos y usuarios sobre los servicios que tienen encomendados, sobre los derechos que les asisten en relación con aquellos y sobre los compromisos de calidad en su prestación.
        

        
				
        2. Los órganos, organismos y entidades de la Administración General del Estado podrán elaborar cartas relativas al conjunto de los servicios que gestionan y cartas que tengan por objeto un servicio específico.

        
				
        3. Podrán, asimismo, elaborarse cartas que tengan por objeto un servicio en cuya prestación participan distintos órganos u organismos, dependientes de la Administración General del Estado o de esta y otras Administraciones públicas. Estas cartas se tramitarán conforme al procedimiento que determine el Ministerio de Administraciones Públicas.

        
				
        
          Art. 9.
          Estructura y contenido de las cartas de servicios.–
          Las cartas de servicios expresarán de forma clara, sencilla y comprensible para los ciudadanos su contenido, que se estructurará en los siguientes apartados:
        

        
				
        
          a)
          De carácter general y legal:
        

        
				
        1.º Datos identificativos y fines del órgano u organismo.

        
				
        2.º Principales servicios que presta.

        
				
        3.º Derechos concretos de los ciudadanos y usuarios en relación con los servicios.

        
				
        4.º Fórmulas de colaboración o participación de los usuarios en la mejora de los servicios.

        
				
        5.º Relación sucinta y actualizada de la normativa reguladora de las principales prestaciones y servicios.

        
				
        6.º Acceso al sistema de quejas y sugerencias regulado en el capítulo IV.

        
				
        
          b)
          De compromisos de calidad:
        

        
				
        1.º Niveles o estándares de calidad que se ofrecen y, en todo caso:

        
				
        Plazos previstos para la tramitación de los procedimientos, así como, en su caso, para la prestación de los servicios.

        
				
        Mecanismos de información y comunicación disponibles, ya sea general o personalizada.

        
				
        Horarios, lugares y canales de atención al público.

        
				
        2.º Medidas que aseguren la igualdad de género, que faciliten al acceso al servicio y que mejoren las condiciones de la prestación.

        
				
        3.º Sistemas normalizados de gestión de la calidad, medio ambiente y prevención de riesgos laborales con los que, en su caso, cuente la organización.

        
				
        4.º Indicadores utilizados para la evaluación de la calidad y específicamente para el seguimiento de los compromisos.

        
				
        
          c)
          Medidas de subsanación en caso de incumplimiento de los compromisos declarados, acordes con el contenido y régimen jurídico de prestación del servicio, con independencia de lo establecido en los artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo
          [6]
          .
        

        
				
        Deberá señalarse expresamente el modo de formular las reclamaciones por incumplimiento de los compromisos, cuyo reconocimiento corresponderá al titular del órgano u organismo al que se refiera la carta, y que en ningún caso darán lugar a responsabilidad patrimonial por parte de la Administración.

        
				
        En el supuesto de que se prevean medidas de subsanación de contenido económico, estas requerirán informe preceptivo favorable del Ministerio de Economía y Hacienda.

        
				
        
          d)
          De carácter complementario:
        

        
				
        1.º Direcciones telefónicas, telemáticas y postales de todas las oficinas donde se prestan cada uno de los servicios, indicando claramente para las terceras la forma de acceso y los medios de transporte público.

        
				
        2.º Dirección postal, telefónica y telemática de la unidad operativa responsable para todo lo relacionado con la carta de servicios, incluidas las reclamaciones por incumplimiento de los compromisos.

        
				
        3.º Otros datos de interés sobre la organización y sus servicios.

        
				
        
          En el caso de las cartas que se prevén en los apartados 2
          

          y 3 del artículo 8, la información estará referida al servicio determinado del que se trate.
        

        
				
        
          Art. 10.
          Elaboración y gestión de la carta de servicios.
          1. La
          
            Secretaría General para la Administración Pública
            [7]
          
           
          impulsará la implantación generalizada de las cartas de servicios y colaborará con los órganos y organismos que lo requieran en su elaboración.
        

        
				
        2. Los Subsecretarios de los ministerios dispondrán lo necesario para que los órganos del departamento y los organismos vinculados o dependientes de él elaboren su correspondiente carta de servicios y para que lleven a cabo su actualización periódica, de acuerdo con el procedimiento establecido en este real decreto.

        
				
        
          3. Corresponde a los titulares de los órganos y organismos a los que se refiera la carta de servicios la responsabilidad de su elaboración, gestión y seguimiento interno, así como la aplicación en cada caso de las medidas de subsanación previstas en el artículo 9.
          c)
          .
        

        
				
        4. Las cartas se actualizarán periódicamente en función de las circunstancias y, en cualquier caso, al menos cada tres años.

        
				
        
          Art. 11.
          Aprobación y difusión de la carta de servicios.
          1. Las cartas de servicios y sus posteriores actualizaciones serán aprobadas mediante resolución del Subsecretario del departamento al que pertenezca el órgano o esté vinculado o adscrito el organismo proponente, previo informe favorable de la
          Secretaría General para la Administración Pública
          , y del Ministerio de Economía y Hacienda para los supuestos previstos en el último inciso del artículo 9.
          c)
          .
        

        
				
        2. La resolución a que se refiere el apartado anterior se publicará en el «Boletín Oficial del Estado», lo que dará cuenta de la aprobación de la carta y de su disponibilidad para el público.

        
				
        3. Cada órgano u organismo llevará a cabo las acciones divulgativas de su carta que estime más eficaces, garantizando siempre que puedan ser conocidas por los usuarios en todas sus dependencias con atención al público, en el servicio de atención e información al ciudadano del correspondiente ministerio y a través de Internet.

        
				
        4. Las cartas de servicios deberán estar disponibles, asimismo, en los servicios de información y atención al ciudadano del Ministerio de Administraciones Públicas y de las Delegaciones, Subdelegaciones del Gobierno y Direcciones Insulares, así como en la dirección de Internet www.administracion.es.

        
				
        
          Art. 12.
          Seguimiento de las cartas de servicios.–
          1. Los órganos y organismos realizarán un control continuo del grado de cumplimiento de los compromisos declarados en su carta de servicios, a través de los indicadores establecidos al efecto, del análisis de las reclamaciones por incumplimiento de aquellos y de las evaluaciones de la satisfacción de los usuarios a que se refiere el artículo 5.
        

        
				
        2. Los órganos y organismos remitirán a la unidad a la que se refiere el artículo 3.3, en el primer trimestre de cada año, un informe sobre el grado de cumplimiento de los compromisos en el año anterior, en el que explicitarán las desviaciones y las medidas correctoras adoptadas, así como las medidas de subsanación aplicadas, en su caso. La Inspección General de Servicios del departamento podrá verificar el grado de cumplimiento de los compromisos de calidad declarados en las cartas por los procedimientos que estime convenientes.

        
				
        
          3. Esta información sobre las cartas de servicios se incorporará al informe conjunto sobre los programas de calidad que, de acuerdo con el artículo 3.4, deben remitir las Subsecretarías a la
          Secretaría General para la Administración Pública
          .
        

        
				
        
          4. La
          Secretaría General para la Administración Pública
          determinará el procedimiento por el que las organizaciones públicas podrán solicitar voluntariamente la certificación de sus cartas de servicios, a la vista del rigor en su elaboración, de la calidad de los compromisos asumidos y de su grado de cumplimiento.
        

        
				
        
          Art. 13.
          Cartas de servicios electrónicos.–
          1. Los departamentos y organismos que cuenten con servicios electrónicos operativos publicarán, además de las mencionadas anteriormente, cartas de este tipo de servicios, en las que se informará a los ciudadanos sobre los servicios a los que pueden acceder electrónicamente y en las que se indicarán las especificaciones técnicas de uso y los compromisos de calidad en su prestación.
        

        
				
        2. Las cartas de servicios electrónicos, que se tramitarán conforme a lo previsto en los artículos 10, 11 y 12, estarán disponibles en Internet y en soporte impreso.

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        Programa de quejas y sugerencias

        
				
        
          Art. 14.
          Definición.–
          Los órganos y organismos incluidos en el ámbito de aplicación de este real decreto determinarán la unidad responsable de la gestión de las quejas y sugerencias con objeto de recoger y tramitar tanto las manifestaciones de insatisfacción de los usuarios con los servicios como las iniciativas para mejorar su calidad. Dicha unidad deberá, asimismo,ofrecer a los ciudadanos respuesta a sus quejas o sugerencias, informarles de las actuaciones realizadas y, en su caso, de las medidas adoptadas.
        

        
				
        
          Art. 15.
          Presentación y tramitación de las quejas y sugerencias.–
          1. La ubicación, dentro de cada órgano u organismo, de la unidad a la que se refiere el artículo anterior se señalizará de forma visible y será la más accesible para su localización y utilización por los usuarios.
        

        
				
        2. Los usuarios podrán formular sus quejas o sugerencias presencialmente, por correo postal y por medios telemáticos. Las quejas y sugerencias presentadas por correo electrónico o a través de Internet deberán estar suscritas con la firma electrónica del interesado.

        
				
        
          3. Si las quejas o sugerencias se formulan presencialmente, el usuario cumplimentará y firmará el formulario o registro diseñado a tal efecto por el órgano u organismo al que vayan dirigidas. Los usuarios podrán, si así lo desean, ser auxiliados por los funcionarios responsables en la formulación de su queja o sugerencia. La
          
            Secretaría General para la Administración Pública
            [8]
          
          definirá el contenido mínimo que debe constar en dichos formularios.
        

        
				
        4. Formuladas las quejas y sugerencias de los modos señalados en los apartados anteriores, los usuarios recibirán constancia de su presentación a través del medio que indiquen.

        
				
        
          5. Para identificar los motivos que originan las quejas y sugerencias y los aspectos a los que se refieren, las quejas y sugerencias se clasificarán de modo que suministren información relevante sobre la prestación y mejora del servicio. La clasificación se adaptará a la estructura básica de códigos que se determine al efecto
          [9]
          .
        

        
				
        
          Art. 16.
          Contestación.–
          1. Recibida la queja o sugerencia, la unidad a la que se refiere el artículo 14 informará al interesado de las actuaciones realizadas en el plazo de 20 días hábiles.
        

        
				
        2. El transcurso de dicho plazo se podrá suspender en el caso de que deba requerirse al interesado para que, en un plazo de 10 días hábiles, formule las aclaraciones necesarias para la correcta tramitación de la queja o sugerencia.

        
				
        3. Si, transcurrido el plazo establecido, no hubiera obtenido ninguna respuesta de la Administración, el ciudadano podrá dirigirse a la Inspección General de Servicios del departamento correspondiente para conocer los motivos de la falta de contestación y para que dicha Inspección proponga, en su caso, a los órganos competentes la adopción de las medidas oportunas.

        
				
        
          Art. 17.
          Actuaciones de las unidades responsables.
          1. La Inspección General de Servicios de cada departamento hará el seguimiento de las quejas y sugerencias relativas a los órganos, unidades y organismos de su ámbito, tanto centrales como periféricos
          [10]
          .
        

        
				
        2. El seguimiento de las quejas y sugerencias de los servicios periféricos integrados en las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno corresponderá a la Inspección General de Servicios del Ministerio de Administraciones Públicas.

        
				
        3. A estos efectos, la unidad a la que se refiere el artículo 14 remitirá a la Inspección General de Servicios de su respectivo ministerio, en el mes de enero de cada año, un informe global de las quejas y sugerencias recibidas en el año anterior, estructurado conforme a la clasificación prevista en el artículo 15.5 y en el que se incluirá una copia de las contestaciones dadas a las quejas y sugerencias.

        
				
        
          Art. 18.
          Seguimiento.–
          La información de seguimiento de las quejas y sugerencias recibidas, así como de las respuestas y medidas adoptadas, en su caso, se incorporará al informe conjunto al que se refiere el artículo 3.4.
        

        
				
        
          Art. 19.
          Efectos.–
          Las quejas formuladas conforme a lo previsto en este real decreto no tendrán, en ningún caso, la calificación de recurso administrativo ni su presentación interrumpirá los plazos establecidos en la normativa vigente. Estas quejas no condicionan, en modo alguno, el ejercicio
          

          de las restantes acciones o derechos que, de conformidad con la normativa reguladora de cada procedimiento, puedan ejercer aquellos que en se consideren interesados en el procedimiento.
        

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          Programa de evaluación de la calidad de las organizaciones
        

        
				
        
          Art. 20.
          Definición y objeto.–
          1. El Ministerio de Administraciones Públicas determinará los modelos de gestión de calidad reconocidos conforme a los que se realizará la evaluación de los órganos u organismos de la Administración General del Estado, sin perjuicio de otros modelos que ya se vengan aplicando o puedan aplicarse en distintos departamentos ministeriales. La evaluación se articulará en dos niveles: autoevaluación y evaluación externa
          [11]
          .
        

        
				
        2. La autoevaluación es un ejercicio regular por el que las propias organizaciones analizan sus procesos y resultados de gestión para identificar los puntos fuertes y las deficiencias y determinar consecuentemente los oportunos planes de mejora.

        
				
        3. La evaluación externa es el proceso por el que los órganos o unidades a los que se refiere el artículo 3.3 realizan un examen agregado de ámbito ministerial, con el fin de optimizar los resultados de la autoevaluación y de los planes de mejora establecidos. El examen agregado consistirá en la validación de las autoevaluaciones en curso o en la realización de evaluaciones, conforme al modelo de aprendizaje e innovación diseñado al efecto por el Ministerio de Administraciones Públicas, efectuadas en ambos casos por la correspondiente Inspección General de Servicios. Las actuaciones mencionadas en segundo término tendrán adicionalmente el propósito de iniciar a las organizaciones evaluadas en la práctica de la autoevaluación.

        
				
        
          Art. 21.
          Desarrollo.–
          1. Para realizar su autoevaluación, los órganos y organismos tomarán como referencia, de entre los modelos a los que se refiere el artículo 20.1, el más adecuado a su situación.
        

        
				
        
          2. Durante los preparativos y la realización de las autoevaluaciones contarán con el apoyo de la unidad a la que se refiere el artículo 3.3, así como, en su caso, con el soporte formativo que proporcione la
          Secretaría General para la Administración Pública
          .
        

        
				
        3. En función de los resultados de cada ejercicio periódico de autoevaluación, validados según lo previsto en el artículo 20.3, las organizaciones autoevaluadas elaborarán sus planes o programas de mejora. La unidad ministerial responsable de la evaluación externa asesorará en el desarrollo de los planes de mejora elaborados, con la finalidad de identificar mejores prácticas y promover la transferencia de las lecciones y métodos aprendidos de las iniciativas de mejora implantadas. Las organizaciones examinarán el cumplimiento de sus objetivos de mejora en la siguiente autoevaluación que se realice.

        
				
        
          4. La
          
            Secretaría General para la Administración Pública
            [12]
          
          coordinará el proceso global y analizará su evolución de cara a facilitar que los resultados de las evaluaciones sean susceptibles de comparación y aprendizaje.
        

        
				
        CAPÍTULO VI

        
				
        Programa de reconocimiento

        
				
        
          Art. 22.
          Objeto.
          –Este programa tiene la finalidad de contribuir, mediante el reconocimiento de las organizaciones, a la mejora de la calidad y a la innovación en la gestión pública, a través de dos subprogramas o acciones:
        

        
				
        
          a)
          El reconocimiento a la excelencia.
        

        
				
        
          b)
          Los premios a la calidad e innovación en la gestión pública.
        

        
				
        
          Art. 23.
          Reconocimiento a la excelencia.–
          1. El reconocimiento a la excelencia consiste en la certificación, por parte del Ministerio de Administraciones Públicas, de las organizaciones conforme a los modelos de gestión de calidad a los que se refiere el artículo 20 y la concesión de un sello, según el nivel de excelencia comprobado.
        

        
				
        
          2. Podrán solicitar esta certificación, siguiendo el procedimiento que se determine oportunamente, aquellas organizaciones que hayan realizado su correspondiente autoevaluación de acuerdo con lo previsto en al artículo 21
          [13]
          .
        

        
				
        
          Art. 24.
          Premios a la calidad e innovación en la gestión pública.–
          1. Los premios a la calidad e innovación en la gestión pública están destinados a reconocer y galardonar a las organizaciones públicas que se hayan distinguido en alguno de los siguientes ámbitos:
        

        
				
        
          a)
          La excelencia de su rendimiento global por comparación a modelos de referencia reconocidos.
        

        
				
        
          b)
          La innovación en la gestión de la información y del conocimiento, así como de las tecnologías.
        

        
				
        
          c)
          La calidad e impacto de las iniciativas singulares de mejora implantadas.
        

        
				
        2. No obstante lo dispuesto en el artículo 4, los premios a la calidad e innovación en la gestión pública estarán abiertos a los órganos y organismos de la Administración General del Estado, de las Administraciones de las comunidades autónomas, de la Administración local y de las ciudades de Ceuta y Melilla, así como a otros entes de derecho público.

        
				
        3. Los departamentos ministeriales de la Administración General del Estado dispondrán lo necesario para desarrollar en sus respectivos ámbitos un primer nivel de premios, alineados con los premios a la calidad e innovación en la gestión pública, para, por una parte, promover la participación del mayor número posible de organizaciones en su ámbito interno y, por otra, para facilitar la preselección de candidaturas a estos últimos.

        
				
        
          Art. 25.
          Características de los premios.–
          1. Los premios tendrán las características, modalidades, contenido y efectos que determine el Ministerio de Administraciones Públicas.
        

        
				
        2. Los premios se convocarán por orden del Ministro de Administraciones Públicas.

        
				
        
          CAPÍTULO VII
        

        
				
        
          Programa del Observatorio de la Calidad de los
          

          Servicios Públicos
        

        
				
        
          Art. 26.
          Creación y fines.–
          1. Se constituye el Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos como plataforma de análisis periódico y uniforme de la percepción ciudadana sobre los servicios públicos de la Administración General del Estado, con el fin de proponer iniciativas generales de mejora y facilitar a los ciudadanos información global sobre la calidad en la prestación de los servicios.
        

        
				
        
          2. El Observatorio, adscrito al Ministerio de Administraciones Públicas a través de la
          
            Secretaría General para la Administración Pública
            [14]
          
          , integrará a representantes de los ór-ganos y organismos prestadores de los servicios, así como de los agentes socioeconómicos que se señalan en los artículos siguientes. Cuando se constituya, se adecuará al criterio de paridad entre hombres y mujeres.
        

        
				
        3. Los servicios públicos objeto de análisis serán preferentemente los de mayor demanda ciudadana o relevancia social en cada momento.

        
				
        4. Los costes de funcionamiento del Observatorio y de elaboración de sus estudios no supondrán en ningún caso incremento del gasto público y se financiarán con cargo al presupuesto de gastos del Ministerio de Administraciones Públicas.

        
				
        
          Art. 27.
          Recogida y análisis de datos.–
          1. El Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos utilizará los datos procedentes de las evaluaciones de la satisfacción de los usuarios a que se refiere el capítulo II. No obstante, en razón del objetivo y fin de la medición, podrá disponer de otros datos de mayor especificidad; a tales efectos, se establecerán protocolos de actuación con los órganos y organismos prestadores de los servicios indicados en el artículo 26.3.
        

        
				
        2. El Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos incluirá, también, datos de la percepción ciudadana sobre los servicios públicos; para ello, el Ministerio de Administraciones Públicas encargará la realización de estudios de opinión en la materia.

        
				
        
          Art. 28.
          Información y participación social.–
          1. El Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos articulará un sistema de comunicación regular con informadores clave representativos de los agentes socioeconómicos para completar la valoración de la calidad de los servicios ofertados y fomentar la participación ciudadana.
        

        
				
        
          2. Estos informadores clave serán propuestos por los órganos de representación y participación actualmente constituidos en la Administración General del Estado o, en su defecto, por las entidades sociales más representativas y serán designados por el
          Secretario General para la Administración Pública.
        

        
				
        3. El Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos informará periódicamente del nivel de calidad con el que se prestan los servicios públicos. En todo caso, anualmente presentará y difundirá públicamente un informe de evaluación global del conjunto de los servicios públicos analizados, que reflejará la información descrita en este capítulo, así como la derivada de la aplicación de los otros programas de calidad regulados en este real decreto. Asimismo, el informe anual incluirá las conclusiones y recomendaciones o propuestas de mejora derivadas de la consideración conjunta de toda la información antes referida.

        
				
        
          CAPÍTULO VII
          I
        

        
				
        Responsabilidades y competencias en los programas

        
				
        
          Art. 29.
          Competencias generales.–
          1. Los titulares de los órganos y organismos señalados en el artículo 4 serán responsables de la implantación, desarrollo y seguimiento interno de los programas de calidad señalados en los párrafos
          a)
          ,
          b)
          ,
          c)
          y
          d)
          del artículo 3.1.
        

        
				
        2. Corresponde a los departamentos ministeriales, a través de la unidad a la que se refiere el artículo 3.3, la coordinación y seguimiento, en su ámbito respectivo, de la implantación de los programas mencionados en el apartado anterior.

        
				
        
          3. Corresponde al Ministerio de Administraciones Públicas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 15.1.
          c)
          de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, el impulso, la coordinación y el seguimiento global de los programas que integran el marco general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado, así como la gestión de los programas señalados en los párrafos
          e)
          y
          f)
          del artículo 3.1.
        

        
				
        
          Art. 30.
          
            Funciones de la Secretaría General para la Administración Pública
            [15]
            .–P
          
          ara la ejecución de las competencias y facultades que, dentro del marco establecido por la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, y por el conjunto de la normativa aplicable, este real decreto asigna al Ministerio de Administraciones Públicas, la
          Secretaría General para la Administración Pública
          desarrollará, de conformidad con lo establecido en el Real Decreto 1320/2004, de 28 de mayo, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Administraciones Públicas, las siguientes funciones:
        

        
				
        
          a)
          Relativas al marco general en su conjunto:
        

        
				
        1.º Coordinar, asegurar la integración de sus distintos programas y hacer su seguimiento global.

        
				
        2.º Elaborar las directrices prácticas para la aplicación de los programas.

        
				
        3.º Impulsar, asesorar y apoyar a las unidades responsables de los distintos órganos y organismos en el desarrollo de los programas de calidad.

        
				
        4.º Armonizar los programas de formación en materia de calidad y, en su caso, desarrollar acciones formativas relacionadas con los distintos programas.

        
				
        5.º Recibir información sobre otras iniciativas de calidad, según lo previsto en la disposición adicional primera.

        
				
        6.º Representar a la Administración española en organismos y foros internacionales relacionados con las materias y funciones de su competencia.

        
				
        
          b)
          Relativas al programa de análisis de la demanda y de evaluación de la satisfacción de los usuarios:
        

        
				
        1.º Impulsar la implantación de metodologías de detección de necesidades y de medición de la satisfacción de los usuarios.

        
				
        2.º Elaborar y armonizar los parámetros generales de análisis de la satisfacción.

        
				
        3.º Establecer las garantías de fiabilidad y las metodologías generales de los trabajos de investigación.

        
				
        
          c)
          Relativas al programa de cartas de servicios:
        

        
				
        1.º Establecer las directrices metodológicas para la elaboración de las cartas de servicios y el procedimiento específico para las cartas de servicios de gestión compartida.

        
				
        2.º Emitir el informe previo a la aprobación de las cartas de servicios al que se refiere el artículo 11.1.

        
				
        3.º Certificar, a petición de las organizaciones, cartas de servicios, a la vista de las verificaciones que prevé el artículo 12.2.

        
				
        4.º Hacer el seguimiento global del grado de cumplimiento de los compromisos de las cartas de servicios, así como de las medidas de subsanación aplicadas, en su caso.

        
				
        
          d)
          Relativas al programa de quejas y sugerencias:
        

        
				
        1.º Establecer los requisitos generales de los formularios de quejas y sugerencias.

        
				
        2.º Establecer la estructura de codificación de las quejas y sugerencias a la que se refiere el artículo 15.5.

        
				
        3.º Hacer el seguimiento global de las quejas y sugerencias.

        
				
        
          e)
          Relativas al programa de evaluación de organizaciones:
        

        
				
        1.º Colaborar con los órganos y organismos en la implantación y seguimiento de los programas de evaluación conforme a modelos de gestión de calidad en los términos previstos en el artículo 21.

        
				
        2.º Determinar los modelos de gestión de calidad reconocidos a los que se refiere el artículo 20.1.

        
				
        3.º Diseñar y promover la utilización del modelo de aprendizaje e innovación en calidad para las evaluaciones a las que se refiere el artículo 20.3.

        
				
        4.º Coordinar el proceso global de evaluación al que se refiere el artículo 21.4.

        
				
        
          f)
          Relativas al programa de reconocimiento:
        

        
				
        1.º Certificar organizaciones públicas conforme a modelos de gestión de calidad, según lo previsto en el artículo 23, y asignar la cuantía económica que les corresponda conforme a lo previsto en el artículo 31.

        
				
        2.º Certificar, conforme a los modelos de gestión de calidad previstos en este real decreto, la capacitación de funcionarios como evaluadores de organizaciones públicas candidatas a los premios a los que se refiere el artículo 24.1 y 2.

        
				
        3.º Gestionar el proceso de los premios a la calidad e innovación en la gestión pública.

        
				
        
          g)
          Relativas al Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos:
        

        
				
        1.º Organizar el dispositivo necesario para la recogida y análisis de datos y suscribir con los órganos y organismos afectados los protocolos de actuación a los que se refiere el artículo 27.1.

        
				
        2.º Encargar la realización de los estudios de opinión a los que se refiere el artículo 27.2.

        
				
        3.º Gestionar el panel de informadores clave al que se refiere el artículo 28.1.

        
				
        4.º Elaborar los informes a los que se refiere el artículo 28.3.

        
				
        CAPÍTULO IX

        
				
        Incentivos

        
				
        
          Art. 31.
          Incentivos al rendimiento.–
          1. La participación del personal en los programas de calidad regulados en este real decreto, en la medida que estos alcancen los resultados previstos según las evaluaciones reguladas en el artículo 20.2 y 3, deberá ser considerada por los responsables de los diferentes programas de gasto al determinar los criterios de distribución del importe disponible para atender el complemento de productividad, como una de las circunstancias objetivas a que se refieren las normas reguladoras del citado complemento.
        

        
				
        2. En cada ejercicio presupuestario, hasta un máximo de 10, de entre los órganos y organismos certificados conforme a lo previsto en el artículo 23, podrán ser acreedores por una sola vez a una dotación económica adicional para su personal en concepto de complemento de productividad.

        
				
        A estos efectos, la Ley de Presupuestos Generales del Estado fijará en cada ejercicio el importe máximo que percibirán estos 10 órganos u organismos. Esta cantidad se distribuirá entre ellos en función del número y composición de sus efectivos, a fin de salvaguardar el debido equilibrio en las percepciones individuales del personal que preste servicios en cada uno de ellos.

        
				
        3. Aquellos órganos u organismos a los que se haya acreditado la dotación económica a que se refiere el apartado anterior sólo podrán volver a recibirla por un concepto análogo si hubiese transcurrido un periodo de tres años.

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
           
          Otras iniciativas de calidad.–
          Los órganos y organismos de la Administración General del Estado que desarrollen iniciativas de calidad no previstas específicamente en este real decreto suministrarán a la Secretaría General para la Administración Pública información sobre ellas a los efectos de su incorporación al informe de evaluación global del Observatorio.
        

        
				
        
          Segunda.
           
          Señalamiento de las unidades responsables.–
          En el plazo de un mes desde la entrada en vigor de este real decreto, los Subsecretarios de los departamentos y los titulares de los organismos públicos comunicarán a la
          Secretaría General para la Administración Pública
          la designación del órgano o unidad al que se refiere el artículo 3.3 para realizar las funciones de coordinación y seguimiento de los programas de calidad en su respectivo ámbito.
        

        
				
        
          Tercera.
           
          Adhesión voluntaria de otros organismos públicos al marco general.–
          No obstante lo establecido en el artículo 4, los organismos públicos a los que se refieren el capítulo III del título III y las disposiciones adicionales novena, décima y duodécima de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, podrán aplicar voluntariamente las disposiciones contenidas en este real decreto.
        

        
				
        
          Cuarta.
          I
          ntervención de las Inspecciones de Servicios específicas.–
          Las funciones atribuidas por este real decreto a las Inspecciones Generales de Servicios de los departamentos ministeriales serán asumidas, en su respectivo ámbito, por la Inspección de Personal y Servicios de Seguridad de la Secretaría de Estado de Seguridad, por la Inspección Penitenciaria de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias y por la Inspección de los Servicios de la Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio Jurídico del Estado, en los términos previstos en las disposiciones adicionales quinta y sexta del Real Decreto 799/2005, de 1 de julio, por el que se regulan las inspecciones generales de servicios de los departamentos ministeriales.
        

        
				
        Asimismo, las unidades de inspección de los servicios que existan en determinados órganos u organismos públicos podrán colaborar con la Inspección General de Servicios de su ministerio de adscripción en los términos previstos en el artículo 4 del real decreto antes citado.

        
				
        
          Quinta.
           
          Consejo para la Defensa del Contribuyente.–
          La formulación, tramitación y contestación de las reclamaciones, quejas y sugerencias relacionadas con el funcionamiento de las unidades administrativas de la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos se realizará de acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 2458/1996, de 2 de diciembre, por el que se crea el Consejo para la Defensa del Contribuyente.
        

        
				
        DISPOSICIÓN TRANSITORIA

        
				
        
          Única.
           
          Quejas y sugerencias
          .–Hasta tanto se dicten las normas de aplicación y desarrollo a que se refiere la disposición final primera, será de aplicación a las quejas y sugerencias lo establecido en el capítulo III del Real Decreto 208/1996, de 9 de febrero, por el que se regulan los servicios de información administrativa y atención al ciudadano
          [16]
          .
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] Figura como parágrafo 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ] Véase el artículo 12.2 de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ] Téngase en cuenta que la disposición adicional 3.ª del Real Decreto 1039/2009, de 29 de junio, establece:
            

            
						
            
              «Disposición adicional tercera.
              Referencias a la Secretaría General para la Administración Pública.
              –Las menciones a la «Secretaría General para la Administración Pública», contenidas en el Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado, han de entenderse referidas a la «Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los servicios», cuyas relaciones con las Inspecciones Generales de Servicios departamentales se realizarán a través de la Dirección General de Organización Administrativa y Procedimientos.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              4
              ] Véase el artículo 18 de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              5
              ] Téngase en cuenta el artículo 24.2 de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              6
              ] Figura como parágrafo 6.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              7
              ] Téngase en cuenta que la disposición adicional 3.ª del Real Decreto 1039/2009, de 29 de junio, establece:
            

            
						
            
              «Disposición adicional tercera.
              Referencias a la Secretaría General para la Administración Pública.
              –Las menciones a la «Secretaría General para la Administración Pública», contenidas en el Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado, han de entenderse referidas a la «Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los servicios», cuyas relaciones con las Inspecciones Generales de Servicios departamentales se realizarán a través de la Dirección General de Organización Administrativa y Procedimientos.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              8
              ] Véase nota al artículo 10 de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              9
              ] Téngase en cuenta el apartado cuarto de la Resolución de 6 de febrero
              

              de 2006 («BOE» núm. 50, de 28 de febrero), por la que se aprueban las directrices para el desarrollo de los programas del marco general para la mejora de la calidad establecido en este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              10
              ] Véase la Orden INT/949/2007, de 30 de marzo («BOE» núm. 88, de 12 de abril), por la que se aprueba el formulario de quejas y sugerencias del Ministerio del Interior
              .
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              11
              ] Véase el apartado quinto de la Resolución de 6 de febrero de 2006 («BOE» núm. 50, de 28 de febrero), por la que se aprueban las directrices para el desarrollo de los programas del marco general para la mejora de la calidad.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              12
              ] Téngase en cuenta que la disposición adicional 3.ª del Real Decreto 1039/2009, de 29 de junio, establece:
            

            
						
            
              «Disposición adicional tercera.
              Referencias a la Secretaría General para la Administración Pública.
              –Las menciones a la «Secretaría General para la Administración Pública», contenidas en el Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado, han de entenderse referidas a la «Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los servicios», cuyas relaciones con las Inspecciones Generales de Servicios departamentales se realizarán a través de la Dirección General de Organización Administrativa y Procedimientos.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              13
              ] Véase la Resolución de 23 de enero de 2008 («BOE» núm. 33, de 7 de febrero), de la Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios, por la que se aprueba el procedimiento de certificación del nivel de excelencia de las organizaciones de las Administraciones Públicas.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              14
              ] Véase la nota al artículo 21 de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              15
              ] Téngase en cuenta que la disposición adicional 3.ª del Real Decreto 1039/2009, de 29 de junio, establece:
            

            
						
            
              «Disposición adicional tercera.
              Referencias a la Secretaría General para la Administración Pública.
              –Las menciones a la «Secretaría General para la Administración Pública», contenidas en el Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado, han de entenderse referidas a la «Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los servicios», cuyas relaciones con las Inspecciones Generales de Servicios departamentales se realizarán a través de la Dirección General de Organización Administrativa y Procedimientos.»
            

            
						
            Véase la Resolución de 6 de febrero de 2006 («BOE» núm. 50, de 28 de febrero), por la que se aprueban las directrices para el desarrollo de los programas del marco general para la mejora de la calidad establecido en este Real Decreto.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              16
              ] Véase la Resolución de 6 de febrero de 2006 («BOE» núm. 50, de 28 de febrero), por la que se aprueban las directrices para el desarrollo de los programas del marco general para la mejora de la calidad.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          IMAGEN INSTITUCIONAL
        

        
				
        
          § 13
          REAL DECRETO 1465/1999, DE 17 DE SEPTIEMBRE (ADMINISTRACIONES PÚBLICAS), POR EL QUE SE ESTABLECEN CRITERIOS DE IMAGEN INSTITUCIONAL Y SE REGULA LA PRODUCCIÓN DOCUMENTAL Y EL MATERIAL IMPRESO DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO
        

        
				
        («BOE» núm. 230, de 25 de septiembre de 1999; corrección de erratas en «BOE» núm. 260, de 30 de octubre)

        
				
        I

        
				
        En una sociedad en la que factores como la globalización y el auge de la comunicación han provocado el que la imagen se haya convertido en un referente de primer orden, las organizaciones incluyen entre sus prioridades la de dotarse de instrumentos que reafirmen su identidad y faciliten su identificación por los ciudadanos. La Administración General del Estado no puede permanecer ajena a esta realidad, que además lleva aparejados efectos de acercamiento al ciudadano y economía en sus manifestaciones que se revelan como trascendentales en una organización dedicada precisamente a prestar servicios básicos a los ciudadanos.

        
				
        Sin embargo, a diferencia de otras grandes organizaciones, y en particular, de las Administraciones Autonómicas y Locales del Estado español, la Administración General del Estado (AGE) carece de criterios que definan una imagen institucional propia en sus manifestaciones externas. Por el contrario, hasta la fecha, la Administración General del Estado se ha caracterizado por ofrecer múltiples y heterogéneos diseños, símbolos y logotipos, propios de algunos de sus componentes. Tal situación ha producido una atomización de la imagen de la Administración General del Estado en su percepción por los ciudadanos, con las consiguientes consecuencias en cuanto a la confusión y falta de identificación con lo que ha de constituir una organización homogénea en su proyección externa. La multiplicidad de imágenes se constata en datos como el de la existencia actual de cerca del centenar de símbolos diferenciados que identifican a órganos y organismos prestadores de servicios en el ámbito estatal.

        
				
        En atención a las consideraciones expresadas, un programa de imagen institucional como el que plantea esta norma responde, por una parte, a las necesidades de una institución pública para la cual la comunicación con los ciudadanos constituye una obligación derivada de sus fines, sus actuaciones y la propia naturaleza de su existencia.

        
				
        Por otra parte, una nueva identificación visual se corresponde necesariamente con un cambio en la realidad y en la propia cultura de la organización a la que representa. Precisamente esta norma se aprueba en un momento en el que comienza a dar sus frutos el proceso de paulatinas transformaciones de la organización y la actividad de la Administración General del Estado, que tiene como vértice y referencia la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.

        
				
        La presente norma instaura unos criterios de imagen institucional que faciliten la identificación por los ciudadanos de la amplia diversidad de elementos que componen la Administración General del Estado. Dicha imagen se sustenta en el Escudo de España, símbolo común a todas las instituciones del Estado, que posee las características de neutralidad y coherencia con la organización a la que va a representar, y que además presenta la ventaja de su familiaridad entre los ciudadanos.

        
				
        II

        
				
        El establecimiento de una imagen institucional lleva aparejadas además la normalización y racionalización del material utilizado por la Administración en su actuación, prestando especial atención a la necesidad de articular un modelo de actividad administrativa eficiente, ágil, transparente y respetuosa con los ciudadanos.

        
				
        En este sentido, los documentos e impresos de la Administración tiene especial importancia en cuanto que constituyen el principal instrumento en las relaciones entre los ciudadanos y la organización administrativa. Consciente de esa circunstancia, la Administración General del Estado lleva tiempo manifestando una especial inquietud por los aspectos mencionados, implantando y desarrollando técnicas y programas de simplificación documental. En particular tales iniciativas, así como el presente Real Decreto, vienen siendo impulsadas por el Ministerio de Administraciones Públicas en ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 66.1 de la Ley 6/1997, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.

        
				
        Además, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y sus normas de desarrollo consagran aspectos tan relevantes como los derechos del ciudadano, la utilización de lenguas cooficiales y la aplicación de las nuevas tecnologías. Tales aspectos se han visto recientemente clarificados y reforzados en las modificaciones introducidas por la Ley 4/1999, de 13 de enero; y han de tener un adecuado reflejo en lo que a la producción documental de la Administración se refiere. Los factores expresados determinan la conveniencia de establecer una nueva regulación sobre la materia.

        
				
        En atención a tales circunstancias la presente norma, de forma complementaria y concordante con la nueva imagen institucional, pretende la consecución de una serie de objetivos en los que se han tenido presentes los principios de contención del gasto público y eficiencia en la utilización de recursos. Tales principios pueden sintetizarse en los siguientes:

        
				
        1. La transparencia y claridad de los documentos administrativos en su configuración y contenido, así como en la información que proporcionan al ciudadano.

        
				
        2. La utilización en los documentos e impresos de la Administración General del Estado de las lenguas cooficiales, de acuerdo con la Constitución, la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y la normativa autonómica correspondiente.

        
				
        3. La configuración de un marco para el cumplimiento, en el ámbito de la Administración General del Estado, de lo dispuesto en el artículo 70.4 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que ordena el establecimiento de modelos normalizados de solicitud. En este sentido, se pretende la homogeneización de dichos modelos mediante la institución de formatos, diseños y contenidos que faciliten su accesible y correcta utilización por los ciudadanos.

        
				
        4. La normalización del material impreso, desde su clasificación hasta los supuestos de utilización, estableciendo una misma estructura de diseño del mismo en la totalidad de la Administración General del Estado. La norma dispone la utilización hasta su agotamiento, de las existencias de material impreso anterior a la misma y tiene presente las posibilidades que ofrecen los actuales recursos informáticos, factores que determinarán reducciones de los costes actuales en esta materia.

        
				
        En su virtud, a propuesta del Ministro de Administraciones Públicas y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 17 de septiembre de 1999, dispongo:

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        Disposiciones generales

        
				
        
          Artículo 1.
          Objetivo y ámbito de aplicación.–
          Los órganos de la Administración General del Estado, los Organismos autónomos dependientes de ella y los Servicios Comunes y Entidades Gestoras de la Seguridad Social se ajustarán a lo previsto en el presente Real Decreto y en sus disposiciones de desarrollo en lo concerniente a:
        

        
				
        
          a)
          La emisión, elaboración o utilización de documentos, modelos normalizados y material impreso. No obstante, los documentos, los modelos normalizados y el material impreso que hayan sido establecidos o regulados en normas de la Unión Europea o de otras organizaciones internacionales se regirán por su propia normativa siéndole de aplicación subsidiaria lo dispuesto en este Real Decreto.
        

        
				
        
          b)
          Las informaciones, publicaciones, comunicaciones o cualquier otro tipo de expresión en cualesquiera soportes, incluidos los audiovisuales o telemáticos, así como los carteles y señalizaciones que elaboren o utilicen, en lo que se refiere a una imagen institucional, formatos y estructura general.
        

        
				
        
          Art. 2.
          Imagen institucional.–
          1. La imagen institucional se fundamenta en la utilización, en todas las expresiones y comunicaciones, del Escudo de España con las características establecidas en la Ley 33/1981, de 5 de octubre, y en el Real Decreto 2964/1981, de 18 de diciembre, por el que se regula el modelo oficial del Escudo de España
          [1]
          , junto a la denominación del correspondiente Departamento ministerial.
        

        
				
        
          2. La utilización del Escudo de España junto a la denominación del correspondiente Departamento será obligatoria de acuerdo con los formatos, diseños y supuestos de uso previstos en el presente Real Decreto y en el Manual de Imagen Institucional que se apruebe en aplicación del mismo
          [2]
          .
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        
          Formalización y confección de los documentos administrativos
        

        
				
        
          Art. 3.
          Formalización de documentos.–
          1. Todo documento que contenga actos administrativos, incluidos los de mero trámite, debe estar formalizado.
        

        
				
        
          Se entiende por formalización la acreditación de la autenticidad de la voluntad del órgano emisor, manifestada mediante firma manuscrita o por símbolos o códigos que garanticen dicha autenticidad mediante la utilización de técnicas o medios electrónicos, informáticos o telemáticos de acuerdo con lo dispuesto en el
          
            Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, por el que se regula la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Administración General del Estado
            [3]
          
          .
        

        
				
        2. En los restantes documentos, especialmente en aquellos de contenido informativo, no se exigirá formalización, siendo suficiente con la constancia del órgano autor del correspondiente documento.

        
				
        
          Art. 4.
          Confección de documentos.–
          1. En todos los documentos que contengan actos administrativos, incluidos los de mero trámite, cuyos destinatarios sean los ciudadanos, debe figurar un encabezamiento en el que consten al menos los siguientes datos:
        

        
				
        
          a)
          El título del documento, que expresará con claridad y precisión el tipo de documento, su contenido esencial y, en su caso, el procedimiento en el que se inserta.
        

        
				
        
          b)
          El número o clave asignado para la identificación del expediente en el que se integra el documento, con el objeto de facilitar al ciudadano su mención en las comunicaciones que dirija a la Administración.
        

        
				
        2. En los documentos que, de acuerdo con el apartado 1 del artículo anterior, hayan de estar formalizados debe constar:

        
				
        
          a)
          La denominación completa del cargo o puesto de trabajo del titular del órgano administrativo competente para la emisión del documento, así como el nombre y apellidos de la persona que formaliza el documento.
        

        
				
        
          b)
          En los casos en que, en aplicación de los artículos 13 y 16 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, lo haga por delegación de competencias o delegación de firma se hará constar tal circunstancia, expresando la disposición de delegación y la denominación del cargo o puesto de trabajo de quien formaliza.
        

        
				
        
          c)
          El lugar y la fecha en que se formalizó el documento.
        

        
				
        
          d)
          La identificación del destinatario del documento, expresándose nombre y apellidos, si se trata de una persona física, la denominación social en los casos de personas jurídicas privadas o la denominación completa del órgano o entidad a la que se dirige.
        

        
				
        
          CAPÍTULO
          III
        

        
				
        Utilización de lenguas cooficiales

        
				
        
          Art. 5.
          Utilización de lenguas cooficiales en material impreso y modelos normalizados.–
          1. Los impresos normalizados que se pongan a disposición de los ciudadanos en las dependencias situadas en el ámbito territorial de una Comunidad Autónoma con lengua cooficial serán bilingües en castellano y en la lengua cooficial, de acuerdo con los siguientes criterios:
        

        
				
        
          a)
          Los impresos deberán expresar todos sus contenidos y epígrafes en las dos lenguas por líneas o por bloques de texto diferenciados, dejando espacios únicos para su cumplimentación por el ciudadano en la lengua por la que haya optado.
        

        
				
        
          b)
          En aquellos impresos para los que, por razón de su extensión o complejidad, así se determine, se pondrán a disposición de los ciudadanos dos modelos alternativos redactados uno de ellos en castellano y el otro en la lengua cooficial. En tal caso, en ambos modelos figurará destacada la advertencia de que existen impresos redactados en la otra lengua a disposición del ciudadano.
        

        
				
        2. Cuando el material impreso de los órganos y unidades que tengan su sede en el ámbito territorial de una Comunidad Autónoma con lengua cooficial vaya a ser utilizado para comunicaciones dentro del ámbito territorial autonómico, los datos y denominaciones correspondientes al membrete y a la identificación del órgano u Organismo autónomo figurarán, con carácter general, en castellano y en la correspondiente lengua cooficial.

        
				
        
          Cuando el material esté destinado a su utilización en comunicaciones dirigidas fuera del ámbito territorial autonómico los mencionados datos y denominaciones podrán figurar únicamente en castellano
          [4]
          .
        

        
				
        
          Art. 6.
          Utilización de lenguas cooficiales en señalizaciones y carteles.–
          Serán bilingües, redactándose en castella-no y en la lengua cooficial correspondiente, las señalizaciones exteriores de identificación de las dependencias administrativas, así como los contenidos más relevantes de los carteles de carácter informativo o publicitario que se elaboren para su ubicación en el ámbito territorial de una Comunidad Autónoma con lengua cooficial. El Manual de Imagen Institucional que se apruebe en aplicación de este Real Decreto determinará los supuestos y los formatos de las señalizaciones de identificación y carteles a que se refiere el presente artículo
          [5]
          .
        

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        Material impreso

        
				
        
          Art. 7.
          Categorías de material impreso.–
          1. El material impreso normalizado para su utilización en comunicaciones de tipo general se clasificará en oficios, notas interiores y cartas en función, respectivamente, del carácter externo, interno y personal o protocolario de la comunicación.
        

        
				
        2. Los modelos normalizados de solicitud en soporte papel que, en aplicación del artículo 70.4 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se pongan a disposición de los ciudadanos se elaborarán de acuerdo con los criterios contenidos en el artículo 8 de este Real Decreto.

        
				
        3. La estructura, el formato y los supuestos de utilización de cada una de las categorías de material impreso mencionadas en los anteriores apartados serán determinados en el Manual de Imagen Institucional de la Administración General del Estado.

        
				
        4. El material impreso para su utilización en la actividad administrativa ordinaria, que no esté contemplado en los apartados anteriores, se regirá por las disposiciones que adopten, en sus respectivos ámbitos, los Subsecretarios de los Departamentos y los Presidentes o Directores de los Organismos autónomos.

        
				
        Dichas disposiciones se ajustarán a lo dispuesto en el Manual de Imagen Institucional de la Administración General del Estado que se apruebe en aplicación del presente Real Decreto.

        
				
        
          Art. 8.
          Contenido de los modelos normalizados de solicitud.–
          1. En la primera hoja de todo modelo normalizado de solicitud figurará, convenientemente destacado en su encabezamiento, un título que exprese claramente el objeto de la solicitud. También deberán figurar dos espacios para la constancia de las fechas de entrada de la solicitud en cualquiera de los lugares en que ésta fuera presentada y en el registro del órgano competente. El cuerpo del modelo se estructurará en las siguientes partes:
        

        
				
        
          a)
          Datos del solicitante. Se establecerán apartados para que el ciudadano señale los datos personales de identificación del solicitante y, en su caso, del representante, que resulten estrictamente necesarios en función del procedimiento o sean requeridos por su normativa reguladora.
        

        
				
        
          b)
          Datos relativos a la solicitud. Figurará impresa la petición en que se concreta la solicitud. Si el modelo puede utilizarse para diversas solicitudes alternativas o acumulables éstas figurarán claramente expresadas con las correspondientes casillas para que el ciudadano realice su opción.
        

        
				
        También podrán figurar impresos los hechos y las razones en que se fundamenta la solicitud, siempre que sean homogéneos y uniformes para el procedimiento o actuación de que se trate y sin perjuicio de la facultad del solicitante para modificarlos o ampliarlos en hoja aparte.

        
				
        
          A continuación, se establecerán los apartados necesarios para que el ciudadano señale los datos relativos a la solicitud que sean requeridos por la correspondiente normativa
          

          o resulten imprescindibles para la tramitación del procedimiento.
        

        
				
        Asimismo, figurará impresa la relación de los documentos preceptivos que el ciudadano debe acompañar al modelo de acuerdo con la normativa correspondiente, así como apartados para que aquél exprese los documentos que, sin ser requeridos normativamente, desea voluntariamente aportar en apoyo de la solicitud.

        
				
        
          c)
          Datos relativos a la notificación. Se establecerán apartados alternativos para que el ciudadano consigne el medio o medios preferentes por los que desea se le practique la notificación y apartados para que se puedan señalar dos lugares donde practicarla, indicándose al ciudadano la obligatoriedad de cumplimentar al menos uno.
        

        
				
        
          2. En el caso de que los datos de carácter personal consignados en el modelo normalizado vayan a ser objeto de tratamiento automatizado, figurarán convenientemente destacadas las advertencias a que se refiere el
          
            artículo 5.1 de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automatizado de los Datos de Carácter Personal
            [6]
          
          , así como la norma de creación del fichero al que tales datos vayan a ser incorporados.
        

        
				
        3. Todo modelo normalizado de solicitud irá acompañado de unas instrucciones por escrito en las que se informará al ciudadano de los requisitos y efectos básicos del procedimiento, incluyéndose además las informaciones necesarias para la correcta cumplimentación del modelo. En los modelos normalizados en los que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5 de este Real Decreto se utilice el castellano y la correspondiente lengua cooficial, las instrucciones y la información estarán redactadas en ambas lenguas.

        
				
        
          4. Todo modelo normalizado de solicitud correspondiente a procedimientos en los que se requiera la aportación de cualquier tipo de certificaciones emitidas por los órganos de la Administración General del Estado y los organismos vinculados o dependientes de aquélla deberá establecer un apartado para que el interesado deje constancia, en su caso, de su consentimiento expreso para que los datos objeto de certificación puedan ser transmitidos o certificados por medios telemáticos directamente al órgano requirente
          [7]
          .
        

        
				
        
          Art. 9.
          Catálogo de modelos de solicitud.–
          1. El Ministerio de Administraciones Públicas mantendrá permanentemente actualizado y a disposición pública un catálogo de los modelos normalizados de solicitud elaborados por la Administración General del Estado, sus Organismos autónomos y los Servicios Comunes y Entidades Gestoras de la Seguridad Social a partir de la entrada en vigor de este Real Decreto
          [8]
          .
        

        
				
        
          2. Todo modelo normalizado de solicitud con efectos frente a terceros, cualquiera que sea su soporte, deberá publicarse en el «Boletín Oficial del Estado»
          [9]
          .
        

        
				
        3. Los modelos normalizados de solicitud que se elaboren serán remitidos al Ministerio de Administraciones Públicas para su inclusión en el catálogo al que se refiere el apartado 1 de este artículo.

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          Publicaciones, publicidad institucional y utilización de otros soportes
        

        
				
        
          Art. 10.
          Publicaciones y publicidad institucional. Soportes audiovisuales y telemáticos.–
          1. En las publicaciones y en los folletos de información o divulgación en cualquier soporte, así como en los anuncios institucionales en prensa deberán figurar los elementos que integran la imagen institucional definida en el artículo 2.
        

        
				
        El Manual de Imagen Institucional que se apruebe en aplicación del presente Real Decreto establecerá las especificaciones a las que deberán ajustarse las publicaciones y folletos que se editen en soporte papel.

        
				
        2. En las expresiones, informaciones y comunicaciones que se elaboren en soportes audiovisuales o telemáticos necesariamente deberán aparecer los elementos que integran la imagen institucional.

        
				
        
          Art. 11.
          Carteles, rótulos y señalizaciones.–
          1. Las señalizaciones exteriores de identificación de las dependencias administrativas, así como los carteles de carácter informativo o publicitario destinados a su ubicación en vías públicas urbanas e interurbanas, se ajustarán a lo que disponga al respecto el Manual de Imagen Institucional que se apruebe en aplicación del presente Real Decreto.
        

        
				
        2. En la elaboración y colocación de los elementos a los que se refiere el apartado anterior se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

        
				
        
          a)
          La conservación de los elementos de interés histórico, artístico o cultural, así como la conservación de aquellos soportes cuya modificación presente graves dificultades de orden técnico o económico.
        

        
				
        
          b)
          La concordancia de los elementos con el entorno en el que estén situados.
        

        
				
        
          c)
          El aprovechamiento de los elementos existentes cuya adecuación a lo dispuesto en el Manual de Imagen Institucional resulte posible.
        

        
				
        
          d)
          En el ámbito territorial de las Comunidades Autónomas con lengua cooficial, el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 6 de este Real Decreto.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
           
          Regímenes especiales de aplicación.–
          1. La regulación del capítulo IV del presente Real Decreto se entiende sin perjuicio del mantenimiento de categorías de material impreso y modelos normalizados específicos para las comunicaciones con las misiones diplomáticas y las representaciones y oficinas consulares, así como con otros Estados y Organismos internacionales.
        

        
				
        2. En función del proceso de transferencia a otras Administraciones de las competencias y medios propios o del cambio de régimen jurídico de un órgano, Organismo autónomo, o de un Servicio Común o una Entidad Gestora de la Seguridad Social, o bien cuando concurran otras circunstancias excepcionales que así lo justifiquen, el Ministro de Administraciones Públicas, previo informe del Departamento ministerial correspondiente, podrá excluir de la aplicación de todas o parte de las regulaciones contenidas en el presente Real Decreto a dichos órganos, Organismos y Entidades, o bien a determinadas actuaciones de los mismos en las que se presenten las mencionadas circunstancias excepcionales.

        
				
        3. Con carácter excepcional, y siempre que se acrediten razones debidamente justificadas, el Ministro de Administraciones Públicas y el titular del correspondiente Ministerio de adscripción, vinculación o dependencia podrán autorizar la utilización por determinados órganos, Organismos autónomos y Servicios Comunes o Entidades Gestoras de la Seguridad Social de símbolos de imagen o logotipos propios junto a los símbolos establecidos en el artículo 2 de este Real Decreto.

        
				
        Los símbolos de imagen o logotipos propios de órganos, Organismos autónomos y Entidades Gestoras existentes a la entrada en vigor del presente Real Decreto podrán seguir utilizándose, quedando excluidos del régimen de autorización previsto en el párrafo anterior. La utilización conjunta de la imagen institucional y de la propia imagen se atendrá en todo caso a lo dispuesto en el presente Real Decreto y en el Manual de Imagen Institucional de la Administración General del Estado.

        
				
        
          La utilización de símbolos de imagen o logotipos propios será comunicada a la Oficina Española de Patentes y Marcas para facilitar el cumplimiento de la prohibición legal de registrar signos que los reproduzcan o imiten. Asimismo, dichos símbolos y logotipos podrán ser registrados como marca en el caso de que vayan a ser utilizados en el tráfico económico
          [10]
          .
        

        
				
        
          Segunda.
           
          Instrumentos contractuales y convenciona-les.–
          En los instrumentos contractuales o convencionales por los que se atribuya a sujetos privados la realización de obras de titularidad estatal se especificará la obligación de utilizar la imagen institucional regulada en el presente Real Decreto en los carteles de identificación, difusión o publicidad de dichas obras.
        

        
				
        Dicha obligación deberá especificarse igualmente en los instrumentos contractuales o convencionales formalizados con otras Administraciones, instituciones o sujetos privados de los que se derive la financiación con cargo a fondos estatales de cualquier actividad, publicación, obra o servicio aun cuando su titularidad no corresponda a la Administración General del Estado.

        
				
        El Manual de Imagen Institucional de la Administración General del Estado que se apruebe en aplicación del presente Real Decreto determinará los criterios conforme a los cuales la imagen institucional debe aparecer en las manifestaciones a las que se refieren los supuestos contemplados en el presente apartado.

        
				
        
          Tercera.
           
          Normas autonómicas.–
          La regulación contenida en el presente Real Decreto sobre la utilización de lenguas cooficiales se entenderá sin perjuicio de lo que, en el ámbito de sus competencias, establezcan las normas de las respectivas Comunidades Autónomas sobre esta materia.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN TRANSITORIA
        

        
				
        
          Única.
           
          Regímenes transitorios.–
          1. Seguirán utilizándose hasta que se agoten o, en todo caso, hasta transcurrido un año desde la entrada en vigor de este Real Decreto, las existencias de material impreso anteriores a la aprobación del Manual de Imagen Institucional de la Administración General del Estado.
        

        
				
        2. Las expresiones, informaciones y comunicaciones ya existentes en soportes telemáticos de acceso permanente para los ciudadanos deberán adaptarse a lo dispuesto en el artículo 10.2 en el plazo de dos meses contado a partir de la entrada en vigor de este Real Decreto.

        
				
        3. Los carteles y señalizaciones existentes en el momento de la aprobación del Manual de Imagen Institucional deberán adaptarse a lo dispuesto en los artículos 2 y 6 de este Real Decreto en el plazo de un año contado desde la aprobación del Manual de Imagen Institucional.

        
				
        Desde la aprobación del Manual de Imagen Institucional de la Administración General del Estado la elaboración de nuevos elementos y la sustitución de aquellos en los que no resulte posible la incorporación y adaptación a que se refiere el párrafo anterior se ajustará a las prescripciones contenidas en aquél.

        
				
        
          La conservación de aquellos carteles y señalizaciones en los que se presenten las circunstancias especificadas en el artículo 11.2
          .a)
          del presente Real Decreto deberá ser sometida a autorización del Ministerio de Administraciones Públicas
          [11]
          .
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN DEROGATORIA
        

        
				
        
          Única.
           
          Derogaciones.–
          Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se opongan a lo dispuesto en el presente Real Decreto, y en especial la Orden del Ministerio de la Presidencia de 10 de enero de 1981, sobre requisitos formales de las resoluciones administrativas («Boletín Oficial del Estado» de 14 de enero de 1981), y la Orden del Ministerio de la Presidencia de 7 de julio de 1986, por la que se regula la confección de material impreso y se establece la obligación de consignar determinados datos en las comunicaciones y escritos administrativos.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES FINALES
        

        
				
        
          Primera.
           
          Manual de Imagen Institucional.–
          Se habilita al Ministro de Administraciones Públicas para la elaboración y aprobación de un Manual de Imagen Institucional de la Administración General del Estado en el plazo de tres meses, contados desde la entrada en vigor de este Real Decreto
          [12]
          .
        

        
				
        
          Segunda.
           
          Desarrollos.–
          1. Se faculta al Ministro de Administraciones Públicas para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la ejecución y desarrollo de lo dispuesto en el presente Real Decreto.
        

        
				
        2. Los Subsecretarios de los Departamentos, los Delegados del Gobierno y los Directores o Presidentes de los Organismos autónomos y de servicios comunes y entidades gestoras de la Seguridad Social adoptarán, en el ámbito de sus competencias, las disposiciones que resulten precisas para la ejecución de lo dispuesto en este Real Decreto.

        
				
        
          Tercera.
          Entrada en vigor.–El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] Publicados en el «Boletín Oficial del Estado» número 250, de 19 de octubre, y número 303, de 19 de diciembre de 1981, respectivamente.
            

            
						
            Véase el Real Decreto 2267/1982, de 3 de septiembre («boe» núm. 221, de 15 de septiembre), por el que se especifican técnicamente los colores del Escudo de España.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ] Véase la disposición adicional 1.ª 3, de este Real Decreto.
            

            
						
            El citado Manual fue aprobado por Orden de 27 de septiembre de 1999 («boe» núm. 232, de 28 de septiembre), modificado por Resolución de 2 de abril de 2007 («boe» núm. 91, de 16 de abril) y ampliado por Resolución de 12 de junio de 2010 («BOE» núm. 157, de 29 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 189, de 5 de agosto).

            
						
            Véase la Orden APU/959/2003, de 11 de abril, por la que se aprueba la imagen promocional de las actividades de administración electrónica y se establecen criterios para su utilización.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ] Derogado por Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre (§ 6).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              4
              ] Sobre la utilización de lenguas cooficiales, véanse los artículos 36 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1) y notas al mismo, y 10 del Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo (§ 10).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              5
              ] Véase el artículo 11 de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              6
              ] En la actualidad, artículo 5 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre («BOE» núm. 298, de 14 de diciembre), de Protección de Datos de Carácter Personal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              7
              ] Apartado 4 añadido por el Real Decreto 209/2003, de 21 de febrero («BOE» núm. 51, de 28 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              8
              ] Véase el punto segundo de la Orden de 27 de septiembre de 1999 («BOE» núm. 232, de 28 de septiembre), por la que se aprueba el Manual de Imagen Institucional de la Administración General del Estado y se dictan normas de desarrollo del presente Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              9
              ] Apartado 2 redactado conforme al Real Decreto 209/2003, de 21 de febrero («BOE» núm. 51, de 28 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              10
              ] Véase el punto tercero,
              a),
              de la Orden de 27 de septiembre de 1999 («BOE» núm. 232, de 28 de septiembre).
            

            
						
            Véase, asimismo, la Orden INT/3128/2006, de 29 de septiembre («BOE» núm. 244, de 12 de octubre), por la que se aprueba el logotipo identificador de la imagen promocional del DNI-e y se establecen los criterios de su utilización.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              11
              ] Véase el punto tercero,
              b),
              de la Orden de 27 de septiembre de 1999 («BOE» núm. 232, de 28 de septiembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              12
              ] El citado Manual de Imagen Institucional de la Administración General del Estado se aprueba por Orden de 27 de septiembre de 1999 («BOE» núm. 232, de 28 de septiembre), modificado por Resolución de 2 de abril de 2007 («boe» núm. 91, de 16 de abril) y ampliado por Resolución de 12 de junio de 2010 («BOE» núm. 157, de 29 de junio ; corrección de errores en «BOE» núm. 189, de 5 de agosto).
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          PLAN INICIAL DE ACTUACIÓN DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS DE NUEVA CREACIÓN
        

        
				
        
          § 14
          REAL DECRETO 1162/1999, DE 2 DE JULIO (PRESIDENCIA), POR EL QUE SE REGULA EL CONTENIDO DEL PLAN INICIAL DE ACTUACIÓN DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 62 DE LA LEY 6/1997, DE 14 DE ABRIL, DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO
        

        
				
        («BOE» núm. 166, de 13 de julio de 1999)

        
				
        El artículo 2.3 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, establece que los organismos públicos tienen por objeto la realización de actividades de ejecución o gestión tanto administrativas de fomento o prestación, como de contenido económico reservadas a la Administración General del Estado, bajo la dependencia de ésta. Por su parte, el artículo 41 exige que las características de las actividades encomendadas a los organismos públicos justifiquen su organización y desarrollo en régimen de descentralización funcional. Todo ello es consecuencia del principio de instrumentalidad de los organismos públicos predicado por el artículo 1 de la Ley.

        
				
        Situado en este contexto, cobra todo su sentido el mandato del artículo 61.2 de que el Gobierno conozca, previamente a la decisión de aprobar el anteproyecto de Ley de creación de un organismo, la propuesta de estatutos y el plan inicial de actuación del mismo. Su finalidad es garantizar que la creación de un organismo público esté avalada por suficientes razones de eficacia y eficiencia en la gestión de las actividades de la competencia de la Administración General del Estado en el sector de actividad sobre el que habrá de actuar el organismo, que son las que justifican su creación como entidad de derecho público diferenciada de la Administración General del Estado y dotada de autonomía de gestión.

        
				
        Por último, la presente norma viene a cumplir lo previsto en el artículo 62.2 de la citada Ley, sobre la aprobación de una norma reglamentaria que especifique los contenidos del plan inicial de actuación de los organismos públicos enunciados en dicho precepto.

        
				
        En su virtud, a propuesta de los Ministros de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 2 de julio de 1999, dispongo:

        
				
        
          Artículo 1.
          El plan inicial de actuación: Objeto y contenido.—
          1. El plan inicial de actuación de los organismos públicos de nueva creación, al que se refiere el artículo 62.2 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, tendrá por objeto definir la misión del organismo público cuya creación se pretende, establecer las metas generales u objetivos necesarios para su logro y las líneas de actuación adecuadas para alcanzarlos, y determinar los recursos humanos, financieros y materiales precisos para el funcionamiento del organismo.
        

        
				
        2. El plan inicial de actuación integrará de forma conjunta y sistemática los siguientes aspectos relativos al organismo público:

        
				
        
          a)
          Declaración expresa de la misión del organismo y memoria acreditativa de la conveniencia de su creación.
        

        
				
        
          b)
          Plan estratégico.
        

        
				
        
          c)
          Plan económico financiero.
        

        
				
        
          d)
          Previsiones sobre recursos humanos y de información.
        

        
				
        3. El ámbito temporal a que se refiere el plan inicial de actuación será de cuatro años.

        
				
        4. El plan inicial de actuación del organismo público será aprobado por el titular del Ministerio del que dependa.

        
				
        
          Art. 2.
          Misión del organismo público y memoria acreditativa.–
          1. El plan de actuación contendrá una declaración expresa de la misión del organismo público, descriptiva de la finalidad perseguida que ha de orientar su actuación y el horizonte temporal en que se prevé la vigencia de dicha misión.
        

        
				
        2. Asimismo, incorporará una memoria acreditativa de la conveniencia de la creación del organismo para desarrollar dicha misión, con el siguiente contenido:

        
				
        
          a)
          Valoración de la oportunidad de su creación y de las ventajas respecto de la situación anterior que de ello se deriven.
        

        
				
        
          b)
          Incidencia organizativa: previsión de necesidades de órganos de dirección y órganos técnicos
          [1]
          .
        

        
				
        
          c)
          Declaración de que sus competencias y funciones no son ejercidas por otra institución pública.
        

        
				
        
          En el caso de que el organismo público que se pretenda crear suponga la asunción de competencias anteriormente desempeñadas por otro organismo público o por órganos ministeriales, se reflejarán las supresiones, refundiciones y demás modificaciones orgánicas que puedan derivarse de la creación del nuevo organismo
          [2]
          .
        

        
				
        
          Art. 3.
          Estructura y contenido del plan estratégico.–
          1. El plan estratégico contendrá los siguientes apartados:
        

        
				
        
          a)
          La descripción y enumeración expresa de las metas u objetivos estratégicos y de los previstos para el primer año de funcionamiento del organismo público.
        

        
				
        
          b)
          Las estrategias para alcanzar las metas u objetivos del organismo en su sector de actividad.
        

        
				
        
          c)
          La identificación de aquellos factores externos o elementos del entorno que podrían condicionar significativamente la actividad del organismo y el logro de los objetivos sintetizando las características actuales y evolución previsible de dicho entorno.
        

        
				
        
          d)
          Los indicadores de resultados, como expresión cuantificada de las metas u objetivos y de su grado de realización.
        

        
				
        2. La duración inicial del plan estratégico será de cuatro años.

        
				
        
          Art. 4.
          Estructura y contenido del plan económico financiero.–
          El plan económico financiero recogerá los recursos financieros precisos para el cumplimiento de las metas u objetivos y estará formado por los siguientes apartados:
        

        
				
        
          a)
          El patrimonio inicial con que se dota al organismo, diferenciando el propio del adscrito.
        

        
				
        
          b)
          La previsión de gastos de explotación e inversiones.
        

        
				
        
          c)
          Un estudio desde la perspectiva económico-financiera sobre los recursos humanos a incorporar al organismo, en el que se determinará la previsión de las retribuciones correspondientes a las distintas clases de personal a que se refiere el artículo siguiente. En el supuesto contemplado en el artículo 2.2.
          c),
          párrafo segundo, deberán reflejarse los efectivos procedentes del organismo u órganos ministeriales que antes desempeñaban estas funciones, que pasan al nuevo organismo público.
        

        
				
        
          d)
          La descripción y análisis de las fuentes de financiación.
        

        
				
        
          Art. 5.
          Previsiones sobre recursos humanos y de información.–
          1. Con el mismo horizonte temporal previsto para el plan inicial de actuación se incorporará la previsión sobre los recursos humanos precisos para el cumplimiento de las metas u objetivos del organismo, en cuanto al número de efectivos y al tipo de relación de servicios, ya sean personal funcionario, personal laboral o ambos.
        

        
				
        
          Dicha previsión estará relacionada con la de estructuración del organismo a la que hace referencia el artículo 2.2.
          b)
          y ordenará al personal funcionario por grupos de titulación y al personal laboral por niveles, grupos profesionales o categorías.
        

        
				
        2. El plan inicial de actuación incorporará el plan de recursos de información, que incluirá las políticas generales y directrices, así como los estándares técnicos aplicables a la adquisición y gestión de estos recursos y de las tecnologías que constituyen su soporte.

        
				
        
          Art. 6.
          Procedimiento de tramitación.–
          El plan inicial de actuación formará parte de la documentación que acompañe el anteproyecto de Ley en la que se contenga la creación del organismo público y será remitido previamente, a los efectos del informe previsto en el artículo 62.2 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, a los Ministerios de Administraciones Públicas y de
           
          Economía y
           
          Hacienda
          ,
          que deberán emitir dicho informe en el plazo máximo de un mes, a contar desde la recepción del plan.
        

        
				
        
          Art. 7.
          Control posterior.–
          Sin perjuicio de lo previsto en los artículos 51 y 59 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado respecto del control de eficacia del Ministerio de adscripción sobre el organismo autónomo o entidad pública empresarial de que se trate, la Intervención General de la Administración del Estado evaluará el cumplimiento de los aspectos económicos financieros del plan inicial de actuación, en ejecución de su plan anual de auditorías y ajustando su desarrollo a otras actuaciones de control financiero que puedan ser efectuadas por la Intervención General de la Administración del Estado en el organismo o entidad de que se trate.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN ADICIONAL
        

        
				
        
          Única.
           
          Aplicación en la refundición de organismos públicos.–
          Lo dispuesto en la presente norma será de aplicación al supuesto de refundición de organismos públicos contemplados en el artículo 63 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, tanto si dicha refundición debe producirse por Ley como si la misma puede llevarse a cabo por Real Decreto acordado en Consejo de Ministros, conforme a lo establecido en el citado precepto.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN FINAL
        

        
				
        
          Única.
           
          Entrada en vigor.–
          El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] Véase el artículo 5.1 de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ] Véase el artículo 4.
              c)
              de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          ADMISIÓN Y ENTREGA DE NOTIFICACIONES DE ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS
        

        
				
        
          § 15
          REAL DECRETO 1829/1999, DE 3 DE DICIEMBRE (FOMENTO), POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO POR EL QUE SE REGULA LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS POSTALES, EN DESARROLLO DE LO ESTABLECIDO EN LA LEY 24/1998, DE 13 DE JULIO, DEL SERVICIO POSTAL UNIVERSAL Y DE LIBERALIZACIÓN DE LOS SERVICIOS POSTALES
        

        
				
        («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre de 1999; corrección de errores en «BOE» núm. 36, de 11 de febrero de 2000)

        
				
        [...................................................................]

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          Obligaciones de servicio público
        

        
				
        [...................................................................]

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        
          Obligaciones de servicio público del operador al que se ha encomendado la prestación del servicio postal universal
          [1]
        

        
				
        [...................................................................]

        
				
        
          
            Sección 2.a Admisión y entrega de notificaciones de órganos administrativos y judiciales
            [2]
          
        

        
				
        
          Art. 39.
          Carácter fehaciente de la notificación.
          –La entrega de notificaciones de órganos administrativos y judiciales realizada por el operador al que se ha encomendado la prestación del servicio postal universal tendrá como efecto la constancia fehaciente de su recepción, sin perjuicio de que los demás operadores realicen este tipo de notificaciones en el ámbito no reservado, cuyos efectos se regirán por las normas de derecho privado.
        

        
				
        
          Art. 40.
          Admisión de notificaciones de órganos administrativos y judiciales.
          –La admisión de notificaciones por el operador al que se ha encomendado la prestación del servicio postal universal requiere que en el envío conste la palabra «Notificación», y, debajo de ella y en caracteres de menor tamaño, el acto a que se refiera (citación, requerimiento, resolución) y la indicación «Expediente núm. …», o cualquier otra expresión que identifique el acto a notificar. Estos envíos se acompañarán del documento justificativo de su admisión.
        

        
				
        
          Art. 41.
          Disposiciones generales sobre la entrega de notificaciones.
          –1. Los requisitos de la entrega de notificaciones, en cuanto a plazo y forma, deberán adaptarse a las exigencias de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
          [3]
          , en la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, de modificación de aquélla, sin perjuicio de lo establecido en los artículos siguientes.
        

        
				
        2. Cuando se practique la notificación en el domicilio del interesado y no se halle presente éste en el momento de entregarse dicha notificación, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en el domicilio y haga constar su identidad.

        
				
        3. Deberá constar la fecha, identidad, número del documento nacional de identidad o del documento que lo sustituya y firma del interesado o persona que pueda hacerse cargo de la notificación en los términos previstos en el párrafo anterior, en la documentación del empleado del operador postal y, en su caso, aviso de recibo que acompañe dicha notificación, aviso en el que el empleado del operador postal deberá hacer constar su firma y número de identificación.

        
				
        
          Art. 42.
          Supuestos de notificaciones con dos intentos de entrega.
          –1. Si intentada la notificación en el domicilio del interesado, nadie pudiera hacerse cargo de la misma, se hará constar este extremo en la documentación del empleado del operador postal y, en su caso, en el aviso de recibo que acompañe a la notificación, junto con el día y la hora en que se intentó la misma, intento que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes.
        

        
				
        2. Si practicado el segundo intento, éste resultase infructuoso por la misma causa consignada en el párrafo anterior o bien por el conocimiento sobrevenido de alguna de las previstas en el artículo siguiente, se consignará dicho extremo en la oportuna documentación del empleado del operador postal y, en su caso, en el aviso de recibo que acompañe a la notificación, junto con el día y la hora en que se realizó el segundo intento.

        
				
        3. Una vez realizados los dos intentos sin éxito, el operador al que se ha encomendado la prestación del servicio postal universal deberá depositar en lista las notificaciones, durante el plazo máximo de un mes, a cuyo fin se procederá a dejar al destinatario aviso de llegada en el correspondiente casillero domiciliario, debiendo constar en el mismo, además de la dependencia y plazo de permanencia en lista de la notificación, las circunstancias expresadas relativas al segundo intento de entrega. Dicho aviso tendrá carácter ordinario.

        
				
        4. Si estando en el domicilio la persona que pueda recibir la notificación, se niega a aceptarla y a manifestar por escrito dicha circunstancia con su firma, identificación y fecha en la documentación del empleado del operador postal, se entenderá que no quiere hacerse cargo de la misma, haciéndose constar este extremo en la expresada documentación del empleado del operador postal y, en su caso, en el aviso de recibo que acompañe a la notificación, junto con el día y la hora en que se intentó la misma, intento que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes.

        
				
        5. Si practicado el segundo intento, éste resultase infructuoso por la misma causa consignada en el párrafo anterior o bien por el conocimiento sobrevenido de alguna de las previstas en el artículo siguiente, se consignará dicho extremo en la oportuna documentación del empleado del operador postal y, en su caso, en el aviso de recibo que acompañe a la notificación, junto con el día y la hora en que se realizó el segundo intento. A partir de este momento, dicha notificación tendrá el mismo tratamiento que las que hubieren sido rehusadas o rechazadas.

        
				
        6. En todos los supuestos previstos en los párrafos anteriores, el empleado del operador postal deberá hacer constar su firma y número de identificación en el aviso de recibo que, en su caso, acompañe a la notificación y en el aviso de llegada si el mismo procede.

        
				
        
          Art. 43.
          Supuestos de notificaciones con un intento de entrega.
          –No procederá un segundo intento de entrega en los supuestos siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Que la notificación sea rehusada o rechazada por el interesado o su representante, debiendo hacer constar esta circunstancia por escrito con su firma, identificación y fecha, en la documentación del empleado del operador postal.
        

        
				
        
          b)
          Que la notificación tenga una dirección incorrecta.
        

        
				
        
          c)
          Que el destinatario de la notificación sea desconocido.
        

        
				
        
          d)
          Que el destinatario de la notificación haya fallecido.
        

        
				
        
          e)
          Cualquier causa de análoga naturaleza a las expresadas, que haga objetivamente improcedente el segundo intento de entrega.
        

        
				
        En los supuestos previstos anteriormente, el empleado del operador postal hará constar en la documentación correspondiente la causa de la no entrega, fecha y hora de la misma, circunstancias que se habrán de indicar en el aviso de recibo que, en su caso, acompañe a la notificación, aviso en el que dicho empleado del operador postal hará constar su firma y número de identificación.

        
				
        
          Art. 44.
          Entrega de notificaciones a personas jurídicas y organismos públicos.
          –1. En el supuesto de entrega de notificaciones a personas jurídicas y organismos públicos, se observarán las normas establecidas para la admisión y entrega de notificaciones en los artículos precedentes, con las peculiaridades establecidas en el presente artículo.
        

        
				
        2. La entrega de notificaciones a las personas jurídicas se realizará al representante de éstas, o bien, a un empleado de la misma, haciendo constar en la documentación del empleado del operador postal y, en su caso, en el aviso de recibo que acompañe a la notificación, su identidad, firma y fecha de la notificación, estampando, asimismo, el sello de la empresa.

        
				
        3. La entrega de notificaciones a organismos públicos se realizará a un empleado de los mismos, haciendo constar en la documentación del empleado del operador postal y, en su caso, en el aviso de recibo que acompañe a la notificación, su identidad, firma y fecha de la notificación, estampando, asimismo, el sello del organismo público.

        
				
        Asimismo, podrán entregarse en el Registro General del organismo público de que se trate, bastando, en este caso, la estampación del correspondiente sello de entrada en los documentos citados en el párrafo anterior.

        
				
        [...................................................................]

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] Conforme determina la disposición adicional 1.ª de la Ley 24/1998, de 13 de julio («BOE» núm. 167, de 14 de julio), del Servicio Postal Universal y de Liberalización de los Servicios Postales, de acuerdo a la redacción dada a la misma por la Ley 14/2000, de 29 de diciembre («BOE» núm. 313, de 30 de diciembre), se atribuye la obligación de prestar el servicio postal universal, en los términos y condiciones previstos en el título III de esta Ley, a la «Sociedad Estatal Correos y Telégrafos, Sociedad Anónima».
            

            
						
            Respecto a la constitución de la citada Sociedad Estatal, véase el artículo 58 de la mencionada Ley 14/2000, de 29 de diciembre.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ] Véase el artículo 19.1.
              c)
              de la Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio Postal Universal y de Liberalización de los Servicios Postales.
            

            
						
            Téngase en cuenta que la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Tercera) de 8 de junio de 2004 («BOE» núm. 191, de 9 de agosto) declara la nulidad por contraria a Derecho de esta Sección sólo en cuanto sea aplicable a la «admisión y entrega de notificaciones de órganos judiciales».

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ] Véanse sus artículos 58 y 59.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          OTRAS DISPOSICIONES
        

        
				
        
          § 16
          ORDEN DE 12 DE DICIEMBRE DE 1960 (PRESIDENCIA) POR LA QUE SE ESTABLECE EL TRÁMITE PARA DECIDIR SOBRE LA NULIDAD DE PLENO DERECHO DE DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS
        

        
				
        («BOE» núm. 302, de 17 de diciembre de 1960)

        
				
        La Ley de Procedimiento Administrativo, en su artículo 47.2, señala los casos en que las disposiciones administrativas son nulas de pleno derecho, pero no establece las normas concretas que deberán seguirse en el supuesto de que un órgano de la Administración manifieste que la considera comprendida en alguno de aquellos casos. Como quiera que tal regulación se hace necesaria para evitar, mediante un trámite adecuado, los expresados problemas surgidos en la mayor parte de los casos, por la disparidad de criterios de dos o más órganos de la propia Administración.

        
				
        Esta Presidencia del Gobierno, en uso de las facultades que le confiere la disposición final segunda de dicha Ley de Procedimiento Administrativo, tiene a bien disponer lo siguiente:

        
				
        
          Primero.
          Cuando un Ministerio, previo el oportuno asesoramiento jurídico, considere que una disposición administrativa dictada por otro órgano de la Administración es nula de pleno derecho, a tenor del
          
            artículo 47 de la Ley de Procedimiento Administrativo
            [1]
          
          , deberá comunicar este parecer, mediante escrito fundamentado, al Ministerio del que emanó la disposición y a la Presidencia del Gobierno. Si se tratara de Decretos, o de Órdenes acordadas en Consejo de Ministros o en las Comisiones Delegadas del Gobierno, a propuesta de diferentes Departamentos, la comunicación se hará, además de a la Presidencia, a cuantos Ministerios hubieren propuesto la disposición.
        

        
				
        En el escrito que se dirija al Ministerio o Ministerios se hará saber la obligación que tienen de cumplir con lo que establece el artículo siguiente, y en el que se remita a la Presidencia deberá indicarse que se ha cumplido simultáneamente el trámite de dirigirse a los correspondientes Departamentos ministeriales, precisando a cuáles.

        
				
        
          Segundo.
          Los Ministerios que hubieren recibido la expresada comunicación deberán, después del oportuno asesoramiento jurídico, emitir el correspondiente informe, y, en el plazo de quince días desde que hubieren recibido dicha comunicación, remitirán el mismo, juntamente con el expediente relativo a la disposición cuya nulidad se debate, a la Presidencia del Gobierno.
        

        
				
        
          Tercero.
          Si en el informe o informes a que se refiere el artículo anterior se coincide en que es procedente declarar la nulidad denunciada, se dispondrá la suspensión de la disposición en cuestión, la cual, tratándose de Órdenes ministeriales o disposiciones de autoridades u órganos inferiores, se hará mediante Orden de la Presidencia del Gobierno. Si se trata de Decretos u Órdenes acordadas en Consejo de Ministros o Comisión Delegada del Gobierno, por la dicha Presidencia se someterá propuesta de suspensión al órgano que aprobó la disposición, y, de aprobarse ésta, se dictará por la Presidencia del Gobierno otra de igual rango, haciendo público el acuerdo.
        

        
				
        
          Cuarto.
          Dentro de los ocho días siguientes a los quince que como plazo se establece en el artículo segundo, la Presidencia del Gobierno deberá remitir al Consejo de Estado, para informe, los antecedentes que hubiere recibido, quien, de estimarlos suficientes y aún prescindiendo, en su caso, de los que debiera haber aportado dentro del plazo previsto alguno de los Departamentos ministeriales, emitirá el correspondiente dictamen, cuyo original enviará a la Presidencia del Gobierno juntamente con los antecedentes, remitiendo, a la vez, copia del mismo a los Ministerios interesados.
        

        
				
        
          Quinto.
          Si el informe del Consejo de Estado no es favorable a la declaración de nulidad, se dará por concluido el expediente, publicándose, en el caso de que se hubiera declarado la suspensión de la disposición debatida, la oportuna, poniendo aquélla en vigor.
        

        
				
        
          Sexto.
          Cuando se trate de Órdenes ministeriales o de otras disposiciones de autoridades y órganos inferiores, y tanto el informe del Consejo de Estado como el parecer del Ministerio que hubiere dictado la disposición fuera favorable a la declaración de la nulidad, este último deberá declararla, dentro del plazo de ocho días desde que hubiere recibido el informe del Consejo de Estado, mediante Orden que se publicará en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          Séptimo.
          Si hubiere transcurrido el expresado plazo de ocho días sin que el Ministerio hubiere publicado la nulidad a que se refiere el artículo anterior, bien por incumplimiento del plazo o por desacuerdo con el dictamen favorable a la misma del Consejo de Estado, así como también cuando se tratare de Decretos y Órdenes acordadas en Consejo de Ministros, la Presidencia del Gobierno elevará el oportuno expediente a dicho Consejo, para su resolución definitiva, que se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» en forma de Orden de la Presidencia o de Decreto, según haya sido el rango de la primitiva disposición. Igualmente, y en los mismos supuestos, cuando se tratare de Órdenes acordadas por las Comisiones Delegadas del Gobierno, el expediente que instruya la Presidencia deberá ser elevado a la propia Comisión de la que emanó la disposición impugnada, debiendo estar presentes en la reunión de la Comisión en que se debata la nulidad tanto el Ministro que hubiere solicitado la declaración de la misma como el Ministro o Ministros que hubieren propuesto la aprobación de dicha disposición impugnada. La resolución, en consecuencia, corresponderá a la propia Comisión, y se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» mediante Orden de la Presidencia del Gobierno.
        

        
				
        
          Octavo.
          Si la resolución del Consejo de Ministros o de la Comisión Delegada del Gobierno estableciera que no deberá declararse la nulidad de la disposición debatida, y ésta estuviera en suspenso, se la pondrá en vigor, disponiéndose así en la misma resolución que resuelva la cuestión de nulidad.
        

        
				
        
          Noveno.
          Cuando un Ministerio, a iniciativa propia y previo el oportuno asesoramiento jurídico, considere que una disposición administrativa dictada por el mismo es nula de pleno derecho, a tenor del
          
            artículo 47 de la Ley de Procedimiento Administrativo
            [2]
          
          , deberá comunicar este parecer, mediante escrito fundamentado, al Consejo de Estado, solicitando el oportuno informe. Solamente si éste fuera favorable, podrá declarar la expresada nulidad, publicándose la correspondiente resolución en el «Boletín Oficial del Estado». Si bien, mientras se tramita la audiencia del Alto Cuerpo podrá, mediante disposición del mismo rango, acordar la suspensión.
        

        
				
        
          Décimo.
          Las dudas que pudiera suscitar la aplicación de la presente Orden se resolverán por la Presidencia del Gobierno, teniendo en cuenta los preceptos que ofrezcan analogía de la
          
            Ley de Conflictos Jurisdiccionales, de 17 de julio de 1948
            [3]
          
          .
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] En la actualidad, artículo 62.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ] En la actualidad, artículo 62.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ] Los artículos 48 a 53 de la citada Ley, relativos a conflictos de atribuciones, fueron declarados vigentes por la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo («BOE» núm. 120, de 20 de mayo), de Conflictos Jurisdiccionales, y han sido derogados por la Ley del Gobierno (§ 4).
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 17
          LEY ORGÁNICA 4/2001, DE 12 DE NOVIEMBRE (JEFATURA DEL ESTADO), REGULADORA DEL DERECHO DE PETICIÓN
        

        
				
        («BOE» núm. 272, de 13 de noviembre de 2001)

        
				
        
          EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
        

        
				
        El derecho de petición se encuentra reconocido, como derecho fundamental, en el artículo 29 de la Constitución española. Dicho precepto remite a la ley la regulación del modo en que el mismo ha de ejercerse y los efectos que produce su ejercicio.

        
				
        Hasta ahora ha sido en una norma preconstitucional, la Ley de 22 de diciembre de 1960, donde se encontraba su régimen jurídico, aunque convenientemente adaptado por los pronunciamientos del Tribunal Constitucional.

        
				
        Parece llegado el momento de proceder a la actualización del desarrollo normativo del derecho fundamental de petición desde una perspectiva constitucional.

        
				
        Probablemente su carácter residual respecto a otros instrumentos de relación entre los ciudadanos y los poderes públicos, unido a que la Ley de 1960 contiene una regulación eminentemente técnica de carácter administrativo y, por ende, neutral, han sido razones suficientes para mantener una norma preconstitucional en materia de derechos fundamentales.

        
				
        
          Ahora bien, no debe pensarse que el de petición es un derecho menor. Desde luego, históricamente no lo ha sido.
          

          Y en el momento actual entronca de manera adecuada con las tendencias mayoritarias que proclaman una mayor participación de los ciudadanos, y de los grupos en que se integran, en la cosa pública, una mayor implicación en las estructuras institucionales sobre las que se asienta nuestro Estado social y democrático de Derecho.
        

        
				
        Al abordar de nueva planta el desarrollo legal de un precepto constitucional en el que se reconoce un derecho fundamental es ineludible atender a la construcción doctrinal que el Tribunal Constitucional, como intérprete supremo de nuestra Carta Magna, ha establecido. En consecuencia, la presente Ley se ajusta a los pronunciamientos del Alto Tribunal contenidos en diversas sentencias y autos, con especial atención a la sentencia de 14 de julio de 1993.

        
				
        La delimitación del ámbito subjetivo de titulares del derecho de petición se realiza extensivamente, entendiendo que abarca a cualquier persona natural o jurídica prescindiendo de su nacionalidad, como cauce de expresión en defensa de los intereses legítimos y como participación ciudadana en las tareas públicas, pudiendo ejercerse tanto individual como colectivamente. Tan sólo se establece la limitación que para los miembros de las Fuerzas o Institutos armados, o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar, se deriva directamente de la Constitución, y determina que aquéllos sólo pueden ejercer el derecho individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

        
				
        Como es tradicional en nuestros precedentes legales, así como en el Derecho comparado, se introduce la previsión de que del ejercicio del derecho no puede derivarse perjuicio alguno para el peticionario, salvo cuando incurra, con ocasión de su ejercicio, en delito o falta.

        
				
        Los destinatarios de la petición pueden ser cualesquiera poderes públicos o autoridades, incluyendo los diferentes poderes y órganos constitucionales, así como todas las Administraciones públicas existentes. El ámbito de competencia de cada uno de los posibles destinatarios determinará su capacidad para atender las peticiones que se les dirijan.

        
				
        Las peticiones pueden incorporar una sugerencia, una iniciativa, una información, expresar quejas o súplicas. Su objeto, por tanto, se caracteriza por su amplitud y está referido a cualquier asunto de interés general, colectivo o particular. Ahora bien, su carácter supletorio respecto a los procedimientos formales específicos de carácter parlamentario, judicial o administrativo obliga a delimitar su ámbito a lo estrictamente discrecional o graciable, a todo aquello que no deba ser objeto de un procedimiento especialmente regulado.

        
				
        
          La regulación del ejercicio del derecho de petición debe caracterizarse por su sencillez y antiformalismo. Aunque se trata de un derecho que se ejercita siempre por escrito, se permite la utilización de cualquier medio –con especial atención al impulso de los de carácter electrónico–, siempre que resulte acreditada la declaración de voluntad. En cualquier caso, el principio antiformalista obliga a establecer los requisitos mínimos imprescindibles para su ejercicio; además en la línea iniciada por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
          

          de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, se opta por un tratamiento amplio en el uso de las lenguas cooficiales en aquellas Comunidades Autónomas donde están estatutariamente reconocidas, así como por la posibilidad de elegir lugares para su ejercicio o presentación.
        

        
				
        Sin entrar en el detalle de su tramitación, orientada necesariamente a la satisfacción del derecho, la Ley presta singular atención a las obligaciones de los poderes públicos y autoridades destinatarias de las peticiones. En los términos establecidos por la doctrina del Tribunal Constitucional se regula la obligación de los destinatarios públicos de las peticiones de acusar recibo de las recibidas y, salvo excepciones tipificadas restrictivamente, la obligación de tramitarlas y contestarlas adecuadamente, lo que constituye desarrollo del contenido esencial de este derecho.

        
				
        En todo caso, existe una vocación definida hacia la efectiva satisfacción del derecho que se manifiesta tanto en la regulación de los problemas de competencia de la institución o autoridad que deben resolverla, como en el régimen de protección jurisdiccional del derecho que, como no puede ser de otra forma, tratándose de un derecho fundamental, goza del tratamiento que se deriva del artículo 53.2 de la Constitución.

        
				
        Por último y en reconocimiento obligado a la autonomía organizativa y regulatoria se remite a su régimen especial al ejercicio del derecho ante el Congreso, el Senado y las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas. Por otras razones, también se respeta el específico régimen de las quejas al Defensor del Pueblo e instituciones análogas de las Comunidades Autónomas.

        
				
        
          Artículo. 1.
          Titulares del derecho de petición.
          –1. Toda persona natural o jurídica, prescindiendo de su nacionalidad, puede ejercer el derecho de petición, individual o colectivamente, en los términos y con los efectos establecidos por la presente Ley y sin que de su ejercicio pueda derivarse perjuicio alguno para el peticionario. No obstante no resultarán exentos de responsabilidad quienes con ocasión del ejercicio del derecho de petición incurriesen en delito o falta.
        

        
				
        
          2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados, o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar, sólo podrán ejercer este derecho individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica
          [1]
          .
        

        
				
        
          Art. 2.
          Destinatarios.–
          El derecho de petición podrá ejercerse ante cualquier institución pública, administración, o autoridad, así como ante los órganos de dirección y administración de los organismos y entidades vinculados o dependientes de las Administraciones públicas, respecto de las materias de su competencia, cualquiera que sea el ámbito territorial o funcional de ésta.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Objeto de las peticiones.
          –Las peticiones podrán versar sobre cualquier asunto o materia comprendido en el ámbito de competencias del destinatario, con independencia de que afecten exclusivamente al peticionario o sean de interés colectivo o general.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Formalización
          .–1. Las peticiones se formularán por escrito, pudiendo utilizarse cualquier medio, incluso de carácter electrónico, que permita acreditar su autenticidad, e incluirán necesariamente la identidad del solicitante, la nacionalidad si la tuviere, el lugar o el medio elegido para la práctica de notificaciones, el objeto y el destinatario de la petición.
        

        
				
        2. En el caso de peticiones colectivas, además de cumplir los requisitos anteriores, serán firmadas por todos los peticionarios, debiendo figurar, junto a la firma de cada uno de ellos su nombre y apellidos.

        
				
        3. El peticionario podrá dar cuenta del ejercicio de su derecho a institución u órgano diferente de aquel ante quien dirigió la petición, remitiéndole copia del escrito sin otro efecto que el de su simple conocimiento.

        
				
        4. Los peticionarios podrán exigir la confidencialidad de sus datos.

        
				
        
          Art. 5.
          Utilización de lenguas cooficiale
          s
          [2]
          .–1. En el ámbito territorial de las Comunidades Autónomas cuyos Estatutos establezcan la cooficialidad lingüística, los peticionarios tendrán derecho a formular sus peticiones a la Administración General del Estado o a los organismos públicos vinculados o dependientes de ella en cualquiera de las lenguas oficiales y a obtener respuesta en la lengua de su elección.
        

        
				
        2. En aquellas peticiones que se dirijan a las instituciones autonómicas y entidades locales, el uso de la lengua se ajustará a lo previsto en la legislación autonómica correspondiente.

        
				
        3. La institución, administración u órgano instructor deberá traducir al castellano los documentos, expedientes o partes de los mismos que deban surtir efectos fuera del territorio de la Comunidad Autónoma y los documentos dirigidos a los interesados que así lo soliciten expresamente. Si deben surtir efectos en el territorio de una Comunidad Autónoma donde sea cooficial esa misma lengua distinta al castellano, no será precisa su traducción.

        
				
        
          Art. 6.
          Presentación de escritos.–
          1. El escrito en que se deduzca la petición y cualesquiera otros documentos y comunicaciones podrán presentarse ante cualquier registro o dependencia admitida a estos efectos por la legislación reguladora del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
          [3]
          .
        

        
				
        2. La administración, institución pública o autoridad que reciba una petición acusará recibo de la misma y lo comunicará al interesado dentro de los diez días siguientes a su recepción. Esta actuación se llevará a efecto por el órgano correspondiente de acuerdo con la norma organizativa de cada entidad.

        
				
        
          Art. 7.
          Tramitación de peticiones
          . Subsanación.–1. Recibido el escrito de petición, la autoridad u órgano al que se dirija procederá a comprobar su adecuación a los requisitos previstos por la presente Ley, previas las diligencias, comprobaciones y asesoramientos que estime pertinentes. Como resultado de tal apreciación deberá declararse su inadmisión o tramitarse la petición correspondiente.
        

        
				
        2. Si el escrito de petición no reuniera los requisitos establecidos en el artículo 4, o no reflejara los datos necesarios con la suficiente claridad, se requerirá al peticionario para que subsane los defectos advertidos en el plazo de quince días con el apercibimiento de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, notificándose entonces su archivo con expresión de la causa.

        
				
        3. Asimismo se podrá requerir al peticionario la aportación de aquellos datos o documentos complementarios que obren en su poder o cuya obtención esté a su alcance y que resulten estrictamente imprescindibles para tramitar la petición. La no aportación de tales datos y documentos no determinará por sí sola la inadmisibilidad de la petición, sin perjuicio de sus efectos en la contestación que finalmente se adopte.

        
				
        
          Art. 8.
          Inadmisión de peticiones.–
          No se admitirán las peticiones cuyo objeto sea ajeno a las atribuciones de los poderes públicos, instituciones u organismos a que se dirijan, así como aquellas cuya resolución deba ampararse en un título específico distinto al establecido en esta Ley que deba ser objeto de un procedimiento parlamentario, administrativo o de un proceso judicial.
        

        
				
        Tampoco se admitirán aquellas peticiones sobre cuyo objeto exista un procedimiento parlamentario, administrativo o un proceso judicial ya iniciado, en tanto sobre los mismos no haya recaído acuerdo o resolución firme.

        
				
        
          Art. 9.
          Declaración de inadmisibilidad. Plazo.
          –1. La declaración de inadmisibilidad será siempre motivada y deberá acordarse y notificarse al peticionario en los cuarenta y cinco días hábiles siguientes al de presentación del escrito de petición.
        

        
				
        Cuando la inadmisión traiga causa de la existencia en el ordenamiento jurídico de otros procedimientos específicos para la satisfacción del objeto de la petición, la declaración de inadmisión deberá indicar expresamente las disposiciones a cuyo amparo deba sustanciarse, así como el órgano competente para ella.

        
				
        2. En otro caso, se entenderá que la petición ha sido admitida a trámite.

        
				
        
          Art. 10.
          Decisiones sobre competencia.
          –1. Siempre que la declaración de inadmisibilidad de una petición se base en la falta de competencia de su destinatario, éste la remitirá a la institución, administración u organismo que estime competente en el plazo de diez días y lo comunicará así al peticionario. En este caso, los plazos se computarán desde la recepción del escrito, aplicándose lo dispuesto en el artículo 6.2.
        

        
				
        2. Cuando un órgano u autoridad se estime incompetente para el conocimiento de una petición remitirá directamente las actuaciones al órgano que considere competente, si ambos pertenecieran a la misma institución, administración u organismo.

        
				
        
          Art. 11.
          Tramitación y contestación de peticiones admitidas.–
          1. Una vez admitida a trámite una petición, la autoridad u órgano competente vendrán obligados a contestar y a notificar la contestación en el plazo máximo de tres meses a contar desde la fecha de su presentación. Asimismo podrá, si así lo considera necesario, convocar a los peticionarios en audiencia especial.
        

        
				
        2. Cuando la petición se estime fundada, la autoridad u órgano competente para conocer de ella, vendrá obligado a atenderla y a adoptar las medidas que estime oportunas a fin de lograr su plena efectividad, incluyendo, en su caso, el impulso de los procedimientos necesarios para adoptar una disposición de carácter general.

        
				
        3. La contestación recogerá, al menos, los términos en los que la petición ha sido tomada en consideración por parte de la autoridad u órgano competente e incorporará las razones y motivos por los que se acuerda acceder a la petición o no hacerlo. En caso de que, como resultado de la petición, se haya adoptado cualquier acuerdo, medida o resolución específica, se agregará a la contestación.

        
				
        4. La autoridad u órgano competente podrá acordar, cuando lo juzgue conveniente, la inserción de la contestación en el diario oficial que corresponda.

        
				
        5. Anualmente la autoridad u órgano competente confeccionará una memoria de actividades derivadas de las peticiones recibidas.

        
				
        
          Art. 12.
          Protección jurisdiccional.
          –El derecho de petición es susceptible de tutela judicial mediante las vías establecidas en el artículo 53.2 de la Constitución, sin perjuicio de cualesquiera otras acciones que el peticionario estime procedentes. Podrán ser objeto de recurso contencioso-administrativo, por el procedimiento de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales de la persona, establecido en los artículos 114 y siguientes de la Ley 29/1988, de 13 de julio
          [4]
          , reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa:
        

        
				
        
          a)
          La declaración de inadmisibilidad de la petición.
        

        
				
        
          b)
          La omisión de la obligación de contestar en el plazo
          establecido.
        

        
				
        
          c)
          La ausencia en la contestación de los requisitos mínimos establecidos en el artículo anterior.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
          Regímenes especiales.–
          1. Las peticiones dirigidas al Congresos de los Diputados
          [5]
          al Senado
          [6]
          o a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas se tramitarán de conformidad a lo establecido en sus respectivos Reglamentos que deberán recoger la posibilidad de convocar en audiencia especial a los peticionarios, si así se considerara oportuno, quedando sujetas, en todo caso, las decisiones que adopten al régimen de garantías fijado en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.
        

        
				
        2. En los supuestos en que una iniciativa legislativa popular haya resultado inadmitida por no cumplir con todos los requisitos previstos en su normativa reguladora, a petición de sus firmantes podrá convertirse en petición ante las Cámaras, en los términos establecidos en sus respectivos Reglamentos.

        
				
        
          Segunda.
           
          Defensor del Pueblo e instituciones autonómicas análogas.
          –Queda excluida de la aplicación de esta Ley el régimen de las quejas dirigidas al Defensor del Pueblo y a las instituciones autonómicas de naturaleza análoga, que se regirán por su legislación específica.
        

        
				
        
          Tercera.
           
          Peticiones de los internos en las instituciones penitenciarias.
          –Las peticiones formuladas por los internos en el ámbito regulado por la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, se ajustarán a lo dispuesto en la misma.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN DEROGATORIA
        

        
				
        
          Única.
           
          Derogación normativa.
          –1. Queda derogada la Ley 92/1960, de 22 de diciembre, reguladora del derecho de petición.
        

        
				
        2. Asimismo, quedan derogadas todas las demás normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se opongan a la presente Ley Orgánica.

        
				
        
          DISPOSICIÓN FINAL
        

        
				
        
          Única.
           
          Desarrollo y entrada en vigor de la Ley.
          –1. El Gobierno y las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, dictarán las disposiciones de desarrollo y aplicación de la presente Ley Orgánica que resulten necesarias.
        

        
				
        2. La presente Ley Orgánica entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [
              1
              ] El ejercicio del derecho de petición por los miembros de las Fuerzas e Institutos armados se rige por el artículo 29.2 de la Constitución, y los artículos 15 y 21 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              2
              ] Véase el artículo 36 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (§ 1) y notas al mismo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              3
              ] Véase el artículo 38 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              4
              ] Debe querer decir «Ley 29/1998, de 13 de julio».
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              5
              ] El artículo 77 de la Constitución Española establece:
            

            
						
            «1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida la presentación directa por manifestaciones ciudadanas.

            
						
            2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.»

            
						
            El Reglamento del Congreso de los Diputados de 10 de febrero de 1982 («BOE» núm. 55, de 5 de marzo) establece:

            
						
            
              «Art. 46.
            

            
						
            [...............................................................................................]

            
						
            2. Son también Comisiones Permanentes aquellas que deban constituirse por disposición legal y las siguientes:

            
						
            1.ª Reglamento.

            
						
            2.ª Estatuto de los Diputados.

            
						
            3.ª Peticiones.

            
						
            [...............................................................................................]

            
						
            
              Art. 48.
              1. La Comisión del Estatuto de los Diputados estará compuesta por un miembro de cada uno de los grupos parlamentarios. Tendrá un Presidente, un Vicepresidente y un Secretario, que corresponderán, por su orden, a los representantes de los tres grupos parlamentarios de mayor importancia numérica al comienzo de la legislatura.
            

            
						
            [...............................................................................................]

            
						
            
              Art. 49.
              1. Será aplicable a la Comisión de Peticiones lo establecido en el apartado 1 del artículo anterior.
            

            
						
            2. La Comisión examinará cada petición, individual o colectiva, que reciba el Congreso de los Diputados y podrá acordar su remisión, según proceda, por conducto del Presidente de la Cámara:

            
						
            1.º Al Defensor del Pueblo.

            
						
            2.º A la Comisión del Congreso que estuviere conociendo del asunto de que se trate.

            
						
            3.º Al Senado, al Gobierno, a los Tribunales, al Ministerio Fiscal o a la Comunidad Autónoma, Diputación, Cabildo o Ayuntamiento a quien corresponda.

            
						
            3. La Comisión también podrá acordar, si no procediere la remisión a que se refiere el apartado anterior, el archivo de la petición sin más trámites.

            
						
            4. En todo caso, se acusará recibo de la petición y se comunicará al peticionario el acuerdo adoptado.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [
              6
              ] El Reglamento del Senado, aprobado el 3 de mayo de 1994 («BOE» núm. 114, de 13 de mayo), dispone:
            

            
						
            
              «Art. 192.
              Las peticiones que los españoles dirijan al Senado, en el ejercicio de su derecho de petición, se atendrán a la forma y demás requisitos que establezca la Ley.
            

            
						
            
              Art. 193.
              1. La Comisión de Peticiones examinará las individuales o colectivas que reciba el Senado y, previa deliberación, podrá acordar:
            

            
						
            1.º Trasladarla a la Comisión que resulte competente por razón de la materia.

            
						
            2.º Trasladar a los grupos parlamentarios para que, si lo estiman oportuno, puedan promover alguna iniciativa parlamentaria.

            
						
            3.º Remitirla, a través del Presidente del Senado, al Congreso, al Gobierno, a los Tribunales, al Ministerio Fiscal, a la Comunidad Autónoma, Diputación, Cabildo, Ayuntamiento o autoridad que corresponda. Si el órgano al que se remitiese la petición se considerase competente en la materia, informará a la mayor brevedad posible, salvo que una disposición legal lo impidiese, de las medidas adoptadas o a adoptar en torno a la cuestión suscitada.

            
						
            4.º Archivarla sin más trámite.

            
						
            2. También podrá la Comisión o, en su defecto, cualquier grupo parlamentario, elevar al Pleno del Senado una moción que asuma el contenido de una de estas peticiones.

            
						
            
              Art. 194.
              Siempre que sean admitidas a trámite las peticiones, los dictámenes correspondientes de la Comisión se incluirán en alguna de las publicaciones oficiales de la Cámara.
            

            
						
            En todo caso, la Comisión acusará recibo de la petición y comunicará al peticionario el acuerdo adoptado.

            
						
            
              Art. 195.
              En cada período ordinario de sesiones, la Comisión de Peticiones informará al Senado del número de peticiones recibidas, de la decisión adoptada sobre las mismas, así como, en su caso, de las resoluciones de las autoridades a las que hayan sido remitidas. El texto del informe se incluirá en alguna de las publicaciones oficiales de la Cámara y será objeto de consideración en sesión plenaria.»
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          4.
        

        
				
        
          Secretarios generales,
          § 2,
          16.
        

        
				
        
          Secretarios generales técnicos,
          § 2,
          17.
        

        
				
        
          Subsecretarios,
          § 2,
          15.
        

        
				
        
          Nombramiento de altos cargos,
          § 2,
          6.9 y 10, 12.2.
          f),
          15.2, 16.3, 17.3, 18.2, 22.3, 37.4 y disposición transitoria 1.ª;
          § 4,
          12, 15.1 y 16.1.
        

        
				
        
          Organización central,
          § 2,
          8 a 11;
          § 4,
          1 a 10.
        

        
				
        
          Órganos,
          § 2,
          5 y 6.
        

        
				
        
          Personalidad jurídica única,
          § 2,
          2.2.
        

        
				
        
          Unidades administrativas,
          § 2,
          7.
        

        
				
        
          Administración electrónica:
        

        
				
        
          Archivo,
          § 5,
          31;
          § 6,
          51 y 52.
        

        
				
        
          Comunicaciones,
          § 5,
          27 y 28;
          6,
          32 a 34.
        

        
				
        
          Documentos,
          § 5,
          29 y 30;
          6,
          41 a 49.
        

        
				
        
          Expediente,
          5,
          32;
          6,
          53.
        

        
				
        
          Identificación y autenticación,
          § 5,
          13 a 23;
          6,
          10 a 25.
        

        
				
        
          Notificaciones,
          5,
          27 y 28;
          6,
          35 a 40.
        

        
				
        
          Registro,
          § 5,
          24 a 26;
          6,
          26 a 31.
        

        
				
        
          Sede electrónica,
          § 5,
          10 a 12;
          6,
          3 a 9.
        

        
				
        
          Administración General del Estado en el exterior:
        

        
				
        
          Organización y funciones,
          § 2,
          36 y 37.
        

        
				
        
          Administración Local:
        

        
				
        
          Relaciones con la Administración general,
          § 1,
          9.
        

        
				
        
          (Véase
          Ayuntamientos).
        

        
				
        
          Administración militar:
        

        
				
        
          Organización,
          § 2,
          disposición adicional 1.ª
        

        
				
        
          Peticiones de los miembros,
          § 17,
          1.2.
        

        
				
        
          Reclamaciones de los trabajadores de industrias militares,
          § 1,
          126.
        

        
				
        
          Administraciones Públicas, relaciones entre:
        

        
				
        
          Comunicaciones a Comunidades Europeas,
          § 1,
          10.
        

        
				
        
          Conferencias sectoriales,
          § 1,
          5.
        

        
				
        
          Convenios de colaboración,
          § 1,
          6.
        

        
				
        
          Efectos de los Convenios,
          § 1,
          8.
        

        
				
        
          En materia electrónica,
          § 5,
          40 a 46.
        

        
				
        
          Planes y programas conjuntos,
          § 1,
          7.
        

        
				
        
          Principios generales,
          § 1,
          4.
        

        
				
        
          Relaciones con la Administración Local,
          § 1,
          9.
        

        
				
        
          Administrados
        

        
				
        
          (Véase
          Interesados).
        

        
				
        
          Agencias Estatales:
        

        
				
        
          Adscripción,
          § 3,
          7.2.
        

        
				
        
          Constitución y puesta en funcionamiento,
          § 3,
          4.
        

        
				
        
          Contabilidad,
          § 3,
          29.
        

        
				
        
          Contratación,
          § 3,
          16.
        

        
				
        
          Contrato de gestión,
          § 3,
          13 y 14.
        

        
				
        
          Control,
          § 3,
          31.
        

        
				
        
          Creación,
          § 3,
          3 y disposiciones adicionales 1.ª y 3.ª
        

        
				
        
          Cuentas anuales,
          § 3,
          30.
        

        
				
        
          Endeudamiento,
          § 3,
          25.
        

        
				
        
          Estatuto,
          § 3,
          3 y 5.
        

        
				
        
          Estructura,
          § 3,
          7.1.
        

        
				
        
          Extinción,
          § 3,
          6.
        

        
				
        
          Memoria,
          § 3,
          3.
        

        
				
        
          Naturaleza,
          § 3,
          2.1.
        

        
				
        
          Objeto,
          § 3,
          1.
        

        
				
        Órganos:

        
				
        
          Comisión de Control,
          § 3,
          12.
        

        
				
        
          Consejo Rector,
          § 3,
          10.
        

        
				
        
          Director,
          § 3,
          11
        

        
				
        
          Presidente,
          § 3,
          9.
        

        
				
        
          Patrimonio,
          § 3,
          17.
        

        
				
        
          Personal,
          § 3,
          18 a 21.
        

        
				
        
          Personal directivo,
          § 3,
          23.
        

        
				
        
          Plan de acción,
          § 3,
          15.
        

        
				
        
          Presupuestos,
          § 3,
          26 a 28.
        

        
				
        
          Recursos económicos,
          § 3,
          24.
        

        
				
        
          Régimen jurídico,
          § 3,
          2.2.
        

        
				
        
          Régimen retributivo,
          § 3,
          22.
        

        
				
        
          Supresión,
          § 3,
          6.
        

        
				
        
          Alegaciones de los interesados:
        

        
				
        
          Derecho de los ciudadanos a formularlas,
          § 1,
          35.
          e).
        

        
				
        
          En el expediente sancionador,
          § 1,
          135.
        

        
				
        
          Momento en que pueden formularse,
          § 1,
          79.
        

        
				
        
          Por nuevos hechos o documentos,
          § 1,
          112.
        

        
				
        
          Altos cargos de la Administración:
        

        
				
        
          Nombramiento y separación,
          § 2,
          6.9 y 10, 12.2.
          f),
          15.2, 16.3, 17.3, 18.2, 22.3, 37.4 y disposición transitoria 1.ª
        

        
				
        
          Ámbito de aplicación, § 1,
          2.
        

        
				
        
          Administraciones Públicas,
          § 1,
          2.
        

        
				
        
          Administración General del Estado,
          § 2,
          1.
        

        
				
        
          Amistad íntima:
        

        
				
        
          Motivo de abstención,
          § 1,
          28.2.
          c).
        

        
				
        
          Motivo de recusación,
          § 1,
          29.1.
        

        
				
        
          Análisis de la demanda y de evaluación de la satisfacción de los usuarios:
        

        
				
        
          Definición,
          § 12,
          5.
        

        
				
        
          Garantías de fiabilidad y seguridad,
          § 12,
          6.
        

        
				
        
          Resultados,
          § 12,
          7.
        

        
				
        
          (Véase
          Programas de calidad).
        

        
				
        
          Anulabilidad de los actos administrativos:
        

        
				
        
          Conservación de actos y trámites,
          § 1,
          66.
        

        
				
        
          Convalidación de actos anulables,
          § 1,
          67.
        

        
				
        
          Conversión de actos viciados,
          § 1,
          65.
        

        
				
        
          Declaración de lesividad,
          § 1,
          103.
        

        
				
        
          Motivos,
          § 1,
          63.
        

        
				
        
          Transmisibilidad,
          § 1,
          64.
        

        
				
        
          Aparición de nuevos documentos:
        

        
				
        
          Motivo de recurso de revisión,
          § 1,
          118.1.2.ª
        

        
				
        
          Presentación de los mismos y alegaciones,
          § 1,
          112.
        

        
				
        
          Apercibimiento:
        

        
				
        
          Previo a la ejecución,
          § 1,
          95.
        

        
				
        
          Aplicación de la Ley
        

        
				
        
          (Véase
          Ámbito de aplicación).
        

        
				
        
          Apremio:
        

        
				
        
          Sobre el patrimonio,
          § 1,
          96.
          a)
          y 97.
        

        
				
        
          Archivos administrativos:
        

        
				
        
          Acceso a documentos de carácter nominativo,
          § 1,
          37.3.
        

        
				
        
          Acceso regido por disposiciones específicas,
          § 1,
          37.6.
        

        
				
        
          Derecho a acceder de los ciudadanos,
          § 1,
          37.1.
        

        
				
        
          Documentos referentes a la intimidad de la persona,
          § 1,
          37.2.
        

        
				
        
          Electrónicos,
          § 5,
          31;
          § 6,
          51 y 52.
        

        
				
        
          Limitaciones al derecho de acceso a documentos,
          § 1,
          37.4 y 5.
        

        
				
        
          Audiencia del interesado:
        

        
				
        
          Caso en que se puede prescindir del trámite,
          § 1,
          84.4.
        

        
				
        
          Para alegaciones y presentación de documentos y justificaciones,
          § 1,
          84.1 y 2 y 112.
        

        
				
        
          Previa a resolución de cuestiones no planteadas,
          § 1,
          113.3.
        

        
				
        
          Autoridades:
        

        
				
        
          Dependencia,
          § 2,
          6 y 11.
        

        
				
        
          Jerarquía de sus actos y disposiciones,
          § 1,
          51;
          § 4,
          25.
        

        
				
        
          Nombramiento,
          § 2,
          6.10.
        

        
				
        
          Avocación:
        

        
				
        
          Comunicación al superior jerárquico,
          § 2,
          disposición adicional 13.ª, 2.ª
        

        
				
        
          Excepción a la irrenunciabilidad de la competencia,
          § 1,
          12.1.
        

        
				
        
          Mediante acuerdo motivado,
          § 1,
          14.2.
        

        
				
        
          Órganos capacitados,
          § 1,
          14.1.
        

        
				
        
          Ayuntamientos:
        

        
				
        
          Normas de procedimiento aplicables,
          § 1,
          2.
        

        
				
        
          Notificaciones en sus tablones de edictos,
          § 1,
          59.4.
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimiento Administrativo de las Entidades Locales).
        

        
				
        
          B
        

        
				
        
          Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma:
        

        
				
        
          Convenios de colaboración y de Conferencia sectorial,
          § 1,
          8.2.
        

        
				
        
          Delegación de competencias,
          § 1,
          13.3.
        

        
				
        
          Información pública,
          § 1,
          86.2.
        

        
				
        
          Notificaciones,
          § 1,
          59.4.
        

        
				
        
          Boletín Oficial de la Provincia:
        

        
				
        
          Delegación de competencias,
          § 1,
          13.3.
        

        
				
        
          Información pública,
          § 1,
          86.2.
        

        
				
        
          Notificaciones,
          § 1,
          59.4.
        

        
				
        
          Publicación de Reglamentos y Ordenanzas,
          § 9,
          196.
        

        
				
        
          Boletín Oficial del Estado:
        

        
				
        
          Convenios de colaboración y Conferencia sectorial,
          § 1,
          8.2.
        

        
				
        
          Creación de la Agencia Estatal,
          § 3,
          disposición adicional 2.ª
        

        
				
        
          Creación de órganos colegiados,
          § 2,
          40.1 y 4.
        

        
				
        
          Delegación de competencias,
          § 1,
          13.3.
        

        
				
        
          Información pública,
          § 1,
          86.2.
        

        
				
        
          Notificaciones,
          § 1,
          59.4.
        

        
				
        
          Publicación de delegaciones de facultades,
          § 1,
          13.3.
        

        
				
        
          Publicación de disposiciones,
          § 4,
          9.1.
          e).
        

        
				
        
          Publicación en sede electrónica,
          § 5,
          11.
        

        
				
        
          C
        

        
				
        
          Caducidad de los procedimientos:
        

        
				
        
          Causas y plazos,
          § 1,
          92.1.
        

        
				
        
          Excepciones,
          § 1,
          92.2 y 4.
        

        
				
        
          No produce por sí sola la prescripción de acciones,
          § 1,
          92.3.
        

        
				
        
          Calendario laboral oficial:
        

        
				
        
          Diversidad de festividades,
          § 1,
          48.5.
        

        
				
        
          Fijación de días inhábiles,
          § 1,
          48.6.
        

        
				
        
          Publicación,
          § 1,
          48.6.
        

        
				
        
          Calidad en la Administración
        

        
				
        
          (Veáse
          Programas de calidad).
        

        
				
        
          Capacidad de obrar:
        

        
				
        
          De los interesados en el procedimiento administrativo,
          § 1,
          30 y 32.
        

        
				
        
          Cartas de servicios
        

        
				
        
          Aprobación y difusión,
          § 12,
          11.
        

        
				
        
          Definición,
          § 12,
          8.
        

        
				
        
          Elaboración y gestión,
          § 12,
          10.
        

        
				
        
          Electrónicos,
          § 12,
          13.
        

        
				
        
          Estructura y contenido,
          § 12,
          4.
        

        
				
        
          Seguimiento,
          § 12,
          12.
        

        
				
        
          (Véase
          Programas de calidad).
        

        
				
        
          Celeridad, § 1,
          75.
        

        
				
        
          Certificaciones:
        

        
				
        
          De comparecencias de los ciudadanos,
          § 1,
          40.3.
        

        
				
        
          De documentos de los archivos,
          § 1,
          37.8.
        

        
				
        
          Del silencio administrativo,
          § 1,
          43.5.
        

        
				
        
          Citaciones:
        

        
				
        
          Constancia de lugar, fecha, hora y objeto de la comparecencia,
          § 1,
          40.2.
        

        
				
        
          Cohecho:
        

        
				
        
          Causa de recurso de revisión por resoluciones dictadas,
          § 1,
          118.1.4.ª
        

        
				
        
          Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios:
        

        
				
        
          Actas,
          § 4,
          19.
        

        
				
        
          Composición,
          § 4,
          8.1.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 4,
          8.3 y 4.
        

        
				
        
          Presidencia,
          § 4,
          8.2.
        

        
				
        
          Comisión territorial de asistencia al Delegado del Gobierno:
        

        
				
        
          Creación,
          § 2,
          28.1.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 2,
          28.2.
        

        
				
        
          Comisiones de cooperación:
        

        
				
        
          Bilaterales,
          § 1,
          5.2.
        

        
				
        
          Multilaterales,
          § 1,
          5.3.
        

        
				
        
          Comisiones Delegadas del Gobierno:
        

        
				
        
          Actas de sesiones,
          § 4,
          19.
        

        
				
        
          Carácter secreto de sus deliberaciones,
          § 4,
          6.5.
        

        
				
        
          Competencia,
          § 4,
          6.4.
        

        
				
        
          Composición,
          § 4,
          6.2.
          a), b)
          y
          d).
        

        
				
        
          Creación y supresión,
          § 4,
          6.1.
        

        
				
        
          Forma de sus acuerdos,
          § 4,
          25.
          e).
        

        
				
        
          Comparecencia:
        

        
				
        
          De los ciudadanos ante las oficinas públicas,
          § 1,
          40.
        

        
				
        
          Competencia:
        

        
				
        
          Ámbito territorial,
          § 2,
          2.5.
        

        
				
        
          Atribución indeterminada,
          § 1,
          12.3.
        

        
				
        
          Avocación por órgano superior,
          § 1,
          14.
        

        
				
        
          Coordinación,
          § 1,
          18.
        

        
				
        
          Declaración,
          § 1,
          20.
        

        
				
        
          Delegación,
          § 1,
          13;
          § 4,
          20.1 y 2.
        

        
				
        
          Desconcentración,
          § 1,
          12.2.
        

        
				
        
          Determina la capacidad de obrar,
          § 2,
          2.4.
        

        
				
        
          Irrenunciabilidad,
          § 1,
          12.1.
        

        
				
        
          Límites a la delegación,
          § 1,
          13.2 y 5;
          § 4,
          20.3.
        

        
				
        
          Para dictar actos administrativos,
          § 1,
          53.1, 62.1.
          b)
          y 67.3.
        

        
				
        
          Revocabilidad de la delegación,
          § 1,
          13.6.
        

        
				
        
          Titularidad,
          § 1,
          12.1.
        

        
				
        
          Compulsión sobre las personas:
        

        
				
        
          En imposición de multas coercitivas,
          § 1,
          99.1.
          a)
          y
          b).
        

        
				
        
          Límites,
          § 1,
          100.1.
        

        
				
        
          Medio de ejecución forzosa,
          § 1,
          96.1.
          d).
        

        
				
        
          Resarcimiento de daños y perjuicios,
          § 1,
          100.2.
        

        
				
        
          Comunicaciones:
        

        
				
        
          A las Comunidades Europeas,
          § 1,
          10.
        

        
				
        
          Electrónicas,
          § 5,
          27 y 28;
          6,
          32 a 34.
        

        
				
        
          En lenguas cooficiales,
          § 10,
          10.
        

        
				
        
          Entre los órganos administrativos,
          § 1,
          19
          .
        

        
				
        
          Lugar de presentación por los interesados,
          § 1,
          38.4;
          § 10,
          2.
        

        
				
        
          Presentación telemática,
          § 1,
          disposición adicional 18.ª
        

        
				
        
          Comunidades Autónomas:
        

        
				
        
          Boletín Oficial,
          § 1,
          13.3, 59.4 y 86.2.
        

        
				
        
          Colaboración con otras Administraciones,
          § 1,
          4.4.
        

        
				
        
          Comisión territorial de asistencia al Delegado del Gobierno,
          § 2,
          28.
        

        
				
        
          Cómputo de plazos,
          § 1,
          48.5 y 6.
        

        
				
        
          Conferencias sectoriales,
          § 1,
          5.
        

        
				
        
          Conflictos de competencias entre Entidades locales,
          § 9,
          222.2.
        

        
				
        
          Consideración de Administración Pública,
          § 1,
          1.
        

        
				
        
          Convenios de colaboración,
          § 1,
          6 y 8.
        

        
				
        
          Delegado del Gobierno,
          § 2,
          22.
        

        
				
        
          Dictámenes del Consejo de Estado,
          § 9,
          218.2.
        

        
				
        
          Encomienda de gestión,
          § 1,
          15.4.
        

        
				
        
          Honores y distinciones de las Entidades locales,
          § 9,
          186 y 187.
        

        
				
        
          Impugnación de actos y acuerdos de las Entidades locales,
          § 9,
          214 a 217.
        

        
				
        
          Impugnación de sus actos por las Entidades locales,
          § 9,
          219.
        

        
				
        
          Informatización de Registros,
          § 1,
          disposición adicional 2.ª
        

        
				
        
          Lengua de los procedimientos,
          § 1,
          36.2 y 3.
        

        
				
        
          Lenguas oficiales,
          § 1,
          35.
          d).
        

        
				
        
          Órganos colegiados de Gobierno,
          § 1,
          disposición adicional 1.ª
        

        
				
        
          Procedimientos de responsabilidad patrimonial,
          § 1,
          142.3.
        

        
				
        
          Relaciones con la Administración Local,
          § 1,
          9.
        

        
				
        
          Revisión de actos nulos,
          § 1,
          102.
        

        
				
        
          Subdelegado del Gobierno,
          § 2,
          29.
        

        
				
        
          Comunidades Europeas:
        

        
				
        
          Comunicaciones,
          § 1,
          10.
        

        
				
        
          Concesiones:
        

        
				
        
          Forma en que debe adoptarse la resolución,
          § 1,
          55.3.
        

        
				
        
          Tramitación,
          § 4,
          39.
        

        
				
        
          Conferencias sectoriales:
        

        
				
        
          Acuerdos,
          § 1,
          5.5.
        

        
				
        
          Convocatoria,
          § 1,
          5.4;
          § 2,
          12.2.
          g)
          .
        

        
				
        
          Creación de comisiones,
          § 1,
          5.6.
        

        
				
        
          Interpretación y cumplimiento,
          § 1,
          8.3.
        

        
				
        
          Obligatoriedad,
          § 1,
          8.2.
        

        
				
        
          Publicación,
          § 1,
          8.2.
        

        
				
        
          Conflictos de atribuciones:
        

        
				
        
          Competencia para resolverlos,
          § 1,
          20;
          § 9,
          222.
        

        
				
        
          Declinación de competencia,
          § 1,
          20.2.
        

        
				
        
          Intraministeriales,
          § 2,
          disposición adicional 14.ª
        

        
				
        
          Requerimiento de inhibición,
          § 1,
          20.2.
        

        
				
        
          Tramitación y resolución (normas aplicables),
          § 1,
          20.1.
        

        
				
        
          Consejo de Estado:
        

        
				
        
          Dictamen en revisión de actos nulos,
          § 1,
          102.
        

        
				
        
          Informes sobre nulidad de disposiciones,
          § 16,
          4 a 7 y 9.
        

        
				
        
          Consejo de Ministros:
        

        
				
        
          Actas,
          § 4,
          18.4.
        

        
				
        
          Acuerdos finalizadores de los procedimientos,
          § 1,
          88.3.
        

        
				
        
          Asistencia de Secretarios de Estado,
          § 4,
          5.2.
        

        
				
        
          Carácter de las reuniones,
          § 4,
          18.2.
        

        
				
        
          Carácter secreto de las deliberaciones,
          § 4,
          5.3.
        

        
				
        
          Convocatoria,
          § 4,
          18.1.
        

        
				
        
          Declaración de lesividad,
          § 1,
          103.
        

        
				
        
          Delegación de funciones,
          § 4,
          20.2.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 4,
          5.1.
        

        
				
        
          Orden del día,
          § 4,
          18.3.
        

        
				
        
          Órganos colegiados de Gobierno,
          § 1,
          disposición adicional 1.ª
        

        
				
        
          Presidencia,
          § 4,
          18.1.
        

        
				
        
          Procedimiento de responsabilidad patrimonial,
          § 1,
          142.
        

        
				
        
          Conservación de actos y trámites, § 1,
          66.
        

        
				
        
          Consorcios
        

        
				
        
          (Véase
          Convenios de colaboración).
        

        
				
        
          Control de los actos del Gobierno:
        

        
				
        Impugnación de sus actos:

        
				
        
          Ante jurisdicción contencioso-administrativa,
          § 4,
          26.3.
        

        
				
        
          Ante el Tribunal Constitucional,
          § 4,
          26.4.
        

        
				
        
          Por las Cortes Generales,
          § 4,
          26.2.
        

        
				
        
          Convalidación de actos anulables:
        

        
				
        
          Eficacia del acto consolidado,
          § 1,
          67.2.
        

        
				
        
          Forma de llevarla a efecto según los casos,
          § 1,
          67.3 y 4.
        

        
				
        
          Convenios de colaboración:
        

        
				
        
          Consorcios,
          § 1,
          6.
        

        
				
        
          Efectos,
          § 1,
          8.1 y 2.
        

        
				
        
          Especificaciones de los instrumentos de formalización,
          § 1,
          6.2.
        

        
				
        
          Interpretación y cumplimiento,
          § 1,
          6.3 y 8.3.
        

        
				
        
          Promoción por Delegados del Gobierno,
          § 2,
          27.1.
        

        
				
        
          Protocolos Generales,
          § 1,
          6.4.
        

        
				
        
          Publicación,
          § 1,
          8.2.
        

        
				
        
          Régimen de suscripción,
          § 1,
          disposición adicional 13.ª
        

        
				
        
          Convenios internacionales
        

        
				
        
          (Véase
          Acuerdos internacionales).
        

        
				
        
          Convocatorias:
        

        
				
        
          De órganos colegiados,
          § 1,
          26.
        

        
				
        
          Cooperación entre Administraciones:
        

        
				
        
          Conferencias sectoriales,
          § 1,
          5.
        

        
				
        
          Convenios,
          § 1,
          8.
        

        
				
        
          Para el impulso de la Administración electrónica,
          § 5,
          40 a 46.
        

        
				
        
          Planes y programas conjuntos,
          § 1,
          7.
        

        
				
        
          Coordinación administrativa:
        

        
				
        
          Entre la Administración del Estado y las Comunidades Autónomas,
          § 1,
          5.1.
        

        
				
        
          Presidente del Gobierno,
          § 4,
          2.1.
        

        
				
        
          Copias:
        

        
				
        
          Auténticas de documentos públicos administrativos,
          § 10,
          9.
        

        
				
        
          Compulsadas o cotejadas,
          § 10,
          8.
        

        
				
        
          De documentos,
          § 1,
          35.
          c)
          y 37.8.
        

        
				
        
          De escritos y documentos como recibo de su presentación,
          § 1,
          70.3;
          § 10,
          6.
        

        
				
        
          De particulares del expediente,
          § 1,
          35.
          a).
        

        
				
        
          Electrónicas,
          § 5,
          30.
        

        
				
        
          Emitidas por medios electrónicos, informáticos o telemáticos,
          § 1,
          45.5.
        

        
				
        
          Selladas de documentos originales,
          § 1,
          35.
          c)
          y 38.5;
          § 10,
          7.
        

        
				
        
          Validez y eficacia,
          § 1,
          46.
        

        
				
        
          Creación de órganos administrativos:
        

        
				
        
          Duplicación,
          § 1,
          11.3.
        

        
				
        
          Forma,
          § 2,
          5.1, 10.1 y 2 y 40.2 y 3.
        

        
				
        
          Requisitos,
          § 1,
          11.2.
        

        
				
        
          Cuestiones incidentales:
        

        
				
        
          No suspenden la tramitación del procedimiento,
          § 1,
          77.
        

        
				
        
          Cumplimiento de trámites:
        

        
				
        
          Faltas de requisitos,
          § 1,
          76.2.
        

        
				
        
          Plazo,
          § 1,
          76.1.
        

        
				
        
          D
        

        
				
        
          Daños y perjuicios:
        

        
				
        
          Exigencia de los causados en ejecución de obligación personalísima,
          § 1,
          100.2.
        

        
				
        
          Exigencia de los causados en ejecución subsidiaria,
          § 1,
          98.3.
        

        
				
        
          Defectos en los actos de los interesados:
        

        
				
        
          Plazo de subsanación,
          § 1,
          71 y 76.
        

        
				
        
          Defensor del usuario:
        

        
				
        
          En la Administración electrónica,
          § 5,
          7.
        

        
				
        
          Delegación de competencias:
        

        
				
        
          Aprobación por órgano superior,
          § 2,
          disposición adicional 13.ª, 1 y 4.
        

        
				
        
          Atribución a órganos colegiados,
          § 1,
          13.7.
        

        
				
        
          Debe consignarse en la resolución de expediente,
          § 1,
          13.4.
        

        
				
        
          Excepción a la irrenunciabilidad de la competencia,
          § 1,
          12.1.
        

        
				
        
          Materias que no podrán ser objeto de delegación,
          § 1,
          13.2;
          § 4,
          20.3.
        

        
				
        
          Órganos que pueden delegar,
          § 4,
          20.1 y 2.
        

        
				
        
          Prohibición de delegar competencias delegadas,
          § 1,
          13.5.
        

        
				
        
          Publicación en el «Boletín Oficial del Estado»,
          § 1,
          13.3.
        

        
				
        
          Revocabilidad de la misma,
          § 1,
          13.6.
        

        
				
        
          Delegación de firma:
        

        
				
        
          A órganos dependientes,
          § 1,
          16.1.
        

        
				
        
          Comunicación al superior jerárquico,
          § 2,
          disposición adicional 13.ª, 3.
        

        
				
        
          No altera la titularidad de la competencia,
          § 1,
          16.2.
        

        
				
        
          No cabe en resoluciones sancionadoras,
          § 1,
          16.4.
        

        
				
        
          Delegaciones del Gobierno:
        

        
				
        
          Adscripción,
          § 2,
          32.1.
        

        
				
        
          Estructura,
          § 2,
          32.3 y 67.2.
          a).
        

        
				
        
          Integración de servicios,
          § 2,
          33.
        

        
				
        
          Organización,
          § 2,
          32.2.
        

        
				
        
          Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas:
        

        
				
        
          Alto cargo,
          § 2,
          6.5.
        

        
				
        
          Asunción de competencias de los Gobernadores Civiles,
          § 2,
          disposición adicional 4.ª
        

        
				
        
          Ausencia, vacante o enfermedad,
          § 2,
          22.4.
        

        
				
        Competencias:

        
				
        
          En materia de información a los ciudadanos,
          § 2,
          24.
        

        
				
        
          Generales,
          § 2,
          23.
        

        
				
        
          Sobre simplificación de estructuras,
          § 2,
          25.
        

        
				
        
          Dirección de los servicios territoriales integrados,
          § 2,
          26.
        

        
				
        
          En Ceuta y Melilla,
          § 2,
          disposición adicional 2.ª
        

        
				
        
          Funciones,
          § 2,
          22.1 y 2.
        

        
				
        
          Nombramiento y separación,
          § 2,
          22.3.
        

        
				
        
          Órgano directivo,
          § 2,
          6.3.
        

        
				
        
          Relación con otras Administraciones territoriales,
          § 2,
          27.
        

        
				
        
          Derecho de petición:
        

        
				
        
          Decisiones sobre competencia,
          § 17,
          10.
        

        
				
        
          Declaración de inadmisibilidad. Plazo,
          § 17,
          9.
        

        
				
        
          Destinatarios,
          § 17,
          2.
        

        
				
        
          Formalización,
          § 17,
          4.
        

        
				
        
          Inadmisión de peticiones,
          § 17,
          8.
        

        
				
        
          Objeto de las peticiones,
          § 17,
          3.
        

        
				
        
          Presentación de escritos,
          § 17,
          6.
        

        
				
        
          Protección jurisdiccional,
          § 17,
          12.
        

        
				
        
          Titulares del derecho de petición,
          § 17,
          1.
        

        
				
        
          Tramitación de peticiones. Subsanación,
          § 17,
          7.
        

        
				
        
          Tramitación y contestación de peticiones admitidas,
          § 17,
          11.
        

        
				
        
          Utilización de lenguas cooficiales,
          § 17,
          5.
        

        
				
        
          Derechos de los ciudadanos:
        

        
				
        
          En sus relaciones con las Administraciones Públicas,
          § 1,
          35.
        

        
				
        
          Por medios electrónicos,
          § 5, 6 a 9.
        

        
				
        
          Derechos subjetivos:
        

        
				
        
          Actos que lo limitan: motivación,
          § 1,
          54.1.
          a).
        

        
				
        
          Determinante de la calidad de interesados,
          § 1,
          31.1.
        

        
				
        
          Ejecución de actos administrativos,
          § 1,
          100.
        

        
				
        
          Desistimiento:
        

        
				
        
          Conclusión del procedimiento y excepciones,
          § 1,
          91.2 y 3.
        

        
				
        
          Concurrencia del interesado,
          § 1,
          90.2.
        

        
				
        
          Forma de llevarlo a efecto,
          § 1,
          91.1.
        

        
				
        
          Pone fin al procedimiento,
          § 1,
          87.1.
        

        
				
        
          Posibilidad del interesado,
          § 1,
          90.1.
        

        
				
        
          Desviación de poder:
        

        
				
        
          Supuesto de anulabilidad del acto administrativo,
          § 1,
          63.1.
        

        
				
        
          Devolución de documentos, § 1,
          35.
          c).
        

        
				
        
          Días hábiles e inhábiles:        

        
				
        
          Cómputo de plazos,
          § 1,
          48.
        

        
				
        
          (Véase
          Calendario laboral oficial).
        

        
				
        
          Directores generales:
        

        
				
        
          Alto cargo,
          § 2,
          6.5.
        

        
				
        
          Competencia,
          § 2,
          18.1.
        

        
				
        
          Nombramiento,
          § 2,
          18.2 y disposición transitoria 1.ª
        

        
				
        
          Órgano directivo,
          § 2,
          6.2.B).
        

        
				
        
          Directores insulares de la Administración General del Estado, § 2,
          30.
        

        
				
        
          Disposiciones administrativas:
        

        
				
        
          Forma que deben adoptar,
          § 4,
          25.
        

        
				
        
          Jerarquía normativa,
          § 1,
          51.
        

        
				
        
          Nulidad de pleno derecho,
          § 1,
          62.
        

        
				
        
          Publicidad e inderogabilidad singular,
          § 1,
          52;
          § 4,
          24.4.
        

        
				
        
          Documentos:
        

        
				
        
          Copia,
          § 1,
          35.
          a),
          35.
          c)
          y 37.8;
          § 10,
          7, 8 y 9.
        

        
				
        
          Devolución,
          § 1,
          35.
          c).
        

        
				
        
          Electrónicos,
          § 5,
          29 y 30;
          6,
          41 a 49.
        

        
				
        
          Emitidos por medios electrónicos, informáticos o telemáticos,
          § 1,
          45.5;
          § 10,
          3.
        

        
				
        
          En lenguas cooficiales,
          § 10,
          10;
          § 13,
          5.
        

        
				
        
          Falsos: motivo del recurso extraordinario de revisión,
          § 1,
          118.1.3.ª
        

        
				
        
          Formalización,
          § 13,
          3.
        

        
				
        Nuevos:

        
				
        
          Concepto,
          § 1,
          112.3.
        

        
				
        
          Motivo del recurso de revisión,
          § 1,
          118.1.2.ª
        

        
				
        
          Presentación de los mismos y alegaciones,
          § 1,
          112.1.
        

        
				
        
          Validez,
          § 1,
          46.4.
        

        
				
        
          Domicilio:
        

        
				
        
          A efecto de notificaciones,
          § 1,
          59.2.
        

        
				
        
          Duplicación:
        

        
				
        
          De órganos,
          § 1,
          11.3.
        

        
				
        
          E
        

        
				
        
          Eficacia de los actos administrativos:
        

        
				
        
          Carácter de ejecutivos de los actos,
          § 1,
          56.
        

        
				
        
          Demora,
          § 1,
          57.2.
        

        
				
        
          Indicación de notificaciones y publicaciones,
          § 1,
          61.
        

        
				
        
          Momento en que producen sus efectos,
          § 1,
          57.
        

        
				
        
          Notificación,
          § 1,
          58.
        

        
				
        
          Publicación,
          § 1,
          60.
        

        
				
        
          Retroactividad,
          § 1,
          57.3.
        

        
				
        
          Ejecución de los actos administrativos:
        

        
				
        
          Actos inmediatamente ejecutivos,
          § 1,
          94.
        

        
				
        
          Exige resolución previa,
          § 1,
          93.
        

        
				
        
          Notificación de la resolución que autoriza,
          § 1,
          93.2.
        

        
				
        
          (Véanse
          Ejecución forzosa
          y
          Ejecución subsidiaria).
        

        
				
        
          Ejecución forzosa:
        

        
				
        
          Medios,
          § 1,
          96.
        

        
				
        
          Posibilidad y excepción,
          § 1,
          95.
        

        
				
        
          Ejecución subsidiaria:
        

        
				
        
          Gastos, daños y perjuicios,
          § 1,
          98.3.
        

        
				
        
          Medio de ejecución forzosa,
          § 1,
          96.1.
          b).
        

        
				
        
          Provisional,
          § 1,
          98.4.
        

        
				
        
          Supuesto,
          § 1,
          98.1 y 2.
        

        
				
        
          Embajadores:
        

        
				
        
          Alto cargo,
          § 2,
          6.5.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 2,
          37.1 a 3.
        

        
				
        
          Nombramiento,
          § 2,
          37.4.
        

        
				
        
          Órgano directivo,
          § 2,
          6.4.
        

        
				
        
          Encomienda de gestión:
        

        
				
        
          Entre órganos de distintas Administraciones,
          § 1,
          15.4.
        

        
				
        
          Entre órganos de la misma Administración,
          § 1,
          15.3.
        

        
				
        
          Limitaciones,
          § 1,
          15.5.
        

        
				
        
          Encuestas de opinión:
        

        
				
        
          Incorporación a la instrucción de un procedimiento,
          § 1,
          78.2.
        

        
				
        
          Enemistad manifiesta:
        

        
				
        
          Motivo de abstención,
          § 1,
          28.2.
          c).
        

        
				
        
          Motivo de recusación,
          § 1,
          29.1.
        

        
				
        
          Entidades locales
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimiento administrativo de las Entidades locales).
        

        
				
        
          Entidades públicas empresariales:
        

        
				
        
          Adecuación,
          § 2,
          disposición transitoria 3.ª
        

        
				
        
          Control de eficacia,
          § 2,
          59.
        

        
				
        
          Creación,
          § 2,
          61 y 67.3.
        

        
				
        
          Estatutos,
          § 2,
          62.1 y 3.
        

        
				
        
          Extinción,
          § 2,
          64.1.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 2,
          53.1.
        

        
				
        
          Impugnación de sus actos,
          § 2,
          60.1.
        

        
				
        
          Liquidación de bienes y derechos,
          § 2,
          64.2.
        

        
				
        
          Modificación y refundición,
          § 2,
          63.
        

        
				
        
          Patrimonio,
          § 2,
          56.
        

        
				
        
          Personal,
          § 2,
          55.
        

        
				
        
          Plan de actuación,
          § 2,
          62.2.
        

        
				
        
          Potestades administrativas,
          § 2,
          54.
        

        
				
        
          Reclamaciones previas a la vía judicial,
          § 2,
          60.2.
        

        
				
        
          Recursos económicos,
          § 2,
          65.2.
        

        
				
        
          Régimen de contratación,
          § 2,
          57.
        

        
				
        
          Régimen jurídico,
          § 2,
          53.2.
        

        
				
        
          Régimen presupuestario,
          § 2,
          58.
        

        
				
        
          Error de hecho:
        

        
				
        
          Motivo de recurso extraordinario de revisión,
          § 1,
          118.1.1.ª
        

        
				
        
          Error en la calificación del recurso:
        

        
				
        
          No obsta para su tramitación,
          § 1,
          110.2.
        

        
				
        
          Errores materiales, de hecho o aritméticos:
        

        
				
        
          Rectificación,
          § 1,
          105.2.
        

        
				
        
          Escritos:
        

        
				
        
          En lenguas cooficiales,
          § 10,
          10.
        

        
				
        
          Lugar de presentación,
          § 1,
          38.4;
          § 10,
          2.
        

        
				
        
          Recepción,
          § 1,
          38.
        

        
				
        
          Recibo acreditativo de su presentación,
          § 1,
          70.3;
          § 10,
          6.
        

        
				
        
          Evaluación de la calidad de las organizaciones:
        

        
				
        
          Definición y objeto,
          § 12,
          20.
        

        
				
        
          Desarrollo,
          § 12,
          21.
        

        
				
        
          (Véase
          Programas de calidad).
        

        
				
        
          Expedientes:
        

        
				
        
          Acumulación,
          § 1,
          73;
          § 5,
          39.
        

        
				
        
          Disciplinarios,
          § 1,
          42.7, 127.3 y disposición adicional 8.ª
        

        
				
        
          Electrónicos,
          § 5,
          32;
          6,
          53.
        

        
				
        
          Iniciación
          § 1,
          68 a 73.
        

        
				
        
          Tramitación,
          § 1,
          78 y 79.
        

        
				
        
          F
        

        
				
        
          Falsedad de documentos:
        

        
				
        
          Motivo de recurso extraordinario de revisión,
          § 1,
          118.1.3.ª
        

        
				
        
          Firma electrónica:
        

        
				
        
          Sistema de identificación,
          § 5,
          13 a 23.
        

        
				
        
          Forma de los actos administrativos:
        

        
				
        
          Escrita o verbal,
          § 1,
          55.
        

        
				
        
          Fuerza mayor:
        

        
				
        
          Exclusión del derecho a indemnización,
          § 1,
          139.1.
        

        
				
        
          Funcionarios públicos
        

        
				
        
          (Véase
          Personal al servicio de las Administraciones Públicas).
        

        
				
        
          G
        

        
				
        
          Gabinetes:
        

        
				
        
          Cese y nombramiento de sus Directores,
          § 4,
          16.1, 2 y 3.
        

        
				
        
          Nivel orgánico de sus miembros,
          § 4,
          10.2.
        

        
				
        
          Número y retribuciones de sus miembros,
          § 4,
          10.3.
        

        
				
        
          Órganos de apoyo,
          § 4,
          10.1.
        

        
				
        
          Situación de funcionarios y no funcionarios que se incorporen a los mismos,
          § 4,
          16.4.
        

        
				
        
          Gastos en el procedimiento:
        

        
				
        
          Liquidación,
          § 1,
          81.3 y 98.3.
        

        
				
        
          Gestión electrónica de los procedimientos:
        

        
				
        
          Criterios para la gestión,
          § 5,
          33 y 34.
        

        
				
        
          Tramitación del procedimiento,
          § 5,
          35 a 39.
        

        
				
        
          Giros:
        

        
				
        
          Para pago de tributos,
          § 1,
          38.7.
        

        
				
        
          Gobierno:
        

        
				
        
          Composición,
          § 4,
          1.2.
        

        
				
        
          Control de sus actos,
          § 4,
          26.
        

        
				
        En funciones:

        
				
        
          Cese del Gobierno,
          § 4,
          21.1.
        

        
				
        
          Competencia,
          § 4,
          21.2 y 3.
        

        
				
        
          Facultades que no podrá ejercer el Gobierno,
          § 4,
          21.5.
        

        
				
        
          Facultades que no podrá ejercer el Presidente,
          § 4,
          21.4.
        

        
				
        
          Suspensión de delegaciones legislativas,
          § 4,
          21.6.
        

        
				
        
          Estatutos de sus miembros,
          § 4,
          11 a 16.
        

        
				
        
          Forma de sus disposiciones y resoluciones,
          § 4,
          25.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 4,
          1.1.
        

        
				
        
          Incompatibilidades,
          § 4,
          14.
        

        
				
        
          Iniciativa legislativa,
          § 4,
          22.
        

        
				
        
          Normas de funcionamiento,
          § 4,
          17 a 20.
        

        
				
        
          Organización,
          § 4,
          1.3.
        

        
				
        
          Comisiones Delegadas del Gobierno,
          § 4,
          6.
        

        
				
        
          Consejo de Ministros,
          § 4,
          5.
        

        
				
        
          Ministros,
          § 4,
          4 y 12.2.
        

        
				
        
          Presidente,
          § 4,
          2 y 12.1.
        

        
				
        
          Vicepresidentes,
          § 4,
          3 y 12.3.
        

        
				
        Órganos de colaboración y apoyo:

        
				
        
          Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios,
          § 4,
          8.
        

        
				
        
          Gabinetes,
          § 4,
          9 y 16.
        

        
				
        
          Secretariado del Gobierno,
          § 4,
          9.
        

        
				
        
          Secretarios de Estado,
          § 4,
          7 y 15.
        

        
				
        
          Peticiones,
          § 17.
        

        
				
        
          Potestad reglamentaria,
          § 4,
          23 y 24.
        

        
				
        
          Suplencia de sus miembros,
          § 4,
          13.
        

        
				
        
          H
        

        
				
        
          Horarios de despacho al público:
        

        
				
        
          Registros,
          § 1,
          38.6.
        

        
				
        
          I
        

        
				
        
          Identificación de interesados:
        

        
				
        
          Colaboración de los ciudadanos,
          § 1,
          39.2.
        

        
				
        
          De aquellos que ostenten derechos,
          § 1,
          34.
        

        
				
        
          Firma electrónica,
          § 5,
          13 a 23;
          6,
          10 a 25.
        

        
				
        
          Imagen institucional:
        

        
				
        
          En carteles, rótulos y señalizaciones,
          § 13,
          11.
        

        
				
        
          En publicaciones y publicidad institucional,
          § 13,
          10.1.
        

        
				
        
          En soportes audiovisuales y telemáticos,
          § 13,
          10.2.
        

        
				
        
          Fundamento,
          § 13,
          2.
        

        
				
        
          Impresos:
        

        
				
        
          Categorías,
          § 13,
          7.
        

        
				
        
          Normalización,
          § 13,
          7.
        

        
				
        
          Impulso:
        

        
				
        
          Del procedimiento,
          § 1,
          74.1.
        

        
				
        
          (Véase
          Orden de incoación).
        

        
				
        
          Incentivos al rendimiento, § 12,
          31.
        

        
				
        
          Incompetencia:
        

        
				
        
          Actuación del órgano incompetente,
          § 1,
          20.1.
        

        
				
        
          Conflictos de atribuciones,
          § 1,
          20.3.
        

        
				
        
          Convalidación de actos anulables,
          § 1,
          67.3.
        

        
				
        
          Nulidad de actos,
          § 1,
          62.1.
          b)
          .
        

        
				
        
          Indefensión de los interesados:
        

        
				
        
          Supuestos de anulabilidad del acto administrativo,
          § 1,
          63.2.
        

        
				
        
          Información administrativa:
        

        
				
        
          A la Administración por los administrados,
          § 1,
          39.
        

        
				
        A los interesados en un procedimiento:

        
				
        
          Acceso a los archivos y registros administrativos,
          § 1,
          37.
        

        
				
        
          Identificación de los responsables en un procedimien-
          

          to,
          § 1,
          35.
          b)
          .
        

        
				
        
          Momento en que puede solicitarse,
          § 1,
          35.
          a)
          .
        

        
				
        
          Obtención de copias,
          § 1,
          37.8.
        

        
				
        Al público en los Departamentos ministeriales, Organismos autónomos y grandes unidades administrativas:

        
				
        
          Contenido de la información, sistemas y autoridades obligadas,
          § 2,
          4.3.
        

        
				
        
          Información pública:
        

        
				
        
          Acuerdo del órgano que ha de resolver,
          § 1,
          86.1.
        

        
				
        
          Comparecencia e incomparecencia,
          § 1,
          86.3.
        

        
				
        
          Publicación en el «Boletín Oficial del Estado», de la Comunidad Autónoma o de la provincia,
          § 1,
          86.2.
        

        
				
        
          Informática:
        

        
				
        
          Aplicación en las Administraciones Públicas,
          § 1,
          45.
        

        
				
        
          Informes:
        

        
				
        
          Aceptación de los unidos al expediente,
          § 1,
          89.5.
        

        
				
        
          Clases,
          § 1,
          83.1.
        

        
				
        
          De los órganos consultivos,
          § 4,
          22.3.
        

        
				
        
          En instrucción de la reclamación previa a la vía judicial civil,
          § 1,
          123.2.
        

        
				
        
          Facilitación por los interesados,
          § 1,
          39.1.
        

        
				
        
          Forma de pedirlos,
          § 1,
          82.2.
        

        
				
        
          No tienen carácter de documentos nuevos,
          § 1
          , 112.3.
        

        
				
        
          Plazo para evacuarlos,
          § 1,
          83.2, 3 y 4.
        

        
				
        
          Previos a resolución del expediente,
          § 1,
          82.1.
        

        
				
        
          Infracción penal:
        

        
				
        
          Nulidad de los actos constitutivos de infracción penal,
          § 1,
          62.1.
          d)
          .
        

        
				
        
          Infracciones administrativas:
        

        
				
        
          Cómputo del plazo de prescripción,
          § 1,
          132.2 y 3.
        

        
				
        
          Concepto y clasificación,
          § 1,
          129.1.
        

        
				
        
          Especificaciones o graduaciones,
          § 1,
          129.3.
        

        
				
        
          Imposición de sanciones,
          § 1,
          129.2.
        

        
				
        
          Interrupción del plazo de prescripción,
          § 1,
          132.2 y 3.
        

        
				
        
          Plazos de prescripción,
          § 1,
          132.1.
        

        
				
        
          Prohibición de aplicación analógica,
          § 1,
          129.4.
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimiento sancionador).
        

        
				
        
          Iniciativa legislativa del Gobierno
          :
        

        
				
        
          Procedimiento,
          § 4,
          22.
        

        
				
        
          Iniciativas y reclamaciones
        

        
				
        
          (Véase
          Quejas y sugerencias).
        

        
				
        
          Instancias
        

        
				
        
          (Véase
          Escritos)
          .
        

        
				
        
          Institutos armados
        

        
				
        
          (Véase
          Administración militar).
        

        
				
        
          Instrucción, § 1, 78 a 86.
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimiento).
        

        
				
        
          Instrucciones y órdenes de servicio:
        

        
				
        
          Actividad de los órganos superiores,
          § 1,
          21.1.
        

        
				
        
          Incumplimiento no afecta a la validez,
          § 1,
          21.2.
        

        
				
        
          Publicación en el periódico oficial,
          § 1,
          21.1.
        

        
				
        
          Interdictos:
        

        
				
        
          Prohibición de admitirlos contra la Administración,
          § 1,
          101.
        

        
				
        
          Interesados:
        

        
				
        
          Actuación en actos de instrucción,
          § 1,
          85.
        

        
				
        
          Actuación mediante representante,
          § 1,
          32.
        

        
				
        
          Alegaciones,
          § 1,
          79.
        

        
				
        
          Audiencia,
          § 1,
          112.1 y 2.
        

        
				
        
          Capacidad de obrar,
          § 1,
          30.
        

        
				
        
          Comparecencia en oficinas públicas,
          § 1
          , 40.
        

        
				
        
          Comunicación del procedimiento a los que no hayan comparecido,
          § 1,
          34.
        

        
				
        
          Concepto,
          § 1,
          31.
        

        
				
        
          Concurrencia de varios en un procedimiento, notificaciones,
          § 1,
          33.
        

        
				
        
          Cumplimiento de trámites,
          § 1,
          71.1 y 76.1, 2 y 3.
        

        
				
        
          Obligaciones de cooperar con la Administración,
          § 1,
          39.2.
        

        
				
        
          Relaciones con el personal al servicio de las Administraciones (causa de abstención),
          § 1,
          28.2.
        

        
				
        
          Intervención como perito o testigo:
        

        
				
        
          Motivo de abstención,
          §
           
          1,
          28.2.
          d)
          .
        

        
				
        
          Motivo de recusación,
          §
           
          1,
          29.1.
        

        
				
        
          Invalidez de los actos administrativos:
        

        
				
        
          Actos anulables,
          § 1,
          63.1 y 2.
        

        
				
        
          Actos nulos de pleno derecho,
          § 1,
          62.
        

        
				
        
          Actuaciones fuera de tiempo,
          § 1,
          63.3.
        

        
				
        
          Conservación de actos y trámites,
          § 1,
          66.
        

        
				
        
          Convalidación de actos anulables,
          § 1,
          67.
        

        
				
        
          Subsanación de defectos (plazo),
          § 1,
          76.2.
        

        
				
        
          Transmisibilidad,
          § 1,
          64.
        

        
				
        
          Irrenunciabilidad:
        

        
				
        
          De la competencia,
          § 1,
          12.1.
        

        
				
        
          Irretroactividad:
        

        
				
        
          De las disposiciones sancionadoras,
          § 1,
          128.1.
        

        
				
        
          De los actos de las Administraciones Públicas,
          § 1,
          57.1.
        

        
				
        
          J
        

        
				
        
          Jerarquía normativa:
        

        
				
        
          De las disposiciones administrativas,
          § 1,
          51;
          § 4,
          23.
        

        
				
        
          Jurisdicción contencioso-administrativa:
        

        
				
        
          Alegación de la recusación,
          § 1,
          29.5.
        

        
				
        
          Impugnación de actos por la Administración,
          § 1,
          103.1.
        

        
				
        
          Jurisdicción laboral:
        

        
				
        
          Reclamaciones previas a la vía judicial,
          § 1,
          120, 125 y 126.
        

        
				
        
          L
        

        
				
        
          Lengua de los procedimientos:
        

        
				
        
          En las relaciones por medios electrónicos,
          § 5,
          disposición adicional 6.ª
        

        
				
        
          Tramitados por la Administración General del Estado,
          § 1,
          36.1.
        

        
				
        
          Tramitados por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las Entidades locales,
          § 1,
          36.2.
        

        
				
        
          Lenguas cooficiales:
        

        
				
        
          En escritos y comunicaciones,
          § 10,
          10.
        

        
				
        
          En material impreso y modelos normalizados,
          § 13,
          5.
        

        
				
        
          En señalizaciones y carteles,
          § 13,
          6.
        

        
				
        
          Lesividad:
        

        
				
        
          Declaración de lesividad de actos anulables,
          § 1,
          103.
        

        
				
        
          Libro de quejas y sugerencias
        

        
				
        
          (Véase
          Quejas y sugerencias)
          .
        

        
				
        
          Licencias:
        

        
				
        
          Forma que debe adoptar la resolución,
          § 1,
          55.3.
        

        
				
        
          Liquidación:
        

        
				
        
          De gastos, daños y perjuicios,
          § 1,
          81.3 y 98.
        

        
				
        
          M
        

        
				
        
          Material impreso:
        

        
				
        
          Confección,
          § 13,
          7 a 9.
        

        
				
        
          Medidas provisionales:
        

        
				
        
          Anteriores a la iniciación del procedimiento,
          § 1,
          72.2.
        

        
				
        
          En procedimiento sancionador,
          § 1,
          136.
        

        
				
        
          Para asegurar la eficacia de la resolución,
          § 1,
          72.1.
        

        
				
        
          Prohibición de su adopción,
          § 1,
          72.3.
        

        
				
        
          Medios de prueba
        

        
				
        
          (Véase
          Prueba).
        

        
				
        
          Menores:
        

        
				
        
          Capacidad de obrar,
          § 1,
          30.
        

        
				
        
          Ministerio de Defensa:
        

        
				
        
          Reclamaciones de trabajadores en industrias militares,
          § 1,
          126.
        

        
				
        
          Ministerios:
        

        
				
        
          Creación, modificación y supresión de unidades administrativas,
          §
           
          2,
          10;
          § 4,
          5.1.
          i).
        

        
				
        
          Número, denominación y ámbito de competencia,
          § 2,
          8.2;
          

          § 4,
          2.2.
          j).
        

        
				
        
          Ordenación jerárquica de los órganos ministeriales,
          § 2,
          11.
        

        
				
        
          Organización de la Administración General del Estado,
          § 2,
          8.1 y 67.1.
          a).
        

        
				
        
          Organización interna,
          § 2,
          9 y 67.1.
          b)
          .
        

        
				
        Servicios comunes:

        
				
        
          Organización básica,
          § 2,
          21.
        

        
				
        
          Reglas generales,
          § 2,
          20.
        

        
				
        
          Ministros:
        

        
				
        
          Alto cargo,
          § 2,
          6.5.
        

        
				
        
          Competencia en normalización y racionalización,
          § 5,
          31.
        

        
				
        
          Elaboración de proyectos de Ley,
          § 4,
          22.
        

        
				
        
          Forma de sus actos,
          § 4,
          25.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 2,
          12;
          § 4,
          4.1.
        

        
				
        
          Incompatiblidades,
          § 4,
          14.
        

        
				
        
          Miembros del Gobierno,
          § 4,
          1.2.
        

        
				
        
          Nombramiento y cese,
          § 4,
          12.2.
        

        
				
        
          Órganos superiores de la Administración,
          § 2,
          6.2.
        

        
				
        
          Potestad reglamentaria,
          § 4,
          4.1.
          b).
        

        
				
        
          Reclamaciones previas a la vía judicial,
          § 1,
          122 y 124.
        

        
				
        
          Requisitos,
          § 4,
          11.
        

        
				
        
          Sin cartera,
          § 4,
          4.2.
        

        
				
        
          Suplencia,
          § 4,
          13.2.
        

        
				
        
          Motivación de los actos administrativos:
        

        
				
        
          Aceptación de informes o dictámenes,
          § 1,
          89.5.
        

        
				
        
          En procedimientos selectivos y de concurrencia,
          § 1,
          54.2.
        

        
				
        
          Obligatoriedad en determinados actos,
          § 1,
          54.1.
        

        
				
        
          Multas coercitivas:
        

        
				
        
          Compatibilidad con las impuestas como sanción,
          § 1,
          99.2.
        

        
				
        
          Medio de ejecución forzosa,
          § 1,
          96.1.
          c).
        

        
				
        
          Supuestos,
          § 1,
          99.1.
        

        
				
        
          N
        

        
				
        
          Nombramientos:
        

        
				
        
          Agencias Estatales,
          § 3,
          9 a 11 y 23.
        

        
				
        
          Altos cargos,
          § 2,
          6.9, 12.2.
          f),
          15.2, 16.3, 17.3, 18.2, 22.3, 37.4 y disposición transitoria 1.ª;
          § 4,
          12.1 y 2, 15.1 y 16.
        

        
				
        
          Normalización de documentos:
        

        
				
        
          De solicitudes,
          § 1,
          70.4;
          § 10,
          5.
        

        
				
        
          Normas jurídicas:
        

        
				
        
          Jerarquía normativa,
          § 1,
          51;
          § 4,
          23.3.
        

        
				
        
          Publicación,
          § 1,
          52;
          § 4,
          24.4.
        

        
				
        
          Notificaciones:
        

        
				
        
          Admisión y entrega por el operador al que se ha encomendado la prestación del servicio postal universal,
          § 15.
        

        
				
        A los interesados:

        
				
        
          Contenido,
          § 1,
          58.2.
        

        
				
        
          Defectuosas (efectos),
          § 1,
          58.3.
        

        
				
        
          Forma,
          § 1,
          59.
        

        
				
        
          Plazo,
          § 1,
          58.2.
        

        
				
        
          Resoluciones que deben notificarse,
          § 1,
          58.1.
        

        
				
        
          De resolución autorizando la ejecución,
          § 1,
          93.
        

        
				
        
          De resolución en reclamaciones previas a la vía judicial, §
          1,
          124.
        

        
				
        
          Del desistimiento,
          § 1,
          91.
        

        
				
        
          Electrónicas,
          § 5, 27 y
          28;
          § 6,
          35 a 40.
        

        
				
        
          Indicación de las mismas,
          § 1,
          61.
        

        
				
        
          Lugar señalado para remitirlas,
          § 1,
          70.1.
          a),
          y 110.1.
          c)
          .
        

        
				
        
          Práctica de las mismas,
          § 1,
          59.
        

        
				
        
          Nulidad de los actos administrativos:
        

        
				
        
          Conservación de actos y trámites,
          § 1,
          66.
        

        
				
        
          Convalidación,
          § 1,
          67.3.
        

        
				
        
          De pleno derecho,
          § 1,
          62, 102.1;
          § 16.
        

        
				
        
          Efectos de los actos nulos,
          § 1,
          65.
        

        
				
        
          O
        

        
				
        
          Obligación de resolver, § 1,
          42.
        

        
				
        
          Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos:
        

        
				
        
          Creación,
          § 12,
          26.
        

        
				
        
          Información y participación social,
          § 12,
          28.
        

        
				
        
          Recogida y análisis de datos,
          § 12,
          27.
        

        
				
        
          (Véase
          Programas de calidad)
          .
        

        
				
        
          Oficinas públicas:
        

        
				
        
          Obligación de comparecer,
          § 1,
          40.
        

        
				
        
          Orden de incoación:
        

        
				
        
          En el despacho de expediente,
          § 1,
          74.2.
        

        
				
        
          Responsabilidad por alteración del orden,
          § 1,
          74.2.
        

        
				
        
          Orden del día:
        

        
				
        
          En las sesiones de los órganos colegiados,
          § 1,
          23.1.
          b),
          y 26.3.
        

        
				
        
          Órdenes, § 4,
          25.
          e)
          y
          f)
          .
        

        
				
        
          Órdenes de servicio
        

        
				
        
          (Véase
          Instrucciones y órdenes de servicio).
        

        
				
        
          Organismos autónomos:
        

        
				
        
          Adecuación,
          § 2,
          disposición transitoria 3.ª
        

        
				
        
          Control de eficacia,
          § 2,
          51.
        

        
				
        
          Creación,
          § 2,
          61 y 67.3.
        

        
				
        
          Estatutos,
          § 2,
          62.1 y 3.
        

        
				
        
          Extinción,
          § 2,
          64.1.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 2,
          45.
        

        
				
        
          Impugnación de sus actos,
          § 2,
          52.1.
        

        
				
        
          Liquidación de bienes y derechos,
          § 2,
          64.2.
        

        
				
        
          Modificación y refundición,
          § 2,
          63.
        

        
				
        
          Nombramiento de sus titulares,
          § 2,
          46.
        

        
				
        
          Patrimonio,
          § 2,
          48.
        

        
				
        
          Personal,
          § 2,
          47.
        

        
				
        
          Plan de actuación,
          § 2,
          62.2.
        

        
				
        
          Reclamaciones previas a la vía judicial,
          § 2,
          52.2.
        

        
				
        
          Recursos económicos,
          § 2,
          65.1.
        

        
				
        
          Régimen de contratación,
          § 2,
          49.
        

        
				
        
          Régimen presupuestario,
          § 2,
          50.
        

        
				
        
          Organismos públicos:
        

        
				
        
          Adscripción,
          §
           
          2,
          43.2 y 3.
        

        
				
        
          Clasificación,
          §
           
          2,
          43.1.
        

        
				
        
          Nueva creación,
          § 3,
          disposición adicional 6.ª
        

        
				
        
          Personalidad jurídica,
          § 2,
          42.1.
        

        
				
        
          Potestades administrativas,
          § 2,
          42.2.
        

        
				
        
          Transformación en Agencias Estatales,
          § 3,
          disposición adicional 5.ª
        

        
				
        
          (Véase
          Plan inicial de los organismos públicos)
          .
        

        
				
        
          Órganos administrativos:
        

        
				
        
          Concepto,
          § 2,
          5.2.
        

        
				
        
          Creación, modificación y supresión,
          § 1,
          11;
          § 2,
          5.1 y 10;
          

          § 4,
          2.2.
          j)
          y 5.1.
          i)
          .
        

        
				
        
          Directivos,
          § 2,
          6.2.B), 3, 4, 5, 7, 8, 10 y 15 a 19.
        

        
				
        
          Elementos organizativos básicos,
          § 2,
          7.
        

        
				
        
          Superiores,
          § 2,
          6.2.A), 5, 8, 9 y 12 a 14.
        

        
				
        
          Utilización de material impreso,
          § 13,
          7.
        

        
				
        
          Órganos colegiados:
        

        
				
        
          Actas,
          § 1,
          27.
        

        
				
        
          Convocatorias y sesiones,
          § 1,
          26.
        

        
				
        De la Administración General del Estado:

        
				
        
          Clasificación y composición,
          § 2,
          39.
        

        
				
        
          Concepto,
          § 2,
          38.1.
        

        
				
        
          Creación, modificación y supresión,
          § 2,
          40.
        

        
				
        
          Régimen jurídico,
          § 2,
          38.3.
        

        
				
        
          Requisitos para su constitución,
          § 2,
          38.2.
        

        
				
        
          Excepciones,
          § 1,
          disposición adicional 1.ª
        

        
				
        
          Miembros,
          § 1,
          24.
        

        
				
        
          Modificación,
          § 3,
          disposición adicional 8.ª
        

        
				
        
          Presidente,
          § 1,
          23.
        

        
				
        
          Régimen,
          § 1,
          22.
        

        
				
        
          Reunión por medios electrónicos,
          § 5,
          disposición adicional 1.ª
        

        
				
        
          Secretario,
          § 1,
          25.
        

        
				
        
          Órganos de las Administraciones Públicas:
        

        
				
        Principios generales y competencias:

        
				
        
          Avocación,
          § 1,
          14.
        

        
				
        
          Competencias,
          § 1,
          12.
        

        
				
        
          Comunicación entre,
          § 1,
          19.
        

        
				
        
          Coordinación de competencias,
          § 1,
          18.
        

        
				
        
          Creación,
          § 1,
          11.
        

        
				
        
          Decisiones sobre competencia,
          § 1,
          20.
        

        
				
        
          Delegación de competencias,
          § 1,
          13.
        

        
				
        
          Delegación de firma,
          § 1,
          16.
        

        
				
        
          Encomienda de gestión,
          § 1,
          15.
        

        
				
        
          Instrucciones y órdenes de servicio,
          § 1,
          21.
        

        
				
        
          Suplencia,
          § 1,
          17.
        

        
				
        
          P
        

        
				
        
          Pago de tasas:
        

        
				
        
          Mediante transferencias,
          § 1,
          38.7.
        

        
				
        
          Por correo o telégrafo,
          § 1,
          38.7.
        

        
				
        
          Parentesco:
        

        
				
        
          Motivo de abstención,
          § 1,
          28.2.
          b)
          .
        

        
				
        
          Motivo de recusación,
          § 1,
          29.1.
        

        
				
        
          Personal al servicio de las Administraciones Públicas:
        

        
				
        
          Abstención de conocer,
          § 1,
          28 y 29.
        

        
				
        
          Competencia del Ministerio de Administraciones Públicas,
          

          § 2,
          66.1.
        

        
				
        
          Competencia del Ministro de Economía y Hacienda,
          § 2,
          66.2.
        

        
				
        Recusación:

        
				
        
          Suspensión del procedimiento,
          § 1,
          77.
        

        
				
        
          Tramitación,
          § 1,
          29.
        

        
				
        
          Responsabilidad (véase
          Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas).
        

        
				
        
          Personalidad jurídica de las Administraciones Públicas, § 1,
          3.4;
          § 2,
          2.2.
        

        
				
        
          Petición        

        
				
        
          (Véase
          Derecho de petición).
        

        
				
        
          Planes y programas conjuntos:
        

        
				
        Acuerdo aprobatorio:

        
				
        
          Eficacia vinculante,
          § 1,
          7.4.
        

        
				
        
          Especificaciones,
          § 1,
          7.3.
        

        
				
        
          Publicación,
          § 1,
          7.5.
        

        
				
        
          Finalidad,
          § 1,
          7.1.
        

        
				
        
          Iniciativa y control por Conferencias Sectoriales,
          § 1,
          7.2.
        

        
				
        
          Plan inicial de los organismos públicos:
        

        
				
        
          Aplicación en la refundición de organismos públicos,
          § 14,
          disposición adicional única.
        

        
				
        
          Control posterior,
          § 14,
          7.
        

        
				
        
          Estructura y contenido del plan económico y financiero,
          § 14,
          4.
        

        
				
        
          Estructura y contenido del plan estratégico,
          § 14,
          3.
        

        
				
        
          Misión del organismo y Memoria acreditativa,
          § 14,
          2.
        

        
				
        
          Objeto y condiciones,
          § 14,
          1.
        

        
				
        
          Previsiones sobre recursos humanos y de información,
          § 14,
          5.
        

        
				
        
          Procedimiento de tramitación,
          § 14,
          6.
        

        
				
        
          Plazos
        

        
				
        
          (Véase
          Términos y plazos).
        

        
				
        
          Poderes:
        

        
				
        
          De los representantes de los interesados,
          § 1,
          32.
        

        
				
        
          Potestad reglamentaria:
        

        
				
        
          En general,
          § 4,
          23 a 25.
        

        
				
        
          Potestad sancionadora:
        

        
				
        
          Concurrencia de sanciones,
          § 1,
          133.
        

        
				
        
          Irretroactividad,
          § 1,
          138.
        

        
				
        
          Prescripción,
          § 1,
          132.
        

        
				
        
          Principio de legalidad,
          § 1,
          127.
        

        
				
        
          Principio de proporcionalidad,
          § 1,
          131.
        

        
				
        
          Principio de tipicidad,
          § 1,
          129.
        

        
				
        Reglamento para su ejercicio:

        
				
        
          Actuaciones previas e iniciación del procedimiento,
          § 8,
          11 a 15.
        

        
				
        
          Disposiciones generales,
          § 8,
          1 a 10.
        

        
				
        
          Instrucción,
          § 8,
          16 a 19.
        

        
				
        
          Procedimiento simplificado,
          § 8,
          23 y 24.
        

        
				
        
          Resolución,
          § 8,
          20 a 22.
        

        
				
        
          Responsabilidad,
          § 1,
          130.
        

        
				
        
          Premios a la calidad e innovación en la gestión pública:
        

        
				
        
          Características,
          § 12,
          25.
        

        
				
        
          Definición,
          § 12,
          24.
        

        
				
        
          (Véase
          Programas de calidad)
          .
        

        
				
        
          Prescripción de acciones:
        

        
				
        
          Excepción a las facultades de revisión,
          § 1,
          106.
        

        
				
        
          No se produce por caducidad,
          § 1,
          92.3.
        

        
				
        
          Presentación de instancias:
        

        
				
        
          Ante el Registro,
          § 1,
          38.4.
          a),
          y
          b);
           
          § 10,
          1.
          a)
          y
          b)
          .
        

        
				
        
          En Correos,
          § 1,
          38.4.
          c);
           
          § 10,
          1.
          c).
        

        
				
        
          En representaciones diplomáticas u oficinas consulares, §
          1,
          38.4.
          d);
           
          § 10,
          1.
          d).
        

        
				
        
          Presidente de órgano colegiado:
        

        
				
        
          Funciones,
          § 1,
          23.1.
        

        
				
        
          Sustitución por ausencia o enfermedad,
          § 1,
          23.2.
        

        
				
        
          Presidente del Gobierno:
        

        
				
        
          Forma de sus actos,
          § 4,
          25.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 4,
          2.
        

        
				
        
          Incompatibilidades,
          § 4,
          14.
        

        
				
        
          Miembro del Gobierno,
          § 4,
          1.2.
        

        
				
        
          Nombramiento y cese,
          § 4,
          12.1.
        

        
				
        
          Requisitos,
          § 4,
          11.
        

        
				
        
          Suplencia,
          § 4,
          13.1.
        

        
				
        
          Presunción de inocencia:
        

        
				
        
          En procedimiento sancionador,
          § 1,
          137.1.
        

        
				
        
          Pruebas,
          § 1,
          137.3 y 4.
        

        
				
        
          Vinculación por resoluciones judiciales penales,
          § 1,
          137.2.
        

        
				
        
          Presupuestos:
        

        
				
        
          De las Agencias Estatales,
          § 3,
          26 a 28.
        

        
				
        
          De los Departamentos (propuestas),
          § 2,
          12.2.
          c)
          .
        

        
				
        
          Generales del Estado (aprobación del proyecto de Ley),
          § 3,
          5.1.
          b).
        

        
				
        
          Prevaricación:
        

        
				
        
          Causa de recurso extraordinario de revisión,
          § 1,
          118.1.4.ª
        

        
				
        
          Principios de actuación de la Administración:
        

        
				
        
          De funcionamiento,
          § 2,
          3.2.
        

        
				
        
          De organización,
          § 2,
          3.1.
        

        
				
        
          De servicio a los ciudadanos,
          § 2,
          4.
        

        
				
        
          Generales,
          § 1,
          3.
        

        
				
        
          Procedimiento:
        

        
				
        
          Adecuación,
          § 1,
          disposición adicional 3.ª
        

        
				
        
          Colaboración de los ciudadanos,
          § 1,
          39.
        

        
				
        Ejecución:

        
				
        
          Apremio sobre el patrimonio,
          § 1,
          97.
        

        
				
        
          Compulsión sobre las personas,
          § 1,
          100.
        

        
				
        
          Ejecución forzosa,
          § 1,
          95.
        

        
				
        
          Ejecución subsidiaria,
          § 1,
          98.
        

        
				
        
          Ejecutoriedad,
          § 1,
          94.
        

        
				
        
          Medios de ejecución forzosa,
          § 1,
          96.
        

        
				
        
          Multa coercitiva,
          § 1,
          99.
        

        
				
        
          Prohibición de interdicto,
          § 1,
          101.
        

        
				
        
          Título,
          § 1,
          93.
        

        
				
        Finalización del procedimiento:

        
				
        
          Caducidad,
          § 1,
          92.
        

        
				
        
          Desistimiento y renuncia,
          § 1,
          90 y 91.
        

        
				
        
          Resolución,
          § 1,
          89.
        

        
				
        
          Terminación,
          § 1,
          87.
        

        
				
        
          Terminación convencional,
          § 1,
          88.
        

        
				
        Iniciación:

        
				
        
          Acumulación,
          § 1,
          73.
        

        
				
        
          Clases,
          § 1,
          68.
        

        
				
        
          Iniciación de oficio,
          § 1,
          69.
        

        
				
        
          Medidas provisionales,
          § 1,
          72.
        

        
				
        
          Solicitudes de iniciación,
          § 1,
          70.
        

        
				
        
          Subsanación y mejora de la solicitud,
          § 1,
          71.
        

        
				
        Instrucción:

        
				
        
          Actos de instrucción,
          § 1,
          78.
        

        
				
        
          Actuación de los interesados,
          § 1,
          85.
        

        
				
        
          Alegaciones,
          § 1,
          79.
        

        
				
        
          Evacuación de informes,
          § 1,
          83.
        

        
				
        
          Información pública,
          § 1,
          86.
        

        
				
        
          Medios y período de prueba,
          § 1,
          80.
        

        
				
        
          Petición de informes,
          § 1,
          82.
        

        
				
        
          Práctica de prueba,
          § 1,
          81.
        

        
				
        
          Trámite de audiencia,
          § 1,
          84.
        

        
				
        Ordenación:

        
				
        
          Caducidad,
          § 1,
          75.
        

        
				
        
          Cuestiones incidentales,
          § 1,
          77.
        

        
				
        
          Cumplimiento de trámites,
          § 1,
          76.
        

        
				
        
          Impulso,
          § 1,
          74.
        

        
				
        
          Principios generales,
          § 1,
          1 a 3.
        

        
				
        
          Tasas,
          § 1,
          disposición adicional 4.ª
        

        
				
        
          Tramitación electrónica,
          § 5,
          35 a 39.
        

        
				
        
          Procedimiento administrativo de las Entidades locales:
        

        
				
        
          Abstenciones y recusaciones,
          § 9,
          182 a 184.
        

        
				
        
          Aplicación,
          § 9,
          146 y disposición transitoria 2.ª
        

        
				
        
          Comunicaciones,
          § 9,
          192 y 193.
        

        
				
        
          Conflictos de atribuciones y competencias,
          § 9,
          222.
        

        
				
        
          Custodia de documentos,
          § 9,
          148.
        

        
				
        
          Ejecutividad de actos y acuerdos,
          § 9,
          208.
        

        
				
        
          Ejercicio de acciones,
          § 9,
          219 a 221.
        

        
				
        
          Expedientes,
          § 9,
          163 a 179.
        

        
				
        
          Formalización de actas y certificaciones,
          § 9,
          198 a 207.
        

        
				
        
          Honores y distinciones,
          § 9,
          186 a 191.
        

        
				
        
          Impugnación jurisdiccional de actos y acuerdos,
          § 9,
          214 a 217.
        

        
				
        
          Interesados,
          § 9,
          180 y 181.
        

        
				
        
          Normas generales,
          § 9,
          147 a 150.
        

        
				
        
          Notificaciones,
          § 9,
          194 y 195.
        

        
				
        
          Publicidad de actos y acuerdos,
          § 9,
          196 y 197.
        

        
				
        
          Recursos y reclamaciones,
          § 9,
          151 a 162.
        

        
				
        
          Registro de documentos,
          § 9,
          151 a 162.
        

        
				
        
          Responsabilidad de las Entidades locales,
          § 9
          , 223 a 225.
        

        
				
        
          Revisión de actos en vía administrativa,
          § 9,
          218.
        

        
				
        
          Procedimiento de apremio:
        

        
				
        
          Ejecución forzosa,
          § 1,
          96.
        

        
				
        
          Procedimiento de urgencia
        

        
				
        
          (Véase
          Tramitación de urgencia).
        

        
				
        
          Procedimiento laboral:
        

        
				
        
          Actos de Seguridad Social y desempleo,
          § 1,
          disposición adicional 6.ª
        

        
				
        
          Por infracciones en el orden social,
          § 1,
          disposición adicional 7.ª
        

        
				
        
          Procedimiento sancionador:
        

        
				
        
          Actuaciones previas e iniciación,
          § 8,
          11 a 15.
        

        
				
        
          Derecho del presunto responsable,
          § 1,
          135.
        

        
				
        
          Disposiciones generales,
          § 8,
          1 a 10.
        

        
				
        
          Garantía de procedimiento,
          § 1,
          134.
        

        
				
        
          Instrucción,
          § 8,
          16 a 19.
        

        
				
        
          Medidas de carácter provisional,
          §
           
          1,
          136.
        

        
				
        
          Presunción de inocencia,
          § 1,
          137.
        

        
				
        
          Procedimiento simplificado,
          § 8,
          23 y 24.
        

        
				
        
          Resolución,
          § 1,
          138;
          § 8,
          20 a 22.
        

        
				
        
          
            Procedimientos administrativos ante misiones diplomáticas, § 1,          
          disposición adicional 11.ª
        
        
				
        
          Procedimientos administrativos en materia tributaria:        

        
				
        
          Normativa específica,
          § 1,
          disposición adicional 5.ª 2.
        

        
				
        
          Revisión de actos administrativos,
          § 1,
          disposición adicional 5.ª1.
        

        
				
        
          Procedimientos disciplinarios:
        

        
				
        
          Exclusión respecto del personal al servicio de las Administraciones Públicas,
          § 1,
          disposición adicional 8.ª
        

        
				
        
          Procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial:
        

        
				
        
          Ámbito de aplicación y objeto,
          § 7,
          1 y 2.
        

        
				
        
          Concurrencia de responsabilidad,
          § 1,
          140;
          § 7,
          18.
        

        
				
        
          De autoridades y personal,
          § 1,
          145;
          § 7,
          19, 20 y 21.
        

        
				
        
          Órganos competentes,
          § 7,
          3.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          143;
          § 7,
          14 a 17.
        

        
				
        
          Procedimiento general,
          § 1,
          142;
          § 7,
          4 a 13.
        

        
				
        
          Programas de calidad:
        

        
				
        
          Análisis de la demanda y de evaluación de la satisfación de los usuarios de los servicios,
          § 12,
          5 a 7.
        

        
				
        
          Cartas de servicios,
          § 12,
          8 a 13.
        

        
				
        
          Evaluación de la calidad de las organizaciones,
          § 12,
          20 y 21.
        

        
				
        
          Incentivos,
          § 12,
          31.
        

        
				
        
          Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos,
          § 12,
          26 a 28.
        

        
				
        
          Quejas y Sugerencias,
          § 12,
          14 a 19.
        

        
				
        
          Reconocimiento,
          § 12,
          22 a 25.
        

        
				
        
          Responsabilidades y competencias,
          § 12,
          29 y 30.
        

        
				
        
          Protocolos Generales
        

        
				
        
          (Véase
          Convenios de colaboración).
        

        
				
        
          Proyectos de Ley
        

        
				
        
          (Véase
          Iniciativa legislativa del Gobierno).
        

        
				
        
          Prueba:
        

        
				
        
          Apertura del período de prueba,
          § 1,
          80.2.
        

        
				
        
          En el expediente sancionador,
          § 1,
          137.4.
        

        
				
        
          Gastos,
          § 1,
          81.3.
        

        
				
        
          Improcedente o innecesaria,
          § 1,
          80.3.
        

        
				
        
          Notificación a los interesados de la práctica de la prueba,
           
          §
          1,
          81.1 y 2.
        

        
				
        
          Plazo para su práctica,
          § 1,
          80.2.
        

        
				
        
          Publicación de los actos administrativos:
        

        
				
        
          Lesivos de derechos e intereses legítimos,
          § 1,
          61.
        

        
				
        
          Normas generales,
          § 1,
          60.
        

        
				
        
          Publicaciones electrónicas de Boletines Oficiales:
        

        
				
        
          En sedes electrónicas,
          § 5,
          11.
        

        
				
        
          Publicaciones ilustrativas:
        

        
				
        
          Publicidad de las normas,
          § 1,
          52.1;
          § 4,
          9.1.
          e)
          .
        

        
				
        
          Q
        

        
				
        
          Quejas y sugerencias
        

        
				
        
          Contestación,
          § 12,
          16.
        

        
				
        
          Efectos,
          § 12,
          19.
        

        
				
        
          Forma de presentación,
          § 12,
          15.
        

        
				
        
          Seguimiento,
          § 12,
          17 y 18.
        

        
				
        
          Tramitación,
          § 12,
          15.
        

        
				
        
          Unidad responsable,
          § 12,
          14.
        

        
				
        
          Quórum:
        

        
				
        
          Para constitución de órganos colegiados,
          § 1,
          26.1 y 2.
        

        
				
        
          R
        

        
				
        
          Reclamaciones:
        

        
				
        
          Económico-administrativas,
          § 1,
          107.4.
        

        
				
        
          Previas a la vía judicial,
          § 1,
          120 a 126.
        

        
				
        
          Reclamaciones previas a la vía judicial:
        

        
				
        Disposiciones generales:

        
				
        
          Efectos,
          § 1,
          121.
        

        
				
        
          Naturaleza,
          § 1,
          120.
        

        
				
        
          Reclamaciones previas a la vía judicial civil:
        

        
				
        Tramitación:

        
				
        
          Lugar de presentación,
          § 1,
          122.2.
        

        
				
        
          Notificación, silencio administrativo,
          § 1,
          124.
        

        
				
        
          Órgano al que se dirige,
          § 1,
          122.1 y 2.
        

        
				
        
          Perfeccionamiento del expediente,
          § 1,
          123.2.
        

        
				
        
          Remisión al órgano competente,
          § 1,
          123.1.
        

        
				
        
          Reclamaciones previas a la vía judicial laboral:
        

        
				
        
          Del personal civil no funcionario de la Administración Militar,
          § 1,
          126.
        

        
				
        Tramitación:

        
				
        
          Notificación, silencio administrativo,
          § 1,
          125.2.
        

        
				
        
          Órgano al que se dirige,
          § 1,
          125.1.
        

        
				
        
          Reconocimiento a la excelencia, § 12, 23.
        

        
				
        
          (Véase
          Programas de calidad)
          .
        

        
				
        
          Rectificación de errores, § 1,
          105.2.
        

        
				
        
          Recurso de alzada
        

        
				
        
          (Véase
          Recursos administrativos).
        

        
				
        
          Recurso extraordinario de revisión
        

        
				
        
          (Véase
          Recursos administrativos).
        

        
				
        
          Recurso potestativo de reposición
        

        
				
        
          (Véase
          Recursos administrativos).
        

        
				
        
          Recursos administrativos:
        

        
				
        
          Audiencia de los interesados,
          § 1,
          112.
        

        
				
        
          Contenido de la resolución,
          § 1,
          113.
        

        
				
        
          Fin de la vía administrativa,
          § 1,
          109.
        

        
				
        
          Interposición (requisitos),
          § 1,
          110.
        

        
				
        
          Objeto y clases,
          § 1,
          107.
        

        
				
        Recurso de alzada:

        
				
        
          Objeto,
          § 1,
          114.
        

        
				
        
          Plazos,
          § 1,
          115.
        

        
				
        Recurso extraordinario de revisión:

        
				
        
          Objeto,
          § 1,
          108 y 118.1.
        

        
				
        
          Órgano competente para conocer,
          § 2,
          disposición adicional 17.ª
        

        
				
        
          Plazos,
          § 1,
          118.2.
        

        
				
        
          Resolución,
          § 1,
          119.
        

        
				
        Recurso potestativo de reposición:

        
				
        
          Objeto y naturaleza,
          § 1,
          116.
        

        
				
        
          Plazos,
          § 1,
          117.
        

        
				
        
          Suspensión de la ejecución,
          § 1,
          111.
        

        
				
        
          Recusaciones:
        

        
				
        
          Forma,
          § 1,
          29.2.
        

        
				
        
          Interrumpen el curso del procedimiento,
          § 1,
          77.
        

        
				
        
          Irrecurribilidad de la resolución,
          § 1,
          29.5.
        

        
				
        
          Momento para plantearlas,
          § 1,
          29.1.
        

        
				
        
          Motivos,
          § 1,
          29.1.
        

        
				
        
          Tramitación y resolución,
          § 1,
          29.3 y 4.
        

        
				
        
          Régimen disciplinario:
        

        
				
        
          De los funcionarios de las Administraciones Públicas,
          § 1,
          disposición adicional 8.ª
        

        
				
        
          Registro de documentos:
        

        
				
        
          Forma de practicarse los asientos,
          § 1,
          38.3.
        

        
				
        
          General y auxiliares,
          § 1,
          38.1 y 2.
        

        
				
        
          Horario,
          § 1,
          38.6 y 8.
        

        
				
        
          Lugar de presentación de escritos,
          § 1,
          38.4;
          § 10,
          2.
        

        
				
        
          Salida de documentos registrados,
          § 1,
          38.1 y 2.
        

        
				
        
          Registros administrativos:
        

        
				
        
          Acceso de los ciudadanos,
          § 1,
          37.
        

        
				
        
          Electrónicos,
          § 5,
          24 a 26;
          § 6,
          26 a 31.
        

        
				
        
          Informatización,
          § 1,
          disposición adicional 2.ª
        

        
				
        
          Organización,
          § 1
          , 38;
          § 10,
          11 a 13 y disposiciones adicionales 1.ª y 2.ª
        

        
				
        
          Telemáticos,
          § 11,
          14 a 18.
        

        
				
        
          Reglamentos:
        

        
				
        
          Contenido,
          § 4,
          23.2.
        

        
				
        
          Informe de la Secretaría General Técnica,
          § 4,
          24.2
        

        
				
        
          Informe del Ministerio de Administraciones Públicas,
          § 4,
          24.3.
        

        
				
        
          Normas de competencia y jerarquía,
          § 4,
          23.3.
        

        
				
        
          Nulidad de resoluciones administrativas que vulneren un Reglamento,
          § 4,
          23.4.
        

        
				
        
          Procedimiento de elaboración,
          § 4,
          24.1.
        

        
				
        
          Relación de dependencia con el interesado:
        

        
				
        
          Motivo de abstención,
          § 1,
          28.2.
          e).
        

        
				
        
          Motivo de recusación,
          § 1,
          29.1.
        

        
				
        
          Renuncia
        

        
				
        
          (Véase
          Desistimiento).
        

        
				
        
          Representación:
        

        
				
        
          Debe hacerse constar nombre y apellidos del representante en las instancias,
          § 1,
          70.1.
          a).
        

        
				
        
          Del Gobierno,
          § 3
          , 2.2.
          a).
        

        
				
        
          En el procedimiento administrativo,
          § 1,
          32 y 33.
        

        
				
        
          Resolución del procedimiento:
        

        
				
        
          Antecedentes,
          § 1,
          89.5.
        

        
				
        
          Congruencia con las peticiones,
          § 1,
          89.2.
        

        
				
        
          Contenido,
          § 1,
          89.1 y 3.
        

        
				
        
          Obligación de resolver,
          § 1,
          42 y 89.4.
        

        
				
        
          Pone fin al procedimiento,
          § 1,
          87.
        

        
				
        
          Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas:
        

        
				
        
          Civil y penal,
          § 1,
          146.
        

        
				
        
          En la tramitación de procedimiento,
          § 1,
          41.
        

        
				
        
          Exigencia de responsabilidad patrimonial,
          § 1,
          145;
          § 7,
          19, 20 y 21.
        

        
				
        
          Exoneración por voto particular,
          § 1,
          27.3 y 4.
        

        
				
        
          Por demora en evacuación de informes o remisión de datos,
          §
          1, 83.3;
          § 4,
          39.
        

        
				
        
          Por infracción del orden riguroso de despacho de expedientes,
          § 1,
          74.2.
        

        
				
        
          Responsabilidad patrimonial de la Administración Pública:
        

        
				
        
          Indemnización,
          § 1,
          141.
        

        
				
        
          Principios de la responsabilidad,
          § 1,
          139.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          143;
          § 7,
          14 a 17.
        

        
				
        
          Procedimientos de responsabilidad patrimonial,
          § 1,
          142;
          § 7,
          4 a 13.
        

        
				
        
          Responsabilidad concurrente de las Administraciones Públicas,
          § 1,
          140;
          § 7,
          18.
        

        
				
        
          Responsabilidad de Derecho privado,
          § 1,
          144.
        

        
				
        
          Responsabilidad y competencias en los programas de calidad:
        

        
				
        
          Competencias generales,
          § 12,
          29.
        

        
				
        
          Funciones de la Secretaría General para la Administración Pública,
          § 12
          , 30.
        

        
				
        
          (Véase
          Programas de calidad)
          .
        

        
				
        
          Retroactividad de los actos administrativos:
        

        
				
        
          De disposiciones sancionadoras que favorezcan al presunto infractor,
          § 1,
          128.2.
        

        
				
        
          Excepción a la eficacia del acto convalidado,
          § 1,
          67.2.
        

        
				
        
          Supuestos en que se da la excepción,
          § 1,
          57.3.
        

        
				
        
          Revisión de los actos en vía administrativa:
        

        
				
        Revisión de oficio:

        
				
        
          De actos nulos,
          § 1,
          102.
        

        
				
        
          Declaración de lesividad de actos anulables,
          § 1,
          103.
        

        
				
        
          En materia tributaria,
          § 2,
          disposición adicional 16.ª
        

        
				
        
          Límites,
          § 1,
          106.
        

        
				
        
          Órganos competentes,
          § 2,
          disposición adicional 16.ª
        

        
				
        
          Revocación de actos,
          § 1,
          105.
        

        
				
        
          Suspensión,
          § 1,
          104.
        

        
				
        
          Revocación:
        

        
				
        
          De actos administrativos,
          § 1,
          105.
        

        
				
        
          De delegaciones,
          § 1,
          13.6.
        

        
				
        
          S
        

        
				
        
          Sanciones:
        

        
				
        
          Concurrencia de,
          § 1,
          133.
        

        
				
        
          (Véanse
          Potestad sancionadora
          y
          Procedimiento sancionador).
        

        
				
        
          Secretariado del Gobierno:
        

        
				
        
          Funciones,
          § 4,
          9.1.
        

        
				
        
          Integración en el Ministerio de la Presidencia,
          § 4,
          9.2.
        

        
				
        
          Secretarías Generales Técnicas:
        

        
				
        
          Informes de proyectos de Reglamentos,
          § 4,
          24.2.
        

        
				
        
          Secretarios de Estado:
        

        
				
        
          Adscripción,
          § 4,
          7.2.
        

        
				
        
          Alto cargo,
          § 2,
          6.5.
        

        
				
        
          Competencias,
          § 2
          , 14;
          § 4,
          7.3.
        

        
				
        
          Incompatibilidades,
          § 4,
          15.4.
        

        
				
        
          Nombramiento y cese,
          § 4,
          15.1.
        

        
				
        
          Órgano superior,
          § 2,
          6.2.A);
          § 4,
          7.1.
        

        
				
        
          Representación del Ministro,
          § 4,
          7.2.
        

        
				
        
          Suplencia,
          § 4,
          15.2 y 3.
        

        
				
        
          Secretarios de los órganos colegiados:
        

        
				
        
          Designación y cese,
          § 1,
          25.1 y 2.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 1,
          25.3.
        

        
				
        
          Secretarios generales:
        

        
				
        
          Alto cargo,
          § 2,
          6.5.
        

        
				
        
          Competencias,
          § 2,
          16.1 y 2.
        

        
				
        
          Nombramiento y categoría,
          § 2,
          16.3.
        

        
				
        
          Órgano directivo,
          § 2,
          6.2.B).
        

        
				
        
          Secretarios generales técnicos:
        

        
				
        
          Alto cargo,
          § 2,
          6.5.
        

        
				
        
          Categoría,
          § 2,
          17.2.
        

        
				
        
          Competencias,
          § 2,
          17.1.
        

        
				
        
          Nombramiento,
          § 2,
          17.3.
        

        
				
        
          Normalización y racionalización,
          § 4,
          31.
        

        
				
        
          Órgano directivo,
          § 2,
          6.2.B).
        

        
				
        
          Sede electrónica, § 5,
          10 a 12;
          § 6,
          3 a 9.
        

        
				
        
          Servicios no integrados en las Delegaciones del Gobierno:
        

        
				
        
          Dependencia,
          § 2,
          35.
        

        
				
        
          Organización,
          § 2,
          34 y 67.2.
          b).
        

        
				
        
          Sesiones de los órganos colegiados:
        

        
				
        
          Actas,
          § 1,
          27.
        

        
				
        
          Adopción de acuerdos,
          § 1,
          26.4.
        

        
				
        
          Certificación de acuerdos,
          § 1,
          26.5.
        

        
				
        
          Convocatoria,
          § 1,
          26.1 y 2.
        

        
				
        
          Orden del día,
          § 1,
          26.3.
        

        
				
        
          Presidencia,
          § 1,
          23.1.
          c).
        

        
				
        
          Voto particular,
          § 1,
          27.3.
        

        
				
        
          Silencio administrativo:
        

        
				
        En procedimientos iniciados a solicitud del interesado:

        
				
        
          Efectos,
          § 1,
          43.3.
        

        
				
        
          Obligación de dictar resolución,
          § 1,
          43.4.
        

        
				
        
          Positivo,
          § 1,
          43.2.
        

        
				
        
          Validez de los actos,
          § 1,
          43.5.
        

        
				
        En procedimientos iniciados de oficio:

        
				
        
          Efectos,
          § 1,
          44.1 y 2.
        

        
				
        
          Simplificación de los servicios periféricos, § 2,
          31.
        

        
				
        
          Sociedades mercantiles estatales:
        

        
				
        
          Régimen jurídico,
          § 2,
          disposición adicional 12.ª
        

        
				
        
          Solicitudes:
        

        
				
        
          Catálogo de modelos,
          § 13,
          9.
        

        
				
        
          Efectos de la presentación,
          § 10,
          4.
        

        
				
        
          Lugar de presentación,
          § 10,
          2.
        

        
				
        
          Medios de presentación,
          § 10,
          3.
        

        
				
        
          Modelos normalizados,
          § 1,
          70.4;
          § 10,
          5;
          § 13,
          8.
        

        
				
        
          Recibo acreditativo de su presentación,
          § 10,
          6.
        

        
				
        
          Subdelegados del Gobierno en las provincias:
        

        
				
        
          Competencias,
          § 2,
          29.2 y 3.
        

        
				
        
          Estructura,
          § 2,
          32.3.
        

        
				
        
          Nombramiento,
          § 2,
          29.1.
        

        
				
        
          Subdirectores generales:
        

        
				
        
          Competencia,
          § 2,
          19.1.
        

        
				
        
          Nombramiento,
          § 2,
          19.2.
        

        
				
        
          Órgano directivo,
          § 2,
          6.2.B).
        

        
				
        
          Subsecretarios:
        

        
				
        
          Alto cargo,
          § 2,
          6.5.
        

        
				
        
          Comisiones,
          § 4,
          8.
        

        
				
        
          Competencias,
          § 2,
          15.1.
        

        
				
        
          Nombramiento y separación,
          § 4,
          15.2.
        

        
				
        
          Órgano directivo,
          § 2,
          6.2.B).
        

        
				
        
          Suplencia, § 1,
          17;
          § 4,
          13.
        

        
				
        
          Suspensión de los actos administrativos:
        

        
				
        
          Adopción de medidas cautelares,
          § 1,
          111.4.
        

        
				
        
          Caso en que puede ordenarse,
          § 1,
          111.2.
        

        
				
        
          No se produce por interposición de recursos,
          § 1,
          111.1.
        

        
				
        
          Publicación cuando afecta a una pluralidad indeterminada de personas,
          § 1,
          111.5.
        

        
				
        
          T
        

        
				
        
          Tablón de edictos:
        

        
				
        
          Notificación a desconocidos y ausentes,
          § 1,
          59.4.
        

        
				
        
          Tasas, § 1,
          disposición adicional 4.ª
        

        
				
        
          (Véase
          Pago de tasas).
        

        
				
        
          Terminación del procedimiento
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimiento).
        

        
				
        
          Términos y plazos:
        

        
				
        
          Actuaciones fuera de,
          § 1,
          63.3.
        

        
				
        
          Ampliación,
          § 1,
          49.
        

        
				
        
          Cómputo,
          § 1,
          48.
        

        
				
        
          De caducidad,
          § 1,
          92.
        

        
				
        
          De prescripción de infracciones y sanciones,
          § 1,
          132.
        

        
				
        
          De prescripción del derecho a reclamar,
          § 1,
          142.4 y 5.
        

        
				
        
          De silencio administrativo en notificaciones de resoluciones en reclamaciones previas a la vía judicial civil,
          § 1,
          124.2.
        

        
				
        
          De silencio administrativo en notificaciones de resoluciones en reclamaciones previas a la vía judicial laboral,
          § 1,
          125.2.
        

        
				
        
          De silencio administrativo en recurso extraordinario de revisión,
          § 1,
          119.3.
        

        
				
        
          Del período de prueba,
          § 1,
          80.2.
        

        
				
        
          En registros electrónicos,
          § 5,
          26.
        

        
				
        
          Obligatoriedad de,
          § 1,
          47.
        

        
				
        
          Para acreditar la representación,
          § 1,
          32.4.
        

        
				
        
          Para adecuación de procedimiento,
          § 1,
          disposición adicional 3.ª
        

        
				
        
          Para audiencia del interesado,
          § 1,
          84.2 y 112.1.
        

        
				
        
          Para cumplimiento de trámites por los interesados,
          § 1,
          76.
        

        
				
        
          Para declaración de lesividad,
          § 1,
          103.2 y 3.
        

        
				
        
          Para evacuar informes,
          § 1,
          83.2.
        

        
				
        
          Para formular alegaciones en cuestiones conexas no planteadas por los interesados,
          § 1,
          89.1.
        

        
				
        
          Para formular voto particular,
          § 1,
          27.3.
        

        
				
        
          Para interponer recurso de alzada,
          § 1,
          115.
        

        
				
        
          Para interponer recurso extraordinario de revisión,
          § 1,
          118.2.
        

        
				
        
          Para interponer recurso potestativo de reposición,
          § 1,
          117 y 118.2.
        

        
				
        
          Para notificaciones,
          § 1,
          42.2, 3 y 6 y 58.2.
        

        
				
        
          Para publicación de actos administrativos,
          § 1,
          60.
        

        
				
        
          Para salida del Registro del documento,
          § 1,
          38.2.
        

        
				
        
          Para subsanación y mejora de la solicitud,
          § 1,
          71.
        

        
				
        
          Para suspensión de la ejecución,
          § 1,
          111.4.
        

        
				
        
          Para tramitar reclamaciones previas a la vía judicial civil,
          

          § 1,
          123.1.
        

        
				
        
          Tramitación de urgencia,
          § 1,
          50.1.
        

        
				
        
          Tramitación de urgencia:
        

        
				
        
          Efectos respecto de términos y plazos,
          § 1,
          50.1.
        

        
				
        
          Irrecurribilidad de su aplicación,
          § 1,
          50.2.
        

        
				
        
          Tramitación del procedimiento por medios electrónicos:
        

        
				
        
          Iniciación,
          § 5,
          35.
        

        
				
        
          Instrucción,
          § 5,
          36.
        

        
				
        
          Terminación,
          § 5,
          38.
        

        
				
        
          Tutor
        

        
				
        
          (Véase
          Menores).
        

        
				
        
          V
        

        
				
        
          Vía administrativa:
        

        
				
        
          Resoluciones que la ponen fin,
          § 1,
          109;
          § 2,
          disposición adicional 15.ª
        

        
				
        
          (Véase
          Recursos administrativos).
        

        
				
        
          Vía judicial
        

        
				
        
          (Véanse
          Reclamaciones previas a la vía judicial civil
          y
          Reclamaciones previas a la vía judicial laboral).
        

        
				
        
          Vicepresidente del Gobierno:
        

        
				
        
          Condición de Ministro,
          § 4,
          3.2.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 4,
          3.1.
        

        
				
        
          Miembro del Gobierno,
          § 4,
          1.2.
        

        
				
        
          Nombramiento y cese,
          § 4,
          12.2 y 3.
        

        
				
        
          Requisitos,
          § 4,
          11.1.
        

        
				
        
          Suplencia,
          § 4,
          13.1.
        

        
				
        
          Vicios de los actos administrativos:
        

        
				
        
          Subsanación,
          § 1,
          67.
        

        
				
        
          Supuestos de anulabilidad,
          § 1,
          63.
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          edición, abril 2010, 256 pp.
        

        
				
        
          3. PROCEDIMIENTO LABORAL. 18.
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          edición (en prensa).
        

        
				
        
          8. JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. 23.
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          edición, agosto 2010, 424 pp.
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          edición (en prensa).
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          29. LEY DE AGUAS. 12.
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          edición, octubre 2008, 224 pp.
        

        
				
        
          56. PROPIEDAD INTELECTUAL. 7.
          a
          edición, abril 2008, 632 pp.
        

        
				
        
          69. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. 7.
          a
          edición, noviembre 2007, 178 pp.
        

        
				
        
          79. SEGURIDAD PRIVADA. 10.
          a
          edición, mayo 2010, 544 pp.
        

        
				
        
          88. RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN. 19.
          a
          edición, agosto 2010, 614 pp.
        

        
				
        
          95. PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES. 10.
          a
          edición, noviembre 2008, 1.088 pp.
        

        
				
        
          96. REGLAMENTO DE ARMAS. 4.
          a
          edición, marzo 2009, 312 pp.
        

        
				
        97. LEGISLACIÓN PENITENCIARIA. 5.ª edición, junio 2010, 360 pp.

        
				
        
          99. PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL. 4.
          a
          edición, abril 2008, 344 pp.
        

        
				
        
          104. LEY CONCURSAL. 3.
          a
          edición, mayo 2010, 244 pp.
        

        
				
        
          105. LEY DEL MERCADO DE VALORES. 2.
          a
          edición, febrero 2008, 328 pp.
        

        
				
        
          106. LEGISLACIÓN BÁSICA DEL EMPLEADO PÚBLICO. 1.
          a
          edición, diciembre 2009, 616 pp.
        

        
				
        
          107. ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA. 2.
          a
          edición, mayo 2010, 572 pp.
        

        
				
        
          108. DERECHO CIVIL FORAL DEL PAÍS VASCO. 1.
          a
          edición, abril 2009, 112 pp.
        

        
				
        109. ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES DE DESARROLLO (ONGD), abril 2010, 572 pp.
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